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Al illu r^. don Carlos, o mira la Provincia tic Cónloki, su- 
bir satteamicoto ... ¡$] 

Miloch. don Miguel, contra la Provincia de San Luis, so- 
bre interdicto «le reuner.... 145 

Ahí /a. clfin Lamberto León, su convocatoria Uc acreedores. 
Recurso d? hecho 43 

Ministerio Fiscal contra don Leónidas Oiiriui, por infrac- 
ción al art. *' de la ley H.3Sü (sobre enrolamiento) > •,, $B& 

.Minislerio KLscal contra i insta vo Adolfo Kivcro, por infrac- 
ción al art, 3' ele la ley 11.3Ü6 (sobre enrolamiento).. 39Q 

Ministerio riscal en autos con don Xicolás Vera, sobre nu- 



lidad de titulo. Recurso extraordinario ,\24 

Molinelli, doña Paulina Guise de, contra la Provincia de 
Buenos Aires, ñor cobro de pesos 16N 

Montero, dofi Martin, solicita excejición del servicio militar. 

Montigny, don Pedro Daniel, solicita excepción del servi- 
cio militar 33$ 

Moni i vero, don Aurelio Luis, solicita excepción fiel ser- 
vicio militar 

Morana. Juan lí., en autos con Kduardo Francés, sobre in- 
juria. Recurso de Invito. f h S 

Morís Islas, don Antonio, ?n autos con don Eduardo Men- 
diiabarzú. sobre cobro de honorarios. Recurso de li cilio. ,525 

Moris Islas, don Antonio, en autos con don Eduardo Mcn- 
dilabarzú, sobre cobro fie honorarios. Recurso de hecho. 4t)7 

Morgarw, Lnocb Son C" contra don Augusto O. Pedrazzini, 
por imitación fraudulenta de marca 414 

Morgans, Enoch, Son O contra Carlos Aliverti, jwir imi- 
tación fraudulenta de marca 415 

Municii*alidad de General Pucyrrcdón contra la Soxnetlad 
Jockey Club ¡le Mar del Plata, sobre cobro ejecutivo de 
pesos , ¿5 
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Municipalidad de Santa Fe, ai autos con los señores Mar- 
conettt, BogHone y Cía., juicio contencioso administra- 
tivo M2 

Musttllo. don Angel M. K., solicita excepción cid servicio 

I,lílitar 385 

Muñoz, don Ricardo F. contra la Ribereña del [ J lata. suhre 
rescisión «le «nitrato t $g ■ 

N 

Xuceradd>ky. Rudolfo y otro, su extradición a solicitud de 
Li> autoridades de Checíieslovaquia 256 

Xetíri, doña .María Adela F^ssíni de, sit juicio ah infcsft/io. 
Contienda de omiptcucia , ]*/ 

Xeirotti. don Eugenio, contra don Juan Kckc-rdt, sobre 
ejecución de prenda agraria. Contienda de competencia. Mr* 

O . 

( (oras Sanitarias de la Nación, en autus con don Pedro 
Gaccomo, i K1 >* daños y perjuicios emergantes de acci- 
dente del trabajo \\ 

< iríila, Alejandro. Recurso fie ImIh-úx corpas . imj 

Oviedo, don Pedro, eh autos con don Jorge Auselmi. por* 
injurias. Recurso dé hecho _ . > t l ) 

F 

Páez. don Silveim S.. en autos con la Caja Nacional de Ju- 
bilaciones y Pensiones de Kmpleados Ferroviarios, sobn 
jubilación. Recurso fie hecho -. . . 

i 'alacio, doña Carmen González de. contra la Provincia de 
Mendoza, si ibre cobn » ile pesos M>7 

Palomeque. don Rafael Alherto. contra la Provincia de Bue- 
nos Aires, por cobro de pesos S5 

Palomeque, don Rafael Alhertu, contra la Provincia de Co- 
rieiites, sobre cobro de pesos. Incidente jmr nulidad de 
embargo 2~\ 
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Palomeipie, dnn Rafael Alberio, contra la Producía de 
San Juan, sobre cubro de ¡tesos, Incidente sobre impug- 
nación tío liquidación 402 

Palomino, don Miguel, contra la Caja Nacional de Jubila- 
ciones y Pensiones efe Empleados Ferroviarios, sobre ju- 
bilación .■ 93 

Passeron, don Luis \X, en los autos Valseehi Hnos. y 
Lía., sobre comiso «le mercadería denunciada en infrac- 
ción. Recurso de hecho 271) 

Pasos, don Antonio Francisco, solicita excepción del ser- 
vicio militar 3#y 

IVdrazzmi. Augusto O,, en autos cun don Kiioeh Morgans 
Son C>, por imitación fraudulenta de marca 414 

Petiaciui. don Luis, contra el Frigorífico Armour de U 
Plata, sobre cobro de pesos. Recurso extraordinario.. 42 

Piaggio, don Julio y don Santiago, en los autos "Munict- 
patidad de la Capital contra Juan 11, Gregorini, sobre 
expropiación. Recurso <le hecho , 17.1 

Tiro vano. Héctor \\, en la causa seguida en su contra por 
in fracción a la ley II .317. Recurso de hecho. 404 

Pirovano. Héctor Ñ, en el juicio -Roberto S. Uuiry, su 
quiebra." Recurso de hecho 40y 

PorftJiO, doña Dolores Toniva de, contra la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre pensión IXJ 

Porfilio. don Nicolás, hijo, contra Aniérico Chioldi, direc- 
tor del diario "La Vanguardia"*, por calumnias e inju- 

í t 363 

Porfirio. |nsé, ni la causa seguida en su contra, por in- 
fracción al art; 16, titulo i*, ley 4707. Recurso extraor- 
dinario , 

Priichard. José, en la causa seguida en su contra, por homi- 
cidio. Recurso de hecho , 2í>3 

Provincia de lineóos Aires, en autos con doña Elisa lia- 
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filis de Carrera, mi-. herederos. |npr mconstitueionalidad 

del impuesto a la herencia \U7 

Provincia ríe Buenos Aires, en autos con doña (jervasia 
Dominga Casares de Casares (sus herederos), sobre in- 
conslíliicionalidad del impuesto a la herencia. 262 

Provincia fie Buenos Aires, en autos con doña María Bau- 
tista Sampaul de Mascótcna. sobre cobro de pesos -M 

Provincia de Buenos Aires, en autos con dona María 1.a- 
plncettc de Gasiehayk- y otros, sobre inconstitucional i- 
dad del impuesto a la herencia í.ií* 

Provincia ile Buenos Aires en autos con doña María La- 
pbcette de ( .assíehayle, sobre inconstiiucioualidad del 
impuesto a ta herencia , 4p> 

Provincia de Buenos Aires, en autos con Moña Paulina 
Guise de. sobre cobro fie peso**,* J.68 

Provincia Me Hílenos Aires, en autos éon doña Rosario 
Etomínguez de Moldan, sobre cobro de pesos 45 

Provincia de Buenos Aires, en autos con doña Silvia S. 
de Fernández y t.iro, sobre ineoiistttucionalidad de la 
ley de impuesto a la herencia 44 

Provincia de Buenos Aires, en autos vori doña Sofía Pé- 
rez de Madero y otras, sobre incousiitucíonalidad y de- 
volución tle impuesto a la herencia W) 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Francisco 
Ürauer, sobre cobro de |x*sos , 4.ÍI 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Miguel L'r- 
tea^n. |ior daños y perjuicios , 375 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Pedro Bet- 
tuli, por indemnización fie daños y perjuicios .172 

Provincia de Buenos Aires, en autos con don Kaíael Ai- 
lien o Palomee |tie, por cobro de ] tesos. S5 

Provincia de San Juan en autos con don Katad Alborto 
Palomcquc, sobre cubro de pesos. Incidente sfibre im- 
pugnactón fie liquidación , 402 
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Páüina 

Provincia tic Uiunus Aires, cu autos con don Ramón T. 
Izii^nírrr, ¡Hir inconslitucioiialidad de la ley de impuesto 
a la herencia J7¡ 

Provincia de Buenos Aires, en autos con fa Sociedad Anó- 
nima "I* Painlera Argentina', sobre devolución de 
dinero t t j^j 

Provincia de Buenos Aires, en autos con The United Ri- 
ver Piale Teleprone da. Lda.. Unión Telefónica, so- 
bre devolución de ílinero 104 

Provincia de Córdoba, en autos con don Carlos Millíerg. 
sobre saneamiento _ |£Í 

Provincia de Corrientes en autos con don Rafael Alberto 
Palomeque, sobre cobro de peso*, Incidente por nulidad 
de embarco 74 

Provincia de Mendoza, en autos con doña Carmen Gon- 
zález de Palacio, sobre cobro de jiesos 3o7 

Provincia de Mendoza, en autos con don José Bianchi, su 
sucesión, sobre iiieonstitucionalidad de impuesto y de- 
volución de dinero , 1 1 5 

Provincia de Mendoza en autos con el Banco Italo Belga, 
sobre cobro de pesos 1 54 

Provincia de Mendoza en autos con don Oscar Zaeffcrar 
Silva, sobre interdicto de despojo 21 

Provincia de Mendoza, en autos con la Sociedad Anónima 
Matadero Frigorífico Mendoza, sobre cobro de pesos, 
daños y per juicios J5I 

Provincia de San Luis, contra doña .Dolores Chiapuza de 
Grosi y Lucinda Quiroga de Chave* e hijos menores, 
sobre reivindicación 300 

Provincia de San Luis, en autos con don Miguel Miloch, 
sobre interdicto de retener , 145 

lYovincia de San Juan en autos con don Carlos A. Bergh- 
inans, sobre inconstitucionalidad e ilegalidad de resolu- 
ciones y procedimientos administrativos y repetición de 
l^íí^ 250 
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Provincia de S;inta Fe en autos cotí dun lícruardo Hurra*^ 



pe y otrus. |Hir diñas y jierjiiicios; sobre cobro de hono- 
rarios . , 35 

Q 

Qutlicci Hraconi, don Francisco, en autos con Luis Tem- 
pesté su sucesión, sobre cobro de prenda agraria, Re- 
ctirso de hecho . . 2fr3 

a 

Kamuj-niuu, don lía rio lomé, su sucesión, contra la Caja de 
[ululaciones y Pensiones de Embicados Ferroviarios, 
sobre [Elisión 2i$) 

Rebolledo, José Itetarmino, en la causa seguida en su con- 
tra, por homicidio. Recurso de hecho 26* 

Reculo, doña Petrona H. de, cu los auti»s segíttdos |»or 
ltraiht y Cia. contra Carlos A. Hrignardcllo, sohrc rei- 
vindicación. Recurso de hecho 366 

Répetto, Nicolás, en autos con Guillermo Castellíirin. so- 
bre injurias. Recurso de hecho , .... 336 

Kimoldi, doña Luisa G„ cu autos con el Fisco Nacional , 
sohrc expropiación 41 

Kius. doñ.a Fiorínda Herrera de. en autos con la Caja Na- 
cional íle J ululaciones y Pensiones de Empleados Fe- 
rroviarios. Recurso extraordinario 172 

Kivero, don Gustavo Adolfo, en autos con el Ministerio 
Fiscal, |>or infracción al art. 2-' de la ley U.3S6 (sobre 
enrolamiento) 390 

Ri/zo. don Vicente contra la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios, 
sobre jubilación , 355 

Rodríguez, don Jesús, en autos con el Banco Anglo Sud 
Americano, sobre ejecución de prenda aparta. Recurso 
extraordinario .... 324 
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Rodríguez, Manuel y Cía., contra el Ferrocarril del Oes- 
te, s»h re cobro de pesos. Recurso extraordinario 39 

Roldan, doña Rosario Domínguez de, contra la Provincia 
de Buenos Aires, sobre col>ro de pesos 45 

Rimo, don Manuel, contra el Ferrocarril del Oeste, sobro 
cubro de pesus. Recurso extraordinario 39 

Russo, don Luis. «1 los autos "Ghio, Pedro, contra Carro- 
za Je Russo. Emilia, sobre cobro ejecutivo de pesos." 
Recurso de hedió . 22.\ 



SalaÍK-rry y Hercetchc, en liquidación, cu autos con el Fisco 
Nacional, sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 323 

Salguero, don Manuel (su sucesión), contra la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferrovia- 
rios, sobre indemnización 4¿1 

Saltori, don Félix, contra la Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación 
por invalidez 416 

Salva, doña Delicia Rodríguez de, contra la Caja Nacitmal 
de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre pensión 377 

San Pelayo, don Félix Ortíz de. en autos con el Fisco Na- 
tional, sobre expropiación . . 322 

Sastre, don Angel, en autos con el Fisco Nacional, sobre 
expropiación. Recurso de hecho 39 

Scarpatti, don Luis, solicita excepción del servicio militar, 389 

Scavo, Luis, en autos con la Sociedad Anónima Corpora- 
ción Financiera Reconquista, sobre desalojamiento. Re- 
curso de hecho 410 

Sociedad Anónima La Fomiosa. en autos con el Fisco Na- 
cional, sobre cobro de pesos , 56 

Sociedad Anónima Lactaria Argentina la "San Vicente", 
contra el Gobierno Nacional, sobre cobro de pesos 185 
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Sociedad Anónima Matadero Frigorífico Mendoza, contra 
la Pn ni nria de Mendoza, sobre cobro di- pesos, daños 
y in-rjuicios ...... iSÍ 

Socie&Ul Anónima "La Papelera Argentina". Contra la 
Pro viñeta de Buenos Aires, sobre devolución de dinero. 162 

Sociedad Jockey Club Mar del Plata en autos con la Mu- 
nicipalidad de General Pucyrrtdún. sobre o ibro- ejecuti- 
vo de |K*sus . . , . . , 35 

Solar i, di ni Km ¡lio, su sucesión . en autos con el I* i sen Na- 
cional, sobre expropiación 2ío 

S|)i/zica, Domingo, en. la causa seguida en su contra, |mr 
homicidio. Recurso de hecho, , -tí* 

Striz/i, don Antonio, apelando de una resolución de la Su 
prema Corte de justicia de la Provincia de Huellos Aires. 
Recurso de hecho 260 

Suáre/. don Antonio, en autos con dnn Wenceslao A! vare/., 
por iticumpl ¡miento de nblifíaciones. Recurso de hecho. 101 



Susiui, dnn Atibo, contra ta Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones de Empicados Perro viarios, sobre jubila- ■ 



clón -V>3 

T 

1 he United Rivcr Píate Telcplmnc Cía. Lda. Unión Tele- 
íónica, contra la Provincia <le Humos Aires, sobre de- 
volución de dinero lfM 

Tomé, don Jerónimo, en autos con don Víctor liataiuí, so- 
bre embarco. Recurso fie hecho 2(d 

Torno, don Antonio, en autos con don Wenceslao Al va- 
re/. |Hir incumplimiento de Obligaciones, Recurso de he- 
cho . : .... . HH 

Trilntck, Manuel y otro, en autos con don Hernán Almeira. 
y otros, sobre nulidad de venta y simulación 327 

Truszkowsky, doña Violeta M. de, contra la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferro- 
viarios, sobre pensión /.í 
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IVteaga. don Miguel, contra la Provincia de Buenos Ai- 
res. *,bre obro de daños y larju icios. 375 

V 

Página 

Cega, Atitñi. criminal, contra, por homicidio 405 

Vega. IWitcu, contra resolución de un Juez del Crimen de 
la Capital. Recurso de hecho , 172 

Vcrditr. flon Pedro Federico, solicita excepción del servi- 
cio militar , 339 

Villa, doña María Fermina, en autos con duti Eugenio Cas- 
co, sobre cobro de pesos y reconvención. Recurso de he- 

170 

V'iZ2ü, don Domingo Rodolfo, solicita excepción del servi- 
Cío militar ♦ 

Y 

Yerres, don Florentino, contra el Ferrocarril del Oeste, 
sobre cobro de pesos. Recurso extraordinario .19 



z 

Zaefferer Silva, don < fccar, contra la Provincia de Men- 
doza, sobre interdicto de despojo ; . , . ?? 

¿árate. Pedro José, criminal, contra, por homicidio 405 

Zoani. Juan J. éfí la causa seguida en su contra, por infrac- 
ción al art. ir» de la ley 4707. Recurso extraordinario. 325 
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A 

.dhotjuda: profestón de. - \ '¿ase % 1597, aobre imivcrsidí% . 
des nacionales." 

Acumulación de beneficios (ley 10.650), Kl arr. 44 de ta |e> 
10.650 no permite la acumulación de beneficios. P%. -J¡? 

.-tcmmttacnm de camas. — Us causis que se encuentran eii im- 
tancia de apelación no son avocables por el juicio universal 
de sucesiónñ. Pag. 306\ 

Acumulación de espedientes. — No basta el Msééé que una mi 
cestón pueda tener en determinado jim io sucesorio para i|u- 
proceda la acumulación de este, del expediente en que apa- 
rece aquel i ni res. a lus íeeins ríe lo dispuesto en et incisn 
4* del art. 32K4 del Código Civil: es menester, de acuerdo 
eon esa misma disposición legal, que exisla demanda centra 
aquella sucesión, Página \27. 

.lanmdacuw de ¡unios. — Véase "Contiendas de competencia." 

4&m; propiedad de ¡as, — Kl art ¡cuín ¿637 del Código Civil 
consagra la propiedad del dueño del predio sobre las aguas 
que hroian en el mismo, aunque luego corran sobre terrenos 
inferiores. Página 145. 

/A/m/.íVA-; demindas por cuho de. -- Tratándose de demandas 
por cubro de alquileres, lo regular es admitir en lo que a la 
mora se refiere, que cuando el acreedor deduce una acción 
para obtener el pago de su crédílo. ba rea tizado las gestio- 
nes privadas necesarias ante sn deudor, debiendo jiur con- 
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siguiente, ser materia de j»r«el*a [os hechos referentes a la 
posibilidad de que la acreedora hubiera incurrido en mora, 
rehusando aceptar la prestación en el lugar y tiempo opor- 
tunos o no encontrándose en el lugar convenido para el pa- 
go o no requiriéndolo a su vencimiento. Página 367. 
//w/í\- su tin>otución (leyes 9653, 10.650, 11.074 y 11.308).— 
I-as leyes especiales de jubilaciones y pensiones de obreros 
y empleados ferroviarios números 9653, 10.650, 11.074 y 
11,308, no han rectificado el principio general del derecho 
civil según el cual los orientes en grado hereditario, suce- 
den al cansante en sus derechos trasroisibles, y simplemen- 
te han introducido algunas modificiones ci retín stand ialcs, 
como surge de los arts. 33 y 38 a 42 fie la segunda de la*' 
leyes mencionadas. 

La modificación introducida |>or la ley 11.074 en su 
art. 1% inciso 1.) al art. 38 de la ley 10.650, al exigir para 
d goce fie pensión que el causante muriera en ejercicio del 
cargo ferroviario, no alcanza a los casos de indemi libación 
por devolución de apunes. 

m art. 46 de la ley 10.650 no contiene la exigencia de 
■pie el causante, al fallecer, estuviera en el ejercicio del 
cargo, tiara que los causa-habientes de aquél tengan dere- 
cho a redamar la indemnización que acuerda dicha dispo- 
sición legal. Página 421. 

tía. — Con las reservas que emanan de la Constitución y de 
las leyes dictadas con arreglo a ella sobre el Patronato Na- 
cional, debe concederse el pase a la bula puntificia que, si 
bien faculta a un obisjH> titular de una iglesia extranjera 
(obispus ín iiartibtis) ]xira que pueda auxiliar a! obispo de 
Corrientes, celebrando los lenifícales y ejerciendo los ofi- 
cias pastorales en esta diócesis como auxiliar de dicho dio- 
cesano, previene ( pie no podrá ejercer estos actos sin el 
consentimiento del mismo, cuyas atr i luiciones son ejercidas 
con sujeción al Patronato y en virtud del juramento presta- 
do respecto a su observancia. Página 301. 
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Caducidad de instancia, - tos litigantes pueden pedir fe decía- 
ratoria de caducidad, por vía de acción o de excepción, antes 
de consentir en ningún trámite del procedimiento, lo pe 
indica que procede ser opuesta ruin antes de i ra fiado el plei- 
to por demanda y contestación. Página fflQ¡ 
Cámaras de Apelaciones en h Civil; sus facultades en (ú con- 
cerniente al juramento e inscripción en su matrícula. - Las 
facultades de las támara* de Apelaciones en lo Civil en ¡o 
concerniente al juramento v iuscrú/icion cu su matrícula, 
derivan de la interpretación y aplicación de leyes locales en 
forma que esta Corte no puede revisar por via del recurso 
extraordinario. (Constitución, art. lid/, ¡jtcjso 11; (ey 4S. 
artículo 15). Pagina ÍV>. 
Ciudadanía, La ciudadanía no implica. siempre, el mismo 
conjunto dé atrihutos. derechos y deheres, pues lodo ello 
varia a virtud dé múltiples circunstancias relativas a edad, 
aptitudes morales o físicas, incapacidades del mismo orden, 
etc.. y con mayor fundamento si la desigualdad de ¡situa- 
ción se estalilece por razón del *exo. 

A drtereucia del ciudadano naturalizado que pierde la 
ciudadanía y no puede readuiiirirfa si omite enrolarse en 
ikmpo (ley IUSíV. art. 22\, la mujer extranjera al natura- 
lice y adquirir los mismos derechos derivados de la na- 
cionalidad míe conciernen a la mujer nativa argentina, no 
pierde por su exclusión del registro de enrolamiento la ciu- 
dadanía que le ha sido conferida, Página 283. 
( mnmio (vócáhlo usado en el inC. I" del art, f>7 de la Constitu- 
ción). — Kl vocahlo comercio usado en el inciso V' del art. 
67 de la Constitución, ha sido interpretado en el sentido de 
eompmtd.r además del tráfico mercantil y la circulación de 
efectos visililes y tañadles por todo el territorio de Ja Xa- 
cion, la conducción de personas y la trasmisión ]H ir telégra- 
fo, teléfono u otro medio, de ideas, ordene- y convenios. 
Página 104. 
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Competencia, — Véase "Jurisdicción" 

CmWWmm. - 1'nmplida ta única ..Misión de hacer emtT- 
e.ente de im contrato de compra- venia de un bien raiz. o 
sea el otorgamiento de ta res] activa escritura pública, no 
tienen aplicación tos arts. 574 y js»Qg y emicordantes del 
Código Ovil sulisisiteiuh.. únicamente, "la de dar. confor- 
me a lo dispuesto en el art. 1345 del misin» Código. Véase 
el fallo qae se registra en el tonin 108, pág, 1%. 375. 
€mmiimim^ entM provmcuts, — fíl derédío de ta Nación 
m del CíMlgfésO para reglamentar las comunicaciones entre 
las provincias es lan extenso y absoluto, que se convierte pa- 
ra el Congreso en el deber <le vigilar que. el intercambio en- 
tre fus estados y la transmisión de jileas por cnaUjiiier clase 
de setenta, desde el t>»rrw a caballo basta la telefonía, tío 
sea obstruida o estorbada de un modo íiíneeésárió por la 
legislación de los estados. Página 104. 
Condominio. — De acuerdo con el art. 2H7S del Código Civil, 
il condominio presiUH.ne la existencia entre los comuneras 
de un flereefio real de propiedad por Una parle inri) visa. 
( Kn el caso sólo existia un derecho ¡Misesorifi ). Pág. 22. 
Contiendas de romprt. miiK — Las cuestionen de competencia 
sólo pueden referirse a inicios pendientes y lio nmiprende 
a los ya fenecidas, como ocurre con un juicio ejecutivo con- 
chudo por sentencia de i ranee y reman-, 

Xo procede la acumulación de un juicio ejecutivo a un 
juicio universal de concurso, nouerida con posterioridad a 
la sentencia de remate. Página 2 lo. 
Cwe Supremo; sus uirihttcfones m casos de dctwyaáón efectiva 
de justicia. — Declarada la incuiu¡>ei elida de los íueros fe- 
deral y ordinario para entender eu una causa. corresponde 
uue la Corte Suprema intervenga para impedir la denega- 
ción efectiva de justicia, aún cuando no estén llenarlos los 
trámites legales tle la controversia mire jueces o tribuna- 
les <|tie caracteriza la contienda de competencia. 31. 
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mitos y tcrjttkios: Jemuudét m — Una <pip»áa p0 <1™">* 
y perjuicios tío puede p¡ros$3$r cuando éstos no se han 
acreditado en autos en furnia le^al. f'á". $72. 

Dinunnfü; lo que la caracteriza. — Véase "Kviceióii." 

Derechos de .1 Juana; su ájejtoluctón. — Cnmprohado hakrse 
alionado )o S derechos carrespmdientcs a determinada mer- 
cadería, precede la devoción de lo pagado hajo .protesta 
\Ktr concepto fie esos mismos derechos, como pago sin causa, 
sujeto a rt jH iiciim. de acuerdo con el an. 7<>2 y coiiotrdan- 
tes del Codito o vil. [» níí ¡ n;i 242. 

Derecho de enseñar y aprender. - Kl derecho de enseñar y 
aprender, como todos ¡os demás míe acuerda la cláusula cons- 
titucional adudida. no es un derecho ilimitado y absoluto, 
sino sometido ni su ejercicio a las restricciones que lo re- 
glamenten sin alterar su espíritu. IVieJua 11'». 

Derechos forestales; m cabro, - l*ua demanda por cohro de 
¡>esos m bfltée a utia liquidación presentada por una de¡ ten- 
dencia del Ministerio de Agricultura. por concepto de dere- 
chos que el fisco delie percihir por el corte indebido de ma- 
deras m montes fiscales, debe ser jlfzgíida como de iudem- 
Rtiación de daño causado y no como fie simple cohro de 
una suma de dinero preestablecida, indemnización que dehe 
entenderse sometida a lo que la justicia eslime en definitiva. 

L na liquidación fiscal en la que se estahlece aduunístrati- 
vamente el intpurte de Jas maderas cortadas y la cantidad 
de estas, puede ser impugnada en sus conclusiones por el 
demandado, aún cuando ésa- no luya negaos su ;uuenii- 
cidad, 

El derecho de] di^v por ciento fjue establece el decreto 
del 4 de Octubre de VXM, t se eolífá cuando ha Inhído con- 
cesión y control ¡«ir parte del fisco, l'ájf. 5f t . 
Dominio y jurisdieehh,. - Dominio y jurisdicción iu, son con- 
ceptos equivalentes ni correlativos y que pueden existir U n<. 
sin la otra; a-i la jurMíceioti sobre las playas y riberas 
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que mi inijmrta el dominio nacional sobre ellas, así la que 
se ejerce sobre establecimiento* nacionales ubicados en ¡n- 
ninebics no ¡iit^uirícb.s y ;isi d dominio privado del estado 
general en bie nes situados en Jas provincias y sobre los cua- 
les no ha Cumiado obras o establecimientos de utilidad na- 
cional : en estos hay dominio y no jurisdicción. La juris- 
$aá$n nace del destino de orden nacional que se da a los 
terrenos obtenidos por compra o cesión, IVig. 312. 

E 

iiml'tinj,, ,/,■ pensiones. — \* dis|wisiciún del art. 10, título 4* de 
la ley 4/07, ha sido sustituida por el Honorable Omgreso 
por las que se consignan en los arts. 1 y 2 de la ley 9511, 
y no comprende las pendones de retiro de bis militares sino 
únicamente aquellas de que gozan los deudos de éstos. I>á- 

Enrokwmnto, — Enrolarse importa alistarse para formar parte 
de una de fe clases de que se coni|ionen el ejército y la ar- 
mada (leyes números 4707. 4S56. Ihám, etc.), y someter- 
se a las ordenanzas y reglamentos de organización de las 
milicias, en la pa¿ como en la guerra, instituyéndose asi. 
por el ciudadano, en determinadas condiciones, el estado mi- 
litar, nf ficta vtríiut. mauifiestainente incompatibles con los 
destinos de la mujer en el ho»ar. en la sociedad, en- Jas acti- 
vidades múltiplo de su vida. 

El deber de enrularse no le ha sido impuesto al ciudada- 
no, nativo o naturalizado, a titulo de "premia i V a" por ha- 
ber nacido varón. Página 

tinrohtmiinhK Kl art. 3" de la ley I USr> no prevé otra causa 
eximente que la de enfermedad (art. .V- } y l„ s tribunales de 
justicia no pueden ampliar aquella sustituyéndose al legis- 
lador aunque sinceramente la conceptúen deficiente, injtr ta 
e inequitativa. Página ÍX), 

K.xhtHto; su diUtjeiuhimktito. — \ T o puede argüirse falta de 
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autenticidad m un »íi c i,i telegráfico en el que se halla la 
inmscriiKri.'.n en despaeJi.. oficial, de los autos correspon- 
dientes, firma del juez exhortante, sello del jugado y ales- 
lanun del secretario, formalidad esta última que importa 
la legalización dé éacribaiip, nm prescribe pará los exhor- 
to* telegráficos el artículo 46 de la ley nacional de telégra- 
fos N" 750 1 [2. Página $M. 
livitaón. - VA articulo 2091 del Código Civil coflt^üía una 
justa reparación i»or aquello de qtie se priva y n.i de lo que 
se otorga. . 

Siendo la eviceión dentr» del concepto bien amplio de 
nuestro Códign Civil ' unía especie de ,«-nlida. de turkición 
o de perjuicio que sufra el qm< adquirió la cosa (nota del Co- 
dificador ; ,l art. 20S9,, es improcedente denominar así la 
amun. cuando, como en el caso, no se ha adquirid» acuella. 

Para tfue exista la posesión pur tradición como consecuen- 
cia de contratos de cesión y venia, no Iwsta que cada uno dé 
l<.s pedentes o vendedores se «licra por desposeído, sino que 
son ludi^pensaljles los actos materiales que importan la apre- 
hensión animo ttomima. (Arrúmenlo de tos arts. 237* 23/0 
y 2390 del Código Civií). 

La demanda se caracteriza por lo qtu- se \M v rio pi. r 
el nombre de la acción. 

Tam.. la acción del art. \MV dd Códi^. Civil como la 
de ev.cc.nu y saneamiento. se propalen obtener el resarci- 
miento de perjuicios que p„r taita total o parcial dd Mee 
de la cosa comprada ha sufrido el omprador ; naciendo la 
primera desde la perfección del emirato (art. Il4(n y la 
segunda', desde que la carga ■ ■ K nurl,aeiói, e, conocidá por 
ti adquirruie. 

I.:t facultad dé apreciar las Circtinstíincias rpe el artículo 
m? dd Código Civil utoríía a lo, juete, cuando d dere- 
cho que ha catteado la eviceión es adqirítfdü posterbnrtente 
a al trasmisión de la ro.a, pero cuy, origen era anterior, no 

IHtetlc ejercitarse pap I ¡íicar la falla de celó v actividad 

di- la> partes internadas. 
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Nadie puede trasmitir a «uro mejor derecho que el que 
para sí tiene — doctrina clc-l an. 3270 del Código Civil. <En 
el caso, derechos litigiosos). 

KI ar't. >1Q6, Código Civil, interdice la acción de evicción 
cuando el adquirenie conocía, de cualquier modo, el |h-Ií- 
gru de ella ames de la adquisición, Pág. 131. 
¡ : .xtnuiUió,u — Procede la extradición solicitada por la lega- 
ción de Polonia de personas procesadas por el delito de ho- 
micidio en los tr ¡lámales de aquel pais, substanciada y resuel- 
la di acuerdo con lo prescriptu en los arts.^46. inciso 2? y 
MK del Wjga de Procedimientos en lo' Criminal, y a me- 
nta de haber sido llenados, en lo esencial, los requisitos exi- 
gidos por los arts. 651 y 655 del mismo Código 

\'o es legalmente indispensable la exigencia entre los re- 
caudos acompañados, la copia de las disposiciones vigentes 
en Poli m ia sobre la preserijxHón penal y opuesta como ex- 
ceinión, su prueba incumbe a la defensa, cuando según 
nuestras leyes aquélla no se lia operado. Pag. 157. 
Jzjrtnitlirióit. — U prescripción es una cuestión de hecho 
ipte debe sef probada por quien la arguye, cuando no 
hay tratado que expresamente exija las disposiciones que 
la consagren en el país requirenic entre los requisims q re- 
caudos del pedido de extradición. 

Siendo las penas establecidas por nuestro código penal 
más leves que las sancionadas jxir la ley del país requ ¡rente, 
al concederse la exi raí lición debe exigirse el previo compro- 
miso que preceptúa el art. fifí/ del Código de Procedimientos 
en lu Criminal, página 256. 
E.vtrtítfít ión. — Lk pena a considerarse para establecer si el de- 
lito reactivo m preseripia o no, debe ser la dclennina- 
da en sil máximum i«>r la ley que corresponde aplicar; y 
este principio es tanto más aplicable a los casos de extradi- 
ción, cuando en ellos rio se abre un juicio criminal, propia- 
mente dicho, sino sólu tul procedimiento para insiiíEcar la 
identidad de la persona cu va remisión se solicita y el cuín- 
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pmmm de los requisitos que-, al efecto, contienen ios tra- 
tados con las naciones requirientes o leyes nacionales. 

La alegación de hallarse proscripta la acción ¡tenal o la 
pétta debe ser formulada por la defensa y asimismo prela- 
da por ella o|)ortunainente; debiendo aplicarse igual regla 
res|>ccto a la lev de nmnistia cu va existencia se alega IV*- 
gina 3,12. 

F 

P.mp f?#wf ' — Siendo las partes en un juicio sobre ejecución 
de prenda agraria un ciudadano argentino y un extranjero, 
surte el fuero federal por expresa* disposiciones constitucio- 
nales y le-ales { Constitución, arts. 100 y 101 ; ley 48. art. 2*. 
inciso 2*j y esa jurisdicción eXctüye til f iicro común, ejrrci- 
ránuW con Ta amplitud de facultades «¿te le son inherente* 
Página Mf), 

mm fjecum^ - U fuerza ejecutiva de un documento de 
ccedito debe resultar, claramente, del docninento mismo y 
n<i de las causas de la obligación relacionarlas con el alcall- 
er de levo Incales, cuya discusión no corresponde sin audien- 
cia de) pretendido deudor. Página 154. 



Gimtékl? c$m*MawWt>¿. — Véase "Igualdad anie la ley". 
"*Jmre> Tíainrales." 

H 

Hüiwrartesi sn cobro. Xo éstitíicfci nul^ada o pignorada 
judicialmente la deuda por un acreedor ejecutante o embar- 
cante cu determinada fecha, en los términos establecidos 
por el ai t. £30 del Código Civil, es válido el pago hecho por 
I 1 deudor. 

Xo habiendo >ido convenida ni naciendo de la ley soli- 
daridad entre los codeudores de una obligación derivada del 
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latrocinio letrado (arts, 699 y 701 del Código Civil), el de- 
n*h<* del abogado patrocinante queda limitado a perseguir 
:j rada uno de sus codeudores por una |>artc proporcional 
del cretl.to (art, 091 y 692 del Código Civil), P% 35. 

I 

U, ley. - La igualdad ante la ley no puede decirse 
afeada por la mayor o menor amplitud de derechos y de- 
beres que deriven del vinculo de la nacionalidad para lo. 
ciudadanos comprendidos en dicha relación jurídica con el 
país; y tal principio, como los demás derechos v «aramias 
que de él emanen, no ticnene carácter absoluto; y si por di- 
versidad, de situaciones y circunstancias la igualdad legal 
sol» relativa entre un hombre y otro, debe serlo al me- 
nr.s. con igual razón, en casos como el de autos, entre un 
hombre y una mujer. Página 283. 
Mfmvfa de contribución de h /W." «fe $¡¿fo , hWf £ , 
impmtú de contribución de la Provincia ríe Buenos \ires 
no es un derecho real, dado que la creación di- tales dere- 
chos es de naturaleza substantiva y de atribución dé] Con- 
greso, conforme al incisa 11 del art. 67 de la Constitución 
Nacional. Página 162. 

</<* m es aplicaba lo dispuesto ,w ,1 art.U 

d< a ey 11.290 a un contrato de locación que por la situa- 
ción de la propinad objeto de él, debe cumplirse y tener 
efecto dentro de la provincia en que se tramita el respectivo 
jiitno y tu. en ajena jurisdicción. Página 30* 
htWmo de ,,-//„. - Cuando el impuesto de .sello" debe abonarse 
■d ser presentados los actos, contratos, documentos u ¿M¡m~ 
Ctones ante los jueces o autoridades j, ir a su cobn, ennio 
m H cas., y no en el momento de ía redacción y utorga- 
VWQ> <'<■ I- la oblígactón „ ira Cf)11 d ¿ co 

nacnnento en el acto de la presentación efe las cuentas ante 
las autoridades judiciales, sin la rm.fta establecida & e J 
art. «le la ley respectiva m ll.2"0. ¿52. 
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fncoiist tí m tonalidad de impuesto. ( Kl establecido jx»r el art. 48 ríe 
la ley de pat>el sellado de la l*rov. de Buenos Aires \mui el 
ano IK97). — Refiriéndose al impuesto establecido i>or el 
art. 48 de la ley de papel sellado que n^ió en la Provincia 
de Buenos Aires imra el año lS9£i a todas las sociedades 
anónimas establecidas fuera de la provincia, y un estando la 
Compañía Tlie l'nited Hivrr Píate, Company Limited Unión 
Telefónica, eximida de impuestos provinciales, ésta no pue- 
de pretender que se le ha aplicado ilejíalmentc el impuesto 
ríe cincuenta pesos por ta inspección de las agencias inte tie- 
ne fuera de la provincia. Página 104. 

IiinnitttittuHwalttiiui de impuesto {impuesto municipal de Santa 
Wé o tu introducción de leña y de tusas). — E\ impuesto mu- 
nicipal «lt la ciudad fie Sania I r é que grava con cincuenta 
cuita vms crida mil kilos a la introducción de leña de cual- 
tpé« pn)ce<lencia y de tasas, en general, no son repudiante* 
:i la Conslitución Nacional con traillándolos con los arls, 10, 
II y t,7. i i iv í si i 17 de ta misma. Página 312. 

Im ( wsl¡tiu : omditiad de ley, (Ley 4'->27). — La aplicación de la 
lev -T L'7 a la preseri]>cióu opuesta y fundada en Warts. 89 
\ '«i del Código l Vital, no viola precepto ni doctrina e©itór 
liiufi'inal alguna. Dicha ley no está incluida ni expresa ni 
¿¿¿¡tamente entre las derogadas por él ari. 30$ del antiguo 
C&lígó Penal. 

Una rc.-filución administrativa. sea ileL^dministrador de 
Sellos, -en del Ministerio de Hacicnd/etA un sumario 
hrc infracción a una ley de impuestos, fija el hecho de 
la ínftaccjón a la ley respectiva y establece la cantidad líquida 
extgillle a tos efectos <le la ejecución judicial, y i«>r lo tanto, 
no es un jiuciii ni sentencia mje importen violación de los 
artículos 1S. 2.Í y 9$ de la Constitución Nacional. 

La jurisdicción y procedimientos establecidos para la per- 
«Ljciiin, inspección y fiscalización de Ks impuestos inter- 
nos de la b-y 4^27, -aucinnada p'»r el Otffljtf&SQ cu uso de una 
facultad que le es propia, ha son repu^nanU^ a l.i ("oiisti- 
lueión. Página 224. 
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inconstituaoiialidad de lev. (l*vy de Papel Sellado de !a Pro- 
vincia de Buenos Aires, ;ifio 192ft). — El incisa 7* del art. 
37 de la ley de pa|K?l sellado de la Provincia de Huellos Ai- 
res oír respondiente al año 192o. vulnera las garantías del 
art. 10 de la Constitución Nacional. 

F.I art. 146 de la referida ley fie [kiihtI sellado 110 es re- 
pugnante a los arls, K y Id de la Constitución Nacional. 
1 'agina 337. 

/mlemnhíiei^n. Ley HVoO. Véase " Wmnulación dr heneíi- 
feíos" y "Aporte; su devolución." 

/nstrmuintos públicos. — Son instrumentos públicos los recibos 
expedidos por ¡a Aduana y reconocidos por la misma como 
legítimos. Página 242. 

Htt&rdicia de despoja. — Véase "Condominio." 

Interdicto de retener. — Ni la Constitución, ni la Ley de Poli- 
cía, ni los Códigos de Procedimientos, ni d Código Rural 
de San Luis tienen preceptos que confieran al Poder Kje- 
emivo o a una de sus de|>cudcncias, la facultad de decidir 
en las cuestiones de orden puramente civil tjuc se refieran 
al dominio y uso de las aguas de carácter privado conforme 
a la clasificación del Código Nacional de la Materia; y auu- 
(jue la tuvieran, ella seria ineficaz }*ara privar a nadie del 
uso y gftee de su propiedad sin el requisito de la previa ex- 
propiación, o sin el juicio de ley (aris. 17 y lí< de la Cons- 
titución Nacional). Página 145. 

Intereses:. — Siendo el listado General una persona jurídica 
sujeta en sus relaciones convencionales a los preceptos de la 
legislación civil, cuando contrata en dicho carácter le corres- 
ponden las obligaciones del deudor común especificadas m 
los arts. 50S y 509 del Código de la Materia. (Sobre inte- 
reses). Página 185. 

intenses. — Los intereses deben alionarse desde d día de la noti- 
ficación ríe la demanda y al tipo de los que cobra el liauco 
de la Nación. (Se pretendió la devolución del impuesto, con 
los intereses del uno por ciento mensual , que es el que la 
provincia aplica en calidad del retardo. Página 337. 
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Imnrsrs. — Los intereses deten computarse desde las respec- 
tivas interpelaciones judiciales. Página 402. 
iHtetVmaones (arts. 5* y tt> de la Constitución). — El poder 
conferido al Gobierno de la Xación por los arts. 5* y & de 
la O institución, presupone la posesión de lodos los medios 
neei virios y propios |»ara llevarlo a ejecución de acuerdo 
con la regla del art. 67. inciso 2K y de jurisprudencia qui- 
lo ha interpretado. 

Kl interventor es sólo un representante directo del Pre- 
sidente de la kepúhlica. que obra en una función nacional 
al efecto de cumplir una ley del Congreso, sujetándose a 
las instrucciones que de aquél reciba. 

Promulgada una ley de intervención disponiendo la ca- 
ducida del Poder Judicial de una Provincia, el Presidente 
de ta Nación debe cumplirla disponiendo a ese efecto fie fa- 
cultado reglamentarias (inciso 2", art. 86). 

I-a paralización absoluta de la. función judicial un puede 
halier entrado ni en el fien sa miento de los hombre-, <|ue re- 
dactaron el instrunientu político que consagró la facultad 
de intervenir, ni en la mente del Congreso que usó de él 
al sancionar la ley. 

l>e la forma en que el Congreso ha usado de su poder de 
intervención respecto de la Provincia de Mendoza al dictar 
la ley 11.460. no puede decirse que el Gobierno Nacional 
tenga id soluta y exclusiva jurisdicción en el territorio de 
aquélla; delie inferirse que la reorganización de su poder 
judicial debe ser de acuerdo con la Con>titución y leyes 
provinciales en vigor dentro del estado intervenido, en cuan- 
to no se o|Miugau a la Constitución N'aeioual. I'ug. |"i. 

J 

Jtthihuiótt. (.Ley 10.650). — IX* conformidad con lo dispuesto 
en el articulo ]•■', inciso g) de la ley ILJOS, no corresponde 
computar para la jubilación ordinaria que acuerda la lev 
* 10.(ól> t servicios que no se hallan sujetos al régimen del 
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retiró, ]n>r una ley nacional. (Se trataba de servicios pres- 
tados comí» empleado de la Provincia de Santa Fe). Pá- 
gina 45. 

JuNiticiñu. (Leyes 10.650 y 11.308). — La norma genera t ¿ti 
urden a servicios públicos es la que prohibe la acumulación 
de puestos o cargos, con excefíción del profesorado o téc- 
nicus especiales; pero la ley de jubilaciones y pensiones ci- 
viles en su ari. 35 restringe al profesorado la posibilidad 
de acumular jubilaciones. 

Ningún precepto de las leyes 10.050 y 11.30$ autoriza la 
acumulación de sueldos correspondientes a d'is empleos de- 
sempeñados simultáneamente y sujetos al régimen de] reti- 
tiro por distintas leyes nacionales. Pág. 89. 

Jiibiltnum. (Ley 10.650), — Para gozar del beneficio que acuer- 
da el art. 30. inciso í» de la ley 10.650, se necesitan más fie 
tinco años de servicios. (Bastaría, un día más). Pág. 233. 

Juhilmión, (Ley 11.308). — Xo existe en la ley 11.308 precepto 
alguno expreso del cual sea posible inferir la consecuencia 
de que el beneficio acordado comprenda también a los que 
ya no traljajau en las empresas incorporadas a la fecha de 
su sanción. La retroactividad que admite la cláusula 3" del 
inciso a /, de la misma ley. se refiere a los servicios ante- 
riores, pero siempre que sean invocados por obreros u em- 
pleados actuales, con exclusión de los que ya no figuraban 
vu los cuadros fie la empresa en el momento de sancionarse 
la ley. La situación de excepción establecida en favor de lós 
obreros y empleados que no se encontraban en servicio ac- 
tual, no se refería a los de actividades afines con las ferro- 
viarias que fueron iiosteriorincnle incorporados por la ley 
11.3U8. (Se trátala de un empleado de la empresa L;js Ca- 
talinas, cuyo pretendido derecho babría nacido cuatro años 
después del 30 de Abril de 1919)* Pág. 355. 

Jubilación. (Ley 10.650), — Xo son servicios ferroviarios com- 
putabas a los efectos de la jubilación acordada por la ley 
KMJ50 los prestados a contratistas [articulares para la re- 
novación de vias férreas. Pág. 416. 
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Jubilación, i Lev LO.650). — Kl art. lo del decreto de 21 etc Agos- 
to de 19Í9 es reglamentario de! art. *? } de la ley 10.650 y se 
refiere a los descuentos del 5 7' >' <h"l ^ % establecidos por 
lo* incisos 2*' y 5" del articulo citado, y no el caso contení- 
ptado en el art. 17. 

De aeuerdo con lu dispuesto jnir el an, 20 de la ley 10.650 
por cada doscientos cincuenta dias de traliajo efectivo se 
computa un año de servicio cuando aquel ha sido a jornal. 
Fagina 42r.. 

JubiiiifiiUi. {Ley 10.650). — F.l cargo establéenlo iior el art. -+S 
de la ley lO.íiíH debe ser {"miniado, no sólo por el importe 
de los sueldos percibidos durante los treinta años de labir; 
flette comprender también el tiempo que excede del máxi- 
mum legal, l'ág. 432. 

Jmrss dcstf/umfajt for ef- iutmvutor rn Mt-udoca. La desig- 
nación de jueces hecha por el interventor nacional en Men- 
doza, no comporta una violación del principio sancionado 
por el art. ( >5 de la Constitución, según el cual en ningún 
caso el Presidente de la Nación puede ejercer funciones ju- 
diciaics, arrogarse el conocimienlo de causas o restablecer 
las fenecidas; y la competencia de esos magistrados es ge- 
ni ni y comprensiva di- todos [o- habitantes de la Provincia, 
se aplica tanto a los hechos o delitos anteriores a la techa 
del nombramiento, como a los que se produzcan después y 
son los Jueces propios o naturales de los habitantes de ta pro- 
vincia intervenida para el caso de excepción previsto |ior 
los arts. 5 y (* <le la Constitución Nacional, investidos efe 
una jurisflíccióu que existía organizada antes de cometido el 
lucho de la can -a. con lo ijne se satisface la garantía del 
art, IX. l'ág. 1"2. 

jtíetes ni!tii)'i:!n, - ■ Kl propósito <iel art. 1S de la Constitución 
según el cual ningún habitante tic la Nación puede ser juz- 
gad" por comisiones especíales o sacado de los jueces dp- 
si y nados por la ley antes del hecho de la causa, (ta sido «I 
de proscribir las leyes ex pasi fació y los juicios ]*.r co- 
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misiones nombradas especialmente para ¡ I caso, sacando* al 
acusado de la jurisdicción permanente de los jueces nal Ura- 
les para someterlo a tríl uníales o jueces accidentales ci de 
circunstancia*. Pág. 101. 
Jurisdicción. — Con forme ;i la última parte del inciso 11 del 
arL d? y 104 de la Constitución Nacional, corres] mude a la 
justicia local y no a la federal el juzgamiento de las contro- 
versia^ i- iii fracciones ijue se refieran a los derecho* y garan- 
tías ipie acuerdan los arts. 14 y 18 de la misma, de propiedad, 
de comerciar, de asociación, de petición, de inviolabilidad 
de domicilio, de la defensa y de la libertad personal, sin 
perjuicio del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 
número 48. 

\*n corres] ionde a la justicia federal el conocimiento de 
una acción tendiente a míe "se declare contrario al art. 14 
ile la Constitución Nacional, la resolución del Señor Minis- 
tro del Interior, don Klpidio González, que deniega al Par- 
tido Socialista Independiente el derecho de realizar un acto 
público en una de las calles de esta ciudad. ( Kn principio, 
la facultad ejercitada ]>or el Gobierno al negar ese permiso, 
seria la emaiieute fiel Poder de Policía, comprendida en los 
artículos 14, 07, inciso 28 y 80, incisos 1. 2 y 3 de la Cons- 
titución, especialmente referido a la Policía fie Seguridad, 
que según la doctrina, la legislación y la jurisprudencia, es 
de carácter local). Pá^na 5- 
Jurisdicción. Corrcs|H>ndc al Juez del domicilio del demanda- 
di) el conocimiento de una demanda ordinaria a liase de ac- 
ción personal |«>r colín» fie determinada suma fie dinero. (Xo 
se t ratafia de una causa etica mi nada a exigir el cumplimien- 
to fie uu contrato, ni la ejecución de una sentencia, ni se 
intentaba la persecución de un delito del derecho penal). 
Página 18. 

Jurisdicción. — Las acciones por cobro de impuestos municipa- 
les son ile exclusiva competencia de los tribunales provin- 
ciales. Página 25. 
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Jurisdicción. Corresponde a la Justicia Federal el ciinrtci- 
miento de un íuicío por danos y per j nicios contra tas OI iras 
Sanitarias do la Nación, en un caso en que esta repnrtic$N 
ím actúa cmiiM entidad Nal ele la Capital, sino ni el carác- 
ter de institución nacional derivado de las funciones del 
mismo orden que respeto de las obras ejecutadas en las 
provincias le confieren las leyes del Omgrcso. Pág. 31. 

Jurisdicción. — Cor responde a la justicia federal el conocimien- 
to de un juicio por indemnización de daños y perjuicios oca- 
sionados en un accidenté del trabajó, deducido por un ar- 
gentino vecino de la provincia de Mendoza, contra una Com- 
pañía de Seguros, vecina de la Capital Federal. Pág, 33. 

Jurisdicción. — No corresponde a la Justicia Federal el conoci- 
miento de un recurso de habrás rorfás interpuesto a favor 
de don Alejandro Oríiln. contra una orden de apresto dic- 
tada contra el minino por un Juez de la Provincia de Men- 
doza designado por él interventor nacional. Pág. 192. 

Jurisdicción, — Corresponde a la justicia federal el conocimien- 
to de un juicio seguido y*\r el Un neo de la Nación Argenti- 
na, sobre cobro ejecutivo de un crédito hipotecario. Pájf. 2ÜH, 

Jurisdicción. — Los preceptos fie la ley 4927 son de carácter 
nacional o local, se^ún la aplicahilidad de los mismos; en 
consecuencia, no corresponde a la justicia federal el cono- 
cimiento de un juicio sobre nulidad y devolución de sumas 
pagadas |>or concepto de impuesto de sellado y multa |ior 
infracción de dicha ley cometida en la Capital Federal. 
Página 224. 

Jurisdicción. — Ks el lugar donde fué cometido el hecho delic- 
tuoso lo ipie determina la competencia para conocer del mis- 
mo. (Cheque sin provisión de fondos extendido en esia Ca- 
pital en pagó de mercaderías compradas también en esta ciu- 
dad t. Pág. 240. 

jurisdicción. — Fl precepto legal del fuero del demandado cuan- 
do se i kt lucen acciones personales, no es un principio rígi- 
do e inflexible. 
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F.n las acciones per si males procedentes de la misma ani- 
sa contra varios coobl ¡garios que residen en distintos Inga- 
res, el juez competente es el del domicilio de uno de los de- 
mandados, que ha preven ido en el conocimiento de la causa. 
(Fallos, tomo 5.Í. pág. 2óó; tomo 10CX pág. 410); Pág. ,U7. 
íurüHicciétt, — tía cuestión de si es legal o no la interpretación 
atril mida a la ley de papel sellado vigente en Í92ó en la Pro- 
vincia de I ¡tienos Aires por la Dirección de Escuelas de ta 
misma, en una Causa que en lo fundamental corresponde a la 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema, queda por en- 
tero lil ¡rada a los funcionarios judiciales del orden loca L 
Página 419. 

Jarhiinrióii. — La jurisdicción competente para conocer de una 
demanda sobre cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, 
es aquella en la que se ventiló el pleito principal. Pág. 431. 

Jurisdicción ; prórroga dr. — Kl emplazado que deja vencer el 
término acordado para oponer las execciones que autoriza 
la ley, prorroga tácitamente la jurisdicción territorial del 
juez del emplazamiento; y consentida la providencia por la 
que se da por contestada la demanda, en rebeldía, y se de- 
clara competente et juzgado, no puede entablarse contienda 
de competencia |>or inhibitoria. Página 155. 

Jurisdicción, — Véase "Fuero federal." 

Jurisdicción ; prórroga dr ta. — A los electos de la prórroga de 
jurisdicción prevista jwir el art. 4'\ inciso 12 de la ley -48, 
es necesario que exista un juicio en que el extranjero 4» ve- 
cino de otra provincia o sus mandatarios debidamente facul- 
tados para ello deduzcan demanda susceptible de operar la 
prórroga. ( En el caso, se trataba de la inscripción de un tes- 
tamento, durante cuya tramitación el encargado de ella pre- 
tendió que la justicia de la Provincia de Buenos Aires se 
pronunciara acerca de observaciones presentadas a la liqui- 
dación del impuesto). Página .W. 

Jurisdicción originaria. — Asi como es suceplible de ser 
revisada antes dé dictarse la sentencia definitiva la resolu- 
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ción cpe tiene |«ir acreditada la jurisdicción dé la Gortfe Su- 
priira, originaria a los efectos ele la tramitación de] juicio, 
igual criterio <déb& aplicarse a la hipótesis! de i\w se la de- 
niegue, cuando, comí» en el casi», la parte lesionada aporta 
nuevos elementos de juicio. 

No habiendo mediado cesión o transferencia sino propia- 
mente un mandato o representación, no es aplicable el ar- 
ticulo 8* de la ley 48. Pagina 151. 

Jurisdicción originaria. - 1.a cuestión sobre la legilidnd ilega- 
lidad de los actos administrativos de la Provincia de San 
Juan, referentes a la tasación de sus bienes para el pago 'de 
la contribución territorial, en razón de su conformidad o 
disconformidad coii la* instituciones locales, rio es de la 
competencia de la C urte Suprema, tpte sólo puede conocer 
en las causas civiles entre una provincia y los vecinos de 
otra de acuerdó con el art. 19 ríe la ley nacional 4S. 

I.a decisión sobre si los impuestos cohraelos son violato- 
rios de la Constitución Nacional en sus aris. 17, W y 86, 
fundándose la inconstitucionalidad alegada, no en la lasa 
misma del impuesto, sino en la exagerada estimación de lns 
bienes, es extraña a la competencia originaria de la Corte 
Suprema. Página 250. 

Jurisdicción Originaria. — No corresponde a la jurisdicción ori- 
ginaria de la Curte Suprema pronunciarse sobre cuestiones 
míe sólo afectan al orden local en relación; al conflicto fie 
sus leyes y I ta jo el concepto de su ley fundamental y de su 
derecho administrativo, sin referencia a la Constitución Na- 
cional, a ley alguna de la Nación ni al Código Civil. Pág. 

Justicia nacional. — La justicia nacional es incompetente para 
conocer de las cuestiones sobre cobro de impuestos locales, 
mientras no se piguen y formulen, después, las acciones de 
repetición qiie fueren procedentes. Pág. 25. 
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Ley I3'>7. jfj^rr Universidades Nacionales. — Si bien ta ley 1597 
snhrc Universidades Nacionales no es esjiecialmente regla- 
mentaria de ta profesión de abogado, la comprende, sin posi- 
lile lugar a duda, entre las pruf estrines científicas a que se 
refiere. Pag. ! l'J. 

'Ley 11.460. (Intervención a Mendoza). — La facultad ejerci- 
tada por el Congreso a! sancionar la ley K' f 1 1 .4TA es de 
orden netamente politfco y, |Mir ct insimúlente, de la exclusi- 
va incuml>cncia de los poderes legislativo y ejecutivo de la 
Nación: no hallándose autorizada la Corte Suprema pára 
ex imanar los hechos que han conducido a la decisión con- 
tenida cu la ley. porque saldría de la órbita que le c>tá deli- 
milada por Ta Carta Fundamental e invadiría el campo pro- 
pio de los otros poderes del fcstado. IVig. 1 ( >2. 

Leyes de intervención, — 1-as leyes de intervención incorporan 
implícita o expresamente a sus prescripciones ' tocias las le- 
yes provinciales de carácter procesal y todas las que or- 
ganizan y distribuyen la contfieieticía de los jueces coya ;q»li- 
eación es obligatoria para el comisionado federal en cuanto 
no se opongan a la Gmstitución Nacional. I'ág. 192, 

Legislación nocional exclusiva sobre lugares adquiridos por com- 
pra o cesión. — Dentro de nuestras instituciones no es in- 
dispensable la intervención de las legislaturas provinciales 
jara que el Congreso ejerza el derecho de legislación ex- 
clusiva sobre Tugares adquiridos por compra r> cesión, en 
cualquiera de las provincias, para el establecimiento de for- 
talezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de 
utilidad general. Fagina 312. 

Liquidación fiscal: su valor. — Véase "Derechos forestales; su 
cobro." 

M 

Morcas de fábrica; prescripción de la acción penal o civil. — 
El art. 289 del Código Tenal no ha modificado la ley de 
marcas de fábrica ni en sus preceptos generales nt en las 
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sanciones aplicables a las usurpaciones entre comerciantes 
o fabricantes. 

términos en <|tte se encuentra redactado el art. 55 de 
la ley espeda! N" 3975 y su espíritu, excluyen la aplica- 
ción del principio sentado en el tallo que se registra cu el 
tonu> 151, p;u¡. 293, según el cual no habiendo precepto algu- 
no especial y propio relativo al tiempo en que se opera la 
prescri|H:ión de las multas impuestas a los infractores de las 
leyes 4363. 37M y 11.252, a su interrupción corresponde 
aplicar el art. 4» ilel Código Penal, 

Tratándose <le la infracción al art. 4H, ínc. 4* de la ley 
3975. sobre marcas de fábrica, la solución ijue mejor con- 
sulta la protección organizada |>or ella para asegurar a los 
industriales, comerciantes y agricultores la propiedad de sus 
marcas, es aquella según la cuat ha quedado eliminado de 
hecho, del texto del art. 55 de ta misma, la no ihtertlipción 
de la prescripción por los procedimientos judiciales, y siendo 
i-oiup.'U i Me* en este sistema las prescripciones de tres y un 
anos, cíe la acción penal o civil. i|tte establece el art, 55. la 
prescripción se cumple dentro de aquel término, a jKirtir fiel 
día de la comisión del .delito o de su repetición, a menos 
q«e el propietario de la marca, conocido aquél, haya deja- 
do transcurrir un año sin intentar la acción, en cuya hipóte- 
sis la duración de la prescripción se reduce a este tiempo. 
Página 9$ . 

MuMí'P'hí. pensiones, jultttacioiws o retiros para los funcionarios 
o &}0md$s pwMVitei&Mi rñjiíttftt iiV. — Véase "Recurso 
extraordinario." 

ytunu'ifaluhuli-s. - &$s Ahuiicijialidadcs no son mas que dele- 
paciones de los poderes provinciales, circunscriptas a fines 
y límites administrativos, que la Constitución hn previsto 
como entidades del régimen provincial y sujetas a su propia 
legislación (art, 5 ? de la Constitución Nacional), |mra lo 
cual ejercen también facultades imiHísuivas y eoextensivas 
en la parte de poder que para este objeta le acuerdan las 
c< mst ¡iliciones y leyes provinciales. l'ág. 25. 
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Nofifícaeijht de embargo a provincias. — Notificado un juicio 
contra una provincia en forma prescripta |xjr el art. 69 dé 
la |ey 50. el di licénciamiento y notificación del embargo tic- 
cretadu corno consecuencia de ta falta de cumplimiento de 
la sentencia condenatoria, puede ser encomendada directa- 
mente al Juez Federal de la sección corres] unid rente, no 
siendo, por lo tanto, de aplicación aquella disposición le- 
gal. Página 24. 

Saltación, — La entrega al acreedor tic documentos de crédito 
no induce la existencia de una novación, An t SU. Código 
Civil Pág. K5. 

n ago; xu valides, — Véase "Honorarios; su cubro/' 

Petnu tÜseipHnurias. — Véase "fcecurso extraordinario." 

Pensión. (Ley 10.650). — K) servicio ferroviario es un servi- 
cio público y corresponde que se compute, a lo* efectos de 
una pensión, el tiempo que el empleado estuvo incorporado 
a la armada nacional como conscripto. Pág. 73. 

Pensión. (Uy 10.050). — Ni el art. 39, inciso 4" de la ley 
10.050. ni otro alguno autorizan a denegar una pensión "por 
no existir la pobreza de solemnidad." (Probado |»or |o S deu- 
dos pensionadles que ellos eran atendidos por el causante, 
efectiva y exclusivamente, en su subsistencia material, sin 
jHtder allegar otros recursos, les alcanza los beneficios de 
la ley. Pag. 173. 

Pensión, (Ley 10.650). — A los efectos de gozar del beneficio 
que acuerda el art. 38 de la ley 10.650, na l*astn haber pe- 
tado diez años de servicios; es necesario acreditar que el 
causante sirvió en su empleo "más de diez años," (Arts. l v , 
inciso b„ ley 11.074. E£n el caso el recurrente liabia servido 
durante nueve años, diez meses y diez y nueve días, y se in- 
vocaba el 1 sene f icio que acuerda el art. 27 de la ley 10.650). 
Página 177. 
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"nuiVíií. (Ley 10,650). — Gozan fiel beneficio acordado por el 
art. 46 de la ley 10.650 los deudos de un empleado, ferro- 
viario declarado cesante pb* razones de economía, el 31 de 
%íakm de 1014, y fallecida el 1* de éctoibre del mismo año. 
Página _>S0. 

[Elisión, ( Ley 10.650). — El f|uc trabaja en ptífaji de construc- 
ción ;i las órdenes de un conratista, sin vinculación alguna 
con empresas ferroviarias en cuantf) a locación y retribu- 
ción fli servicios, no está amparado por las disposiciones 
de la ley 10.650. Página 3<>N. 

/". iisinti. ( I.ev HMk.'Hi. Atento lo #iS|Hiésto ]«ir el ;irt. 44 de 
dé ta ley 10.65G; al beneficiario de una jubilación le está 
vedada obtener otro beneficio. Püg. 394. 

Posesión p«r tmlirioti. — Véase "Evicción." 

Presiri frión, (Mulla rstablecida por la ley 4167). — La multa 
qué éstifblece la ley general de tierras. X v 4167, es exigibie 
u medida en que los ¿Oiíipradores de tierra incurran en mo- 
ra. esto es. tan pronto como venzan cada uno de lus perio- 
dos anuales, y se prescribe en el término de cinco años se- 
ñalarlos por el art. 4027, inciso §« del Código Civil. Pá- 
gina 4'*. 

Pirstriprión. - - Tratándose del Kisco Nacional, el termino de la 
nrrseri|«-tón general «leí art. 4023 del Código Civil que co- 
re-piinde computar es et de «lie/ años, dado que aquél nunca 
puede estar ausente, siendo que es resjx'Cio de el. que es 
acredor, que se cuenta la ausencia y un del deudor. 

1,1 árt, 535 del Código de Procedimientos, lejos de ser 
¡imitativo para determinadas acciones, es por el contrario, 
amplio \ se aplica a todas las sentencias que dicten los tri- 
bunales ordinarios, como los arbitrales y de amigables com- 
ponedores. Página 77. 

/Vorn/Yñijj.- atistiteia ti ios cf 'retos </v A/. — - Se conceptúa 
ausente a los e ícelos de la prescrqjción autorizada j>or los 
ari-. 1345 y 4023 del Código Civil, al que se encuentra ra- 
dicado ftlefa de los limites juri>diecionales de las grandes 
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circunscripciones políticas de nuestra organización institu- 
cional, en que la persona o cosa demandada se encuentra, 
siendo indiferente la mayor o menor distancia intermedia- 
ria. (En el caso, la Capital). Pág. 375. 

Prescripción; su interrupción. — Sólo por demanda judicial aun- 
que sea ante juez incompetente, puede interrumpirse la pres- 
cripción de un año que establece el art. 4037 del Código' 
Civil, no obstando a ella ni las interpelaciones extrajudi- 
ciales. Pág. 190. 

Prescripción. (Acción penal, ley 3975). — La deducción de la 
acción penal está expresamente contemplada en el art. 55 
de la ley 3975, como causa interruptiva de la prescripción, 
siendo, por consiguiente» inaplicable la primera parte del 
art. 4» del Código Penal. Pág. 414. 

Prescripción. — Véase "Extradición." 

Protestas; prueba y valor de citas, — Es prueba suficiente de 
haber sido protestado el cobro de impuesto, tas copias de 
lus telegramas en que ella fué formulada y los avisos de en- 
trega de los mismos por la respectiva oficina de Correos, 
concordantes, ademas, con los recibos de expedición. 

Tratándose del mismo gravamen, la protesta formulada 
una vez tiene valor para los pagos posteriores sin necesi- 
dad de renovarla ni mencionarla. Pág. 115. 

Provincias; sus facultades impositivas, — Entre los derechos 
que constituyen la autonomía de las provincias, es primor- 
dial el de imponer contribuciones y percibirlas sin interven- 
ción alguna de autoridad extraña, derecho que no podría 
ser ejercido con la amplitud e independencia necesarias, si 
hubiera de hacerse efectivo |»r autoridades que no fueran 
las propias, (artículos 104 y 105 de la Constitución Nacio- 
nal). Pág. 25. 

Proi'iucias; sus facultades impositivas, — Es indiscutible la fa- 
cultad de los estados en ejercicio del poder no delegado a la 
Nación para crear gravámenes dentro de sus propias juris- 
dicciones locales, escogiendo los objett»s. personas, propie- 
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dades, pon-dones, franquicias, privilegios ti derechos sobre 
que han dé recaer aquéllos, sin otra limitación que la fie su 
poder legislativo, ti i otra condición que la tío con í orinar las 
contribuciones a los principios básico* de la ley fundamen- 
tal de la Nación, único punto sujeto a la decisión de la Cor- 
te Suprema, ya que la apreciación de la justicia ó convenien- 
cia de su adojx'ión está fuera de sn función legal J'ág. 104. 
"roz-iitcias; sus facultades impositivas. — De acuerdo con los 
arts. 104 y 105 di- ta Constitución Nacional, las pru viudas 
se hallan facultadas para asegurar la percepción de sus im- 
puestas, así en cnanto al pago misino como a la íeclia y mo- 
mento de realizarlo, por medio de penas pecuniarias. Pá- 
gina 

I'rot'incias. sus facultades para organizar sus propios tribunales. 
— I.as provincias a semejanza de lo que ocurre en el orden 
nacional, tienen facultades para organizar la jurisdicción y 
competencia de sns propios tribunales dictando sobre el par- 
ticular las leyes que correspondan. Pág. 192. 

Pnn-ini ku: m r, 'spajtsafiffidad por im-umplimiento dr una con- 
cesión municipal. — Una provincia no puede ser responsa- 
ble por acción judicial directa, del incumplimiento de una 
concesión otorgada |>or una municipalidad de la misma, sin 
haber Sido vencida aquélla en cansa alguna anterior con 
motivo de los hechos alegados. Página 372. 

Puerto de Santa Fe; jurisdicción sobre el mismo, ~ De la ley 
de concesión del puerto de Sama Fe. N* 42<>°, se despren- 
de que el puerto de Sama Fe no es un puerto nacional, en 
el sentido de su completa de|X-ndcncia fiel gobierno federal; 
de ñu m tu que la jurisdicción que para éste h;i podido reser- 
varse y $e reserva en aquella ley (art. !0), no es la juris- 
dicción exclusiva para legislar sobre todo el territorio de la 
zona del puerto, sino la correspondiente a la nación en cual- 
quier puerto habilitado, relativa a los servicios del comer- 
cio y la navegación (art. 67. inciso 9^ y 12 de la Constitu- 
ción '(i, y la que determinan las leyes de jurisdicción y com- 
petencia de lus tribunales federales. Pagina M2> 
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Recurso de nulidad. — El recurso ite nulidad de jmjcccltmicntos 
judiciales, no está comprendido como recurso extraordina- 
rio en los términos del art. 14 de la ley 4,S. Página 182. 

Üecmso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 4í*. contra mía rt solución que declara h com- 
petencia de la justicia local, no obstante hallarse eomprolia- 
da la doble circunstancia de ser el actor y demandado ar- 
gentinos de distintas provincias. IVtgína 33. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del an. 14, ley 48, contra una sentencia que interpretando, 
entre otros preceptos, el art. 26 de la ley nacional X* 10.C50, 
se pronuncia en sentido contrario a los derechos de la Ca- 
ja Nacional de Jubilaciones y I 'elisiones Ferroviarias, Pá- 
gina 73. 

Recurso extraordinario. — La interpretación dada por los tri- 
bunales Incales a sus propias leyes org anteas y de procedi- 
mientos, en tanto aquélla nn afecte la Constitución, leyes 
o tratados nacionales, no puede reverse en el recurso extraor- 
dinario que autoriza el art. 14 de la ley 48. Pág. 101. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 48, contra una resolución de las Cámaras tle 
Apelaciones en lo Civil de la Capital, reunidas en tribunal 
pleno, que no hace lugar a la inscri^ión en la matricula de 
argados solicitada a mérito de lo establecido en los arts. 14, 
19 y 28 de la Constitución. Página 1 19. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48, contra una sentencia que desconoce el 
privilegio fundado en expresas disposiciones de la Consti- 
tución y de una ley especial del Congreso (ley 4507), 

Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos relativas 
a la competencia del Juez, se juzgan definitivas a los fines 
del art. 14 de la ley 48, para resolver wdirü puntos que no 
pueden ser después útilmente discutidos en el juicio ordi- 
nario (pie permiten las leyes de procedimientos. Pág. 208. 
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Recurso extraordinario. — Xo expresándose al interponer la 
apelación para ante la Corle Suprema que se trata del re- 
curso extraordinario autorizado pur el art, 14 de la ley 48, 
debe entenderse i|ue ha sido interpuesto el ordinario. 

Las penas disciplinarias que los tribunales están autori- 
zados a imponer, no importan el ejercicio de la jurisdicción 
criminal propiamente dicha, y la apreciación de las circuns- 
tancias que motivan su aplicación es un punto de derecho 
procesal fuera del alcance del recurso extraordinario del 
recordado art. 14 de la ley N* 48. Página 223. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
contra una resolución que deniega el fuero federal, fundado 
en que la justicia ordinaria es incompetente para conocer 
en un asunto de infracción a la ley de sellos, N* 4927, que 
es de carácter nacional. Arts, 14 y 17 de la ley -48 y 6* de la 
4055. Fl auto de incompetencia de la justicia federal da 
margen al recurso extraordinario. 

La cuestión de incompetencia de la justicia ordinaria 
planteada y resuelta en contra del recurrente en el juicio 
ejecutivo cuya nulidad se demanda, hace cosa juzgada en el 
ordinario, que autoriza c| art. 278 de la ley 50, dado que 
este signe el fuero y jurisdicción del ejecutivo. Pág. 224. 

Recurso extraordinario. — Habiéndose cuestionado la interpre- 
tación del art. 20 de la ley 10.650. en el concepto de saber si 
pára obtener jubilación por invalidez se necesitan cinco años 
o más de cinco años de servicios, procede el recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48. Pág. 233. 

Recurso extraordinario. — La circunstancia de que dentro del 
caso se baya discutido la interpretación de una ley imposi- 
tiva del Congreso, no hace procedente el recurso extraordi- 
nario del art. 14. ley 48, cuando ta solución de aquél ha res- 
pondido a fundamentos de derecho común, sin que se ha- 
ya tocado cuestión alguna relativa a la validez del titulo, 
derecho o exención establecida por aquella ley en favor de 
la parte del recurrente. Página 238. 
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Recurso extraordinario. - Procede el recurso extraordinario 
del art, 14, ley 48. contra una resolución contraria a la va- 
lidez del derecho (lindado en los arts. 14 y 32 de la Cons- 
titución. Página 363. 

Recurso extraordinario. — Las resoluciones dictadas por los iri- 
bunales locales en el procedimiento relativo a la ejecución 
de sentencia, no constituyen la sentencia definitiva a qüq 
alude el art. 14 de la ley 48. 1%. 36$ 

Recurso extraordinaria. — El régimen de montepío, pensiones, 
jubilaciones o retiros para los funcionarios, empleados y 
obreros provinciales, tanto en lo referente a la existencia de 
tales instituciones como en lo que atañe a los requisitos pa- 
ra gozar de los mismos y a las causas de pérdida de sus 
beneficios, son extraños a ta Constitución Nacional y a! 
Código Civil, y no dan lugar al recurso extraordinario del 
art. 14, ley 48. Página 369. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art, 14, ley 48, contra una sentencia (pie si bien decide 
en favor de la exención del servicio militar sostenida por el 
conscripto, rechaza también la inteligencia atrilmida al in- 
ciso l>) del art. ó3 de la ley 4707 por el Ministerio Fiscal 
Página 380. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
cuando «i bien la sentencia recurrida hace lugar a la excep- 
ción del servicio militar sostenida |>or el conscripto, aquélla 
rechaxa también, la inteligencia atribuida al inciso b) del 
art. 63 de la ley 4707 por el Ministerio Fiscal. Pág. 385. 

Recurso extraordinario. — Cuestionada la verdadera inteligen- 
cia de una ley nacional, procede el recurso extraordinario 
del art. 14 de la ley X' 48, contra sentencia que desconoce 
el derecho que tiene la Nación representarla |wr el Fiscal 
de exigir de todos tos ciudadanos el cumplimiento de la 
obligación de "armarse en defensa ele la patria y de ta Cons- 
titución conformes a las leyes que al efecto dicte el Congreso 
y a los decretos del Poder Ejecutivo." Art. 21 de ta Cons- 
titución, arts. 2* de ta ley 11.386. Página 390, 
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Recurso extraordinario, — Discutida lá interpretación He la ley 
10.650 y habirndo sida la sentencia contra ría al derecho in- 
vocado |xir el recurrente fundado en dicha ley. procede el 
recurso extraordinario del art. 14. ley 4S. Página 38& 

Recurso extraordinario. — Nn procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 48, deducido sin la invocación de precepto 
legal alguno, y sosteniéndose, solamente, para fundarlo, la 
procedencia del fuero federal, no en relación al juicio de 
que se trata, «no en l>ase de la defensa opuesta por el eje- 
cutado referente a las costas producidas ante esta Corte eu 
las actuaciones relativas al recurso extraordinario deducido 
y resuelto anteriormente. Página 266. 

Recurso extraordinaria. — Procede el recurro extraordinario 
del arl. 14, ley 48, contra una resolución qü¿ declara la vali- 
dez y prevalcncia del art. 2.* de la ley de sellos de la Pro- 
vincia de Huenos Aires, impugnada por el recurrente como 
contraria a los arts. 577 y 341.1 del Código Civil, 1%. 368. 

Recurso extraordinario. — 1.a incidencia sobre cumplimiento de 
sentencia, no constituye un nuevo juicio independiente de la 
causa principal, y por lo tanto, no puede dar margen al fa- 
llo definitivo que engendra el recurso extraordinario a que 
se refieren los arts. 14 de la ley 48 y 6" de la 4055. Pag. 270. 

Recurso extraordinario: — La decisión de un juez de Comercio 
de la Capital dictada en segunda y última instancia eu ai ve- 
lación interpuesta contra la resolución de un juez de paz, 
hace cosa juzgada y da lugar al recur>o extraordinario del 
articulo 14, lév 48. 

Siendo definitiva la resolución que declara improcedente 
el embargo de ta pensión de que goza la ejecutada, la cir- 
cunstancia de tratarse de un juicio ejecutivo ito es óbice lia- 
ra que proceda el recurso extraordinario. 

Procede el recurso extraordinario contra una sentencia 
que resuelve, con carácter definitivo, sobre la aplicación de 
la ley 4707 en oposición a la ley 9511, denegando, implíci- 
tamente, ta inconstitucionalidad opuesta a la primera. Pá- 
gina 274. 
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Recurso extraordinario. — Procede el recu aordinario 
del art. 14. ley 4>¡. contra uiia decisiÓti e al ik'recha 

del recurrente fundado tti las leyes 10 J 1,074. Pá- 

gina 2t>0. 

Recurso , : V í raord inorio. - ^ > | >n >cede el recurso \t raordinario 
del art. 14. ley AS t contra una resolución que declara nula 
una patente fie invención, fundada en que e] aparto patenta- 
do nti reunía las condiciones de novedad indispensable para 
constituir un invento. í Cuestión de hecho y de prueba). 

La invalidez i» nulidad fie una jálente expedida por la auto- 
ridad nacional declarada por la justicia federal no constitu- 
ye una causa que por sí sola autorice la pelaciótt extraordi- 
naria ame la Corle Suprema. X« es el mero antecedente de 
discutirse la validez de un titulo expedido por autoridad na- 
cional lo que determina la admisión del recurso, sino la na- 
turaleza y carácter del punto decidido; es |hjr eso que él se 
ha concedido cuando éste es de derecho o de interpretación 
de leyes y se ha negado cuando es de hecho. Página 292. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
del art, 14, ley 4S. contra una resolución denegatoria del de- 
recho fundad» por el fiscal de cámara en lo dispuesto en el 
art. 14 de la ley N v 11.290. Página 303, 

Recurso extraordinaria. — Procede el recurso extraordinario 
del art. 14, ley 4S, contra una resolución de carácter defi- 
nitivo pronunciada en un juicio contencioso administrativo 
en contra de un derecho sustentado en cláusulas de la Cons- 
titución -Nacional y de una ley del Congreso. Página 312, 

Recurso extraordinario. — Véase "Cámaras de Apelaciones en 
lo Civil." 



Servicio militar; excepción del. — El inciso b) del art. 63 de la 
ley 4707 debe interpretarse en sentido restrictivo y sólo com- 
prende, por consiguiente, al hijo legitimo o natural de ma- 
dre viuda y no al de madre divorciada del esposo. Pág. 3É». 
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Servicio militar; excepción deL — El inciso c) <!el art. 63 de 
la ley 4707 debe ser interpretado en forma restrictiva y -sólo 
comprende al hermano que atienda con su tralwjo jiersonal 
a la subsistencia de hermanas menores, huérfanos de pa- 
dre y madre o de hermanos impedidos, sin que ta exención 
pueda extenderse por analogía a otra* situaciones como la 
eme se contempla en la especie sitb lite, en que el recurren- 
te es el que con mi trabajo mantiene las necesidades de su 
esposa, hija y hermanos abandonados. Página 385. 

T 

Transacción. — Xo reviste los caracteres de una transacción un 
convenio en el qut no medien concesiones reciprocas, ni se 
extinguen obligaciones litigiosas o dudosas, sino, simple- 
mente, se concede un plazo al deudor para la cancelación de 
su obligación, art. 832, Código Civil Página 85. 

V 

Vendedor: su obligación de- demostrar ¡a libertad del bien que 
trasmite. — Xo es :il comprador sino al vendedor a quien 
incumbe demostrar la liln-rtad del bien «pie trasmite, por me- 
dio de los certificados de los Registros y Oficinas Públicas, 
donde se inscrilteti los derechos reales o |>ersonak*s que 
afectan al bien o al dueño: no siendo función ni obligación 
de los pariicnlares fiscalizar, controlar o apercibir al Esta- 
do |M>r el deseuidu ineficacia de los encargados de orga- 
nizar la buena percepción de la rema cuandu ello no afecta 
sus den-dios. Página 162. 
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Don Manuel Coti-áhc Masetf*; Rccurxe d t - amparo a libertad de 
reunión. 

Sumario : fi Conforme a la ultima parte del inciso II fiel arr. f>7 
y 104 de la G institución Nacional, corresponde a la justi- 
cia loca! y no a la federal el juzgamiento de las contro- 
versias e infracciones que se refieran a los derechos y ga- 
rantías que acuerdan ln* arts. 1-1 y 18 de la misma, de pro- 
piedad, de comerciar, de asociación, de 



bilidad de domicilio, de la defensa y de la libertad 
sin fier juicio del recurso extraurdimrio del art. 14 de la 
ley -V 48. 

2" Xii corregí» mde a la justicia lYili-ral el conocimiento 
de una acción tendiente a que "se declare contrario a! art. 14 
de la G institución Nacional. Ta resolución del Señor .Minis- 
tro del Interior, don lepidio González, que deniega al Par- 
tido Socialista Independiente el derecho de realizar un acto 
público en una de las calles dé esta ciudad. (En principio, 
la facultad ejercitada \mr el Gobierno a! negar ese permiso, 
sería la emanente del Poder de Policía, comprendida en los 
artículos 14. 67. inciso 28 y 86, incisos 1. 2 y 3 de la Gms- 
tilueión. especialmente releridu a la Puliera de Seguridad. 

de carácter 




lasa: Lo explican la> piezas siguientes; 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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INFORME DEL JEFE DE POLICIA 

Binaos Airt-s. Ebero 15 de l*>29. 

"Al Señor Jue* Pederá I de Peria en lo Criminal y Correccio- 
nal, l)r, Kí luán tu Sarmiento : 

Tengo oí agrado de dirigirme a V, S. en respuesta a su aton- 
to oficio de fecha de ayer, librado en el recurso interpuesto por 
diin Manuel (¡onzalez Maseda y, en Consecuencia, cúmpleme in- 
formar a V. S. que fsia Jefatura, en cumplimiento tic instrue- 
ciónes <lel Poder Ejecutivo Nacional, se ha limitado a no dar 
autorización para realizar un acto publico el día 13 del corrien- 
te, a las 18 luirás, en las calles Pueyrredón y Bartolomé Mitre, 
dónde se hahlaria sobre el tema "Conira la intervención de las 
fuerzas armadas en los conflictos del trakrjo", según lo mani- 
fiesta la nota del í 'anido Socialista Independiente, presentada a 
esta Jefatura. Saluda a V, 5. alte. 

hmn /, Graneros. 



Al "Mi DEL JIÍE2 FEDERAL 

Butwis Aires. Fuero 15 dr 1929. 

Autos y Vistos: Para resolver el presente recurso de ampa- 
ro del derecho de reunión, 

Y Considerando: 

• 

1" One don Manuel González Máscela en su carácter de se- 
cretario general del Partido Socialista Independiente se presenta 
iuu-qtonieiulo este recurso, en razón de haberle negado la Policía 
de la Capital el permiso solicitarlo para realizar un acto público 
el día 1| del corriente a las 18 horas en las calles Pueyrredón 
y Itartolnmé Mitre, en el cual, lus oradores designados, habla- 
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rian sobre el tenia "Contra la intervención de la.s fuerzas ar- 
ma* las en (OS conflictos del tralajo" 

- ' Que según mnni fiesta el recurrente en su escrito de fs. S. 
dicho actn público ha sido postergado a las resultas de este 
recurso. 

$t One el señor Jefe de l'olicia de la (.apila! ha informado 
ni el din de la feeha, manifestando, qia> en cumplimiento de ins- 
trucciones del Poder Ejecutivo Nacional, no concedió el per- 
nizo solicitado. 

A v Que el art, 2f» de la ley X» 4« sohre jurisdicción y com- 
IH-tiiicia de los Tribunales Federales, establece que el Poder Ju- 
dicial Federal sólo es competente |tara entender en recursos de 
la naturaleza del presente: "Cuando un individuo se halle dete- 
nido o prest» j»or una autoridad nacional o a disposición de una 
autoridad nacional o so color de una orden emitida i«>r autoridad 
nacional: o cuando una autoridad provincial haya puesto preso 
a un miemliro del Congreso, o cualquier otro individuo que ohre 
en comisión del Gobierno Nacional." 

5'' Que la excepción contenida en la secunda parte de la dis- 
jiosición legal citada, ha sido expresamente repetida al final del 
art. 017 del Código de Procedimientos en lo Criminal, de tal 
suerte que tratándose, de una autoridad provincial, únicamente 
procedería el recurso de amparo de la liliertad ante los jueces de 
Sección, cuando se trate de un miembro del Congreso o cualquier 
otro individuo que obre en comisión o como empleado de! Go- 
bierno Nacional. 

V Que de la> proentes actuaciones uo surge que se irale de 
ninguno de los casos comprendido-, en las disposiciones legales 
citadas, puesto eme la denegación del permiso solicitado ha ema- 
nado de la Jefatura de Policía de la Capital, institución de ca- 
rácter local y dependiente del Gobierno y Administración de la 
Capital (art. S6. inciso 3» de la Constitución Nacional y art. 8* 
de la ley 3727 ). 
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79 U Suprema Corte de Justicia <le la Nación ha declara- 
do que: F.l ejercido \w parte de las autoridades locales de la 
Capital, de atribuciones que el t-"<»Tij^rf^«» im le haya cóñf cri- 
do, no es bastante para poner sus rcsfKrmns actos dentro de la 
letra o; del e,pintu del art. 2 de la Constitución Nacional y jus- 
tificar la intervención de los Tribunales federales en ¿tintéis 
-le urden interno del Gobierno y Administración de la Capital"" 
(n muí 102, pág, 37°). 

S» Los Tribunales Nacionales han resuelto en numerosos 
casos que la justicia federa] es incompetente parla entender en 
recursos tic la naiu rale/a del presente cítinilo fá urden emana de 
una autoridad provindál o local (C, S. tanio pjjg, 45o; tomo 
30, pm$_ 4pÓ; i amara Federal de U PUtta, tomo fr, pájr. 59: 
l amara Federal de E órdoU-i, lomo 8?, paj;. Il.í y Imitara Fede- 
ral de la Capital, causas Antonio Vila Valles de Noviembre 15 de 
T'lN: Antiiiiin Cavaüo. de Junio 6 di- W25 y Alberto Melgar, 
de Febrero ¡N de- y Alberto Irilturiie. de Abril 30 di- PJjXi. 
habiendo intervenid" el suscripto en los «los ^jtimos en su carác- 
ter de Píoatrador Fiscal c inlerinaim ttu- de Físcaj fie Cámara, 
respectivametile. 

I'or ello, y no obstante '<» dictaminado |>ur el Señor IVocu- 
rador Fiscal, di claro que la justicia federal es incompetente pi- 
ra entender en el présenle recurso de amparo del derecho de 
reunión. 

• ¡Üdnardo SarmientOi 



a rio UEL iAM.\klslA tu-: VrMi\ 

Rúenos' Airvs. Pjtétü 22 de !'>2v. 
Vistos y Considerando : 

(¿>UC el secretario «enera] del I'anido Socialista Indepen- 
diente se presento al Jmv de Sección de feria ^licitando se Üec% 
re contraria al art. 14 de la Conslitución Nacional la 'resolución 
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cid Ministro del Interior. que niega al partido el derecho de rea- 
lizar un acto público en una de las calles tic esta ciudad. 

Manifiesta que el día 8 del corriente mes comunicó a la Po- 
licía la resolución del consejo directivo de su partido, de reidizar 
el t& a las Oí horas un acto público, en el cual los oradores ha- 
blarían sobre el tema "Contra la intervención de las fuerzas ar- 
madas en los conflictos del traliajo" ; que la Policía hizo saber 
que. por resolución superior, se había resuelto no (jermitir el ac- 
to: que fíe la lectura det tenia no puede, ni siquiera remotamente, 
admitirse la posibilidad de incurrir eu las disposiciones de los 
arts. 209 y 213 del Código Penal, ni de ninguna otra disposición 
legal que autorice una prohibición como la qtte ha hecho el Po- 
der Ejecutivo de la Nación. Y agrega que el art. 14 de la Cons- 
titución Xaciona! sintetiza las lil>crtadcs públicas argentinas, que 
son el fundamento fie nuestro código político, el que establece 
sin reticencias ni ocultaciones el derecho de publicar ideas sin 
censura previa, 

Qtte, efectivamente, el Jefe de Policía informa que en cum- 
plimiento de instrucciones del Poder Ejecutivo Nacional, se lia li- 
mitado a no dar la autorización. 

Qtte cahe establecer ante todo que el Juez "a quo", no se ha 
expedido sobre el fondo del asunto, habiéndose limitado a pro- 
nunciarse sobre una cuestión previa, su ínomi|ietcncia para co- 
nocer en el asunto. Y en este concepto, aun cuando es público 
y notorio que el partido recurrente ha realizado en parte el ob- 
jétO que se prnjutM. al hacer conocer a la Jefatura de Policía 
su proyecto de realizar un acto público, al efectuar conferencias 
parciales en varios puntos de la ciudad, esta circunstancia no es 
óbice para tomar en consideración el punto apelado, tanto más 
si se tiene en cuenta que es conveniente disipar cualquier m- 
certidiunbre acerca de cuáles son los jueces que han de conocer 
eu estos conflictos ciudadanos. 

Que se reclama de una violación a ta sarán tía constitucio- 
nal .Id derecho de reunión, que si bien no está consignado in 
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tcrtninis en el art. 14, ya que solo se refiere al acto "de peticionar 
a las autoridades". ;il <le "publicar sus ideas |K>r la prensa sin 
censura previa", "al ile asociarse con fines útiles. . . " lo está im- 
plícitamente en el :irt. 33, pirque este derecho de reunión "naca 
del principio ile Ta soberanía del pueblo y dé la forma republi- 
cana de gobierno" (articulo citado). 

< Jue la prohibición oliedeve a instrucciones del Poder Eje- 
cutivo Nacional, desempeñado por el Presidente de la Nación 
(ari. 74, C. N. ). en su carácter no de "Jefe Suprema de la Nación 
que tiene a cargo la administración general del país", siim de 
Tefe local é inmediato de la Capital" <art. incisos 1» y 3*, 
Constitución Nacional i. y solo afecta esta prohibición al orden 
local o régimen interno de la Capital y en manera alguna el or- 
den general del país p sea a la soberanía y seguridad de la Na- 
ción, porque los poderes de indicia o municipiales no han sido 
cedidos al poder central (Corte Suprema: doctrina del fallo re- 
gistrado en el volumen 113, ])ág, ¿03), 

íjue el orden lucal tiene sus jueces propios, facultados a 
igual de los jueces federales, para interpretar la Constitución y 
las leyes de la Nación, que son el estatuto supremo del ¡kiís y 
sus resoluciones a este respecto nu pueden ser revisidas por la 
justicia federal sino en los casos dativamente enumerados en 
el art. 14 dé la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales, de 14 de Septiembre de 1Sf»3 {recurso extraor- 
dinario). 

Que en tesis general, corresponde por razón de la materia 
a la Ct.ru" Suprema y a los Tribunales inferiores de la Nación el 
conocimiento y decisión de todas las causas que versen Sobre pun- 
tos regirlos por la Constitución y leyes nacionales (art. 100. C. N.) 

Y en particular a los jueces federales de la Capital cono- 
cer en primera instancia eu todos lo;, casos regidos es|iecialmcn- 
te i»or la Constitución y las leyes nacionales que sancionare el 
Congreso, con "excepción de las que se refieren al Gobierno y 
admitiM ración de la Capital", según lo establece clara y termi* 
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nantcmetitc el art. 111 de la ley de 12 de Noviembre ile lK8f), 
solwr organización de los Tribunales de la Capital. 

1.a circunstancia apuntada jHir el señor Procurador Fiscal 
en esta instancia, de no ver "conveniencia pública de que se 
limite la acción <fe la justicia federal tan solo en la Capital", no 
autoriza a sus jueces federales tiara inmiscuirse en asuntos de 
su régimen Ínterin», jKinpic el terreno de la conveniencia es ex- 
traño al l'oder judicial, que ni) puede juzgarse de la bondad de 
la ley, sino juzgar según ta ley. 

Y por otra [«irte, aun cuando el Congreso comn legislatura 
local no ha reglamentado todavía el derecho de reunión, el ejer- 
cicio por parte de las autoridades locales de la Capital de atri- 
buciones que el Congreso no le haya conferido, no es bastante 
liara poner sus respectivos actos dentro de la ktra y del espíri- 
tu de la Constitución y justificar la intervención de tos Tribu- 
nales Federales en asuntos de orden interno del Gobierno y ad- 
ministración de la Capital (doctrina de la Corle, vol. 102. ]KÍ- 
gina 37*J). 

Que la razón para excluir de la competencia de los jueces 
federales de la Capital el conocimiento y decisión de las causas 
que se refieren a su régimen interno, es sin duda alguna la de 
que se trata de poderes de puliría o municipales, diferentes me- 
dios usados: por la soberanía bical para llegar al gran proiwjsito 
del bienestar común, asegurar la paz. la salud, el buen orden y 
la prosperidad general. 

Que entre esos poderes, que el I'oder Ejecutivo retiene co- 
mo jefe local e innidiato de la Capital, se encuentran "todos 
aquellos que se refieren a la simple legislación municipal o que 
pueden quizás más propiamente ser llamados de policía interna 
y no están cedidos ni restringidos, y jxir consiguiente, con rela- 
ción a ellos, la autoridades del Estado es completa, incondicio- 
nal y exclusiva" ("Decisiones constitucionales". Orlando líumps). 

Que en este orden de ideas, este Tribunal, en las causas 
análogas de Ramón Melgar (hijo), fallada en 18 de Febrero de 
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1925, «'ti ÍH ultima de "I riKnriu- AhVno. ^fctiando pe&Stbo de 
reunión. 1'artifln Socialista", fallada en 30 de Ahrit del ¿fio ppdu.. 
ha declarado la iiic<ini|X'tenr¡a del Juez de Sección pata conocer 
en día*. 

Par las consideraciones expuestos y sus cfiRcordant.es* so 
confirma el auto de fs. 'J uuc declara la incompetencia del señor 
¿ttW dte Sección |vira entender c u el presente recurso de amparo 
del derecho di- reunión. Provee ti Infrascripto como Camarista 
di- Feria. 

t \ / itfií 7 ¡it o Escóltala . 



KAI.I.O Dfc I.A t'ORTK fUf RRMA 

Büetws Aires. Febrero 25 do ! l, 29. 

Y Vistos ; Eí recurso extraordinario interpuesto i>or la pé- 
preseinación del 1 *ari ► SiviaÍM.i Independiente y por el Fiscal 
(Ir la Cámara Federal de la Capital contra la decisión de dicho 
Tribunal, confirmatoria de la de primera instancia. declarando 
la incompetencia del fuero federút para conpeer en la acción ten- 
diente a mte declare Contrario al art. 14 de la Constitución 
Nacional la resolución tlél Señor Ministro del Interior don Flpi- 
dio González, míe deniega al Partido Socialista Independiente el 
derecho de realizar un acto péoíico en una de las calles de esta 
ciudad"; y 

Considerando: . 

Qüc. la cuestión referente a la facultad del Señor Camarina 
Federal de Feria para resolver por -í sola el asunto ni débate 
ttu lia sido traído en forma a esta Curte. Kl señor Fiscal tpic la 
menciona a fs. 24„ en desrmfwwt supletorio de la I Vi ►curación 
General de la Nación, im interpuso, en su debida oportunidad, 
los rm:r>os »jtte la ley concede para remediar fes errores de lus 
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tribunales, y, si como el mismo funcionario lo reconoce, esta 
Corte declaró en el fallo nitrado en el tomo 1 ló, pá^- 30, que 
"la cuestión ile sí el tribunal a i¡un ha estado o no haliitilarin jia- 
ra fallar el proceso sin la intervención ét todos sus miembros, 
es una ruesiiiin regida ])or las leyes orgánicas o de procedimien~ 
tus, y. ]Mir lo mismo, ajena a esta instancia extraordinaria", aún 
en el caso de halarse planteado en forma la incidencia \mr el re- 
curso de nilliitad interpuesto en tiempo y furnia. menos podría la 
Corte en el sttl* lite, entrar ríe oficio, en el examen de la aludida 
cuestión a |n-sar de Ins laudables propósitos fjue informan la ma- 
nifestación del Señor l'roeuravlor General suplente, 

Oue se pretende hacer surgir el fuero federal, en el asumo 
en dcliate. del hecho generador de haherse violado, según la par- 
te aciora. el "derecho de reunión" el cual, si no expresamente 
mneinnad" en la Constitución Nacional, es de los reconocidos 
como esenciales» emergentes del principio de la snherania del 
pueblo y de la forma republicana de (iobierno. Artículos 22 v .>.! 
de la Constitución Nacional. En su consecuencia, el arl. 2 de la 
ley nacional X" 4S, reglamentaria del principio consagrado en el 
art. 100 de la Carta Fundamental, íijaria ese fuero. 

Qtie ta e»melu>ión formal basada en una premi-a exacta, no 
es adecuada a la organización tonstitucionaJ y legal ih- las ju- 
risdicciones. También b>s arts. 14 y 1S de la Constitución con- 
sagran derechos y garaittias fundamentales como el de propiedad, 
de comerciar, de asociación, de petición, de iuviolahilidad del do- 
micilio, de la defensa y de la libertad personal y sin embargo, 
es a la justicia local y no a la federal ijue corresponde, confunnr 
a la última parte delinciso 11 del art. í>7 y arl. 104, el juzga- 
miento de las controversias e infracciones i¡nc a dichos derechos 
y ¡¿aramias se refieren, sin perjuicio del recurso extraordinario 
previsto en e] ;in. 14 de la lev Nacional N" -4K v mediante el 
cunl. esta t oril, intérprete final de la Constitución Nacional. 
(Fallos, tomo I. pá¿j. .Í4I y siguientes), decidí si lo* tribunales 
lt icales consagrar» tu en sus tallos la preeminencia de nuestro 



14 



FALLOS I>K LA CORTE MI'ltt.MA 



K -taimo Fundainental, de los Tratado- ¡con tas Rádones líx- 
inmjeras p «Ir las leyes di'l Congreso, conlóente al mandato ca- 
tegúrico del art, M de a<piél. Doctrina del fallo de la Corte rc- 
gisirado en el tomo 10. pág. 134 y siguientes. 

Que, en principio, la facultad ejercitada fmr el Gobierno at 
titear t'i rrni-.i ni ['anido Socialista ludepenr líente para celebrar 
una reunión al aire Wkm con los fines, en el día y hora que en 
e$tt>| adtOS SC e.\pre-an, seria la eniam-nte del rVwIcr de I "olida 
comprendido en los an-. 14. í*7. inciso 28 y 86. incisos 1, 2 y 3 
de la t iinsrituetón Nacional, cs[Kcialmente referido a la Policía 
(lé Seguridad (ver Hiel-a "Ücncho Administrativo, tanjo pá- 
gina; S3 y siguientes). 

Asi planteada y definida la cuestión sometida a la justicia 
en estos aul..«. e« indudable la impnxcdencia del fuero federal 
originario para estudiarla y resolverla. Corno norma general, den- 
tro riel régimen federativo de nuestro sistema institucional, se- 
mejante al de Estados Unidos de América, él Pbáct de l'olicia 
corre-]<oude a las l'royineias o Estado.? y la Nación los ejerce 
dentro del territorio de las mismas solo cuando expre-anieutu 
le lian sido conferidos o muí una forzosa consecuencia de uiras 
facultado con-iiiueionalcs. "Ktt el sistema const ituctonal amerí- 
ean... titee < ooley. el poder para establecer la ordinaria regula- 
ción do policía ¡ ta sido dejado a los Estados parí indares y lio les 
[Hiede ser sttst raído en todo o iti parte jKira -u ejercicio |>or el 
Congreso: Ni tanipoeg puede e! l¡obicrno Nacional, |w>r medio 
di- enakptiera de sus departamemoJ^fuiwionarioá asumir una 
supervisión o cotttralor de ta reculación policial de los Ksiados. 
'l\ «lo I" f|ttc la autoridad federal puede hacer es observar «pie 
]<••* listados, encubriéndose con ese poder, no invadan la esfera 
di Ta soberanía nacional, impidiendo u obsiruvendo el ejercicio 
de toda autoridad conferida jMir la Constitución a (a Nación, o 
priven a cualquier ciudadano de los derechos garantidos ¡mr la 
Cónstitüeión Kedcral" "Coitsiituional Liiniiaiiuns" 8» edición, 
año l"J7. vol úmen 2», p£g, Í2A2. 
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El mismo concepto, certificado jHir ahondante y precisa jti- 
risprudeueia. expresan WatSon "< >n ihe Constitución", entumen 
1". pag. 5*» y simientes y Tiedemati, "State and Federal Con- 
trol". v< tilinten 1". jiág. 1 y si^ni^tue y le» repite l'laek. ' í )n Cons- 
titucional Law". 4 1 edición, añu ]')J7, pá<í. 370 y siguientes. 

<_>ne la doctrina, i fe^feefón y la jurisprudencia argenti- 
nas coueuerdan e..n la interpretación norteamericana: ¡a policía 
y las funciiPtUN que deseni) teña son -Je carácter local, omitirme 
al principio de míe el Gobierno Racional creado i>or la Consti- 
tución, es ttn Ctiliiemo de poderes limitados |ior la delegación 
que menciona el nrt. 104 y nunca se entendió que correspondiese 
a fa Nación intervenir en la vida propia de las provincias para 
la deluda regulación ckl », rilen, salud, hicnestar. etc., Süllra los 
casos extraordinarios de lüs ¡u t v 5" y 6? y la jurisdicción supe- 
rior de esta Corte en tos casns del art. 14 de ta ley 4f& V éase 
Allit rdi. "Elemento?, de Derecho l'uhlico Provincial Ai-gentiin i", 
cajutulo VI: Estrada. "Cur>u de Derecho Omstiiuriiinnl" l'mio 
9, |>-Ú'. 30 y siguientes ; González. "Matinal dt* la Ginstitución", 
* parle, capítulo .V. \> f.70| páf-inas 680 y OS! ; lias. "Derecho 
Púhlico Provincial", páginas 69 a 7.1 y "El Derecho Federal Vr- 
t'»'"" pág. 336, \"0 y póg. 337: Gallo, "Ff decreto 
sohre tas guias y las autonomías provinciales", páginas 9 y II: 
Itic 1 a. "Derecho Administrativo", ttmio 1". págj. 114 v si- 
guicnus. 

Conforme a esa doctrina, las provincias argentinas, por le- 
yes o decretos han reglamentado las funciones policiales y, cutre 
ellas, la de acordar o denegar permiso* para ejercitar el dere- 
cho de reunión, sin que. de las deeisii.iu > utuiadas |Kir las autor t- 
dades lócale- sohre esc particular se haya pretendido recurrir di- 
rectamente a los Jueces Federales : y por fin. esta t'urte ha re- 
suelto, como lo : Pierdan los fallos de primera y segunda ins- 
lancia. que es de carácter local la facultad n • percute a lr.s po- 
deres de policía, Fallos, toaim 7. p% fSOí n.m<> *>. pdg, 45c, ; 
tomo 30. pág. 400: tomo II n. pág. 391 ; tumo U3, pág 363. 
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Que al ñegar el déi«cB« (jara celebrar una reunión al Parti- 
iln Socialista Independiente, fu Amurillar! Xacinnal, j H ir inter- 
medio del Jefe de Policía dr la Capital, ha obrado no t u virtud 
del carácter y facultades que para el (iohieruo y Administración 
general de Ea Nación, menciona el inciso 1" de! art. Sti di' ta Cons- 
titución, -¡no de acuerdo o ni el inciso > del misino articulo, 
concordante mu el inciso 27 del an. 1,7. en cuanto se refieren al 
( ji il ik-rrit > local dr la Capital, lo que determina la correlativa com- 
|ie¡ rucia dr los jueces ordinarios" que. siendo también naciona- 
les, excluyen, sobre esc particular, a los federales. \rt. 111, in- 
ciso t* di* la lev X' 1N ! >.Í dr « >rg-uiizaeión dr los Tribunales de 
la Capital. Doctrina (le esta Corte coriteniáá ni bs faltos dr los 
tomos 48¿ pág. 71 y 14°, pag. 47. Él carácter local no se define 
\»>r el nombre ni la composición del i«mUt. en este caso, sino 
|mr los fine-., alcance y límites dr mi rundún. 

<Jur éorroí Mirando esa doctrina, el art. 6" dr la lev X" 1055 
"di 1 reformas a la inri-dicción y competencia dr los Tribunales 
Fedérale-", incluye a las Cámaras de Apelación ele la Capital 
entre los tribunales dr cuyos fallos definitivo* puede recurrir-e 
por la via extraordinaria del art. 14 de la ley 4¡\ ante esta Su- 
prema Corte, lo que significa mi equipa ración a la justici.i Inca! 
dr las provincias y significa también que siempre la más alta 
expresión del Poder Judicial de la Nación tendrá opon unidad pa- 
ra entender en los juicios cu que la Constitución Nacional, los 
tratados, leyes del Congreso o Comisiones ejercidas en nombre 
<K- la autoridad nacional, hayan sido cuestionados y afectados 
por fal)«>- dr tribunales locales que los desconozcan y menoscu- 
l«ti: y la cita del Señor Procurador tienrral. del caso Manuel 
Francioni y otro, contra el Gobierno dr Santa Fe. cuya re<o1n- 
ción se encuentra registrada ni el tonto 110. pág. MÍ de los 
l ; allos de e-ta Corte, pnteki la incompetencia originaria de la 
Justicia Federal, como ya se ha dicho precedentemente, pues es- 
tr Tribunal conoció en el asunto en virtud del art. 14 de la lev 
4S. declaró qur era del resorte provincial la reglamentación del 
derecho de n unión, el poder policial para proveer lo convenieu- 
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te a la seguridad, salubridad y moralidad de sus vecinos y la 
competencia judicial para resolver las controversias suscitadas. 
Tan categórico reo un (cimiento está ratificado en la parte final 
ijue dice: "Por estas consideraciones y las concordantes de la 
sentencia afielada, etc.. se confirma." 

Oue en síntesis las precedentes consideraciones imjxinen la 
conclusión de que el Juez Federal carece de competencia para 
conocer y decidir en una cuestión de orden tan específicamente 
local como todas las relacionadas con c] ejercicio dé los poderes 
de policía, tanto en las Provincias en virtud de la autonomía 
<pie les es propia cuanto en la Capital Federal a mérito de la or- 
ganización especial cjue la Constitución y las leyes orgánicas le 
han señalado. IVro la iuccnnj>etencia del Juez Federal no excluye 
la jurisdicción de la Corte Suprimía, pues ésta como intérprete 
final de las decisiones de los tril uníales de Estado y de los de la 
Capital Federal, se encuentra facultada por los arts. ÍOO, 101 y 
M de la Constitución para conocer por mediti de! recurso ex- 
traordinario de las sentencias definitivas de cualquier tribunal n 
juzgado de ta República *[ue resuelva una cuestión federal en 
contri* ¡de derechos invocados ante elIo¿ al ani|«ro de la Cons- 
titución de las leyes nacionales limpiamente diebas o de los tra- 
tados con las Naciones extranjeras. Es de toda evidencia que no 
se trata en el caso del referido recurso extraordinario. 

En su mérito y de conformidad con las razones concordan- 
tes del fallo recurrido y oído el Señor Procurador General, se 
confirma la resolución apelada. Xotififpiese y devuélvanse los 
autos, 

J. FlOlKROA Al.CORTA. — RoHERTO 

Rkpf.tto. — R. Griix> LaValle. 
— Antonio Sacar na. 
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St iíort s Lisiárdi y C otmkfkh contra do» Justo Pastor Alvares, 
sobre {obro de pesos. Contienda de cempeternte 

Sumario: Corresponde al Juez riel domicilio fiel demandado el 
conocimiento <lc una demanda ordinaria a Isise de acción 
personal ¡«ir cobro de determinada suma de dinero. (Xo se 
trataba de una causa encaminada a exigir el cumplimiento 
de un contrato, ni la ejecución de una sentencia, ni se in- 
tenta! w la persecución de un delito del derecho penal). 

Caso: \a¡ explican las piezas siguientes: 



At-TO nEL JVFZ 1>E LA SFcrXDA CIRCUNSCRIPCION 

San Rafael, Octubre 2» rje 1927. 

Autos y Vistos: Los antecedentes de esta causa N v 1739, so- 
bre competencia, plantearla por el Sr. Justo Pastor Alvares, sos- 
teniendo la inhibitoria del Señor Juez de l'az Letrado de Dolo- 
res, provincia de Córdoba, para entender en el juicio que le han 
promovido los señores Lizinrdi y Givaeivich, sobre cobro de 
(tesos. 

Y Considerando: 

1" Que expresamente estatuye la ley de fondo que el domi- 
dlio de derecho y el domicilio real, determinan la comptencia 
de las autoridades públicas, jsira el conocimiento ile los derechos 
y cumplimiento de las oblaciones (Cód. Civil, art. 100) ; siendo 
una regla tradicional que el actor sigue el fuero del demanda- 
do: "actor sequitur forum rei." 

* Cjuc otro tanto establece la legislación procesal, consti- 
yendo una norma invariable que, cuando se ejercitan acciones 
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jiersonalcs. es juez competente ti del Uifíar donde deba cumplirse 
la obligación, y a falta de éste, el del domicilio del demandado 
(conf. Cód, de Proccd., an. 3'\ inciso 2^). 

3^ Que en la demanda entablada ante el Señor Juez cuya 
inhibitoria se sostient' en estos autos, no se invoca que se haya 
convenido lugar para el cumplimiento de la obligación (conf. 
fojas 17). 

4* Que tampoco resulta que et demandado señor Juan l*as- 
tor . Vivare/., tenga su domicilio en Córdolia, sino por el contrario, 
en esta provincia de Mendoza, y dentro de ella, en Villa Atuel, 
donde expresamente se ha solicitado su notificación por inter- 
medio de los señores jueces respectivos. 

5 V Que Villa Atuel, domicilio denunciado también por el 
señor Alvarez, enrresjíonde tcrritortalmente a la segunda cir- 
cunserijtción judicial de la Provincia de Mendoza, en la cual 
ejerce jurisdicción el suscripto como Juez en lo Civil, Comercial 
y Minas. 

6 V Que el conocimiento del asunto ineumlie también al sus- 
cripto por exceder la reclantaeión de la suma de quinientos pesos 
moneda nacional (conf. Ley Orgánica de tos Tribunales, art, 
116, inciso K/. 

P«.r tanto, lo dictaminado por el Señor Agente Fiscal y los 
fundamentos concordantes «lados jxir el recurrente, resuelvo: 
Declarar la competencia de este juzgado para entender en el jui- 
cio deducido por la Sociedad "Liziardi y Covacivich" contra el 
señor Justo Pasto Alvarez, ante el Señor Juez Letrado de Do- 
lores, Provincia de Córdolia. a quien deberá oficiarse, incluyén- 
dole copia del escrito en que se ha pedido su inhilmoria, del dic- 
tamen del Señor Agente Fiscal y tle esta resolución, a objeto 
tle que se inhilta de) conocimiento del asunto y remita tas actua- 
ciones llevadas a calió ante su juzgado. Copíese, notiftquese y 
repóngase. 

D. /. Casablamca 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airw, Diciembre 29 de 1929. 

Suprema Corte: 

El único punto sohre el que hay acuerdo entre el Juez de 
Paz Letrado íle Dolores (Córdoliai y el He Segunda Circuns- 
cripetón tle San Rafael (Mendosa) en la presente cuestión so- 
hre competencia traída a conocimiento de esta Corte Suprema, es 
en que el demandado Justo Pastor Alvarez tiene su domicilio en 
Mendoza. Vila Atuel, jurisdicción del magistrado últimamente 
citado. 

La acción enfaldada ante el Juez de Dolores por Liziardi y 
Cnvaetvich contra el expresado Alvarez es personal, por cohro de 
pesos, y no resulta acreditado, hiera de las afirmaciones del 
actor, el origen y demás circunstancias del crédito cuyo pago 
se reclama. 

En tal virtud y por aplicación de principios generales de 
derecho, la demanda del» seguirse ante el Juez del domicilio del 
deudor. 

Es por ello que soy de opinión (pie corresponde dirimir la 
presente contienda en favor de la competencia del Juez de San 
Rafael. 

Ilarmio /?. birreta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buen»* Aires, Febrero 25 de 1929. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia por inhi- 
hiiciria tral>ada entre el Juez de Paz Letrado de Dolores, pro- 
vincia de Córdoki y el Juez en lo Civil. Comercial y Minas de 
San Rafael, ¿* circunscrqxrtón judicial de la Provincia de Men- 



DE JUSTICrA DE LA XACIÓX 



21 



doza, para conocer en el juiciu i*>r cobro de ilesos promovido 
ante el primero de dichos jueces jwr los señores Lixianli y Co- 
vacivich contra don Justo Pastor Alvarez. 

Y Considerando: 

Que según se desprende de los antecedentes del caso, la 
contienda proviene de que los referidos jueces fundan respecti- 
vamente la juris<Iicción que asumen, el primero en que, aparte 
de otras consideraciones, el lugar para el cumplimiento de una 
obligación, a los efectos de la competencia y a falta de designa- 
ción expresa, debe entenderse tácitamente convenido cuando así 
lo determina la naturaleza de las prestaciones que en el caso se 
hiciron en ta jurisdicción de aquel juzgado; y el segundo en (pie 
él es el juez del domicilio del demandado por una acción per- 
sonal. 

Que del examen de los autos resulta que no se trata en el 
sub judice de una causa encaminada a exigir el cumplimiento de 
un contrato, ni la ejecución <le una sentencia, ni se intenta la 
persecución fie un delito del derecho penal, sino que se promue- 
ve una demanda ordinaria a tase de acción personal i«or cobro 
de determinada suma de dinero. 

Que definido el carácter personal de la acción entablada, 
jxjr emanar ésta de una de las fuentes de dicha acción reconoci- 
das por el derecho, y atenta la denuncia de los propios actores 
y la invocación del demandad*» respecto al domicilie» de éste en 
Mendoza, es evidente que la competencia en el caso reside en el 
Juez de aquella provincia, que ha promovido la contienda, con 
arreglo a Ja constante jurisprudencia que esta Corte ha funda- 
do en expresas disposiciones legales (arts. 100 y 747 Código 
Civil; art. 4 V Código de Procedimientos de la Capital, supleto- 
rio en lo federal por disposición de la ley N» 3381 ; Fallos, to- 
mo 103. pág. 29; tomo 148, pig. 194, entre otros). 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por et Se- 
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ñor r*roctirador General, se declara míe et conocimiento de esta 
causa corresponde al Juez en lo Civil, Comercial y Minas de 
San Rafael, provincia de Mendoza, sin perjuicio del fuero. En 
consecuencia, remítanselo los autos y haca se salier esta resolución 
al Juez de Paz Letrado de Dolores, provincia de Córdolia. en la 
turma de estilo. Repóngase el papel. 

J. FmúEROA Alcorta. — Robe uto 
Kt:petto. — Antonio Sacar ka. 



Don Oscar Zaefferer Silva eontra la Proi'incia de Mendosa, so- 
bre ititerdUto de despojo. 

Sumario t De acuerdo con el arr. del Código Civil, el condo- 
minio presupone la existencia entre los comuneros de un 
derecho real de propiedad i»or una parte indivisa. (En el 
caso sólo existía, un derecho posesorio). 

Caso : Lo explica el siguiente : 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenas Aires, Febrero 25 (te IftW. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Ouc según se infiere de los antecedentes de los autos los 
títulos del Dr. Zaefícrcr Silva dan a éste una extensión de seis 
mil trescientas una hectárea, aunque la extensión ocupada por 
él alcance a cuarema y siele mil cuatn dientas cuarenta y tres 
hectáreas. 
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Que aquellas seis mil trescientas una hccñrcas, según se 
desprende de la pericia corriente a fs. 254, no han sidú ubicadas 
dentro de la fracción poseída y tal ubicación o informe al titulo 
puede hacerse en un lote seguido o en varios distintos con aguadas. 

Que en tales condiciones no puede decirse que entre Zaeffe- 
rr Silva y el Gobierno de la Provinvincia de Mendoza exista 
legalmente un condominio sobre las cuarenta y siete mil hec- 
táreas porque de acuerdo con el art. 2873 del Código Civil aquél 
presupone la existencia entre los comuneros de un derecho real 
de propiedad |wr una parte indivisa y en el caso del Dr. Zaef fe- 
rer Silva sólo tiene un derecho posesorio y no de dominio sobre 
la |»rte excedente de las siete mil trescientas una hectáreas que 
su título le atribuye. 

Que el remate en las condiciones solicitadas y en presencia 
tic la posibilidad apuntada por el perito de que la ubicación de 
las seis mil trescientas una hecárcas se haga en varios lotes se- 
parados con aguadas dentro de las cuarenta y siete mil hectá- 
reas no sólo dejaría en la indeterminación la cosa vendida, sino 
(¡ue excluiría la concurrencia de interesados al acto de la suIkis- 
ta con evidente |«rjuicio j>ara el patrimonio de la Provincia. 

Por ello no se hace lugar a la revocatoria ( 1 ) solicitada. No- 
tifiquese y remilgase el papel. 

J, Fior croa Alcorta. — Roberto 
Refetto. — R. Guido Lavalle 
— Antonio Saí¡arna. 

(I) Se solicitó la revocatoria de ima providencia dictada por el tri- 
bunal c|ue disponía no hacer lugar por ahora, al pedklo de la parte actora 
para que se detonase martiliero y <¡e ordenase la venta del bien emhargail< >, 
hasta t|iie no se delimitara la fracción que le correspondía ; revocatoria 
que se pedí» se declara», en costas, en caso de oposición de Ja demandada. 
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Pon Rafael Alberto Palomeóte contra ta Provincia de Corrien- 
tes, sobre cobro efe fesos. incidente por nulidad de embargo. 

Sumario: Notificado un juicio contra una provincia en la forma 
proscripta por el artículo *<•** de la ley 50, el diligenciamien- 
to y notificación del enilsirgo decretado como con sentencia 
de la falta de cumplimiento de la semencia condenatoria, 
puede ser encomendada directamente al juez Federal de la 
sección correspondiente, no siendo, por lo tanto, de aplica- 
ción aquella disposición legal. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bttánbl Aires, Febrero 27 de 1929. 

Y Vistos: 

I-i incidencia promovida a fojas 6¿ por el representa! ite 
de la provincia de Corrientes, y las manifestaciones formuladas 
al reelecto |*ir el Señor (lol»ernador de la misma, fojas 68; 

Y Considerando: 

Que la medula ordenada a Es. 53 sobre ¿mljargo del impues- 
to de contril mción territorial fué decretada por falta de pago al 
mandamiento de ejecución y embaíg» librado contra el repre- 
sentante de la Provincia a fojas 52. 

(Jue este mandamiento es consecuencia de la falta de cum- 
plimiento a la sentencia condenatoria de fojas 

Que la tralia del emliargo ríe referencia es una medida or- 
dinaria del juicio, de mero procedimiento y cumo prosecución del 
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mismo, por cuya razón su diligenciamicntn y notificación fué 
encomendado di reclámente al Señor Juez Federal. 

Que la notificación del présenle juicio en la forma determi- 
nada por el art. 69 de la ley nacional de procedimientos fué he- 
cha a la provincia demandada, al conferírsele el traslado de )a 
demanda a fojas 14, 

Que. por lo tanto, no es de aleación al caso el art. 69 de 
la ley de procedimientos invocado. 

Por ello no se hace lugar a lo solicitado y corran los autos 
según s« estado. Hágase saher y repóngase el papel. 

J. FlGUBSOA Alcorta. — Roherto 
Kepetto. — K. Guido Lavalli:. 
— Antonio Sagarsa. 



Municipalidad de General Pmyrtcdón contra la Sociedad Jockey 
Cltth Mar def Plata, sobre cobro ejecutiva de pesos. 

Sumario : l v Entre los derechos cpie constituyen la autonomía de 
las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y 
percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña, de- 
recho que no podria ser ejercido con la amplitud e indepen- 
dencia necesarias, si hubiera de hacerse <«*«tivo i»or autori- 
dades (pie no fueran las propias. (Artículos 104 y 105 de la 
Constitución Nacional). 

2" La justicia nacional es incompetente para conocer de 
las cuestiones sobre cobro de impuestos locales, mientras no 
se paguen y formulen, después, las acciones de repetición 
que fueren procedentes. 

3* Las Municipalidades no son más que delegaciones de 
los poderes provinciales, circunscriptas a fines y límites ad- 
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. ministran vos, que la Constitución ha previsto como entida- 
des del régimen provincial y sujetas a mi propia legisla- 
ción (art. 5 V de la Constitución Nacional), para lo cua! 
ejercen también facultades imix>sitivas y coextensivas en la 
jarte de p<xkr que para este objeto le acuerden la* cons- 
tituciones y leyes provinciales, 

4» I.as acciones por cobro de impuestos municipales son 
de exclusiva competencia de los tribunales provinciales. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

.UTO DEL .n t:z ex Lo civil. 

Dotorc*. Agosto 4 de 1928. 

Autos y Vistos: 

Y Considerando: 

Que la ley de apremio en su art. I 1 * da derecho para aco- 
gerse a los lienef icios de su celeridad a las municipalidades a las 
cuales es extensiva la calif tención de fisco, determinando por 
consecuencia de la fijación de la jurisdicción. 

2" Ouc las circunstancias de que la asociación Mar del Pla- 
ta Jockey Club se excepcione interviniendo en los autos, por más 
que rq>ita varias veces, que lo hace a titulo de tercerista, sin 
adoptar las formas que (tara ello tiene establecidas \»*r la ley. 
y por e| contrario lomando la |«rttci|xición directa que corres- 
ponde al demandado, (tor si solí» serta suficiente para desechar 
su defensa que hace fincar en una circunstancia cuyo desmen- 
tido se halla en su- propia actitud. 

3» Que si bien la parte adora inició la acción contra la so- 
ciedad u asociación Hipódromo Jockey Club de Mar del Plata, 
ha piulido variar como lo ha hecho el nombre del ejecutarlo antes 
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de las diversas intimaciones de nafro y citaciones de remate que 
le ha efectuado en también distintos domicilios (en Mar del Plata. 
Buenos .Vires y Dolores), a fin de aburarse la notificación 
que se le ha hecho inobjetable, a pesar de las distintas ofeerva- 
ciones y circunstancias que o Mistan en autcis. jara eludirlas, con 
evidente deseo de entorpecer ta gestión del actor, son las mis- 
mas que se reeditan para fundar ta excepción de inhabilidad de 
título que, como se ve, no se funda en vicios intrínsecos de titulo 
mismo y también la de falta de j*rsonería con repetición de k 
misma argumentación. 

+> Que ta prueba rendida abonando o tratando de abonar 
las excepciones ojMiestas no logra, por consiguiente, el objeto 
perseguido en forma alguna y por el contrario fiel contrato que 
accidentalmente se ha agregado a los autos por el cual la s* pie- 
dad propietaria transfería sus derechos de explotación a un ter- 
cero, que en el caso es ns olios acta, se desprende que ni siquie- 
ra desconocía la imposición de la tasa, impuesto cuyo importe 
reclama la accionante. 

Por ello, to dispuesto en ta ley 3908 y los arts. 477, 509 y 
511 del Código de Procedimientos, fallo esta cansa de trance y 
remate mandando llevar adelante la ejecución, hasta hacerse in- 
tegro pago al acreedor del capital reclamado cuarenta y cinco 
mil pesos, con sus intereses y costas, a cuyo efecto regulo los 
honorarios del doctor Ayras en la suma de tíos mil pesos moneda 
nacional. — G. Xúñn Irigoyc». — Ante mi: Emitió Sacus. 



SENTENCIA IlK LA CÁMARA Dfi APELACION 

IMarvs, Octubre lfí de 1938. 

Autos y Vistos ; 
Considerando : 

1* Que las excepciones de incompetencia de jurisdicción, in- 
habilidad de título y nulidad de la ejecución deducidas a fs. 1 10. 



28 



FALLOS PK LA CORTE SUPREMA 



no son legítimas |mr no encontrarse comprendidas entre las úni- 
cas que el art, H M de la ley ti* declara admisibles en esta cla- 
se de juicios. 

-■' Que. piir lo demás, en cuanto a la incnni|>etcncia, si fuera 
admisible, seria igualmente improcedente jorque mi es de aplica - 
eióu en este caso la ley nacional X* 48, como pretende la excep- 
ciouantc. dado qne, por tratarse del cobro de impuestos muniei- 
j«]es. la materia es del resorte exclusivo de las instituciones lo- 
cales <¡ue la» provincias están autorizadas a darse y jH>r las cuales 
se rit,'f[i ni conformidad con lo dispuesto en el art. 105 de la 
C< institución Nacional, tanto más cuanto clin importa el ejercicio 
de poderes no delegados al < ¡obierno Federal (art. 104), ni en- 
cuadra el caso en ninguna de las situaciones que pueden hacer 
surgir la jurisdicción exclusiva de los tribunales federales con 
arreglo al art. HX1 de la Constitución. 

,1" One. también en el supuesto de la admisibilidad de la se- 
gunda de las excepciones mencionadas, habría fjue desestimarla 
por no referirse a las formas extrínsecas del instrumento hahili- 
lante. »ino a la existencia misma de ta obligación, conforme To 
tiene resuelto este tribunal en casos análogos I v. Municipalidad 
de General l'ttevrntlón contra Club Mar del l'lata. libro 28, 
íolio ,Í5K ) . 

4» One. eti To tjue respecta a la excepción de falta de perso- 
neria. un reí (riéndose a la incapacidad civil o insuficiencia del 
mandato (doctrina del art. inciso i" del Código de Procedi- 
miento»!, no puede prosperar, máxime cuando no se lia demostra- 
do que la diferencia de la denominación tic la sociedad t'iecuia- 
da ék une hace mérito la exeepdonaute. eorres|»onda a la exis- 
tí ncia de entidades distintas. 

l'or ello y fundamentos concordantes aducidos en el escrito 
de ís. l.i'i, se confirma con costas la resolución apelada de fs. 
224. i Articulo* 311, 509 y 541 del Código de Procedinucnto*). 
Notifíqiiese y devuélvase a primera instancia, drmde >c repondrá 
el sellado, /«Yrrí. — Miro, ■■ Ame mi: ¡'rih¿:<> Pfárola. 
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DICTAMEN ÜKL SEÑOR PROCURADO!* (¡EN ERAL 

Buenos Aires, Febrero 2 de 1M2<>, 

Suprema Corte: 

Scyún ci nista tli- «¡tas actuaciones, el representante efe la 
Sociedad Mar del Mata Jockey Club opuso o|>ort unamente la ex- 
ección de meompeterteta tic jurisdicción en et juicio sobre apre- 
mio seguido |Mir la Munici|ialidad de Gral. Pueyrredón contra 
dicha institución, exee|ición cpie fué desestimada por los tribu- 
nales resj>cctivos del l)ci>artanicnto del Sud de la Provincia de 
BbéüOS Aires ( ís. 244 y 249 vta. (. lo que hace prudente el re- 
curso (píe autoriza el an. 14 de la U v X" 8 y arl. (>•■• de la ley 
número 4055. 

Kilo mi obstante, tratándose en el caso contemplado de una 
acción por cobro de impuestos de la naturaleza menionada por 
la pane actora, es indudable ipic su concjcítuiento y decisión, es 
de la exclusiva jurisdicción local hecho tpie, por otra parte, se 
reconoce expresamente en el memurial de fs, 2íi4. presentado por 
el recurrente, único punto a considerar por V. E. por no halrerse 
planteado en forma ninguna otra cuestión federal. 

Teniendo en cuenta la copiosa y uniforme jurisprudencia 
sentada sobre el particular, estimo »pie V. l£. deln* continuar el 
fallo apelado en la parle que ha ]>odido ser materia del recurso. 

!¡ orm ¡o A*. Líirrt tn, 

KA1.I.O DE LA CORTE RCPKEMA 

Buenos Aires, Febrero 27 de 1929. 

Vistos : 

Qlie en la presente ejecución, seguida |Htr la Munici pandad 
de General Pueyrredón contra la sociedad Jockey Club Mar del 
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Plata. Itl demandad» opuso la excepción de incompetencia de ju- 
risdicción, alegando la distinta vecindad de las jrartes c invocan- 
do, en consecuencia, la jurisdicción federal que le fué denegada 
en última instancia. Procede, pur tanto, el recurso extraordina- 
rio, de acuerden con lo dictaminado |x>r el Señor Procurador Ge- 
neral. 

Considerando respecto al fondo; 

Que el juicio sumario del caso versa sohre cobro ejecutivo 
de impuestos municipales establecidos por las ordenanzas res- 
|>ectivas. sin que. en momento alguno del litigio hayan sido aqué- 
llos impugnados como contrarios a la Constitución o leyes na- 
cionales alionando su importe bajo protesta. 

Que la facultad de las Provincias para establecer contribu- 
ciones y percibirlas en el modo y forma previstos en sus propios 
Códigos de Procedimientos u otras disposiciones especiales, fluye 
de los artículos 1 04 y IOS de la Constitución Nacional y su ejer- 
cicio sólo inijiorta la efectividad de los derechos derivados de la 
autonomía provincial. 

Que m fuese dado a la justicia federal intervenir en cuestio- 
nes judiciahs destinadas, dentro de los estados, a exigir el i>ago 
de los impuestos que les son debidos por sus habitantes, sin ser 
llamada a resolver si ellos son o no contrarios a la Carta Funda- 
mental de la Nación, quedarían desvirtuadas las bases ordina- 
les del sistema de gobierno federal y |>erturbado el juego regular 
de las autoridades y prerrogativas locales. 

Que asi lo ha resuelto esta Corte en su constante jurispru- 
dencia, declarando, además, ipie la circunstancia de tratarse de 
impuestos municipales no modifica los principios mencionados, 
toda vez que las MunicijtaJidadcs obran por delegación de los 
poderes provinciales y constituyen organismos de gobierno que 
la Constitución ha tenido en cuenta como entidades esenciales 
iwira el régimen constitucional establecido en la República. (Ar- 
ticulo 5"). 
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Que las precedentes coa sid er acio nes y ei carácter local de 
los impuestos <jue se ejecutan, priman solí re titras relativas ;i la 
vecindad de las partes, invocadas [>or la demandada, y encuadra 
justamente el snb Ufe dentro de la jurisdicción de la Provin- 
cia (Fallos: tomo 114, pág. 282, entre otros). 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
fs. 249 vta. en la parte que ha podido ser materia del recurso 
extraordinario. Notifiquese y devuélvanse previa reposición del 
papel, 

J. FlOL'EROA ALCORTA. — ROBERTO 

Kepetto. — R, Guido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 



Don Pctro Carcomo contra tas Obras Sanitarias de la Nación, 
por daños y perjuicios emergentes de accidente det trabajo. 

Sumario: l> Declarada ta incompetencia de los fueros federal y 
ordinario i*ara entender en una causa, corresponde que la 
Corte Suprema intervenga para impedir la denegación efec- 
tiva de justicia, aún citando no estén llenados los trámites 
legales de la controversia entre jueces o tribunales que ca- 
racteriza la contienda de competencia. 

2* Corresponde a la Justicia Federal el conocimiento 
de un juicio por daños y perjuicios contra las Ohras Sanita- 
rias de la Nación, en un caso en que esta repartición no; 
actúa como entidad local de la Capital, sino en el carácter 
de institución nacional derivado de las funciones del mismo 
orden que respecto de las oliras ejecutadas en las provincias 
le confieren las leyes del Congreso. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bikhos Aires, Fchrcru 27 de 19,29, 

Autos y Vistos : 

Para resolver la cuestión de jurisdicción planteada en esta 
causa seguida ]»or «Ion Pedro Caccoino contra las Obras Sanita- 
rias de la Nación. por daños y perjuicios ; 

Y Considerando: 

Que í bien no se han cumplido en el caso los trámites lepa- 
Ies de la controversia entre jueces o tribunales que caracteriza la 
contienda de competencia, el hecho es que las actuaciones del sub 
¡«dice determinan una situación de carácter jurisdiccional que 
requiere imperiosa solución i»ara impedir la denegación efectiva 
de justicia (pie resultaría si subsistieran las declaratorias de in- 
confidencia de los fueros federal y ordinario que lian recaído 
en estos autos. 

0.ue ante todo corresponde dejar establecido, que los ante- 
cedentes originarios del estado actual del juicio en lo relativo 
a la jurisdicción, no radica» en las causales que se enuncian en el 
escrito de fs. MI, sino simplemente t-n la misión de la i»arte 
actora resisto al ejercicio de su derecho de recurrir para ante 
esta Corte ele la sentencia en que le fué denegado el fuero fede- 
ral, esto es, de ta sentencia de la Cámara Federal de Apelación 
de Rosario, de Mayo 7 de 1923. pues dictado en tal circunstancia 
el pronunciamiento definitivo al respecto, se habría evitado tuda 
la tramitación ulterior del pleito» - 

Que en la forma y condiciones eti qtie el litigio ha quedado 
definido, es evidente que, de acuerdo con los antecedentes de ju- 
risprudencia que invoca la parte dcmandula. el juicio fué origi- 
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nanamente deducido ante la jurisdicción que corresponde, esto 
es, ante la justicia federal, por cuanto la repartición Obras Sa- 
nitarias de la Xación no actúa en el taso como entidad local di* la 
Capital, sino en el carácter de institución nacional derivada de 
las funciones del mismo orden que respecto de las obras ejecu- 
tadas en las provincias le confieren las leyes del Congreso a que 
se refiere el fallo aludido (tomo 149, pág. 47). Dichas leyes, 
al acordar una mayor amplitud al funcionamiento orgánico de la 
institución de referencia, modificando fundamentalmente su ex- 
truc tura jurídica en el ejercicio de determinadas actividades», 
han originado, como consecuencia natural y forzosa, la consi- 
guiente jurisprudencia, que no modifica la anterior, como se 
afirma, sino que rige sitttaciones legales diferentes. 

Por las consideraciones expresadas se declara que el cono- 
cimiento del presente caso corresponde a la justicia federal, No- 
tifkjuese y repuesto el |japel remítanse los autos a la Cámara Fe- 
deral de Rosario, a fin de que, reasumiendo la jurisdicción de 
que se ha desprendido, pronuncie la sentencia correspondiente co- 
mo tribunal de apelación, y avísese al Superior Tribunal de Santa 
Fe en la forma de estilo. 

J. FlGUEHOA AlXORTA. — RoBKITO 

Kkfetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 



Don Eduardo Fernández Sosa contra la compañía de seguros 
'•La Americana', por accidente del trabajo, sabré campe* 
ttncia. 

Sumario: X" Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48, contra una resolución que declara la competencia de la 
justicia load, no obstante hallarse comjirobada la doble cir- 
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cunstancia de ser el actor y demandado argentinos de dis- 
tintas provincias. 

2* Corres|x»nde a ta justicia federal el conocimiento 
de un juicio por indemnización de daño» y perjuicios ocasio- 
nados en un accidente del trabajo, deducido por un argen- 
tino vecino de la provincia de Mendoza, contra una Compa- 
ñía de Seguros, vecina de la Capital Federal. 

Caso: Ia> explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SL'MIEMA 

Buenos Aires, Febrero 27 <1c 1929. 

Autos y Vistos: 
Considerando : 

Que el recurrente ha opuesto en forma subsidiaria ante la 
justicia ordinaria de la Provincia de Mendoza la excepción de in- 
competencia fundada en el art. 2 o , inc. 2» de la ley 48, esto es en 
que el actor y la demandada, ambos argentinos, son vecinos de 
distintas provincias. 

Que la >enteucia pronunciada en la enu.ia lia declarado la 
competencia de la justicia ta*?, no optante hallarse comprobada 
la doble circunstancia apuntada, vale decir, se ha denegado al 
fuero federal privándose al recurrente de un derecho reconocido 
por una ley nacional. 

Que en estas condiciones y de acuerdo con lo dispuesto f»r 
el art. 14, inc. i v de la ley 48, el recurso extraordinario es pro- 
cedente y asi cumple declararlo oídb el Señor Procurador (le- 
ne ral. 

Que en cnanto al fondo de la cuestión, por ser innecesaria 
mayor substanciación, cabe desde luego observar que la ley de 
accidentes d* trabajo N v 9688 es modificatoria o ampliatoria del 
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Código Civil en materia de responsaMIidades y su aplicación co- 
rresponde según la regla establecida por el inc. II del art. 67 de 
la Constitución Nacional a los .ribunales federales o provincia- 
les según que las cosas o personas cayeren tajo sus re>]>ectiva* 
jurisdicciones. Fallos: tomo 137, |iág, 301. 

Que en la presente causa la compañía demandada como se ha 
dicho ha invocado el fuere» personal por razón de la distinta 
vecindad y comprobado el hecho según así resulta de las senten- 
cias pronunciadas por la justicia local es ineludible la aplicación 
del inciso 2*. art. 2 de la ley 48. complementado por la ley nú- 
mero 1467. 

En su mérito, oído el Señor Procurador General, se revoca 
la sentencia de fv 63 en la parte apelada, declarándose que el cu* 
nocimiento de la presente causa corresponde al Señor Juez de 
Sección de la Provincia de Mendoza. Notifiquen y repuesto el pa- 
pel archívese devolviéndose los autos venidos por vía de infor- 
me con transcripción de la presente. 

J „ — — __ JL j- _____ __ _ _ _ _ — — 

. r IGl EROA ALCORTA. KOBERTO 

Refetto. — R. Guido Lavaixe. 
— Antonio Sacar na. 



Pon Herminio ¡turras fe y oíros contra (a Provincia tic Santa 
Fe, por daños y perjuicios; sobre cobro de honorarios. 

Sumario'. 1* No estando emtiargada o pignorada judicialmente la 
deuda por un acreedor ejecutante o embargante en determi- 
nada fecha, en los términos establecidos por el art. 736 del 
Código Civil, es válido el pago hecho por el deudor, 

2* No habiendo sido convenida ni naciendo de la ley 
solidaridad entre los codeudores de una obligación deriva- 
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ría del patrocinio letrado (arts. 699 y 701 del Código Civil), 
el derecho del alionado {latrocinante queda limitado a |ht- 
seguir a cada uno de sus codeudores jx>r una parte propor- 
cional del crédito (art. 691 y 692 del Código Civil). 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO HE LA CORTE SUPICMA 

Buenos Aires, Frbríra 27 ú* 1V2*. 

V Vistos: 

Considerando t 

Que H Dr. A. Ferreyra Cortés ha prestado servicios profe- 
sionales en este juiciu a los demandantes que le fueron regula- 
dos en la sunia de treinta y cinco mil pesos moneda nacional > 

Que el trago de tales honorarios era a cargo exclusivo de los 
comuneros de Arrascaeta, actores en este juicio de acuerdo con 
la parte dispositiva de la semencia de fs. 655 que ordenó pagar 
las cosjtaa en el orden causado. 

Oue los herederos del Dr. Ferreyra Cortés entienden, no 
obstante, que la Provincia de Santa Fe sé encuentra obligada al 
ixitft dé aquel ta suma én razón de ipie, ¡nir una parte, aquel es- 
tado no dio cumplimiento a la notificación de esta Corte forma- 
lizada el 9 de I)icicm1>re de 1920 para que se abstuviera de hacer 
pagos jarcíales a los demandantes y por otra, porque tampoco 
cumplió el emliargo notificado el 13 de Septiembre de 1922 por 
la suma de treinta y siete mil pesos moneda nacional de los fon- 
dos pertenecientes a los comuneros dé la merced de Arrascaeta. 
F.s decir, se intenta hacer nacer !a relación obligatoria entre ti 
Dr. l'Vrreyra Corté* y la Provincia de Santa Fe de 16 dispuesto 
!>«>r el art. 736 del Código Civil. 
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Que. desde luego, y en cuanto a la notificación de ís. 1200, 
a fin de que la Provincia se abstuviera de hacer pagos parciales, 
ella no tuvo las caracteres de un emliargo, respondiendo única- 
mente a un pedido formulado por el representante de los comu- 
neros. I>r. López, en Iwneficio fie éstos y no de los derechos del 
Dr. Ferreyra Cortés, pues el año 1920 se hallalian todavía sin 
regular sus honorarios. No podiendo, pues, afirmarse que la deu- 
da estuviera en esa fecha embargada o pignorada judicialmente 
por un acreedor ejecutante o emtargante. en los términos esta- 
blecidos ]x>r el art, 736 del Código Civil, mal puede aplicarse a 
la Provincia de Santa Fe la sanción de nulidad de los pagos rea- 
lizados con posterioridad a aquella notificación. 

Que resjiecto de la notificación de emliargo practicada el 13 
de Septiembre de 1922 (fs. 1300 y 1301), delie observarse que 
su resaltado fué ríes favorable a la garantía perseguida por el 
acreedor, pues consta en autos, fs. 1333, que el 14 de Septiembre 
informó la Contaduría de tá Provincia de Santa Fe haciendo sa- 
ber al P. E. que no existían fonttos de |iertenencia de los comu- 
neros de Atrásatela por haberles sido alionado a lodo* el im- 
porte de sus créditos, siendo imposible por consiguiente, dar cum- 
plimiento a lo dispuesto por la Suprema Corte acerca del embar- 
go de los treinta y siete mil pesos, y no habiéndose dejado \ntr 
dio constancia del cmfiargo para efectos ulteriores. Y esta afir- 
mación de la repartición pública nombrada se encuentra corrolm- 
rada con las constancias de estos autos. TatnpjocQ en el caso co- 
rresponde hacer pasible a la Provincia de Santa Fe de la sanción 
autorizada por el citado art. 736, pues, como queda referido, no 
hubo embargo t rallado. 

Que en cuanto a los pagos verificados por la Provincia de 
Santa Fe después del 13 de Septiembre de 1922, ellos han sido 
debidamente explicados por el representante de la Provincia y 
no se refieren a sumas que se hallalian eiulinrgadas desde una 
época anterior al 13 de Septiembre o se relacionan con otras de- 
mandas seguidas ante esta misma Corte ]>or personas distintas 
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£i las que intervinieron en el presente juicio y a las cuales ]*ir 
consiguiente el l>r. Ferreyra Cortés no les habia prestado servi- 
cios profesionales de ninguna especie. 

* 

Qne aún en la hipótesis de que el embargo hubiese queda- 
do trabado, no existiendo solidaridad entre los codeudores de 
una obligación derivada drl patrocinio letrado, pues no ha sido 
expresamente convenida ni nace de La ley (arts. 699 y 701 Có- 
digo Civil), el derecho del Dr. Ferreyra Cortes se habría limita- 
do a perseguir a cada uno de sus codeudores f>or una parte pro- 
porcional del crédito (arts. 091 y 692 del Código Civil ) y, por 
consiguiente, en ningún caso en el supuesto examinado la l'r«vin- 
cia de Santa Fe podría resultar deudora por la totalidad de los 
honorarios regulados al Dr. Ferreyra Cortés desde que la ma- 
yor parte de los comuneros (sino fuesen todos), había recibido 
su parte antes de la traba del embargo. 

En mérito de estas consideraciones y de las expuestas en el 
escrito de fs. 1373. se desestiman los pedidos de entrega de 
fondos formulados a ÍS. 1350 y 1352 y se decreta el levanta- 
miento del emliargo sobre la suma de treinta y siete mil pesos 
defxisitada en estos autos, la cual queda a disposición del Go- 
bierno de la Provincia de Santa Fe. Sin costas atenta la natura- 
leza de la cuestión debatida. Notifique*: y repóngase el papel, 

Roberto Repetto. — R. Guido La- 
valle. — Antonio Sagarna. 
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N O T A S 

Cnn fecha cuatro de Febrero de mil novecientos veintinue- 
ve, la Corte Suprema, por los fundamentos contenidos en el dic- 
tamen del Señor Procurador General, declaró mal concedido los 
recursos de apelación interpuestos en los juicios seguidos |Hir los 
señores Manuel Ruizo, don Florentino Yeros, don P. Marehetti 
e hijo. Juan y Pedro Avalis y Manuel Rodríguez y Cía. contra 
la empresa del Ferrocarril riel Oeste, sobre cobro de pesos, en 
razón de que las razones de hecho y | miel ta en que se fundaltan 
las sentencias recurridas, pronunciadas por el Juez de Comercio 
de la Capital, eran irrevisibles por el tribunal, en el recurso 
deducido. 



Con fecha seis de Febrero de mil novecientos veintinueve, 
la Corte Suprema, |>or los fundamentos contenidos en el dicta- 
men del Señor Procurador General, no hizo lugar a la quejh 
deducida por la Compañía de Aguas Corrientes fie la Provincia 
de Buenos .Aires, en autos con la Municipalidad de Avellaneda, 
sobre inconstítucionalidad. en razón de que la sentencia pronun- 
ciada por la Suprema Corte de Justicia de la expresada provin- 
cia, se había limitado a decidir una cuestión «le derecho exclu- 
sivamente local, como lo es la impugnación de una ordenanza 
municipal, hecha por vulnerar expresas disposiciones de la Cons- 
titución de la provincia. 



En la misma focha la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado por el Señor Procurador General, declaró bien 
denegado el decurso deducido por don Angel Sastre en autos con 
el Fisco Nacional, sobre expropiación. )ior desprenderse del in- 
forme expedido |K>r la Cámara Federal de Apelación de La 11a- 
ta que, en ocasión de pedirse el cumplimiento de la sentencia de- 
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finitiva dictada en dicha juicio, se había promovido una inciden- 
cia relativa al trámite que a dicha ejocución de semencia debía 
imprimirse, sosteniendo eJ actor que no habiéndosele entregado 
la propiedad, correspondía se fijara a la mis nía el precio |xira su 
expropiación por los términos de la ley de la materia \ f '' 189, a 
lo que la Cámara Federal. confifrnjujuki4**r sus fundamentos la 
sentencia de primera instancia, no hizo lugar ¡ por lo que, no se 
trátala, en consecuencia, de la sentencia definitiva misma, cuya 
apelación por vía ordinaria o extraordinaria está autorizada por 
los arts. 3*. inc. 1' y 2» de la ley 4055 y art. 14 de la N v 48 y, 
además, porque en los autos no estala demostrado que el actor 
hubiera observado los requisitos establecidos en el art, 1" de la 
ley ¿952, jara justificar la procedencia del respectivo juicio de 
expropiación. 



En la misma fecha la Corte Suprema por los fundamentos 
contenidos en el dictamen del Señor Procurador General, no hi- 
zo lugar a la queja dedticida por la Compañía de Ferrocarriles 
tle la Provincia de Buenos Aires, en autos con Guillen. Rodri- 
gue/ y Cía., sobre demora en el transporte, en razón de que de 
los autos principies no resulta)* planteada en forma legal nin- 
guna cuestión federal que hiciera viable el recurso interpuesto, 
pues no podía considerar suficiente a tal efecto, las referencias 
luchas al art. 2S5 del Reglamento General de Ferrocarriles 
que. según se consígnala en la resolución tle la Cámara de Ape- 
laciones en lo Comercial de la Capital, no alcanzaba, a "modifi- 
car el caracu-r o «11111 «leí asunto resuelto." 



En ocho del mismo la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado |tor el Señor Procurador General, no hizo lugar 
a la queja deducida t«>r Domingo Spizzica, en la causa criminal 
seguida en su contra, por homicidio, p«>r aparecer de los autos 
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venidas por vía de informe, que ta sentencia recurrida a) con fir- 
mar por fundamentos la de primera instancia, se Había limitado 
a resolver las cuestiones planteadas analizando pitia i) caso pun- 
tos de hecho y de prueba, como era <-1 ivlativo al valor y alunice 
que el Juez en su fallo atribuía a los informes presentados por 
los peritos, es decir, preceptos de orden procesal, extraños al 
recurso extraordinario de puro derecho federal, que autoriza el 
art. 14 de la ley tf» 48. 



En la demanda entabla* la por el Fisco Nacional contra doña 
Luisa G. Rimoldi. sobre expropiación de la finca ubicada en la 
calU- Córdoba N v ¿211. afectada a la construcción del Policlinico 
"José de San Martin", autorizad*» jwr la ley X" o02ít, el Señor 
Jni7 Federal de la Capital falló la cansa declarando transferida 
a favor de la Nación la referida finca, previo pago de la cantidad 
de cuarenta mil pesos moneda nacional, en concepto de total in- 
demnización de conformidad a lo dispuesto en el art. 16 de la 
ley 189. con las costas a cargo de la Nación (art. 18, ley citada ), 
sentencia que fué confirmada por la Cámara Federal, en cuanto 
declara transferida la propiedad a favor de la Nación, y la modi- 
ficó respecto a la suma t¡ue se mandaba pagar, la que fijó en cua- 
renta y un mil novecientos cincuenta y tres p«03 con setenta 
centavos moneda nacional. Elevados los autos en ablación a la 
Corte Suprema, <-*! tribunal con fecha 8 de Febrero de 1929, 
considerando equitativa la suma fijada, confirmó, a su vez, la 
sentencia recurrida. 



En la demanda promovida [jor el Fisco Nacional contra don 
Raque! < >rtíz de Arana Lucas y Arana, sohre expropiación de 
la finca sita en la calle Paraguay N* 2284 afectada a la cons- 
trucción del Policlinico José de San Martín, autorizado por la 
ley X 9 <>Q2o, el Señor Juez Federal de ta Capital falló la causa 
declarando transferida a favor de la Nación la finca referida, 
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prévio pago di- la cantidad de cincuenta y ciño; mil pesos mone- 
da nacional, en concepto de tota! indemnización, de conformidad 
a lo dispuesto jmr el art, 16 de la ley Itf), con las costas a cargo 
de la Nación (art. 18. ley citada), sentencia que fué confirmada 
]ior la Cámara Federal en cuanto declara transferida la propie- 
dad a favor de ta Nación, modificándola respecto a la suma que 
se manda |>agar, la que fijó en cincuenta y ocho mil setenta fie- 
sos moneda nacional. Elevados los autos en apelación a la Corte 
Suprema, el tribunal con fecha ocho de Febrero de mil novecien- 
tos veintinueve, considerando equitativa la suma fijada, confir- 
mó, a su vez, la sentencia recurrida. 



Gdfl fecha diez y «lio la Corte Suprema de conformidad 
con lo dictaminado por el Señor Procurador General, declaró 
mal concedidos los recursos extraordinarios interpuestos en las 
causas seguidas |xjr dtni Luis Penaeino y don Manuel (iaray. 
contra el Frigorífico Armour de La Plata, sobre cobro de pesos, 
en razón de que las causas habían sido resueltas en definitiva 
por la Cámara de Apelaciones en lu Comercial, por razones de 
hecho y prneki R'temiles a la existencia de vicios redi íi hitónos, 
I»or aplicación del derecho común y por interpretación del con- 
trato tle transferencia de ganados, convenido entre las partes, y 
además [xtr no encuadarse el caso en ninguno de los incisos del 
art 14 de la ley nacional 48. 



Con fecha veinte no se hizo lugar a la quepa deducida por 
Amcrico (diioldi y Juan Camorera. en la causa seguida en su 
contra, |ior desacato a un Juez de la Capital, por resultar de lü 
propia exiwsición con que se fundaméntala la queja, que en la 
querella, la cuestión deliatida y resuelta ante la justicia local, era 
la relativa a la procedencia o improcedencia de ta pruela de des- 
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cargo propuesta i«>r ios procesada», tenia lo cual es ajeno al recurso 
extraordinario que autoriza el art. 14 cíe la ley X" AH, ya que no 
se tratalia de la sentencia definitiva que requiere el art. 14 ci- 
tado, para la procedencia del recurso intentado. 

I 

En la demanda instaurada por don I junado M. Amado, en 
representación de los herederos de doña María Uautista Sain- 
pnnl de Mascó tena contra la Provincia de Unenos Aires, por de- 
volución de pesos percibidos en concepto de la ley de impuesto 
a la herencia, el representante de la demandada al evacuar el 
traslado que le fué conferido, reconoció la verdad de los hechos 
que originaron la demanda y el derecho de los actores, manifes- 
tando no corresponder los intereses sino desde la fecha de la 
notificación de la demanda, ni tampoco corresponder la aplica- 
ción de costas. La Corte Suprema con fecha veinte de Febrero 
de mil nox*ecient(»s veintinueve, falló la causa declarando que la 
Provincia de Buenos Aires del* devolver a los actores dentro del 
término de diez días, la suma reclamada de nueve mil quinien- 
tos noventa y tres pesos con veinte centavos moneda nacional, 
con sus intereses desde la nulificación de la demanda, al estilo 
de los que «Ara el Banco de la Nación Argentina, ordenando 
que las costas se abonasen en el orden causado, atenta la natu- 
raleza de las cuestiones debatidas y la forma en que quedó tra- 
bada la litis. 



Con fecha veintidós la Corte Suprema por los fundamentos 
contenidos en e! dictamen del Señor Procurador General, declaró 
improcedente la queja deducida en la causa 'Í-aml>erto León Mil- 
za, su convocatoria", en razón de que la resolución de la Cáma- 
ra en lo Comercial de ta Capital que dencgalia el recurso extraor- 
dinario de apelación, se hallalva ejecutoriada. ( Art. 231. ley 
Nacional de Procedimientos). 
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En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Eugenio HuHenM f en autos con doña Ana Roer», sobre 
reivindicación, por no a|>arecer de la propia ex|xjsición de los re- 
currentes y de los antece< lentes agregados,, que se hubiera plantea- 
do en el curso de litigio cuestión alguna de carácter federal ; agre- 
gándoM-. :i mayor abundamiento, que la cuestión di-batida había 
sido resuelta af>licando e interpretándose en el caso preceptos de 
derecho común y procesal, y analizándose puntos de hecho y prue- 
ba (jne sirvieron de fundamento al fallo recurrido, todo lo cual 
es ajeno al recurso extraordinario, atento lo que disponen los 
arts. 14 y 15 de la ley N^' 48, y la reiterada jurisprudencia del 
tribunal. 



En la demanda entablada ]ior doña Silvia S. de Fernán- 
dez y otros contra la Provincia de Buenos .Vires, sobre inconsti- 
tucionalidad de la ley de impuesto a la herencia y devolución de 
dinero cobrado por igual concepto, el representante de la de- 
mandada, al evacuar el traslado que le fué conferido manifestó 
rec onoce r los hechos en que se fundamentaba la demanda y el 
derecho que asistía a los actores. 1.a Corte Suprema con fecha 
veinticinco de l-Ybrero de mil novecientos veintinueve, falló la 
causa declarando que la Provincia ele Hítenos Aires debía devol- 
ver a los actores en el plazo de diez días, la suma reclamada de 
treinta y seis mil novecientos noventa y seis pesos con ochenta y 
tres centavos moneda nacional, sin costas, atenta la forma en 
que quedó trabada la litis. . 



Con fecha veintisiete y de conformidad con lo dictaminado 
|>or el Señor Procurador General, se declaró improcedente la 
queja deducida j m ir don Antonio Aeevedo contra la Caja de Ju- 
bilaciones y Pensiones de Empleados de Empresas Mancarías, so- 
bre devolución de ajtortes, en razón de que la sentencia de la Cá- 
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mará Federal de la Capital había denegado el pedido de devolu- 
ción de éstos, fundada en que la cesantía, del empleado fué do- 
terminada por su culpa; y esta conclusión, derivada de la apre- 
ciación de la pruelia, es por su naturaleza definitiva, y no puede 
ser examinada en el recurso extraordinario de puru derecho fe- 
deral, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 14 de ta ley 48. 



En la demanda deducida por doña Rosario Domínguez de 
Roldan contra la Provincia de Buenos Aires, sohre cobro de pe- 
sos, cobrados por concepto de impuesto a la herencia, el repre- 
sentante de la demandada después de acusada reincidía, contestó 
la acción, manifestando que se avenía a tas exigencias de la ado- 
ra, pero que su |>arte debía ser eximida de las costas del juicio, 
dada la forma en que quedaba tratada la litis. Ijl Corte Supre- 
ma con fecha 27 de Febrero de 1929 falló la causa haciendo lu- 
gar a la demanda y ordenado que la Provincia de Buenos Aires 
delie pagar a la actora, en el plazo ele diez días, la suma reclatna- 
de de setenta y nueve mil trescientos cincuenta y ocho pesos 
con noventa y tres centavos moneda nacional, con más tos inte- 
reses desde la notificación de la demanda, sin costas, en virtud 
de la forma en que fué contestada la acción. 



Don Simón Garas contra la Caja Xacional tic Jubilaciones y 
Pensiones de Empicados Ferroviarios, sobre jubilación. 

Sumario: IX» conformidad con lo dispuesto en el artículo 1», in- 
ciso g) de la ley 1 1 .308. no corresponde computar para la ju- 
bilación ordinaria que acuerda la ley 10.650, servicios que 
no se hallan sujetos al régimen del retiro, por una ley na- 



46 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



cional. (Se trata!» ríe servicios prestados como empleado 
de i a Provincia de Sama Fe). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

KESOI.l t IO\ DE LA CAJA KEKKOVIAKIA 

Humo» Aires. Febrero 15 de 1928, 

Vistos que el empleado de! Ferrocarril Central Argentino, 
don Simón Garces. solicita acogerse a los beneficios de la jubila- 
ción ordinaria ; resultando de tas probanzas acumuladas que só- 
lo ha prestado veintiséis años (26) y siete meses (7) de servi- 
cios, término insuficiente para los fines perseguidos, según lo 
establecido por el art 18 de la ley 10.650; atento lo dictaminado 
\mr la Asesoría Legal. Itt aconsejado por la Comisión de Ju- 
bilaciones y de conformidad con lo acordado por el directorio 
en su sesión de ayer, se resuelve : 

3" Desestimar el pedido de jubilación ordinaria formulado 
por el enllocado del Ferrocarril Central Argentino, don Simón 
Garces. 

2» Previa notificación al interesado, archívese. 

SEXTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bncm>s Aires, Junin 13 de 1928. 

Vistos y Considerando: 

Que los servicios prestados por Garces como empleado de 
la Provincia de Santa Fé, a que se refiere el documento de fs. 
1 1 , no se hallan sujetos al régimen del retiro por una ley nació- 
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na! y, por consiguiente, fie acuerdo con Ir» dispuesto en el ar- 
tículo l* t inciso $) de la ley 11.308. no son computares por la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferro- 

i ■ 

Por ello y sus fundamentos, se confirma ta sentencia afiela- 
da de fs. 38 qgc deniega ta jubilación ordinaria solicitada |wir Si- 
món Carees. Devuélvanse sin más trámite. — T. Arkts. — Mar- 
vclino Escalada, — & A. Ñamar Auchorcm. — J. f\ Luna. — 
José Marcó, 



* 

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO* GENERAL 

Buenos Aire». Fchrvm 2 de 1929. 

Suprema Corte: 

Resuelta por V, E. la procedencia del recurso extraordinario 
en casos análogos al presente seguido |mr Simón Garces, solici- 
tando jubilación ordinaria como empleado ferroviario, paso a 
evacuar la vista que se me confiere. 

El recurrente pretende que se le computen, a los efectos de 
la jubilación que solicita, los años de servicios a que se refiere 
el certificado de fs. 11, sin tener en cuenta que ellos han sido 
prestados en otras actividades y que, por lo tanto, están exclui- 
dos del régimen de la ley N* 10.650. 

Para que fuera proredente tal pretensión, sería necesario 
que los servicios a que alude dicho certificado estuvieran sujetos 
al régimen de retiro de otra ley nacional, cosa que no resulta 
demostrada en autos, ni podría demostrarse, toda vez que se 
trata del ejercicio de funciones desempeñadas bajo una ley pro- 
vincial que, según el decreto del P. E. de la Nación de 30 de Oc- 
tubre de 1925, sólo son computares en los casos que quedan 
enunciados. 
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Siendo esto así. ti cómputo hecho |M>r la Contaduría de la 
Caja (fs. 27) »e ajusta a los términos legales, y alcanzando los 
servicios |irv>tado> |*>r don Simón Garces a veintiséis años y sie- 
te meses, tiempo insuficiente ]iara obtener jubilación ordinaria. 
soy ile opinión eme V. K. del* confirmar, \mr sus fundamentos, 
la sentencia de la Kxma. Cámara Federal de la Capital de fs. 4S. 
denegatoria del pedido de jubilación del insudante. 

Horacio R. Lamía. 



FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA <n 

Bueno* Aires. Mar». 4 de 1929. 

Y Vistos: el juicio de don Simón Garces contra la Caja Xa- 
cional de Jubilaciones y Pensione* de Obreros y Fmpleados Fe- 
rroviarios, por jubilación ordinaria. 

Por los fundamentos de! fallo recurrido y del dictamen del 
Seííor Procurador fkmeral. dado que los servicios prestados en 
la administración provincial de Santa Fé. no son computables 
jiara la jubilación ferroviaria, art. t*, inci*<> 9°, ley N» 11. JOB. 
se confirma, llágase saljer y devuélvase los autos. 

J. FlM'EKOA ALCOKTA. — R. GuilX) 

I.AVA1.LK. — Antonio Sacar na. 

( 1 > En la misma fecha la Corte Suprima se pronunció en ipual sen- 
tido en la causa seguida por don Constantino lílanco, su sucesión, contra 
la referida Laja tic Kmpk-ados Ferroviarios, sohre pensión, en ta (fue se 
pretendía aenmular servicios prestados cu la Municipalidad de la Capital. 
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Gobkmo Xarionat contra don Luciano Destrade. SM smcesiátt, 
sobre cobro de pesos. 

Sumario : l^i multa que establece la ley funeral de tierras, nú- 
niem 4167, es cxigihle a medida en que los compradores de 
tierra incurran en mora, esto es. tan pronto cuino venzan 
cada uno de los periodos anuales, y se prescril* en el térmi- 
no de cinco años señalados jmr <Ü articulo 4027, inciso S v del 
Código Civil. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JIEZ FEDERAL 

La Plata, Diciembre <J de 19J7. 

Y Vistos: estos autos promovida por el Kstado Argentino 
contra la sucesión de don Luciano Destrade y don Enrique M. 
Destrade, por cobro de pesos, fie cuyo estudio resulta : 

l v Que el Señor Procurador Fiscal con instrucciones del 
Superior Gobierno de la Nación, deduce esta acción fundado en 
los siguientes hechos y consideraciones: ai. "pie don Luciano 
Destrade y su hijo Máximo Enrique Destradc. que firma Enri- 
que M„ compraron en reñíate al Gobierno Nacional dos fric- 
ciones de campo, una cada uno, sitas en el territorio fie la l\um- 
pa, quedando obligados los adquirentes a poblarlos de acuerdo 
con lo dispuesto tn la ley 4lí>7 y decreto reglamentario de 10 
de Enero de 1906; b), que los compradores atonaron con retar- 
do, las letras que habían firmado como parte de precio ; iiero no 
los intereses y gastos de protesto, ni cumplieron con las obliga- 
ciones de poblar las tierras, impuesto por la mencionada ley en 
su art. 11, incurriendo, por lo tanto, en una multa igual al duplo 
de la cuota de la contribución territorial; c), que de acuerdo con 



W, KAU.OS I)K M CORTE SUPREMA 

la liquidación practicada en el expediente administrativo ( ís. 35) ¿ 
lu sucesión de don Luciano IJcstrade adeuda la suma de tres mil 
Cuatrocientos veintiún ]jesos. sesenta, y siete centavos moneda na- 
cional \mr los siguientes conceptos: duplo de la contribución te- 
rritorial desde el 12 de Agosto de 1908 al 31 de Diciembre de 
1911 j cuatrocientos noventa y dos pesos; ídem del mismo im- 
puesto desde el l v de Enero de 1912 a 31 de Diciembre de I"-17. 
mil tH-luH Íentris pesus; idorn, ídem, desde el ]" de Huero de 1<>18 
a .íl d Diciembre de 1919, trescientos sesenta pesos; intereso 
moratorias al seis jK>r ciento anual sobre las letras de tres mil 
ciento ochenta y seis, tres mil trescientos cuarenta y ocho y tres 
mil quinientos diez pesos, vencidos el 2o de Octubre de I90K. 
l9Óy y V'\U tiquidadii el II de Knern de 1911, fecha ilel pago 
de esas tetras, setecientos veintiséis pesos diez y siete centavos: 
y gastos de protestos de las misma tetra, cuarenta y tres pesos 
Cincuenta centavos. Don Knrique M Destrade, por su parte, 
adeuda una cantidad igual por idénticos concedas, lo que fonna 
la suma de 6.843,34 $ m ¿, i*>r cuyo cobro entabla esta demanda 
y pide, se haga b r ar a ella con intereses y costas, cu mérito de 
lo dispuesto en lo. artículos 1 1 de la ley 4Iív y 737 del Código 
de Comercio. 

¿' Que corrido traslado de la acción se presenta a fs. 62 
Francisco Ruja en representación de doña Leonor Lestrade de 
Leblanc, don Raúl Knrique Destrade. doña Lmilinna Ccrrudu 
de Lestrade y doña María Celina Lestrade. Más tarde a ís. 17, 
acreditó también la de iodos los sucesores de don Luciano Des- 
trade, con la que completa la fie todos los sucesores de don Lu- 
ciano l>eslr;ide. Contestando la acción expone: ai que la señora 
Catalina K. Dcstradc de lítckmaun, no debe intervenir en e*ite 
juicio jKirque había cedido todas sus acciones y derechos a los 
inmuebles de los que deriva la tienda reclamada, a su señora ma- 
dre doña Kmiliana Cerrudo de lX"urade. por escritura de 5 de 
Noviembre de 1921. (Jasada ante el escrUvitio de esta ciudad don 
Ernesto L. Baffi, que en testimonio adjunta, asumiendo la seño- 
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ra Cernido de Lestrade la responsabilidad que le ajrnsjKmdi 
]wtr derecho pref^j y como eesionaria de su mencionada hija: 
b). que aún cuando los lotes de tierra mencionados dieron ad- 
quiridos |H.r don Luciano y don Knrique .Máximo I Jestrade, \ier~ 
fenecían exclusivamente al primero como se justificó en su jui- 
cio sucesorio con intervención y expresa conformidad del com- 
prador aparente señor Knrique Máximo Dcstradc, habiéndose 
adjudicado en condominio a la cónyuge sobreviviente y a sus hi- 
jos; c). (pie entrando a contestar la demanda considera que las 
sumas que se reclaman no son exigihles civilmente, en parte por 
estar prescriptas y e! resto por carecer el actor de acción para 
pretender su cobro. I^as multas están prescriptas conforme a lo 
dispuesto cu el art. 4027, inciso 3'-' de! Código Civil por hal»er pa- 
sado más de cinco años desde que pudieran reclamarse hasta la 
fecha de la iniciación de este juicio; que para la primera de las 
partidas reclamadas alcanzaría la prcscri|>ción del art. 4023 del 
citado Código; dj, que ]ior lo que respecta a Tos intereses y gas- 
tos de protesto, habiendo ubotiadn el capital sin reserva queda 
extinguida la obligación de satisfacer intereses (art. 642 C. C.) 
y subsidiariamente, se trata ria de créditos i rescriptos (arts. 4027, 
inc. 3 V y 4023 C. C.) Pide se admita la prescripción opuesta y 
se rechace la demanda con costas. 

3" Que el Procurador Fiscal al evacuar el traslado que se te 
confirió de la prescripción opuesta, expresa a fs. 78, que bis 
gestiones administrativas practicadas ]x>r los deudores, las reso- 
luciones dictadas y la circunstancia de que hasta el presente no 
se lia dado cumplimiento a la obligación que sol»re ellos pesal» 
y que dieron origen a las multas impuestas, son circunstancias 
que demuestran concluyentcmente que la prescrqxríón no ha co- 
rrido o que ha sido interrumpida. 

4 V (¿iw recibida la causa a prueba, se produjo por las par- 
tes la certificada a ís. 94. sobre cuyo mérito alegaron, llamándo- 
se autos para definitiva. 
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Y Considerando: 

I" Otie no habiéndose desconocido el derecho que ejercita 
4 :icUir - ,a cuestión que queda sometida a este fallo, se reduce a 
resolver si el crédito que se demanda está o nú prescripto. 

2" Oue el crédito cuyo cobro se gestiona, proviene de mul- 
tas que se impusieron a los demandados. por no halnrr dado cum- 
plimiento a las obligaciones de población que se les impuso en el 
contrato de compra-venta de los lotes de tierras situados en d 
territorio nacional de la l'ampa Central, de acuerdo con las dis- 
ipaciones de la ley 4167 y su decreto reglamentario. 

3 V Que de acuerdo con la liquidación administrativa de fs. 
¿p, reproducida en el escrito <le demanda, las inultas impuestas 
equivalen al duplo de la contribución directa (art. II, ley citada) 
en los años de 1908 a 1919, épocas en las cuales debieron satis- 
facerse, como igualmente los intereses del capital no pagados al 
vencimiento de las letras formadas a cuenta o saldo del precio 
de venta: jiago que se efectuó con retardo, eí 17 de lanero de 
1911. hasta cuya fecha se liquidaron los intereses. Los gastos de 
protesto de esas letras, se efectuaron en 26 de Octubre de 1908 
a 1910. 

4 V Que, como se ve, ta exigtbilidad de la deuda cuyo cobro 
se gestiona, se hizo viable a medida en que tos compradores incu- 
rrieron en mora, esto es, desde el respectivo año en que debieron 
pagar la contr ¡tuición territorial, ya que la cuota de ésta era la 
base de la multa que se les impuso, en unos casos, y desde que 
se protestaron las letras, jxir lo que respecta a los intereses y 
gastos consecuentes (art. 509, inc. 2* C. Civil, art. II. ley 4167 
y 737. Código de Comercio). 

5 y Que siendo esto así. nos hallamos que la presente de- 
manda se dedujo el 12 de Noviembre de 1926 (fs. 52 vta.). fecha 
en que se hahria interrumpido la prescripción si el crédito estu- 
viera vigente civilmente (arts. 515 y 3986, C. Civil), ya que las 
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actuaciones administrativas que se acompañan con la demanda, 
no son susceptibles de causar la interrupción. |x>rqne no existen 
en ellas ningún reconocimiento por parte de los demandados 
lart. 3989 C Civil) y porque, además, la jurisprudencia lia es- 
tablecido que las gestiones administrativas no causan la interrup- 
ción ile la prescripción. (V. Fallos: C. Sup. Nac. en "Gaceta del 
Foro", tomo XXVIII, 377. C. Federal de la Cap., t. 36, pág. 197 
y en Jurisprudencia Argentina C. Sup.. tomo 3 V , pág. 107. Cá- 
mara Federal de la Capital, tomo 4, pag, 18: 6, pág. 397 y 11. 
pág. 975 ; 9, pág. 829, La mayoría de las multas o sea hasta de 
diez años a la feclia de la interposición de la demanda, y de acuer- 
do con lo que diseñe el art. 4023 del C. Civil, estarían prescri|>- 
tas. Sobre esto, no hay duda alguna. Quedaría a dilucidar las 
multas de los años 1916. 1<)17. ÍWS y 1019, liquidados a fs. 31, 
desde que los demandados han opuesto ta prescripción quinquenal 
del art. 4027, inciso 3' del Código Civil. 

Esta disposición establece que se prescriben |ior cinco años 
la obligación de todo lo que delja pagarse |»r años y plazos pe- 
riódicos más conos. Las multas que establece la ley 4167. duplo 
de la contrilnición territorial, lo es en relación a la que del* 
logarse cada año, cuando bs adquirentes de tierras no cumplan 
con las obligaciones impuestas en el contrato de compra- ven ta. lo 
que quiere decir que ellas deben pagarse por años. Siendo esto 
asi, es indudable la aplicabilidad de la disposición últimamente 
citada a las multas de los años mencionados, ya que la presente 
demanda, que |>odria Italier interrumpido la prescripción, se de- 
dujo siete años después de la última aplicación de multa. Por 
otra parte, asi lo ha resuelto también la Exma. Cámara Federal 
de Apelación de la Capital y la Corte Suprema de Justina de la 
Xación, al confirmar el fallo de aquélla, en case* análogo al pre- 
sente, cuyas decisiones fueron publicadas en Jurisprudencia Ar- 
gentina, tomo 9. pág. 374 y "Gaceta del Foro, tomo 41. página 
53 y tomo 42, | agina 241. 

Por las consideraciones que preceden definitivamente juz- 
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gando, fallo: declarando prcscripto el crédito reclamado y en 
consecuencia rechazando la demanda, debiendo satisfacerse las 
cuitas en el orden causadas atento a la defensa opuesta (art. 222. 
Código de l'riíccdimientos i . Xoliíiquese y ejecutorido. archívese. 

/?. Lajnhamán. 

SEXTENCIA l)E LA CÁMARA FEULRAL DE APELACIÓN 

La Plata. ScjrtKflftn ^1 fie 

V Vistos: estus traídos |mr amias partes en apelación de la 
sentencia dictada a fs. 101 por el Señor Juez Federal de La 
líala. 

PiW sus fundamentos, y considerando respecto a lo alegado 
en esta instancia: 

ÍJiie la sanción establecida por la ley nacional de tierras nu- 
men > +167. jiara los compradores que no cumplan con las obliga- 
ciones de pul ilación (pie ella determina, consiste en una multa equi- 
valente al duplo de la contribución directa durante el tienqm que 
tniiiM'iirra, sin que se satisfagan dichas obligaciones (art. III) ; 
de modo que el Gobierno Nacional ha estado en aptitud de co- 
hrar esa multa tan pronto como hubieron vencido cada uno de 
Ins |>eriodos anuales, con arreglo al monto del impuesto rpte en 
el hubiere regido. 1.a demanda cobra las multas que se adeuda- 
ron hasta fines del año 1919: y deducida la acción en 1 u 2ti, ha 
transcurrido con exceso el término de prescripción señalado por 
el art. 4027, inciso 3 V de! Código Civil. 

Que dada la naturaleza de la defendí apuesta i»or la parte 
di mandada, corres] ««ule !a exoneración de costas a la parte ven- 
cid, como !o ha establecido ya reiteradamente esta Cámara, 

l*or tanto confirmase la sentencia de f». 101. Nolitiquese y 
devuélvase. — /. /*. licluijuriiy. — Antonio L. Mnrccnaro, — (/. 
Bettri, 



HE JISTKIA Í>E LA 



55 



FALLO TíK LA CORTE Sl'FRKM A 

Botaos Aires, Mar*u 4 $ V>29. 

Vistos : 

Considerando: 

Oiiv la tínica cuestión resuella en estos autos por sentencia 
de ta Cámara Federal de l-i Mata es la relativa a la preserqición 
opuesta jx.r el demandado, con respeto al crédito que eí Ministe- 
rio Fiscal gestiona. proveniente riel incumplimiento del art. II 
de ta ley 4167, que establece que "cuando los compradores de 
tierras mi cumplan om las obligaciones de población establecida 
pagarán tina multa equivalente al duplo de la Contrilmción Di- 
recta durante el tiempo que transcurra sin que se satisfagan di- 
chas obligaciones." 

(Jue mi basta contemplar la forma en que aquella mulla ha 
sido prevista, [ior incumplimiento de las condiciones de un con- 
trato de compra- venta celebrado entre la Nación y los i*articu* 
lares demandados, para determinar que el caso, está regido por 
principios del derecho civil, en cuanto a la préster ¡lición de la 
misma, escapando, en consecuencia, a las disposiciones del Có- 
digo Perol, que esta Corle ha declarado aplicables a ciertos casos 
de infracción a las leyes de impuestos internos y que no guardan 
relación de iguablad con el presente <art. >■ y 14, ley 4167, fs, 3, 
expedíate administrativo, letra D. N» 576.5. Dirección General 
de Tierras y Colonias. 

Qw iHir tanto el derecho aplicado en las sentencias de pri- 
mera y segunda instancia, al tiempo transcurrido en el stth Hit-. 
entre el momento que fueron exigibtes las multas y la fecha dtf 
la interposición de la demanda, con res|>ecto a la prescripción, 
lo ha sido justamente y de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 
4023 y 4027 del Código Civil, ya que, «mío se ha dicho, no pueden 
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considerarse en el caso, los argumentos fundados en el carácter 
continuo de algunos delitos. 

Por estos y sus fundamentos se confirma, sin costas, la sen- 
tencia de fs. 18. Notifiquese y devuélvase, previa rej»osicióti del 
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Rkpetto. — H. GriDO L a valle. 
— Antonio Saciar na. 



fisco Xacionai contra la Sociedad .-I nómina La formosa, sobre 
cobro de pesos. 

Sumario : l v L'na demanda {hit cubro de i>e$os en liase a una li- 
quidación presentada por una dependencia tlel Ministerio de 
Agricultura, por concedo de 'derechos (|iie el fisco debe per- 
cibir |>or el corte indebido de maderas en montes fiscales, 
debe ser juzgada como de indemnización de daño causado y 
no como de simple cobro de una suma de dinero preestable- 
cida, indemnización cjue del* entenderse sometida a lo que 
la justicia estime en definitiva. 

2» L'na liquidación fiscal en la que se establece admi- 
nistrativamente el importe de las maderas cortadas y la can- 
tidad de estas, puede ser impugnada en sus conclusiones y*it 
el demandad", aún cuando éste no haya tugado su autenti- 
cidad. 

3 V Kl derecho del diez por ciento que establece el de- 
creto del 4 de ( >ctuhre de lOOu, se cobra cuando ha habido 
concesión y control jmr parte de! fisco. 

Caso : I,u explican las piezas siguientes: 
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SEXTEXC1A UE JI EZ LETRADO 

Fornutsa, Junio 2 ile 1927. 

Y Vistos: Esta demanda entablada |)or el señor Procurador 
Fiscal en representación clel Fisco Nacional contra la sociedad 
airóúnta I-a Formosa ]ior cotiro de la suma de trescientos diez 
y seis mil treinta pesos moneda nacional provenientes de dere- 
chos forestales por explotación clandestina de la que resulta: 

Que a fs. 2 el actor expone : (Jtie la sociedad anónima La 
Formosa ha extraído de bosques fiscales sin autorización para 
ello, desde Enero de 1912 a f Vtnbre de 1913, una gran cantidad 
de madera de las llamadas dura o de lev y otras de palmas, se- 
gún se ha constatado con las diligencias practicadas por los co- 
misionados al efecto, don Luis Massa, inspector de bosques y 
don G. Shaefer y por la mensura mandada practicar por Ja men- 
cionada sociedad anónima, informada favorablemente por la Di- 
visión de Geodesia el 23 de Fuero de 1918 y con la cual manifes- 
tó su conformidad í-a Konnosa al Ministerio de Agricultura. 

Que según la liquidación practicada por la división de con- 
tabilidad del Ministerio di- Agricultura e! importe de los dere- 
chos que e] Fisco del«e percibir alcanza a la cantidad de trescien- 
tos diez y sei;- mil treinta jhíso> múñala nacional, que la referida 
sociedad está obligada a pagar. 

Que por halierse negado a pagar la mencionada cantidad, el 
Poder Ejecutivo dictó el decreto de fecha 25 de Junio del año 
1923 que obra a fs. 123 del expediente administrativo, por eJ 
cual se ordena irasar las actuaciones al I*n curador Fiscal |iara 
que exija judicialmente el pago de dicha suma que adeuda al 
Fisco la sociedad anónima I-a Fonnosa en concepto de derechos 
forestales proce* lentes de exp>< naciones clandestinas e inicie las 
acciones, criminales a que hubiere lu^ar. 

Que el sii|XTÍor decreto de fecha 4 de Octubre de l"Uf>. en 
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mi art. y las disj Histriones de \n> arts. 1077. lifHi y concor- 
dante-* de! Código Civil así como tambi:n la jurisprudencia que 
cita, -orvai de fundamento legal a la demanda, que lo hace por la 
suma indicada, su- intereses legales y las costas .Id juicio. 

Que la liarte demandada contesta la demanda de fs. 7 a 12 
manifestando: Que la acción iniciada por el Señor Procurador 
Fiscal i - en absoluto impn védente y debe ser rechazada, absol- 
viéndose a í-i Kormosa con especial condenación en costa al ris- 
co. One del propio decreto del Poder Kjecutivo de fecha 25 de 
Junio de H>23 en el que se ordena iniciar las accitmes criminales 
a que liuliiere hipar, resulta que se imputa a la sociedad anónima 
La Konuosa, d ilelito de robo y dicha sociedad no se ha consti- 
tuido para ffeupetrar delitos. jior lo que será imjmsihle |M.r la 
misma ley. 

(Jue en el presente caso no se puede obligar a l a Kormosa 
a indemni/ar daño alguno emergente de delito sin violar a<|tie! 
principio del derecho criminal que exige la identidad del delin- 
cuente y del condenarlo y en virtud del cual el Código Civil ha 
dispuesto en su art. -M que no se puede ejercer contra las perso- 
nas jurídicas acciones criminales ct civiles por indemnización 
de ilaños. aunque sus miembros en común o sus administradores 
individualmente hubieren cometido delitos que redunden en be- 
neficio ríe ellas. 

Que aunque d corte clandestino y aprovechamiento de ma- 
deras de propiedad fiscal no Tué hecho ni por los miembros que 
constituyen la asociación, sino por jiersonas extrañas a ella, aun 
en el caso de que ral corte y aprovechan liento hubiera sido rea* 
¡izado por alguno o todos los miembros de la sociedad, ésta nun- 
ca seria resjwmstble por las consecuencias de tai hecho delictuoso 
] jorque las responsabilidades de las sociedades anónimas como 
personas jurídicas sólo se extiende a las obligaciones contraídas 
en su manejo y administración («ir persona legitima y bajo la 
forma presexipta en sus reglamentos, salvo los derechos de ter- 
ceros contra los administradores. 

(¿tic aún sit|)oniendo que el liedlo delictuoso causa de la 
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demanda, hubiera sklu llevado a caito "|>or alguno de lo* miem- 
bros de I-i Formosa" y que por ello esta sociedad tuviera que 
soportal' las consecuencias, siempre se letulría el petitorio 
de la demanda itn[»>rta una enormidad, porque la suma fijada lo 
lia sido caprichosamente, con prescindcncia completa de lo dis- 
puesto por las resoluciones ministeriales de fechas 10 de <X-tu- 
hre de 1916 y 10 de Diciembre de 1921. Que en vez de concre- 
tarse a establecer la cantidad de maderas extraídas clandestina- 
mente de los monte* fiscales para fijarle su valor, como se orde- 
nó i>or dichas resoluciones ministeriales, al foruiular.se la liqui- 
dación se llegó a algo monstruoso, fijándose precio no a la ma- 
dera cortada clandestinamente de los montes fiscales, sino a to- 
da la que La Formosa hizo transportar por vía férrea desde los 
obrajes que tiene establecidos en las ciento cuarenta mil hectáreas 
de canijMi de su propiedad, hasta esta Capital incluyéndose inde- 
hidanientc ocho mil | jalmas que fueron utilizadas en canqio fiscal. 

Que aún en el casit que se condenase a La Formosa al re- 
sarcimiento de los daños causados por el corte clandestino a qnc 
se refiere la demanda, el importe de tales daños tendría que ser 
fijado con sujeción a lo dispuesto en los ;irt*, 1091. 10**2 y 1094 
det Código Civil y con prescindencia de la liquidación practicada 
y esos daños en el presente caso nunca podrían exceder de la su- 
ma de quince mil pesos moneda nacional. Que de acuerdo a lo 
expuesto solicita que se ahsuelva a la sociedad 1.a Formosa de 
la demanda, con especial condenación en costas al actor ya sea 
por la falta de derecho CÓO que se ha incoado <> )M»r la "plus pe- 
titío". en que en ella se incurre. 

Que abierta la causa a prueba por auto ile fs. 16 vta. y ven- 
cido el término respectivo, a solicitud del Señor I 'roturador Fis- 
cal se mandaron agregar las prtteltas producidas que ottran de 
fs. ¿0 a 7o y en el expediente que se acompaña ptr cuerda floja 
y cumplir con lo dispuesto por el art. 21.Í del Código de Proce- 
dimientos Civiles. 

Que habiendo alegado sobre el mérito de la pruelia la parte 
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demandada de fs. 77 a SI y la | jarte actora de fs. 82 a 96 se lla- 
mó autos jura sentencia: y 

Considerando: 

1* Queconto cuestión previa en este juicio y antes de t-ntrar 
al estudio de las pruebas presentadas por las partes en apoyo de 
sus afirmaciones debeeá considerarse el argumento de urden pu- 
ramente legal que hace la parte demandada, al sostener la irn > 
[tonsabilidad de las sociedades anónimas como personas jurídicas, 
l>or actus ilícitos de sus representantes, basándose en la disposi- 
ción del art, 43 del Código Civil que expresa: "Une no se puede 
ejercer contra las personas jurídicas, acciones criminales o civi- 
les por indemnización de daños, aunque sus miembros en común 
o sus administradores individualmente hubiesen cometido delilus 
«pie redunden en liencíicio de ellas" i>orquc de admitirse la res- 
¡ «msabilidad de tas personas jurídicas se simplif icaria en grajo 
liarte el estudio de las cuestiones debatidas. «Que en tesis general 
y de acuerdo a la jurisprudencia últimamente aceptada por nues- 
tros más altos Tribunales de Justicia en concordancia con la le- 
gislación de los países más adelantados en la ciencia jurídica cu- 
ino Inglaterra, listados l iúdos, Francia. Alemania. Italia y Sui- 
za, no se ¡acepta la irresponsabilidad de las personas jurídicas, 
paca como dice ClúrotU en su libro 'Culpa extracontractual" : 
"et hecho ¡licito del representante es hecho ilícito del representa- 
do, rl cual es responsable como si fuera suyo propio" y p»r otra 
parte si se aceptara la doctrina de la irresponsabilidad de las per- 
sonas jurídicas ]Hir actos de sus representantes o personas depen- 
dientes de 1;ls mismas, se llegaría a violar el gran principio de 
justicia de que nadie puede enriquecerse en |>er juicio de otro ni 
lesionar impunemente el derecho de terceros. Que esta es la doc- 
trina iin|Krante, cotno la sostiene el señor Procurador Kiscal en 
su meditado alegato de fs. S2, en el que cita en apoyo de esta 
doctrina una al anidante jurisprudencia a la que me remito, pero 
si be de repetir jnir lo exacto, lo que expresa a fs. 8.Í vta. repro- 
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duckndo «na jiarte de la sentencia fiel ductor Lagos, Juez en ln 
C ivil de Buenos .Aires, cuando dice refiriéndose a la resjionsabi- 
lidad de las personas jtirirlicas ; "esa interpretación que consulta 
la fuente del Código Civil, es lo enseñado ]x>r la doctrina impe- 
ranlc y la jurisprudencia y es también lo que responde mejor a 
las necesidades presentes, ya que no se pinina admitir esas urga- 
m/acinnes privilegiadas movidas |*or un dualismo arliitrario. que 
desdobla sus actos para aceptar lo beneficio» y rechazar lo per- 
judicial, como si la gestión lógica, moral o legalmente, pudiera 
dividirse a mérito de una ficción inqiosihle en contra de la rea- 
lidad de las cosas y en abierta oposición a todo principio de jus- 
ticia " 

2" Que habiéndose establecido en el considerando anterior 
que las personas jttrídieaa son res]x>nsahlcs por actos cometidos 
\kv cual((iiiera de sus miembros o representantes, cuando se hu- 
biese ocasionado nn daño, ello no implica que la res|iousabilidad 
que pueda calarles no varié según sea la índole del acto, vale de- 
cir, si éste constituye un delito, un cuasi delito o una simple ac- 
ción culi>able y i>or ello corres|ionde en el sub jiuticc estudiar fa 
prueba existente |iara establecer de acuerdo a las disposiciones 
de nuestra ley el alcance de la responsabilidad de la sociedad 
anónima I a Fomiosa ante los hechos que resulten probados y 
que fundamentan la acción instaurada. 

Que a este resiiecto delie tenerse presente que el podet 
ICjcciitivo Nacional en eJ decreto que obra a is. 12.1 del expe- 
diente administrativo ofrecido como prueba jmr la jtarte actora 
)M>r escrito agregado a ís. 22. expresa textualmente ' que resul- 
tando de las actuaciones que la sociedad anónima U Komiosa 
se mesa a hacer efectiva la suma de trescientos diez y seis mil 
treinta i>eso.s moneda nacional que según liquidación de fs. 124 
atienda al Fisco en concepto de derechos forestales procedentes 
de explotaciones clandestinas realizadas en lasques fiscales y 
considerando: que dado el estado del asunto eorresix>ude iniciar 
las acciones judiciales del caso, el Presidente de la Nación Ar- 
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gentina, decreta: Art. 1» J'asen estas actuaciones al Señor i'ro- 
curador Fiscal del territorio de Fonnosa ]>or intermedio del Mi- 
nisterio fie Justicia c Instrucción Pública, liara que exija judi- 
cialmente el pago de la suma de $ m!n. ¿ 16.030 moneda nacional 
de curso legal, que adeuda al Fisco la suciedad anónima l¿i For- 
niosi en concepto de derechos forestales procedentes de explota- 
ciones clandestinas e inicie contra los responsables las acciones 
criminales a que hubiere lugar, de acuerdo con lo dispuesto por 
la resolución ministerial recaída a fs. 121. Art. 2" Puhliquesc. 
comuniqúese, etc." y tpie la resolución ministerial a la cual se 
refiere el decreto transcripto expresa entre otras consideraciones 
'•que habiéndose comproliado que efectivamente se ha efectuado 
en campo» Macales una explotación clandestina de bosques por 
|Kirtc ile esa sociedad, la que a ís. IOS confirma esa eireiinslan- 
cia, etc.. el Ministro de Agricultura resuelve: 1" W>]ver este ex- 
|iediente a la Dirección ( i enera 1 de Agricultura y Defensa Agri- 
cola para que proceda con recomendación de iumrdiaio despa- 
clio. a confeccionar una planilla que establezca las cantidades 
de productos forestales aprovechados |xir la suciedad anónima 
1.a Fonnosa explotando en íornia clandestina en montes de ] pro- 
piedad fiscal en el territorio de Fonnosa. su valor y los dere- 
chos corres] m ludientes, debiendo exigir sin más trámite de esta 
sociedad haga efectivo ti pago fiel inqmrte que resulte: fecho, lo 
elevará para dar intervención al Señor Procurador Fiscal Fe- 
deral en el territorio rilad.- para que deduzca la> acciones que 
pudieran resaltar de acuerdo con lo dispuesto |>or el art. 17 de! 
decreto reglamentario del 4 de Octubre de 1906". hnhicndoáe 
confeccionado dicha plantilla por la División de l'outaMhdad de 
la Nación, teniendo en cuenta todas las constancias del mencio- 
nado expeáfeiite administrativo, arrojando ésta a favor del Ffccti 
y en contra de la mencionada sociedad anónima la cantidad de 
trescientos diez y seis mil treinta ]iesi»s moneda nacional de curso 
legal y según consta a ís. 115 y lió de (j ¡chas actuaciones, la su- 
ciedad atióuinia inencionaila se nulificó de esa resolución, ne- 
gáttdose a hacer efectivo el pago, por lo que después de diversas 
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tramitaciones se pasó en vista a la Asesoría Letrada, la e|tie ma- 
nifestó entre otras consideraciones "que las razones aducidas ¡Hir 
los recurrentes para oponerse al ijago carecían de todo funda- 
mento, por lo que debía remitirse el expediente al Señor IVncii- 
rador Fiscal de este territorio a fin de que lo exija judicialmen- 
te, e inicie contra tus res j muí salí! es las acciones criminales a que 
huí líere lugar de acuerdo con lo dispuesto ]»or la resolución mi- 
nisterial de fs. 121"; siendo estos someramente analizados los 
antecedentes del ya mencionado decreto riel l'iwler Ejecutivo de 
fecha 25 de Junio de 192,1. (Jue a objeto de dar al mismo su ver- 
dadero valor, rorrcsjuinde en primer término considerar si el l*«.- 
der Ejecutivo al dictar el decreto de referencia, lo hizo como 
l>ersona del derecho privado o en virtud de la autoridad y del 
imperio de que es dc|Hisitario. j>or expresa dísjNisicióu de la Cons- 
titución y leyes existentes. (Jue a este respeto es incuestionable 
que en el sttb jmftce el Poder Ejecutivo no ha procedido como 
IKTsona del derecho privado, porque no se trata de ningún acto 
de gestión, sino que al condenar a la sociedad anónima 1.a Eor- 
mosa al pago de la mencionada suma ]x>r explotaciones clandcs- 
tiuas de 1>osqucs fiscales debidamente compmliadas, cuya suma 
está constituida por el valor de la madera y del derecho que co- 
rres[K»ndc al Fisco, lo ha hecho en virtud de las atribuciones que 
le confiere el art. 86 de la ley Constitución Nacional efectuando 
un acto de autoridad o de ¡injierio, en cumplimiento de las leyes 
existentes y ¡tor halierse violado lo dispuesto en el art. 7'' del de- 
creto reglamentario de la explotación de bosques y vertíales de 
fecha 4 de ( ftrmlire de 190o. (Jue en consecuencia, et decreto 
aludido del Hxcmo. señor Presidente de la Nación que acepta la 
liquidación de ís. 115, dado en cumplimiento de disposiciones 
expresas de ta ley y en la forma por ella determinada, constituye 
un instrumento publico, como también dicha liquidación efectua- 
da de acuerdo a la resolución ministerial ya expresada, todo ello 
de conformidad a lo dispuesto l*jr el art. "79. iuc. »> del Código 
Civil. 



tí4 
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3 V Que la pruclia de testigos obrante de fs. 40 a 55 de lo» 
autos, de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 180 y 204 del Cód. 
de Proced. Civiles careec de valor pnriiatorin i«ara desvirtuar la 
prueln resultante del mencionado expeliente adininistrativo. i»r- 
que en el sub jittlicc la parte demandada no ha presentado nin- 
gún principio de prüefea fw*r escrito, lo que era mdisjiensablc en 
lo que respecta a las preguntas quinta y sexta de los interroga- 
torios agregados a fs. 41 y 59 de los autos. |K>r referirse a con- 
trato cuyo valor excede en mucho a lo determinado por la ci- 
tada disposición legal y porque en lo que se refiere a los demás 
pumos del interrogatorio contestado por los testigos, de acuer- 
do a la regla de la sana crítica, ante las constancias y pruebas 
que existen en el expediente administrativo y la pruclta instru- 
mental ya referida, no pueden tener valor probatorio, tanto más 
si se tiene en cuenta que los testigos no dan la razón de sus di- 
chos ni los fundamentos de sus afirmaciones en forma satisfac- 
toria tiara merecer entera fe (ver Fallos: Suprema Oírte Nacio- 
nal, tomo 84, pág. UI; C Civil, tomó 25. pag. 134: tomo oü. 
pig. 2tW, ele. 

4 y Que en lo que res|iecta a la prueba agregada de fs, 71 a 
7o y que fué Spííeilada por escrito agregado a fs. es exacto 
que como lo manifiesta el actor la parte demandada solicitó que 
st- oficiase al Ministerio de Agricultura a fin de que informase 
sobre el precio ik- !a* plantas de quebracho y otras clases de ár- 
boles duros en los años 1**10. 19)1. 1912 y IM13 e igualmente 
¡sabré el precio actual a lo que («ir auto «le fs, .W vta. se proveyó 
de conformidad, pééo en el ofició emanado del señor Juez mi- 
hrogante que entendió en este juicio por ausencia tcTiqioraria del 
Mi>cripto, se expresa algo Irieu distinto, pue> m- solícita informe 
sobre los precios que regían en los años 1910. I u ll. 1912 y l^l.í 
jHír la tonelada de quebracho colorado y otras maderas duras, asi 
como cuales son los precios que rigen actualmente, lo que Jin 
fué solicitado, por lu que dicha pruelta carece, de valor, pues en 
materia civil los jueces delien ajustarse en el jierioilo de prueba 
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a lo solicitado por las partes, y no puede» ordenar de oficio más 
diligencias <|ue las que expresamente amor i i la ley en los casos 
previstos por los arts. 177, 210, 215 y concordantes del Cód. de 
Proccd. Civiles, no siéndoles permitido suplir de oficio la negli- 
gencia de las partes. 

5" Que la pniel» pericial obrante de fs. 27 a 29 de los autos, 
tampoco tiene valor legal para destruir la prueba resultante de 
los instrumentos públicos agregados a fs, 112, 115 y 123 del 
expediente administrativo, de conformidad a lo dispuesto por el 
art. 26 de la ley de reformas N v 4128, por cuanto, según se ex- 
presa en el mismo peritaje, dado el tiempo transcurrido han des- 
aparecido muchos vestigios fie corte de árlmlcs de la época en rpie 
fueron efectuados y por otra parte es lógico asignar mayor valor 
a la amplia investigación practicada en el expediente que se agre- 
ga como pruel» por la parte actora, por cnanto los que efectuaron 
la investigación tenían títulos que no poseen tos peritos designa- 
dos a solicitud de las izarles, y también de acuerdo a las mismas 
constancias se ha omitido por los (H-ritos determinar los cortes 
hechos en los lotes Nos. 21. 28, 29 y 30 de la Colonia Pastoril, 
por lo que el peritaje resulta solo parcial y hasta en desacuerdo 
con la lógica, porque como lo expresa la i sirte actora en su ale- 
gato de bien prolado, nú es posible qué se hubiesen cortado casi 
menos de dos árboles diarios. 

6" Que aparte de la prueba ya relacionada obrante en el ex- 
pediente administrativo del Ministerio de Agricultura, letra A, 
Xos. 10.281 y 1170. corres] ion de hacer mención de los informes 
obrantes en el misino de los ingenieros Massa y Schaefer (de 
fs. 70 a 76 1 y de las actuaciones que corren de fs. 58 a &¡ ]mr 
las que 1 se comprueba que el transporte de las maderas explota- 
das clandestinamente se ha efectuado sin- la guia correspond ten- 
te, sirviendo de base firme junto con las demás pruebas anali- 
zarlas en dicho expediente a la liquidación obrante a fs, 1 15 y al 
decreto de fs, 123, que como yo la tengo expresado, constituyen 
i n st rumen U »s ] >úl ilícos . 
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?' Oue de acuerdo a tas disposiciones de los arts, W4, 995 y 
concordantes del Código Civil y a Ib dispuesto |x>r el an. 139 del 
Cód. de l'roced. Civiles, los instrumentos públicos ya relaciona- 
dos, hacen plena fe en manto ta prueba pnxlucida tendiente a 
restarle valor a dichos instrumentos públicos carece de valor pro- 
batorio y no corresponde tomarla en consideración i»or las razo- 
nes expuestas en los considerandos anteriores. 

8* Qúe us indudable, ante la prueba resultante del ce- 
diente administrativo y lus decretos ya mencionados, que el he- 
cho cometido poir |>crsonas dependientes de la sociedad anónima 
La Formosa y que ha dado lugar a esta acción civil por indem- 
nización del perjuicio su trido, constituye un verdadero delito, 
pues se lian explotado clandestinamente Iwwpies fiscales, apro- 
vechando la suciedad anónima La Formosa de la madera expío- 
tada de propiedad del Fisco Nacional y por ello sin entrar a exa- 
minar lo correspondiente a la responsabilidad criminal que no es 
punto debatido, corresponde establecer la responsabilidad civil 
«pie, a juicio del suscrito, es incuestionable, pues como nadie 
puede enriquecerse con daño de otro, la persona' jurídica está 
obligada a la devolución del valor de lo que hubiere recibido por 
Ocasión del delito que es precisamente lo que le reclama el Fisco 
Nacional por el recordado decreto del Poder Kjecutivo de fecha 
25 de Jimio de 1923, liquidación de fs. 115 y decreto ministerial 
de fs. 112 obrantes en el expediente administrativo ya aludido 
(ver comentarios al art. 43 del Código Civil |«>r J. O. Machado, 
tomo 1» p%< 9\ y nota fiel calificador al mismo articulo). 

9" Que en lo que se refiere a lo manifestado i»or la |>arte 
demandada de que el jan ¡torio de la demanda importa una enor- 
midad, porque se incluyeron indebidamente ocho mil pahuas y 
se fijó capr idiosamente la simia que debía pagarse en el concep- 
to indicado, ni) puede tomarse en consideración por las razones 
aducidas en los considerandos anteriores. 

Por estos fundamentos y consideraciones |x-rt mentes del 
alégate) del Señor Procurador Fiscal obrante a fs. S2, definitiva- 
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int'tiu- juzgando, fallí» : condenando a la, sociedad anónima l-a 
Fomiosa a pagar a la jarte adora dentru de diez (lias la suma de 
trescientos diez y seis mil treinta pesos moneda nacional de cur- 
so legal, más sus intereses legales desde la fecha de la notifica- 
ción de la demanda y tas costas del juicio ( ver art. 221 de) L'ód- 
dc Proced. Civiles). 

Xotifíqucse. inscríbase, autorice el prosecretario, repóngase 
las fojas. — Juíto .i. Bettites. — Ante mi ; / ; . Soloattit. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Paraná, Agosto 7 de 1928. 

Y Vistos; Los del juicio seguido i>or el Fisco Nacional nni- 
tra la sociedad anónima 1.a Fonnosa por col»ro de i»csos, para 
eoiiiicer de la sentencia de fs. 98 del Juzgado Letrado de For- 
mosa. venida |mr los recursos de nulidad y ajiclación ; 

Considerando: en cuanto al recurso de nulidad: 

One no expresándose el motivo en <pte ti recurrente lo fun- 
da y no apercibiéndose el Tribunal de vicio alguno en el proce- 
dimiento o la sentencia. curres|mnde desestimarlo y así se declara. 

\' en cuanto a la apelación : 

One al contrario de lo (pie sostiene en la expresión de agra- 
vios del demandado, ha existido un lacho generador de la nhli- 
gación Cuyo cumplimiento se di -manda, cual es el (leí corte inde- 
bido de maderas en i«>s montes de propiedad del actor sin su 
autorización, hayan sido producidos esos cortes o explotaciones 
CpD verdadera intenc'óu criminal, como [Kirece haberlo entendi- 
do el Fiscal accióname, ya provenga de un cuasi delito como lo 
SostÜVO el otro Fiscal en el alegato sobre la pruelm. ya de un 
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simple error por confusión de los limites de las propiedades res- 
pectivas cuino lo sostuvo d demandado en el expediente admi- 
nistrativo agregado a estos amos. 

Y a>i. la préseme demanda debe ser juzgada como de in- 
demnización del daño cansado y nu como de simple cobro de una 
suma ile diñen i preestablecida, aún cuando de los términos de la 
demanda |iareveria lo contrario, en la que se jwrsipue el cobro 
de la cantidad de trescientos diez y seis mil treinta pesos mone- 
da nacional que fue fijada \*,t las oficinas administrativas como 
valor de las maderas enriadas. 

One es indudable, jKir otra fiarte, ijuc tal ha sido el propósi- 
to del Fiscal accionante, es decir, el demandar el cobro de esos 
ixrjuicíos qtu- debían fijarse en el presente juicio, y no el cobro 
liso y llano de ta suma demandada, puesto «me, a pesar de esti- 
mar, al parecer, como definitiva ta suma residíante de la liquida- 
ción de fs. t. no inició jnkio ejecutivo o de apretón y durante 
el término probatorio se pfeocñpo de justificar plenamente fe 
relativo a Ta cantidad de madera* cortadas y utilizadas por La 
Formosa y aún el de su valor, lo que no habría ocurrido en el 
supuesto contrario. En otros términos, la demanda versa sobre 
la indemnización del daño causado por 1.a Formosa en campos 
fiscales i»or cortes indebidos de maderas, y ta suma reclamada, 
aunque fijada de antenmo i»or las oficinas administrativas, debía 
entenderse sometida a lo que la justicia estimara en definitiva. 

Que hay prueba plena de hecho fundamental en que se Ki- 
sa la demanda, cual es el de que La Formosa explotó indebida- 
mente los montes fiscales limítrofes con los suyos en et territorio 
nacional de Formosa, según resulta del antes atado espediente 
administrativo, en el cual ésta concluyó por reconocer el hecho 
rugado en un principio ( fs. 99), allanándose al pago de lo que 
jxtr concepto ríe derechos porfía exigirle al Fisco, anuo también 
lo hizo al contestar la demanda a fs. 11 vta. 

<Jue si bien sobre tal punto no puede haber cuestión, la hay 
respecto eje |q que el Fisco pretende cobrar como importe de las 
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maderas cortadas y Ta cantidad de éstas, puesto que un puede 
considerarse obligatorio i»ira la parte demandada. 1u que al res- 
pecto fija la liquidación de fs. 1, que es la que practicaron las 
oficinas respectivas a fs. 115 del expediente administrativo. 

Que la autenticidad de dicha liquidación! que no ha sido 
negada p»r la demandada* no nhsta para que ésta impugne sus 
conclusiones, al contrario de lo que al respecto se sostiene en la 
sentencia recurrida. 

Que Injo qtro punto de vista, esa liquidación tampoco pue- 
de ser obligatoria para l-a Formosa. puesto que a tal efecto 
no ¡men ina para nada en las actuaciones administrativas. 

Que en efecto resulta de éstas, que La Formosa no intervi- 
no |«ira la fijación de la cantidad de maderas cortadas ni me- 
nos en la de su importe. !^ts oficinas administrativas calcularon 
esas cantidades que el Poder Ejecutivo hizo suyas, ateniéndose a 
los informes ile sus insjiectores y los de algunos particulares, así 
como a los de la empresa del ferrocarril que realizó el trans- 
porte de maderas por cuenta de I~a Formosa. Peto unas y otras 
no pueden ser obligatorias |iara éstas: 1» porque los in formes de 
los inspectores son meros cálculos, no el resultado de una peri- 
cia en forma; 2-' porque los particulares informantes han de- 
puesto en todo caso como testigos sin las formalidades de ley y 
en actuaciones que no revestían forma de juicio; y 3 V porque lus 
informes del ferripcarril, tras de haber sido erróneamente inter- 
pretados como lo demostró oportunamente Ta demandada ( fs. H3 
del exp. administrativo), no pueden protiar por si solos que toda 
la madera cargada en la estación Kilómetro K3, antes 621, haya 
sillo extraída de campos fiscales. 

Que en ta! situación, hay que estar a la pruekt rendida en 
el presente juicio, principalmente a lo que resulta del dictamen 
pericial de fs, 27, producido en un todo de acuerdo jtor los dos 
perito* designados por las partes. 

Que según éstos, el total de la madera extraída r. simple- 
mente cortada y dejada en el n imite |wr L-a Formosa. puede es- 
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timarse rn imus dos mil ciento setenta y cinco (2.175) árboles 
de madera ( 1875 i elaborarlos y MU) cortados y dejados en el 
monte i, rmi mi termino medio de un mil quinientos (1.500) 
kilos de madera útil jxira cada pie, lo que han* un total general 
de tres millones doscientos sesenta y dos mil quinientos kilos de 
madera chira. 

One no hay pruelw |<lena de que también la demandada hay;* 
cortado, ni meno* utilizarlo en provecho propio, las ocho mil plan- 
tas a Que si reiiere la susodicha liquidación de fs. 1, y por to tanto 
no (Hiede cardársele también mi importe. 

[}uv la liquidación fiscal y ki demanda incluyen como parte 
ile la suma reclamada el diez por ciento del importe de esas ma- 
deras, en concepto fie derechos fiscales. 

íjtte tal pretensión, liasada probablemente en lo que dispone 
el decreto del 4 de Octubre de 1906, no puede prosperar, desde 
que dicho decreto se reí iré a situación bien distinta, es decir, 
;d caso en que los particulares explotaren montes fiscales con la 
debida autorización, cosa que no lia ocurrido en la emergencia, 
y toda vez que. asimismo, el recargo de ese diez por ciento im- 
|h triaría el cobro de una misma cosa por un doble concepto, inad- 
misible en este caso en que se persigue el cobro total de la ma- 
dera elaborada. 

fjue, por el contrario, tampoco seria justo imponer a la 
demandada, como lo insinúa en su expresión de agravios, la obli- 
gación de alionar al bisco tan solo ese diez por ciento, como tíni- 
ca indemnización, pues esos derechos del diez por cielito se co- 
bran atando ha habido concesión y control por parte del Fisco, 
lo ijue nqui no ha ocurrido, 

Oue, en consecuencia, lo que la demandarla delie pagar al 
Fisco es el importe ríe tres millones doscientos sesenta y ríos mil 
quinientos kilogramos de madera dura o ríe ley. 

Quv pira la fijación del valor ríe estas mar leras debe tenerse 
en cuenta el informe oficial ríe fs. 75 riel cual resulta que el pre- 
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ció era, en la fecha de 1a explotación de fea Imsques. el de doce 
pesos |Kjr tonelada de rollizos. 

I'or estas consideraciones se modifica la semencia apelarla 
de fs. 98 y se condena a ta sociedad anónima La Formosa a pa- 
gar al Fisco Nacional, en el término fie diez días, la cantidad 
de treinta y nueve mil ciento cincuenta pesos moneda iKicioiud 
con mas las costas de anillas instancias. 

Hágase salicr y devuélvase, debiendo reponerse los sellos 
ante el interior. - Cesar tt. Ptres Colman. — h\ Días de l¡- 
var. — ti. . tvila CasliUu. 
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Humus Aires. Marzo A tic 

Vistos: 

Considerando: 

<Jue el Fisco Nacional demandó a la sociedad anónima l~i 
Formosa |xir cobro de ta suma de trescientos diez y seis mil (*■- 
sos moneda nacional, proveniente de la explotación de lasques 
fiscales, sin la debida autorización. 

Oue esta suma correspotide a una liquidación practicada ad- 
ministrativamente, sin la intervención del pretendido deudor y 
que ha sido considerada |)or eí Fisco como instrumento público 
suficiente para establecer cantidad liquida de deuda exigirte. 

<¿tte asi to reconoció el juez de 1* Instancia, considerando, 
ademas, como bástente prueba de los hechos en que se funda 
la demanda, k* que resultan del expediente administrativo, que 
se ojxmen a la pruelia judicial prtH lucida. 

Que la sentencia apelada de fojas UN. ha determinado cla- 
ramente la naturaleza de esta causa expresando que ella debe ser 
juzgada como indemnización del daño causado y no como sim- 
ple cobro de una suma de dinero preestablecida, es decir, que la 
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demanda versa sobre la indemnización del daño causado pur la 
compañía La Kormosa en campos fiscales por cortes indebidos 
de maderas. 

Que en este concepto, es obvio que la existencia de aque- 
llos daños así eximo su importe, delicu ser establecidos pur sen- 
tencia judicial con arreglo a U>s hechos proliadus y alegaciones 
formuladas |*>r las partes. 

<_>ue al respecto se consideran ajustadas a derecho y a las 
constancias de autos las conclusiones de la sentencia a|x-lada en 
cuanto establece que la demandada soio resjtonde de la madera 
que efectivamente ha cortado y vendido, proveniente de los bus- 
ques fiscales, con arreglo a la pruelia suministrada oportunamen- 
te, y cuyo valor ha sido legalmente fijado durante la secuelua del 
juicio. 

',_>ue en la instancia de esta Corte, como puede verse a to- 
ja* 15.?, el Fisco no ha expresado agravios, limitándose a repro- 
ducir argumentos anteriores va rcliatidos en la sentencia recu- 
rrida. 

Que en cuanto a la pretensión de la demandada de abonar 
por toda indemnización el 10 % a que se refiere la ley 41 «1 en 
su artículo IR. la observación req>ectiva formulada jior la Cá- 
mara "a quo" e.s i|e toda justicia, por cuanto en el caso no se 
traía de concesión otorgada, sino del corte «le madera en bosques 
cpie no han sido concedidos en forma alguna. 

*Jue las costas del juicio deben ser alionadas por su orden, 
por Cuánto la acción ha pros|»eradn, eu mínima parte, como se 
pone de relieve al recordar que aquella se enlabió por $16,006 
pesos y sólo prospera por la suma de treinta y nueve mil. 

I'or e>tos y sus fundamentos se confirma la sentencia de. 
í njas US en principal y se revoca en cuanto a las costas, que 
deberán al h mar se en el orden causado. Xotifiqtiese y devuélvase 
previa rcjNisicióu fiel («ipel. 

J. KlOLEROA Ala oKT.V. — ROBERTO 

Kki'ettu. — K. Glioo Lavallk. 
— Antonio Sacar na. 
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Doña i'iott'fa Af. de Tntsskoíosky contra h Caja Xacioml de 
Jubilaciones y Pensiones de Empicadas ferroviarios, 'sobre 
pensión. 

Swttariot P Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48. contra una sentencia que interpretando, entre otros 
preceptos, el artículo 2íi de la ley nacional número 10.650, 
se pronuncia en sentirlo contrario a los derechos de la Caja 
Xacional de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias. 

Jjj* El servicio ferroviario es un servicio público y co- 
rresponde que se compute, a los efectos de una pensión, el 
tiempo que el empleado estuvo incorixiradn a la armada na- 
cional como conscripto. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires. Agoste -3 de 1928. 
Vistos y Considerando: 

CHie en el caso de autos se gestiona la pensión emergente 
de los servicios prestados en la umpresa del ferrocarril tle Bue- 
nos Aires al Pacífico )>or don José Trusjtknwsky. desde el ló 
de Enero de 1911 hasta Diciembre 27 de P>12, y desde Mayo 24 
de 1915 hasta Julio o de 1921, f i-cha en (pie falleció en ejercicio 
de su cargo (fs. 14), y que ascienden, según el cómputo prac- 
ticado a fs. 17. a nueve años y catorce días, tiempo insuficiente 
jiara lograr el heneficio a que se refiere el art. l v . inciso b) tle 
la ley número 11.074. 

Que en tal situación, la peticionante sostiene que deben 
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computarse los servicios qiu; el causante prestara como conscrip- 
to en la armada y que cutí forme a los certificados de las autori- 
dades militare* corriente a fs. 66, se efectuó desde el 3 de Hile- 
ro de 1913 hasta el 15 de Huero de 1915. siendo de .significar 
la coincidencia de estas fochas con las de interrupción de sus 
servicios ferroviarios y la constancia de la empresa de eme du- 
rante tal intervalo fuera esa la causa de su ausencia (fs. II y 15 ). 

<_>uc requerida de la taja Nacional de jubilaciones y Pen- 
siones Civiles el reconocimiento de los servicios prestados |*>r 
Truszkowsky, en cumplimiento de la obligación impuesta por la 
ley 4707. ésta resuelve no computarlos ni cargar con la contri- 
bución proporcional a los mismos, lo que es lógico, puesto que el 
causante nunca fue tmplcado civil de la administración. 

Hite. t«>r su parte, la Caja Xaciotial de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empleados Ferroviarios deciile en la resolución de fs. 
76, que a ella tampoco incumbe su cómputo y reconocimiento, 
porque en virtud de lo dispuesto en el art. 26 de la ley 10.650, 
sólo >e lomará en cuenta los servicios efectivos y no pueden 
admitirse aquellos cpie. como los cuestionados, importan una car- 
ga pública, pues, ello significaría invadir funciones que sóltf es- 
tán n-servadas al H. Congreso de la Níactón. 

Que a falla de un precepto expreso de la lev de jubilacio- 
nes de empleados ferroviarios que autorice a computar los ser- 
vicios militares impuestos obligatoriamente, delie aplicarse al 
caso el principio contenido en la disposición del art, 66 de la 
ley 4767. que establece que el empleado público llamado al ser- 
vicio militar podrá ser reemplazado sólo provisionalmente, y que 
sit reemplazante gozará de la mitad del sueldo, debiendo entre- 
garse la otra al conscripto, pues el servicio ferroviario. ¡>or ra- 
zón de su nat n rale/a. es de carácter público. 

\ Hie. por consiguiente, teniendo en cuenta que la equidad 
del* primar especialmente en la aplicación de los principios de 
las leyes de amparo social y la disposición recordada en el con- 
siderando anterior, corresponde establecer. pot analogía, la tic- 
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ción de que el causante ha prestad*» también servicias ferrovia- 
rios efectivos, mientras se halló incorporado a la armada nacio- 
nal como conscripto, y rpie la t aja de Jubilaciones y Pensiones 
(fa: Empleados Ferroviarios debe computar dichos servicios. 

Por estas consideraciones, se revoca la resolución apelada 
de fs. 76 y se acuerda a Violeta Morgan de Truszkowsky la pen- 
sión equivalente a la jubilación por invalidez del causante, de- 
bien* lo la Caja practicar la liquidación de la misma con arreglo 
a la lev. Devuélvanse sin más trámite. — Marcelino Izscaladti. — 
/>'. A, Mam* . Inekótena. — En difidencia : /. / J . Lum, 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO» GENE1AL 

t 

Bueno* Aires, Noviembre 17 de 

Suprema Corte: 

1.a Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Emplea- 
<los Ferroviarios ha recurrido para ante esta Corte Suprema la 
sentencia de la Cámara Federal de la Capital, que revoca la re- 
solución de fs. 76. dictada i>or dicha Caja, en virtud de la cual 
se denegala a doña Violeta Morgan de Trtiszkowsky la ilusión 
que había solicitado. 

Fn la causa se ha discutido la interpretación y aplicación de 
diversos artículos de la lev de la materia X" 10.650 y la decisión 
ha sido contraria ni derecho invocado por la Caja, fundado en 
tales prescripciones legales. 

En tal virtud y dé acuerdo con lo resuelto por V. E. en ca- 
sos análogos, el recurso deducido procede atento lo dispuesto por 
el sin. 14 ríe la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto, creo como la Cámara Kede- 
ral, que delien computarse los servicios que el esposo de la ]>e- 
tldonante prestó como conscripto en la armada. 
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Por tos fundamentos al respecto, dados en la sentencia ele 
fs. 90, a los que adhiero, píelo a V. E. se sirva confirmarla ui la 
parte f|iic lia podido ser materia del recurso. 

¡foraño Ft. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mario 4 de V)29. 

V Vistos: Los del juicio Violeta M. de Truszkowsky contra 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias por 
IK-nsión. venida jw»r recurso extraordinario, fundado en el inciso 
3» del art. 14 de la ley 48: y 

Considerando ¡ 

Que en la sentencia de la Cámara Federal, de que se recu- 
rre por la Caja, se ha interpretado, entre otros preceptos, el ar- 
ticulo 2o de la ley nacional N T « 10.650 en forma favorable a las 
pretensiones de la actora, en cuanto hace lu^ar a la pensión, pe- 
ro contraria a los derechos de la Caja en cuanto ella es el orpa- 
niamo básico y garante de las jubilaciones y pensione» oue o> 
rresjionderi al personal ferroviario; por b que el recurso es per- 
tinente según el inciso 3" del art. 14 de la ley 48 y así se declara. 

Que la misma Comisión de Hacienda de la Caja Ferroviaria 
y la Asesoría I. lirada en sus dictámenes de fs. 5í>, 57 y 58 acon- 
sejaban la computación, como servicios efectivos, de los dos 
años que él obrero José jjg. TrusAowísky había pasado en el 
servicio de las armas de la Nación, como conscripto de la arma- 
da. \xít que. al igual que los empleados civiles en conscripción, 
debía ampararse la ficción de justicia, ríe que continuaban en la 
prestación efectiva de servicios. 

Que en verdad, el servicio ferroviario es un servicio públi- 
co clasificado asi en la doctrina, en la ley y en la jurisprudencia 
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invariable de esta Corte (Fallos: tomo 152, pág. 385) y si para 
los empicados comunes de la Administración se ha computado 
favorablemente el tiempo uue lleva el conscripto l»ajo bande- 
ras, snlme todo desde que ese tiempo no se toma en cuenta para 
los efectos del retiro militar (fs. 69>, es lógico que. por las mis- 
mas razones, el mismo 1>encficio se acuerde al obrero o empica- 
do ferroviario cuando en sus tareas de tal, sin su arbitrio se 
abre un i*aréntesis para cumplir con el deber superior que |*re- 
ceptúa el art. 21 de la Constitución Nacional. 

Que no corresponde ninguna carga o contribución mi el pa- 
go de la pensión que solicita la señora de Truszkowisky a la Ca- 
ja de Jubilaciones y Pensiones Civiles |iorque el causante no era 
empleado u obrero civil, sujeto a los precqjtos de la ley «49, 
en la ¿(loca en que cumplió la conscripción como con justicia, 
lo advierte aquella institución a fs. 48 y 49. 

Por lo expuesto y concordantes del fallo recurrido y del 
dictamen del Señor Procurador General se confirma. Hágase sa- 
ber y devuélvanse. 

J. FltR'EHOA Al- corta. — RotítKTO 

Repetto. — R. Glido Lavallk. 

— A&TQNIO SaGAENA 



.Idmim'straciótt General de Impuestos Internos contra don Pe- 
dro Griffero e hijo, por cobro de pesos. Sobre aprobación 
de lújiu'dtuiÓH. 

Sumario: I" Tratándose del Fisco Nacional, el término de la 
prescripción general del art. 4023 del Código Civil que co- 
rresponde computar es el de diez años, dado que :«|nél nunca 
puede estar ausente, siendo que es respecto de él. que es 
acreedor, que se cuenta la ausencia y no del deudor. 
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3' Kt ;irt. 5,í5 del Código de Procedimiento*, U'jits. de 
ser limitativo para determinadas acciones, es por el con- 
trarío, amplio y se aplica a todas las sentencias que dicten 
los irilumalts ordinarios, como tos arbitrales y de amiga- 
bles onn|«>iifUorts. 

tVi.ííc Lo explican las piezas siguientes: 



AlTO Dtt. Jl ¥.?. FEDERAL 

La Plata, Agosto * Ae 1*10. 

Y Vistos: En el proyecto de liquidación formulado |H»r el 
Señor l'rocuradnr riscal a fs. 695, cuya a prodición solicita a 
fs. 7CM> y 

Considerando : 

Los demandados 'tan observado tres partidas de la liqui- 
dación <|ue son: at la segunda partida de intereses, es decir, los 
devengados desde éj M de Marzo de 1K9 1 *. hasta el I? de Noviem- 
bre de 1903» cuyo importe es de 136.928 $ en vea de 15K.W.M.Í 
|>esos fijarlos; bl que los intereses Con (posterioridad a la fecha 
indicada delten coinpuiarse en la forma como lo estableció el 
convenio estipulado con el I'. K. Nacional con feclia 21 de Junio 
ile 16V9, en cuya cláusula primera quedó acordado que lus inte- 
reses de la deuda hasta la completa amortización, seria de siete 
y medio por ciento anual. Ku la liquidación se han computado 
csris intereses a razón del ocho por ciento anual y dos por cíenlo 
mensual : y c ) en no haUrse computado a su favor, el produci- 
do de la venta de alcohol hecha por los martilieros señores Ma- 
rkinlay. cuyo importe es de 4 J ü50,Ol | í $ m|n. 

La primera y tercera observación han sido aceptadas por el 
Señor Procurador Fiscal, quedando a resolver por el Juzgado 

'a segunda. 
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El convenio citado \*>v los demandados es la escritura que 
m. icsiiinimip corre ;l fs. 67. en bi que se establece en el art. 3' 
ild decreto del T. K. de 21 de Junio de 1899. que los intereses 
hasta la completa amortización de la deuda serian de siete y me- 
dio pur ciento anual, sobre las cantidades que queden sin amorti- 
zar, agregando en el art. 7 V que el convenio podrá ser rescindi- 
do por el Ministerio de Hacienda por la transgresión de cual- 
quiera tic las estipulaciones preinsertas. 

Kos demandados no cumplieron el convenio, por lo que el 
f*. K. después de acordarle nuevos plazos por decreto.-» <lu 24 de 
Septiembre de VM)> ( ¡s. 40) y 31 de Octubre de 1903 ( U. 64). 
resolvió ix >r decreto de 5 de Octubre de 1904, dejar sin efecto 
las prórrogas acordadas y f>asar los antecedentes al Señor IVo- 
CUfador Fiscal |Kira que entablara las acciones del caso. 

Resulta de los antecedentes relacionatlos, (pie el convenio 
en (pie se apoyan lo* demandados, quedó sin efecto [ior falta de 
cumplimiento fie éstos, jHir lo que, corresponde computar los in- 
tereses con arreglo a la ley 3764, como Ir. han sido. 

Por tanto, se apruelvi la liquidación proyectada «le fs. 695. 
con las salvedades hechas por los demandados en su escrito de 
fs. 701. en los puntos a) ye), 

í'illafañc. 



Al'TO DEL JL'EZ FEDEHAl. 

La Plata. ArosIo 11 de 1010. 

Concédese en relación, el recurso de apelación interpuesto 
y elévense los autos al Suprior en la forma de estilo. 



fi. VUktfañc, 
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SENTENCIA Di: LA CÁMARA FEDERAL PE APELACIÓN 

lM Plata. Agiota 1* «!«■ l''2H. 

Vistos estos auto* traídos por la ¡*arte demandada, en vir- 
tud del recurso que !c fué concedido a fojas 713. 

Ri Miltaudo: 

Ntlf dicho recurso fin- concedido en Agosto de l l >10. |RTo 
ba aittii- iici lian sido traídos a esta instancia hasta Junio (fe tS26 
a causa de haher sido entregados al Ministerio Fiscal para rl 
Poder Kjecutivo que Ifls hahia solicitado, devolviéndolos mi ptt- 
O) ajnr> «le ln fecha últimamente indicada í fs. 722. 724 y 7M»i 

Que Hi larla la cansa a esta < amara y dictada la providencia 
dé autos )H»r tratar-e di- nn rceur-o en relación, el Ministerio Kis- 
cal pidió >e decretara la ftercneiún de la instancia, con el efecto 
de ilar fuer /a de cosa juzgada ;d auto apelado, como lo estahlcce 
el art. +• de la ley de la materia H* 4550. 

<_me los demandados, a su vez, opone n tamhién la misma 
excepción di- perdición, refiriéndola al procedimiento de la eje- 
cutoria que ha quedado paralizada por más de quince anos, ik-in- 
l«i que los autos estuvieron en poder del actor ( fs. 7(rfn. 

<Jue los demandados han opuesto asimismo la prescrij>ciiiii. 
alegando que la acción de autos emerge de letras de canthin que 
constituían la ejecutoria #í juicio, por lo que rige para el caso 
el término de tres años estahlecido por el arL K4X. inc. 2" del 
Código de Comercio; v aún prescindiendo de este término se aco- 
gen a la Jiresef t| H'tón general de diez años que se hahria cumplí* 
do en el lapso transcurrido entre 1:911, fecha en que se parali/ó 
e! juicio, hasta el año l f í26. en que el Fisco ha intentado revivir 
esta acción, sin que sea necesaria la distinción entre presentes y 
ausente por tratarse de un asunto comercial, no sólo porque 
la deuda proviene de gravámenes dé una industria y de un con* 
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trato celebrado entre el Estado y una firma comercia], sino tam- 
bién i*>r constar esa deuda de documentos de cambio, todo lo 
que hace aplicable al caso el art. 846 del Código de Comercio 
(fs. 7M.M3y8K5). 

Y Considerando: Qoe corrapu ti dti entrar a considerar las 
excepciones opuestas, que son previas al fondo del recurso: 

l 

Que la pereneión de la instancia deducida |*>r el Ministerio 
Fiscal a los efectos de invalidar el recurso, no es procedente 
pues si no fuera el caso del art. P de la ley N» 4550, la parali- 
zación se delx: a acto propio del Gobierno Nacional, parte ado- 
ra, que indio los autos y los mandó al Congreso con un proyecto 
de transacción que caducó de hecho, después de dos anos de su 
presentación, con arreglo a las disposiciones de la ley Olmedo; 
de modo que desde 1913 el actor ha sido negligente en la devo- 
lución fie los autos que le fueron entregados a su pedido; y su 
tracción no puede beneficiarle. 

Que tampoco es procedente la jwrención deducida en esta 
instancia por los demandados, con ta mira de anular los proce- 
dimientos de la ejecutoria, ante las disposiciones claras y ter- 
minantes de los arts. f y 8», aparte del ?• va chatio de la ley 
res¡>ectiva, número 4550, . 

Que la prescripción del art. 848 del Código de Comercio es 
también improcedente, porque la acción de autos no emerge de 
tetras de cambio suscriptas por Griffero, según se sostiene por 
los demandados, sino del auto de apremio de fs. 172 dictado en 
virtud del boleto de deuda de la Administración de Impuestos hí- 
tenlos, agregado a fs. 127. que ha sido revestido por ta ley de 
fuerza ejecutiva (art. 25 de la ley N» 3764). 

Que para considerar la prescripción general de diez años, 
también alegada por los demandados, no puede invocarse ta ley 
comercial, como éstos pretenden, como también lo demuestra 
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el Piscad en esta instancia (fs. 8041. Hay (pie atenerse a las dis- 
I Micciones del Código Civil, en falta de otras especiales en las 
leyes de Impuestos Internos. 

Que la prescripción general de dicho Código es la de di 
añas entre presentes y veinte entre ausentes, según lo estalilcce 
el art. ; pero en el caso de autos el término (pie corresponde 
computar es el de diez años, pues el fisco nunca ha prxlirk» estar 
ausente v es respecto de él, que e$ acreedor, que se cuenta 1 la 
ausencia y no del deudor; porque ausente el acreedor, ha estado 
¡medido de ejercer su acción y |»or eso la ley extiende a veinte 
años el témiinu necesario para que su acción se presentía; pero 
si el ausente ha sido el deudor, ello no ha impedido al acreedor 
ejercer sus acciones contra el deudor ausente, siguiendo los trá- 
mites que las leyes de procedimientos señalan para el caso, de 
un «lo que no se explica que la ley acuerde al acreedor el Itenefi- 
cio de un mayor plazo para la prescripción, cuando en todo tiem- 
po ha estado hahilítado para demandar al deudor ausente. Así 
lo demuestra tanihién el caso análogo de los arts. ,WJ y 4002. 
que establecen tanihién los plazos de (lie/, y veinte años para la 
prescripción adquisitiva, y se refieren expresamente a la ausen- 
cia del propietario de heredad y no al ipie lo jwjsee. lista es tani- 
hién la interpretación que corresponde, considerada la fuente de 
dicho art. *R>23. como Id demuestra Machado, comentándolo. 

ijuv el iieni|Ki de diez años lia corrido con exceso durante 
todo el tiempo que los .Hilos han estado ¡itera del juzgado, sin 
que pueda imputarse este hecho a la parte demandada, que no 
fué quien extrajo el expediente, ni esto ocurrió a su pedido: de 
módo que esa propuesta de transacción, aún interpretada como 
un reconocimiento del derecho del fisco y considerada como un 
acto inter ruptívo de la prescripción al tenor del art. 3989 del Có- 
digo Civil, hahría interrumpido el termino cuantío tal hecho ocu- 
rrió, en 1911, pera no ha impedido que la prescripción vuelva a 
correr desde esa fecha, si la inacción del acreedor ha continuado, 
y es lo que ha ocurrido en el caso de autos : remitida la propuesta 
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cié transacción por el Poder Ejecutivo al Congreso Nacional, y 
transcurrido dos anos sin que rceihiese sanción legislativa, fué 
destinada al archivo l»j.> la sanción de caducidad esta?»lecida por 
la ley Olmedo, sin que el Fisco haya movido el asunto hasta 
el año 1926 (fs. 724). * 

Que la excepción de prescripción opuesta |>or los demanda- 
dos ha sido dirigida contra la ejecutoria, como lo autoriza el 
articulo 539 del Código de rrocedimientos, y ella procede, pues 
el art. 535 del mismo Código, lejos ele ser limitativo para deter- 
minadas acciones, como lo interpreta el Ministerio Fiscal, es por 
el contrario amplio y se aplica a todas la s sentencias que dicten 
tanto los tribunales ordinarios, como los arbitrales y de amiga- 
bles componedores. 

Por estos fundamentos no se hace tugar a la perdición pe- 
dida por amias partes y se declara prescripta la ejecutoria. Las 
costas por su orden. Notifiquese. — Juii ¿f, Eclicyarax, — An- 
tonio L. Marvcnaro. — U. Hencu 



FALLO DE LA CORTE SCl'BEMA 

líutnos Aires, Manto 6 de WZt. 

Vistos : 

Considerando: 

Qtte la tramitación de loa presentes autos, comprendidos en 
procedimiento administrativo y judicial, data del mes de Sep- 
tiembre de 1903, habiéndose concretado la respectiva acción de 
apremio, |x>r 622.453 pesos moneda nacional, en concepto de im- 
puestos intentos, multas e intereses, en Julio de 1905 y librado 
el correspondiente mandamiento a fs. 172 en Julio de 1905. 

Que a fs, 722, durante la secuela del juicio, el Ministerio 
Fiscal solicitó la entrega de los autos, como se lo ordenó el Se- 
ñor Ministro de Hacienda, proveyéndose de acuerdo a fs. 722 
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vuelta en Febrero de 1911. Dichos autos fueron devueltos al Juz- 
gado, por ei funcionario que desempeñaba aquel Ministerio en 
Marzo de 1936 (ís. 724). 

í)ue a fs. 726. el ejecutante pidió y obtuvo la transferencia 
¡i la cuenta de la Nación, de la suma de 423.195 pesos moneda 
nacional, epie cen otras extracciones, excedió en mucho ta deuda 
primitiva corres,xmdieme a los impuestos debidos. 

Que como consta de los autos, el ejecutado ha perdido una 
cuantiosa fortuna, fuera de la clausura definitiva de su fábrica 
de alcohol, pues [Kira asegurar los intereses del fisco, hipotecó 
en sn favor un campo valioso a inmediaciones de La Plata, ven- 
dido en esta causa, cuyo valor, a la fecha, seria suficiente para 
altonar totalmente la deuda cxigible. 

Quv las precedentes consideraciones sólo valen para desvir- 
tuar, en el caso, el carácter de la defensa opuesta y agregar ra- 
zones poderosas de equidad a las de derecho justamente apre- 
v. ai las en el fallo de la Cámara venido en apelación. 

tjue. por oirá liarte, es de advertir que el Ministerio Fiscal, 
único apelante en esta instancia, no ha impugnado dicha resolu- 
ción, limitándose a reproducir las defensas producidas en las in- 
í inores, forzosamente presentadas antes 'de producirse aquélla. 

í'or estos y los fundamentos de la sentencia de fs. 901, se la 
confirma, sin costas. Notifiques* y repuesto el paj)el, devuélvan- 
se los autos. 

J. Figueroa Amorta. — Roberto 
Repetto. — R. Glido Lavalle. 
— Antonio Sacar va. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



89 

4 



Do» Alberto Pahmcque contra ta Provincia de Buenos Aires, por 
cobro de* pesos. 

Sumario: 1" No reviste los caracteres de una transacción un 
convenio en el que no medien concesiones reciprocas, ni se 
extinguen obligaciones litigiosas o dudosas, sino, simple- 
mente, se concede ttr. plazo al deudor para la cancelación 
de su obligación, art. 832, Código Civil. 

> ' I -a entrega al acreedor de documentos de crédito no 
Induce la existencia de una novación. Art. 813, Código Civil 

Caso : Lo explica el siguiente : 
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Buenos Airee, Marzo 6 de 1929. 
Y Vistos : Los presentes autos de tos que resulta : 

Que a fojas 1 se presenta don Rafael Alberto Palomeque 
demandando a la provincia de Buenos Aires, |wr la suma de 
$ 43.295.85 m|n., sus intereses desde el dia de la notificación de 
la demanda y las costas del juicio. Que dicha suma la adeuda la 
provincia en virtud de que el 23 de Diciembre de 1925 celebró 
con el doctor Zor taquín, abogado de la provincia de Buenos Ai- 
res, un convenio en el juicio ejecutivo seguido ame este Tribunal, 
en virtud del cual la provincia detona abonarle al contado el 
10 por ciento del crédito reclamado. 

Que por el saldo remanente la provincia firmaría dos le- 
tras, la primera con vencimiento al 28 de Febrero de 1926, por 
el 45 por ciento de la cantidad reclamada y otra por igual suma 
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con vencimiento ni 2X de Mayo del mismo afín. Que en ambas se 
incluí Han Ins intereses calculados al 4 y 12 c /c anual. 

Mué la provincia abonana en dintrro afectivo una vez recu- 
lados y al contado los htmoraiios del doctor lüov. debiendo áqüe- 
"11a entregar al actor una letra con vencimiento al 2S de Mayo 
de P>2o por doscientos mil fie sos ec»n sus intereses del 5 o 'o 
anual a menta dr fas obligaciones del empréstito exterior (1913, 
pavimentación de I,a Plata), y los cupones del mismo presenta- 
dos por el *eñor Palomeo uc. 

Que ]*\T el saldo del importe de las obligaciones y cupones 
nienciunndos con sus intereses fiel 5 ojo, la provincia entregaría 
tres letras pur la tercera parle, cada una con vencimientos escalo- 
nados de nóvenla días a |iíirtir del 28 de Mayo de 1926. 

Que el 20 de Enero el Poder Ejecutivo de la provincia re- 
solvió aprobar en todas sus partes el convenio celebrado y en 
C'HiM\-iLcueia. entregar al señor Pnloniequc por Tesorería ( ¡ene- 
ral, previa intervención de la Contaduría, la suma a que se re- 
fiere el art. I" del convenio aludido, unjiortc 'leí 10 ojo de los 
dos millones quinientos noventa y cinco mil novecientus noventa 
y cuatro |>esos con ochenta y siete centavos, reclamados por el 
actor, 

Pur el saldo, extender a la orden del mismo dos letras de te- 
surería, una |ior $ 1 .177 .''SI .0,5 ni ;n. y otra por $ L 190.976,81 
moneda nacional, incluidos los intereses del 4 y If2 o¡o anual. 

Qtte el resto, basta cubrir el total reclamado, deberá lomarse 
de rentas generales, extendiéndose por el saldo de la suma tres 
letras con vencimientos escalonados de noventa días a partir del 
28 de mayo de 192o al tipo de interís del 5 % anual, especifi- 
cándose el monto de cada una y entregándole al actor por Teso- 
rería, previa intervención de la Contaduría (¡enera!. 

Que el documento de referencia fué redactado por ej Mi- 
nisterio de Hacienda de la provincia de Buenos Aires, sin Ínter- 
vi neión del actor, que no pudo pues, ni prevenir ni advertir el 
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error que se deslizó ni el cuerpo cid documento, lesionando s„s 
i mereces en la cantidad de $ niln. 

Que luego de advertido esto, realizó ante el representante 
de la provincia, como asimismo ante su Ministro de Hacienda, 
diversas gestiones tendientes a subsanar el error mencionado,' 
sin resultado positivo, ya que no obstante las facilidades que 
ofreciera, el Poder Ejecutivo provincial no hizo lu^ar por decre- 
tn a la reconsideración solicitada. 

Que (XKteriormentc y antes de iniciar esta acción elevó 
nota esi>ecfal al señor Fiscal de Estado. 

Que manifiesta no haber cometido ningún error ni haber 
sido negligente según lo establece el art. 784 del Código Civil, 
la doctrina y la jurisprudencia; ni haber tampoco, tenido mine;! 
intención de renunciar a parte del capital ni de Jo* intereses que 
la provincia le adeudaba, según surge de los términos expresos 
e indubitables del arreglo celebrado con el representante de la 
misma que es la Irase de todo el negociado. 

Que acreditada la jurisdicción originaria del Tribunal, se 
corre traslado que el señor representante de la provincia evacúa 
a fojas 17. manifestando "que los decretos del Gobierno de la 
provincia, transcriptos en la demanda que llevan fechas de 19 
de Junio y 7 de Agosto de 1926, expresan las razones en virtud 
de las cuales el Poder Ejecutivo entendió que las relaciones jurí- 
dicas preexistentes entre el actor y la provincia quedaron defi- 
nidas |»r Ja transacción celebrada, habiéndose dado cumplimien- 
to a ésta al entregarse las letras. Los hechos articulados en la 
demanda conenerdan con las constancias administrativas de su 
referencia; |>ero el mismo actor reconoce haber olvidado, al tran- 
sar, la inclusión de la j»artida que ahora cobra y el Gobierno en- 
tendió a su vez, que el asunto finiquitó al pagarse las sumas 
perfectamente determinadas en el convenio/' 

Que opone estas razones a la acción iniciad*; Y que además, 
las disposiciones legales invocadas en la demanda no hacen al 
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derecho que el actor pretende ejercitar. En consecuencia, solici- 
ta el rechazo de la demanda, con costas. 

Que no existiendo hechos controvertirlos, se llama a fojas 
21 vuelta, autos para definitiva. 

Y Considerando : 

1» Que la provincia demandada ha reconocida la exactitud 
de los hechos invocados en la demanda y en consecuencia debe 
tenerse por establecido que al practicarse administrativamente 
la liquidación del crédito del actor se omitió la cantidad de pe* 
sos 43295.85 mja que a éste corresjMindían en concepto de in- 
tereses. 

2? Que el arreglo celebrado por el actor con e! representante 
de la provincia de lluenos Aires y aprobado por el Gobiemo de 
dicho Estado por decreto de 20 de Enero de 1926 no reviste 
los caracteres de una transacción por no mediar en el caso con- 
cesiones reciprocas ni extinción de obligaciones litigiosas o du- 
dosas (art. 832, Código Civil), sino simplemente la concesión 
de un plazo al deudor para la cancelación de su obligación. 

3 V Que la entrega al acreedor de documentos de crédito, no 
induce, tampoco, la existencia de tina novación (art. 813 código ci- 
tado \ t debiendo por tanto admitirse que subiste la causa origi- 
naria en la obligación de la provincia de Huertos Aires. * 

4 V Que aún en el snpnesto de que el acreedor hubiese estado 
rotiforme con la liquidación practicada por él l J oder Ejecutivo 
de la provincia demandada a los efectos del fiago parcial y en- 
trega de letras por el saldo de la obligación, habiéndose incurri- 
d" en error de hecho, él no perjudica, desde que no se ha ale- 
gado la negligencia culpable del acreedor (art. 929 código cita- 
do j ; quedando obligado el deudor a reconocer el crédito omitido 
cun arreglo a lo que expresamente determina sobre el particular 
el art. 797 del miamo código. 
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Por ello, se resuelve i hacer lugar a la demanda y, en conse- 
cuencia, se declara <|ue la provincia de Buenos Aires está obliga- 
da a devolver al actor en el plazo de treinta días la suma de cua- 
renta y tres mil doscientos noventa y cinco pesos con ochenta 
y cinco centavos moneda nacional ($ 43.295.85 mjn.), sin inte- 
reses, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 623 del Código Ci- 
vil y sin costas, atento la naturaleza de la cuestión debatida. No- 
li fiquese y repuesto el papel, archívese. 

J. Fioueroa Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 



Don Francisco Capctli contra ¡a Caja de Jubilaciones y ' ensio- 
ttes de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación. 

Sumarie. 1* La norma general en orden a servicioí. iníblicos es 
la que prohibe la acumulación de puestos o cargos, con ex- 
cepeíón del profesorado o técnicos escales: i¡ero la ley 
de jubilaciones y pensiones civiles en su artículo 35 res- 
tringe al profesorado la posibilidad de acumular jubilaciones, 

2* Ningún precepto de las leyes 10.650 y 11.308 autori- 
za la acumulación de sueldos correspondientes a dos em- 
pleos desempeñados simultáneamente y sujetos al régimen 
del retiro por distintas leyes nacionales. 

Ca<o : Lo explican las piezas siguientes : 
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KESOLICION PE LA CAJA FERROVIARIA 

Jtucnos Aires, Diciimbn- 2J de 1927. 
De con fi trinidad con lo acordado i-M»r el Directorio en su 
Msii'm *lt«1 20 del corriente y p»r los fundamentos cU-1 | trecedcntr 
desdicho tle la Comisión fie Hacienda, se resuelve; 

1* No hacer Itigar a la acumulación de sueldos ferroviarios 
y nacionales a lus fines «1H promedio <k* baber jubilatorio. soli- 
citada por Francisco Capelli. 

J" Noliííqucse al interesado y vuelva a la Contaduría a sus 
rícelos. 

Pt-<Íro Oiíiíi/c. 

SENTENCIA PE LA CÁMARA FEPERAL PE APELACIÓN. 

Bucjhw Aire*. Julio 27 de 1928. 

Vistos y Considerando : 

(Jtie ningún precepto de las leyes 10.íi50 y 1 1 .,108 autoriza 
la acumulación de sueldos correspondientes a dos emijleos desem- 
peñados simultáneamente y su jetos al rénimen del retiro por dis- 
tintas leyes nacionales. 

thic él ait; 1", ittt. q) «le la ley 11J0S, en i|tte el recurrente 
ftíllda mi pretensión, si ltitii *■ relien- a servicios mixtos, un es- 
(ieeifica que yüeÁm simultáneo-, y |n>r el contrario, al estaMe- 
cer que "en todos los casos el cómputo se liará sin lanificación 
de tiempo." iniplichamwue determina la inadmisíbilidad de que 
puedan acumularse distintos sueldos a los efectos del monto de 
la jubilación. 

Oue. jHir ln demás, como lo sostiene la resolución apelada, 
cení la acumulación de sueldos en la furnia que pretende el dbc- 
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lor Capelli, se habría encontrado el medio ele violar la disposi- 
ción del art, 44 de la ley orgánica que prohil* la acumulación 

de dos o más pensiones o Jubilaciones en la misma persona. 

Por estos fundamentos se confirma la resolución apelada 
de fs. ,W. que no hace lunar a la acumulación de sueldos ferro- 
viarios y nacionales por don Francisco Capel Ji. Devuélvanse sin 
más trámite. — Marcelino Escalada. — II. A. Masar Anchare- 
ña. — /, P. Luna. — José Marcó. 



DICTAMEN DEI, SEÑOR PROCURADOR CESERAt- 

Buenos Aires, Septiembre 19 de 1928. 

Suprema Corte: 

f.a sentencia de fs. 57 ha denegado a don Francisco Capelli, 
a los efectos de su jubilación, la acumulación de sueldos ferro- 
viarios y nacionales, interpretando y aplicando para ellos los arts. 
50 y 51 de la ley W 10.650 y el P. inc. q) de la ley 11.308. que 
modifica a aquéllos. 

Como en dichas disposiciones legales ha fundado el peti- 
cionante sus derechos, procede el recurso extraordinario de ape- 
lación que jiara ame V. E. lia interpuesto invocando el art. 14 
de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto; no cabe, en mi opinión, otra 
interpretación de los referidos artículos que la dada por la Cáma- 
ra Federal que confirman, a su vez, la resolución de la Cuja. 

La acumulación de sueldo por ser vicos mixtos, simultánea- 
mente prestados en dislimas actividades sometidas a regímenes 
jubilatorios de diferentes Cajas, no está establecida por la ley, 
ni sería compatible con el concepto económico de las jubilaciones. 

Por ello y ]x>r Jos fundamentos de la sentencia recurrida, 
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soy de opinión <¡ue V, E. debe con firmarla en la parte que ha 
podido ser materia del recurso. 

Horacio H. Larreta. 
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Buenos Aires. Marzo 6 de 19». 

Y Vistos: el juicio seguido por Francisco Capclli contra 
la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Fe- 
rroviarios por jubilación, y 

Considerando : 

Que la cuestión en debate y que motiva el recurso en lo re- 
ferente a ta acumulación que el actor pretende de tos servicios 
que simultáneamente a los ferroviarios prestó en el Departamen- 
to Nacional de Higiene, fundándose i«ira ello en el art. K in- 
ciso 9 de la ley 11.308 modificatorio de los arts. 50 y 51 de la 
ley 10.650. 

Que. cu efecto, la disposición legal citada consagra el. de- 
recho a la acumulación de servicios prestados en otras activida- 
des sujetas al régimen del retiro j»or otras leyes nacionales, pero 
no Sí'tlo no expresa que se trate de servicios simultáneos, sino 
que preceptúa que se hará "sin bonificación de tiempo.*' 

Que la norma general en orden a servicios públicos es la 
que prohibe la acumulación de puestos o cargos, con excepción 
ile) profesorado y técnicos especiales, pero la ley N tf 4349 dd 
Jubilaciones y Pensiones Civiles en su art. 35 restringe al pro- 
fesorado la posibilidad de acumular jubilaciones y es lógico y 
justo que si |Hír aplicación analógica se hacen extensivos a los 
empleados ferroviarios los lienef icios del empleado civil, atento 
el carácter de servicio público que prestan, no se les exima de las 
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incompatibilidades que a aquéllos afectan, creándoles en este ca- 
so, situaciones de privilegio. 

Que el art. 44 de la ley N* 10.650 más riguroso que el pre- 
cedentemente citado, prohibe la acumulación de Jubilaciones y 
Pensiones en la misma persona y tales disposiciones, combina- 
das con la última |iartc del recordad» inciso 9 del art. l v de 
la ley 11.306, que modificó los arts. 50 y 51 de la ley 10.650. 
demuestran el espíritu contrario a la computación de servicios 
simultáneos que llevarían lógicamente a aquel resultado interdicto. 

Por lo cxtwesto, conforme a lo dictaminado por el Señor 
Procurador General y concordantes del fallo recurrido, se con- 
firma. Molifiqúese y devuélvanse los autos. 

J. FrcuEROA Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 

(I) En la misma fecha sq dictó idéntica resolución en la causa se- 
guida por don Miguel i 'alumino contra la Caja Nacional de Empicados, 
por jubilación. 



La Argentina, sociedad anónima y otros, contra José £. Acutain, 
por infracción al articulo 48, inciso 4* de la ley N* 39*5. 

Sumario: » El artículo 28? del Código Penal no ha modificado 
la ley de marcas de fábrica ni en sus preceptos generales 
ni en las sanciones aplicables a las usurpaciones mire co- 
merciantes.o fabricantes. 

2* Los términos en que se encuentra redactad» el ar- 
tículo 55 de la ley especial N* 3975 y su espíritu, excluyen 
la aplicación del principio sentado en el fallo que se regis- 
tra en el tomo 151, página 293, según el cual no habiendo 
precepto alguno especial y propio relativo al tiempo en que 
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se opera la prescripción de las multas impuestas a tos in- 
fractores ile las leyes 4363. 3764 y 1 1 .252, a su interrup- 
ción corresponde aplicar el art. 4 y del Código Penal. 

3* Tratándose de la infracción al ari. 48. inciso 4' de 
la ley 397?, sobre marcas de fábrica, la solución que mejor 
consulta ta protección organizada por ella fiara asegurar a 
los industriales, comerciantes y agricultores la propiedad 
de sus marcas, es aquella según ta cual ha quedado elimi- 
na! In de hecho, del testo del art. 55 de la misma la no 
interrupción de la prescripcián por los procedimientos ju- 
diciales, y siendo compatibles en este sistema las prescrip- 
ciones de tres y un años, de la acción penal o civil, que es- 
tablece el art. 55. la prescripción se cumple dentro de aquel 
término, a iiartir .del día de la comisión del delito o de su 
repetición, a menos que el propietario fie la marca, conocido 
aquél, haya dejado transcurrir un año sin intentar la acción, 
en cuya hipótesis Ta duración de la prescripción se reduce a 
este tiempo 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



SENTE NTIA DEL JUEZ FEDERAL 

Bíiedoi Aires. Diciembre 2S de 
Autus y Vistos: Y Considerando: 

l" Otu- |;i Sociedad Anónima \ai Argentina y tos Srcs, Juan 
Sanmnrti, borlarlo Unos, y Cia., Boggiano y Grassía y Batitis c 
Iglesias, acusan a José K. Actttain por infracción al art. 48, inc. 
4" de la ley 39^5, en violación de los derechos que les acuerdan 
tas manas de fábrica números 72.223. 87.575, 7.1.367. 89.356. 
92.378 y 89.922 de la primera; 43.483 y 54.360 del se- 

gundo; y 84:102, 78.000. 90.000 de los demás, respectivamente. 
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Cuyos títulos se encuentran agregados en estas causas, y piden 
se apliquen las sanciones legales, con costas y accesorios. 

2* Que purlieiutr» usarse como marca, los números con tli- 
liujo especial, como lo establece el art. I* de la ley de la materia, 
y estando, a juicio del suscripto, en estas condiciones las impug- 
nadas. curres|mnde desestimar esta exección articulada como 
defensa. 

3P Que con las diligencias practicadas por el Oficial de Jus- 
ticia en cada uno de estos juicios, y con el propio reconocimiento 
del acusado al contestar las querellas y alegar, queda comprolía- 
d<» que éste rellenaba con un producto de su fabricación, enva- 
ses que llevaran la marca auténtica de los querellantes. 

4 V Que el procesado, que no desconoce que tenía conoci- 
miento de las marcas de los actores, fué advertido especialmen- 
te por el telegrama de fs. III, con anterioridad al becho que 
se le imputa, que debía akenerse de usar envases con marca 
ajena. 

5* Que el art. 48, inciso 4» de la ley de marcas de fábrica, 
establece que serán castigados con multa y arresto los que |>on- 
gan a sabiendas sobre sus productos una marca ajena. 

b'> Que esta disposición castiga a los industriales que llenan 
con sus productos envases que ostentan marcas ajenas auténticas, 
hecho que. cuando se trata como en el suh ¡tai ¡ce de liehklas, 
se lo conoce en plaza con el nombre de "relleno" y se realiza, 
tanto en perjuicio del dueño de la marca, como fiel consumidor, 
y en el que la mala fe se presume, salvo prueba en contrarío. Cá- 
■ niara Federal, juicio M. Bercaitz y Cía. contra Juan Fernán- 
dez, 3 de Junio de 1921. 

7 V Que el querellado alega en su defensa, "que en época 
de verano es tan grande el consumo de soda en nuestra Capital, 
que ios envases en un día llegan a vaciarse y llenarse por con-i 
sumo hasta tres y cuatro veces. En tales condiciones son reco- 
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gidos ¡mr los repartidores, que los ttevan a la fábrica, se llenan 
y salen psira el consuma \¿\ clasificación de los envases en tales 
condiciones de rapidez es imposible y lo único que preocupa al 
productor es llenar velozmente el sifón, para entrecrío al con- 
sumo" fs, 35, 

# 

& Que esta circunstancia de que hace mérito la defensa, 
en el sentir del infrascripto no es suficiente para cohonestar el 
hecho delictuoso imputado, pues los derechos de los propieta- 
rios de las marcas, garantidos con sanciones penales, no pue- 
den estar pospuestos a "las condiciones de rapidez" con que sus 
competidores deseen servir a los consumidores, 

9> Que estando comprobada con los elementos de convic- 
ción de que mencionan el & y 4 V considerando, la infracción im- 
putada al prevenido, y no prosperando las defensas aducidas, 
corresponde su condena. 

Cor estas consideraciones y atento lo dispuesto en el art. 48, 
i nc. 4 V de la ley de marcas de fábrica, fallo estos juicios conde- 
nando a José E. Acutain a sufrir un mes de arresto y oblar dos- 
cientos |>esos moneda nacional de multa, pena que se deja en 
suspenso atento lo dispuesto en el art, 36 del Código Penal y lo 
informado por la policía, y pagar las costas del juicio. Publíque- 
se esta sentencia \*>r una sola vez, a costas del condenado en dos 
diarios de Csta Capital. Notifiquese en el original, repóngase el 
papel y ejecutoriada que sea, archívese. 

Miguel L. Jautas* 



SENTE ¡«TA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aire». Julio 10 de 1928. 

Vistos y Considerando : 

Que desde el 9 de Diciembre de 1925, día en que según el 
querellado se comprobó el hecho que motiva la presente causa, 
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hasta la fcha, no ha transcurrido el término de tres años que 
señala el art. 55 de la ley 3975, para que se prescriba la acción 
en delito de esta naturaleza. 

Por ello, así se declara, y en consecuencia, se rechaza la 
prescripción alegada en esta instancia. 

En cuanto al recurso de ablación : Por sus fundamentos, se 
confirma, con costas, la sentencia recurrida de fs. 142, que con- 
dena a José E. Acutain a sufrir un mes de arresto y oblar dos- 
cientos pesos moneda nacional «le multa, pena que se deja en 
suspenso atento a lo dispuesto en el art, 62 del Código Penal y 
a lo informado por la policía. Devuélvase. — Marcelino Esci- 
tada. — T. Artas. — B. A, Xazar Anchorcna. — /, n Luna. — 
José \farcó, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires. Mano 8 de 1929. 

Y Vistos : 

Considerando: 

Que la ley 3975 sobre marcas de fábrica de comercio y de 
agricultura dispone en su art. 55 que "no se podrá intentar ac- 
ción civil ni criminal después de pasados tres años de cometido 
o repetido el delito, o después de un año contado desde el día 
en que el propietario de la marca tuvo conocimiento del hecho 
por primera vez. Los actos que interrumpen la prescripción son 
aquellos que están determinados por el derecho común/' 

Que en la presente querella incoada por la Sociedad Argen- 
tina contra José E. Acutain, de conformidad con lo solicitad* 
por la actora, las sentencias pronunciadas en el juicio han apli- 
cado la sanción penal establecida por el art, 48 de la ley X» 3975 
y no la señalada por el art. 289 del Código Penal, como sería 
necesario para que prosperara la tesis de que el tiempo de pres- 
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crqición de ta acción m el preseriptn por d art. 62. inciso i 1 -' del 
mi-mo cuer|Jo de leyes. 

One. jN)r lo demás, el :irt. 2&) del CVk1íj;<i Penal mi ha mo- 
dificado la ley «le mareas de fábrica ni en sus preceptos gene- 
ralcs ni en las sanciones aplicables a las usurpaciones entre co- 
merciantes •» fabricantes. El citarlo precepto se ha limitado a le- 
gislar acerca de la falsificación de marcas o contraseñas de fá- 
bricas p establecimientos | (articulares exigidos por la ley en cier- 
ta clase de t ra lia jos o de artículos, refiriéndose sin duda, a tos 
casos en «pie el empleo de la marca se hace obligatorio [ior reque- 
rirlo asi necesidades de conveniencia pública (art. 7". ley 3975 í . 
o a las hipótesis legisladas i»or la ley 11,275 (arts. I y y 3*}. pe- 
ro siti comprender aquellos casos, como es el de autos, en que 
el uso de la marca es meramente facultativo para el comerciante 
o el industrial. 

íjue la cuestión riel >at ida en este juicio quería, pues, circuns- 
cripta a saber si en presencia del texto transcripto, la prescrip- 
ción de la acción se ha producido tu» obstante haberse deducido 
la correspondiente demanda mucho antes del vencimiento de los 
términos señalados en él, y |>or aplicación analógica ríe la doctri- 
na sentada por esta Oírte eu el juicio seguido por la Adminis- 
tración General de Impuestos Internos contra Daniel y Vicente 
Espoueys. 

<¿ue el art. 55 establece dos términos para la prescripción 
de Ta acción ]>enal o civil: uno máximo de tres años contados 
desdé el día ¡en que el delito fué cometido ó repetido y otro me- 
nor de un año a partir del momento en que el propietario de lt> 
marca tuvo con* •cimiento del hecho por primera vez. Y es evi- 
dente que esta prese ri]H'ióti anual sólo puede o|x*rarse dentro de 
los tres años señalados comu plazo mayor de prescripción. 

(Jne. el procesado sostiene, invocando en su apoyo la ju- 
risprudencia sentada por esta Corte en el fallo registrarlo al to- 
mo 151. líág. de su colección, que habiendo transcurrido más 
de un año desde la iniciación «le esta causa, esto es, desde que el 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



99 



denuncian^ tuvo conocimiento <ld hecho y suprimida cíe la legis- 
lación ]Hííial ln intemjpdón derivada de la tramitación judicial, 
ia acento se encontraría proscripta mucho antes del momento en 
que J juicio ha llegado al estado de sentencia. 

/ Que. entretanto en el caso de la invocada jurisprudencia 
«pedo sentado como argumento hásico que las leyes espíales 
¿piteadas al supuesto considerando no contenían precepto algu- 
no singular y propio relativo al tiempo en que se operaba fu 
prescripción de las multas, derivándose de esa circunstancia ca- 
pital\ja conclusión de que correspondía aplicar al caso las dis- 
ixjsiciones generales del Código Penal, conforme al artículo ¥ 
que así lo ordena, cuando las leyes especiales no dispusieran lo 
contrarío. 

Que los términos en que se encuentra redactado e¡ art. 55 
de la ley especial N v 3975 y su espíritu excluyen la aplicación 
del principio sentado \¡or aquella jurisprudencia precisamente) 
en razón de la excepción contenida en la última parte del art. 4* 
del Código Penal. Dice e! art. 55 "que no se podrá intentar ac- 
ción civil ni criminal "después de transcurridos los términos que 
señala, lo cual equivale a decir que se "podrá intentar acción 
civil o criminal antes de vencidos tales plazos. La forma emplea- 
da en la redacción del texto ha eliminado de hecho la tesis de la 
no interrupción de la prescripción por los procedimientos judi- 
ciales, al referir expresamente los plazos que señala a la fecha 
■ en que la acción se intenta o se deja de deducir. No se concebi- 
ría, en efecto, que la letra misma del artículo autorizara la de- 
ducción de la acción civil o criminal hasta un día antes de trans- 
curridos los tres años o el año en su caso si aquélla no hubiera 
de tener la virtud de interrumpir la prescripción. 

Que, además, dentro del sistema que atribuye a la demanda 
un efecto interruptivo, amina* prescripciones, la mayor y la me- 
nor, consagradas ]x>r el articulo examinado son perfectamente 
comptibles entre si. La prescripción se cumple dentro de los 
tres años a partir del día de la comisión del delito o de su repe- 
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lición, a menos que el propietario de la marca, conocido aquél, 
haya dejado transcurrir un año sin intentar la acción en cuya 
hipótesis la duración de la presen] «ion se reduce a este tiempo. 
Kn esta concepción legal el conocimiento del hecho delictuoso, 
condición impuesta por el art. 55 para trocarse el término de tres 
aííns en otro de uno, no pílale hallarse constituido por la deduc- 
ción de la demanda ( salvo el supuesto de perención de la instan- 
cia en que aquélla proccsalmente desaparece) , desde que la de- 
manda se toma como punto de referencia terminal en el juego 
de ambas prescripciones. Hl articulo legisla en concepto de que 
no se ha deducido todavía ninguna acción y, |H>r consiguiente, 
no cal>e el evento de que la prescriiírión mayor se convierta en 
la menor por efecto mismo de la demanda, como sucedería i-n 
esta causa si fuera verdadera la tesis del recurrente. 

Que. en cambio, dentro de la tesis de que las actuaciones 
judiciales no interrumpen ta prescripción, el término de tres años 
queda prácticamente suprimido fiel texto legal, desde que la 
interrupción de la demanda presu|xme por su naturaleza mis- 
ma el conocimiento del hecho constituido ]>or la falsificación o 
imitación de la marca, aunque aquélla se haya presentado al día 
siguiente de producido el delito, la prescripción se operaría en to- 
dos los casos al año de comenzada la tramitación del juicio. Vale 
decir, que ln demanda, o sea el medio legitimo «le asegurar la de- 
fensa ile los derechos vinculados a la ley de marcas, se convier- 
te dentro de tal interpretación en una causa de remisión o «le 
perdón para los imitadores o falsificadores al reducir automá- 
ticamente el término de tres años de la prescripción mayor al 
más breve de uno solo. La conclusión dentro de esta tesis ten- 
dría que ser la siguiente: el término para prescribir es de tres 
años mientras no se ejercite la acción, pero si se la deduce, ese 
término se o infunde en cuatro y eso es precisamente lo contrario 
de lo que lógicamente del>e ser y de lo que expresa la letra y 
el espíritu del art. 55. 

Oue las observaciones precedentes demuestran que la deduc- 
ción i\í- la acción penal ha sido expresamente contemplada en el 
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art. 55 como causa ¡nterniptiva de la prescripción, siéndole por 
consiguiente inaplicable la primera parte del art. 4 V del Código 
Penal y la jurisprudencia invocada como antecedente para de- 
cidir esta causa, 

Que esta solución es ciertamente la que mejor consulta la 
protección organizada ]mr la ley 3975 i»ara asegurar a los indus- 
triales, ciiiuercinuti's y agricultores la propiedad tic sus martas; 
Instando recordar para justificar el aserto míe los procesos en 
que se deliaten cuestiones de ese orden son por su naturaleza 
largos y complicados y jn>r con s ¡guien tu de duración mayor que 
el año de tiempo señalado para la prescripción anual. 

Kn su mérito, oirlo ei Señor Procurador (iencral. se confir- 
ma la sentencia apelada en la parte tpie ha podido ser materia 
de] recurso. \'otiíii|uese y devuélvanse, reponiéndose el papel 
en el jugado de origen. 

J. FlGL'EROA ALCORTA. — RoBKKTQ 

Repetto, — R. Guido La valle. 
— Antón m Sacar na. 



Don Antonio Sitares en autos con don Wenceslao Alvares, por 
incuwplimiento de obligaciones. Recurso de hecho. 

Sumario: V La interpretación dada |w>r los tribunales locales a 
sus propias leyes orgánicas y de pnx-edimientos, en lauto 
aquélla no afecte la Constitución, leyes o tratados naciona- 
les, no puede reverse en el recurso extraordinarici que auto- 
riza el art, 14 de la ley 4K 

2* El propósito del art. 18 de la Constitución según t-l 
cual ningún habitante de la Nación puede ser juzgado por 
comisiones especiales o sacado de los jueces designados por 



102 ' FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

la ley antes fifi hecho de la cansa, ha Milu el de protfcxibir 
las leyes ( \r post facto y los juicios por comilones mimbra- 
das especialmente para el caso, sacando al acusado de la ju- 
risdicción |>crniaucnte fie los jueces naturales (vira somc- 
terlu a tribunales o jueces accidentales o de circunstancias. 

Cuso: Lo explican el siguiente: 

FALLO DF- LA CORTE St'PKEM A (l> 

Bueno» Aires, ifarzo 8 de 1929. 

Autos y Vistos : 

Que la improcedencia de la préseme acción resulta, abier- 
tamente, de los términos en que ha sido deducida en el escrito 
que antecede, y de Lis propias citas legales que en ¿1 se invocan» 
confundiéndose la queja sobre constitucional idad o inconsútil- 
cionafidad que legisla el Código de Procedimientos de la Pro- 
vincia (antiguos arts. 340 y 343) con el recurso extraordinario 
del art. 14 de la ley 48. 

Que este último, como todos los recursos de apelación, debe 
deducirse ante el tribunal que haya pronunciado la sentencia que 
se repute definitiva en la forma consignada en el artículo 15 
fie aquella ley. 

Que de la exposición presentada ante esta Corte no consta, 
ni aún se expresa, que el recurso haya sido interpuesto ante el 
tribunal provincial, y en consecuencia, claro es que no lia podido 
>er denegado como fuera necesario para hacer viable la respec- 
tiva presentación directa. 

Que. a mayor abundamiento, y en razón de la insistencia 
con que el letrado que suscribe la queja, de autos ha patrocinado 
a distintos clientes, en casos análogos, procede agregar, en cuan- 
to al fundo de aquélla : 
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Que de la lectura del recurso de hecho que se tiene a la vis- 
ta se desprende que él va dirigido contra una resolución de la 
Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que 
ha determinado la forma en que delw cuni|M»nersc el tribunal de 
2* instancia en el caso &k autos. 

Preténdese <|iie en aquella resolución se ha violado la Cons- 
titución Nacional en sus arts. 18 y 21 y asimismo la provincial y 
las respectivas leyes del estado, sobre integración de las Cama- 
ras de Apelación, 

Que según lo ha declarado constantemente esta Corte en nu- 
merosos fallos, la interpretación dada por los Tribunales locales 
a sus propias leyes orgánicas y de procedimientos, en tanto aqué- 
lla no afecte la Constitución, leyes o tratados nacionales, no pue- 
de reverse en el recurso extraordinario que antori/a la. ley 48, 
l»or cuanto al amparo del art. 105 de la Constitución Nacional, 
las provincias se dan sus propias instituciones y se rigen por 
ellas. (Fallos: tomo 86, |>ág. 324; tomo 94, pág. 35G;'tomo 111, 
pág. 274 y otros ) . 

Que, por lo demás, la garantía directamente acordada a los 
procesados |wr el art. 18 invocado, según la cual ningún habi- 
tante de la Nación puede ser juzgado por comisiones especiales 
o sacado de los jueces designados [>or la ley antes del hecho de 
la causa, aún «lando fuere aplicable al snl> lite, no estaría afec- 
tada según resulta de la propia exposición del recurrente, toda 
ves que la resolución que motiva la queja, sólo ha interpretado, 
igualmente, disposiciones de orden local, sobre integración de 
tribunales dentro de ta magistratura ordinaria. Kl propósito de 
la cláusula citada del art. 18, ha sido el de proscribir las leyes 
e.r posl fáCto y los juicios por comisiones nombrados especial- 
mente pira el caso, sacando al acusado de la jurisdicción perma- 
nente de los jueces naturales, para someterlo a tribunales o 
jueces accidentales o de circunstancias. Fallos: lomo 123. pá- 
gina 82 y los alli citados. 

Que cae l*ajo los misinos principios expuestos, la cueMión 
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de que se hace mérito, relativa a la falta <le condiciones de algu- 
nos magistrados para desempeñar funciones de orden superior 
jerárquico, pues dicha ceustión no puede engendrar caso federal 
alguno, en mérito de lo expuesto en los considerandos anteriores. 

Por estos fundamentos se declara improcedente la queja. 
Notifiquen y archívese, previa reposición del jiapel, 

J. FlGL'EROA AlcoUTA. — ROBEHTO 

Rf.pktto, — R. Gil-ido I. avalle. 
— Antonio Sagakka. 

(1) En la misma fecha la Corte Suprema pnr los ttmdaiiunit* de Es 
sentencia <\m precede, se pronunció en igual sen t i ti > en los recursos de 
hecho deducidos por don Pedrn Escujuri y don Hércules Ferrar» y el 
de don Antonio Torno en autos con el expresado Wci\:cs!ao Alvarcz, 
por cubro de pesos y cumplimiento de obligaciones, résped i vamontc. 



The United Kfacr Píate Tctephonc Cía. Ltta, Unión Telefónica 
contra ta Provincia de Buenos Aires, sobre dci'úfución tic 
dinero, 

Sunutrio: I* Refiriéndose el impuesto establecido por el art. 48 
de la ley de papel sellado que rigió en la Provincia de Bue- 
nos Arres para el año 1897, a todas las sociedades anóni- 
mas establecidas fuera de la provincia, y no estando ta Com- 
pañía The United River Píate, Company Limited Unión 
Telefónica, eximida de impuestos provinciales, ésta no pue- 
de pretender que se te ha aplicado i legalmente el impeusto 
de cincuenta pesos |>or la inspección de las agencias que 
tiene fuera de la provincia. 

Iíl derecho de la Nación o del Congreso para regla- 
mentar las comunicaciones entre las provincias es tan exten- 
so y absoluto, que se convierte ]K»ra el Congreso en el deber 
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de y ¡gii-Iar que el intercambio entre los estados y la trans- 
misión de ideas por cualquier clase de sistema, desde el co- 
reo a caladlo hasta la telefonía, no sea obstruida o estorla- 
da de un modo innecesario por la legislación de los estados. 

3* El vocablo comercio usado en el inciso l v del artículo 
67 de la Constitución, ha sido interpretado en el sentido de 
comprender además del tráfico mercantil y la circulación 
de efectos visibles y tangibles por todo el territorio de la 
Nación, la conducción de personas y la trasmisión por telé- 
grafo, teléfono u otro medio, de ideas, órdenes y convenios. 

4» Es indiscutible la facultad de los estados en ejerci- 
cio del poder no delegado a la Nación para crear graváme- 
nes dentro de sus propias jurisdicciones locales, escogiendo 
los objetos, personas, propiedades, posesiones, franquicias, 
privilegios o derechos sobre que han de recaer aquéllos, 
sin otra limitación que la de su poder legislativo, ni otra 
condición que (a de conformar las contribuciones a ios prin- 
cipios básicos de la ley fundamental de la Nación, único 
punto sujeto a la decisión de la Corte Suprema, ya que la 
apreciación de la justicia o conveniencia de su adopción está 
fuerr de su función legal. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Ettffenofl Aires. Octubre 18 de 1926, 

Suprema Corte: 

# 

El Congreso de la Nación, en uso de la facultad que le con- 
fiere el art. 67, inciso Í2 > 13 de la Constitución, para reglar el 
comercio marítimo y terrestre con las naciones extranjeras y de 
las provincias entre sí y para arreglar y establecer las postas y 
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corren» generales fie la Nación, ha dictado la ley X*> 750 1¡2 so- 
bre telégrafos nacionales y ha incorporado a la misma legisla- 
ción la* empresas de teléfono y radiotelegrafía que liguen un te- 
rritorio federal Cotí una provincia, dos provincias entre si, o un 
punto cualquiera de la Nación con un estado extranjero. (Art. 
1" de la ley Ñ* 440K). 

Kn tal virtud las empresas telefónicas lian quedado someti- 
das al mismo régimen y control, |*or parte de las autoridades 
federales, at t¡ue se encuentra sujeta la explotación de los servi- 
cios telegráficos. 

IV ello infiere la Compañía Unión Telefónica del Río de l*a 
Plata en la presente causa que se tramita originariamente ante 
Y. K. contra la provincia de Buenos Aires, por devolución de di- 
nero, que el expresado control, inspección o fiscalización de sus 
agencias situadas en las provincias ( La Plata, en el caso de au- 
tos), es excluyeme cíe toda intervención fie carácter local. 

En tal virtud, sostiene que un impuesto creado por dicha 
provincia que se le ha cobrado y ha abonado en concepto de ins- 
pección de sociedades anónimas, es contrario a la exención que 
le garante, según ella, las disposiciones preindicadas. 

El referido impuesto, cuya devolución se reclama, establece 
que corresponde |mr derecho anual de inspección de toda socie- 
dad anónima el sello de cien jmísos moneda nacional y el de veinte 
¡«■sos por cada agencia. Cuando éstas pertenezcan a sociedades 
establecidas fuera de la provincia, el impuesto es de cincuenta 
pesos por año. íArt. 48 de la ley respectiva). 

Considero errónea la tesis sostenida |H>r la comj.jañía actora. 

Esta, desde luego, reconoce que en sus relaciones con el 
poder provincial se encuentra sometida al régimen impositivo 
creado por su legislatura. 

Y ;<>i manifiesta que ha alionado impuestos [K>r sus propie- 
dades en concepto de contribución territorial i>or el capital en 
giro. 
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El otro impuesto, que motiva esta demanda, ha sitio crea- 
do COn carácter general ¡jara Mas las sociedades anónimas por 
la inspección a que administrativamente todas ellas deben estar 
sometidas. 

Dicha inspección no puede ser negada a los poderes provin- 
ciales anudo la ajercitan dentro He sus respectivas jurisdiccio- 
nes con referencia a sociedades comerciales que actúan en las 
mismas. , 

I-a ingerencia del poder federal, más de carácter técnico 
que administrativo, que se ejercita en virtud de las leyes 750 1 [2 
y 440S, ya citadas, no es excluyeme. por ello, de la inscción 
local que se ejercita sobre las actividades de sociedad comercial 
de referencia. 

No encuentro en ninguna de las disposiciones de las leyes 
invocadas, que se haya eximido del pago de impuestos locales a 
las empresas telefónicas, como sucede expresamente con tas de 
ferrocarriles en virtud de los arts. 8* de la ley 5315 v l v de la 
ley 10.657. 

La facultad de establecer contribuciones concedida al Con- 
greso Xacional por los incisos 1 y 2 del art. 67 de la Constitu- 
ción, debe entenderse, como lo ha dicho Y. E., en el concepto de 
que no imjwrta una limitación de los derechos de crear impues- 
tos que la misma Constitución acuerda a las provincias, sino 
ipie contiene las reglas y preceptos relativos al sistema impositi- 
vo que la Nación. j«*r medio del mismo Congreso, debe poner 
en práctica para los fines generales fiel Gobierno. 

t W lo demás, lo dispuesto en el art. II de la ley 750 1|2, 
aplicable a las empresas de teléfonos en virtud de lo dispuesto 
en el art. 1" de la ley \> 4408, de que en ningún caso los poderes 
públicos tle las provincias podrán intervenir en los servicios de 
los telégrafos nacionales, delje, a mi juicio, entenderse relacio- 
nado únicamente con el contralor que corresponde al Gobierno 
Nacional exclusivamente ejercitar sobre dicho servicio público, 
es decir, sobre instalación de lineas telegráficas o telefónicas, 
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su funcionamiento y tarifas respectivas, pero sin que ello oliste 
a que una sociedad comercial particular como la acto ra. que ex- 
plota dicho servicio público como pudo dedicarse a la de otro 
cualquiera ]<irttcu!ar. quede sujeta, por ratón de sus propio ca- 
rácter comercial, a las cargas o imposiciones que se establezcan, 
no especialmente sobre el funcionamiento de telégrafos o telé- 
fonos, sino sobre las actividades comerciales de las sociedades 
anónimas en general, por la autoridad local del territorio en que 
éstas se desarrollan. 

Fur lo expuesto, soy de opinión que corresponde declarar 
que el impuesto impugnado no afecta las garantías constitucio- 
nales y legales que se invocan. 

Tal es mi dictamen. 

Horado R. Larrcta. 
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Buenos Aires, Marzo 8 de 1929. 

Vistos : 

Resultando: 

- 

<JiH' a fs. 32 se presenta don Adolfo Orma (hijo ) por The 
L'nitcd Kiver Fíate Comiiany Lmited, Unión TeK-fónica, enta- 
blando demanda contra la Provincia de Buenos Aires por devo- 
lución de quinientos cincuenta pesos moneda nacional, importe 
de un impuesto indebidamente cobrado, más sus intereses y las 
costas tlel juicio. Acompaña, poder suficiente, el contrato de 
concesión fiel Gobierno Nacional y la escritura de protesta con- 
tra e! iiago de la referencia. 

Fundando la desmanda la actora dice, en síntesis: que ha 
sido obligada a pagar el impuesto creado ]»r la ley de sellos co- 
rrespondiente al año 1917, art. 48, |x>r derecho anual de ins- 
pección de tuda sociedad anónima, en la parte que se refiere a 
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las agencias locales de las establecidas fuera de la Provincia, 
Que la Unión Telefónica no está al alcance de aquella disposi- 
ción, por hallarse regida en su constitución \x>r una concesión 
nacional y por tas leyes 4408 y 750 1(2, que equqjaran sus ser- 
vicios públicos a los del telégrafo nacional, |»r tratarse de bie- 
nes de comunicación alámbrica de carácter insterprovinciaL 

I-a conducta de la actora en la situación planteada ha sido 
concretada por ella misma en los siguientes términos; "El servi- 
cio telefónico de nuestra compañía, dice en una circular a sus 
agencias, está basada en una concesión del Gobierno Nacional, 
acordada en virtud de dis|iosiciones claras de leyes federales; 
está sometido a la jurisdicción nacional, y vigilado por las auto- 
ridades que aquellas leyes y sus decretos reglamentarios hayan 
creado o creen en adelante. Solo esas autoridades pueden ins- 
peccionar sus oficinas, técnica o administrativamente y, por tan- 
to, ninguna otra autoridad debe intervenir en tales oficinas, ni 
en el servicio telefónico en general, pues su intervención, o se- 
ria inútil, por repetida, o contradictoria con la nacional, en cuyo 
caso no podría ser obedecida. Y si no hay inspección porque no 
puede haberla, tam|ioco del* halier impuesto, sólo explicable por 
aquélla." Agrega, la empresa, en consecuencia de lo expuesto, 
que es el caso de aplicar los principios generales de nuestro go- 
bierno, referentes a Tas relaciones entre la autoridad nacional y 
las Provincias, entre las materias reservadas a una y a otras, 
y por tanto, los que se desprenden del art. 67, incisos l y 13 de 
ta Constitución Nacional, en cuanto declaran atribución del Con- 
greso la de reglar el comercio "de las Provincias entre sí" y 
"establecer las postas y correos generales de la Nación." Estos 
principios, continúa ta actora, invocando jurisprudencia de los 
Estados Unidos deben ser respetados por las provincias autó- 
nomas, en virtud de lo dispuesto en el art. 31 de la Constitución 
Nacional, y la ley o el impuesto local impugnado importan su 
violación, por todo lo cual debe ser condenada la Provincia a de- 
volver la suma demandada y pagada en concepto de inspección 
y multa por el año 1917, "impuesto de inspección que es contra- 
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diemrio con lus leyes 750 I 2. +40S y crni los incisos 12 y I3j 
de! art. f>7 «ir la Coi i-i i (lición Xacional. 

Que habiéndose acreditado el fuero y "la jurisdicción origi- 
naria de ola Corte y corrido i-1 tra-lado «Ir ley «U- la demanda, 
esta íné contestada a fs* 4M por él re] ame otante legal de la Pro- 
vincia ile Buenos Airas. IVira su mejor ei imprensióu se transcri- 
ben lo* puntos pertienentes del escrito respectivo. 

■O art. 4S de la ley de 1<>17. única aplicable al caso fltf 
/Wiiv, halila (U- "inspección de Inda sociedad anónima y de so- 
ciedades (con agencias en el .territorio dé la provincial estable- 
cidas en él." "I-a Cnión Telefónica es una sociedad anónima 
con domicilio fuera del territorio provincial y fon acucias 
en la provincia. Como tal sociedad anónima básete aplicado la 
lev pcrtieucntcmeute." I*a Cnión Telefónica |Htr razón de la 
íutieióii inte ejerce. regida por ta ley federal, pero en cuanto 

sociedad anónima debe soportar la carpí impositiva que la ley 
provincial determina. I-i actora confunde la unidad con la dua- 
lidad de su jiersmia: su naturaleza propia con su función esix>- 
cifiea, de tal manera míe su entidad, reducida y circunscripta a 
esa función, excluye su carácter económico privado." "¿ l*"n que 
ártico. ■> del contrato (el de concesión ) figura la exención de im- 
puestos provinciales? ¿Cree la Unión Telefónica, que eu virtud 
de una concesión en que la l'roviucja nu ha sido ni podido ser 
parte, desaparece toda relación, todo vínculo jurídico administra- 
tivo con el estado a cuyo amparo trafica? Kl impuesto discutido 
no recae sobre la función de la Unión Telefónica, agrega, el re- 
preseutante de la provincia, sino sobre el resultado de la misma, 
inspecciona los libros de la Cnión Telefónica citmo inspecciona 
las ríe cualquier sociedad anónima, pero aún cuando dicha ins- 
pección fuera de carácter técnico para garantir la seguridad pú- 
blica, la facultad provincial para ello estaría amparada por el 
articulo 101 de la Constitución. ( J Jebe entenderse 110). Termina 
el escrito de ta demandada solicitando el rechazo de la acción, 
con cosías. 
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Que abierta la cansa a pruel«a a ís. 52 vta., se produjo la 
solicitada i>or la adora y agregados el alegato & f* £1 y el dic- 
tamen del Señor I 'mcunuíor í K-m nil de ís. r,7, se llamaron autos 
]>ara definitiva a K (& vía., v 

Considerando : 

, Que no habiéndose controvertido en autos cuestiones de he- 
cliij. coirwiWttde examinar esta causa solamente bajó el concep- 
ta de los argumentos de orden legal y constitucional en une se 
ínnda la demanda, rebatidos, en manto a su alcance, ]*yr ta con- 
testación. 

Que la collísima actora ha sostenido la inconstitucionaíidad 
del art, 48 de la ley de ]*pcl sellado que rigió en la Provincia 
de Buenos Aires para ti año 1917. referente a la inspección de 
sociedades anónimas, en la parte que le afecta y se relaciona 
con el impuesto de cincuenta |iesos por la inspección de las agen- 
cias de sociedades anónima'. establecidas fuera de la provincia, 
toda vez que explotando La Unión Telefónica un servicio público 
de comunicaciones, sometido a la jurisdicción nacional en virtud 
del carácter de su concesión y de las leyes nacionales 750 1 2 y 
4408 que la rigen exclusivamente, se halla exenta de todo gra- 
vamen provincial concerniente a la msjweción técnica o adminis- 
trativa de la misma, pues estas funciones corresjwmden a la Na- 
ción en uso de las facultades para reglar el comercio interpovm- 
cial y las postas y correos que la Constitución acuerda al Con- 
greso en su art. (J, incisos 12 y 13. 

Que la demandada arguye, en favor de la legalidad del an- 
puesto que éste no gTava la función directa o el objeto de la eo- 
mun ¡cationes telefónicas COtno servicio público de carácter na- 
cional, sino las actividades comerciales que la empresa desarro- 
lla dentro de la provincia, como sociedad anónima que explota 
aquel servicio público y obtiene las utilidades corres|M.ndientes. 
Que aún cuando no se ha definido en autos cuál es el fin prác- 
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tico de la iiisiwcción origen del impuesto avocada, es lo cierto 
que la actora manifiesta que sus agencias no son ni han sido 
insi»eecionadas por empleados de la Provincia, pero reconoce que 
sus libros son examinados \*tr éstos en la ciudad de Ltucnos Ai- 
res, cotí motivo del impuesto al capital en giro, y la demandada 
ha expresarlo que a dicha inspección se refiere la contribución 
exigida por el art. 48 citado. Pero sea cual fuere el motivo de 
dicha medida prevista ]ior la ley local, la actora no ha pro! «do. 
ni siquiera afirmado, en qué manera ella sea perturhadora del ré- 
gimen nacional vigente |iara las comunicaciones telefónicas inte- 
restadualcs. aún. cuando sea evidente que éstas s;í desenvuelven 
cuno corres] Hinde al amparo de leyes dictada* dentro de la fa- 
cultad propia del Congreso ¡>ara reglamentar el comercio entre 
las Provincias (art. 67, inciso 12, Constitución Nacional). 

Que, en consecuencia, y no estando la compañía eximida 
de impuestos provinciales, no puede pretender que se le ha apli- 
cado ¡legalmente el impuesto de que se trata, toda vez que él 
se refiere a todas las sociedades anónimas establecidas fuera 
de la provincia, entre las cuales se halla comprendida la actora. 

<Jue lo expuesto anteriormente no importa desconocer el 
derecho de la Nación o del Congreso |iara reglamentar las comu- 
nicaciones entre las Provincias, sino resolver que en el caso, di- 
cho derecho tu» ha sido violado pc>r ta legislación local atacada, 
y cabe asegurar, ]Ktra evitar torcidas interpretaciones, qne aquel 
derecho como lo enseñan los maestros y la jurisprudencia, es 
tan extenso y ahsoluto, que se convierte j»ara el Congreso en el 
deher de vigilar que el intercambio entre los estados y la tras- 
misión de ideas por cualquier clase de sistema, desde el correo a 
cal alio hasta la telefonía, no sea obstruí tía o estorbada de un 
modo innecesario por ta legislación de los estados. (Cooley, De- 
recho Constitucional. Reglamentación del comercio, pág. 60). 

( hu- es cierto, como se afirma |>or el actor, que el vocablo 
comercio usarlo ptít la Constitución Americana igual al de nues- 
tro inciso 12 del art. 67, ha sido interpretado en el sentido de 
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comprender además del tráfico mercantil y la circulación de 
efectos visibles y tangibles para todo el territorio de la Karión. 
la conducción de tusonas y la trasmisión por telégrafo, teléfo- 
no u otro medio, tle ideas, órdenes y convenios. 122. U. S.» 347. 
KI poder para recular el comercio así comprendido es la facul- 
tad para prescrihir las reglas a las cuales aquél se encuentra so- 
metido y su ejercicio corersiionde al Congreso de la Nación de 
una manera tan completa como podría serlo en una |aís de ré- 
gimen unitario. 

One con ese punto de finida y en relación a la facultad 
inqiosttiva tle los estados acerca de las empresas o colacio- 
nes dedicadas al tráfico interestadual. el recom «cimiento o la ne- 
gación de tal facultad se ha fundado en una distinción consis- 
tente en saber st el derecho fiscal en cada caso comuna o no 
en sus fines o en su aplicación una regulación del comercio. Y 
así en el juicio pitido por la Postal Telcgraph O versiis YYirt 
Adam (155 U. S. Ú8#) se expreso lo siguiente: "Es doctrina 
establecida que donde por vía de derechos fiscales sobre el trans- 
jtorte tle los objetos de! comercio interestadual, o sobre las en- 
tradas derivadas de él. o sobre la ocupación o negocios para lle- 
varlo a término, una tasa es levantada por un estado sobre el 
comercio inte restad nal, esa tasa conduce a una regulación de tal 
comercio y no puede ser admitido. Pero la propiedad en un es- 
tallo perteneciente a una corporación sea extranjera o doméstica, 
dedicada al comercio exterior o interestadual. puede ser objeto 
de impuestos o tle un derecho establecido sobre la propiedad de 
la corporación dentro del estado y puede tomar la forma tle una 
tasa |wr el privilegio de ejercer sus franquicias dentro del estado 
a condición de que el monto sea fijado en el hecho sobre el valor 
de su propiedad situada dentro del estado (la exacción, sin em- 
Itargo. no debe exceder la cantidad que puede ser directamente 
imponible sobre ella; y si además el pago no es condición previa 
al derecho de realizar las operaciones y su percejK-ión queda li- 
brada a los medios ordinarios para el colín* del impuesto. 
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corporación participa así de las cargad del Gobierno lu- 
jo cuya protección conduce sus operaciones, mientras el comer- 
cio intercsuidual no es en si mismo restringido o limitado. Véase 
fiHj&oh i >n Intestate Conimcrce, pág. 49. 

Que la doctrina Úé este fallo es de estricta aplicación ni 
caso de autos. 

Que, por otra partí-, y |«ira consolidar principios Insta* 
de nuestro sistema de gobierno, conviene recordar que es indis- 
cutible la facultad de los estados tu ejercicio del poder no dele- 
gado a la fíación para crear gravámenes dentro de sus propias 
jurisdicciones locales, escogiendo los objetos, personas, propie- 
dades, posesiónese franquicias, privilegios o derechos sobre que 
han dé recaer aquéllos, sin otra limitación que la de su [xuler 
legislativo, ni otra condición que la de conformar las contribu- 
ciones a los principios básicos de la ley fundamental de la Na- 
ción, único punto sujeto a ta revisión de esta Corte, ya que la 
apreciación ríe la justicia o conveniencia de su adopción está fue- 
ra de su función legal. (Doctrina. Fallos: tomo 95, pág. 327 y 
otros). 

Que la impugnación del impuesto fttb lite, carece de justa 
ba<*e Unjo el punto de vista de que él puede ser violatorio de las 
atribuciones del Congreso para reglar el comercio o los correos, 
pues eonni se ha djcln». la provincia al establecerlo no se ha in- 
miscuido en el régimen legal de la compañía telefónica, y no se 
adviene y tampoco se ha dicho que aquel ¡t;ra\ , amcn tenga ca- 
rácter desproporcionado o eoufiscatorio, capaz de impedir o tra- 
bar el intercambio de comunicaciones. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Señor Procurador General, no se hace lugar a la -demanda, 
sin castas, en atención a la naturaleza de la cuestión debatida. 
Nuiifíquesc y previa re|H>sición del papel, archívese. 

J. FlGUEROA ALCÜRTA. — KoBKKTO 

Repetto. — R, Orino I- a valle. 
— Antonio Sacar na. 
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Ihm Imé Blaurhi (su sucesión) contra la Provincia de Mendo- 
za, sobre Uiconstkurionaiidad de impuesto y devolución de, 
dinero. 

Sumario: t« Es prueba suficiente dr hafwr sido protestado el 
cnl .ni de impuesto, las copias de los telegramas en que ella 
fué formulada y los avisos de entrega de los mismos por la 
respetiva oficina de Correos, concordantes, además, con los 
recibos de expedición. 

2> Tratándose del mismo gravamen, la protesta formu- 
lada una vez tiene valor para los pa K os posteriores, sin ne- 
cesidad de renovarla ni mencionarla. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires. Marín 11 de 1««9. 

Y Vistos: los del juicio instaurado ix>r don Carlos lÜaudii 
y la sucesión de José' Bianchi contra la IWinctR ríe Mendoza 
por inconstitucioualidad de impuestos y devolución de dinero, de 
cuyas constancias 

Kesulta : 

Don Ramón Guevara con representación bastante de los se- 
ñores Bianchi se presenta en 2 de Mayo de 1927 (fs. 24). y mani- 
fiesta: Oue demanda al pífenlo de la l'rovineia de Mendoza 
por inconstitucional ¡dad de los impuestos míe las leyes 758 y 
759 de esa provincia crearon sobre la uva y por devolución de 
la suma de $ 24.907.41, |»agada por sus representados por esc 
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concepto .con más sus intereses y las costas ríe! juicio. Con los 
recíhos que acompaña comprueba que \vjt una de las cosechas tle 
1920, 22 y Él, pagaron los Htauchi. confonne a los arts. U de la 
ley N v 758 y 19 de b ley X* 759, la suma f|ue reclama. Al rea- 
lizar los pagos o suscribir jugares por el importe de la uva de 
cada Cfeccha se hicieron tas protestas necesarias |>or cartas te- 
lelcgrama» dirigidas al Poder Ejecutivo de la provincia, de las 
(pie acompaña copias firmadas por el Correo en lo referente a 
las cosechas de 1921 y '" nanif estando que en el Corren 
deben existir las corres, es a 1920 y 22. Como la ley 

X v 758 autorizara al Gol e Mendoza a realizar obras de. 

ci H iperacióu o fomento in . vitivinícola, en términos tales 

que convenia al Kstado en indu.-.'ial competidor o contra lador 
de las actividades privadas, en grado excesivo, le autorizó tam- 
bién a emitir obligaciones para cuya amortización e intereses se 
creó el impuesto de diez centavos por quintal métrico de uva que 
-c CMMvtiara en la provincia fart. 1.1). quedando facultado el 
Kjecntivo |\ira reducir ese impuesto a medida que lo permitie- 
ran otros recursos previstos fart, 14). Dicha ley no fué cumpli- 
da en sus fines, |tero el impuesto se cobró y el mismo día se san- 
cionó la ley X* 75°. que declara derogados los arts. 10, 15, 16. 
17. 18, \9, 22 y 23 ile la ley 703. con i prendí di>s en la incons- 
titucioiialidad declarada por esta Corte, y crea un impuesto al 
vino para solventar obligaciones contraídas ¡>or el gobierno por 
compra de uva que podía también vender por su cuenta, para 
crear seguros .fijar el porcentaje de vino que ha de entregarse 
al consumo por cuotas proporcionales a la existencia de cada 
IxKlega: y finalmente, dicha ley autoriza a la Comisión de Fo- 
mento Industrial V itivinícola que organiza, para imponer una 
contribución extraordinaria que gravara la producción hasta el 
12 1¡2 por ciento y un peso por cada hectolitro de capacidad tle 
las I * niegas que no elalwren durante c| año, 

pstn curte declaró la inconsiitucioualidad de la ley 7(U. pi ro 
las leyes 7ÍS y 75^ con que se la reemplazó adolecen de los mis- 
mos defectos frente a la Constitución en sus arts. 14, 16, 17 y 
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28. porque han constituido un monopolio que afecta la (Hurtad 
<íe trabajar, comerciar, ejercer industria lícita y viola la igual- 
dad de los inqjuestos. 

Corrido traslado de ley a la provincia demandada, se noti- 
ficó a ésta en 22 de Septiembre fía. 31 vta.) y previa ta rebel- 
día debidamente acusada (fs. XV. contestó en 4 de Noviem- 
bre Tís. 34), diciendo su apoderado Dr. Dalmiro Terán: Que 
"no habiendo conseguido instrucciones de su mandante, no pue- 
de reconocer ni desconocer la veracidad de los hechos articula- 
dos en la demanda ni tampoco la autenticidad de los documen- 
tos ad juntos a la misma'*, remitiéndose a la prueba. "En cuanto 
a las leyes impugnadas de inconstitucional idad y a los argu- 
mentos legales aducidos en su fundamento, debo manifestar, di- 
ce, que como tal declaratoria de inconstitucionalklad ha sido for- 
mulada en diversos fallos de V. E. mi parte se allana a tal decla- 
ratoria por cuanto no tiene refiaros legales que aducir en su de- 
fensa." 

La parte actora produjo la prueba que juzgó conveniente a 
sus intereses, y ambas alegaron sobre su mérito a fs, 63 y 70. 

El Señor Procurador General manifiesta que ante el reco- 
nocimiento de inconstitucionalidad debe hacerse lugar a la de- 
manda, pero solo por $ 2.911.38 que es la única suma de cuyo 
pago se acreditó protesto (fs. 72). 

Llamados autos para definitiva en primero de FebrtTo, que- 
dó ta causa para sentencia ( f s. 72 vta. ) y 

Considerando : 

Que reconocido el carácter inconstitucional de fas leyes 75K 
y 759 de la Provincia de Mendoza, en cuyo cumplimiento paga- 
ron los señores Rianchi los impuestos cuya devolución reclaman 
en estos autos, queda sólo por averiguar si se ha probado el fw- 
go de las cantidades que se reclaman, y la protesta que debió 
formular conforme a la jurisprudencia de esta corte. Fallos: to- 
mo 131, pág, 219. 
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Con los recibos de fü. 1 a 15 y con el informe prmlncidn 
por ta demandada a fs. 59, queda plenamente demostrado el pri- 
mér extremo dé la cuestión precedentemente mencionada, es de- 
cir, los señores Biaiiclu pagaron pop concepto de impuestos eon- 
fofinie a las leyes 758 y 759 las sumas cuya devolución reclaman. 

En cuanto a las protestas, las copias de los telegramas re- 
comendados corrientes a ís. 17 y 51, con los avisos de entrega 
otorgado* \mít la Oficina de Correo;, de .Mendoza de ís. 41 a 42, 
concordantes además con los reciltos de exi>ed¡ción de ís. 43, 
M>n pruclia suficiente de t|tte en Xovietnbre 4 de 1921 y en 
Diciembre 7 de 1 ( .>23 ellas se íunnularon contra el cobro de los 
aludid' is impuestos ¡mr considerarlos inconstitucionales, reser- 
váronse el derecho de pedir devolución, lis cierto que la copia 
del telegrama de fs. 17 no pudo ser autenticada por la Dirección 
General de Correos y Telégrafos por destrucción del archivo co- 
rrespondiente a ese a fio y otros ( informe de ís, 53 J. pero ella 
lleva el sello fie la < íficina de Recepción ( Plumerilla, Mendoza) 
v coincide con el avKu o acuse de recitm de la Oficina Receptora, 
la cual manifiesta que el telegrama fué entreoído al interventor 
de Mendoza ( fs. 41 í, y con el rccilio de la ( Jfieina de Expedi- 
ción ( fs. 4éy. Xinguuo ele esos documentos ha sido argüido de 
falso. La sana critica indica su aceptación como plena prueba, 
tanto nías cuanto que la demanda fué contestada en furnia eva- 
siva contrariando el art. 86 de la ley 50 con la lógica sanción 
que el mismo establece. 

Conforme a lo resuelto en el ya citado fallo del tomo 131. 
pág. 219, confirmatorio de los de lo> tomos 1Ü2, pág. 122 y tomo 
103. pág. 432, tratándose del mismo gravamen la protesta formu- 
lada una vez tiene valor para los |>agos posteriores sin necesi- 
dad de renovarla ni mencionarla y, en consecuencia, todos los 
gagos desde el 4 de Noviembre de 1921 en adelante (fs. 3, 5. 7, 
9, 11, 13 y 15,. están bonificados por la protesta de aquella fe- 
cha primera. 
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Que respecto del pago de impuestos por 1^20 que certifica 
el recibo de fs. 1, el actor no ha atinado prueba de protesta de 
ninguna cíase y como los fallos recordados establecen que la pro- 
testa no tiene efecto retroactivo, debe descontarse de las sumas 
reclamadas en concepto de devolución. La de siete mil ochocien- 
tos dieciocho pesos con cuarenta y cinco centavos. 

IW lo expuesto se resuelve: Declarar inconstitucional las 
leyes números 758 y 759 de Mendoza en la jiarte qne fueron 
materia del juicio y que en su consecuencia la demandada debe 
devolver a los actores en el término de diez días, la suma de diez 
y siete mil tn-henta y ocho |iesos con cincuenta y ocho centavos 
moneda nacional con más sus intereses a estilo tlel Banco de la 
Nación Argentina desde el día de ta notificación de la demanda, 
sin costas, por no IihImt proliado y obtenido los actores todo lo 
que demandaron. Ñotítíguése y repuesto el pa|*'l, archívese, 

J, FlGl'EKOA A.LCOJITA. — Roherto 
RePETTO. — R. tít'íDO L\VALI.E. 

— Antonio Saí:arna. 



Don Pedro f. Bt'm cmtto, solicita su inscripción en la mil natía 
de abogados. 

Sumario: 1* Procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 48, contra una resolución de las Cámaras de Apelaciones 
en lo Civil de la Capital, reunidas en tribunal pleno, que 
no hace lu^ar a la inscripción en la matrícula de abogados, 
solicitada a mérito de lo establecido en los arts, 14, 19 y 28 
de la Constitución. 

m derecho de enseñar y aprender, como todos los 
demás que acuerda la cláusula constitucional aludida, no es 
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un derecho ilimitado y .insoluto, sino sometido en su ejer- 
cicio íi las restricciones legales que lo reglamenten sin al- 
ctrar su espíritu. 

3'' Si bien la ley 1597 sobre Universidades Nacionales 
ni» es especialmente reglamentaria de la profesión de abo- 
gado, la comprende, sin posible lugar a duda, entre tas pro- 
fesiones científicas a que se refiere. 

4' Las facultades de las Cámaras de Apelaciones en lo 
Civil en lo concerniente al juramento e inscripción en su 
matrícula, derivan de la interpretación y aplicación de leyes 
Incales, de forma que esta Corte no puede revisar por vía 
del recurso extraordinario. (Constitución, art. 1167. inciso 
11 : ley K» 4& artículo 15). 

( uso : Lo explican las piezas siguientes : 

VISTA DEL FISCAL DE CÁMARA 

Bw.iu> Aires, Abril 30 de 1928. 

Exma. Cámara: 

La inscripción en la matricida de alagados que solicita el 
peticionante, con el certificado de estudios que acompaña, es im- 
procedente, porque tal certificado no lid sido expedido por auto- 
ridad nacional competente, ni resulta del mismo que se le haya 
otorgado el diploma de abogado necesario al efecto. 

Y. E, tiene resuelto por acordadas dictadas por el tribunal 
y en ejercicio de las facultades de Superintendencia conferidas 
por ley, exigir el cumplimiento de requisitos previos al ejercicio 
de la profesión de alxigacia, como ta presentación del diploma 
universitario habilitante, el juramento y la inscripción en la nta- 
I nenia, euyn cunipliinieiitn m bien no está regida jxir ley espe- 
cial, surge implícitamente de las disposiciones del C de Proce- 
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dimiemos (art. 62). que autorizan a V. E. a aplicar a los casos 
sometidos a resolución del tribunal, a falta de un texto legal ex- 
preso, principios generales de derecho y disposiciones de legisla- 
ciones anteriores que están en vigencia desde que no han sido de- 
ntadas, sino en cuanto fueren contrarias al Coligo vigente < \r- 
tícnlo 814). 

Es así como V. E. y la Suprema Corte de Justicia Nacional, 
han admitido en reiteradas resoluciones dictadas en casos análo- 
gos al presente, la legalidad de las exigencias del tribunal sobre 
el particular, invocándose la ley 1», tít. 16. partida 3* y dese- 
chando las cuestiones de inconstitucionalidad que han pretendido 
invocarse en su contra, a base de considerar violatorio de tas 
garantías consagradas en la Constitución Nacional sobre libertad 
de trabajar y de ejercer toda industria licita, de enseñar y apren- 
der y la de inviolabilidad de defensa, consagradas en los arts. 
14 y 18. fundándose el tribunal en que, el reconocimiento de ta- 
les derechos tiene el límite que la misma Constitución le señala 
cuando dispone que ha de ser "de conformidad a las leyes que 
reglamenten su ejercicio ( Resolución de ta Cámara, Abril 18 de 
1896, tomo 88, pág. 397 y decisión de ta Suprema Corte de 
justicia Nacional del I» de Setiembre de 1K96, en el tomo 65, 
] ►agina 58). 

Ahora bien, en la Matrícula de Abogados se inscriben los 
diplomas de los que tienen título que tos habilita para el ejercicio 
de la profesión, f>ero el recurrente no presenta título alguno, si- 
no un cerificado de la Universidad Católica de Buenos Aires, 
que no es oficial y que no está tampoco autorizada para expedir 
diplomas para el ejercicio de ninguna profesión liberal que, por 
la ley N> 1597. del 25 de Junio de 18*5, ha sido conf crida "ex- 
clusivamente" a las Universidades Nacionales. (Art. 1, inc. 1»). 

No puede alegarse que ello vulnera la liWtad de enseñar 
y aprender que consagra ta Constitución Nacional, tan reitera- 
damente invocada a su favor por el peticionante, porque en opor- 
tunidad análoga a la presente se dijo que ta reserva del Estado 
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para juzgar por sí las pruebas rlc suficiencia y otorgar títulos 
profesionales, no vulnera el derecho tic aprender y enseñar, des- 
de que sn reconocimiento no importa a la vez, el dereelio a i|tte 
se apruebe lo que se enseñe 16 que se aprenda, 

Kn virtud de estas consideraciones y dando por reproducido 
mi anterior dietáinen, no estando t-1 [>ctici< oíante en las condicio- 
nes re* j neridas para obtener la inscripción tute pretende en la 
matricula de alagados, corresponde así declararlo, no haciendo 
lugar a su petición- 



SENTENCIA DE LAS CÁMARAS CIVILES UE APELACIONES EN PLEXO 

Buenos Aires. Octubre ll> de 1928. 

Considerando : 

(Jue en todo el territorio sujeto a la jurisdicción nacional, 
como en el del dictrtto de lo Capital donde el H. Congreso actúa 
como legislatura local, sólo pueden eximí ir diplomas para el ejer- 
cicio de las profesiones liberales ¡as universidades nacionales. 

<Juc ello resulta expresamente de lo dispuesto por el art. 67, 
inciso 10 ile la Constitución Nacional y de la ley jfí» 1597 (art. 
l \ inciso A" i < [u<l- reglamenta aquella disposición de acuerdo con 
lo establecido jntr el art. 14 de la misma Constitución. 

(Jue esle iril tunal exige, en consecuencia, para el ejercicio 
de la profesión de aiwgado, la previa inscripción en ta matricula 
de abogados nacionales, en virtud de facultades cuya legalidad 
y constitución Ti dad lian sido declaradas en los fallos que se ci- 
tan. Huno 86; pág. de su colección y tomo 65, pág. 5S de la 
G S, X. 

Une las exigencias establecidas para la inscripción se ajus- 
tan a lo dispuesto en las prescripciones legales citadas. 
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Que la Universidad Católica no se halla como institución 
privada dentro de las disposiciones constitucionales y legislati- 
vas que rigen el caso, y nada abona en favor de lo solicitado 
por el recurrente (jue se le haya otorgado personería jurídica, 
pues pueden nlitencrla todas las asociaciones que tengan fines 
útiles (art. S3 r inciso 5» del Código CiviT). 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Fiscal de Cámara, 
no ha lugar; téstese por secretaria los párrafos marcados con lá- 
piz azul y hágase salwr al peticionante que debe guardar estilo. 
Kep. los sellos. — C. Campo. — SaivaL — Srttilhsa. — n cra.— 
Colmo. — I'cdia y Mitre. — Tobat. — Ante mí : iorge Saute. 



DICTAMEN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1928. 

Suprema Corte: 

Las Cámaras de Apelaciones en lo Civil de la Capital de la 
Nación han denegado a don Pedro Y. Benvemtto.su inscripción 
en la matrícula de abogados, en raaón de no presentar éste titulo 
expedido por autoridad nacional, sino el que le ha otorgado la 
Universidad Católica de Buenos Aires. 

El ^peticionante ha invocado en su favur cláusulas constitu- 
cionales que, según él, con relación a éste caso, lo amparan en 
cuanto, <Iando validez a su diploma, ellas garanten la libertad de 
enseñar y aprender. 

!*a resolución contraria a las garantías federales aludidas 
hace procedente el recurso extraordinario de apelación que se 
ha interijucsto, invocando el art. 14 de la ley v que ha sido 
concedido (S. C. N. 136 : 475). 

En cuanto al fondo del asunto : es innegable la facultad que 
los tribunales locales tienen de reglamentar el ejercicio ante ellos, 
de la profesión de abogado (S. C. N. 65 : 58), y dé negar a éstos 
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su inscripción en la matrícula cuando, como en el raso de auto*, 
no se presentan títulos expedidos por ta Universidad Nacional, 
única que en los términos del art. I», inc. 4 V de la ley N* 1597 
expide "exclusivamente, hs diplomas de las rcspcctíi'os profe- 
siones cient if ivas. 

IW ello y por los fundamentos de la vista fiscal de fs. 38 y 
de la sentencia recurrida de fs. 45, pido a V. E. se sirva confir- 
mar esta última en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R, Larreta, 
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Buewis Aires, Marzo 15 de 1929. 

Y Vistos: Los venidos por recurso extraordinario, de la re- 
solución de las Cámaras de Apelaciones en lo Civil de la Ca- 
pital, reunidas en tribunal pleno, por la que no se liace lugar a 
Ja solicitmd de don Pedro Y. Itenvenuto. de que s£ le reciba el 
juramento de ley y se le inseriría en la matrícula de ahogados, 
pedido que funda en título emanado de la Universidad Católica 
de Buenos Aires. 

* * 

" ■ ? I 

Y Considerando: 

One no oNstante constituir el $ut> lite un caso de superinten- 
dencia del resorte directo del (rihunaf ir quo. el recurso concedi- 
do es procedente en ra/órt de que la inteligencia atril mida jnir 
la disposición arlada a las cláusulas constitucionales invocadas 
por el recurrente, és contraria a la validez del título y derecho 
que fundados en dichas cláusulas han sido materia de la solicitud 
en que ha recaído la denegatoria de que se trata íley 48. ar- 
ticulo 14, inciso 3*). 

Que, en consecuencia, procede establecer que en lo relativo 
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al fondo de la cuestión, ésta se limita eti la presente instancia 
extraordinaria, a determinar sí han sido o no debidamente inter- 
pretadas como fundamento de derecho invocado y en su aplica- 
ción al caso, las disposiciones constitucionales y legales de que 
se ha hecho mentó en el trámite de la gestión resuelta. 

Que en síntesis, a la petición del recurrente -se le asigna por 
éste, como base fundamental, el art. 14 de la Constitución en 
concordancia con los artículos 19 y 28 de la misma, en cuanto 
consagra el primero el derecho de enseñar y de aprender, y en 
tanto preceptúan los segundos que tal derecho no puede ser al- 
trado por las leyes reglamentarías de su ejercicio, y que ningún 
habitante de la N;ición será, obligado o hacer lo que no manda 
ta ley ni privado de lo que ella no prohibe. 

Que desde luego, el propio solicitante, atenta su misma pre- 
paración jurídica como diplomado de un instituto de enseñanza 
superior, no ha podido ser ajeno a la consideración elemental 
de que el derecho de ensenar y aprender, como todos los de- 
más que acuerda la cláusula constitucional aludida, no es un de- 
recho ilimitado y absoluto, sino sometido en su ejercicio a las 
restricciones legales que lo reglamenten sin alterar su espíritu, 
de acuerdo precisamente con tos términos expresos en las dis- 
posiciones constitucionales citadas. La argumentación, pues, for- 
mulada in extenso para sostener o demostrar en principio los fun- 
damentos jurídicos y las ventajas o conveniencias de la libertad 
de enseñanza exenta de todo contralor y fiscalización legal, ten- 
drá o no como tesis o postulado teórico todo el valor doctrina- 
rio que se le atribuya, pero no puede influir con eficacia legal 
en la solución del caso de autos, regido por leyes reglamentarias 
dictadas de acuerdo con tos principios y declaraciones constitu- 
cionales pertinentes. 

Que, en efecto, el H. Congreso, en ejercicio de la atribu- 
ción que le confiere el art. 67, inc. 16 de la Constitución, de 
proveer lo conducente al progreso de la ilustración, dictando pla- 
nes de instrucción general y universitaria, sancionó entre otras 
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las leyes números 9M sobre Hliertatl de enseñanza y 1 597 sobre 
Universidades Nacionales, determinando en la primera, en lo 
pertinente, los requisitos necesario* para que tengan validez le- 
gal los estudios realizarlos en los institutos de enseñanza supe- 
ritir o profesional fundados por particulares (arts. l v y &) t y 
estableciendo en la segunda, como facultad exclusiva de la Uni- 
versidad, la de expedir los diplomas de las respectivas profesio- 
nes científicas (an. 1". inciso +'). No puede entonces el peticio- 
nante bacer valer títulos emanados de un instituto que no ha 
llenado los requisitos aludidos, como no puede afirmar con ver- 
dad que no existe ley que rija la cuestión propuesta, pues si 
bien la cita* la no es especialmente reglamentaria de la profesión 
tle abogado; la comprende, sin posible lugar a duda, entre las 
profesiones científicas a que se refiere, y en tal caso, dada la exis- 
tencia y los términos de las disposiciones legales relacionadas, 
es obvio que el recurrente no está en lo verdadero y lo justo 
alegando que se le obliga a hacer to que no manda la ley o se le 
priva de lo que ella no prohilíc. 

Que en lo relativo a la invonstítucionalidad de la reglamen- 
tación de los principios y derechos que integran la cuestión que 
se examina, nada autoriza a oponerla, pues en verdad, lo que el 
recurrente impugna como un monopolio fiscal, se limita al de- 
sempeño de la misión siqierior del Estado en resguardo de los 
preeminentes intereses de la cultura nacional, o sea. en el léxico 
de la Constitución, a proveer lo conducente al progreso de la 
ilustración, de la instrucción general y universitaria, sin menos- 
cal m del principio básico de la libertad de enseñanza, sin desco- 
nocer el valor científico de los títulos expedidos por los insiitu- 
tns libres, toda vez que se les ofrecen los medios legales necesa- 
rio* isira acreditar l«»s resultados de la elevada función docente 
a que se consagran, sin otra finalidad, en fin, que la de evitar 
la anarquía, el desconcierto v la subversión en el desenvolvi- 
miento de tan delicados intereses sociales, y pro|>cnder a que se 
encaminen dentro de las orientaciones que requiera el progreso 
mural del ]kús. lis esa la elevada misión tuitiva, constitucional. 
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del listado en esta materia, ejercida |mr medio de sus institucio- 
nes universitarias, y no la que se pn-unde limitada, simplemente, 
a contralorear la instrucción superior por inspecciones sobre la 
capacidad de los diplomados. 

Que |M>r lo demás, y como está establecido en el caso de ju- 
risprudencia citado en autos, las facultades del tribuna] a qao 
tu la concerniente al juramento e inscripción en su matricula, 
derivan de la interpretación y aplicación de leyes locales, de for- 
ma que esta Corte no puede revisar por via del recurso ex- 
traordinario (Constitución, art. 67, inc. II; ley N 9 48, art. 15; 
Fallos; tomo 65. i*ag. 58). 

En mérito de estas consideraciones, se confirma la decisión 
apelada en cuanto ha podido ser materia del recurso. Notifíque- 
se y devuélvanse al tribunal de procedencia donde se repondrá 
el papel. 

J. FlGUEKOA ALCORTA. — ROBEKTQ 

Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Saharna. 



Doña .1 furia Adcfa Fassini de Negri. su juicio ub infesto. Con- 
tienda de competencia. 

Simuirio: No basta el interés que una sucesión pueda tener en 
determinado juicio sucesorio para que proceda la acumula- 
ción a éste, del expediente en que aparece aquel interés, a 
los efectos de lo dispuesto en el inciso 4* del art. 3284 del 
Código Civil ; es menester, de acuerdo con esa misma dis- 
posición legal, que exista demanda contra aquella sucesión. 

* 

Caso: l-o explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SKSOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 25 de 1929. 

Suprema Corte: 

Entre el Juez de I* Instanica en lo Civil de la Capital de la 
Xación y el de igual clase del Departamento del Sud de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, se ha trabado cuestión de competencia 
para conocer en el juicio que la sucesión de don Paulino Villas 
signe ante este último magistrado contra don Pedro T. Negri y 
Marcelo Merdales, sobre división de condominio. 

Atento lo dispuesto por el art, 9» de la ley 4055, corres- 
ponde a esta Corte Suprema dirimir dicha contienda de com- 
petencia. 

Ante el Juez de la Capital de la Nación tramita la sucesión 
de doña María Adela Pasini de Negri y a este juicio se ha pre- 
tendido acumular la referida demanda tramitada en la provin- 
cia, invocándose para ello el principio de atracción <pie ejerce el 
juicio universal de sucesión. 

Pero, de la propia exposición que hace el recurrente Negri, 
al promover la inhibitoria (fs. 41, autos de la Capital), corro- 
I Mirada por las actuaciones hahidas en la provincia al diligen- 
ciarse el exhorto que corre agregada por cuerda floja y en el 
(pie encutnro antecedentes suficientes para resolver la cuestión 
traída a V. E. con prescindencia de la remisión de otras actua- 
ciones, resulta (pie la sucesión Pasini de Negri no es pane de- 
mandada en la causa tramitada ante los tribunales de la pro- 
vincia. 

Lo es solamente el esposo de la causante y un tercero a quie- 
nes se reclama, con fecha muy anterior al fallecimiento de aqué- 
lla, la división de un condominio. 

No basta, a !os efectos de lo dispuesto por el art. 32H4, tu- 
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riso 4" del Código Civil, que la sucesión pueda llegar a tener 
algún interés en la causa tramitada en la provincia sin» resulta 
ser parte demandada en la misma, como antes he dicho. 

La causa tramtitada entre terceras personas ha quedado ra- 
dicada ante la jurisdicción provincial sin perjuicio de ta presen- 
tación que en la misma pueda tener la sucesión Pasini de Negri 
por intermedio de] administrador que ha designado. 

No siendo, en mi opinión, suficiente a los fines de la acu- 
mulación a los autos sucesorios, ta simple denuncia formulada a 
fs, 41 de los mismos del interés que pueda tener la sucesión en 
la causa cuya remisión se pretende, creo que corresponde diri- 
mir la presente contienda en favor de ta competencia del Juez 
de la provincia. 

Julián Paz, 
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I 

Buenos Aires, Marzo 15 de 1929. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia por inhi- 
bitoria trabada entre un Juez en lo Civil de esta Capital y otro 
de agua! clase de Dolores, Departamento Sud de la Provincia 
de Buenos Aires, sobre acumulación de los autos sucesorios de 
don Paulino Villas a los de la sucesión de doña María Adela Pa- 
sini de Negri, 

Y Considerando; 

Que según se desprende de las actuaciones respectivas de 
ambos juicios, algunos años antes de instaurarse el sucesorio de 
la señora de Negri en esta Capital, se inició en Dolores el de su- 
cesión del señor Villas, presentándose en esos autos a la apro- 
Iración de dicho juez, una transacción celerada entre los suce- 
sores de Villas y don Pedro N. Negri, cónyuge supérstite de la 
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señora l'asim de Xegri. convenio en trámite que versa sohre 
división de condominio de un campo situado en la jurisdicción 
territorial del juez de Dolores. 

Que de la situación resultante de los antecedentes relacio- 
nados y con invocación del inciso del art, 32S4 del Código Ci- 
vil, deriva Xeííri el derecho que lia hecho valer ante el juez de 
la Capital jara que se decrete ta acumulación a estos autos de 
los referid» * de la sucesión Villas, pretensión que al desestimar- 
se por los tribunales de la provincia, ha originado la presente 
contienda de competencia. 

(¿ue de esta relación de hechos y circunstancias que definen 
la cuestión propuesta, asi como de otros factores de apreciación 
de la misma que se consignan en la controversia del caso, se de- 
duce que, para resolverlo dentro del propio precepto legal invo- 
cado, hasta la consideración fundamenta! que expresa el auto de- 
negatorio de la acumulación y a la que se refiere asimismo el 
precedente dictamen, esto es, que no existe en el sttb jttdkc, di- 
rigida contra la sucesión de la señora de Ncgri, la demanda que 
seria necesaria ]xira que procediera la aplicación de! inciso 4* 
del art. del Códign Civil, que defiere al juez de la sucesión 
el conocimiento de las acciones personales de los acreedores del 
difunto, ante* de la división de la herencia. En el supuesto más 
favorable para la jarte que ha promovido la inhibitoria, es decir, 
en la Hipótesis de que se haya accionado por los sucesores de 
Villas en el sentido que se pretende, la demanda se habría diri- 
gido contra Negri. no contra la sucesión de su señora, y en tal 
caso dicha sucesión no es parte en el juicio, sea cual fuere su 
interés en el resultado del mismo, en el que. por to demás, pue- 
de tener por medio de representación legítima la intervención 
ijii le concierne. 

Que ¡itentas las conclusiones precedentes, es innecesario 
examinar los demás puntos enunciados en la contienda, esto es, 
el relativo a la jurisdicción del juez de la tutela, a la naturaleza 
reíd o personal de la acción de división de condominio, al carác- 
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ter tic aetora o demandada que tenga la sucesión Villas en la 
incidencia de aprobación de la transacción aludida, y a la deter- 
minación ríe cuál de los jueces en enmienda haya prevenido etl 
el juicio. 

En mérito de las consideraciones expresadas y de acuerdo 
con lo dictaminado por el Señor Procurador General, se declara 
que no procede en el caso la acumulación de los autos requeridns 
al juez en lo civil de Dolores por el de igual clase de esta Ca- 
pital. En consecuencia, devuélvase los autos correspondientes a 
los tribunales resjiectivos, con transcripción en los de Dolores 
de la presente resolución y del dictamen de fs. 178. Repóngase 
el pape!. 

J. FiGUEROA ALCORTA. — ROBERTO 

Rkpetto. — R. Guido Lavalle. 

— Antonio S.aoahna. 



Dan Carlos Milbcra contra ta Provincia de Córdoba, sobre s(k- 
ncamicnto. 

Sumario: I* El artículo 2091 del Código Civil contempla una 
justa reparación por aquello de que se priva y no de !o que 
se otorga. 

2* Siendo la evicción dentro del concepto bien amplio 
de nuestro Código Civil "toda especie de pérdida, de turba- 
ción o de perjuicio que sufra el que adquirió la cosa (nota 
del Codificador al art. 208?), es improcedente denominar así 
la acción, cuando» como en el caso, no se ha adquirido 
aquélla. 

$> Para que exista la posesión por tradición como con- 
secuencia de contratos de cesión y venta, no bosta que cada 
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uní» .le los cedentes o vendedores se diera por desposeído, 
sino que son indispensables tos actos materiales que impor- 
tan la aprehensión animo domiiti, (Argumento de los ar- 
tículos 2378. 2379 y 2380 del Código Civil), 

+* La demanda se caracteriza por lo que se pide y no 
¡wir el nombre de la acción. 

5 V Tanto ta acción del art. 1409 del Código Civil como 
la de evicción y saneamiento, se proponen obtener el re- 
sarcimiento de perjuicios que por falta total o parcial del 
gwe de la cosa comprada ha sufrido el comprador; nacien- 
do la primera desde la inríección del contrato (art. 1140) 
y la ¡segunda, desde que la carga o perturbación es conoci- 
da por el adquirente. 

&> La facultad de apreciar las circunstancias que el ar- 
tículo 2055 del Código Civil otorga a los jueces cuando el 
derecho que ha causado ta evicción es adquirido posterior- 
mente a la trasmisión de la cosa, pero cuyo origen era ante- 
rior, no [Hiede ejercitarse para bonificar la falta de celo y 
actividad de las partes interesadas. 

7" Nadie puede trasmitir a otro mejor derecho que el 
que para si tiene — doctrina del art. 3270 del Código Civil. 
(En el caso, derechos litigiosos). 

8° El articulo 2106. Código Civil, interdice la acción 
de evicción cuando el adquirente conocía, de cuatquer mo- 
do, el peligro de ella antes de la adquisición. 

Caso : Lo explica el siguiente ; 
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Rueños Aires. Mar»> 15 de 1939. 

Y Vistos : tos autos seguidos |ior ta sucesión de «Ion Juan 
Cario* Mitberg contra la Provincia de Córdoba, por saneamien- 
to, de los que 

Resulta: 

1' Que el doctor Rafael Pividal (hijo) con poder de doña 
Blanca Bossi de Mitberg, administradora de la sucesión de don 
Juan Carlos Milherg, se presenta a esta Corte en 22 de Septiem- 
bre de 1925, exponiendo: gue su esposo (debe entenderse el 
de su poderdante), adquirió de la sucesión de don Tristán A, 
Malbrán: I* 14.606 hectáreas y 9481 metros cuadrados ubica- 
dos en el lugar llamado "Monte Oscuridad", Departamento de 
San Cristóbal. Provincia de Santa Fe, comprendidas dentro de 
bs números V. VI , XIV, VIII, O, II, III, XXXVIII, 
XXXIX, LX. XXX y V del plano <pe indicará; Otra frac- 
ción contigua a la preindicada y en el mismo departamento, com- 
puesta de 5 hectáreas y 0473 metros cuadrados, en forma trian- 
gular y designada allí con los números VIII, IX, XXIV y VIH ; 
3" 1551 hectáreas y 0471 metros cuadrados que forma otra frac- 
ción del mismo deliramento indicada en el plano con 1o$ nú- 
meros VI, VIII, X, XIV y VI; 4* EJ triángulo IX. X y XI. 
con 519 hectáreas y 7062 metros cuadrados; 5* Todos los de- 
rechos y acciones que a la vendedora pudiere cnrres|x>nderle 
por cualquier titulo sobre la superficie que fuera de los ya de- 
tallados existiese dentro de las treinta leguas que los señores 
Agrelo, Iturraspe y otros poseían como sucesores de Santa Fe: 
° v MU derechos y acciones por daños y perjuicios, costas, plei- 
tos o cualquier otro concepto emergente d la ocupación de Itu- 
rraspe y compartes, La qompra se hizo \mr 316,952 pesos con 
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85 centavos lo mencionado con ios números 1 a 4. y por |jesos 
10000 lo que se empresa fajo los números 5 y 6. Hace constar 
que -la fracción mencionada bajo el N v l |>ertcnecia a Malbrán 
por til uto de Santiago del Kstcro y. como dentro de ella existían 
6057 hectáreas señaladas en el plano <por los números 5, 14, 9, 
28, 45, 35. IS. 1/ y 5. que también la provincia había vendido, 
.Mnlbrán las adquirió para consolidar su dntninío; de manera (pie 
en él total adquirido \*>r Millwrg había 13.690 hectáreas y 8533 
metros cuadrados vendidos -por Santiago y 8534 hectáreas y 2017 
metros cuadrados vendidos por Córdoba. Menciona el juicio rei- 
viudícatorio que debió iniciar contra Iturraspc y compartes y 
«pie esta corle falló (en 22 de Octubre de 1924), haciendo Jil- 
ear a la demanda en cuanto a las tierras que se fundaban en tí- 
tulos de Santiago del Kstero, 13.690 hectáreas y 8538 metrns 
cuadrados y rechazándola en cuanto a los que tenían títulos 
emanantes de Córdoba. 

Entabla, pues, demanda de saneamiento por ocho mil quinien- 
tos treinta y cuatro hectáreas y dos mil cuarenta y siete metros 
cuadrados j troven ¡entes de títulos de Córdoba: invoca los ar- 
tículos 2080. 3091, 2092 y 2096 del Código Civil, manifestando 
"Guando |mr titulo independiente de anterior enajenación se ad- 
quiera nuevamente el derecho trasmitido." 

Ka reparación que demanfla debe consistir, de acuerdo con 
el texto y la doctrina de los arts. 21 18, 2119, 2121. 2125. 2X27 y 
concordantes del Código Civil, en: l* Daños y |>erjincios cuyo 
monto de1xr ser establecido por el valor, al «lía de la evicción, de 
la superficie de que han sido privados los actores y cuya estima- 
ción debe hacerse por peritos ; 2» El ¡>ago de las costas «leí con- 
trato, y de los gastos del precio de evicción, todo lo que defiere 
a la estimación judicial : 3* Al pago de intereses desde la fecha 
de Ta demanda y cosías del presente juicio. 

y One m 24 de Febrero de 1926 se presenta el i Ir. Alfre- 
do Martínez con poder de la Provincia de Córdoba, y contesta 
la demanda (fs. 24 y siguientes), diciendo: la Provincia de 
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Córdoba, por escritura de 9 de Mayo de 1889. cedió a don San- 
liago Temple varias suertes de tierras y cutre ellas las compren- 
didas en los mimen* 84 y 85. serie II., del Departamento San 
Justo de dicha provincia en IX de Marzo de 1890. Temple ven- 
dí- a don Tristán Malbrán esas tierras haciendo constar que no 
responde |>or evicción ni saneamiento y ni siquiera se obliga a 
Ja devolución del precio; en 6 de Junio de 1908 la sucesión Mal- 
brán vende a Juan Carlos Milberg los terrenos que se dicen ob- 
jeto de la presente demanda, expresando que "dicha su]>erficic 
está situada en el Departamento de San Cristóbal de la Provin- 
cia de Santa Fe y dentro de fas 4.500 hectáreas próximamente, 
pretendidas y plait cadas entre Malbrán y Méndez Goncaivcz y 
com janes, desligándose la sucesión Malbrán respecto de Milberg 
de toda responsabilidad por evicción. 

Con este titulo. MilUrg dedujo, en 25 de Julio de 1*H.Í de- 
manda de reivindicación contra López Agrelo y compartes ; citó 
de evicción a Córdolia que no se hizo parte en el juicio por no 
estar obligado; la corte fallí» en 22 de Diciembre de 1924, re- 
chazando la demanda en cuanto a los campos que se pretendían 
adquiridos de Córdoba; f*, porque ni los demandantes ni sus 
antecesores habían armiñado haber estado en posesión de los 
mismos; Z* porque contado desde 1883 o desde 1889, los deman- 
dados habían poseído por más de 20 años y habían prescripto; 
¿y porque ni Temple ni Malabrán ni sus sucesores habían rea- 
lizado acto alguno caía* de adquirir o interrumpir la t>oseisóii 
ile los demandados. 

No procede la acción de evicción y saneamiento porque nun- 
ca llegaron Temple. Malbrán ni Milherg a ser propietarios. por 
falta tle pontón de los bienes que mencionan, pues la evicción, 
según la nota de Vclez Sársfield al arL 2G89 del Código Civil 
designa 'toda especie dé pérdida, de turbación o de i >er juicio que 
sufra el que adquirió la cosa", que en todo caso, corres [xn id e ría 
una acción |tersona1 contra el cédeme o vendedor para obtener la 
entrega de la cosa vendida y contra ella opone la exección de 




prescripción, pues, por negligencia de Temple y sucesores, rles- 
tle 1889. F^ópez y Agrelo y compartes adquirieron por prescrip- 
ción y por prescrqición Córdoba se lilieró también ele su obliga- 
ción de entregar la ci>sa cédula. 

De tocias maneras, sería ineficaz ta acción por evicción y 
saneamiento (jorque la causa de la misma fué la prescripción ope- 
rada después de 1889 en contra de lo que prevé el art. 3091 del 
Código Civil, todo conforme a la opinión de I.lerena y Laurent 
qtte transcriU'. 

Imputa culpa y neg licencia a Temple y sucesores. |>orque, 
rumo lo lia dicho la Corte en el juicio reivindicatorío, no de- 
mostraron ni tener la posesión, ni haber gestionado de Córdoba 
en tiempo oportuno que se las diera; y en el supuesto de haberla 
tenido, en algún momento, Milberg fué neligente al no producir 
en el juicio aludido, la ¡miel» eficaz del hecho. 

I-i demanda no procede porque Milberg adquirió derechos 
litigiosos <| Ue , a la fecha de la escritura estaban virtual mente 
perdidos según fallo de la corte y es natural que Malhrán a su 
sucesión no pudo trasmitir derechos de propietlad ni a las in- 
demnizaciones que se piden. 

Finalmente dice la parte demandada que "no se ha compro- 
lado en parte alguna, la extensión de las tierras que dicen loe 
actores faltarles en 8534 hectáreas, lo que no se deduce de los 
títulos ni di* los autos." 1 -i provincia sólo cedió derechos sin 
especificar el valor de las tierras que en la época eran insignifi- 
cantes y la posible resfionsabilidad jamás podría ser superior al 
dicho valor, ya (pie es indiscutible la Imena fe de Córdoba en el 
acto suh Uttr. 

Pule rechazo de la demanda, con costa. 

3 W Que abierto el juicio a prueba se produjo la que fué 
pedida y urgida en tiempo y forma, sobre cuyo mérito alegaron 
las partes reafirmando sus pretensiones expuestas en ta litis fon- 
testado, llamándose autos para definitiva (fs. 32 a 59, fs. 70 a 
¡>0 vta. y fs. 100: y 
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Considerando : 

l v Que la aetora funda su acción en la sentencia dictada 
por esta corte en el juicio |*>r reivindicación que nciuélla enla- 
bió y siguió contra Antonio López Agrclo y otros sobre los 
mismos bienes y varios más que sus causantes hubieron por tí- 
tulos otorgados por las Provincias de Santiago del Estero y 
Córdota. fines esa sentencia fie 22 de Diciembre de 1924 y que 
corre de fs. 1197 a fs. 1234 vta. de tos autos mencionados, di- 
solvió a lus demandados de la reivindicatoría en cuanto se refe- 
ria a las tierras con título emanante de Córdoba y cuya superficie 
se hace ascender a ocho mil quinientas treinta y cuatro hectá- 
reas y dos mil cuarenta y siete metros cuadrados de los cuales, 
una ¡jarte estalla comprendida en las tierras vendidas por San- 
tiago «Id Estero y reintegradas a Milberg por este origen y las 
otras fueron directamente excluidas de la reintegración solicita- 
da en el petitorio ; invocándose conjuntamente las previsiones de 
los arts. 2091 y 2092 del Código Civil. Es necesario, pues, ana- 
lizar y definir claramente los términos y conclusiones del fallo 
aludido en relación a la demanda de Milberg que lo determinó 
y en relación a este nuevo pleito por saneamiento, que es su con- 
secuencia. 

2* Oue en el escrito de demanda contra Antonio L. Agrelo, 
Corintia f\ de Bossi, Francisco Méndez Goncalvez y otros (fs, 
15 y siguientes >, el representante de don Juan Carlos Millverg 
pide que se condene a los aludidos: "\f a restituir a su piér- 
dante la super fíete de diez y seis mil cuatrocientos ochenta y 
dos hectáreas, siete mil cuatrocientos ochenta y siete metros 
cuadrados con ta ubicación y límites que enseguida indicará"; 
Il v a las indemnizaciones consiguientes de frutos e intereses co- 
mo poseedores de mala fe ; !U, al pago de las costas de ese jui- 
cio. Eu el fallo de esta corte, en los resultandos (fs. 1197). 
también se expresa en esos mismos términos precisos, el objeto 
de la demanda. De los concedidos en el pronunciamiento judicial 
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no puede hacerse materia del saneamiento ri'f crido. como es na- 
tural . a ese pleito. porque el art. 2091 del Código CTivil contem- 
pla una justa reparación pur acuello de que se priva y no de lo 
que es otorga: y ante estas razones elementales, si se hizo lugar 
a la reivindicación por trece mil seiscientos noventa hectáreas 
y ocho mil quinientos treinta y ocho metros, un se puede invo- 
car el aludido art. 20**1 , sino para la sii[»erfici* restante, vale de- 
cir, para dos mil setecientas noventa y una hectáreas más sote 
mil novecientos cuarenta y nueve metros cuadrados. Xo impor- 
ta salier si el derecho de Milhcrg a reivindicar, en que se fundó 
el latín, era et emnneiite de títulos otorgados por Santiago del 
Estero o por Confuta, porque el actor reclamó una superficie 
dada y no mencionó minea la confluencia y superposición de tí- 
tulos propios |Kira |iedir ampliación de su|K-ríicie o nuevas ubi- 
caciones. 

3 V Qw respecto a los cuatro lotes o fracciones que se men- 
cionan en el considerando 39 de la sentencia del |>etitorio contra 
López Agrelo y compartes (fs. 1229 vta, y 1230 del ex|»ediente 
respectivo), 4* cuerpo, y que suman dos mil cuatrrtcientas seten- 
ta y dos hectáreas y mil treseituos noventa y nueve metros cua- 
drados, es improcedente la acción de saneamiento como fundada 
en el dominio (arts. 1414 y 2091. Código Civil), porque, eximo 
lo declaró esta corte en ese fallo, ni Milhcrg. ni Malhrán. ni 
Temple tuvieron ta posesión de dichas tierras a la fecha de la 
Cesión que Córdolia hizo en lft*9 a Temple y. en cambio, tos 
demandados probaron posesión primera y continúa hasta prescri- 
bir antes de la demanda i>or reivindicación (Considerando 42. 
41,44 y 45), 

4" (jue corresponde contemplar la defensa de la demandada 
en cuanto manifiesta que, no habiendo tenido nunca los actores 
ni sus causa habientes la |>nsesión. y en consecuencia, tampoco 
el dominio de las tierras a que se refiere el fallo de 22 de Di- 
ciembre de l'J24 cu la parte que absuelve a los demandados por 
Milhcrg, considerandos 39 y 42. u" "segundo" ilel fallo, no es la 
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acción de evicción y saneamiento lo que procede, sino la acción 
personal tendiente a la entrega de la cosa comprada, contra la 
cual iú # & m M excepción de priscrijición ( fs. 25 y 2M, contes- 
tación a la demanda en el stth lite. Tal defensa es correcta dentro 
del tecnicismo jurídico, porque, siendo la evicción. dentro del 
concepto bien amplio de nuestro Código, "toda especie de pérdi- 
da, de turbación o de [*rjuicío que sufra el que adquirió la co- 
sa" (Nota del Codificador at art. 2089), es i mp ro ce dente deno- 
minar así la acción en el caso en que no se ha adquirido la cosa 
en virtud de los contratos sucesivamente pasados entre Córdoba 
y Temple. Temple y Malí irán. Malbrán y Milberg. I'ara que 
existiera la posesión por tradición, como consecuencia de dichos 
contratos, no hasta que cada uno de los cedentes o vendedores 
se diera ]ior desposeído, sino que eran indispensables los actos 
materiales «pie importan la aprehensión animas domiiii (argu- 
mento de los arts, ¿379 y 23SO del Código Civil: y esta 
corte decidió, no solamente que ni Ttmple. ni Malí irán y Milhrrg 
habían adquirido ni ejercido tales actos, sino que con antela- 
ción y continuadamente, los ejercieron los adcpií rentes de Santa 
Fe, de manera que también el art. 2SK\ del diado Código gravita 
en contra del actor en cuanto a la acción ejercida. Corresponde- 
ría, pues, como lo advierte la parte demandada, la acción perso- 
nal emergente del contrato de compra- venta para i>ed¡r la cosa 
vendida (art. 1409 Código Civil). 

5 V Que ello no obstante, como nuestro régimen legal no es 
formulario y "es de jurisprudencia constante que ta demanda se 
caracteriza jtor lo que se pide y no por el nombre de la acción" 
y en el caso, tanto la acción del art. 1409 como la def evicción 
y saneamiento "se proponen obtener el resarcimiento de perjui- 
cios que |»or !a falta total o |>arcial del goce de la cosa comprada 
ha sufrido el comprador." (Fallos, tomo T08. páff. 17o y si- 
guientes), delie concluirse que carece de trascendencia el distin- 
go en el sitb litt\ salvo aquella que surge de la época en que una 
y otra acción nacen: la del art. 1409 desde la |KTfeeeión del con- 
trato (art. 1140), la de evicción desde que la carga o i>erturba- 
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ción es conocida por el adquirenteé y el correlativo de curso de 
la prescripción para «na y <*tra. En este caso, ta corte declaró, 
en el fallo pronunciado en el juicio reivindicatorío, que los seño- 
res López Agrelo y compartes, con títulos de Santa Fe. habían 
po$*«ct0 con tiempo I «atante para prescribir a la época de la de- 
mandá ( año 1913) y, como en la escritura de venta de la suce- 
sión MaTbrán a M¡merg se dice ya que los señores Méndez Gon- 
calvez y compartes "con titulo de Santa Fé tienen posetiót] efec- 
tiva sobre la superficie de treinta leguas", dentro de las cuales 
se encontraban las tierras cuyos derechos y acciones se cedían al 
comprador, es claro c|ue Malhrán reconocía no hatier tenido jkv 
sesión tlesde que. en caso contrario, habría vendido o cedido bie- 
tu-s determinados y no simples derechos o acciones y ese conoci- 
miento, a falta de prueba en contrarÍ€>, del» reíererise a la época 
misma de la venta que le hizo Temple (1890j, quien no se oblí- 
gala a saneamiento ni devolución de precio. Cualquiera de las 
tíos acciones estaría prescripta a la fecha de la demanda por rei- 
vindicaeión. Art. 4023, del Código Civil. 

0" tjw. aún suponiendo no prescripta la acción de sanea- 
miento, la causal enervante del derecho de la adora al sanca, 
miento ItO es. como arguye, la demandada, la circunstancia, en 
si, tle que la presen'] mMóii se haya cumplido después del titulo tras- 
lativo que a sus causantes le otorgó la Provincia ele Córdoba, 
conforme al art. 2091 en cuanto exige que la perturbación que 
se trata de remediar sea "por causa anterior contemporánea a 
la adquisición*", pues el art. 2(195 prevé el caso en que "el dere- 
cho que ha cansado la evicción es adquirido posteriormente a la 
trasmisión de la cosa, |ierii cuyo origen era anterior" y Macha- 
di», comentando dichos artículos, dice "¿Qué sucedería si la 
evicción resultare de una prescripción comenzada antes de la 
enajenación y que se lia cumplido después de ella?" Chahut, Du- 
rautou y Pujol piensan que la cuestión se reduce a este punto 
de tuclm: • Es o no |»or falta del comprador que la prcscrqición 
se ha cumplido dando lu^ar a la evicción? Xuestro .código lo 
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resuelve por el art. 2095. facultando a los jueces para apreciar Jas 
circunstancias de carta caso; Marca<!é (al art. 1629, párrfo 2). 
dice : "se ha visto que la evicción autoriza al derecho de garan- 
tía, aunque resulte de un derecho posterior a la venta, cuando 
es precisamente al vendedor a quien es imputable el nacimiento 
de ese derecho. ¿ V no es claro que es a] vendedor y no al com- 
prador que es imputable la adquisición por prescripción, cuando 
ella ha corrido durante más de veintinueve años contra el prime- 
ro y algunos meses solamente contra el segundo? La cuestión se 
reduce, pues, a saber cuál de tas dos partes es responsable de que 
el bien se baya prescripto." Ver Machado, comentarios a los ar- 
tículos 2091 y 2095, páginas 4S2 y 487, tomo 5" de la Ex|hjsí- 
ción y Comentarios de! Código Civil Argentino. El caso de autos 
se presenta en condiciones inversas a las imaginadas por Mar- 
cade y Machado, pues desde 1889 Temple, Malbrán y Milberg, 
adquirentes sucesivos, estuvieron en condiciones de interrumpir 
la [«sesión de López Agrelo y compartes o sus causa-hnbicntes 
y. si no to hicieron o no intentaron hacerlo, no pueden prevaler- 
se de su inacción o negligencia para pedir saneamiento por una 
causa imputable a esa negligencia. I-a facultad de apreciar las 
circunstancias que el art. 2095 otorga a los jneces no puede 
ejercitarse para bonificar la falta de cdo y actividad de las 
pirtes interesadas. Cu; desquiera sean las consecuencias de la 
actitud remisa y omisa de Córdoba, ante la reiterada citación de 
evicción de que fué objeto en el juicio reí vindicatorio, es la ver- 
dad que, aparte la facultad y obligación propias de sus suceso- 
res de adoptar todas las medidas conservatorias de sus derechos, 
a la fecha de la demanda, en 25 de Julio de 1913. ya se habría 
ojjerado la prescripción adquisitiva en favor de los titulados por 
el gobierno de Santa Fe, como lo declaró esta corte en el con- 
siderando 44 de las varias veces aludida sentencia. 

7 V Que la superficie de seis mil cincuenta y siete hectáreas 
en (pie los títulos de Malbrán emanantes de Santiago del Estero 
y de Córdoba se superponían, según la misma actora lo menrio- 
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na. Ifi asevera el informe de Higuera (f$. 10fi6 y siguientes del 
juicio reivindicatorío) y lo declara la corte, considerando 37 del 
fallf i en lo* mismos autos, no puede ser requerida de saneamien- 
to lasado en la dicha sentencia, conforme al art. 2091, [wrque, 
como se din- en el considerando 2", esa fracción entró dentro de 
tas 13.690 que fueron reconocidas como de Millierg y mandadas 
reintegrar a éste. 

8* Que tampoco procede saneamiento fundado en el art. 
2092. ponpie Malhrán no adquirió esa superficie de Santiago 
di-I lisien» o sucesores para subsanar defectos de la adquisición 
de Córdoba, u oponer titulo más perfecto a demandas o pertur- 
baciones jurídicas, sino que por el contrario, compró a Córdol>a, 
i» su sucesor Temple, cuando ya tenía títulos de Santiago que 
esta curte declaró eficaces. Kn efecto. Temple vendió a MaEhrán 
en 1*90 y ya en Abril 6 fie 1S88H había comprado el mismo te- 
rreno a Federico O! i vencía, comprador de Ajmbrosio Léxica, 
sucesor de I.anús y J.eziea, compradores de Carranza, concesio- 
nario de la Provincia de Santiago del KMero. (A'er títulos de fs. 
10 y 424. demanda de ís, 15 y fallo de fs. 1 1*>7. juicio de reivm- 
die^ióu Milberg v. I.ójh>z Agrelo y oíros», 

9» Que la misma |Kirte adora, en su alegato de bien pro- 
bado, a ís. ¿U vta., dice textualmente: "Caite examinar en pri- 
mer tenhino la situación legal relativa a la fracción que, como 
lo exprese en el capitulo II a fs. í» vta., "va |>erlenccía a Mal- 
brán. a la época de la compra hecha a Temple, en virtud de ti- 
tulo de Santiago del listero y que tenia una superficie de 6057 
hectáreas. Indicada en el plano de fs. 1065 de los actos Mill>erg 
contra Agrelo y oíros, con las letras V. XII, IX. XXVIII, LX, 
XX XV. XVIII, XVII y V. Aquí no es aplicable el caso de la 
cita romana con que el codificador argentino ilustra el artículo 
2092* pirque no se trata de quien adquiere una cosa y después 
se ve obligado a adquirir nuevamente de un tercero, y que accio- 
na contra el primer vendedor o trasmisor |>ara que le indemnice 
del daño que, jwr insuficiencia, defectos o cargas de su título o 
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de su bien, ha debido snjxmar <> evitar con un nuevo sacrificio 
económico; aquí, el primer vendedor o cedente era Santiago del 
Estero y si esa trasmisión, venta o cesión era de fectuosar vién- 
dose obligado a adquirir de Córdoba nuevamente, cosa que no ar- 
guye, sería contra Santiago contra quien podría accionar. Y si 
por causa del titulo de Santiago no sufrió |KTUtrlíación. y la 
corte ha declarado que, en efecto, por ese origen tenia título y 
|H>sesión válidos, al contratar con Temple* en IH90. habría com- 
prado la cosa propia, sin cnlpa ni responsabilidad de su causa- 
habiente la Provincia de Córdoba. 

10 } Que así se explican los actos posesorios que implican el 
deslinde. siiIkIí visión y población de la "Colonia 10 de Julio" 
uln'cada dentro de los lotes 83 y 84, serie H. det título de Cór- 
dojm y plano de fs. 1061. ¿* cuerpo, a que hacen referencia las 
declaraciones de Etguera, fi. 43. í'eyrano padre, fs. 57, Pcy ra- 
no (hijo), fs. 57 vta., Peñaloza fs. 58 y el informe de fs. 108. 
los sucesores de Santiago del Kstero. con título y posesión, le 
transfirieron a Malí irán ambos elementos integrativos del do- 
minio que esta corte reconoció. Considerandos >\ 4» 5-' v # del 
fallo de 22 de Diciembre de 1924. En ese mismo falló, en el 
considerando 46» se hace constar expresamente que, en el inter- 
dicto de Malbrán v. López Agrelo y otros, ganado por el actor y 
de que se hace mérito por sus sucesores en el s»b f¡h\ la senten- 
cia se fundó en la posesión de Malbrán por causa del título ema- 
nante de Santiago del Estero: y, cu efecto, asi lo declara ex- 
presamente la Cámara Federal de Paraná en su sentencia de 12 
de Octuhrc de 1903 (fs. 863 y siguientes de los autos respecti- 
vos). Queda, pues, demostrada la ineficacia del aludido interdic- 
to con relación a los derechos que pudo trasmitir ta Provincia 
de Córdolia. 

1 l* Que la provincia demandada opuso también la defensa 
de ser litigiosos los derechos que adquirió Milberg de Ja suce- 
sión Malbrán y que, en consecuencia, carecía él o sus sucesores 
de acción por saneamiento. En verdad, en la escritura de com- 

■ 
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pra-venta pasada etíft* don Juan Carlos llillicrg y la sucesión 
de don Tristán Malbrán, en Santa Ke, ante el escritario Domin- 
go Sañudo en 9 éé Agosto de (909, qtté curre a fs. 4 y siguien- 
tes [leí juicio ]Mir reivindicación, .se hace constar por el señor 
Rolon. representantes de la sucesión Malbrán, la evistencia de li- 
tigio; sal*.* Malhrán. por el resultado del juicio posesorio, que 
su posesión proviene de las trasmisiones de Santiago y no de 
las de Córdoba, y como nadie puede trasmitir a otro mejor de- 
recho fpie el que |>ara si tiene, doctrina del art, 3270 del Código 
Civil, claro se infiere que Milherg y sucesores están afectados 
por la condición litigiosa de los bienes n derechos trasmitidos y 
además, se acentúa esta situación desde el momento en que el 
vendedor dice (fs. 6 vtn.) "que cede y transfiere sin responsa- 
bilidad de ningún género para ellos, existan o no existan esos de- 
rechas y acciones", las acciones y derechos a tierras provenien- 
tes del título de Córdoki. El art. 2106 del Código Civil interdice 
la acción de evicción "cuando el adqui rente, de cualcrquier mo- 
do, conocía el |*-ligro de la evicción antes de la adquisición"; 
(pie es el cas«i de autos; y asi se explica que. |*ir solo diez mil 
jiesos. se le cedieran ocho mil y tantas hectáreas en región don- 
de, según el precio asignado a las otras tierras deslindadas por 
Klguera y roster. que en la misma escritura se venden, la hec- 
tárea valía veintidós ¡tesos. 

12" Que tampoco puede accionarse contra Córdolia por de- 
volución de lo indebidamente pagado, conforme a ta doctrina del 
capítulo VI íl, titulo XYI, segunda parte del libro II. sección l* 
del Código Civil, ni iwrt- devolución de precio por imposibilidad 
en el vendedor de entregar la cosa vendida (art. 1413), ni j*>r 
injusto enriquecimiento, porque de la escritura de fs. 47 no sur- 
ge que Temple pagara ningún precio, ninguna cantidad, ni die- 
ra ningún bien en cambio de las tierras que, sin duda, en la creen- 
cia de encontrarse dentro de su jurisdicción, le cedía el Gohier- 
no de Córdoba; 

Por estos fundamentos se resuelve: absolver de la demanda 
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de saneamiento i ta Provincia de Córdofw. Las costas t >or s„ or- 
den en atención a la naturaleza fie las cuestiones planteadas No- 
li fiquese, repóngase el papel y archívese. 

J. FlfiUEROA AtCORTA. — ROBERTO 

Kepktto. — R r Guiño La valle. 
— Antonio Sagarna. 



»»u Mhfurl mhch ,-twtrtí h, frwuma de San Lnis, soMé fc- 
tcrdkto de rrtfin r. 

Sumario : b El artículo 2637 del Código Civil consagra la pro- 
piedad del dueño del predio sobre las aguas que brotan en 
el mismo, aunque luego corran sobre terrenos inferiores. 

f W ,a «Piiatilttcióii ni h ley de policía, ni los Códi- 
gos de Pmccd ¡miemos, ni el Código Rural de San Luis 
tienen preceptos que confieran al Poder Ejecutivo o a una 
de sus dependencia, la facultad de decidir en las cuestio- 
nes de orden puramente civil que se refieran al dominio y 
uso ilc las aguas de carácter privado conforme a la clasifi- 
cación del Código Xaeional de la Materia; y aunque la tu- 
vieran, ella sería ineficaz para privar a nadie del uso y goce 
de su iwnpiedad sin el requisito de la previa expropiación, 
o sin el juicio de ley (arts. 17 y 1S de la Constitución Xa- 
cional | . 



Caso: \m explica el siguiente: 
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FALLO BE LA CORTE St'FKEMA 

Buenos Aire», Marzo 15 de 1929. 

Y Vistos: El interdicto de retener que don Miguet Miloch. 
austríaco, domiciliado en Merlo, Provincia de San Luis, ha en- 
tallado contra el K^itrno de la misma, de cuyas constancias 
resulta : 

Que el Dr. Mario Molina Pico en representación del alu- 
dido Miloch se presenta ante esta corte y manifiesta: que su 
mandante tiene en dominio y posesión una fracción de campo 
situada en Rincón tle Merlo, Partido de Merlo, Departamento 
de ¿uní ti, Provincia de San Lius, coa la ubicación, extensión y 
linderos que se expresan en el plano que acompaña; para el cul- 
tivo del mismo emplea el agua de una ciénaga que existe dentro 
de la propiedad y la encausa en acequias para impedir que vaya 
a verterse en arroyo Pérez, límite Sur de su predio. El 14 de 
Julio de 1924 fué sorprendido por una orden del gobierno de 
la provincia que le proliiliía hacer uso del agua, orden que a 
pesar de sus protestas fué cumplida por medio del inspector de 
I Milicia señiir (¿regorio Paez: alarmado con los pér juicios que 
el acto oficial le ocasionaba, volvió a hacer uso de su derecho al 
agua de la ciénaga, pero en 16 de Septiembre del mismo año el 
gobierno, ]H>r decreto, dispuso prestar la fuerza pulilica a la 
Municipalidad de Merlo a efecto de insistir en aquella prohibi- 
ción, la que se hizo efectiva por el ins|>cctor de policía joaquin 
T. Martínez y otro» empleados, en 14 de Mayo de 1925, no que- 
dándole más recurso que dejar constancia en acta de su (irotesta. 
No presenta los títulos de su propiedad porque los tiene en el 
Banco Hipotecario Nacional. Le ampara en el uso del agua el 
art. 2637 del Código Civil y el acto de fuerza de las autorida- 
des reviste los caracteres del art. 2496 del mismo. Los autores 
del agravio invocan la circunstancia de que, por la inclinación 
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del terreno, las aguas de su 'predio van al Arroyo Juan Pérez 
que pasa por Merlo, pero olvidan que aunque esas aguas "fuesen 
el principal alimento de un río o fuesen necesarias a algún pue- 
blo (art. 2637 citado), sólo podría privarse de ellas al dueño 
del predio, previa expropiación (art. 17 de la Constitución Na- 
cional) y olvidaron, al ejecutar la medida de fuerza de que se 
queja, que el domicilio es inviolable (art. t8 de la Constitución). 

Pide que se le ampare en el derecho de usar de las aguas 
como mejor le convenga e invoca los arts. 2469 v siguientes 
del Código Civil y art, 527 de la ley nacional tft 50, haciéndose 
lugar al interdicto, con costas y dejando a salvo las acciones por 
daños y perjuicios (fs. 16 a 18 vta.) 

Aereado el fuero (fs. 19 a 20), se realizó la audiencia 
del art. 333 de la ley 50. en la que él reprodujo la demanda y 
el Dr. Tomás Jofre en representación de San Luis replicó: que 
debía rechazarse con costas la acción, pues negaba que !a pose- 
sión del agua que se reclama reuniera los caracteres del art 328 
de la ley 50 y arts. 1479. I4*> y 1482 del Código Civil ; que es 
incierto que el actor haya sklo perturbado en la posesión o te- 
nencias del agua, |>ues según su propia declaración constante en 
el expediente administrativo que acompaña, en 14 de Julio de 
1924, recién "abrió una acequia dentro de su propiedad para 
aprovechar el agua que mana de la ciénaga"; de lo que resulta 
que fué él el perturlwíor de la posesión de las aguas de que 
gozó siempre la población de Merlo y el gobierno se limitó a 
impedir que et despojo se realizara y a mantener el estado de 
cosas existente desde 1794, en que se fundó Merlo; que no hay 
lugar a interdicto porque el gobierno se limitó a usar de sus 
ixxteres de policía conforme al art, 77 de la Constitución de San 
Luis; invoca el art. 340. inc. 3 del Código Civil y advierte que 
el propio Miloch ha reconocido que las aguas que reclama no son 
de aquellas que nacen y mueren tlentro de su heredad, pues en 
ta protesta que acompaña a la demanda dice que cuando no ne- 
cesitaba el agua la dejaba correr en benefició de la ¡¡oblación de 
Merlo. 
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Ambs parte* piden y producen' en tiempo y forma la prueba 
que entendieron pertinente y conveniente a sus pretensiones |ís. 
M a 34 vta. l. alegando sobre su mérito solamente el actor (ís. 
1.515/. I-a corte ordenó, en carácter de "para mejor proveer", 
una ampliación del informe de los |htúos Callalm y Uilbau, el 
eme >e produjo a fs. 166, quedando la causa para semencia; y 

Considerando : 

(Jne la demandada reconoció categóricamente la propiedad 
y jwwcsión de Miguel Mitoeh sobre él predio "La Serrana" en 
que se encuentra la ciénaga (fs. 33 }. de manera que la cuestión 
que esta corte está llamarla a dividir es si. tanto nmui el predio 
mismo, el actor tenia la quieta y pací tica posesión del agua que 
mana de dicho vertedero a la fecha en que se produjo el acto 
de fuer/a de la autoridad de que se queja. Desde luego, la presun- 
ción favorece al actor | morque el art, 26.17 del Código Civil con- 
sagra la propiedad del dueño del predi" sobre las aguas que bro- 
tan tn el mismo, aunque luego corran sobre terrenos inferio- 
res. En el caso de autos acrece demostrado que el agua de la 
ciénaga de "La Serrana" nace en ésta y va a verterse, en parte, 
en el Arroyo Juan Pérez o "El Zonzo" o "Seco" a "La Capilla", 
pt-m no es el arroyo mismo ni su alimento único, sino una de sus 
fuentes o alimentos y ni * i quiera el princi|Kil. Informes de los in- 
genien ts Uilk'io y Caifa!» de fs. 139 y 166, Menos puede afir- 
mar-e, como lo ha hecho la demandada, (pie se trate de aguas 
(pie corren \H>r cauces naturales incluidas en el concepto de bie- 
nes <le] dominio público, cuyo desvío no puede hacerse sin con- 
cesión opecial de la autoridad <arts. 2340. inciso .* y 2642 del 
í ótligi» CiviU, Aíjui se trata «le afloramiento o vertederos, dis- 
persus y sin cauce, itrigiuados, según el informe del señor Al- 
fredo Jégou. ís. 9& "porque la mayoría de las aguas que bajan 
de la "Ouchrada de Merlo" son absorbidas por el terreno suce- 
sivamente permeable y va a salir a varios lugares lia jo la for- 
ma de fuente, manantial o pantano," 
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Que esa presunción está corrobarada por la prueba testi- 
monial de líelisario Olivera (fs. Luis Miñan (fs. 116) 
Isaac rOrfali ífs. 117), José Romero (fs. 119, y Eduardo }hm l 
co < fs. 120 .ta. » y pr el informe pericial de Bilbao y Callaba 
de fs 39. de todo lo ciml se desprende que. con antelación a 
Jubo 14 de 1924. M.l.^h hada uso del agua del verbero «to 
en su fundo para su particular lieneficio, Kn el acta de fs 10 
de los autos principies, que original corre a fs, 19 del exp- 
eliente administrativo. s ¡ bien Miloch aparece diciendo "que por 
respto al pnneipio de autoridad acata la orden de policía de 
rio hacer uso del agua de la ciénaga "que hoy (14 de Julio de 
194 > ha empezado a usar". deben correlacionarse esas palabras 
con estas otras "que cada vez que ha precisado liacer uso de ella 
lo ha hecho libremente y cuando no la necesitó la dejó correr 
en beneficio de la población de Merlo, sin que esto importe re- 
nunciar a la propiedad exclusiva que hoy alega y sostiene." 

Qtf* frim hnh\ resulta una confusión real v jurídica cuan- 
do testigos y documentos hablan de la ciénaga evístente en d 
precio "La Serrana" y el "Agua de la Capilla" como si fueran 
una misma cosa, [virque el Municipio de Merlo lia gozado, in- 
dudablemente de esta última para bebida, riego y otros usos 
de sus habitantes., desde épocas muy lejanas, desde su funda- 
ción misma tal vez. testigos de fs. 49. 59. 66 y siguientes 
Documentos de fs. K9-98: pro es que, como queda dich... "La 
Capilla * es el nombre del arroyo conocido también por "Juan Pé- 
rez". "El Zonzo" y "Seco", cano la misma demandada lo da 
l»or sentado en su interrogatorio de fs. 4* y fe certifican los 
testigos Luis R. Lucero en la foja 40 y el ingeniero Campbell en 
su informe de fs. Í0& 

No hay contradicción, como se ve. en d hecho de que Mer- 
lo tenga la posesión y uso del "Agua de la Capilla" y Miloch la 
del agua de la Ciénaga que nace en su predio y tampoco resulta 
que la posesión del arroyo implique de necesidad, la de esta fuen- 
te de su aprovisionamiento, porque, según anteriormente se ex- 
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presó, la. Ciénaga de "La Serranil" no es ti único ni el principal 
alimento de "I-i Capilla"; y porque no se ha presentado titulo 
alguno qtx COnsa^e |>osesion. dominio o servidumbre pública o 
priva* la referente a dicho vertedero, ni se ha demostrado la 
existencia de obras, trata jos o manifestaciones de voluntad ac- 
tiva de parte de la comuna tle Merlo o de la Provincia de San 
Luis que exteriorizaran esos atributos en desmedro del derecbo 
del dueño del fundo. Por el contrario, la nota del comisionada 
de Merlo de 3 de Octubre de 1921, pide a Miloch permiso "para 
entrar a su propiedad y limpiar el canal y vertiente que conduce 
ti agua de la Capilla", fs. 124. lo que importa que no tenia po- 
sesión sobre la Ciénaga de La Serrana.*' 

tjtte ni la constitución, ni la ley de Policía, ni los Códigos 
de IW-edimientos. ni el Código Kural de San Luis tienen pre- 
cq»tos que confieran al Poder Ejecutivo, o a una de sus depen- 
dencias, la facultad de decidir en las cuestiones de orden pura- 
mente civil que se refieran al dominio y uso de las aguas de ca- 
rácter privado conforme a ía clasificación del Código Nacional 
de la Materia; y aunque la tuvieran, ella sería ineficaz para pri- 
var a nadie del uso y goce de su propiedad sin el requisito de 
la previa expropiación, o sin el juicio de ley {arts. 17 y 18 de la 
Constitución Raciona!) y esta corte ha diebo que aunque las 
Provincias usen de facultades "otorgadas por sus propias leyes 
paitl realizar actos de turbación, nuMlificación o restricción de 
la propiedad privada "no pueden entenderse ni ejercitarse con 
detrimento de las garantías consagradas por la Constitución y le- 
yes comunes resjuvto de dicha propiedad", tomo 1 1S, pág. 3.1t . 
Si la Provincia de San Luis cree tener títulos o cree que los tie- 
ne la comuna de Merlo al dominio, la posesión o el uso del agua 
de la Ciénaga de "l^i Serrana"; si conceptúa que lia sido victi- 
ma de despojo |>or parte de Miloch, el camino de la justicia está 
indicado [tara el reconocimiento y amparo de sus derechos; pero 
en otro juicio [>orque en el presente no es el derecho a la pose- 
sión lo que se discute, sino el hecho de la jiosesióii misma. Ar- 
tículos 24í*. Wm y i470 Códigi ■ Civil, art. 327, ley 50. 
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J'or ln expuesto se hace lu^r al interdicto. debiendo la pro- 
vinria demandada reponer las o isas al estado ni rpie st . cncon- 
ínilKin el día tic la mrltación de la [Kwestón dentro del término 
de diez días desde la notificación de la presente. Con costas. Xo- 
tiíinuese. repongas* el pape] y archívese. 

J. FlGlEHOA AlCQRTA. — RoHENTO 

Repetto. — Rj Gimo La valle. 
— Antonio Saoarna. 



Sociedad Anónima Matadero Frigorífico Mendoaa contra ta 
Proiúucia de Mendoza, sobre cobro de pesos y daños y per- 



Stttmrio: l v Que asi como es susceptible de ser revisada antes 
de dictarse la semencia definitiva la resolución <pie tiene 
ixir acreditada la jurisdicción de la Corte Sttprenia, origi- 
naria a los efectos de la tramitación de» jukio, igual crite- 
rio del* aplicarse a la hipótesis de que se la deniegue, cuan- 
do, como en el caso, la parte lesionada aporta nuevos ele- 
mentos de juicio. 

2» No habiendo mediado cesión o transferencia sino 
propiamente un mandato o representación, no es aplicable 
el art. K» de la ley 48. 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

m 

Buenos Aires. Marzi/ 15 de 1929. 

Autos y Vistos: 
Considerando; 

Que con la documentación acompañada se ha justificarlo: 
a) tjitt* <K ni Francisco Mosso celebró el contrato ríe construcción 
y explotación riel matadero y frigorífico en la ciudad tle Mendo- 
za jmr cuenta tle la Sitcicdad Anónima Matadero Frigorífico 
Mendoza, la cual estaba en formación en aquella éjioca, por cuya 
circunstancia no se hizo constar oportunamente: h) que "los 
inmuebles expropiarlos |ior el exmo. gobierno destinados por la 
construcción del referido matadero y que fueron adquiridos por 
don Felipe Francisco Mosso a su nombre i articular, correspon- 
de igualmente, a dieba iwciedarj, por cuanto el dinero empleado 
en las diferentes operaciones era de ella, todo lo que se hizo pre- 
sente expresamente en la escritura tle construcción definitiva de 
la misma, cuya | sirte |>crtmeulc se ha insertado"; c, que en el 
acto de formación tle la Sociedad Anónima Matadero Frigorífico 
Mendoza, que lleva fecha 7 de Noviembre de \922 o sea antes 
de la escrituración del contrato de concesión a don Felipe F. 
¡Vfosso, qtte tuvo tugar después de aquel momento, hócese cons- 
tar por el nombrado Mosso que todos los dinero* que ha inver- 
tido hasta la fecha a su nombre particular, con motivo de la con- 
cesión riel matadero, son fondos pertenecientes a esta sr>ciedad. 
obligándose, en consecuencia, a otorgar oportunamente a favor 
de la misma la cor rescindiente transferencia, con todos sus de- 
rechos, privilegios y obligaciones que se determinan en el con- 
trato y leyes respectivas, estando tle acuerdo con ello los demás 
accionistas presentes, etc., etc. 

Otie tales enunciaciones conten idas en instrumentos públi- 
cos hacen plena fe acerca del verdadero carácter del acto juridi- 
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co sucedido entre Felipe Francisco Musan y la Sociedad Anóni- 
ma Matadero y Frigorífico Mendoza, conforme a lo dispuesto 
l*ir el an. 995 del Código Civil. 

Qik de los nuevos antecedentes traídos al conocimiento del 
tribunal aparece f|«e no ha mediado a íavor de la Soledad ac- 
tora una cesión o transferencia de la concesión que haga aplica- 
ble al caso el art. 8* de la ley 48. sino propiamente tm mandato 
o representación ejercitado por don Felipe Francisco Mosso por 
cuenta de la Sociedad actora cuya validez legal resulta de lo 
dispuesto por los arts, 1929. I936 p 957 del Código Civil. 

Kn su mérito y teniendo en cuenta que si como lo ha de- 
clarado esta Corte la resolución que tiene por acreditada su ju- 
risilieción a los efectos ríe la tramitación del juicio es susceptible 
de ser revisada antes de dictarse la sentencia definitiva, igual 
criterio debe aplicarse a la hipótesis de que se la deniegue, cuan- 
do como en el caso, la parte lesionada aporta nuevos elementos 
de juicio, se deja sin efectos el auto de fs. 71, y en consecuen- 
cia, téngase por acreditada, en cuanto hubiere lugar |*tr derecho, 
la jurisdicción originaria de esta Corte Suprema, De la deman- 
da, traslado. Líbrense por intermedio del señor Juez Federal 
de Mendoza, tos oficios prevenidos por el art. 69 de la ley nú- 
mero 50, con emplazamiento de veinte días, para que la pro- 
vincia demandada comj»arezca a estar a derecho, l»ajo apercil)i- 
mietito. Señálanse los lunes y viernes o el siguiente día hábil si 
alguno de aquellos no lo fuere, fiara notificaciones en secretaría. 

J. FlíJVKROA ALCORTA. — Ro&ERTO 

Rkpetto. — R, Guido La valle. 
— Antonio Saga una. 
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fitwt -o tlah-fírftja coiifra Ui Prorinciü de Mendosa, sobre cobro 
de pesos. Letras de tesorería. 

Sumario: \¿\ fuerza ejecutiva tic tío documento de crédito del* 
resultar, claramente, del documento mismo y no de las cau- 
sa* de la obligación relacionadas con el alcance de leyes lo- 
cales, cuya discusión no corresponde sin audiencia del pre- 
tendido deudor. 

Oisu: l.n explica el siguiente: 



FALLI) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenm Airts, Mario 15 de 1929. 

Atttns y V istos: 
Consideratidü : 

f)ue la fuerza ejecutiva de un documento de crédito debe 
resultar claramente del documento mismo y no las causas de ta 
obligación relacionadas c<m el alcance de leyes locales, cuya dis- 
cusión no corresponde sin audiencia del pretendido autor. 

Que a esta circunstancia, hecha más visible por la propia 
exposición del recurrente, puede agregarse, en cuanto a la le- 
tra de < >ctubre \» de 19.28, que ella ha sido expedida y aceptada 
cuando cuando la Provincia de Mendoza se hallalta liajo el im- 
] ktí«< de la ley fie intervención amplia que la rige, óbice que 
también puede oponerse a la de 17 de Diciembre del mismo año 
en cuanto a su aceptación, como lo ha establecido esta corte en 
casos análogos. (Palios, tomo 143, pagina 38). 

<Jue con referencia al antecedente citado por el actor, basta 
Ja lectura del pagare transcribo para darse cuenta que no se trata 
de tut eso igual al presente. 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Por estos fundamentos se mantiene el auto (1) recurrido. 
KejMjn^asc el papel. 

J. Fkiikkoa Alcorta. — Rohkrto 
Repktto. — R. Guiño La valle. 



(I) Bucnui Airts, Marzo 8 do V)29. 

Autos y Vistos: 

Observando el Tribunal que las letras de autos no están 
aceptadas |>or el gobernador de la provincia, único representante 
legal de la misma, no ha lugar por ahora al mandamiento soliei- 
tdo. {Art. 128 de la Constitución de Mendoza). Hágase saber y 
depóngase el paj*l. 

J. Ficlf.roa Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido La valle. 
— Antonio Saga r na. 



Qnn Alejandro Hitare contra la Compañía de Setjuros "Latino 
Americana', sobre cobro de pesos. 

Sumario: El emplazado que deja vencer el término acordado pa- 
ra oponer las excepciones que autoriza la ley, prorroga táci- 
tamente la jurisdicción territorial del juez del emplazamien- 
to; y consentida la providencia por la «ue se da por con- 
testada la demanda, en reWldía, y se declara competente el 
juzgado, no puede entablarse contienda de competencia por 
inhibitoria. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 
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DICTAME V DEL SESOR PROCURADOR GENEKAL 

Buenos Aires, Marzo l» d( Í9*>. 

Suprema Corte: 

Alejandro Kttore demandó ante «I Juzgado Civil y Comer- 
cial del Rosar id a la Compañía de Seguros "latino Americana", 
THir cobro «le pesos, siendo la misma emplazada por el término 
de .10 días para estar a derecho en el expresado juicio. 

Tal emplazamiento le fué hecho el 21 de Nuviembre de 1927 
(cedida de ís. 10 1 y ha comparecido recien el I* de Marzo del 
a fio siguiente (fs. 12, expediente de la Capital) a promover in- 
hibitoria ante el Juzgado de Comercio de la Capital de la Na- 
ción, cuando se cncotiiralta vencido, no sólo el término del em- 
plazamiento, sino también el de la publicación de edictos» decla- 
rando su rebeldía y después de habérsele designado defensor de 

O f ICIO, 

.Se ha presentado, pues, extemporáneamente a juicio, im- 
portando tal actitud la prórroga tácita de la jurisdicción terri- 
torial del juez fiel emplazamiento, como lo tiene resuelto esta 
Curte Suprema. 123: \35. 

■Soy, jjor ello, de opinión t|ue la presente contienda .¿tie con 
tal motivo se lia tratado entre el Juez de !• Instancia en lo Co- 
mercial de la CapittÜ/IeHa Nación y el de igual clase del Rosa- 
rio, delie dirimir**:" en favor de la con i| telenda de este último 
magistrado. 

Julián Pos. 
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Bucjhis Aire*, Marzo 18 de 1929. 

Autos | fistos: 

# 

Por los fundamentos y consideraciones del precedente dic- 
tamen del Señor Procurador General, en el que se relacionan 
con exactitud, de acuerdo con las constancias de autos, los an- 
tecedentes de hecho que originan la presente contienda, así co- 
mo el derecho y la jurisprudencia aplicables a la solución del 
caso, se resuelve declarar: que corresponde el conocimiento 
de esta demanda instaurada i>or don Alejandro Eitorc contra la 
Compañía de Seguros "Latino Americana". por cobro de [Mi- 
sos, al Juez en lo Civil y Comercial de Rosario de Santa Ke, 
a quien, en consecuencia, se remitirán los ñutos, avisándose al de 
Comercio de esta Capital en la forma de estilo, con transcrqjeión 
de esta resolución y del dictamen de referencia. Kepóngase el 
papel. 

J. Figuemm Alcorta. — R. Guiño 
Lavalle. — Antonio Sagarna. 



. Urja tttiro KwintktWiecc y otra, stt extradición, a solicitud de la 
Let/acióti de Polonia, 

Sumario ; 1* Procede la extradición solicitada i*>r la legación de 
Polonia de personas procesadas por el delito de homicidio 
eü los tribunales de aquel país, substanciada y resuelta de 
acuerdo con lo prescripto en los artículos 646, inciso p y 
64« del Código de Procedimientos en Id Criminal, y a mé- 
rito de haber sido llenados, en lo esencial, los requisitos 
exigidos iwr los arts, 651 y 655 del mismo Código. 



m 



FALLOS DE LA OOftTS SUME M A 



2* No es legalmente indispensable la exigencia entre 
los recaudos acompañados, la copia de las disposiciones vi- 
gente «i Polonia sobre la prescripción jienal. >■ opuesta tu- 
mo excepción, su prueba incumbe a la defensa, cuando se- 
gún nuestras leyes aquélla no se ha operado. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Air**, Octubre 23 de 1928. 

Y Vistos: El pedido de extradición de Wladislawa Mikuls- 
ka, polaca, de cuarenta años de edad, casada, partera, y Alejan- 
dro Kwintkieviec*, polaco, de treinta y dos años de edad, viudo, 
empleado, formulado por la Legación de Polonia, y 

Considerando; 

1' El jwdido Ue extradición se funda en la existencia de 
las órdenes de captura de Mikulska y Kwinkievicz, expedida por 
el Señor )ik>¿ de rnsmjcción de Lod* con fecha 24 dé Agosto de 
1927 y 19 de Agosto de 1922. por estar los nombrados acusados 
de la muerte «le Ignacio Uerczak. 

ka identidad de los requeridos está comprultada en autos, 
|x>r sus propias declaraciones corrientes a fs. 40 y 41. por los 
retratos agregados a fs. 42 y 44 y por los datos de filiación y 
señas particulares que constan en la traducción corriente a fs. 22 

del Kxtraeto del Diario de Investigaciones de 30 de Noviembre 
de 1922. 

3 V Los recaudos enviados y sus resjwctivas traducciones, 
corrientes de fs. I a 31, reúnen los requisito* exigidos por el 
art. íól tlel Cóttigo de Procedimientos en lo Criminal. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



4' Contrariamente a lo que sostiene la defensa, el Código 
de Procedimientos no exige como requisito indispensable la pre- 
sentación de copias de la legislación del país requiriente sobre la 
prescripción de la acción penal o de la pena y no habiéndose pro- 
bado por la defensa que la acción penal se encuentre proscripta 
según las leyes de Polonia ni estando tamjtoco ^rescripta la ac- 
ción de acuerdo con lo dispuesto en el art, 62 de nuestro Código 
Penal, es improcedente la defensa opuesta. 

5» Estando asegurada la reciprocidad para casos análogos, 
según se expresa en el auto cuya traducción corre a fs. 19, y es- 
tando cumplido así el requisito exigido por el art. 646 del Có- 
dido de Procedimientos en lo Criminal, corresponde conceder la 
extradición. 

Por estos fundamentos, resuelvo: conceder la extradición 
de Wladistawa Mikulska y Alejandro Kwrtnthieview, quienes se- 
rán puestos a disposición del señor Ministro de Relaciones Ex- 
teriores y Culto, para su entrega a las autoridades de Polonia, 
conjuntamente con estas actuaciones originales de las que se 
dejará constancia suficiente. 

Miguel L. Jantits. 



VISTA DEL FISCAL DE CAMARA 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 1928. 

Exma. Cámara: 

• 

. La documentación presentada i»r la Legaeión de Polonia, 
en apoyo del presente jiedido de extradición, llena ampliamente 
las exigencias del art. 651 del Cód. de Procedimientos en lo Cri- 
minal. El delito imputado a cada uno de los requeridos,, es de 
los que autoriza la extradición según lo preceptuado en el art. 2» 
de la ley N* 1612. de 25 de Agosto de 1885. En cuanto a la 
defensa opuesta a fs. 55, carece de valor legal, y ha sido debida- 
mente desvirtuada en el considerando 4" de la sentencia. 
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l)c consiguiente, y hallándose acreditada la ¿denudad de los 
detenidos con las personas reclamadas, corresponde confirmar la 
resolución del a t¡uo. que concede la extradición de VYladislawa 
Mikulska y Alejandro Kwinkictviccz. y manda que, a tal efecto, 
los detenidos sean puestos a disposición fiel Ministerio de Re- 
laciones Exteriores y Culto. 

Julián Paz. 

SE N Ti: N* CIA DE LA CÁMARA FEDERAL l>E APELACIÓN 

lim-ik-i» Aires, nirkmbrtr 14 de t9¿& 

Y vistos: l'or su* fundumentus y atento lo resucito jior la 
Curte Suprema de Justicia de la Xación en el caso de Guillermo 
ScliuneUírnn fOetulire 24 de 1928), se confirma !a resolución 
apelada de fs. 63 que concede la extradición de Wladislawa Mi- 
kulska y Alejandro Kwintkieviecz, a solicitud de la Legación de 
Polonia, Devuélvase. — B. A. Násar Anchort thi, — /. P, Luna. 
— h'oilírffa S. Fcrrer. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Éttm&i Aires, Mario h de 1929. 

Suprema Corte; 

Doy fMjr reproducido mi dictamen fie fs. 70 expedido cuino 
Pn mirador Fiscal de Cámara. 

Por los fundamentos de la sentencia dictada en la cansa y 
consideraciones concordantes del precitado dictamen y lo soste- 
nido por el Ministerio Fiscal, pido a V. K. confirme la sentencia 
apellida de fs. 7$ vta. que acuerda la extradición de Alejarotm 
Kwinkíevicz y Wladislawa Mikulska, |>edida jior la Legación 
de Polonia. 

Julián ¡'as. 
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Bueiws Aires, Marzu 18 de 

Vistos: 

Considerando : 

Qae de los documentos traídos per la vía diplomática para 
instruir el pedido de extradición formulado por la Legación de 
Polonia, resulta que las personas requeridas están presadas 
l>ur homicidio ante los Tribunales de aquel país, con el cual 
110 existe tratado sobre la materia, y en consectienoin el caso se 
ha substanciado y resuelto de acuerdo con lo que prescriben los 
artículos 646, inc. 2* y 64K del Código de Procedimientos en lo 
C. riminaf. 

«Jtie consta en autos el mandato tic prisión expedido jior las 
autoridades comitentes, con designación de la fecha del delito 
respectivo y la especificación de ta naturaleza del misino, y han 
sido acreditados todos los datos y antecedentes necesarios para 
la identificación de los requeridos, agregándose igualmente la 
tupia de las disposiciones legales aplicables al hecho en Polonia, 

Oue cumplidas esias formalidades, es evidente que se han 
llenado en lo esencial los requisitos exigidos por los artículos 651 
y 655 del Código citado. 

Que -en cuanto a la omisión de las disposiciones vigentes en 
aquella Nación sobre la prescripción penal, es de observar que 
tal exigencia no es legalmente indispensable, y opuesta como ex- 
cepción, su prueba incumbe a la defensa, ya que bajo el punto 
de vista de la legislación argentina aquélla no se ha operado, tra- 
tándose como en el caso, del delito de homicidio calificado, en re- 
lación al tiempo en que aquel se dice cometido 1922. 

Que la jurisprudencia invocada por el defensor no tiene 
analogía con el presente, pues en aquellas se consideró la extra- 
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itidúii mjIiVí tarja pir Italia, y es sabido que «©ti dicha Nación es- 
timo* ligados por un tratado espedid, eircuustanda que no con- 
curre eji e) ím/» ///■'. 

fjtté ii" constituyendo el ■ procedimiento especial de autos 
un juicio criminal en qtpe se ventile la imputabilidad del reo, no 
le es aplicable el nrt. 13 del IYmIíjío de IWcd¡miciitos t y más 
bien, por razones cía neníales de orden social de aplicación uni- 
versal, Cí»rres|Mindi' facilitar, rn lo |>osible, la entrega de los pro- 
ce>adu* consagrando asi. en la práctica, los altos fines de la jus- 
ticia penal instituida ni <<k1o* los países civilizado*, para garan- 
lía de sus hahi lames. 

Por estos fundamento*, los concordantes de la sentencia ape- 
lada y de acuerdo con lo dictan i ¡natío por i l Señor Procurador 
General, se la confirma. Notiííqiu'sc y devuélvanse los autos. 

J. l'jot'KkoA Amorta. — R, tínoo 
Lavai.li:. - Antonio Saoakna. 



StH-taiiitt Anónima "l.a papelera .Irtfctitiiia". contra la I s r<n'in- 
cm ilc Hítenos Aires, sobre tlaotución <ie it i itero, icotiirihtt- 
ciótl directa y multas). 

Sumario ; l v No es al comprador sino a) vendedor a quien incum- 
be demostrar la libertad úvl bien que trasmite, por medio de 
lus certificados de tos Registros y Oficinas Públicas, donde 
se inscriben li>s derechos reales o |>crsonalcs que afectan al 
bien o al dueño; ito siendo función ni obligación de tos jxir- 
ticutares fiscalizar, controlar o apercibir al listado por el 
descuido o ineficacia de los encardados de organizar la bue- 
na ueréepeion de ta renta cuando ello no afecta sus derechos. 

2" Ki impuesto ríe contribución de la Provincia de Une- 
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nos Aires no es mi derecho real, dado que la creación de ta- 
les derechos es de naturaleza substantiva y de atribución del 
Congreso, conforme al inciso II del art. 67 ríe la Constitu- 
ción Nacional. 

Cmm Lo explican tas piezas siguientes : 



FALLO DE LA CORTE SL'PhEMA 

BttttlOS Aires. Marzo 20 (fe ly>y, 

V Vistos: el juicio de la "Sociedad Anónima La Papelera 
Argentina" contra el Gobierno de la Provincia de Buenos Vires 
por devolución de dinero pagado en concepto de contribución di- " 
recta y inultas, del que 

Resolta ¡ 

Oue don Mariano Sara vi, apoderado de "I^i Papelera Ar- 
gentina", manifiesta que dicha sociedad compró en 10 de No- 
viembre de 1926 a la compañía "El Fénix", por ante el regis- 
tro a cargo del escribano Enrique Guido, una propiedad sita en 
Campana, pagando íntegro el precio en vista del certificado ofi- 
cial que acreditaba no existir deuda alguna por concepto de im- 
puesto de Contribución directa; en 31 de Marzo de 1927. por an- 
te el escribano R. Fernández Guerrido, "La Papelera" vendió 
el mismo bien a la Compañía Nacional de Petróleos, |iero no 
pudó obtener la inserción en el Registro de la Propiedad por- 
que el Fisco hizo valer un supuesto crédito por suplemento de 
impuestos y multas desde 1915 a 1926 inclusive, proveniente de 
obras de ampliación y mejoras efectuadas en 1914, lo que no le 
consta ni de lo cual y sus inadvertencias |>or los avaluadores fis- 
rales es responsable el comprador. Pagó con protesta para no 
entorpecer la negociación y picte le sean devueltos los $ 21.8-10 
ipuneda nacional oblados en el concepto expresado con intereses 
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y costas, l-a pretensión de la Provincia de que el impuest" grava 
y sigue al bien contraria los arts. 2502 y 250.1 del Código Civil 
Subsidiariamente n|miie la prescripción ]iara el impuesto de 1916 
y |«ara las inultas anteriores a 1926. Acompaña escritura de pro 
testa debidamente notificada (fs. 14 i. 

1.a Provincia fie íiuenoí, Aires contestó la demanda pidien- 
do el rechazo de la misma con costas (fs, 16 j. En 1915 se eons- 
tatantn mejoras en el bien a que se refieren tos impuestos cues- 
tionado?., y ellas no se denunciaron por el propietario, pero a raiz 
de mi comproíiaetón la Dirección de Cuitas Incorporó al padrón 
inmobiliario el mencionado inmueble y liquidó el Impuesto y la 
imilla de acuerdo Ia> normas de la ley vidente. I -II Kisto pue- 
de perseguir el cobro del impuesto untra el adquimue porque 
tas enunciaciones, ile! certificado de Kcnta» no tienen valor can- 
celario y ademas el comprador tío probó la buena te que im[>íica 
la adopción de precauciona para saber ipte. en efecto, el domi- 
nio a adquirir esta libre de contribuciones, gravámenes y dere- 
chos ríales, y en el caso "resulta ¡ti justificable que la Sociedad 
apelante no advirtiera la enorme disparidad del avaluó fiscal 
con el valor de tasación/" Kii efecto la propiedad figuraba cunto 
rúra), COÚ avaluación de 16,400 pesos, el Jurado C entral la re- 
val no en SU M XXI \ fué vendida en un millón de pesos.. 

Debe teuersr presente que la Sociedad adora si bien men- 
ciona la prescripción de la cuota de contribución correspondiente 
a 1016 y las multas anteriores a 1936, pero no ba formulado con- 
cn-taniente una reclamación sobre el | (articular, |Hjr lo que no 
corrcsjHtnde pronunciamiento judicial. Niega a mayor abunda- 
miento, que haya tal prescripción. 

Abierto a prueba e) juicio, la aciora pioditjo la que corre 
de ís. 21 a 46; y la demandada acompañó el espediente adminis- 
trativo X" 94.6S9, año 1927, de la Dirección de Rentas, el rjüe 
tiene agregados el N» 731 de 1927 y al .Y' 97.655 de 192S. 

Sólo la acto ra presentó alegato de bien probado (fs, 53). 
Mamóse autos [ara definitiva previa reposición (fs. 64 vta.), y 



df; justicia de la nación 



1«5 



la causa quedó en estado de sentencia en 5 fie Marzo corriente 

( ÍS. 65 ) ; y 

- 

Considerando : 

One la actora proln» el |«y;n ele la «mía i|iic relama por 
los conceptos que expresa; ta protesta hecha ante escribano 
público, debidamente notificada: que compró el hicn y lo ins- 
cribió etl el Registro de la Propiedad, previo ceriif icario de no 
adeudar impuesto hasta el año 1926 inclusive f fs. 4, 2S a .U, 98 
a 4!. 44. Ut Impelerá Argentina adquirió en 1926. el bien de 
que se trata en estos autos, llenando todos Jos requisitos de fondo 
y de forma que en la Provincia de Kuenos Aires rigen la tras- 
misión de bienes inmuebles por actos entre vivas. 

(Jue no es al comprador sino al vendedor a quien incumbe 
demostrar la libertad del bien que trasmite, por medio de los 
certificados de loa Registros y Oficinas Públicas donde >e msr 
criben tos derechos reales o ix-rsonales que afectan al bien o al 
dueño. 

(Jue ]>ara el comprador, "1.a Pajielera Argentina" es indu- 
dable que el vendedor, "K1 Fénix", a tos efectos fiel art. 7" de la 
ley .VX)1 de Contribución Territorial o Crédttú Inmobiliario 
de la Provincia de Hílenos Aires, llenó hts obligaciones |»ert¡- 
nentes pues asi Jo decía el certificado expedido por la Oficina 
Fiácjal que corresponde al escrilano Guido, en cuyo registro se 
celebró el contra de compra- venta. 

{Jue el incumplimiento s* lo hubo por parte de "El Fénix*' 
de comunicar las ampliaciones y mejoras que se dicen introduci- 
das en el bien vendido, habrían determinado responsabilidades y 
menciones de carácter personal, como son siempre las penales, y 
que no se trasmiten a terceros im ícenles unn cuando ellos ad- 
quieren la cosa a la que esas omisiones se refieren. Asi lo enten- 
dió el Fiscal de Estado de la Provincia. Ver expediente admi- 
nistrativo. 
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Qwc (tu es pisto Imputar al comprador * 1.a Papelera , ne- 
^li-fiuia culpahle. comn lu hace el decreto del Poder Kjmitivo 
de ta Provincia de 6 de Marzo de N2S ( RxiK.lieute adininis- 
tranvo ai^re^ado» y f, t rt l ] tiit* el representante de la demanda* la, 
al tM advertir la diten-nria entre d precio de avaluación fiscal 
y « I di< cimipra privarla de! bien en litis \'o es función ni obliga- 
ción di- l> particulares fiscalizar, controlar u apercibir al li- 
tado por ti des.uitdn o ineficacia de los ernar-jados di- organizar 
la huma pe^eefjeíon di- ta renta cuando eÍ¿ (io afecta sus dr- 
rr el ms. 

QüC ni en d Kx| teniente A(íniiiii>ir;it¡vi» ni en estos autos 
principales existe prueba legal de tas ampliaciones o mejoras i\w 
•i- dicto introducidas en la edificación del bien cuestionado en la 
época denunciada tle I9Í4 o 15. No es suficiente ta afirmación 
de un empleado administrativo de mu- un hijo déT propietario 
■me vendió a "El Fénix", un señor Tenti. le dijera que en 1VI.Í 
>i- habían hedió isas mejora». Ni existe constancia autentica de 
tal declaración, ni ese es un testimonio formal, ni vale como 
prueba píeiia por ser simular, oi se sane i|ue viuculaciout-s tiene 
t i sénior Tenti con la cosa y sus dueños actuales y anteriores, ni, 
pór fin, fué ] >n hJik ¡rio con audiencia fie la parle afectada. 

(hit- ti impuesto de contribución territorial tle ta Provincia 
de l hunos Aires no es. como lo pretende la demandada, un de- 
recho real |m irt|iit- la creación de tales derechos es de naturaleza 
substantiva y de atribución del Congreso Nacional, conforme al 
inciso II del art. de ta Constitución Nacional c arts. 2502 v 
2M3 dH Código Civil. 

Que, por otra parte la misma ley de Contribución Territorial 
consagra expresamente las sanciones personales a las infraccio- 
nes 'pie los propietarios, eseriluuios y empleados c etan al de- 
ber ile dar cuenta, constatar y registrar las modificaciones de 
los bienes y su» concluientes nuevos avalúos. Art*. fi, 7 y S de 
la ley provincial ¡350}. 

Por to expuesto y concordantes se hace lugar a la demaiwla 
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sin nMas. aUnn. la naturaleza de la cuestión lAedjMÉa Nádase 
saher, repóngase el papel y archívese, 

J. [• inri-: roa Alcorta. — K. (ir ion 
L.WAl.t.K, - Axtomm Sagarna. 



\* (> T A S 

Jai ta demanda instaurada jan- doña 1 Clisa Maños de furn- 
ia, sus herederos, contra la Provincia dé Buenos /Éej nor iu- 
ctrttótitiKÍonalitiad di- la ley de impuesto a la hereicta y colín» 
ile pe«<is. el representante dé la demanda al evacuar trasla-l" 
ijiu 1 té fué conferido, manifestó que se avenía a devolver a tus 
actores la suma reclamada, pero une su parte dchia sur eximida 
del pajjo de las cosías. Alentó a la conformidad prestada por la 
ai tm\i, la Corte Suprema con fecha I* de Marzo de 19*». falló 
ta causa declarando que la l'rovincía de Buenos Aires dcl>c de- 
volver, en el plazo de diez dios, la suma fie once mil ciento cua- 
renta y nueve pesos con siete centavos moneda nacional, Cfin nui> 
sus intenses al estilo de los epte col ira el Manco de la Nación 
Argentina, sin costas, atento a I:. uaturale/a de la> cuestiones dc- 
tulidas y ta Forma en que quedó tratada la tíli-. 



l'rm fecha primen i de Manto no se hizo hijear |a queja 
deducida por Andrés Mario IMumetti, pidiendo revisión fie la 
causa seguida en su contra, j»or homicidio simple, ]>or no apare- 
cer de la propia exposición del i % ¡-mute. ijue se Hubiera inter- 
puesto ante ta (amara de Apeííer ¡fines en Ui Criminal v Corrí v- 
eional de la Capital, y para ante la Corte Suprema y que le Im- 
titrM- »¡do denegado* el recurrí del arl. 14 de ta ley 4S. 
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En la misma feeha no sé hizo lugar a la queja deducida |«ir 
Luis l>uaeastella. en la querella seguida en su contra, jwr infrac- 
ción a I» ley -krfd. |mir resultar de los propio* término-, rn que 
se úindameu taita el recurso, que se trátala de un caso juzgado 
y resuelto por aplicación de la referida ley local 4661, y m vis- 
ta ríe antecedentes de hecho y pruefia que sirvieron de tase a la 
sentencia recttrriria. simio evidente en tales condiciones, de acuer- 
do con la ley y la jurisprudencia del Tribunal, la improcedencia 
del recurso intentado, sin que fuera óhice a esta conclusión, la in 
v.Kíición extemporánea fie fos aris. 18 y l<) de la Constitución, 
ijm; por lo demás, no guardaban con la cuestión rouelia la re- 
lación directa e inmediata legalmente requerida, íart. 15. ley 48). 



Kn la tnisina techa no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducirla por Juan li. Morana en auto-, con don Kduardo Fran- 
cés, sohre injurias, [>or inferirse de los antecedentes relacionado* 
por el recurretiie. que la sentencia condenatoria se había huida- 
do. sin duda, en disjiosiciones legales de derecho común, decisión 
qu» . en «ales condiciones, no puede SC r revisada |K>r la Corte Su- 
prema eti el recurso extraordinario, de acuerdo a los preceptos 
légale-, del caso y la reiterada jurisprudencia consagrarla al res* 



K« (a causa seguida por doña Paulina Guise de Molinelli 
contra la Provincia de Buenos Aires, por cobro de la suma de 
cuatro mil novecienlfis ochenta y nueve pesos con. noventa y cin- 
co centavos moneda nacional, cobrada y pagaría inrlchidaniente. 
según la aciora. |ior concepto del inipuesio especia] de afirmado 
riel camino público de La Piala a Avellaneda, en ejecución ríe 
la ley provincial de ¿0 de Dieiemhre de IW7, el representante 
de la demaurlarla. al evacuar el traslado que le fué conferido, ma- 
Ijifcstó rrnmrK-er ta verdad riel hecho, o sin. el pago kajo pro- 
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testa ile la suma demandada, y !a Corte Suprema, con techa 4 
. Míirm * ]9 *>> í,e confomudad con i„ dictaminad., por el 
¡ llM,r ,v "«'™l"r General y Jo resuello en numerosos casos ana- 
lcos, falló la causa declarando que la Provincia de Buenos Vi- 
re* deferí devolver a la actora en el plazo de diez días, Ir, suma 
reclamada con más sus intereses al estilo de Jos que cobra el Ban- 
co de la Xació», Arruina, desde la fecha de la notificación de 
la demanda. s,n cosías, atenía la naturaleza de la «tusa v la fur- 
nia en i|ue ijtierló tralada la litis. 



Eíl seis del mismo no se hizo lugar a la queja deducida por 
dt.n B. i.ulKTiiiau en untos con don José Ynssen, sobre cubro de 
pesos. ]M»r desprenderse de 1;. propia ex|H»sietón del recurrente, 
queja resolución dictada |*.r la justicia local, se refería a la apli- 
cación de normas procesaos, ajena \*>r confuiente al nrur*., 
extraordinario autorizado |>or d art. 14 de la ley 4K. 



En la demanda instaurada por dun Ricardo C. Cranweil e» 
i i presentación de doña Sofía l'ércz ríe Madero y otras contra la 
l'rovmeía de Unenos Aires, por inconstitucionalidad y devolución 
di' impuesto la herencia |S.gathf 'demás, el représenla tü .Ir la 
provincia al evacuar el traslado que le fué conferido, manifestó 
que los excedentes alionados por tal concepto, debían limitarse «ó- 
lo a las tres leguarias que otorgaron i>oder al doctor Cranwell, 
quien no tenia ^sonería )>ara reclamar a nombre los otro, lega- 
tarios, solicitando que las costas del juicio se impusieran a las 
adoras en razón de existir phts La Corte Suprema con 

fecha seis de Mayo de mil novecietilus veintinueve, considerando 
que tal defensa no podía pros[)crar en virtud de haber quedarlo 
demostrado el carácter de herederas de las actoras, v por tanto, 
su interés en la devolución del total ríe |„ pagado, falló la causa 
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declarando que ta l'ruvinciu <U- líncnos Aires dehia devolver 
dentro del término de diez días, la suma reclamada de cincuenta 
y cinco nii| cuatrocientos catorce pesos con veintinueve centavos 
momda nacional ile curso lejía!, con más los intereses al estilo 
de los que col«ra el I lauco de la Nación Argentina, desde la fe- 
c lv. -i t . |h notificación de la demanda. 



t < ii fecha trece se oVelaró improcedente la queja deducida 
por don Bstéhan Biscotti y otra, en autos con el Manco l 'l Ho- 
yar Argentino, sohrr nulidad de escrituras de mutuo hipoteca- 
rio, (mr resultar de la exposición de la Cámara Federal del Ro- 
sario, míe en lugar de aplicar ni litigio las disfíosiciones del Có- 
digo de ( "omercio, aplicó las del Código Civil ipie únicauicute 
debió considerar en caso sttnsidinrio y supletorio, cuestión que 
iiu puede constituir mi ra su de derecho federal, desde 4 pie de 
acuerdo con el.art. *">7. inciso 11 de la Constitución y 15 de la 
X" 4X. la interpretación 0,11c los trihtinales locales o nacionales 
liagáti de los Códigos Civil. Comercial. IVtial y de Minería no 
da luyar al recurso extraordinario, a menos que urui disposición 
fie aquéllas fuera impugnada como inconstitucional, situación 
esta última qtié 110 era la plumeada en los autos. 



Con fecha quince se declaró improcedente la queja deduci- 
da poi doña María Fermina Villa eti autos con don Eugenio 
Casa-v sohtre COhro de pesos y reconvención, por resultar dé la 
propia ( -xpo-ición de ta recurrente, que la Suprema Corte de Jus- 
ticia de la Provincia de lí (teños Aires. Itahia resuello el caso 
aplicando leyes locales de procedimientos v disposiciones de la 
ley común, sin que éstav o aquéllas, tuvieran relación directa con 
los artículos de la Con -a i unión Nacional que se pretendían vio- 
ladi's /arts. 14 y 17 j. 
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Kit d juicio seguido por don Ramón T. l/ajínicre (mis fu- 
rederos., contra la Provincia de Rueños Aires, por inconstitu- 
cional cíe la ley fie impuesto a la herencia y devolución de mía 
suma de dinero, el representante de la provincia al contestar el 
Eradlo ile la demanda -pie le íué conferido, manifestó que se 
avenía a la reclamación de Jos actores, f >ero hacia presente que 
los intereses debían liquidarse al ] % mensual, de acuerdo con 
el m 14'> de la ley de 1MJ4. y no al medio por ciento como pre- 
tendían ios demandante*. Aceptado' por éstos el temperamento 
propuesto, la Corte Suprema con fecha 15 de Marzo de \92f>. 
ia lió Ja causa, declarando que la provincia debía devolver a los 
actoro cu el termino de diez dias la suma reclamada de treinta 
y nueve mil sercciciitos cuarenta y siete |>esns con noventa y mi 
centavos moneda nacional, con más sus intereses desde el día 
de la r..imstación de ta demanda, sin cmtas. atenta la forma 
en que quedó trabada la litis y la naturaleza de las cuestiones 
del latidas. 



din ftrha veinte la forte Suprema de conformidad con lo 
dictaminado |>or el Procurador General, lo que preceptúa el ar- 
tículo 101 de la Constitución X aduna 1 y la uniforme jurispru- 
dencia, declaró no corres] nmdcr a la jurisdicción originaria del 
tribunal . el recurso de habeos tarpus interpuesto por el doctor 
José E. Aguilar contra la detención que sufre. 



Kn la misma fecha y de acuerdo con lo dictaminado |*ir el 
I 'roturador (¡enera!, no se hi»> luga :i la queja dilucida ]hpc 
la ( oni^nu;! Swifi de ta Plata, sobre reivindicacióit. |tor re- 
aullar de la propia exposición del recurrente y del informe de la 
Cámara l-'cderal de Apelación fie La Mata, que en el juicio de 
referencia se había dictado ya sentencia definitiva, y la que mo- 
tiváis la queja, era mía incidencia sobre cumplimiento de aque- 
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lia semencia, promovida en ««rasión de dictarse un lando arbi- 
tral, cuya valide/ >c impugna) ki ; no siendo, en consecuencia, la 
sentencia definitiva cuya revisión corresponde a la Corte Supre- 
ma m tercera instancia ordinaria de acuerdo om 1" dispues- 
to por el art. 3* de la ley 4055. 



Ku la misma techa se declaró l>¡en denegado \**r Ja Cámara 
ni lo Criminal y Correccional de la Capital, el recurso de 1 apela- 
ción interpuesto por el defensor de Vicente Lilionali. en la cau- 
>a seguida en su contra, («ir tentativa fie homicidio, en razón fie 
utr tratarse de la sentencia definitiva que mencionan los arts, 14 
de la fcy 48 y f* v de la lev 4055. ni encontrarse comprendidos los 
hecho;* que motivaron la deducción de dicho recurso, en ninguna 
fie las disposiciones del art. 22 del Código prueesal. 



Kn la misma fecha la Curie Suprema de conformidad enn 
k) dictaminad) i ]n>r el Señor Procurador General, declaró impro- 
cedente la queja deducida por doña KIorinda Herrera de Ríos 
ttí autos con la t aja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de 
ümplcadny y < Hiren* l-erniviarifis, en razón de que la resolución 
recurrida de la ("amara Federal de Apelación de la Capital, no 
era la sentencia definitiva cuya revisión corresponde al tribunal 
en tus términos fiel art. 14 tle la ley 48, dado que se limitaba a 
confirmar una resolución tle la Caja, en virtud de la cual se sus- 
pendía rl pago de tdia |H-nsión ya decretada, mientras se establez- 
ca, judicialmente, a quien de dos personas interesadas que con- 
curren a reclamarla, corresponde el derecho de percibirla. 



Etí la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
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Dositeo Vega contra una resolución de un Juez del Crimen de la 
Capital, por 110 resultar de la propia exposición del recurrente 
que se hubiera interpuesto para ante la Corte Suprema, recurso 
alguno que le hubiese sido denegado. 



Ef] la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida i>ur los señores don Julio y don Santiago í'iaggio en los autos 
'Municipalidad de la Capital contra don Juan B. Gregorim, so- 
bre expropiación", en razón de tratarse de una incidencia del. 
juicio principal, completamente finiquitado, en el cual los recu- 
rrentes nn tuvieron ninguna intervención como parte; agregán- 
dose, además que si algún perjuicio hubieran sufrido con moti- 
vo del emplazamiento para el desalojamiento de la finca, sian- 
pre Ies quedaba a salvo las acciones que pudieran eorres|jonder- 
les para exigir judicialmente las debidas reparaciones; 



Pon Hamon liandin y otra, contra ta Caja A ueianal de Jubila- 
dones y Pensiones de Empleados y Obreros Ferroviarios, 
sobre pensión. 

S lunario: Ni el articulo 39, inciso 4'' de la ley 10.650. ni otr«> 
alguno amorta a denegar una irrisión -por n<> existir la 
pobreza de solemnidad." (Pruliado por los deudos pensio- 
nables que ellos eran atendidos ¡x»r el causante, efectiva y 
exclusivamente, en su subsistencia material, sin poder alle- 
gar otros recursos, les alcanza los beneficios de la ley. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: *. 
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SEXTEXltA KM LA ( ÁMARA KK HENAL KN A PE l.AC'll IX 

Hiten» w Airé», Noviembre 7 dr (538. 
Vistos y Considerando: 

Que consta de autos que Camilo Barntin. mozo dé ta Com- 
pañía .de ti óteles Sud Americanos, con 7 añfis, 6 meses y 12 
días de servicios, que dt-^empeñalin su puesto en t!Ti coche-comedor 
agregado a uno de fus trenes que chocaron en ta c<laciún Alta- 
naca 1. el 7 de Julio de 1927, falleció carbonizado a cinsecueucia 
< i 1 1 accidente. 

One en el caso existe, pues, derecho a la pensión emergente 
de la jubilación prevista en c] art. 20. inc. 2* de ta ley X v 10.650. 
v los pitres del causante, invocando hallarse en las condiciones 
requeridas por el ;irt. 39, inri s< i 4" de la misma ley. si (licitaron 
esa i «elisión. 

Iji Caja niega el beneficio reclamado, a pesar de haber jus- 
tificado los recurrentes con la declaración de Ioí testigos que de- 
pusieron en ta información sumaria corriente a fs. 15, que su 
subsistencia se hallaba a cargo de su lujo, porque [Misten un iii- 
nuieble situado en la calle Montañeses N v 2942 de esta Capital, 
considerando que jiur esta circunstancia, tm se hallaban a cargo 
del causante. 

Oue al referida propiedad, cuyo escaso valor no se discute, 
se compone de dos habitaciones en donde residen los peticionan- 
tes y su única hija, por cuyo motivo no les proporciona renta. 

Oue no se ha comprobado que los recurrentes disfHHigan 
liara su subsistencia de otros recursos, ni es razonable presumir 
que puedan producírselos con el traltajo personal por su avanza- 
da edad y respecto a su hija, porque la atención de ellos le in- 
Mune todas sus actividades. 

Oue en tal situación, negarles ta pensión por el hecho de 
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I ti.-: it una tri un seria oi libarlos a enajenarla jara poder mi venir 
a mis neceswlades y llegado ese caso, lia! tria desa|iarecído H im- 
pedimento |>ara ipie obtuvieran el beneficio que gestionan. 

[}uv e>ia bipólesis demuestra que es ejmSnea la interpreta- 
ción dada al art. JW. inciso 4" d la ley 10.650, por la resolución 
neurrida, sobre todo, teniendo en cuenta que se trata de la apli- 
cación de una ley de amparo y previsión social, 

IW estas consideraciones, se revoca la resolución apelada 
de is. .lo y se acuerda a don Ramón l'adm y doña Encantación 
l 'ijo, la pensión equivalente a la jubilación jwir invalidez de Ca- 
milo liandin. debiendo la (. aja practicar la liquidación efe la mis- 
nía con arreglo a la ley. Devuélvase sin más trámite. — JAir.v- 
Httn ÍLifiiltufa. — /,'. . /, Xuxtr Aiu twretki. - - 1. /\ Lmut, — 
Jos, % Marcó. 



DICTAME X DEL SEÑOR PJtOCUfcADOH CttNKRAL 

Bacftol Aire*. Marzn II ik 1929, 

Suprema Curte: 

El representante de la C aja Nacional de jubilaciones y 1 'eli- 
siones de Empicados y Obreros Ferroviarios, acude a V. E. por 
medio del recurso extraordinario que autoriza el art. 14 de la 
ley 4H y art. (t v de la X» 4055. con motivo de la sentencia 
dictada por la Extra. Cantara Federal de Apelación de la Ca- 
pital m el expediente sobre pensión seguido por los cónvuycs 
Ramón Bandín y Encamación Tojo de Bandín. 

Habiéndose discutido en la escuela del juicio la interpreta- 
ción del art. .Í*í. inciso 4" de la ley $É* 10/i50, enn resultado con- 
irariu a las pretensiones de la Caja mencionada, encuentro pro- 
cedente dicho recurso y pido a V. E, se sirva así declararlo. 

En lo que respecta al fondo de la cuestión, cabe observar 
que el derecho a wreibir la pensión gestionada |*>r los padres del 
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«Ultime CamÜn liand'm. está plenamente demostrado en autos 
c«>n la documentación correspondiente, de la qtte resulta que 
aquellos se encuentran comprendidos dentro de la disposición 
legal citada. 

J-'.l hecho de que los jiailres del extinto posean en propiedad 
la linca de dos piezas en qtte habitan, de insignificante valor y 
qüe un fe* produce renta alguna para atender a su su hsisi encía. 
]i< > e» causal suficiente para privarlos del l>enefieü> de la | tensión 
que reclaman, máxime cuando se trata, corno en el caso ocurren- 
te, ile hacer efectiva la aplicación de una ley Humada de amparo 
y previsión social. . 

FV esta> consideraciones y las cuucordantes de la sentencia 
recurrida de ís. 58, pido a V. B¡ se sirva confirmarla |H>r sus 
fundamentos, debiendo al efecto practicarse la liquidación cn- 
rreüponíliente. 

Horuao H. Lmn tü. 



FALLO DE LA CORTE Sl'PKJÍMA 

thietK.s Aires. Ahrif -1 de l<>$>. 

Vistos; 

Considerando: 

Que el artículo 39, incísu 4" de la ley 10.650, reconoce de- 
recho a pensión a los juidres del caúsame, siempre que é>los 
"cmu viesa» a cargo exclusivamente de aquel/* 

Qw to» esposos líandiii han demostrado acabadamente ha- 
llarse en dichas condiciones, según lo ha declarado la Cámara 
Federal, no siendo óbice para esto el hecho de que aquellos sean 
propietarios de una pequeña casa que habitan, la cual, en conse- 
cuencia, lio puede producir renta alguna. 

'Jue la t aja Ferroviaria, enn fundamento en la cimnistau- 
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cía apuntada, denegó la ^ttóidn, *pot no exigir h pobreza di 
solemnidad" que la ju^iicia justificaría, 

í Juc el articulo dr la lev invocad.., mí ntm alguno aplicable 
inriso 4', ley 10.651)/ condenen los términos transcriptos, 
de manera que una vez que los deudos pensionares den mitran! 
CTimo eií el caso, que ellos eran atendido* | M .r el caitsanle, efectiva 
v exclusivamente, en su suhsisteneia material, sin poder allegar 
mm recursos, se hallan comprendidos en los beneficios de la lev 

[hw la cin->nón relativa a saJ„ T si la exclusividad, a que se 
refiere la lev. desaparece en c*SO dt ¡jue la pensión corresponda a 
parientes que habiten en mía casa de su propiedad v de escaso 
val..r. constituyo una situación de hecho y pruel»a. circunstancia, 
ajena al rccur><N extraordinario, en .pie se ve esta causa. 

IW esta* consideraciones, fas concordantes de ta sentencia 
apelada y de acuerdo con lo aconsejado por el Señor IVucurador 
Central, su declara procedente el recursu. confirmándose aqué- 
lla. en la pane íj«e lo ha motivado, N'otifiqtiese y devuélvase. 

\. BeaMKjo. J, Fna KkOA Ai.- 
t'OttTA. - - KoüKKTO lÍKPKTTO, — 
lí. fie ruó I.wÁi.tr. Antonio 



Doña Btáffia AW, r>mr ,/ r s«fr tl wnm ("ta Mnamml ifé Jn 
Ñlueiam y Prntiones ite Wiüpfeatim ¥&rmfa$m WÍW 

Smwwtí: A los rícelos de groar del heneficio que acuerda el 
art. ,í8 tle la ley 10.650. no hasta haln i prestado tfe¡ anos 

( <li servicios; es necesario acreditar que el causante sirvió 
en su emple.. "Tuás de diez años." | Artículos 1'-'. inciso li„ 
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ley II U74. En d c&SO, él recurrente Había servido durante 
nueve anos, diez meses y diez y nueve dia*. y se invigila 
el beneficio tpie acuerda el an. -V de la ley tO.o-50). 

C'ása: Lo explican las pit/a> sígnente*: 

KKSOI.l t lO\ tu: I.A ( AJ A FERROVIARIA 

líiifin» Aires. May«> 9 «K- IMJX. 

Vistas estas aciu;u'iniu". promovidas por doña Del^W fío- 
dri»iie/ d- * : ,!v.\ por sj y en rrprisriUación de >u> hijo> meno- 
res, coll el propósito de acogerse a los Iieneí icios di- la pensión. 
<*n su carácter «le viuda e hijo» le^itimos, del ex empicado de los 
Ferrocarril yj del Estado, ilmi Juan liautüta Salva: resultando 
de los documentos acompañados y probanzas acumuladas, jusii- 
lirada debidamente la personería invocada por los preseiiiantes. 
asi como también, une el cansante había prestado servicios en la 
aludida empresa ferroviaria ]>or espacio de nueve años, diez 
< Hh meses y diez, y nueve í l'h -lias: y 

Considerando : 

i Míe tratándose de una pensión pedida por los «leudos dé nu 
empleado fallecido en ejercicio del cartón, sin haber obu-uido ni 
¡■legado derechos a jubilación, el raso está regido \mr ta dispo- 
sición del art, l". inciso h) de la U-v t V 11. tí/4, que exi^e romo 
condición la preslarión de más dé diez año* de servicios. 

Qbe no alranzando los servicios prestados |iur el causante 
al mínimum qtte se deja expresado, es evidente que postulan- 
tes carecen de derecho al I ¡ene tirio cpie gestionan. 

IVir estos fundamento-, atento lo aconsejado |>or la Asesoría 
Legal y |>or la ("omisión de Pensiones y (le conformidad con 
lo acordado |»or el 1 «'recto rio en su sesión del S del corriente: 
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Se resuelve: 

1 1 Desestimar jmr improcedente el pedido de [misión for- 
mulado fior duna Delia Rodrigues de Salva por si y en represen* 
tación de sus hijos menores Favorina Higínia. Santos Clenwnti- 
no Scrapio, Feney Vicente, Daniel Feliciano y Concepción Sal- 
va, eu su carácter de viuda c lujos del cx-empleado de los Fe- 
rrocarriles del Estado, don Juan Kantista Salva. 

*' Xutiftquesc a la interesada y archívese. 

/. Hrtrio. 



SENTENCIA DE LA CAMAMA l'KDKKAI. I:n APELACION 

Hm-mis Aires, AgoMb 1U ( k- R>2& 
Vistos y Considerando; 

(Jne el art. l'\ inc. l» r íle la ley 11.074 dispone que: "Así- 
inisino tendrán deredm a pensión las personas antes enunciadas 
(art. ,1S, ley J0.650), si el causante falleciere en el ejercicio de 
su cargo y siempre que tenga más diez años de servicins." 

One con el testimonio del acia de defunción, corriente a fs. 
I e informe de fsf 21, se ha comproltado que Salva falleció en 
el ejercicio de su cargo, pero no se ha justificado que tuviera 
más ele diez años de servicios, pues del cómputo practicado a 
fs. 3o vía. resulta que sólo se han acreditado, nueve años, diez 
meses y diez y nueve días. 

One aunque se aplicara el precepto del art, 27 de la lev IÜ.65G 
que establece que *1a fracción que en el término total de anti- 
güedad exceda de seis meses, será computada por un año ente- 
ro"', pata considerar que los diez meses y diez y nueve días ile ser- 
vicios equivalen a un año de servicios, tainpoco encuadraría al 
presente caso en el recordado art. I", inciso 1.) de la ley nú- 
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mero 1 1.074. porque asi. se hadrían acreditado diez años t)e ser- 
vicios y éste. exige más (le diez años dé servicios. 

Por éátaé consideraciones, se. confirma ja resolución ape* 
latía de fs. 30 ojie no hace lugar al pedido tfe pensión formu- 
lado (wir la viuda e hijos del ex empleado de los Kerri»ean-ile< 
dt-l litado, Juan Kantista Salva. Devuélvase sin más trániiuv 
Marcelino Escalada. — />'. ./. \!aáar jHthoniia. — /. ". Lima. 

■ -José Marcó, 
y 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCIRADOR GENERAL 

Bueno* Aires Mar*« 14 ile I'íJ'í. 

Suprema Curie: 

En la presente catira soln*c pensión solicitada a la Qija tytn* 
eional de jubilaciones y Pensiones de Ktnpleadus Ferroviarios 
por Delicia líndrigue/ dtjíe Salva, lia "¡do materia de discusión 
la interpretación de dispi isiciones contenidas en las leves muñe- 
ra TOVóU y ll.<»~4. háUiétído la decisión final sido contraria al 
derecho invocado por la peticionante, fundado cíii dichas leyes» 

I" viste, a-i. el caso federal y. de acuerdo a lo resuelto |mr 
V. I"-. en casos análogos, el recurso extraordinario ríe apelación 
deducido prmede ateutu lo dispuesto en el ;ni. 14 de la ley 4*. 

lia sido, pues, en mi opinión, mal denegado y asi pido a 
V. K, se sirva declararlo. 

Kn cuanto al fondo del asunto creo, como !a Caja Ferrovia- 
ria, cuya resolución de fojas JS ha coníinn;ido la Cámara 
Pederá! ele Apelación de la Capital, tjuc aunque se aplicara al 
caso de autos el art. 17 de l;i ley Í0.650, el cómputo de servicios 
demuestra que ésto> son in-uticictiles ]«nra oliteuer el heueíicio 
solicitado va que ésta se acuerda cuando se tienen más diez años 
de servidos prestados (art. 1". iuc. hí, ley 1 1.074"l. 
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Soy por ello de opinión qué corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte ■ |ii<- ha podido ser materia tic] recurso. 

. Horado R. Lurrefa. 



FALLO DE LA KMtTE SUPREMA <'> 

Bnenos Aires Abril 5 <lc 

V Vistos; 

One bajo el concepto del presente recurso extraordinario 
la única cuestión que «instituye caso federal es la interpreta- 
ción tnje la Cámara ha dalo al articulo 3« dé la lev 10.650 far- 
mm l" .inci^lií cíela 11.074». 

One el citado urttculfi dice, en la liarte iiertineme: "Asi- 
ii ii mi id tendrán derecho a pensión las i>ersnnas antes enunciadas 
si el causante falleciese en el ejercicio ríe su cargo y siempre 
que tenga más de diez años de servicios." 

One la Cámara ha establecido, estando a la Idra de la ley. 
(pie al efecto de gozar de la pensión resjiectiva. los pretendien- 
te* delien aerei litar que el causante ha servid» en su empleo 
"más de 10 años", no bastando en consecuencia, 111 años sola- 
mente. Los recurrentes, aún computando al causante el beneficio 
del art. 27. es decir. 10 meses y V* días («ir un ano entero, sólo 
alcanzan a proliar 10 años y por tanto como dice la C ántara, no 
se hallan comprendidos dentro de los términos legales. 

Oue esta interpretación se ajusta estrictamente a la expíe- 
sióu ríe la ley, que ha previsto el caso concreto y lo ha tesueltu 
en términos claros y precisos que no dejan lugar a dudas, no 
siendo el caso de aplicar el concepto de lo más favorable al Iteue- 
fieiarío. en primer lugar (tor la circunstancia apuntarla y en se- 
gundo por cuanto, según lo ha establecido esta Corte no se tra- 
ta "de la aplicación de pena, sino de Otorgamiento o reconoei- 
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mit in n de una prerrogativa 6 privilegio y éti tales casos el cri- 
terio debe mt restrictivo, aj listándose a lo literal y expreso del 
precepto légaj aplicable." I Fallos . tonm 150. pjág/ 

IW estos fundamentos, los concordantes dados |x»r la Cá- 
mara y de acuerdo «m lo dictaminado por el Señor Procurador 
General, se declara procedente el recurso y se confirma el fallu 
apelado de fs. 58 en cuanto ha jiotlido ser materia del recurso. 
Xotifíiptese y devuélvase. 

J. Khu.ekoa Aixorta. — Roberto 
Klpf.tto. — R. Guiño Lavai.le. 
— Antonio Saoarsa. 

( I > Kn ta misma techa sv dictó idéntica resolución tu la cansa sc- 
gaida |nir doña Dolores Toraya «11- t\>ríilio nintra la Caja <le J ulular iu- ■ 
iu> \ Pensiones de rtiiiiilw«l< i» Ferroviarios, por ta misma causa. 



Pon f.cofoftto lioffi, sindico del concurso tic don Francisco Sao- 
vtftré, en el juicio "Moccio. Amadeo (/.. contra Suarcdra 
linas,, sobre mr joras", h'ccurso df hecho. 

Sumario; Kl recurso de nulidad de procedimientos judiciales, 
mi esta comprendido como recurso extraordinario en los tér- 
minos del articulo 14 de la ley 4S, 

Cuso: Ln explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN Dl l. SEÑOR VRUi 'L'KAUOR GENERAL 

Uma-is Ain*. Marzo 2 de 1 ( U0. 

Suprema C urie : 

Éti la presente causa, la incidencia promovida a ís. -US 
sobre nulidad de la* actuaciones, ha sido decidida a ís. #06, con- 
f ir mando por sus fundamentos la resolución de primera instancia. 
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Dicha incidencia. » estar a lo* términos del referido escrito 
tic f*. .WS. es exclusivamente tío carácter procesal v do derecho 
común, lu que ni> autoriza recurso al&unu \mra ante esta Curtí 
Suprema. 

1W (Jtm nartc. lo que se pretende es la nulidad de procedi- 
mientos judiciales y tal reoursu de nulidad no puede ser traído 
a Ésta Corte Suprema |>orque el misma im está comprendida cn- 
111» reoursu extraurdinario en los términos del art. 14 de la ley 
4* (S. C. \. mi 80; 1J2: 

Además i-I rerurrenle lia síilu oído en la incidencia: no se le 
lia denegado el derecho de de tensa en juicio que invoca fundado 
en el art, 18 de la Constitución National, siendu evidente mu- 
dicha garantía 'tu ha sitio vulnerada en la causa. 

¡soy, por ello, de opinión que el recurso deducido pnr;i ante 
esta Curte Suprema lia sido bien denegado y asi pido a V. E. 
se sirva declararlo. 

Juihin "t¡$. 



l At-LO UF. I.A CORTE Sl'l'RKMA 

Hiii-itos &itm, Aliril S de ¡''-"> 

Vistos y Considerando: 

Que la violación del art. Itf de la Constitución Nacional, en 
que el Sindico del concurso de Francisco Saavedra funda el re- 
eurso extraordinario que prevé el ari, 14 de la lev 48, la hace ra- 
dicar en la falta de defensa del concurso ante los tri lámales de 
San Luis, en el juicio de Amadeo Moccia emura Francisco Saa- 
vedra y Hnos. |Hir cobro de. mejoras, desde la fecha de la inicia- 
ción del concurso que representa ante la Justicia de 1» instancia 
en lo Civil de esta Capital (memorial ríe ís. del expediente 
principal remitido por el señor Juez de San Luis. Escrito de fs. 1 
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del recurso extraordi iiarin presentado ante el Suprior Tribunal de 
la misma Provincia ). 

f Jue en el aludido juicio "Moceia v. Saavedra" las p'irte>. es- 
tuvieron constante y íim|il¡[iim*nU- representadas, sin ninguna res- 
tricción ni sus defensas como se comprueba con la lectura de 
Id- auto-; v tan pronto como el Juez de la cansa tuyo noticia 
legal del concurso de Kranciscn Saavedra. ]Mir denuncia de su 
apoderado Severo (¿ómez. ís. J4.Í. dispuso librar y se libró ex- 
horto al Juez del concurso jsira que notifique al sindico y lo em- 
place a presentarse en juicio fi». 245. 2ííX. 271. 272 1 : pero, 
como dicho Sindico lia planteado cuestión de competencia en fa- 
Mir del Juez de Unenos Aires, se tramita ésta en condiciones 
irreprochablemente legales, hasta *|up los tribunales de San Lui* 
mantienen su jurisdicción, y ésta es aceptada por el Juez de 

himm i ís. ¿80, ja& 04 y 3I*>>. 

Qm al rechazar los tribunales de San Luis la incidencia de 
suspensión de procedimientos íís. .320, 321. vtó*) y la ac- 
cii'iii di- nulidad de pr<H*cdtrrúentos judiciales ( ís. 3o8 y -4* te * i 
aplicaron precepto* de ieiífes Incales cuya inteligencia no da lit- 
ííar al caso federal que >e pretende hacer prosperar ante esta 
Corte, wniíorme al art. 14 de h ley X'" 4X. í?or lo demás, > como 
lO advierti el auto del Señor Juez de San Luis ( f s. todita 
las actuaciones interiores al conocimiento del concurso de Fran- 
cisco Saavedra tendieron ;l obtener que el Síndico asumiera la de- 
íeiisa de lós derechos y obligaciones de su cargo y un a restrm* 
gírsela; y en realidad, él intervino constantemente aunque sólo 
para promover articulaciones dilatorias que han retardado exee- 
Simiente el juicio, como puede verse de fs, 2K0 en adietante. 

| [ hie. como leí sostiene ol Señor Procurador General, "lo que 
se pretende es la nulidad de procedimientos judiciales y tal re- 
curso de nulidad no puede ser traído a esta Corte Suprema. poF- 
que el misino no esta comprendido como recurso, extraordinario 
en los términos del ari. 14 de la ley 4S. S. C, VlÍM: ÍM; Ife 

I'or lo expuesto y de conformidad con el citado dictamen 
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se declara improrei lente la míe i a y 1 »i«-n dentado el recurso. 
Xotiíii¡uese y vuelvan los autos remitido* al trílnmal rje su pro- 
cetléneia. previa reposición del papel, 

A. IIekxikj». }. Ph;ii:no d \ Al- 

l'ORTA. — ROBERTO iilil'ETTO. — 

\<. Ci íik) Lavalle, — ANTONIO 
Sa<;.\kxa, 



.SWi.'i/.n/ .Uu'miaia f.m Uuia .in/t-ntma la '•San fiWiH,' '. rotitta 
.7 1,'oMtriw Xaciona!, por cpbrv tic pesos. 

Sumaria: Siendo el listado ( ¡enera! una persona jurídica sujeta 
en sus relaciones convencionales a los preceptos de la legis- 
lación civil, cuando contraía en dicho carácter !e correspon- 
<ien hts obligaciones del deudor conmn especificadas en los 
artículos 508 y 500 del GxK K n de la Materia. (Sol.re inte- 
reses). 

l aso: L« explican las piejeas siguientes: 



SENTENCIA HUI. Jt'EZ FEUKRAl. 

llurn* Aires. /u'io IK ilv W2H. 

Y Vistos: Los promovidos i*>r la Sociedad Anónima lac- 
laría Argentina La "San Vicente" contra la Nación sobre cobro 
de pesos e intereses. 

• 

V Considerando: 



]•■' Oue la adora reclama en su demanda de te. 5 el jiago 
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de. ta cantidad de setenta y siete mil áe^ieotos veintiocho pesos 
con treinta y cuatro centavos m« niela nacional, a ijuc asciende el 
ÍTii]Hirti- de Miniinistrato ele leche y manteca verificados al I io^.- 
picio de La* .\liwrli> de c*ta Capital, según contratos celebra- 
do- cnii ti l'i-on Wional ante la escribanía mayor de liohicrno. 

Expresa la actora ijuc ha redamado administrativamente án- 
te el I'. I*:, el pgo <{e dicha cantidad, ti¡ que no ha logrado en vir- 
tud de halársele i un ni testudo que estaban agotadas las partidas 
i espedí vas. 

Invoca él derecho qitc dice asistirle para demandar, señala 
t|uc corresponde fijar los intiepeses de ley sobre aquella suma a 
contar desde AgoMo Jn dt* \92d. fecha en que los reclamó ante 
i l ministerio respectivo y pide sé tíieíe condena contra la Nación 
al pago de ta citada cantidad, con los intereses que solicita y las 
costas. 

Contesta la demanda el Señor Procurador Fiscal a fs. 23, 
récoi íócíe tifio tjtte la Nación adeuda a la actura la cantidad re- 
daniada. habiendo Solicitad- > al II Congreso los fondos necesario* 
para alionarla. 

En cnaniti a los intereses advierte qftttí im corresponde el 
reclamo (¡esde que en el pliego de condiciones nada se estableció 
al respecto, siendo necesario («nr otra parte que exista requeri- 
n liento judicial |«ira (jtítí proceda W h'ig". 

Solícita se rechace la demanda en cuanto al pedido de intere- 
ses y costas. 

2" One atenta la forma en que se traln» la tith roHtt'shthi». 
corres|H)inle solamente resolver el punto relativo ha intereses fie 
la simia reconocida en fleuda por ta Nación hacia la parte aciora 
y las costas <le| inicia. 

La Nación ha procedido en este caso en su carácter fie per- 
dona jurídica y ha celebrado contratos, a los que en principio 
te* *on aplicables las disposiciones fiel Código Civil. 

Kn tal virttut se observa ipie lo-. pagos a cargo de la Nación 
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no han sido realizados oportunamente, habiendo reclamada di- 
chos pagu> fu aciora de una manera formal y categórica sc^úu 
(o indica en la demanda, con fecha 2» dé Alisto de 1920. 

Atenta la redacción del escrito corriente a is, 9j, (Hiede re- 
putarse sin esfuerzo <|ite el significa la interpelación o requeri- 
miento extra judicial de que se ocupa el art. 909 del Código Ci- 
vil. A partir de dicha fecha, ésto es. Agosto JO de 1926. para es- 
u ca>u, ]; t Xaeión ha incurrido en mota y por lo tanto debe lus 
intereses contemplados en el art. 508 del Código Civil. 

La circunstancia de tratarse de la Xaeión y la necesidad tle 
ésia ele llenar diversos trámites |>ara el pago, no pueden coho- 
nt siar su defensa de no pagar ¡ntciVi.es. inda vez que "el deudor 
no se libera de las cení secuencias de la mora, demostrando que 
sin mi culpa no le fue posible cumplir con la obligación ; sólo por 
ixcejieión se concede esto, si probase míe la imposibilidad pro- 
venía de caso fortuito o fuerza mayor. La buena fe y el empeño 
puestos por el deudor en el cumplimiento no lo liberan de los 
daños ocasional los |mr la incjecncii'ni, pues de admitirse seme- 
jante teoría, seria lanzarnos en un semillero de pleitos. .." Ma- 
chado, tomo 2, ik'ijí. UtA a lo/. 

Por fo demás, ealie recordar respecto a este punto tic los in- 
tereses moratorias, la jurisprudencia sentada |mr la Suprema Cor- 
le, de la qué se infiere la obligación a cargo de la Nación de sa- 
tisfacerlos en el caso suh yWitv. Tomo 12. pág. 111; tomo 16, 
pág. 2S2; lomo 2Í, pág. «Mi; tomo ,Í4. pág. .Í9N; tomo U'l. pág. 
51 : tomo írfi. pág. 141, etc. 

3* One a mayor abundamiento conviene recordar que el sus- 
cripto sentenció con fecha 6 de Octubre de 192?. un caso míe 
guarda profunda analogía con el presente, siendo confirmada 
esa sentencia i>or sus fundamentos |n>r la Cámara Kcderal en No- 
viembre 25 de ese año. Ver caso Murixe v. Nación. "Gaceta del 
Foro", número ,Vi75. 

4" Oue en lo relativo a las costas de e»te juicio, correspon- 
de declarar sean abonadas |>or su orden, a mérito de que la Xa- 
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eión ñu h;i procedido fon malicia o temeridad ]«ira con la ¡utora, 
lia reconocido sin esfuerzo su i Inula y ha creído asistirU- dere- 
cho paga ¡m| miliar el iki^o de 1o> intereses monitorios, 

IW las consideraciones cpie preceden, falto: declarando que 
ta Nación del*- alamar a la j^irie actor» Sociedad Anónima Lac- 
taria Vrgcntina La "San Vicente", intereses estilo líaneo de la 
Nación -ubre sn crédito indicado y rmnníidn en el primer con- 
siderando, dí -dc Wosio Jn dt- t'íjíi hasta el momeólo del pairo 
de dicho endito. Costas por su orden. No{i fáltese, repóngase el 
sella- lo y ojmr tunamente archívese. 

Stttil Af, Bfcobar, 



SI NTKXtlA (1K LA L'ÁMAkA ILIH.KAL UN VI'LLAí |f»\ 

r.uciíi» Airts N'nvirinluv *U di* l''2H. 
Vistos y Considerando j 

La teas invocada jm ir d Señor Procurador del Tesoro a fs. 
1.1 vta. y «pie hace suya el Señor l'roeurador biscal de 1' íus- 
lancia. «eyim la nial la inora para el pago de un crédito a los 
efectos «le la procedencia de intereses sólo puede nacer de la in- 
terpelación judicial cuando dio* un han sido pactados en el con- 
trato, es inadmisible en presencia de lo establecido |*ir el ari. 5(1" 
del ( odigo Civil, 

Lt legislador, ijue ha seguido al Código francés, en cnanto 
nt> admití el principio de derecho romano, dies iniérpfílití [>rn 
Ju>w!iu: se aparte de >u modelo qpe en el artículo 1153 refirién- 
dose a las obligaciones de fiar sumas de dinero, establece míe los 
intereses sólo son debidos desde el dia de la demanda, excepto los 
casos en <jue la ley los haga correr de pleno derecho. 

Kn cuanto al pago de las cosías reclamado en la demanda, 
debe -er a cargo de la Nación |>orqué su razón ha obligado al 
acreedor a iniciar este pleito. 
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IW ello, de aciHTilu cutí Iih n-meltn ni ca-»u> análogos y por 
ios fuudamcntus de la Mtticnen Je ís. 43, se la confirma en 
cuanto «helara tpie la Nación vatá obligada a afinar a la Socie- 
ilatl \ii('iriim;i lactaria Aryeiuma 1.a "San Vicente", interesen 
a estilo llano i de la Nación *obrt los créditos indicados en el 
considerando 1" tic ese fallo, de>de la tedia i|iic él menciona: v 
>i* la modifica res|iecto de la> eo>ta>. declarándose ipie la deman- 
rJa'la deljt' pRgpt ^ ambas instancias — Mttri i fiiio Esfaltitiii. 
— /¡. .1, .Vií^cír . Iiuhomtit. — /. /*. /.iiíkí. - - ./«uv .Viirci». — 
h'otfolfo $i /'Vrrcr. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bttítws Aire*, Abril 10 ik- 

Vistos : 

Considerando : 

'Jne el JWer Kjecutívo ha reconocido en el decreto fie fojas 
14 mi- deudor de la Mima demandada, negándose únicamente a 
reconocer la obligación de satisfacer los intereses respectivos, 
alegándose (jne ellos no han sido i retados y <|ue, en con secuen- 
cia, sólo se deben desde ta ínter] tclacióu judicial. 

One como lo demuestran los sentencias de primera y segun- 
da instancia, siendo el Estado Genera] una ] persona jurídica su- 
jeta en sus relaciones convencí» mal es a Uw preceptos de ta legis- 
betón civil, cuando contrata en dicho carácter, le corresponden 
las oblaciones del deudor común esiiccificadas en los artículos 
508 y Código de la materia. 

I N ir esto y sus fundan lentos, se confirma en lo principal la 
sentencia apelada de fojas 57, modif ¡candi ise en cuanto a las cos- 
tas ijue se declaran por su urden atenta la naturaleza de la cues- 
tión resuella, Notificpiese y devuélvanse, 

A. ÍIekmejo. — J. Fiuueroa Al- 
cor i a, — Robe rio Kkpetto, — 
K. Guido La VALLE- 
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0¡see Xtít wmi i nutra Ut C ontftiinu .lnfaitinn tic Xuíhj,uíóii 
Nicolás MtUufun-ich. sohre cobro rfr pesof. 

Siumtrio; Sól.i por demanda judicial aunque sea ante juez in- 
cnmpeteine, puede interrumpirle la |^ese^pdán di* un año 
qtu establece <-l art. 4107 del Código Civil, nti ..Ustand.. :i ella 
ni las iiitiT|í('lariiim> extrajudicialcs. 

Cas&\ Lo explican las piezas siguientes: 



>EXTKNriA DEL J I "EZ FEDERAL 

HAéatu Aire*. Abril 27 (le 1928, 
\ V i>tos; ano* autos rtffjníílf \hít el Fisco Nacional contra 
la Compañía Argentina de Navegación picolas Mihanmicli. s,,- 
Iifc coliru de pisos. 

Y Con^idemndo: 

í>ue c»n fecha o de l-Y-hrcru de 19$g, se présenla el señor 
Procurador KiscaT reclamando el pago de la simia de cinco mil 
trescientos sesenta y seis pesos con sesenta y dos centavos mone- 
da nacional, im|>orie a que asciende el daño ocasionado jmr el 
vapor nacional 'Cuyalia ", de propiedad eté la demandada, al des- 
prender de su Mtio con el ancla, mientras ejecutaDá man iol iras en 
el puerto de Candelaria, un cahle sul>- fluvial del Telégrafo de 
la Nación, 

Que corrido traslado de la demanda, la contesta n ís. 51 el 
representante de Ta parte demandada* ojxjnirtido como defensa 
la prescripción de la acción intentada. 

ijne se trae como prueba ¡i l»s autos las constancias del ex- 
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pcdieute administrativo acompaña* ln |mh* «*] Señor t'nK'iirEiilur 
Fiscal, al instaurar la demanda. 

Qbe f! hecho que ha dado margen a esta acción se produjo 
d ilia _M de junio de 1923. según lo expresa el Señor Pmcurador 
Fiscal y así resulta de las actuaciones citadas. 

One el aru 4<W del G. Civil establece la prescri^ióu de un 
año para la reparación civil |wjr daños causados por animales 
n pnr delito*, o cuasi delitos, sin que ésta pueda interruiniprse si- 
no ]Kjr A*, nial ¡da judicial, aunque sea ante juez inconqietcnte y 
no obstando a día, ni las i nler lalaciones ex ira judiciales como lo 
tiene resuello ta Suprema l urte Nacional en iiuiuerosn* casos. 

(_>ik- atenta la solución que se da al presente* asunto, no hay 
para que entrara a considerar las demás cuestiones planteadas 
con reelecto al fondo de ta cuestión. 

Por estas consideraciones, resuelvo: declarar operada la 
prescripción de la acción instaurada por el Señor Procurador Fis- 
cal contra la Compañía Argentina de Navegación Nicolás Mi ha 
novich, sohre cobro de pesos. Sin costas. Notitíquese. reténgase 
d mellado y ojiort unamente archívese. 

Saúl $f . Escoltar. 



SKXTKNCIA l>£ LA CÁMARA FEDERAL Kíí APELACION" 

BudX» Aires, Diciembre 17 di 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
ís. 62 que, haciendo lugar a la defensa opuesta por la demandada, 
declara operada la prescripción de la acción instaurada por el 
Fisco \acit«ial contra la Compañía Argentina de Navegción Ni- 
colás Mihnovich Ltda., sin celtas, atenta la naturaleza de la de- 
fensa alegada. Devuélvanse. — Marcelino Escalóla — B. A. 
Xasfff .ínchoreno, — i, P. i.tttta, Rodolfo t$¡ Ferrcr. 
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A ' r,,,i - Ahríl 10 tío 1"J9. 

Ptiar -us funitaincntoti confirmase la semencia recurrida en 
«tanto declara prc-cripia la acción del Pisco Nacional gqflt^ la 
■Cíjnij^ñía /Vrgcrtííns tic Navegación Nidias Milmiiovicir. |H >r 
danos y pefjiiicioa ©ona^tívos a) levantamiento cid califa inter- 
nacional de- Candelaria a t ampichuelo, Sin costas. dada la ua- 
inralczn de la defensa <|m- prosiiera. Nniífiipiese y devuélvase. 

' \. iíiatMKjn. — J, KnaaikDA \l- 

HIRTA. ™ KoftKKTU KkPKTTO. — 

B. <¡i iim) Lavaij.f. - Axto.vtu 
Sauarxa. 



Í>Wj Bfirnatuia (Hita interpone n-cttrsv ¡te (ittbcas u Uwor 

ife Átejantiro OrfUu. 

Sumarió: !■■ la (acuitad ejercitada |wir el Congreso ni sancio- 
nar la ley X> 11.4nO. es de orden netamente político \. por 
consiguiente, de la eMítóva incumbencia cíe los po^érjs k- 
KÍsbtivo y ejecutivo de la Nación ; no hallándose autoriza. I:. 
Ja Corte Suprema jKira examinar [os hechos ijue lian con- 
ducido a la decisión contenida en la ley. |xirqtie saldría de 
la urliita une le esiá cíelimitada por la Carta Fundamental 
e invadiría el entupo propio de los otros poderes del Hstadn. 

'"-I Rwler eoníerido al (iuhimio de la Nación pnr los 
an>. 5" y fr de la Constitución, presupone la posesión de tu- 
dos íos medios necesarios y propios para flecarlo a ejecu- 
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i-rún ■!<■ acuerdo con !;l re-la del urt. <>", inciso iS y de ju- 
risprudencia que lo lia interpretado, 

3* interventor es sólo un represéntame din vi., del 
Presidente de ta República, t(ue obra en una función iiacii> 
nal ai efecto de cumplir una lev fie! ^úng^p^ sujetándose 
a Iris instrucciones que de aquél ririUi. 

4" Promulgada una ley de intervención disponiendo la 
caducóla del l'odcr Judicial de una Provincia, el Presidente 
de la Nación debe cumplirla disponiendo a ese efecto de it\- 
i-uhades re-Ja mentarías (inciso i", articulo Kni. 

5 V La loralización absoluta de la función judian! no 
puede haber entrado ni en el pensamiento de los hombres 
que redactaron él instrumento polHtco une consagró la fa- 
cultad de intervenir, ni en la mente del Congreso (pie usó 
de él al sancionar la ley. 

ó" De la forma en que el C''tu;reso ha usado de su po- 
der di intervención respecto de la Provincia de Mein lo/a al 
dictar la ley II. JW. no puede decirse qué el Gobierno Na- 
cional ten^a absoluta y exclusiva jurisdicción en el territo- 
rio de aquélla: del w inferirse que la reorganización de* su 
poder judicial dclie ser de acuerdo con la Constitución y le- 
yes provinciales en vigor dentro del estado intervenido, en 
cuanto no se opongan a la Constitución Nacional. 

7'* l^»s provincias a semejanza de lo que ocurre en el 
orden nacional, tienen facultades para organizar la juris- 
dicción y competencia de sus propios tribunales dictando 
sobre el particular las leyes que c*trres|x>ndan. 

& Im* leyes de intervención incorporan implicita o ex- 
presamente a sus prescrijiciones todas las leyes provincia- 
les de carácter procesal y todas las que organizan y distri- 
buyen la competencia de los jueces cuya aplicación es obli- 
gatoria jura el comisionado federal en cuanto no se opon- 
gan a l*i Constitución Nacional. 
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9* La designación de jueces hecha por; el interventor na- 
cional ni Mendoza, de conformidad a la ley del Congre^» 
N" II. -MO. lio comporta una violación del principio sancio- 
na*}» l«>r el art 05 de la Constitución, según el cual en nin- 
gún caso el I 'residente de la Nación puede ejercer funcio- 
nes judiciales, arrogarse el conocimiento de causas r> res- 
talilirtr las fenecida-; y la competencia de esu> magistra- 
dos es general y comprensiva de tocío^ los hal litantes de la 
Provincia, se aplica tanto a los hechos o delitos anteriores 
a la fecha del nninlirniniento, conm a los que sí' produzcan 
después y son los jueces propios o naturales de los hal li- 
tantes de la provincia intervenida |«ira el casu de excepción 
previsto i" ir tus arts, 5 y ó de la Constitución Nacional, in- 
vestidos de una jurisdicción que existía organizada anu-* 
de ci miel ido el hecho de la causa, con lo (pie se satisface 
la garantía del art. IS, 

10' Xo corresponde a la Justicia Federal el conocimien- 
to de un recurso de hübwf$, Corpus interpuesto a íavor de 
dón Alejandro ( ir tila. contra una urden de arresto dictada 
o mtra el mi sino («ir un juez de la Provincia de Mendoza 
designado por el interventor nacional, 

Citso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTA MKN IIEL SF.XOR PROCUHAOOK CENKRAL 

Buenos Aire.*. Abrá 11 de Vt^K 

Suprema Corte: 

Ku el presente recurso de amparo de la lihertad de don Ale- 
jandro < >ríila detenido y puesto a su disposición por orden del 
Jtiea de! Crimen de la Provincia de Mendoza. Dr. Allicrto Gómez 
CabreriL designado éste por la intervención nacional en dicha 
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Provincia, el que há decretado la prisión de aquél, la Cámara Pe? 
ileral de A] relación de la Capital de la Nación, confirmando la 
smtcncia del Jmv di* Sección de dicha provincia, lia declarado 
la justicia federal es ineomeptenu" pifa conocer éu e>te 

aMitiln. 

Contra esta resoíucíÓri se ha iiiUTimc^u j y concedido la 
apelación extraordinaria iptc acuerda para ame Y. K. d ;in. 14 
tic la ley 4K. 

Kstinto ajustado a derecho dicho recurso, [oda vea mín la 
ri solución aludida de la (anuirá importa la dcnegjacion úe una 
¿jaran lia federal, oportunamente invocada. 

Kn tal viriud. y átenlo la uniforme doctrina {fe Y. K. al 
rispíelo, considero que él recurso es procedente^ y jjTdü a V. K. 
.-e -irva así declararlo. 

Mu cuanto al fotuto del asuin». dada la naturaleza del mismo 
y el carácter sumarisimo ele las actuaciones, entienda míe corres- 
ponde concretar el dictamen a la pruec* leticia o impr> nei kneia 
del fuero federal, ya tjiie i]v ello dependí' !a solución di- la- do- 
más cu si iones que puedan motivar este recurso. 

El mismo se tunda en vi ari. JO de la ley 4N sohre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales federales, cuya interpreta- 
ción y aplicación es lo ipte constituye la materia de la semencia 
apilada, 

V liien: la inierpreiación dada a dicha disposición k*#d por 
el Juez y por la Cámara, de acuerdo con lo solicitado én antlias 
instancia!) por el Ministerio l'iscat, es eu mi opinión, la f|Ue co- 
r responde. 

La situación del Juez di-I Crimen de la Provincia v del pro- 
cesado, han quedado claramente definidas en la sentencia de la 
( anta ra. 

liste último no puede invocar el íuero federal 4111 acuerda 
el referido art. 30, (turque no se encuentra comprendido en nin- 
guno <le los CASOS qué el mismo establece. 
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En cuanto al Juez (tel ("rimen, -mi jurisdicción es indiscuti- 
ble para conocer ni la causa (JOr delitos comunes tjiie se imputan 
al procesado. 

I lidia jurisdicción oue le ha sido conferida en ejecución <U- 
lina ley del Congreso de la Nación, no puede ser discutida en esta 
instancia. asi coma tampoco puede serlo la impugnación de in- 
comütucinnalidad ipie se hace a la ley de intervención a la Pro- 
vincia de Mendoza. N" 11.4/>l>, en primer lu^ar |Mir la naturaleza 
sumaria < í* - ! recurso en el i|ue se ha resuelto exclusivamente so- 
bre ia incompetencia 'le la justicia federal, y en secundo ten ni - 
llO, punjtif una división al respecto jmr el Poder judicial iiupor- 
tana la re visión de actos )hi1í ticos, por su naturaleza, como son 
los emanados, eti este casn. del Congreso de la Nación y realiza- 
dos 1'iT el Poder Ejecutivo (le la misma en cumplimiento (le 
una ley. 

Decisiones de tal naturaleza, de carácter genera!, como se 
soUciuni. i|tie van a comprender todo el régimen de ¿¿obieruo de 
la Provniciá de Mendoza, es decir, sentencias de naturaleza po- 
lítica \. -le efecto- puramente y« ¡til icos. <¡ue controlan o revocan 
clis}K>sicHmes <> actos «leí Poder Lijíislativo y del Poder Kjcculivo 
de la dación, én materia de la exclusiva competencia de dichos 
[Midere-, tío pueden pronunciarse, porgue ello "se enenentra fue- 
ra di las ai ri luiciones de esta forte, como ha sido también de- 
clarad-i i«ir lus 'I rilnniales de los *T.stados L'nidos": sCgun lo 
estableció V. K. c»n acopio de doctrina, en la causa mte se re- 
gistra en el tomo 5,1. páy. 4J0 de los tallos del Trihunal. 

Por tiwln |o expuesto soy de opinión (pie corresponde con- 
tinuar ia sentencia apelada en la parte que ha podido ser materia 

del recurso. 

Horado R. í.unrfu. 
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FALLO DE LA COKTK NT l'KKM A 

HiKiiiis Ain>. Abril 12 di? IV2 1 ). 

Y V'isMs ; 

Considerando : 

Que la cuestión l raída al conocimiento de e*ta Corte, en el 
presente recurso extraordinario, consistí 1 en determinar si la ur- 
den de arresto dictarla en mi proceso criminal i licuado contra el 
doctor Alejandro Oríila por un Juez de la Provincia de Mendn/a 
cuya designación dimana del comisionado federal en aquel estado 
ha >id<> dictada fiot Juez competente. 

One la competencia del Juez ha siego desconocida a mérito 
dt una d'ilile consideración : a t porque según >e afirma, de acuer- 
do con el art. 105 de la Constitución Nacional el Interventor Na- 
cional ni el l'odcr Ejecutivo a quién representa se hallan cons- 
títucinnalmcuic facultados para nombrar jueces en el territorio 
de la Provincia intervenida: 1m pqrqUe aunque tal facultad íuera 
legitima, (os jueces nombrados carecerían de jurisdicción para 
conocer en los detilos cometidos con anterioridad a su designa- 
ción, de acuerdo con la garantía conferida a todos los habitantes 
de la Xaetón por el art. 18 ele la Constitución Nacional y según 
la cual nadie puede ser sacatín de los jueces designados por la 
ley antes del hecho de la causa ni juzgado por comisiones es- 
peciales. 

Qjtte en cuanto a lo primero, cahe. desde luego, dejar senta- 
do que el régimen político adoptado por la Constitución se funda 
en la coexistencia de la solieranía nacional y ta autonomía pro- 
vincial en virtud de la cual tas provincias se dan sus propias ins- 
tituciones locales y se rigen por ellas, eligen sus gobernadores, 
sus legisladores y demás funcionarios de provincia sin interven- 
ción del Gobierno Federal (arts. 104 y 105). Este, a su tumo, 
actúa y se mueve dentro de los poderes que le han sido delega- 
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dos y su autoridad es amplia y completa mam tu runu-ll^ nm 

- exclusivos. 

Que este régimen de poderes dobles y de redproca indepen- 
dencia t-n el ejercicio de amidb», sufre excej >di h ic> anormales y 
I innanentes derivan"*? de la necesidad de realizar la unión, afian- 
zar la justicia, consolidar la paz interior y proveer a la defensa 
cniui'in, y además, las esleíales y transitorias emergentes de <ptc 
el gobierno local desconozca <Slj »U ©(institución o t-n d ejercicio 
* 1c sn> facultades institucionales lo> principios «Ir derechi i politi- 
Cfi o fie tiluTiatl civil proclamado! por la Carta Kuudameiital : tal 
ocurre según lo expresamente establecida por el art. cuando 
una CafuMiinuiñii de Provincia no se modela en el sistema repre- 
sentativo republicano de acuerdo con los principios, declaracio- 
nes y garantías de la Constitución Nacional; n mam !•- ittj asegu- 
re su administración de justicia, mi régimen niunicípíil y la edu- 
cación primaria. 

<Juc, l;t ultima parte del art. 5" de la Constitución al dis|M»iK-r 
tpie "bajo de esta- condiciones el gobitrno federal garante a ca- 
da provincia d goce y ejercicio de sus instituciones" y el primer 
acápite del an. (* tf al establecer consiguientemente, que d gubíerno 
federal interviene en el territorio de las provincias para garantir 
la forma republicana de gobierno, demuestran, el primero, que la 
regla del art. 105. esto es, la que define y consagra el principio 
de las autonomías provinciales, subsiste como una valla insalvable 
cuando el estado provincial ba cumplido la obligación impuesta por 
el art. y. el seguí id", que si asi no fuere, la intervención *íu re- 
quisición y concebida como un deber por fiarle de la Nación, es 
d remedio arbitrado por el prupin estatuto fiara defender y man- 
tener inviolables en todo el ámbito de la República los principios 
esenciales pur el mismo adoptados. 

Oue la interpretación del pensamiento (¿líe informa el art. 
en cuanto a su contenido real, ha sitio formulada |»or Km rada en 
lo^ siguientes términos: "la Constitución de los listados Unidos 
>ólo garantiza una forma republicana de gobierno, l.a Gmstitu- 
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eióu argentina garantiza dos cosas: una forma republicana de go- 
bierno y el (¡,'nee y ejercicio efectivo y rebufar ríe la,- til si iludí mes. 
De suerte (|tie si tu Xnrte América solamente está obligado el 
gobierno federal a amparar a un estado cuando su forma «le go- 
bierno ha sido invenida, en la República Argentina está oblando 
el gobierno federal a amparar a las provincias cuando la forma 
republicana lia sido enrronipida. es decir, cuando ha sido inte- 
n límpido el ejercicio regular de las instituciones cuyo goce eíecli- 
vi* ella garantiza." Dcreehn constitucional, pág. 144. tomo $fc V 
es de toda evidencia que no puede ser de otro modo, ya ipte el sis- 
tema político adoptado y las garantios proclamadas en un esta- 
tuid, cuando ni» tienen, en la práctica efectividad y realización 
ciertas, lejos fie hacer la felicidad del puehlo. lo sumen en la des- 
gracia y en el oprobio. 

Oue, este |Kider del gobierno federal («ra intervenir en el 
territorio de tas provincias lia sido implícitamente conferido al 
Congreso. Es a éste a quien le corresponde decidir qué género 
de gobierno es el establecido en el estado, si es republicano o 
nó. según las normas de la constitución, si está asegurada o lias- 
tardeada la administración de justicia, si existe régimen munici- 
pal, si se imitarte la educación primaria para enunciar todas las 
com lie iones generales y especiales expresadas en el art. S". 

Que en el caso de la intervención a la provincia de Mendoza 
ordenada por la ley U? 11.400, es eso lo que se lia hecho. Por 
haber llegado aquella rama de] gobierno a la conclusión de que no 
&e encontraban allí cumplidas las condiciones señaladas por el art, 
5" para que las provincias mantengan el goce y ejercicio de sus 
Jnstitueinues propias, ha declarado intervenida la nombrada pro- 
vi tteia a los efectos de restablecer la forma representativa repu- 
blicana de gobierno {art. l v . ley ¡ciada), y ha ordenado al comi- 
sionado federal "que proceda a declarar la caducidad de los lí- 
deres ejecutivo, legislativo y judicial, y de las autoridades inttni- 
cipaks, así como a la reorganización de Jos mismos" (art. ¿' ) . 

<Juc la facultad ejercitada ->or el Congreso al sancionar la 
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lev mencionada es de ore leu netamente político y. ¡«r cftn&tguteii- 
t( . de la exclusiva invititilienria de los | uniere- legislativo v eje- 
cutivo de la Nación, Fasta corte, como Id ha declarado en fallos 
anteriores, no se eneninira. pue& autorizada ¡jara examinar los 
hecho* ijiic han conducido a la decisión oculten ida en la ley, ]mrime 
Saldría de la órbita <|U£ ie está delimitada por la caria fnndatiuntal 
e invadiría el campo propio de los tjfirw poderes del Jetado. 

\}w el |M>der conferido al (íobíerno M la Nación por l«.s 
art>. 5 ' y ir proirpoue la fíusc-tóu itv iodos tos medios necesarios 
5 propios para llevarlo a ejecución de acuerdo con la reyla del 
an. ir/, ¡ni*. JS y di- jurisprudeiicia «pie [o ha interpretado. Esta 
corte Ha declarado en efecto, cjik- i>ara |hhUt en ejercicio itn poder 
conferido por la Constitución a oialquigra de los órjíanps ilel í*o- 
bienio nacional es indispensable admitir cute éste se encuentra 
autorizado a elegir los medio* que a mi juicio fuesen los mas cou- 
ducentea jKira el mejor desempeño de aquéllos, siempre ¡rjtte no 
fuesen incompatibles con alguna de las limitaciones impuestas i«or 
la misma Constitución. I'or eso en el último apañado del art. 67 
faculta al íAin}>res,i para hacer todas las leyes y reglamentos que 
sean convenienirs j*ara poner en ejercicio los jjoderes enumera- 
dos ni los incisos prcect lentes y todos los otras concedido- por h 
Constitución al gobierno nacional. Fallos, tomo hVJ, pá». Jí'í en- 
tre oíros. Intervenir, dice Estrada, es ejercer, en mimbre ile la 
-oherania nacional, una autoridad plena, más o menos extensa den- 
tro del lerri torio de la provincia. Puede ser pacifica o puede ser 
armada, pero en todos los casns es coercitiva porque la Constitu- 
ción no le ordena al gobierno proteger, sino intervenir, En la Re- 
pública Argentina el comisionado nacional encardado de llevar 
la iiittTveneión a una provincia, fíe sustituye a la autoridad local 
y en representación de ta soberanía sufK'rinr de la Nación asume 
toda la autoridad condúceme a llenar por sí solo los fines de la 
intervención. < Mira citada, jiág. 149. trrttio 3 ". 

1*1 interventor es sólo un representante directo fiel presiden- 
te de la República, que obra en una función nacional al efecto de 
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fitni] ilir uii:i ley del Congreso, sujetándose ;t las iiistnicciones 
que ¡le aquél reciba. Tal funcionario no hace siim ejercer |kií teres 
nacionales expresos y transitorios de garantía y jrcconst niceióu 
de) régimen focal alterado o subvenido. Su nombramiento, como 
lia dicho esta corle, no toma origen 1*11 disposición alguna provin- 
ci.nl y mi> artos no cutan sujetos a las rcsponsabftiditáes ni accio- 
nes que las leyes locales establecen respecte» de sus propios gp» 
beruames. sino a los que le impoga H poder nacional. **i i cuyo 
nombre funciona." Fallos» serie IV, lomo 1. págs. 55(1 y 5G$j 
influí 5. pág. 192. Joaquín tíon/ále/.. Minuta] de iVrechñ Chus-! 
tiiueiona!. 

i. Jtiv. en el caso, la ley de intervención a la IVovincia de Men- 
doza lia declarado, como se ha (Helio, la caducidad de todos los 
poderes del Estado, entre los diales se encuentra el judicial. 1n- 
1 laudóse, pir consiguiente, la extensión de las facultades de! I'o- 
der Kiceutivo y del interventor, medidas prefijadas por la propia 
ley y por los projHísitos declarados en la misma. 

ijtie es cierto que la ley de intervención, no olifante la decta- 
ración de caducidad del Toder Judicial, no comiene norma alguna 
concreta sobre las facultades del Interventor para realizar desig- 
naciones judiciales dentro de la provincia, perd no es menos cierto 
(jue promulgada la ley. el presidente de !a Xación debe cumplirla 
t.Hs|ionicndo a ese efecto de facultades reglamentarias ( inc. 2. ar- 
tículo Sf>t. !Vro el cumplimiento de la ley en la parte referente a 
la caducidad del poder judicial crea de inmediato el evento consi- 
guiente a (SU caducidad, que en el de que la provincia intervenida 
•||Uede -in funcionarios judiciales c|U« resuelvan los poicóos !«" 
dientes y tomen conocimiento de los hechos delictuosos produei- 
dos di >n territorio. La vida civil y social no se concille sin la 
existencia (le jueces que castiguen a los deliucueules y resuelvan 
los conflictos entre los particulares. La paralización absoluta de 
la función judicial no puede haber entrado ni en el pensamiento 
de los hombres (pie redada ron el instrumento político que consa- 
gró ta facultad de intervenir, ni en la mente del l\ ingreso que 
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tisú de él al sancionar la ley. por euaun. im e- itgáfn ^Joner en 
aquél ni en c-te, una consecuencia ile tanta magnitud^ no en el 
sentido de promover el bienestar general de la colectividad y man- 
tener su urganizacióu. que constituyen mis. fines primordial^, 
sino en el de -unióla en v\ desorden y en la anarquía, f ja Wrttse- 
cueitcia indudable «le la caducidad ordenada por la ley. e*. pues, 
la tle que es indispensable proveer los carpís judiciales que que- 
dan vacantes por efecto dé aquélla, y sólo saber a quién corres- 
ponde hacer las designaciones consiguiente*. 

í)ue. desde luego, eti el caso de la lev de intervención a .\len- 
d.i/a los nombramientos de la administración de justicia no pueden 
ser hechos |mr lns otros poderes Incale- del oslado de-de que in- 
dos han caducado. KxiMe si una constitución provincial y leve- 
reglamentarías qm organizan lo- quieres del estado, pero fallan 
funcionario* i|tie les den vida. No se ha dictado tanateo una ley 
general de intervenciones con norman orgánicas permanentes. 
¿Pocfría decrf$e que el juez de sección de .Mendoza tiene juris- 
dicción para entender en las causas de orden provincia! que ven 
dria así a sustituirse a la justicia local producida la caducidad : 
III art. 3; inciso 4 de la lev AH, como acrece de su letra, si- refie- 
re a los crímenes de luda especie que se cometan en lujare- don- 
de el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdiivióii. 
Es una competencia |iernianeme por razón del lugar que st^n com- 
prende los crímenes fie cualquier clase de manera que. aún den- 
tro de la posibilidad de esta .solución, quedarían excluida* de la 
competencia del juez federal todas las causas civiles y comercia- 
les cuya decisión es también indispensable j vira realizar el orden 
&q<ciaí. Y fior arrilu de cualquier otra consideración está la de que" 
ni aún dentro de la forma cu que el Congreso ha Usado de su po- 
der de intervención respecto de la Provincia fie Mendoza, calw* 
decir que el gobierno nacional tenga absoluta y exclusiva juris- 
dicción en el territorio de aquella, pues del silencio de la ley so- 
bre d punto de sal>er con arreglo a qué leyes ha de procederse a 
la reorganización del poder judicial, sólo puede inferirse que de- 
U- ser de acuerdo con la Constitución y leyes provinciales en vi- 
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gor dentro del estado intervenido en cuanto rio se Opongan a la 
( unst Unción nacional. 

\}\\v id prcMcncia del examen anterior no se presenta mas 
solución, si el Poder Kjecuiivo ha de cumplir la ley y si la Pro- 
vincia ñu puede iptedar sin justicia, que reconocer el derecho del 
interventor para proveer los cargos judiciales. Dentro riel rej;Í- 
mrn de excc|>cióii en el sistema político adoptado que plantea la 
intervención, las soluciones tienen que ser del misino carácter. 

(Ü&g provincias a semejanza de lo que ocurre en el orden na- 
cional tienen facultades («ra organizar la jurisdicción y compe- 
tencia de sus propios tribunales, dictando M>bre el particular las 
leyes que correspondan. lisas leyes de organización «leí poder ju- 
dicial de los estados, además de reglamentar la competencia dis- 
tribuyendo la materia de las cuestiones civiles, penales y comcr- 
ciales y además de señalar las leyes procesales i|Ue dentro de las 
distintas jurisdicciones han de gobernar la actuación de los fun- 
cionarios, establecen la forma en que tales jueces han de ser nom- 
brados de conformidad con los principios adoptados en sus pro- 
pias constituciones. Kti general, tales designaciones se hacen por 
el Poder Kjeeutivo con acuerdo del Senado |ior tiempo determi- 
nado o mientras dura la buena conducta del funcionario. 

V bien, lo que naturalmente resulta modificado |ior virtud 
de la ley de intervención es la forma de las designaciones judicia- 
les que no pueden >er hecha» ya por los |>odcres de la provincia 
desde que su caducidad ha sido declarada |ior aquella ley. Pero las 
leyes de intervención incorporan implícita o e>q presamente a sus 
prescripciones todas las leyes provinciales de carácter procesal y 
todas las (pie organizan y distribuyen la competencia fie los jue- 
ces cuya aplicación es obligatoria para el comisionado federal en 
cuanto no se opongan a la Constitución nacional. I*a designación 
de jueces hecha por el intervenaor es, pues, para que asuntan la 
jurisdicción de acuerdo con las leyes procesales y de organiza- 
ción indiciaría que la Provincia se ha dado en ejercicio de su* 
instituciones. 



FALLOS DE LA COATE SL'PHEMA 



(Jue mi puede admitirse que la designación de 1h> ¡mees 
1*11 las cnntlii ¡mus expuestas muquirte una vi» ilación del princi- 
pio sancionado jHir el art, de la Constitución y seyiin d cual 
en ttiiij-itu caso el presidente la Nación puede ejercer ínticio* 
ues indicíales, arrogarse d conocimiento de causis pendientes n 
restablecer la* fenecidas. Desde lucyo, no es el I'. K. quien admi- 
nistra la justicia, ni la imparten en mi nombre l«»s jueces desig- 
nados |Hir el interventor. 1.a ejercitan 1 lumbres con aptitudes pr..- 
lesiónales emergentes ilr títulos universitarios que los ca;>acitan 
par;i elln y se encuentran sujetos a respoii.saliilidíides |»T>ijnaUs 
derivada? de la naturaleza de la í unción judicial y a las smeio- 
nes en algunos ca-ii» seveiUiutas establecidas por lo-, articukis 
2U l K -/(►. y 27 A del Código IVnal. Ks ve rdad que su desig- 
nación proviene del Í\ K M pero también lo es que aún dentro fie! 
régimen normal de las instituciones y no dé anormalidad y ex- 
capción, cómo es el que se ^-nsidera. la propia Cousthttcióti Na- 
cional y la de la Provincia de Mendoza, autorizan nombramien- 
tos de análoga condición. I ; .l inr. 22 del art. #i de la Constitu- 
ción nacional faculta, en electo, al Presidente de la República, 
]>ara licuar las vacantes judiciales qtte ocurran filtrante el rece- 
Mi. cuando £g trate de designaciones que lequkrau el acuerdo 
del Setuido. («ir medio de nombramientos en comisión que espi- 
rarán al tin de la próxima legislatura y una disquisición equiva- 
lente contiene el att, US. inc. 22 de la Constitución de Mendoza. 
Y aunque lo- jueces ;isi nombrados, sobre ludo cuantío el acuer- 
do no se presta, lian actuado, condenando o absolviendo, en 
virutd de mi niinibratnieiito miañado del I'. K., im puede en ver- 
dad dec irse que sea el presidente quién lia ejercido aquellas fun- 
ciones jndiciales, sin atribuir a los autores de la Constitución el 
proi'umlo desconocí ¡memo que resuliaria de hafier incorporado 
el inc. 22 del art. 86 del in-iruinento que redactaron, en pugna 
¿Cgüli eso con lti estabkvidn en el art. 95. Con la cláusula del 
inc. 22 se lia tratarlo «le salvar dificultades que sin dicha cláusu- 
la serían de suma gravedad, pero, también y del mismo urden 
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son lus producida* por una ley de intervención que de -clara la 
caducidad de los poderes del Estado, 

Ouc las facultades del interventor |»ra renovar a lu> fun- 
cionarios judiciales de tas provincias intervenidas, cuando ta ley 
respectiva declara la caducidad del iMtiler judicial n urdí-tía su 
reorganización ha sido reconocida por esta corle en el ful i" que 
se registra en el tomo I4S. página .lí).í. 

One llega el momento de examinar ahora, si los jueces nom- 
brados en sustitución de los removidos carecerían, a caí 1*1 del 
origen de sus designaciones y de la fecha en fpe éstas iuin tenido 
lugar, de com|ietencia |«ira investigar y considerar en los delitos 
cometidos en el territorio de provincia con anterioridad a la 
fecha de su nombramiento, ñm sostenerlo así. se arguye iMir 
lus autores del presente recurso de kabms Corpus que el proce- 
sado sería sacado de los j mres designados ñor la ley antes del 
ludio de la cansa fon violación iU fa liliertad y «¿aramia de ta 
defensa en juicio proclamado por l 'l iirl - <k ' ' a lon>tiiueiou 
Nacional. 

I >tn . es. desde hiego, exacto que en el orden del tiempo la 
íeclia del nombran- ¡enlo del juez: es posterior a la continuación 
del hechu delictuoso que se le imputa al recurrente. Y *i la ga- 
rantía invocada pudiera interpelarse en ese «mido, tuda de- 
signación judicial i^r muerte, rentineia. etc. del juez que hasta 
ese UHinienio eiituulia o podía entender en el proceso, acarrea- 
ría la situación contemplada |*«r el art. 1S. ^ asi. en Mendoza 
los j neces designados ;i mérito de la circunstancia apuntada no 
podrían conocer en los delitos anteriores a mi designación limi- 
tándose mi competencia a los realizados después de aquélla. La 
consecuencia ineludihle seria la de que habría que i>oner en li- 
hertad a todos los presuntos delincuentes cuyos profesos no hu- 
hieran sido fallados, a nombre de la garantía del art. 1í\ Y la 
intervención en tal caso en lugar de ser un elemento de urden 
y de a í ¡alistamiento de las instituciones se convertiría en una tan 
sa ile anarquía contra lo que es pn-M unible. 



are 
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Que. se olvida al invocar en el caso la garantia del art. 18 
que. como se luí dicho, existe en la IVovincia sometida a la in- 
tervención una organización legislativa previa. reglamentaria de 
la función j ni liria! constituida ]tor códigos procesales y por le- 
yes especiales que organizan y definen la competencia dé 
jueces en las distinta.» materias que aquella comprende y que 
(ale- leve- mantienen su vigor dentro del territorio, V en esas 
fundiciones, admitido d derecho del interventor de proveer los 
cargo-, ih la magistratura, los nombramientos de jueces no se 
diferencian en punto a inri -dicción y cotn|x*teticia de tos que 
habría hecho la provincia si uno o varios o todos los juzgado» 
hubieran quedado acéfalos en el receso de su propia legislatura. 
Los jueces designados vienen a encontrarse investidos de una 
jurisdicción que existía organizaría antes de cometido el hecho 
y eso satisface la garantía del art. 18. I'or regla general caen 
imj¡p la prohibición del art. 18, dice Joaquín (ionzálcz. todos los 
casos en que por error o |tor abuso se atribuyan p&dir para juz- 
gar, individuos un Envestidos por la ley con t:i jurisdicción |*ara 
tal género o especie de delitos y en que los jueces mismos se 
atribuyan facultad para entender y decidir en causas no sujetas 
:i SU jurisdicción. .Maiutal de la Constitución Argentina, pág. 185. 
km jurado.. iiiMitución a la cual la Constitución nacíctnal se re- 
fiere en el art. 102. pin su naturaleza misma se designan con 
l>osierioridad a la comisión del delito y no podría inferirse de 
esa sida circunstancia sin manifiesta contradicción que la institu- 
ción lleva tn sí misma un dcscoiutcj miento tan rotundo ríe la 
garantía del art. 18. 

*Jne. planteada la cuestión en los términos relacionados co- 
rresponde observar: ai que la competencia de \m jueces desig- 
nados ¡ior el comisionado federal, es general y comprensiva de 
lodos los habitantes de la provincia, lo que aleja la idea de co- 
misiones i seriales; b) que ella se aplica tanto a los hechos o 
delitos anteriores a la fecha fiel nombramiento eotno a los que se 
produzcan después, lo que coloca d caso dentro de la hipótesis de 
cualquier designación derivada ríe las leyes que organizan el po- 
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der judicial en un estado; n y por ultimo, que lo» m^kvcñúim 
nombrado* por el interventor en las condiciones de <)tu se ha 

lucho mérito, s.iii !n> ¡iiirt- pmpi naturales tic lo, habitante,» 

tic la provincia intervenida gara d caso de excepción pn?y%to 
por íbs art>, 5 y f> dé la Constitución nacional. est<5 c>, en pre- 
sencia de una lev como la 11" lt.4ói). mediante la cual d uohiéfc 
uo de la Nación usando tle aquel |xkter ha reemiociihí la m ali- 
ciad tic remover las causa* fjue dentro tic la provincia p.-riurUiii 
d régimen federal y la adinin ist ración de justicia. 

(Jtte el riesgo (té mu* los imw asi instituidos respondan en 
casos datlos a designios extraños a hs altos fines tic stt investi- 
dura, constituye una contingencia muy deplorable, sin duda, pe- 
ro que no afecta a los principios fundamentales de que deriva 
la facultad tic su designación y la legitimidad de sus funcione». 
Si tales transgresiones existieran. no serian tihra de la ley. sino 
del concepto con que ésta se cumpla y ejecute; y ante la eviden- 
cia de que alH estarían radicado! 1- »s supuestos niales aludido», 
d remedio no puede consistir en negar ó suprimir la facultad 
ltgal. »ino en la reglamentación legislativa de la misma, inspira- 
da cu móviles sujK'riores de eleva* la política institucional, (pie 
impida el predominio de intereses subalternos sobre el interés 
supremo de la justicia y de la ley. Interin se provee a tal exi- 
gencia, la situación al respecto queda librada al responsable ¡nbi- 
trio de la acción ejecutiva, y caite cnuíiar en que ésta armonizará 
cada día en forma mas eficiente con los dictados de la ra/.ón pú- 
blica y el adelanto progresivo de nuestras instituciones políticas 
eu su honesta aplicación como factores esenciales de gobierno- 

Une en estas condiciones e» evidente la incompetencia del 
juez federal de sección de la Provincia de Mendoza para cono- 
cer en el presente recurso tle intheas eprpüs deducido |ki«- i Ion 
Fernando í >ríila a favor de su hermano, señor Alejandro i 'ríila. 

En su mérito y por las consideraciones concordantes de ta 
vista del Señor Procurador f ¡enera! y las de la sentencia de la 
(.amara Federal, se confirma ésta en la parte que ha podido ser 
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materia del recurso, N<n í f íijucsc y devuélvase reponiéndose el 
fmpe\ imie ti juzga<l" de ...rigen, art. 4.í. ley X" 11.2*X>. 

\. lÍKUMCjO. — |, l ; |(¡(Kiill.\ Al 
CORTA. — fíuiIKNTO ÍÍKPlíTTfl. — 
k. til IIM» I.UWLI.K, — A\JI> 

Sagarna, 



ACLARATORIA 

liiicm^ Aires, Ahril 15 de 

H.ll«én<tose limitado esta Qfáfc a declarar la im-niiiprten- 
eia dé Ut Jmticía Péclcráli examinando al hacerlo sotametiu* amte* 
Hat embriones directaménte vinculadas a la improcedencia del 
susodicho fuero, ntl $g liaee luya ra la aclaratoria su! ¡citada. Há- 
y.!-f -a!"tT y repóngase .] |i¡i|h.-I. 

l- 

\. Bermrjü, J, FigCéroa AL- 
t'OKTA. - IvOHERTU H Kl'tCTTO. - 

R. firmo I .avalle. Antón m 
Saoarn \. 



fl .'tf .Wtt iñn . IriH'iitiuit contra tii>ií,t Sftfría LttíSa fierre- 
¡¡i <í, .instimula y éító, Sobre cobro tic HH créititu tttpoic- 

cario* Ix.vt y/v/Vmí. s de fifis fcttiicucítt y espeja* 

SHlttotít : I' l'rm-nli- el recurro t*xii-¡i.uitin;n in del arríenlo 14. 
lev 4S. comía mía senteneia ijuc desconoce el privilegio fun- 
dad», en expresas dis|H»s¡ciones de la Constitución y de una 
K \ especial «k-l Congreso ( ley 4507 i. 

2" La* resoluciones <l jetadas ni juicios ejecutivos reía- 
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tivas a la competencia cid Juez, se Juigan definitivas a los 
finés del art. 14 de la ley 48, i>ara resolver sobre puntos que 
mi pueden ser después útilmente disentidos en el juicio or- 
dinario que permiten las leyes de procedimientos. 

& Corresponde a la justicia federal el conocimiento de 
un juicio seguido por el Banco de la Nación Argentina, so- 
bt$ cobro ejecutivo de un crédito hipotecario. 

tojo; Lo explican las piezas siguientes; 



SKXTK.NCIA DKL JL'EZ FEDERAL 

Santiago fkf Estero, Ma>i. 10 «k- I9¿8. 

Y Vistos : Las excepciones de litis pcndau M y espera opues- 
tas |Kir doña Murta Luisa Herrera ele Arredondo y don Claudio 
Arredondo, contra la ejecución que sigue el Raneo* de la Nación 
Argentina sobre cobro de un crédito hipotecario, la contestación 
del ejecutante, fs. 33. . 

Y Considerando en cuanto a la primera: 

Oue las defensas que pueden hacerse valer en el juicio eje- 
cutivo. están taxativamente enumeradas en el art. 270 del Cód. 
de Justicia Nacional. . 

Que la excepción de litis pendencia no está autorizarla en la 
referida dispostcidn legal, por cuyo motivo su improcedencia es 
manifiesta. Suprema Corle Nacional, tomo 7. pág. 31. 

Oue aún en la hipótesis ríe que -fuere viable, es elemental 
que no concurren en el caso sub judicc los requisitos que la carac- 
terizan, pues falla la identidad de |>ersonas o partes, desde el 
momento que en la acción deducida ante los tribunales de la pro- 
vincia figura como ejecutante el Banco Español riel Río de la 



j .u.i.os m: r..\ corte slprh.ua 



Plata, según se dc>pniide del inínmie di fs, 3& vta. S. t X,, 
tninii Kk |iáj{. -14* í ; u muí 7, páa>. .H y 44. 

Que, en om-tviniK-ia. de acuerdo nm estos principio» co- 
rresponde no hacer lugar a la excepción enunciada. 

Considerando en cnanto a la excepción dé e-pera: 

Qp¡e tos ejecutado;, ¡a limitan a invocar esta defensa sin ha- 
ber aportad" proel s» alunita en e-e -l-iui*1» »- 

Que con ma>*oí razón deU- exigirse dieln prnd«i i, el j»fe* 
SQ3\it¡ caso ! ur cuando día no resulta de ninguna de I* 1 - claíiin- 
las del contrata cíe hipoteca corriente de fs. I a 

IW estos íundanieiiiu>* tallo: declarando la improcedencia 
t|< his e\cc|ieione> opuestas y m consécuencio ordeno llevar la 
ejecución adelante, con costas. \n, ¿77 Codito de Justicia Na- 
cional Hágase >alHT, traii-cnlia-r y repón-ja-e, 

ÍqsS /. í iíc. -irs. 

SENTE MCI A ÜK LA CÁMARA FEDERAL J>K Al'KI.ACtON' 

Córdoba, Srplúmhiv 1\ Oí l'ÜH. 

Y Vistos: Ivl rceursu de apelación interpuesto por la |*anc 
• Uinani tuda, entura ln sentencia cié fecha JO de Mayo iiltinm. úi- 
mentes a fs. 60í dictada l""* señor Juea Federal de Santiago 
del Kstern. ni el juicio une l*' r ejecución hipotecaria sigue e! 
Banco dé la Nación Argentina contra María Luisa Herrera de 
VtTcdondo y clon Claudio Arredondo, en d qué ha resuelto: de- 
clarar la improcedencia de Ui* cjí cesiones opuestas y en conse- 
cuencia ordena llevar la ejecución adelante, con ej&síás.; y 

Considerando: 

Que el titulo [sise de la presente ejecución es la escritura 
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publica ((tu- en copia curre a ís. 1 y siguientes de estos autos de 
la que consta que los ejecutados celebraron con los lía uros de 
la Nación Argentina y Español del Río di- la l'lata. un contrato 
j»ir t i utial los primeros reconocieron adeudar a los últimos cun- 
to treinta y nueve mil novecientos noventa y siete iicsos con 
cuarenta y cinco centavos nacionales tle curso legal, de los cua- 
les cor re»| Hinde K9.0Wi.IO $ m'n. al Hancn de la Nación Argen- 
tina y $ 50.90935 m jo. al Maneo Español, comprometiéndose a 
almnar dicha suma de S 13*MÍ97.45 mjn. en la proporción esta- 
blecida, en el plazo de un año prorrogahle por otro año si al ven- 
cimiento del plazo se hubiere amortizado el veinte por cicntu de 
la misma con el interés del siete por ciento fie Ta deuda al Banco 
de la Nación Argentina y el ocho por ciento al Banco Español 
del líio de la Plata, varios inmuebles. 

Qtie en la referida escritura las partes establecieron también 
«pie cuando por falta de ]>ago en los plazos convenidos o de in- 
cumplimiento de otras estipulaciones del contrato, "la obligación 
se haga integramente exigí Me", "el Banco de la Nación Argen- 
tina y el Banco Español del Rio de la l'lata quedan facultados 
para ejercitar en contra de los deudores la acción ejecutiva, en 
cuyo caso, los Bancos acreedores [>odráii seguir el juicio corres - 
1 tundiente ante la Justicia Federal de la Capital Federal" y "ten- 
drán la facultad de designar el martiliero que debe rematar los 
inmuebles hipotecados, con liase a opción de los acreedores, del 
monto de la deuda o de las dos terceras partes de la avaluación 
por el impuesto territorial.'" 

Que dados estos antecedentes y sin necesidad de establecer 
si los demandantes hicieron novación de sus créditos, con virtién- 
dolos en uno solo, es indudable que al obtener para ellos tina ga- 
rantía común e indivisible como la hipteca y al estipular con los 
deutlores condiciones como las que se refieren a la ejecución, 
nombramiento de martiliero, tasación y venta judicial de los in- 
muebles hipotecados en caso de incumplimiento del contrato, se 
comprometieron a actuar conjuntamente en un solo juicio y por 
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tu tanto ¡tiiti- un inKnu> juez, retttme&iKfo a e)emt&r; por 
nulo -11- ¡v-|'irüva> acciones. 

Oue. por otra porte, u<- se concibe -jiie acreedores ¡n¡..*uva- 
rio*» del mismo grado j con el mi-ano derecho mil. pudieran eje- 
cutar la hipoteca cada lino por -u parte' sin conocimient« e in- 
n-r vención del otro. ]Mtft¡ttc filo implicaría et derecho a persefpúr 
il»is veces la misma |»aFa tilia hipotecaria iudivisil-le <> «lar al yri 
Mfier » jccuiautc prioridad ¡sofere t i M-uimd' 1 , de-de t|tii podran 
in;: -r -ü crediin con t i produelo de Ins bienes hipotecado*, ya 
(¡lie ellos e>táti !¿:iraiU¡/:m'(i i Milentamente mi crédito. 

Que esto seiitatlo, es indudable que d Banco de la N'ací/jit 
al celebrar el comíalo de K í, tía renunciado tácitamente la i vi 
risdiccíoil federal, una ve/ <uu- debiendo, en ca-o de «pie ■! deu- 
dor un cumpliere, coligar m crétiíto en un solo juicio cim el Bou 
oí K-i*anol, éste no .«oza del mismo ítiero pon pie debe conside- 
rárselo ;i mis efectos, como árgentiho, y tiene domicilio especial 
cu Santiago ikl Km ero (;irt. '.». ley 4S. an. l M\ t . C . * 

(Jne aún en el supucsio de míe Imliirre duda re-pi v¡-. ;i! un - 
i¡iu* lia di* liiteiidc-r v.i la causa. del*eria llegar m - a la misma coii- 
clusión de acuerdo con la jurisprudencia uniforme en la materia, 
pon pie la federal i> una jurisdicción de excepción. 



I ir cMor- íuudamentus. se revoca la sentencia pelada, re- 
clurattdose -pie* el presente juicio no corresjw.nde a la justicia fe- 
deral. Hágase saher. transcríbase y devuélvanse, — W mrsín 
(t&nsátcs. A, G. Pttsst: — F.. Vit-rn*. 



La ejecución Hi|iotecaria anuida i«tr el Manco de la X ación 
Argentina contra doña María Luisa Herrera de Arredondo y 
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IJwims Aire*, Marzo II di 1 



Suprema l órtc : 
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fl.ni ( latidio Arredondo, tramitada ante ti juzgado federal dtr 
Santiagq deJ Estero, fu| resuelta por él señor juez de la causa 
{ h, (§0)i rechazando i¡or improcedentes tas excepciones de íiíís 
ft Htli ttcitt y espera opuestas por los demandados, disi>miicnd", 
ni consecuencia, llevar la ejecución adelumr. con costa-. 

Afielada ota roolución la Kxnia. (.'amara Federal de t Óf 
dolía, |mr la* consideraciones que fimdaniciuan la «.fluencia de 
(s. ó 1 ', revocó !a de y trímera instancia, declarando que el juicio 
de reíerericia no correr-pondia a la jurisdicción federa], moti- 
vando ésta sentencia el recurso 1 raido a conocimiento y decisión 
de V, K. sobre éj particular, 

1.a jurisdicción cuestionada se rouelve aplicando el princi- 
pio del art, 1K de la ley X" 4507. puesto que en el título que 
-ir ve de l>ase a la ejecución no consta expresamente la renuncia 
al fuero federal que se pretende. No existiendo tal declaración, 
t i Banco actor lia podido acudir u la jurisdicción que le corres 
]h ¡lidia, en primer término, comti inslitucióu ícderal. a eji-rcitar 
mi derecho, a otar a ta doctrina que surge del fallo de V. K. 
pulilicado en el tomo 116, página 301. 

t Ipinci. pues, cute V*. E. delie revocar la resolución recurrida 
de fs. 69. declarando que este asunto es de la competencia de la 
justicia federal, y disponer la devolución del expediente al tribu- 
nal fie su procedencia para que, reasumiendo la jurisdicción de 
que se lía desprendido, sea nuevamente juzgado, de acuerdo con 
la primera parte del art. 16 de la ley X" 4H. , * 

Horacio H. Ltmrtit. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buo*M Aire», Abril 12 úv im 

Y Vistos : Kl recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia fie la Cámara Federal de Córdoba, en el ¡ta- 
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cío que por ejecución liqioiccaria signe eJ Banco de la Nación 
Argentina aiíte el jítes federal de Santiago del Ksuro. contra 
duna Maria Herrera de Arredondo y don Claudio Arredondo. 

Y considerando en cuanto a la admisibilidad del recurso: 

* hic desconocido ]H>r la sentencia en apelación el privilegio 
del futro federal fundado por el actor en expresas disposiciones 
dé la Constitución y de una ley especial del Congreso, la pn>ee- 
dencia del recurso es eV ¡dente, sin que pueda ser óbice la circuns- 
tancia de tratarse en el casi» de un juicio ejecutivo, tmla vez que. 
di acuerdo con la jurisprudencia establecida eii reiteradas causas 
análogas, las resoluciones dictadas en juicios de esta naturaleza, 
relativas a la competencia del juez, se juzgan definitivas a los 
fines del art. 14 fie la ley 4K. por resolver sobre puntos que no 
pueden ser después útilmente discutidos en el juieio ordinario 
que permiten las leyes de procedimientos, y porque es también 
de jurisprudencia y de doctrina qUY la resolución final sobre enm- 
peicnvia de los tribunales federales corresponde a esta Corte Su- 
prema < Fallos, tumo W», 47; tomo 5^, paj;. 389: tomo 95, 
p¡Ui. ¿t.'l: tona» 103, pát*. 373 tomo Ul/pags. 140 y 198: tonm 
130. pag, 135 entre otrosí. 

V considerando en cnanto al fondo de la cuestión: * 

* • * 

One si bien por la sunt rucia recurrida no se desconoce tjiie 
el Banco de la Nación «ha sido creado |*ir ley del Congreso en 
virtud de autorización expresa de la Constitución, j*ara fines de 
administración pública y de prosperidad general, estando en con- 
secuencia sujeto exclusivamente a la jurisdicción de las autorida- 
des nacionales y fuera del alcance de la jurisdicción de la* pro- 
vincias (Fallos, tomo 18. iiág. 340). dicha decisión es en lo subs- 
tancial denegatoria de aquel fuero, j>or considerar que el Banco 
lo ha renunciado tácitamente en las estipulaciones del caso de 
autos. 
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Que en ejercicio de Ui facultad i|iK- le confiere el art. 18 
iU* fa ley V' 4507. modificatoria He su carta orgánica, t-i I Sanco 
actor ha jtodido. ^in «Unía, renunciar at privilegio de su fuero y 
acogerse a oiro. si asi )o estimaba conveniente a sus intereses; 
|*-rn cu i*l ,»íW> iinfit't'. que m> contiene lai renuncia en términos 
expresos, nada induce a siifMjnerla y declararla producida en ("ur- 
día 1 avila, no solo porque leyal y doctrinariamente la intención 
dé renunciar un derecho no se presume y la interpretación de los 
actos que induzcan a probaría debe ser restrictiva (Faltos, tomo 
34 pág. .vi : tonto •»/. pájr. 147 1, sino también porque los pro- 
cedimientos uxlo> del Rauco a este respecto, tejos de demostrar 
rl propósito de hacer renuncia de su privilegio, acreditan su de- 
cisión de mantenerse en él, por actos como la estipulación del 
íuero federal de esta Capital, la circunstancia de promover la 
ejecución ante la jurisdicción territorial cor res|*>n diente en el 
orden nacional y demás actuaciones anteriores y subsiguientes 
a la cuestión jurisdiccional promovida por el pronunciamiento re- 
currido, fundado en inducciones extrañas a la intención niani- 
ficsta del actor | Fallos, tomo 97. pág, .W»: tomo 1 12. pág 202 
y otros | . 

f>ue las cuestiones ipie puedan áurjnx de la situación jurídi- 
ca que cree |>ara los Bancos acreedores el ejercicio de las accio- 
nes «pie tes competen ante mis respectivas jurisdicciones, son aje- 
nas a estos autos, y no pueden influir |>ara determinar la dene- 
gatoria del fuero federal a quien lo tiene derivado de la Consti- 
tución y leyes del Congreso y no ha ejercicio explícita ni impli- 
ciiamcutc su derecho a renunciarlo ( Constitución, art. 67, inc. 5^; 
ley 4507, art. 18: ley X* 48. art. inc. I"; Tallos, tomo lio. 
página ,Í01 (, 

l J or esto» fundamentos y de conformidad con lo dictami- 
nado |>or el señor Procurador (¡enera!, se revoca la sentencia ape- 
lada y se declara que esta causa es de la competencia de la justi- 
cia federal. l£n su mérito y de acuerdo con lo que dispone la pri- 
mera parle del art. 16 de la ley 48. devuélvase el expediente al 
tribunal o q\w. a fin tle que. reasumiendo la jurisdicción de que 
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se ha desprendido, resuelva lo que corres|K»mla con arreglo a 
derecho, un lo relativo a las excepciones sobre que versa la sen- 
tencia de ís. 60. asi como en lo concerniente a la incidencia sobro 
levantamiento de inhibición que corre por cuerda separatla con 
estos auto»- Notifiques*.* y repóngase el papel, 

* 

A. ÜKRMKJO, —- J. FlriUEROA Ai.- 
COBTA. KoHKRTO KlíPETTO. — 

II. Grtno Avalle. — Antonio 
Saoarna. 



ÍUm Alfredo Vorhibat y I*ottrtaIe [su cnueurso). Contienda de 

fompctetKíitt. 

Sumario ¡ l v Las cuestiones de competencia sólo pueden referir- 
se a juicios pendientes y no comprende a los ya fenecidos, 
c«»mo ocurre con un juicio ejecutivo conchudo jHir sentencia 
de trance y remate, 

J" X<i procedo la acumulación de Un juicio ejecutivo 
a un jukio universal de concurso, requerida con posteriori- 
dad a la sentencia de remate. 

Cap?;: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA BIEN IJEI. PROCURADOR GENERAL 

Rumos Air**. Abril $ <lc 

Suprema Corle: 

lintre el juez federal de Bahía Blanca y el de !• instancia 
en lo Civil de la Capital de la Nación, se ha trabado cuestión 
de competencia |«ira conocer en la causa que, ante el primero de 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



217 



los nombrados magistrados inició doña Josefina Anasagasti de 
Soler contra don Al f ralo Forra tmt. sobre cobre ejecutivo de 

Í0 p referida ejecución se dictó sentencia de trance y 
remate decretándose, posteriormente, la venta fie un inmueble 
enil ornado. 

din motivo de la notiíicación al llana, de la Nación del 
remate, pedida en la causa en razón de figurar dicho Banco co- 
mo acreedor hipotecario de la propiedad a venderse, éste se pre- 
sentó ante el juzgado de I a instancia en lo Civil de la Capital 
de la Nación acompañando La cédula de la citación referida y 
.solicitando la formación de concurso civil al acreedor fortabat. 

Abierto éste y requerido por el juez fpie conoce en el mis- 
ino, la remisión de la causa tramitada ante el juez federal de 
Halda Blanca, |«ira su acumulación a los autos de concurso, 
dicho mostrado no lia hedí" lugar al pedido i*»r entender que 
su jurisdicción para conocer en aquélla subsiste, toda vez que 
se trata de un procedimiento ejecutivo concluido |K>r sentencia 
ejecutoriada. 

Tal es el conflicto de competencia cpie se trac a resolución 
de esta Corte Suprema y que a V. E. corresponde dirimir de 
acuerdo con lo dispuesto |>or el art. 9 de la ley 4055. 

El caso no es nuevo. 

I*a Corte Suprema lo tiene resuelto, uniformemente, en si- 
tuaciones idénticas a la de autos. 

En efecto, en la causa registrada, en el tonto I3í>. página 19, 
después de establecerse que en un exilíente por cobro ejecuti- 
vo de i wsos había quedado ejecutoriada la sentencia de trance y 
remate y que, posteriormente, abierto el concurso civil del deu- 
dor en otra jurisdicción y recalados los autos de ejecución pa- 
ra su agregación a dicho concurso, se había opuesto a ello el 
juez requerido V. E. al dictar sentencia, dijo: "Que. entretanto, 
corresponde observar que. dados los antecedentes mencionados, 
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éj jKflido de inhibitoria formulado |xsr el juez provincial iuvo- 
catído la existencia de un concurso, no es procedente, toda vez 
f|Ue las cuestiones sobre compete neta sólo pueden referirle a 
juicios pendientes y no éomprettáen los ya fenecidos* cuyo cono- 
cimiento mi iIl-Ik- ser materia de una cuestión de esa índole. ( Ky- 
llns; (unió 100. pág. 274 y jurisprudencia citada éñ el mismo; 
tomo 121. pag. 327 y otros V 

Ks. potito se ve, el caso de ñutos. 

-i nu iieia <K Y. I " f|Uj! §e cha en apoyo de la competen- 
cia del juez tu Id l "i vil de la Capital, registrada en el lomo 145. 
página t/. no modifica la doctrina referida de esta Corte Supre- 
ma, (oda vez ime ni ella se contemplan situaciones jurídicas 
fundamentalmente distintas. 

Ku dicho caso un exilia, cotno eu éste, conflicto jurisdic- 
cional entre e] jue* del concurso y el de una ejecución seguida 
contra el concursado. 

Dicho conflicto había quedado resuelto anteriormente ni 
los mismos autos por esta Curte Suprema aplicando, precisamen- 
te, la doctrina prciitdicad;) al declarar, como puede leerse en el 
considerando, primero de la semencia, improcedente la contien- 
da t»ur estar concluido H juicio ejecutivo ¡ . , , "ahora, dijo V. I'*.. 
M* irata de establecer si reside en el juez de la eieeución o en r! 
del concurso, la jurisdicción 'Sobre el remanente de los fondos 
obtenidos cu la vtiua en remate efectuado por el líauco Hipo- 
tecario Xacional" de nu inmueble perteneciente al deudor con- 
cursado, situaciones jurídicas distintas y, \xtr consiguiente, sus- 
cept tble> de diversa .solución legal.*' 

Tal decisión, lejo-i de contrariar la doctrina de Y. E.. cixno 
se supone, la confirma. 

- ICs. por otra parle, ta reproducción de los decididos en tas 
causa> t|ur figuran en H tomo 5o. página» 110 y 122 de tos f:t- 
Hits de este iriluinat. 

Kn dichas cansas, en las míe tampoco hadia conflicto entre 
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jueces que üc atril aiy eran jurisdicción en juicios terminados, 
porque ni siquiera éstos existían ni se habían iniciado, V, E. 
decidió i|ii!> las cuestiones referentes a la venta y posesfóil de un 
inmueble del deudor concursado, rematado por el flaneo Hipo- 
tecario Kacíonal, eorrespindian al juez del concurso, 

La doctrina citada del tomo 150. pág. 19 de esta Corte Su- 
prema ha sido reproducida ixisicriornicnte, lo que disipa toda du- 
da, si alguna pudiera existir, sobre la interpretación del fallo 
precitado del tomo 145. pá#. 17. 

ttn efecto, eti la causa *'! lauco de la Nación Argentina con- 
tra la sucesión de Simón S. Cohén" ¡ 147 : 414). V. E. declaró 
i|Ue la invocación de la existencia de un juicio universal de su- 
cesión hecha por el juez que conocía en el mismo, a los fines 
de acumular una ejecución tramitada ante otra jurisdicción, no 
era procedente, por estar terminada esta última con sentencia de 
trance y remate "tóala vez que las cuestiones sobre comf>etcncia 
sÓlo pueden referirse a juicios pendientes y no corres) tondeu a 
los ya fenecidos, cuyo conocimiento no puede ser materia de una 
cuestión de esta índole." 

V, en el tomo 151, fiágina 6V, con techa 25 de Abril del año 
próximo j tasado, la Corte Suprema, manteniendo la doctrina re- 
ferida, en causa idéntica a la de autos y de acuerdo con to dic- 
taminado |«»r el suscripto, dirimió un conflicto jurisdiccioiml CU 
li»s siguientes términos : "Que como se hace notar en el dicta- 
men de fs. K, de acuerdo con lo que al respecto acreditan las ac- 
tuaciones del juicio ejecutivo instaurado ante el juez del Rr>- 
sario, dicho juicio, requerido para ser acumularlo al de concur- 
so, ha terminado |«»r sentencia de trance y remate, la que apa- 
rece consentida por las partes al pedir de común acuerde» el nom- 
bramiento del martiliero para la realización de la venta del in- 
mueble ejecutado." 

"Que en estos condiciones, la inhibitoria formulada por el 
juez de Córdoba, invocando un juicio universal de concurso, no 
es procedente, toda vez que las cuestiones sobre competencia 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



sólo pueden referirse a juicios pendientes y im mniprendeii ;i los 
ya fenecidos, y cuyo conocimiento, en consecuencia, im puede 
ser materia de una cuestión fie esta Índole, de acuerdo o ni ja 
constante jurisprudencia de esta Corte, (Faltos, tomo K)0, p%. 
27i\ tomo 121, pág. .127; tomo 13o, ]iág. 215: tomo 137. pág. 
Mff'; tomo 147. pág, 414: tomo 149. pág. 33 y otros." 

r%r lo expuesto soy de opinión que la contienda de cotnpe- 
"t encía debe resolverse dolara ndo que el fíiéz federal de líaliia 
lí hinca nci está olili^ad.» a remitir ai fie la Capital los autos que 
motivan ota incidencia. 

Horacio A". l.urrcttt. 



FALLO OE LA CORTE SL'I'KEM \ 

BtKiHiit Airo. Aliril I? de ltíJ. 

Autos y Vistos: 

Para dirimir la cuestión suscitada entre un juez en lo Civil 
de esta Capital y el juez, federal de Bahia 1 llanca, soltre acumu- 
lación de los autos del juicio ejecutivo seguido ante éste |ior 
dona Josefina Ajiasagasti de Soler contra don Alfredo l'orlahai, 
al jítlició de concurso civil del mismo, promovido ante el primero 
de dichos magistrados |mr el Manco de ta Xación. 

Y Considerando: 

One expresándose en el auto del juez del concurso (fs. 137 
vta. ). que no se trata en el caso de una cuestión de competencia 
muí» sólo de tm conflicto un el que esta corte delie intervenir en 
ejercicio de sus facultades de superintendencia, procede estable- 
cer, desdé luego, que de las actuaciones res|iectivas de los jueces 
en contienda es forzoso concluir que no están en pugna meros 
i erando» formales u reglamentarios, ni la imputación de alguna 

- 
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mfraccióii | astille de mía pena disciplinan:!, shm fa controversia 
fundamental, constitutiva de la enmienda fie competencia, que 
aparece traíanla entre el juez que se atribuye jurisdicción pam 
eoúúCér en mía causa, invocando el fuero de atracción del juicio 
ile cunearan, y el juez exhortado que desestima el requerimiento 
por tos fundamentos que aduce en el auto correspondiente. 

One ni fa contención promovida, no ha sido en realidad ma- 
teria del debate el fundamento básico '|ue sustenta el auto del 
juez de la Capital, en cnanto susiiene üjte el juicio universal de 
concurso atrae todas las acciones contra tos bienes del fallido. 
Jas qué i«>r tal motivo son de la competencia privativa y exclu- 
yeme del juez del concita», — tesis consagrada por expresas 
disposiciones legales y ])or ta reiterada jurisprudencia que se 
invoca, — limitándose el punto de la disidencia a determinar si 
el aludido poder de atracción del juicio universal subsiste siem- 
pre, sea cual futre el estado de ta causa que se intente acumular 
al concurso, o si en determinada situación de los autos requeri- 
das, dicha acumulación es improcedente. 

(¿ue en casos que guardan completa analogía con el s*b ju- 
díte y cjue en parle se anotan en el dictamen precedente, la ju- 
risprudencia de esta corte ha establecido que las cuestiones ele la 
naturaleza de la promovida en estos autos sólo pueden referirse 
a juicios pendientes, y que, en consecuencia, no corresponden a 
los ya fenecidos, como ocurre con un juicio ejecutivo concluido 
ixir sentencia de trance y remate, cuyo conocimiento no puede 
ser materia de una cuestión de esta índole, que presupone siem- 
pre l;i existencia de dos litigios no resueltos. 

Qw los antecedentes de estas actuaciones acreditan que el 
requerimiento de acumulación del juicio ejecutivo fué decretado 
(Enero 22 de 1929) en fecha muy posterior a la de la sen- 
tencia de remate {Diciembre 20 de 1928), según se afirma sin 
contracción cu el auto denegatorio de la inhibitoria (fs. 130), y 
en tales condiciones, de acuerdo con los fundamentos de doctri- 
na y jurisprudencia que se consignan en el precedente conside- 
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randa, es, sin duda, evidente que no ptpeefíié la acumulación dé 
l"> autos de referencia. No hay. |i< ir lo demás, ni respecto, lo* 
pronunciamientos contradictorias que se pretende: la doctrina del 
í-alln t< 111111 LVi. pág. I 1 ), aplicada en muchas otras decisiones 
anteriores y posteriores, no ha sido revucada por la dd tomó 145. 
l»ág. t?. i'*mi¡i erróneamente 36 ;i firma un e! considerando 3* del 
aujtp de ís. 137 vta., pues este último fallo, como en c! mismo 
st expresa, decide sobre muí situación jurídica distinta de la dé 
aquéllo*. esto c». 1 1 de establecer si reside en d juez de la eje- 
roción o en el del coneursp, la "jurisdicción sobre el remanente 
de los fondos obtenidos en la venta en remate efectuado por ii 
Banco fíijiotecario \acioiial de un inmueble perteneriente :tí 
rleuclor concillado, 

*.>ue la conclusión a que m- llega en el caso, ajustada i 

queda dicho, a las normas y principios que rigen la materia en 
débate. >i hieii deja Mibsisientcs procedimientos y actuaciones 
ni i] tugnadas como "heclios extraordinarios y sugestivos", en ma- 
nera alguna impide el ejercicio oportuno ante f|uien curre» puli- 
do, de las acciones c edúcenles a la reparación de los perjuicios 
causados, como asimismo de las smeiones que fueren aplicables 
a los M acios, hechoa y omisiones presuntivamente delictuosas, ele 
las personas que ban intervenido en la realización de la subasta 
mencionada" (amo dd juez de la Capital, fs. 14.í y siguiente» }. 

Por estas consideraciones y las concordantes del dictamen 
del señor Procurador (/¡cueral, se declara que el juca: federal de 
Bahía Blanca no está obligado a remitir al juez exhortante los 
autos de la referencia, .materia de la contienda. Devuélvanse los 
expedientes a los juzgados de su res|>ectiva procedencia, agre- 
gándose al del juez de sección testimonio de la presente. Im- 
póngase el papel. 

A. Hknmkjo. — J. FmrKRUA .\t. 
Coria. R. Gt-ino Lavali.l. - 

A N TOMU S ACtA H X A . 
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Pov. Luis Rnsso rn los aulas "Chin, Pedro contra Carrosa aje 
. RiissQ, BmUm, sobre cohro i-jtrittk'o /v.v".v." f't iia ¡/i.v- 
í ipüittirui. 'Ki'atrsti tic fteetio, 

. 

Sumario: 1" X<> expresándose al inlerjioiier la a|R*laciÓn ] .ara -in- 
ir la Corte Suprema que se irata del rreursn extraordina- 
rin autorizado por el ari. 14 de la ley 4K, tfeUe entenderá- 
que ha sido interpuesto el ordinario. 

2? La- pena* disciplinarias que los trihunales están 
autorizados a impoii£r., no importan el ejercicio de la juris- 
dicción critniiial propiamente dicha, y la apreciación de las 
circunstancias <jue motivan su aplicación es un punto de de- 
rechu procesal fuera del alcance del recurso extraordinario 
di-1 recordado art, 14 de la ley número 4K 

Caso: Lo explica el siguiente: 
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Blitnos Afires Aliril J5 de 1W. 

Autos y Vistos: 
Consid erando: 

«Jue no lialiiéndosfe expresado al interponer la apelación pa- 
ra ante esta corte que se trata ha del recurso extraordinario auto- 
rizada )*>r el art. 14 de la ley N' ? 48 t debe entenderse que se lia 
interpuesto ti ordinario ( Fallos, tomo 144, pág. 139: tomo llti. 
pág, 171, entre otros j. Y siendo improcedente éste por no en- 
centrarse el caso comprendido en ninguna de las situaciones pre- 
vi-tas m el art. P ile la ley 4055, así cal* declararlo. 

Une además. se»ún 1t> lia resuelto reiteradamente esta Corle 
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las pena* disciplinarias que lus tribunales están autorizados a 
imponer mi importan el ejercicio de la jurisdicción criminal pro- 
piamente dídia, y la apreciación de las cireunstnneias que mnti- 
van mi aplicación es un punto de derecho procesal fuera del af- 
iance del rccirrsu extraordinario del recordado artículo 14 de la 
ley X'-' 4X. (Kalli.s, tpéú Í3& pág. 100; tumo Í2$ pag : &4 y 
tomo lio. p%. 96, entre otrosí. 

Kn su mérito mu -e l^cc luurir a la ipieja interpuesta. X<>t¡- 
fíqttcse y an-liivi-M'. 

A. HkKMLJO, J. FluLKROA \l 

CORTA, - H. (¡i irni LaVAI.LK. — 

AvroMo Sahauxa, 



"Cómbala Ar^tttitta tic ftifyxca& ¡MUt," con el Fixco NacimiaL 
sübrc mtíitfad <ir ejcMcfáH. 

Su murió: I" 1'meede el recurso extraordinario contra una reso 
luciiiii. <| ue deniega el fuero federal, fundado ciripii- fa justi- 
cia ordinaria es incompetente para conocer tu tm asunto (te 
infracción a la ley de .sellos. X" 49 27, ijiie es de carácter na- 
cional. Artículos 14 y 1/ de la ley 48 y 6« de la 4055. Ki 
amo de iucom]K.'tencia de la justicia federal da mareen al 
recurso extraordinario. 

2* La cuestión de incompetencia de la justicia rtrdinri- 
ria planteada y resuelta en contra del recurrente en él juicio 
ejecutivo cuya nulidad se demanda, hace cusa juz^adn en el 
ordinario, (pie autoriza el arl. 27S de la lev 50. dado míe és- 
te silgue el fuero y jurisdicción del ejecutivo. 

.1" Lo* preceptos de la ley son de carácter uaoi..- 
nal o local, según ta apliealtitidad de los mismos; en conse- 
cuencia, no corres jW iude a la justicia federal el conocMníento 



■ 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN' 225 

de un juicio *ubre nulidad y devolución de suman jaldas 
por concepto de impuesto de sellado y imilla |n*r infracción 
(Ir dicha lev cometida en la C apital Federal. 

4- I .a aplicación fie la ley 4927 a la prescripción opues- 
ta y fundada en lus artículos 89 y 90 del Código Penal, no 
viola precepto ni doctrina constitucional alguna. Dicha ley 
no está incluida ni expresa ni tácitamente entre las dirrui- 
das por él articulo .105 del antiguó Código Penal. 

• • • 

5" I" na resolución administrativa, sea del Aduiinistra- 
dor de Sellos, sea del Ministro de Hacienda, en mi sumar io 
sohre infracción a una ley de itiiputsti is. sólo fija el hecho 
de la infracción a la ley respectiva y establece la cantidad li- 
quitla exigible a los efectos de la ejecución judicial, y por 
lo unto, no es un juicio ni sentencia míe importen violación 
de los artículos 18. 2A y 95 de la Constitución Nacional. 

f> u La jurisdicción y procedimientos establecidos para 
la percepción, inspección y fiscalización de lo> impuestos in- 
ternos de la ley 4927, sancionada por el Congreso en uso 
de una facultad que le es propia, no son repugnantes a ln 
Constitución. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GEXERAL 

líuiiKis Aires, Febrero JW de l'l**. 

Suprema Corte: 

l\\ Fisco Nacional demandó ante el juzgado de 1* iuMancu 
en lo Civil de la Capital de la Nación a la Compañía Argentina 
de Taliacos Ltda., |>or cobro de pesos en concepto de infraccio- 
nes a la ley de papel sellado N v 4927 
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Kn dicha demanda, en ta cual *c siguió el procedimiento eje- 
cutí vn. la Compañía dé Tabacos opuso la excepción de incompe- 
tencia dr jurisdicción, sosteniendo «pie el conocimiento de ta can- 
sa correspondía a la justicia federal. 

l>iH>tiniada dicha excepción, la compañía fue condenad :i 
én lós términos de la demanda, quedando ejecutoriada la senten- 
cia dictada. 

['■i-teriurmetiu-, hi misma compañía dedujo ante la uiisma 
jurisdicción. i*l correspondiente juicio ordinario alegando la mi 
Hdad de tu referida ejecución y reproduciendo, en esa oportuni- 
dad, la inv. nación del hitto federal 

Substanciada ta causa, ha sido resuelta en definitiva deses- 
timando eii tocias sus partea esta nueva demanda. 

ka o'inpañía actnra ha deducido recurso extraordinaria de 
;i| dación para ante V. K.. el que te ha sido concedido. 

1- ninfa dicho recurrí vn la circunstancia de habérsele dene- 
gado el fuero federal; de liaherse violado tas garaiitia> míe acuer- 
da el art. l'S de la Const i Ilición Nacional al instruirse, por el 
Administrador de Sellos, un sumario por infracción a la ley 
respectiva, ln une determinó la aplicación de la multa (pie se eje- 
cutó, y en un haberse hecho lugar a la defensa de prescripción 
mii invocó, fundada en los arts. 89 y 90 del Código IVttal vi- 
gente en ta é]mca de la infracción. 

I.os antecedentes preiudicados me inducen a afirmar <pie el 
recurso deducido ha sido mal concedido para ante esta Corle 
Suprema. 

Kn efecto: aparté de? rpie la justicia federal, |Hir las razo- 
nes dada** en las sentencias dictada» en la causa, es incompetente 
pata con* ver en la misma, la compañía actora ha aceptado la ju- 
risdíccíón ordinaria a] consentir» en el juicio ejecutivo, ta denega- 
ción del fuero federal perdiendo la o|)oriiiui<lad legal de traer 
a conocimiento de V. I'.. ilícita cuestión tpie, por su naturaleza y 
sus efectos, era definitiva, causaba instancia y susceptible de ser 
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revisada i»ur esta Corte Suprata en el recurso extraordinario 
acordado iHir el articulo 14 de la ley 48. 

Kn lo i|ui' res|wcia a la invocación de las tíarautía> «)iu' a*t*tíf- 
.fa el artfeÉÉ) 18 tk- la Constitución Nacional. e>te voluminoso 
«xpedicntc está demo>t raudo que t,,Tí,s han shI*p violadas, ya 
.¡tu- en dos causas diferentes, la compañia Ha sido juzgada y con- 
denada por sus jueces naturales luciendo valer it|K>rtima y am- 
pliamente sus derechos, de acuerdo con la libertad de detYtwi 
ron-adrada tu la rt ferida cláusula eon>tiiucional. 

X.. puede autorizar c-Ili pito, la intervención di- V. K tu 
el recurso deducido. 

Por último, respecto a la interpretación y aplicación que se 
ha hecho en la causa de las disposiciones -del Código Penal pre- 
citada-. iani|Hico puede motivar la intervención ét tT. Ei p<* 
tratarse de disposiciones de deroeho común y ser su interpreta- 
ción ¡rrevi-alile, ^c^ún d<jctrma de esta Corte Suprema. 

I*i sentencia recurrida lia aplicado, por lo demás, di -posicio- 
nes ile la ley X v 4927 sobre papel sellado nacional, referentes a 
la prescd|ición, sin que baya sido materia de controvertí ta in- 
terpretación íle tales (|is]Hisiciones. 

Kstas, por otra |Kirte, no han sido invocadas por la compa- 
ñía demandada, lo míe determina la inexistencia del caso federal, 
toda vez que la resolución ha sido favorable a la garantía con- 
sagrada en la referida ley especial, la que la seuteucia ha consi- 
derado de preferente aplicación al Código Penal en cuanto modi- 
fica los términos de una prescripción especial. 

Sólo en caso contrario, es decir, el desconocim tinto de un 
derecho o exención fundado en la ley X' 4927 . podría motivar la 
interposición del recurso deducido (S. C. X. 121 : 28: 124: 220). 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresjionde declarar 
mal concedido («ira ante V. E. el recurso entablado en esta causa. 

Si así un lo entendiera esta Corte Suprema, la mí mu delte 
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ser resuelta, m cuanto al fondo, confirmando la sentencia absn- 
lutoria para el Fisco Nacional, de U. 5.H a 550, como lo pido 
a V. K. llegado el caso. 



TALLO r*F LA CORTÉ M ' l'KF M A 

lint iu-i Air* -. Aliril 17 tk- Ift29, 

^ V%tós: |CI recurrí' extraordinario interpuesto por la 
Compañía A formina dt- 'latíaos t.tila. contra el fallo de la la* 
litara de 'Apelaciones cu lo Civil dt- la Capital, recaído en el jui- 
cio que aquélla si^iie contra el Fisco Nacional sobre nulidad de 
ejecución y devolución de sumas pagadas cu concepto de impues- 
to dt- sellado y multas, y 

Considerando: 

1 i En cuanto a la procedencia del recurso: 

( }uv él ha sido Fundado por el actor y recurrente ¡ a ) en la 
improcedencia dt la justicia ordinaria |*ara conocer en nn apunto 
de infracción a la ley de sellos X* 4927, que es de carácter na- 
ciohal; lif en la violación del art. 18 de la Constitución Nacional 
que ini|xirta el sumario instruido por el Administrador de Sell<»s. 
cuyas conclusiones, aprobadas jnir el Ministerio de Hacienda im- 
]Hirtnn sentencia que fue la lase del juicio ejecutivo cuya nulidad 
1 jet-sigue: c j iii la incunstitiicionaltdad del art. 80 de la ley 4927. 
aplicada por los tribunales de primera y segunda instancia, que 
fija |mra la prtscrqieión de las acciones por infracción a la ley 
de sellos, un tiempo mayor que el que preceptúan los arts. 89 y 
'*> de! Código Penal ( escrito de recurso de fs. 552). 

Que. ni tales conceptos y atento lo que preceptúan los ar- 
tículos 14 y 17 de la ley X* 48 y art, é <le la ley W 4055, e* 
precedente el recurso extraordinario. • 
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Jl i Kn cuanto a la justicia del vmxrséi 

Oue la cuestión ele incompetencia de la justicia ordinaria, 
que la Compañía df Talwcos renovó al iniciar este juicio y ha 
reiterado en indas his infancias, fué flameada y resuelta en su 
contra* en el juicio ejecutivo cuya nulidad ahora demanda. Tal 
pronunciamiento hace cosa juzgada porque el juicio ordinario que 
¡nituri/íi el Bft 27S de la ley 50 de Procedimientos en lus tribu- 
nales nacionales, sigue el fuero y jurisdicción del ejecutivo a que, 
accede, conio qae; en ri^nr jurídico, persíjpie la revisión, nulidad, 
revocación n reforma del fallo recaído en el procedimiento ex- 
traordinario del titulo XXIV de la citada ley. mediante una ma- 
nir amplitud en los medios y en los términos dé la defensa. Tul 
es la jurisprudencia de esut corte. Fallos, tom*> \A2. |>ág. .17. 

tjue. en tal concepto, el fallo recaído en la excepción de in- 
competencia prevista en el art. 270 de la ley 50, era definitivo, 
y autoriíaba al ejecutado a interponer el recurso extraordinario 
que ahora, extemporáneamente hajo ese aspecto, intenta hacer 
prosear. Kn efecto, contra esa decisión, en cuanto al punto en 
examen, no había recursos dentro de la justicia ordinaria de la 
Capital, porque el precepto del art. 500 del Código de l'rocedí- 
mieutns en lo Civil y Comercial (pie rige en ella, igual por lo de- 
más al art 278 de la ley 50, no alcanza a la cuestiim comj>eten- 
cia. |x>r los fundamentos expuestos preceden teniente. Ksta corte 
ha resuelto en efecto que el auto de incomi>eleucia de la justicia 
íederal. dá margen al recurso extraordinario. Fallos; lomo 9o, 
pág. 273: tórnO 98, pág. 335; tomo 95, pág. 355 : tomo 99, pág. 
281 y estos últimos especialmente aplicables al sab lile ]*>r "re- 
ferirse a la excepción opuesta y resuelta en juicio ejecutivo. 

Que. a mayor abundamiento, debe advertirse, como lo ha- 
cen los tribunales de primera y segunda instancia, la improce- 
dencia del Hiero federal referido a la naturaleza y alcance de la 
ley de sellos X» 4927. |x»rqt« sus preceptos son de carácter na- 
cional o local, según la aplicahílidad de los mismos; doctrina cla- 
ramente sentada por esta corte en varios fallos, entre ellos los 
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del tomo 78, pág. 440 y i$7 l«iíí- 417. cu <|uc se dice : "í.Hie di- 
clia ley inqiositiva re viste los caracteres ríe ley federal y tnuihién 
Incil, pues cutre lo* gravámenes que estahlece figuran atjpfVÜ» 
exclusivamente destinados a la Capital y a los territorios nacio- 
nales. Por tal razón, la ley X'-' 11.006. que ya estala vidente en 
t;i época de la iniciación «le esta demanda, dis|tone que "las ac- 
ciones contra ] articulares por cumplimiento tfis ésta ley corres- 
I muden a la justicia federal o la ordinaria de la Capital. Mgún 
la naturaleza del caso." 

"(_Mie el impuesto de que se trata i-u el presente caso e> de 
carácter local, desde que no grava el contrato celebrado por el 
recurrente ¡Mir !a propia naturaleza del acto, sino en razón de ha- 
Iter sifli» otorgado en la Capital de la \* ación". Tales considera- 
tiones. así como ¡a final del mismo fallo referente a la circuns- 
tancia de haherse cometido la infracción en el proMn*n!o de un 
t "Criliauo de la Capital, son de aplicación al stth lite. 

Qué un liay precepto ni doctrina constitucional transgredi- 
do!, en la aplicación de la ley \" 4*^7 a l;i prescrqn-ióji Opuesta 
p<>r la cimipafiia ejecutada y aetora hoy en el ordinario. Kf art. 4 
del Código Penal dice: "l^is dis|*j>ic¡oiie* generales d*-l plVseute 
Código se aplicarán a ti* los los delitos previstos |wr leyes t>\*- 
cíales en cuanto éstas mi dispusieren lo contrario" y si la ley 
de sellos ha fijado plazos más largo* o más cortos jara los que 
>e establecen por los arts. 62 y 65 del Código preniencionado. es 
iududalile que ellos dehen aplicarse y q«e no hay ningún dere- 
cho ni garantía fundamental comprometidos en la emergencia y 
puesto que ta ley en deliate no se incluye ni expresa ni tácita- 
mente entre las derogadas |>or el art. 305 del Código primitivo. 

K> asimismo improcedente la reclamada nulidad de la eje- 
cución por inconstitucional idad del sumario y supuesta sentencia 
administrativa en virtud de los cuales se inició aquella. Como ilus- 
tradamente lo ponen de manifiesto el señor juez de primera ins- 
tancia y el vocal de la Cámara doctor Tera. al que adhirió la ma- 
yoría del tribunal, no se trata de juicio ni de sentencia que im- 
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porten ÉhcHiH de h» arts. 18-23 y 95 fie h Carta Fundamen- 
tal rlc la Nación, puesto que de ser exactos los hechos y apre- 
ciacii iin - !< ^atr» del recurrente, el l'oder F.jecntivo habría astr- 
iñido funciones judiciales ¡«ra condenar sin juicio, haciendo 
en tiempos normales de fileno funcionamiento institucional, lo 
que ni durante el "estado de sitio" puede realizar. Se trata de un 
procedimiento administrativo tendiente al averiguamiento de una 
in tracción ijue. tratándose de sanciones pecuniarias, puede ser 
aceptado por el infractor pagando la tnulia como se paga una deu- 
da emergente de un delito ti cuasi delito antes del fallo del juez 
y aún ante» de la iniciación del juicio. 1.a resulución admin ist ra- 
li va — sea la del administrador de sellos, sea la del Ministro 
• le Hacienda — sólo fija el hecho tic la infracción y la cantidad 
líquida exigible a los efectos de la ejecución judicial, que no es 
irámiiv le apelación de un fallo, sino el juicio que re* ien eo- 
inieu/a para obtener al final ese fallo. 

Une ti juicio ejecutivo seguido \x*t el Fisco Nacional con- 
tra la Compañía Argentina de Tnlwcos Ltda.. y este juicio or- 
dinario por nulidad de aquél demuestran precisamente la verdad 
de las consideraciones precedentes porque, ante la disconformi- 
dad de la presunta infractora con la resolución del administra- 
dor de sellos de Marzo 2 1 » de 1917 ( fs. 14S>. confirmada jnir 
el Ministro de Hacienda en Diciembre 17 de 1919 ( ís. 291), se 
dicta el decreto de Febrero 13 de 1920, disponiendo que el agente 
fiscal en turno inicie la ejecución judicial (fs. 307) y, de con- 
formidad con el mismo, en IX de Marzo de 1920 (fs. 308), el 
funcionario aludido demanda en juicio ejecutivo a la compañia 
recurrente. No IiuIkj. pues, juicio ni sentencia eíi el orden admi- 
nistrativo, no desvirtuando esta conclusión la forma que el señor 
administrador de Contribución Territorial, Tatemes y Sellos, die- 
ra a su pronunciamiento que, en manera alguna cambia en pro 
o en contra de nadie, la naturaleza del misino y su trascendencia. 

lista corte ha reconocido la perfecta legalidad de esos pro- 
cedimientos administrativos con el solo alcance que queda e.xpre- 
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sado. si-tfúii la doctrina que informa el fallo que se ristra en el 
tíinitt 107. pátf. 15!. diciendo; 'ftp jurisdicción y procedimientos 
establecidos ¡*ara la incepción. inspección y fiscal i zaeión fie los 
impiK ttfs internas por la ley 3761, sancionada ]*>r el CinijLíresn 
en umi de una facultad que le es propia, no son repugnantes a la 
Constitución"; concordante, con el que se encuentra en el tniim 
52| pájí. 325, l'au-a 1*1 -XV, en cuyos considerandos segttndo y 
tercero se dice: "<Jue las ordenanzas de aduana, dictadas |»or el 
Congreso en ejercicio de la facultad que. en especial sultre la ma- 
teria, le confiere el inciso i" del art. 67 ile la Constitución, y (pu- 
le está conferido de un modo general eo el inciso 2* del misum 
articulo, tiene \*tr objeto fundamental, dar. pata la percepción 
del impuesto a las que han de ajustarse los procedimiento* de la 
administ ración, realas que no excluyen en mi casi i. la del mía ín- 
ter vención <|e| poder judicial, como lo dispone en la> citada-* or- 
denanzas." "One, \*>r consiguiente, la jurisdicción y procedUntcn- 
tos administrativos establecidos [tnr la ley de aduana, en los ar- 
tículos de referencia, no solo no pugnan con la Constitución. 
m'uo que están, al contrario, dentro de su tetra y de su espíritu.'' 

Que ni la tramitación administrativa se guardaron la* f( tr- 
ina-, garantía y contralor ¡«ir i*arte de los interesados como clara- 
mente se demuestra en los fallos de primera y segunda instan- 
cia, de manera que la amplia defensa, en cuanto Id permite la 
naturaleza del trámite, fué amparada y ejercitada por aquéllos. 

IW ln expuesto y lo dictaminado por el señur Procurador 
< ¡enera!, se confirma la sentencia recurrida en cuanto ha podido 
9CT materia del recurso extraordinario. Xotifiqhe.se y repuesto 
el papel devuélvanse los autus. 

- 

A. Iíkrmkjo, — J. Fiot i-ko.\ Al- 
corta. — RoilKRTO Rkpktti». — 
R. Gnno I.avau.k. — Antonio 
Saciar na. 
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¡>tm Juan Garra contra la Cuja Nacional de Jubilaciones y n en- 
siones tic Bmpiead&S Ferroviarios, sobre jubilación por in- 

Sumario: \" Habiéndose cuestionado la inter|>retaeióii del ar- 
tículo 20 de la ley 10.650. en el concepto de salxrr si para efc- 
tcner jubilación por invalidez se necesitan cinco años o más 
de ciño» años de servicio, procede el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 48. 

2> Para pizar del lx:neficio que acuerda el art. 20, in- 
ciso V de la ley 10.(>5<>. se necesitan nías de cinco años de 
servicios. (Bastaría un día más). 

Caso: I,o explican las piezas siguientes: 

- t 

KKSOl.rt IOS HE LA CAJA FERROVIARIA 

Huotios Aires, Julio 2» <k 192». 

Vistas estas actuaciones, por las que el ex empleado de los 
Ferrocarriles del Estado, don Juan Garro solicita los beneficios 
de la jubilación |>or invalidez en conformidad con las dispfjsicio- 
nes legales que rigen la materia; atenta las probanzas acumula- 
das y por las que resulta que el imtiuante se encuentra física» 
mente incapacitado para el ejercicio de sus actividades; que ha 
prestado servicios efectivos en la mencionada empresa hasta el 
9 de Mayo de 1927. desde cuya fecha se encuentra licenciado sin 
sueldo hasta el 31 de Octubre del miso» año, y que sus servi- 
/Pkw sólo alcanzan al término de cuatro años, nueve meses y 
veinticinco días, y 



Considerando: 
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Que cJ art, JD. íftc, 1" de Li ley 10,650, exige ci»in>> contli* 
t inii pata el logru * K- l;t jubilación por invalidez, Iü prestación 
ilr cinco años de servicio* ( tu* »«lí f U";u~ii'in del art. .í-*, me. i. de la 
lev ÍL.Í(lSi. |«*r<i establece expresamente que 1*1 derecho a e>e 
Uuriicio se adquicn- para t-1 que se incapacite "después" cíe ■• Ti - 
ilii. término de servicios. 

Qiu t-ii e] ca>o de anio> >e plantea la cuestión referente ¡i la 
interpretación j alcance de la deposición mencionada, vate de- 
cir, estableciendo m j«ira I;; adqttUicióu del derecho a la jubila- 
ción «|iif el ri'imdn precepto estatuye, hasta con acreditarse cin- 
co áñós de servicios, o si pnr el contrarié' tal derecho sólo puede 
Íuiidar-L' con una | irr-taeinn electiva de cinco años y un dia de 
ser>TCÍOíi, por lo n^noi, 

Aju^tando la interpretación al' texto del precepto invocado, 
es evidente qiíe tórxesponde la exigencia de una prestación efec- 
tiva mayor de cinco años, tiende (|ue ese es el alcance que te dá 
e) arl veri iio "después" empleado |tara condicionar el término de 
los servieii». 

- 

l.'otilci ripiando el caso desde oír» punto de vista, se infiere 
también qüe el propósito del legislador, al mencionar normas 
tan extraordinarias como las que se cuestiona, no puede haher 
sido "tro que el de amparar al servidor que en trabajo efectivo 
hubiera excedido el mínimum de tiempo, f>or demás exiguo, fi- 
jado para fundar el derecho a una pasividad. 

Que analizados los precepto*; del art. i 1 -', inc. it de la ley 
II. -VIH y art. I\ inc. b) de la ley 11.0/4, relativos al derecho a 
jubilación |» ir invalide/ y pensión por el mismo concepto, res- 
pectivatueiite. resulta iitcncstionahle su analogía, porque si bien 
anillos emplean distintos adverbios, el alcance de éstos es de una 
igualdad evidente. 

Que establecida la analogía entre los mencionados precep- 
tos legales, corresponde, entonces, aplicar con relación al pri- 
mero ta regla de interpretación fijada por la Lxma. Cámara Fe- 
deral en diversos casos de pensión y según el cual el derecho 
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existe jura quien haya prestado servicios efectivos por un tiem- 
Ihi mayor de ilie/ afu* que el recordado arL 1". inc. b) de la ley 
11.074. establece. 

One en consecuencia y como en el supuesto de aplicarse a 
este caso la disposición estipulada |«>r el invocado art. inc. i) 
de la ley 11.308, es indudable que el postulante carece de dere- 
cho a la jubilación por invalidez que gestiona. 

Tor estos fundamentos, no obstante lo dictaminado por la 
asesoría legal, átenlo lo aconsejado [x>r la comisión de jubilacio- 
nes y de conformidad con lo acordado por el directorio en su 
sesión fiel 17 del corriente. 

Se resuelve: 

I" No hacer lugar al pedido de jubilación i*>r invalide/, for- 
mulado |tor el ex empleado tic los ferrocarriles del Estado, don 
Juan íiarro. 

X dfiquesc al interesado y archívese. 

J. ¡trivio- 



ÜlvXTEXltA tm M CÁMAKA FEDERAL EN APELACION 

Hueras Aires, Septiembre ¿8 do V)2». 
Vistos y Considerando: 

<Juc de acuerdo con lo dictaminado por tos señores médicos 
de la \ aja. Ciarro se encontráis incapacitado |>ara todo trabajo. 

(Jue del cómputo practicado por la contaduría a fs. 14, re- 
sulta "pie el peticionante tiene acreditados cuatro años, nueve 
meses y veinticinco días de servicios. 

(Jue excediendo de seis meses la fracción computada en el 
término total de antigüedad pur aplicación de lo dispuesto en el 
art. 27 de la ley 10.650, del>e considerarse como un año entero. 



>i6 
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Oiit- «den do as», resulla cpie (jarro ha solicitado su jubila 
clon |n»r invalidez después de CÍItCO año;, de servicio?., 

IW es.íos fundamento*, se revota la resolución apelada de 
tV. lf>, y >c acuerda a Juan Garro jubilación por invalide/, de- 
biendo la Caja practicar la liquidación de la misma con ari-eijo 
a la ley. Devuélvase sin más trámite, — Marcelina Escúhtfa. 
/.'. .i. Xtizur Anchércm; ./. /'. /,¿uu?, — J*>sc Mm\,\. 



DICÍ'ÁMKN* DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Hítenos Airo. Ketircm ¿t> de 1929 

1.a Caja \*,!i iniia[ de Jnhilacioiie> y Pensiones rk- Kuipleados 
Ferroviarios ha recurrido para ante esta Corte Suprema ta $eu- 
t« ucia de la C ámara Federal de Apelación tic la C apital, di- i». 
-V «pie revoca la resolución de ís; l" dictada por dicha Caja, 
etl virtud de la «ruál SC dene^ahi a don Juan Garro la jubilación 
l»ir invalidez qite liahia sulicilado. 

Kh la can -a se ha discutido la interpretación y aplicación 
de lm arl*. 20 y 27 de ta ley \" v 10.050 y la decisión ha >ido 
contraria al derecho invocado por la Caja, i mulada en tale-; pres- 
cripciones legales, 

J'.n lid virtud y de acuerdo con lo resuelto por V. EL en ca- 
sos análogos, el recurso deducido prinede atento lo dispuesto por 
el art. 14 de la ley 4K. 

Ha sido, pties, en mi opinión nial denegado y asi pido a 
V. K. se sirva aclararlo. 

Kn cuanto al fondo del asunto, creo ajustada a derecho la 
resol lición de t's, 16 dictada por la Caja al no aplicar al casi* de 
autos la prescripción contenida en el art. 27 de la citada ley. inda 
vez ipoe el beneficio ftflW el mismo concede no es de aplicación 
al caso singular de jubilación por invalidez contemplado en el 
art. 20. inciso If y por cuanto los servicios exigidos por esta úl- 
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tima disposición deben exceder de lus cinco anos atento los tér- 
minos en que la mÍMtia está redactada. 

IVofok'. |n>r t-ltn, revocar la semencia apelada que acuer- 
da [a Jubilación solicitada, en la parte que ha póctío sé* materia 
dd recurso, 

Jniw-.t f'tiz. 

FALLO l>K LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Air.-. Aliril W de 19&. 

V istos y Considerando : 

One se hn cuestionado «i «Atea amo- la interpretación del 
art, 20 de la ley 10.Ó50, en el concepto de síbér : si |>ara obtener 
jubilación jKir invalidez se necesitan cinco años a más de cinco 
años. 

(Jue al respecto e*ta corte lia aplicada, en reciente?» casos 
M*iitt"jaiiics, el criterio estricto ípie resulta del tcüto de la ley, 
criterio i|iie no puede variar a cau-ta cíe que el artículo citado y 
oirás d&posiáones legales empleen el adverbio "después" en lii- 
^ar del adverbio "más/* 

Cuando el inciso 1" del art. 20 de ta ley 10.651*. adjudica 
jubilación por invalidez al empleado n obrero «me "después*' 
de cinco años fuese declarado física o intelectual mente impoMht- 
litado, etc., se refiere, indudablemente a la persona que >e imiti- 
lice habiendo ultrapasado, aunque fuese un día, aquel término de 
servicios, toda ven que en español la jxdabra "después" denota 
|MPSteriori<lad de t¡eni|»o", como enseña el diccionario de la aca- 
demia. 

En consecuencia, dfebe ínteq -retarse, con arreglo a la dis|>o- 
sición discutida, que el recurrente, para gozar del Inmeficio que 
invoca, ha necesitado acreditar. |ior lo menos, servicios presta- 
dos durante un lapso mayor de cinco años. 
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<Jue ño CX el momento tfc decidir suhre la aplicación a! can» 
(je auto-, fiel computo autorizado |ior el ari. 27, pues aún te- 
niendo en cuenta aquel precepto. v\ recurrente no demuestra la 
prestación de utás de cinco años. 

IW estos fundamentos y los expresados en la resolución 
de la Caja Fcrrovaria de fs. 16 (expediente principal), nido el 
señor Procurador ( íeneral y declarándose mal denegado el re- 
eiitx» f\(raitrdin:irio a mérito de to manifestado en su dictamen 
de fs. 5. se revoca la semen?'?, de 26 (expediente principal i . 
N'otiüqiKsc y devuélvanse los autos, del riendo reponerse el pa- 
pel ante el inferior, 

A. Kkkmkjo. — J. Fkuehua Al- 
curta. — RoREHTO kEPBTTO. — 
k. (¡riño Lavau.k — Antomo 
Sacar na. 



CoMpapia de Scgurm hidcfiétidettcia contra el Gobierno Sae'ut- 
mil. /w repctkiñn Ai impuestos. 

Smihunt: l¿i circunstancia de une dentro del caso se haya dis- 
cutido la interpretación de una ley impositiva del Congre- 
-i», un lime procedente el recurso extraordinario del art. 14. 
ley 4S, cuando la solución de aquél ha respondido a funda- 
mentos de derecho común, sin que se haya tocado cuestión 
alguna relativa a la validez del titulo, derecho u exención 
estaÍ)leci<ía P» r aquella ley en favor de la parle del recu- 
rrente. 



CifStít íirt explica el siguiente: 
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1*3!» 



J; 

KAI.LO Dr. I.A COTE SUP1EMA 

Visto- y i onsiderando: 

(Jue en la anuencia recurrida 'le ís. 91, la cuestión de autos 
ha sido resuelta, únicamente, por aplicación rlr disposiciones del 
Código de Comercio relativas ;i los áfilos» en -relación :t la na- 
turaleza de la compañía achira. 

t._hie en numerosos casos >emejauics. la jurisprudencia, in- 
terpretando el art. 15 de la ley 48, ha esiahlecido que las senten- 
cias definitivas, mi son sitsccptihles éel recurso extrat irdinarii 
citando ' se han limitado a la aplicación de los Códigos comunes 
n de priK-edimicntns. (Pallo;,: tomo 95. pá^. 24 y 29: KMW 12*1, 
págs. 25'J y 290; tumo 123. pág. 75 y muchos otros >. 

Ojie el referido principio no deja tle ser aplieahle al suh Ule, 
por ta cireunManeia de que, dentro del caso, sí* haya di -cutido la 
interpretación de una ley impositiva del Congreso, por cuanto su 
solución ha respondido a fundamentos de derecho cottttm. sin 
que se haya tocado cuestión alguna relaliva a la valide/ del li- 
tuln, derecho » exención estPbkcida por aquella ley eíí favor de 
l;i parte del recurrente. (Artículo 14, inciso 3*, ley 4S; l-'allos: 
ionio 104. página 310; tomo 120, página 290 j. 

Que así lo ha establecido el propio apelante eii mi expre- 
sión de agravios a fs. Stf. cuando, concretando el asunto de autos, 
dice: "la cuestión a dilucidar es si el seguro Mutuo de Ahorro 
que emite la conijiañía aciora. es un seguro sohre la vida, a los 
efectos del inciso h) del art. 17 de la ley 11.252", y asimismo la 
Cámara a qtw, a afirmar a ís, 93, refiriéndose a la sentencia de 
1" instancia, "que la única razón para denegar la devolución de 
los impucMos pagados demás, ha sido la naturaleza del eoniratu 
examinado, que no ha sido considerado seguro de vida. . .". de- 
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claracioncs. ¡unlias, que corroboran la improcedencia del recurso 
extraordinario. 

Por estos tundamcntos declárase mal concedida la apelación 
ih- í*. ( fS. Xoliíiquese y devuélvanse los autos, previa rejiosición 
<li't papel. 

A. liKKMK.ru. — J. FlGLEROA Aí - 
CORTA. — KOBKRTO RlPFTTO. — 

R. Grmn Lavai.lk, — Antonio 
Saoarna, 



I'c mando Pcü.w en h causa seguida cu contra, por infracción 
al articulo 302 del Código Penal. Contienda de competencia. 

Sumario: Es el lugar donde fué cometido el hecho delictuoso lo 
que determina ta competencia para conocer del misino. 
( Cheque sin | >ro visión de fondos extendido en esta Capital 
en pafo de mercaderías cítmpradas también en esta ciudad). 

Coso : Lo explican las piezas siguientes: 



miTAMKS DEL se Sor procirador he sural 

Hítenos Aire?, Abril 1.1 de 

Suprema Corte: 

De la- constancia* del presente sumario criminal que se ini- 
cia contra Fernando Félix, se desprende que éste adquirió de 
\'aún Hainhurger en el comercio de éste último, ubicado en la 
Capital de la Nación, mercaderías que retiró sin pagarlas al con- 
tad», suscribiendo en cambio un pagaré por su valor. 
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Vencido éste y no levantado, el vendedor Hamburger exigió 
y obtuvo de su deudor, también en esta Capital, el cambio del 
pagaré por un cheque a su orden contra un Banco de la ciudad 
de !-a Plata. 

Al tratar de hacer efectivo dicho chemie se comprolxi que 
no hahía provisión de fundos. 

De todo ello se infiere que, de existir delito, éste se habría 
cometido en la Capital de la Nación en ocasión de la entrega del 
cheque en cambio del pagaré, situación que, según el caso, podría 
resultar prevista por el art. ,102 del Código Penal. 

La contienda de competencia negativa trabada entre el juez 
correccional de la Capital Federal y el del crimen de La Mata 
para conocer en esta causa y que dichos magistrados apoyan 
ni la precitada disposición del Código Penal, delie resolverse i*>r 
esta Corte Suprema ejercitando la facultad de dirimirla que 
acuerda el art. 9* de la ley 4055, en favor de la coren »etencia del 
juez en lo Correccional de esta Capital por ser en ella donde se 
cometió el delito y de acuerdo con la regla adoptada |x>r el art. 
102 de la Constitución Xacional. 

Tal es mi dictamen, 

1 [orado Larrcío. 



FALLO tiE LA l'OKTK SL'PKKMA 

Hueruts Aires, Ahril 24 di 1 

Autos y Vistos: 

Los de contienda negativa de competencia trabada entre un 
juez en lo Correccional de esta Capital y uno del crimen de la 
ciudad de l-i Plata, revierto al conoeimicnto de la causa segui- 
da contra Fernando Félix por denuncia de Xauu Hamburgucr 
sobre pago de mercaderías con chetjue sin provisión de fondos 
(Código Penal, art. É&). 
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V Considerando : 

Que dé las aceraciones del proceso, como se observa en el 
precedente dictamen, resulta que, de existir el delito imputado, 
se habría cometido en esta Capital, donde fué extendido el che- 
que sin provisión de fondos en pago de mercaderías compradas 
igualmente en esta ciudad, según la manifestación del denuncian- 
te de fs. 2. 

íj ue conforme con las disjiosiciones legales pertinente* y la 
constante jurisprudencia de esta corte, en casos como el de autos 
es el lugar donde fué cometido el hecho delictuoso lo que deter- 
mina la competencia jara conocer del mismo (Constitución, ar- 
ticulo 102; Código de Procedimientos en lo Criminal, art. 25. 
iik\ I"; latios: tomo 109. pág. 270; tomo 119, pág. 56: tomo 
136, pág. 105: tomo 138. pág. 237, entre otros >. 

En su mérito y de coníoniüdad con lo dictaminado \h>t el 
>eñnr Procurador General, se declara que es competente para 
conocer en la presente causa el juez Correccional de esta Capi- 
tal. ;i quien cu consecuencia se remitirán loa atltOS, avisándose al 
juez del crimen de La Plata en la forma de estilo. 

J: Fhu ekoa Alcokta. — R. Cirio» 
(..avalle, — Antonio Saüakna. 



J. Mor Ctti! y Ci>!. contra el Gobierno Xiw tonal, sobre devolu- 
ción tic dinero, 

Snmorio: t v Son instrumentos públicos los recitas expedidos 
P^r la Aduana y reconocidos por la misma como legítimos. 

y Comprobado haberse abonado los derechos corres- 
pondientes a determinada mercadería, procede la devolución 
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de lo i>agado bajo protesta |>or concepto de esos mismos 
derechos, como pago sin causa, sujeto a repetición, de acuer- 
do con el articulo 792 y concordantes del Código Civil. 

Caso ; Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Abril 18 de 1928. 

Y Vistos ; los promovidos por don J, Mac Cali y Cia. con- 
tra ta Nación, sobre devolución de una suma de dinero cohrada 
indebidamente por derechos aduaneros. 

Y ConsiV (erando : 

I* Que los actores manifiestan en su demanda ríe fs. 42 que 
eii su carácter de despachantes de Aduana, verificaron en 1921 
entre otros numerosos despachos, los c< mi prendidos en los que 
indica la planilla que adjuntan, cuyos despachos tuvieron la tra- 
mitación legal, abonándose oportunamente los derechos aduane- 
ros respectivos, por lo que se les otorgó recibo en forma, que- 
dando de consiguiente terminadas las operaciones de despacho 
referidas. 

Agrega la demanda, que en 1922 se descubrió una defrauda- 
ción en la Aduana i>or medio de vales confeccionados por el ca- 
jero de la oficina de control y pagos, cuyos vales autorizados 
por la Administración de la Aduana tenían por fin acreditar a 
favor de despachantes e importadores un saldo a su favor, cuan- 
do se deposítala en el llanco una suma de dinero mayor que la 
correspondiente a los despachos. Esa defraudación se cometió en 
parte sobre derechos ]Krtenecientes a la actora, no habiendo da- 
do resultado el sumario criminal instruido al efecto por la Jus- 
ticia Federal del Crimen. 
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Añade la demanda, que la Aduana de la Capital resolvió co- 
brar uira vez a la actora los derechos ya alxmados anteriormente 
y que habían sustraído los empleados aduaneros, y a pesar de la 
resistencia de la actora. se vio forzada a i«uínr bajo protesta 
cantidad de seis mil cual ruciemos setenta y tres pesos con cua- 
renta y cuatro centavos moneda nacional \*>r los cargos cuyos 
números, año, rccil>os. cantidades y manifiestos indica. 

Advierte la actora que ha p^ado ojtortunamente y, por lo 
tanto, nada adunda de lo que se le exigió otra vez, no pudieiido 
responsabilizarse del delito de defraudación de dineros públi- 
cos, que es I» <|ue ha ocurrido en su caso, cometida por terceros 
a je ñus a la actora. 

Luego de otras reflexiones, termina expresando que no exis- 
te disposición legal que autorice el proceder de la Aduana ¡Jara 
con la actora. e invocando diversos preceptos del Código Civil 
solicita se condene a la Nación a devolver la referida suma inde- 
bidamente pagada con intereses y costas. 

Solucionada la cuestión sobfc! venia legislativa de que se 
ocupan los autos de fs. 4'J y 55, contesta la demanda el señor 
Procurador Fiscal a fs* 61, expresaudu que hay un |>equcño error 
entre la suma indicada cu la demanda y la que resulta de los 
recilwis acompañados a la misma. Dice que la suma alionada ha 
sitio legalmente sntis fecha, porque en las fechas de la planilla de 
fs. I no fueron integramente pagados los resistivos manifies- 
tos, por halier sido integrados algunos pagos en la Oficina de 
Contralor y Pagos de la Aduana, medíante vales que han moti- 
vado una defraudación a la renta fiscal, habiendo hecho USO de 
dichos vales los empleados de la actora. 

Manifiesta el Procurador Fiscal, que si el juzgado consi- 
dera que cale juicio tiene relación directa e inmediata con el de? 
] i lo de defraudación citado, deja planteada la cuestión prejudicial 
fiel caso (pie requiere previa decisión riel asunto criminal antes 
que el civil. Y si p>r lo contrario, el juzgado considerase, como 
cj Fiscal, ii"" no hay tal relación cutre amlhw juicios, corres- 
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pondera dictar sentencia en éste, teniendo en cuenta que la Adua- 
na en cumplimiento de los preceptos legales aplicables al cas*», 
y en conocimiento de que la actora introdujo en 1921 mercade- 
rías a la plaza sin haber fiagado íntegramente los derechos res- 
jKctivos, según resulta de los libros oficiales, verificó los re- 
liaros por los saldos y exigió su pago, que se efectuó en No- 
viembre 12 de 1924. 

Invoca el señor Procurador Fiscal diversas disposiciones de 
la ley 1 1.281, de su decreto reglamentario y ordenanzas de Adua- 
na sosteniendo que fundan el proceder observado |>or la Adivina 
en este caso. 

Señala, además, que el primer |>ago que dice la actora ha- 
ber efectuado, no ha sido realizado, o lo ha sido ilegalmentc, 
desde eme no hay constancia oficial de ese pago y en este último 
supuesto, coires|KHiderá a la Justicia Federal del Crimen de- 
clarar lo que haya al respecto y dejar excita a los damnifica- 
dos la acción civil correspondiente, llegando entonces la opor- 
tunidad de que la actora deduzca demanda contra los culpables 
y exigirles la devolución de la suma primeramente abonada, des- 
de que el segundo pago es el único legalmente realizado para 
la Aduana. 

Finalmente, expresa, que el yiago realizado según recibos 
que ahora curren de fs. 110 a 114, na adolece de ningún error 
Je hecho ni de derecho, ni ha sido efectuado sin causa, |iara que 
proceda la devolución perseguida, atento lo dispuesto en los ar- 
tículos 784 y 792 y concordantes del Código Civil. Termina so- 
licitando se rechace con costas la demanda. 

2> Que atenta la forma en que se ha traliado la Htts. estima 
el suscripto que corresponde examinar si en realidad la actora 
ha verificado el primer ]iago a que se refieren ambas lurtes en 
sus escritos de demanda y contestación y si tal pago reúne los 
requisitos necesarios para hacer reputar inoficioso el segundo 
Pago- 
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La Aduana de ta Capital informa a fs. 115 que los recibos 
corrientes ames de fs. 2 a 37 y ahora de fs, 79 a 114, son legíti- 
mos, |ior Ital>er sitio librados oportunamente por la sección con- 
tralor y pagos. 

Se desprende de dicho informe (pie tales recilxis constitu- 
yen prueba perfecta de la efectividad fiel i»ago realizado por la 
actora, en lo fine concierne a sus despachos del año 1921 y que 
el caso se encuentra regido |>or lo que disixmen los arts. 979. 
'*S8 f 993, 994 y 995 y concordantes del Código Civil, 

Kl 1»ago doble está comprobado mediante el reconocimiento 
de la legitimidad de los réditos de fs, 110 a 114, puerto que ver- 
san sobre ilespachus de la actora correspondientes al aún 1921, 
a!iona<los con anterioridad. 

Surge entonces que en el caso sab jmíiiw existe un pago 
verificado y exigido sin causa, contemplado \h>t lu dispuesto en 
el art. 792 del Código Civil, siendo por lo tanto susceptible de 
rejicticióii, máxime que ha sitio efectuado liajo protesta de que 
instruye el testimonio de fs. ,Í8, quedando, por lo lauto, al am- 
paro de la uniforme jurisprudencia sentada |mr la Corte Supre- 
ma acerca de la pn«ce dencia de la rc| notición nherior. 

Kn estas condiciones, puede afirmarse sin temor de errar, 
que con el otorgamiento fie los reciíms de fs. 79 a I0 1 ', quedó pri- 
ma fúciv, terminado el vínculo que ligalia a la Aduana con la 
actora. 

A juicio del suscripto, cabe recordar en el sub judice, lo re- 
suelto por la Suprema Corte en el considerando quinto del caso 
registrado cu el lomo 142. pág, 28 de su colección fie Palios. Por 
lauto, el procedimiento observado por la Aduana con la actora. 
de exigirle el pago en la forma en que lo hizo, sólo podría halicr 
tenido razón de ser, si la justicia federal del crimen, en defini- 
tiva, hubiera decidido (pie en efecto la actora o sus dependiente* 
realizaron la defraudación de referencia, de té que se desprende- 
ría la inexistencia del pago primitivo que rompruelmi los reci- 
bos fie fs. 79 a 109 y que uní la significan (rara el señor Procu- 
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rador Fiscal, según se infiere de su contestación a la demanda 
t!e fs. 65. 

De las reflexiones que anteceden, se echa <le ver, que no 
existe aquí cuestión prejudicial alpina, en virtud de promediar 
un sumario criminal, sobre la defraudación que se dice fué co- 
metida en la Aduana de la Capital y de míe se octq>a lo actua- 
do ante el Juzgado Federal, a cargo del doctor Miguel L. Jan- 
tes, que obste para que se dicte sentencia en este juicio civil, 
pues según sea lo que haya de resolverse en definitiva en el jui- 
cio criminal respectivo, habría llegado el caso para la Aduana 
de ta Capital de exigir a la actnra el pago de que se ocupan los 
rcátos de fs. 110 a 114, ya que con semejante exigencia, se ha 
adelantado a resolver por vía administrativa, un asunto que re- 
quiere trámite y fallo judiciales. 

Ketroiraer entonces en esta sentencia el asunto a la situación 
de ikirtida, con lo que no se cansa perjuicio ni agravio para la 
renta fiscal legítimamente exigiblc en su caso, se repara un ex- 
plicable error administrativo y se comcmpkm res] atables intere- 
ses particulares que no deben vulnerarse sin suficiente motivo 
legal. 

J'or las consideraciones (pie preceden, fallo: declarando que 
la Nación está obligada a devolver a la firma actora J. Mac Cali 
y Cía., la cantidad de seis mil cuatrocientos cincuenta y dos pe- 
sos con cuarenta y cuatro centavos moneda nacional, indebida y 
en su caso extemporáneamente exigidos por la Aduana de la Ca- 
pital y a que se refieren los recilios de fs. UOa 114. Con intere- 
ses a estilo flanco de (a Nación sobre dicha suma, a contar desde 
la notificación de la demanda. Déjase a salvo el derecho que ilu- 
diera asistir a la Nación al cobro de tal suma, si así correspondiere 
ulteriormente |xjr decisión judicial firme a adijplar.se, en el suma- 
rio criminal aludido a fs. 67 punto b). Costas i>or su orden, atenta 
la naturaleza de la causa. Notíf tquese, repóngase el sellado y ojxir- 
í unamente archívese el expediente, previa devolución de los agre- 
gados a su procedencia. 

Saú! M. lisrohur. 
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SENTENCIA 1>K LA CÁMARA FEDERAL BE APELACION 

i 

Bueitns Aires. Dititmbrc 17 de VJ2&. 

Y Vistos: 

l'or sus fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
ís. I*> que declara qtte la Xnción está obligada a devolver a la 
íinna actora J. Mac Cali y Cía. la cantidad de seis mil cuatrocien- 
tos cincuenta y dos peso* con cuarenta y cuatro centavas mhu 
con intereses estilo [íanco de la Nación desde ia notificación de 
la demanda, dejando a salvo el derecho que pudiera asistir a la 
Nación al cobro de tal suma si asi ci i r re sjjou diese ulteriormente 
por deci>ión judicial firme en el sumario criminal aludido a fs. 67 
punto ln. Rrp. las fojas en primera instancia. — Marcetíno Es- 
i*(í/(/í/u t — ü. A. Sacar Atichon mu — J. P. Luna. — Rodolfo S. 

] AI.I.O DE LA CORTE SI PREMA 

Btíenus Aire*. Abrí! 24 de I''*). 

Vistos: 

Estos autos, Mac Cali y Cía. contra la Xación. venidos en 
a|K-lacÍÓu ordinaria de la sentencia dictada por la Cámara Federal 
de la Capital a í>. 145. confirmando la de t* instancia de fs. 12°. 

V Considerando: 

Oue la cuestión de autos versa sobre devolución de dinero 
entregado por el actor a la Aduana. Tiajo protesta, con motivo 
de un pago dOblé de derechos, efectuado en aquella re|tartición. 

Qttfi los hechos en que se funda la demanda están probados 
]Hir las constancias de autos invocadas por el señor juez o qmt; 
fie ello- residía, que im obstante el payo acreditado p>r los recital* 
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correspondientes, oficiales, que deben considerarse como instru- 
mentos públicos con arreglo a ta ley y a la jurisprudencia de esta 
Corte (Fallos: tomo 142, pág. 28), el actor, jara evitarse las 
molestias provenientes de una suspensión en sus operaciones. 
|>agó nuevamente ta suma que reclama (fs. 38). por el mismo 
concepto de la abonada c»u anterioridad. 

Que el señor juez tí qno examinando la situación jurídica 
qtte crea este |rago doble, llega a la conclusión legal de que se 
trata de un pago sin causa, sujetos a rqietición, por falta del 
que lo hizo, con arreglo al art 792 y concordantes del Código 
Civil, y dicha conclusión es ajustada a derecho aplicado a los 
hechos pn «liarlos en autos. 

CJue igual cosa puede decirse de los efectos del primer pa- 
go, en relación a la forma en que se efectuó y a su fuerza can- 
celatoria, y que aquélla se ajustó a las prácticas aduaneras que 
acostúmbrala a aceptar los vales expedidos por la repartición pa- 
ra acreditar saldos en favor de tos introductores, circunstancia 
que no ha sido negada en momento alguno. 

Que respecto a la cuestión prejudicial planteada por el fiscal, 
en 1* instancia, relativa a la precedencia del juicio criminal res- 
pectivo, relacionado con los antecedentes de esta causa, ella fué 
desistida en 2» por el propio ministerio fiscal f fs. 140). 

Por estos fundamentos y los de la sentencia de I* instancia, 
reproducidos |>or la Cámara Federal en su sentencia de fs. 145. 
se confirma esta, sin costas, en atención a la naturaleza del plei- 
to, Notifíqucse y devuélvase. La reposición ante el tribunal de 
procedencia, 

J. Figikkoa A hurta.,— R. Guido 
La valle, — Antonio Sacarna. 
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thw Curios .1. fien/humus contra lo Provincia tic San Juan, so- 
bre im onstitticionulitiail e ilegalidad de resoluciones y proce- 
dimientos administrath'os y repetición de pütjo. 

Sumario: l v La cuestión sobre la legalidad o ilegalidad de los 
actos administrativos de la provincia de San Juan, referen- 
te." a la tasación de mis bienes (vara el |Kigo de la contribu- 
eión territorial, en razón de su conformidad o disconfor- 
inidad con las instituciones Incales, no es de la competencia 
de la Corte Suprema, que sólo puede conocer en las causas 
civiles eni re una provincia y tus vecinos de otra de acuerdo 
con el articulo Df de la ley nacional N Tv 48. 

2" La decisión sobre si los impuestos cobrados son vio- 
latoriiift de la Constitución Nacional en sus artículos 17, 19 
y t(G, fundándose la iiiconstilucionalidad alegada, lio en la 
tasa misma del impuesto, sino en la exagerada estimación 
de los bienes, es extraña a la compicncia originaria de la 
Corte Suprema. 

C&SO i Ln explican las pieza* siguicnto: 

DICTAMEN DEL >HÑOK PROCt KADOH GENERAL 

1 

itucin.i Aires, iJitkmLire 5 dv l'AÍH. 

Suprema Corte: 

Don Carlos A, líergbmaus demanda a la Provincia de San 
Juan jMir incnuslitucionalklad e ilegalidad de resoluciones y pro- 
cedimientos administrativos y repetición de la suma de cuatro mil 
cincuenta pesos moneda nacional pagados indebidamente bajó 
protesta, en a>ucq>to tic contribución directa y fondo de caminos 
eorre*| tendiente a los inmuebles a que se refieren los compro- 
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bantes acompañados, registrados ha jo las ÉÜí nií meros 96 
y 668. 

ta demanda se funda en que el ]>ag» ha ski» exigido con 
violación de las disecciones de la ley de contri luición directa 
¡ara I9¿4 que rige actualmente en San Juan, y ésta, al contes- 
tarla i*>r medio de apoderado, reconoce que las valuaciones de 
los dos inmuebles de que se trata lian sido aumentadas en los 
términos expresados por el actor, ¡>ero niega que se haya vio- 
lado la ley ni sus prescripc iones reglamentarias "en itdio det de- 
mandante" como éste sostiene, a quien dice halársele notificado 
legalmente las modificaciones inminentes introducidas en las ta- 
taciones de los hienes mencionados. 

Según se desprende de los términos de dicha ley, los jura- 
dos que debetl intervenir en Eas rcclaniac iones de las respectivas 
tasaciones están formadas |ior un funcionario púhlico y dos ve- 
cinos mayores contribuyentes en cada departamento, los cuales 
funcionan de acuerdo con !o estipulado en los arts. 9 y 10; y el 
art. II establece textualmente que "las modificaciones resueltas 
por los jurados se consignarán cu actas firmadas |»or sus miem- 
bros y se hará saber a los interesados entregándoles una boleta 
en la cual conste la modificación", agregando que "los interesa- 
dos y representantes del Fisco podrán ajelar ante el Ministerio 
de Hacienda dentro de los diez días siguientes al término fija- 
do para el funcionamiento de los jurados." 

La prueba suministrada jK>r el actor demuestra de una ma- 
nera fehaciente que en la nueva valuación que motiva esta ac- 
ción, no se cumplieron los requisitos legales mencionados, pues 
a¡tarte de no halwr recibido los ocii|>aiHes de los inmuebles ai 
cuestión ninguna notificación al respecto, tamixjco recibió el 
propietario de ellos el aviso ojíortuno de ¡os aumentos considera- 
bles ¡ntro< lucid os en las tasaciones anteriores, de lo (pie recién 
se tuvo conocimiento cuando se fué a efectuar el pago del impues- 
to correspondiente al año 1927, haciéndolo entonces bajo pro- 
testa como ha quedado demostrado en autos (fs, 1 y 2 y nota 
transcripta en la primera foja del escrito de demanda). 
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Además, cal* también advenir que se ha infringido la ley 
en lu que respecta a la composición del jurado que. |Hir preserq»- 
eión del art. 9, * leí »e integrarlo "un funcionario público y dos 
vecinos mayores contril inventes", puesto que de la compulsa 
practicada a fs. X7 resulta que en los padrones de inscriptos ca- 
r respondientes a la Capital de la provincia no figura! >a en el ca- 
rácter de mayares contribuyeme* en los meses de marzo y abril 
ile V)>7. tos señores Enrique Rodríguez. Domingo A. Alvarez y 
José Sancassaui. 

listos hechos que no lian sido destruidos poí la demandada 
con la documentación presentada como pruelia, demuestran ple- 
namente que se ha observado un procedimiento irregular en el 
orden administrativo. prescindiendo, en la emergencia, de dis- 
posiciones legales previa* al acto que se pretendía realizar, omi- 
sión que justifica la actitud asumida ]x*r el actor al demandar la 
¡legalidad de esos procedimientos que, de aceptarse, ¡m|>orlaria 
autorizar una confiscación o despojo en violación de deposicio- 
nes constitucionales, como lo tiene declarado V. E. en su juris- 
prudencia. (Fallos; tomo 137. págs. Si y 2\2 y otrosí. 

F.n mérito de estas consideraciones y las concordantes de 
lo* escritos de ís. 8 y 92, opino que V*. E. debe hacer lugar a la 
dumatida en los términos expuestos en el tercer |*'tilorio del es- 
crito inicial, dado d carácter arbitrario, opresivo y confiscatorio 
que encierran las contribuciones impugnadas, riolatorias del art. 
17 de la Carta Fundamental. 

Sírvase V. K. así resolverlo. 

Himitio A\ Ltinviti. 

FALLO DÉ I.A CORTE SVPftF.MA 

BttC»*« Aire*. Atiril 29 ck 1«J¿9. 

Y Vi-to-; lns autos Carlos A, Llerghinans contra lu Provin- 
cia ■ Le - San Juan "por incoiiMtluciunalidad c ilegalidad de re su- 
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Iliciones y procedimientos administrativos y repetición di pago", 
de los que resulta: 

El Ür. Bergltmans se presenta ante esta corte y manifiesta : 
Que. en concepto de contribución directa y fondo de caminos 
se ha visto en la obligación de pagar a la Provincia de San Juan 
la cantidad de cuatro mil cincuenta pesos moneda nacional, con 
protesta, consistente en certificado del director general de rentas, 
donde consta que el contribuyente "se resérvala la acción de de- 
volución", y reclamo expreso presentado el mismo día del iwgo. 
ante el Ministerio de Hancienda y Obras Públicas, en el que se 
pedía la devolución. Acompaña comproltantcs. Según el actor 
se ha violado por el gobierno de San Juan la ley de contribución 
directa i>ara 1924, que estaba en vigencia a la época de la deman- 
da y se han violado los principios constitucionales de los arts. 
17-19 y 86 y la jurisprudencia uniforme de esta corte; pues no 
sólo para P>27 se aumentó desmesurada e infundadamente el 
valor de los inmueble* afectados, con ubicación el uno en la Ca- 
pital y el otro en Desamparados, sobre la avaluación para 1924; 
no sólo el impuesto viene a insumir mayor cantidad que la renta 
de los inmuebles, sino que ni el actor, ni los ocupantes y arren- 
datarios de las fincas fueron nulificados de la nueva avalua- 
ción, ni se han observado los principios de la "ley de contribución 
directa." Pide se condene a la demandada a la devolución de ta 
suma que se redama, sus intereses desde el 10 de noviembre de 
1"27, lecha del requcritiiieuM evirajudial (nrt. 5(W del Código 
Gil ¡l t y costas. 

(Jue. teniendo el actor debidamente acreditado su domicilio 
en esta Capital, en juicios eme tramitan en esta corle y, por lo 
tanto, justificado el tuero de la misma de acuerdo con el art. l'\ 
inc. l v de la ley X'-' 48, se dió traslado a la Provincia de San 
Juan de la denuncia instaurada en su contra. 

Kl señor Juan P. Sánchez, acreditando debidamente la re- 
presentación de Ta demandada, contesta la acción (fs. 17), ma- 
nifestando que é*ta se tvisa en alteraciones y apreciaciones arbi- 
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trarias de hechos; que es cierto que se han elevado las avalua- 
ciones, pero no lo es que se hayan violado los preceptos de Ja 
ley prescrqmoues reglamentarias ni tampoco que hayan sido 
hechas en odio del demandante, ni que no les hayan sido noli li- 
tadas legalmente, pues en lodos tos casos se dió a los propieta- 
rios ii < Miüj untes aviso de- los aumentos eíeet nados y se inserta- 
ron en tus periódicos las notificaciones [jertinentcs de la consti- 
tución de los jurados de reclamos ; que es inexacta la afirmación 
del actor para cohonestar su falta de protesta en forma, que los 
escri Unios de San Juan se resisten a autorizarlas iwr temor a 
las represalias del gobierno y que el mismo certificado del di- 
rector general «le rentas que el actor exhíhe como retando de su 
protesta prueba, que hay plenas garantías para formularlas, (¿ue 
tas juntas de reclamos y el gobierno de segunda instancia aten- 
dieron (¡chillamente a los que en tienqio y forma se presentaron 
observando las avaluaciones de sus bienes y que en numerosos ca- 
sos se les dió la razón ; que se pretende arbitrariamente, rior el 
actor, erigir a esta corte en juez de las reglamentaciones pro- 
viucialcs sobre forma de notificación de tós avalúos, tu» sínte- 
sis, flice: Xo se traía, en el caso, de una medida especial contra 
el señor lícrghman-> : no se han violado leyes ni reglamentos 
en la avaluación; el demandante tiene en la ley y reglamentos 
de San Juan los medios de obtener rectificación a los errores 
de que ^e queja. I'idc que se rechace con costas ta demanda. 

Abierto el juicio a pruclia (ís. 2.\ vta.j. las partes produje- 
ron la que entendían convenir a >us derechos ( fs. 2*' a «*v vta. J y 
alegaron sobre su mérito ( fs. *J2 y 101 > respectivamente, reite- 
rando su- pretcnsiones. 

Dada vista al señor - 1 V mirador General, este funcionario 
>e expide I fs. I04>. manifestando que "la prueba del actor de- 
muestra íehacient emente que en la nueva avaluación que motiva 
el pleito, no se cumplieron b»s requisitos de la ley de contribu- 
ción directa de San Juan porqtté ni los ocupantes ni el propie- 
tario de los inmuebles recibieron la boleta y notificación de los 
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nuevos avalúos y jiorquc el jurado del art, 9 no fué constituido 
con los dos mayores contribuyentes allí preceptuados, |Mír lo que 
el actor ejercita un derecho evidente al impedir la eonf iscación 
o despojo de que se le hace victima y que esta corte ha sancio- 
nado en diversas oportunidades (Fallos: tomo 137. jiágs. 81 y 
212 y otros). Opina que debe hacerse lugar a la demanda "dado 
el carácter arbitrario, opresivo y confiseatorio que encierran las 
contribuciones impugnadas, violatorias del art. 17 de la carta 
itinuamcntai, 

Se llamó "autos para definitiva", quedando la causa en es- 
tado de despacho. 

■ 

Y Considerando ¡ 

Que la cuestión planteada por el actor sobre la legalidad o 
ilegalidad de los actos administrativos de San Juan referentes 
a la tasación de sus bienes para el pago de la contribución terri- 
torial, en razón de su conformidad u disconformidad con las ins- 
tituciones locales, no es de la competencia de esta corte, que 
sólo puede conocer en las causas civiles entre una provincia v 
los vecinos de otra de acuerdo con el art. 1*. inc. í* de la ley na- 
cional .Y' 48, habiéndose consagrado por la jurisprudencia de es- 
ta corte, que revisten ese carácter de civiles aquellas causas que 
surgen de contrato o estipulación en que las provincias actúan 
en su carácter p de |>crsoiias jurídicas. Rallos: tomo lüfi. |>ág. 287; 
tomo 121, pág. (/i. 

<Jw, en el sith Be lo que se pretende, lia jo la fórmula jurí- 
dica de una acción de repetición de lo que se dice injustamente 
jugado (art. 784 del Código Civil), es un pronunciamiento de 
nulidad de actos realizados |>or el Poder Ejecutivo de San Juan 
en su función de poder publico, en ejercicio del jus hnfrrh\ al 
organizar los procedimientos necesarios ¡jara el cobro de la renta 
fiscal y esos actos sólo pueden ser examinados y afectados jior 
esta Corte bajo la observación de ser contrarios a la Constitución 
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Xacioual, leyes del Congreso o tratados con naciones extranje- 
ras, de acuerdo con el art. 14 de ta ley X" 48 y jurisprudencia i>cr- 
tinetite. Kallos : tomo 99, pág. 52; tumo 140, pág, 34; tomo 15,1, 
página 214. 

Que en cuanto a decidir si los impuestos cobradlos al señor 
Hcrglimans son vi oí atónos de la Constitución Nacional en sus 
aris. 17-19 y 86. fundándose la tesis del actor en ese sentido, no 
en la tasa misma del impuesto, sinó en la exagerada estimación 
de mis bienes, ella, |«>r los fundamentos expuestos en los prece- 
dentes considerandos y lo resuelto en el íallo registrado en el 
tomo <Ht, pág. 65, extraña a la competencia originaria de la cor- 
le, pues implicaría el examen y revisión de los actos administra- 
tivos de la Provincia de San Juan, realizados jxir su gobierno co- 
mo poder público; y sólo después de agotarla la jurisdicción, 
podría en virtud de lo dispuesto en el recordado art. 14 de la 
lev 48, traerse a su conocimiento por recurso extraordinario, 

l'or lo expuesto se resuelve: declarar la incompetencia ori- 
ginaria de esta corte para resolver la presente demanda. Sin cos- 
tas dada ta naturaleza del asunto. Xotiíímiese, reponga:* 1 el jxi- 
| k-1 y archívese. 

A. I KM!-: JO. — J. FjH'KKOA Ll-- 
COHTA. — KoilERTO KkI'KTTO. 

K. (¡lux» Lavallk. — Axtoxio 

S Ai.ARNA. 



Rodolfo Kacerúdsky y Wúlítr liit.u f¡onuiim t su extrmln um a so- 
tiaiitd ti,- /iJ.í a it toriihdcs <li- Cfnnusíin'ínjuta. 

Sumaria: l" La prescri|>eióii es una cuestión de ludio ipic déla* 
ser probada por quien la arguye, cuando no hay tratado que 
ix presamente exíja las dis^sicionés que la consagren en 
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2» Simio las penas establecidas por nuestro código pe- 
nal mas leves que las sancionadas por la ley del país re- 
quireme, al concederse la extradición debe exigirse el pre- 
vio compromiso que preceptúa el art. 667 del Códico de 
Procedimientos en lo Criminal. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buein>s Aires, Octubre 4 de 1928. 

Y Vistos: 

Kt presente pedido de extradición presentado a requerimien- 
to dejas autoridades judiciales de Checoeslovaquia de loa deteni- 
dos Rodolfo Naveradslcy, checoeslovaco, de treinta y tres años 
de edad casado, comerciante, domiciliado en la calle Juramento 
540 y Walter Histchamann, checoeslovaco, de treinta y tres años 
de edad, casado, empleado, domiciliado en la calle Canéalo 329. 

Y Considerando: 

1* Que el pedido se formula por la vía diplomática en virtud 
de la orden de captura dictada por la Cámara del Consejo del 
Tribunal Penal de Praga con fecha 25 de agosto de 1926. por 
estar acusados los requeridos del delito de estafa llevado a calió 
contra varias casas de comercio de la ciudad de Praga, 

2* Que está probado en autos la identidad de los requeridos 
> agregados de fs. 70 a 1 10 todos los documentos exigidos ( «r 
el art. 651 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
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3* Que si liicti la defensa alega que no se ha presentado la 
disposición legal res^-cto a Id prescripción tle la acción penal, 
del* tenerse presente que el referido arr. 051 no exige tal re- 
quisito entre los c|«e enumera como iiidisjícnsaMes v que ™1<™» S 
un se ha alegado ni probado por la |«rte interesada que en el 
¡wús requiriente la acción penal se encuentre prescripta. lo c|iie 
por otra jarte no se ha producido según la ley vigente en la 
República. 

4" One de acuerdo con lo dispuesto en el art, 6-10. inciso 2' 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, corresponde con- 
ceder la extradición en razón tle la reciprocidad que se ofrece. 

Tnr estos fundamentos, fallo: concediendo la extradición 
de Rodolfo Naceradsky y Walter Hitschmann. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL OE APELACION 

Buenos Aires. Diciembre 24 de P>28. 

Y Vistos: 

Por sus fundamentos y atentt> a Jo resuelto fior la Corte 
Suprema cu el caso de Guillermo Schonehoni. <wtul>rc 24 de 
l')^. se confirma la sentencia apelada de fs. 140. que hace lugar 
al iiedido de extradición de Rodolfo Naceradsky y Walter 
Hiatchmann formulado i>or las autoridades judiciales de Checo- 
eslaquia. — Marcelino- Escalada. — /. P. Lxtna. — Rodolfo S. 
Féfrén 



DICTAMEN IIEL SEÑOR 1'kíiCrRAIKiK I ¡ES ERAL 

Bihws Aires. Abril 6 de 192?. 

A 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos de la sentencia dictada en la causa y 
iwMderanoiies concordantes sostenidas \*tr el Ministerio Kis- 
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cal, pido a V. E. confirme la referida sentencia de fs. 151, que 
acuerda la extradición de Rodolfo Naceradsky y VValler Histch- 
mami, pedida por las autoridades judiciales de Checas lamí ¡a. 

Horacio R. Larreta. 
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Buenos Aires. Abril 29 dt 1929, 

V Vistos: el juicio jkh- extradición de Rodolfo Naveradsky 
y Walter Hitschniann, procesados |>or estafa en Praga, solicita- 
da por la nación Checoeslaquia, y 

* 

Y Considerando: 

Que en contra de ta extradición requerida se lia invocado, 
en tas tres instancias, la falta de documentos referentes a la pres- 
cripción según las leyes del país requirente por entenderse que 
tales requisitos son indis|íensaWes de acuerdo con el art 655, in- 
ciso 5" del Procedimiento Criminal; y ante esta corte, el señor 
defensor ha alegado .ademas, que tampoc«> consta la manifesta- 
ción que exige el art. 667, es decir, el compromiso checoeslovaco 
de que a los procesados Naceradsky y Hitschmann, no se les 
rmixindría, en caso de condena, una sanción puititoria más gra- 
ve que la que. i>ara el caso, prescribe el Código Penal argentino. 

Que, como lo ha resuelto esta corte en el caso citado por el 
tribunal a qtw y en el de Alejandro Kwhitkíevieez y Wladislaw 
Xikulska, fallado en marzo 18 del afio efi curso, la prescripción 
es una cuestión de hecho que dehe ser probada por quien la ar- 
guye, cuando no hay tratado que expresamente exija las dispo- 
siciones que la consagren en el |iais requirente, entre los requi- 
sitos o recaudos del pedido de extradición. 

Q\it\ como lo advierte el señor defensor en esta instancia, 
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las pena* que corresponden a los delitos que motivan el pedido 
de extradición, por nuestro código penal (arts. 172 a 175), son 
más leves que las sancionadas por la ley checoeslovaca, según las 
transcripciones que se acompañan y. en consecuencia, debe exi- 
girse el previo compromiso que preceptúa el art. 667. 

Por lo expuesto y de acuerdo con el señor Procurador Ge- 
neral en lo pertinente, se resuelve: confirmar la resolución re- 
currida, pero sujeta su cumplimiento al compromiso que se soli- 
citará de las autoridades checoeslovacas de no imponer a los ex 
tradidos mayores penas que las que para sus presuntos delitos 
preceptúa el Código Penal Argentino. Hágase salter y devuélvan- 
se los autos. 

A. Bermejo. — J. Fioueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
K, GriiK) La valle. — Antonio 
Saciar na. 



N O T A S 

Con fecha ocho de Abril de mil novecientos veintinueve ia 
Corte Suprema declaró improcedente la queja deducida, por don 
Antonio Strizzi, apelando de una resolución tic la Suprema Cor- 
te de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, |»or resultar de 
la propia exposición del recurrente, que sus agravios contra los 
fallos de primera, segunda y tercera instancia que lo condenan 
cuno homicida, se referían a una deficiente apreciación de los 
hechos de la causa, de los argumentos de la defensa y de los 
principios de derecho penal de fondo y de forma, todo lo cual 
está fuerr del alcance del recurso extraordinario, según los cla- 
ros térm nos de tos artículos 14 y 15. última i«*rte, de la ley 
número 4**. 
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En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Jerónimo Tomé en autos con don Víctor Ralaini, 
sobre emliargo, en razón de no escuadrar el caso en las dtsposi- 
ciones del artículo 14 de la ley N" 48, y por resultar de la propia 
exposición del recurrente que la justicia federal del Rosario re- 
solvió ta causa aplicando las normas det derecho común, con 
audiencia y prueba de las parteé y sin omisión de trámites subs- 
tanciales del juicio. 



Con fecha quince de Abril de mil novecientos veintinueve 
fué confirmada por la Corte Suprema la sentencia pronunciada 
]xir la Cámara Federal de Apelación de La Plata, la que condenó 
al procesado Claro Guzmán, a sufrir la pena de veinticinco años 
de reclusión, accesorias legales y costas, por los delitos de es- 
tupro y violación de las menores Juana y Lucía Gutiérrez, en 
vea de la de veinte años de la misma pena que le fuera impuesta 
por el juez letrado del Territorio Nacional de la Pampa Central ; 
cielitos perpetrados en el parage denominado Monte San Marce- 
lo, jurisdicción del expresado territorio, el día 28 de Septiem- 
bre de 1927. 



En diecisiete del mismo, fué confirmada, igualmente, por Ja 
Corte Suprema, la sentencia pronunciada por la Cámara Federal 
de Apelación de La Plata, la que confirmó, a su vez. la dictada 
por el juez letrado del Territorio Nacional del Neuquén. que 
condenó a Gabriel Benítez, como autor del delito de homicidio 
perpetrado en la persona del oficial de policía don Arturo Ca- 
rrizo, en la comisaría de Aluminé, jurisdicción del expresado 
territorio el día 15 de Abril de 1927, a sufrir la pena de veinti- 
cinco años de reclusión, accesorias legales y costas del juicio. 
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Kn la causa seguida por doña. Gcrvasia Dominga Casares 
de Casares, ísus herederos), contra la provincia de lluenos Ai- 
res sobre inomst nacionalidad del impuesto a la herencia y de- 
volución de dinero, la Corte Suprema con fecha 17 de Alirit de 
l l >29. atento los términos en que la demandada contestó la acción 
y la conformidad manifestada por los actores, faltó la causa de- 
clarando íjue la provincia debía devolver dentro del plazo de diez 
dias la suma reclamada de cinco mi) ochocientos noventa y siete 
pesos ctin cuarenta y nueve centamos moneda nacional, con más 
sus intereses at \\\m de tos <|ue cobra el Banco de la Nación Ar- 
gentina desde el dia de la notificación de la demanda, ordenando 
que las cusías fuesen alionadas en el orden causado, atento la 
índole de las cuestiones debatidas y la forma en que quedó tra- 
hada la litis. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar al recurso de revisión 
interpuesto j«ir el condenado José Helarmino Rebolledo, en !a 
causa que se siguió en su contra, por homicidio, i>or las conside- 
raciones contenidas en el dictamen del Procurador General, y no 
fundamentarse el recurso en ninguna de las circunstancias taxa- 
tivamente enumeradas en el art. 551 del Código tle Pnn:edim¡cn- 
tos en lo Criminal. 



Kn ta misma fecha y de conformidad con to dictaminado 
pir el señor Procurador General, no se hizo lugar al recurso 
deducido i>or la Compañía General de Ferrocarriles de la Pro- 
vincia de Unenos Aires en autos con don Fernando Taurel. so- 
bre demora en el transporte, a mérito de que la causa había si- 
do resuella por la Cámara de Apelaciones en lo Comercial de, la 
Capital, |>or razones de hecho y pruelja y por interpretación y 
aplicación de disposiciones de derecho común irrevisihies por la 
Corte Suprema v suficientes. }K>r sí sotas, para sustentar el fallo 
recurrido. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



En la misma fecha se declaró improcedente la míe ja dedu- 
cida ]*w don José Kerteux en autos con la Administración de Im- 
puestos Internos, en razón de que la resolución pronunciada jtor 
la Cámara Federal cíe Apelación tle la Capital. A> revestía el ca- 
rácter de sentencia definitiva, pues no termin/ía el pleito ni ha- 
cía jmj>osihle su continuación, por cuanto se limitaba a resolver 
. una mera incidencia procesal, y en consecuencia, no era suscep- 
tible del recurso extraordinario para ante la Corte Suprema. 



Kn la misma fecha no se hizo In^ar al recttrs» de revisión 
interpuesto por José Pritchard, en la causa que se siguió en su 
contra, |*ir homicidio, a mérito de las consideraciones expuestas 
en el dictamen del señor Procurador General, y no fundamentarse 
el recurso en ninguna de las circuns rancias taxativamente enume- 
radas en d art. 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 



En la misma fecha no se hizu lugar a la queja deducida por 
don Francisco Quilicci Braconi en autos con la sucesión de Luis 
Tem]»esti, sobre cobro de prenda agraria, en razón tic que la ley 
f& 9644 (prenda agraria) forma parte integrante del Código 
de Comercio, según lo establecido en el art. 26 de la misma y, 
por consiguiente, su aplicación o interpretación no autoriza el 
recurso extraordinario para ante la Corte Suprema, (Art. 15, 
ley N" 48). 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja deduci- 
da por don Pedro Oviedo en la querella que por injurias sigue 
contra don Jorge A n sel mi, en razón dé que la resolución pronun- 
ciada por la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccio- 
nal de la Capital, había resuelto el caso i«tr aplicación exclusiva 
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de disposiciones de derecho común, i rre visibles en la torcera ins- 
tancia extraordinaria ; agregándose, además, que se había demos- 
frailo, como lo exige el art. 15 de la ley 48, la relación directa e 
inmediata entre el caso resuelto y la garantía federal que se decía 
vulnerada. 



En iliez y nueve del mismo de conformidad con lo dictami- 
nado por el señor Procurador General, no se hizo lugar- a la que- 
ja deducida l*>r Francisco Luccione en la causa seguida en su. 
contra. por infracción a ta ley 11.338, en razón de no reunir la 
sentencia recurrida los requisitos exigidos ñor los arts. 14 y 15 
de la ley 4H, ]>or cuanto, no sólo no se an uncial» expresamente 
la ¡li>«|wtsicióii legal en virtud de la cual se pretendía traer la causa 
a revisión de la Corte Suprema, sino también por cuanto la queja 
no aparecía fundada, como lo prescribe la última disposición le- 
gal premdtcada. 



En la misma techa se declaró mal concedido t*>r la Cámara 
en Id Criminal y Correccional de ta Capital, el recurso iiiterimes- 
to por Francisco Antonio Dornini, en la causa seguida en su 
contra. |n>r infracción al art. 6 V de la ley 4661, en razón de que 
la apelación deducida no reunía los requisitos exigidos por los 
arts, 14 y 15 de la ley N* 48, por cuanto, no sólo no se enunciaba 
expresamente ta disjiosicidn legal en virtud de la cual se pre- 
tendía traer la causa a revisión de ta Curte Suprema, sino tam- 
bién fior cuanto la queja no acrecía fundada, como lo prescrilte 
la última disposición legal citada. 



En la misma fecha la Corte Suprema por los fundamentos 
y consideraciones contenidos en el dictamen del Procurador Ge- 
neral, declaró improcedente el recurso deducido por José Da- 
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vid Gerschater, en la causa seguida en su contra, por infracción 
a la ley W 11.386, sobre enrolamiento, en razón de que en las 
costancias de la causa no existía ningún antecedente que pudiera 
autorizar el recurso extraordinario interpuesto. 



En la causa seguida \xjt el Fisco Nacional contra don Emi- 
lio Solari, (su sucesión), por expropiación de la finca sita en la 
calle Córdoba X* 2.171, |*»r hallarse afectada a la construc- 
ción del Policlínico José San Martín» autorizado por la ley nú- 
mero 6026, el señor juez federal falló la causa declarando trans- 
ferida a favor de la Nación la expresada propiedad, previo pago 
de cuarenta mil pesos moneda nacional, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 16 de la ley 189, con las costas a cargo de la 
Nación (art. 18, ley citada) ; sentencia que fué modificada por 
la Cámara Federal de la Capital, fijando en ta suma de cuarenta 
y cuatro mil doscientos diez pesos moneda nacional, la suma a 
pagar, en concepto de total indemnización. Elevados los autus 
en apelación a la Corte Suprema, ét, trilmnal. con fecha 19 de 
Ahril de 1929, confirmó, a su vez, la sentencia recurrida, por 
considerar equitativa la suma fijada t>ara la expropiación del 
referido bien. 



Con fecha veintidós y de conformidad cotí lo dictan litiado 
¡jor el señor Procurador General, se declaró bien denegado el 
recurso deducido por José Gómez Parda], contra Miguel A. Tim- 
ghitella y otros, i>ur abuso de autor idad y privación de liberta*!, 
en razón de que las providencias recurridas ]>ara ante la Corte 
Suprema, no se hallaban comprendidas entre las enitmcradas en 
el art. 14 de la lev 48, de carácter federal, exclusivamente. 
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En la misma fecha no >e hizo lugar a la queja deducida por 
don Savcrb Evangelista en autos con la viuda de Üoyenola e hi- 
jos, solire aneidente del traI>ajo, en razón de que la sola mani- 
festación de ' violación de las garantías constitucionales, inviola- 
bilidad de la defensa en juicio y de igualdad ante la ley", no 
liastan para la procedencia del recurso extraordinario, ya que, 
Como lo tiene resuello el tribunal en constante jurisprudencia, 
para ello es necesario que se demuestre cuál es la relación directa 
L- inmediata que guardan las cláusulas constitucionales que se 
dicen desconocidas con las cuestiones planteadas en la causa. 



Ihm Antonia Casipi contra Juan María Altolaymrrc (su succ- 
sobre cobro de arrcmhmiitUos y daños y perjuicios. 

Sumario: No procede el recurso extraordinario del articulo 14, 
ley 4K, deducid»» sin la invocación de precepto legal alguno, 
y sosteniéndose, solamente. i>ara fundarlo, la procedencia 
del fuero federal, no en relación al juicio de que se traía, 
sino en base ele la defe ;i opuesta por el ejecutado referen- 
te a las costas producidas ante esta Corte en las actuaciones 
relativas :il recurso extraordinario deducido y resuelto an- 
teriormente. 

CáSW Lo explican 1a>p iezas siguientes: 



FALLO OE LA CORTE SUPREMA 

Buenos aire* May» 3 <1« l"- J 

Vistos: 

Considerando: 

(Jne con motivo de la sentencia dictada por la Cámara Civil 
a fs. 1225. en t;i cual se resuelve rechazar las excepciones de in- 
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habilidad de título y falsedad opuestas en el respectivo juicio 
ejecutivo, se ha deducido el recurso extraordinario a fs 1233 
sin la invocación d e precepto lega] alguno, y sosteniendo sola- 
mente, ,>ara fundarlo, la procedencia del fuero federal, no en 
relación al juicio de que se trata, sino en lase de la defensa 
opuesta por el ejecutado referente a las costas producidas ante 
esta Corte en las actuaciones relativas a] recurso extraordinario 
resuelto a fs. 1104. 

Que basta considerar la naturaleza de la causa en que se ha 
traído el presente recurso y e[ fondo de la cuestión debatida, so- 
bre el pago de costas, para convencerse de que ella no puede af ac- 
tar las garantías contempladas en los arts. 14 de la lev 48 y & de 
la ley 4055. ni el fuero federal invíieado. desde que la resolución 
recurrida ha sido dictada en un juicio directamente vinculado a 
la ejecución de b sentencia pronunciada en el juicio ordinario 
a fs. 1 (25. 

*Jtu- a mayor abundamiento puede observarse que esta úl- 
tima sentencia contiene condenación al recurrente, al pago de 
todas las costas del juicio, pronuncian liento que hace cosa juz- 
gada, en virtud de su consentimiento por aquella |Kirte. 

One asimismo procede agregar que el falto de esta Corte, 
invocado, de fs. 1104, no ha relevado de costas al vencido. 

Por estos fundamentos, oido el señor Procurador (íeneral, 
se declara mal concedido el recuso extraordinario de fs. 1233 
Xotifiquese y devuélvase, previa redición del papel. 

Roberto Ukpetto. — [¡. (.irnio La- 
vai.i.ií. — Antonio Sa<;arva. 
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Doña Carmen Dolores Josefa de Airear, su sucesión, cu autos 
con ía Dirección General de Escuelas de ta Provincia de 
Buenos Aires, sobre devolución de impuesto a la herencia, 
Ret urso de hecho. 

Sumario : Procede el recurso extraordinario del articulo 14, ley 
4S. contra una resolución que declara la validez y preva- 
lencia del art 23 de la ley de sellos de la Provincia df 
liuenós Aires, impugnada por el recurrente corno contraria 
a tim arts. 577 y 3413 del Código Civil. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rítenos Aires, Abril 18 de 1929, 

Suprema Corte: 

I>on Emilio J. I^orenzo, en representación de la sucesión de 
doña Carmen IJolores Josefa de Alvear, recurre de hecho ante 
V. E. de la sentencia dictada por la Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia de Buenos Aires en los autos seguidos por la 
mencionada sucesión contra la Dirección Genera) de Escuelas 
provincial, sobre impuesto a la herencia, eii virtud de haberle 
denegado dicho tribunal el recurso extraordinario que autoriza 
el art, 14 de la ley W 4K. 

I. a sentencia de primera instancia, según resulta del expe- 
diente principal elevado a V, E. como informe, desfavorable a 
la tesis sostenida por la parte recurrente, fué revocada ;x>r la 
Cámara Primera de Apelación, condenando, en consecuencia, a 
la parte demandada, a restituir a la sucesión actora la suma re- 
clamada por el concepto expresado en ta demanda, sentencia que 
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motivó el recurso de inplkabilidad de ley interpuesto por ta Di- 
rección General ele Escuelas, y llevado a conocimiento de la Cor- 
te Suprema de ta Provincia» ésta declaró fundado el recurso y 
firme la sentencia de primera instancia que rechazó la acción. 

La parte actora ha sostenido oportunamente que la interpre- 
tación dada a la ley de sellos vigente en dicho Estado, en lo re- 
lativo al impuesto sucesorio era contraría a las disposiciones per- 
tinentes del Código Civil que menciona y, a la vez, violatoria de 
los arts. 17, 19 y 57, inciso 1 1 de la Constitución Nacional. 

La resolución recurrida, al revocar la dictada por la Cámara 
Primera, hace prevalecer la ley provincial, quedando asi plantea- 
do, a mi juicio, el caso federal, y justificada ta procedencia del 
recurso de hecho traído a conocimiento de V. E., aún cuando ella 
no contenga una decisión expresa al respecto. 

Por ello y de acuerdo con la doctrina sustentada por V. E. 
en el fallo de Noviembre 28 de 1927 dictado en el juicio suceso- 
rio clr don Pedro Ordoqui e inserto en el tomo 150, página 40 
de la colección respectiva, opino que corresponde hacer lugar a 
la queja interpuesta y declarar mal denegado el recurso extraor- 
dinario tle que se trata, debiendo seguirse el trámite establecido 
en el art. 8» de la ley 4055. 

Horacio R* Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo 3 de 1929, 

Vistos y Considerando; 

Que en el pleito de doña Carmen D. J, Alvear de Wrede 
contra la Dirección General de Escuelas de la Provincia de Bue- 
nos Aires sobre repetición de suma de dinero pagada en concepto 
de acto de exteriorización de la trasmisión gratuita de bienes, la 
parte actora sostuvo, desde su escrito de primera instancia de 
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fs. 120 que había incompatibilidad entre la interpretación y apli- 
cación que se había dado al art, 23 de la ley de sellos de la Pro- 
vincia de Buenos Aires y los ars. 577-5413 y concordan!™ del 
Código Civil. En segunda instancia al expresar agravios < fs. 145 > 
reprodujo esa tesis y expresó que eí falto de que recurría in- 
fringía el art. 3 del Código Civil en cuanto dalia a la ley pro- 
vincial un afecto retroactivo alterando el derecho adquirido por 
*u parte con la posesión hereditaria pedida y dada en 18K3. 

íjtie, en tal concepto, lo eme el recurrente plantea ante esta 
G>rte. consecuente con sus alegaciones ante la justicia local, no 
es el acierto y justicia o error e injtisticia en la interpretación 
y aplicación, en si. ni de la ley provincial de sellos de 1925, ni 
del Código Civil, Jo que baria improcedente el recurso extraor- 
dinario, sino ta contradicción argüida entre ambas leyes y la va- 
lidez y pre valencia reconocidas al estatuto provincial, lo (pie, cla- 
ramente se halla previsto en el inciso *■' del art. 14 de la ley 
nacional N v 48. 

P>»r lo expuesto, dictamen del señor Procurador General y 
ínlli» de esta Corte, que dicho funcionario cita (tomo 150, pági- 
na 40), se resuelve: hacer lugar a la queja y declarar mal dene- 
gado el recurso extraordinario que la motiva. Autos y a la ofi- 
cina a los efectos del art, 8» de la ley 4055, señalándose los días 
lunes y viernes o el siguiente hábil si alguno de aquellos no lo 
fuere para nulificaciones en secretaría. Rej^ngase el papel. 

Roherto Rkpetto. — K. Gi iuo La- 
vai.i.k. — Antonio Sacan na. 



Dm f.nis />. Pasaron, en los autos lolsechi Unos, y CUi„ sobre 
comiso de mercadería denunciada en infracción. Reenrso de 
hecho. 

Sumario: \jí incidencia solire cumplimiento de sentencia no cons- 
tituye un nuevo juicio iiulqiendiente de la causa princifiaT. 
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■ 

y por lo tanto, no puede dar margen al fallo definitivo que 
engendra el recurso extraordinario a que se refieren los ar- 
tículos 14 de la ley 48 y 6 V de la 40=5. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes r 



DICTAMEN IIEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, AbrU 2 de im. 

Suprema Corte: 

La semencia dictada por la Exima. Cámara Federal de Ape- 
lación (fs. 126), dejó completamente finiquitado este asunto al 
condenar a Valsechi Hnos. y Cía. a la pena de comiso de la mer- 
cadería denunciada en infracción. 

La incidencia suscitada posteriormente sólo se refiere a la 
forma de practicar la liquidación en cumplimiento de aquella 
sentencia, incidencia que quedó resuelta por el señor juez de la 
causa a fs. 78 y confirmada por la Exma. Cámara a fs. 83 del 
expediente agregado. 

Este pronunciamiento a mi juicio, no autoriza el recurso 
extraordinario interpuesto por la parte apelante, fundado en la 
ley N v 48, y. en consecuencia, opino que V. L. debe declarar bien 
denegado dicho recurso .e improcedente el de hecho traído a su 
conocimiento» 

Horacio ít. Larrcta. 



^ «uoamiunwA 
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Buenof Aires, Mayo 6 de Í9& 

Autos y Vistos: Um presentes y los principies agregados 
por cuerda, 

Y Considerando: 

One la sentencia definitiva pronunciada por la Cámara Fe- 
deral a fs. 136, hace cosa juzgada sobre el fondo de la causa 
snb jndicc, toda vez que ella no fué recurrida en término legal. 

Otte con motivo de la ejecución de aquella sentencia y res- 
pecto a ¡a liquidación practicada en su mérito, preténdese iwr 
el actor introducir el recurso extraordinario en relación al pro- 
nunciamiento de la amara de fs. 184. que, interpretando su 
propia resolución anterior, establece el alcance de ta misma. 

Que del* observarse, desde luego, que la incidencia sobre 
cumplimiento de sentencia no constituye un nuevo juicio inde- 
pendiente de la causa principal y que por tanto tm puede ariuclla 
dar margen al fallo definitivo que engendra el recurso extraor- 
dinario a que se refieren los arta 14 de la ley 48 y 6 de la 4055, 
interpretados por la constante jurisprudencia de esta cone. 

(Jue la resolución de que pretende apelarse (fs. 178 y fs 
tm no está comprendida bajo concepto alguno, dentro de! ar- 
ticulo 14. me. 3v de la ley 48, ya que la interpretación de la ley 
tic aduana, en su parte pertinente, fué ventilada y resuelta por la 
Cámara a ,juo definitivamente a fs. 126. como ya se ha expre- 
sado, y que el auto en apelación, aunque fuera de carácter defi- 
nitivo en e! sentido de no ser susceptible de recurso alguno ordi- 
nario, no contiene decisión nueva expresa contra la validez de tí- 
tulo, derecho, privilegio o exención invocada por el recurrente 
y fundada en la Constitución o en leyes del Congreso. 
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Que la sentencia de la Cámara Federal de fs. . . . no in- 
voca el art. 64 de la ley 11.281, ni dice que confirma la resolu- 
ción del administrador de Aduana de fs. 66, sino que .fundán- 
dose "en lo dispuesto por le» arts. 138 y 930 de las Ordenanzas 
de Aduana y art. 66 de la ley 11.281". condena a los infracto- 
res a la pena de comiso de la mercadería de que se trata, eto " 
Lsa sentencia no es. indudablemente, otara, pero las partes pu- 
dieron pedir la aclaratoria que consagra el art. 222 del Código 
de Procedimientos Civiles de la Capital y, en caso de disconfor- 
midad con el sentido dado por el Tribunal a sus propias pala- 
bras, interiwner el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 
48 y art. 6 de la ley 4055; pero, pasada esa oportunidad legal, 
esta corte no puede intervenir en la interpretación y ejecución 
de un fallo que no llegó a su conocimiento y decisión por recurso 
alguno. 

- 

Que en la jurisprudencia indicada por el recurrente, inserta 
en el tomo 127. pág. 322 y en el 148, páginas 225 y 292. se traía 
de sentencias definitivas sobre el fondo del pleito, y en el sub Hte 
solo de resolución recaída en una incidencia que no se refiere al 
fondo, circunstancias estas que demuestran la inapücauilidad de 
los fallos citada al caso de autos. 

ÍW estos fundamentos, concordantes con ta resolución de- 
negatoria de la Cámara Federal y el dictamen del señor Procu- 
rador General, no se hace lugar a la queja interpuesta. Molifi- 
qúese y archívese previa reposición del papel, devolviéndose los 
autos principies al inferior con transe rijición de la presente. 

A. Bermejo. — R. Guiño La va- 
lle. — Antonio Sacarna. 
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l>on Isaiüs HiUtd contra don Julio Lederer (sii¡ sucesión), por 
cobro de pesos ; sobre embargo* 

Sumaria : t* La decisión de un juez <le Comercio de la Capital 
dictada en segunda y última instancia en apelación interpues- 
la contra la resolución de un juez de paz, hace cosa juzgada 
y da lugar al recurso extraordinario del art. 14, ley 4X. 

i'-' Siendo definitiva la resolución que declara impro- 
cedente el embargo de la pensión de que goza la ejecutada, 
la circunstancia de tratarse de un juicio ejecutivo no es óbi- 
ce para que proceda el recurso extraordinario. 

3 V Procede el recurso extraordinario contra una sen- 
tencia que resuelve, con carácter definitivo, sobre la aplica- 
ción de la ley 470" en oposición a la ley 9511, denegando, 
implícitamente, la incunstituciimartidad opuesta a la primera. ' 

4 9 La dispLisición del articulo 10, título 4 V de la ley 
4707. ha sido sustituida |>or el Honorable Congreso por las 
(pie se consignan en tos artículos 1 y 2 de la ley 9511, y no 
comprende las pensiones de retiro de los militares sino 
únicamente aquellas de que gozan los deudos tic éstos. 

Caso ■ Lo explican las piezas siguientes : 

ALTO DEL Jl'KZ DE PAZ 

Buenos Ain>, Juniu 2K úv 1928, 
Trábese el embargo y llágase saljer. 

I'. CueareH. 
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AVTO DE JIEZ DE COMERCIO 

Bueitns Aires. Octubre 22 tic 1928, 
Vistr is y Considerando : 

One oí auto de fs. 5 vta. no adolece de vicio alguno de nu- 
lidad, jggr lo que así se declara. 

Cjtie la pensión no es un derecho sucesorio, sino una sub- 
vención acordada f>or el Estado a los parientes de los funciona- 
rios y empleados públicos y, con tm carácter propio de asisten- 
cia social, que no forma, i*>r ta! virtud, parte del halwr heredi- 
tario. 

Que este principio hace innecesario pronunciarse sobre el 
punto relativo a la incmbargahilidad de tas pensiones militares, 
desde que la «leuda motivo de la medida de seguridad de que se 
trata fué contraída por el esposo fallecido de la recurrente. 

I'or ello, se revoca, con costas, el auto altado de fs. 5 vta. 
y devuélvanse. Rep, la foja. (Art. 23, ley 4128). — A, Ub<m- 
tfU\ — Ante mi : F. h'újitcrou. 



DICTAMEN' DEL SEÑOR WtOCUFADOR GENERAL 

Buenos Aires. Xm ¡embre 21 tfe 1928. 

Suprema Corte: 

l-a sentencia de fs. 1S dictada por el juez de Comercio de 
esta Capital, actuando como tribunal de apelación, en la presen- 
te causa que ante el juzgado de paz, sección 11, de la misma Ca- 
pital, sigue don Isaías Band contra la sucesión de don Julio Lc- 
tlerer. j»r cobro tle ]icsos, al desestimar el pedido de embargo 
sobre la pensión que persigue la viuda del causante, ha decidido 
el litigio \yor razones de derecho común concernientes a la natu- 
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ralea jurídica <le las pensiones, considerando a éstas no como 
un bien sucesorio, sino como un derecho personal que el titular 
del mismo puede hacer valer directamente ante el Estado que 
las acuerda. 

La causa ha sido resuelta, como se vé, con prescindencia 
l*»r ser innecesaria, de la cuestión federal a que se alude en la 
léeseme queja ante esta Corte Suprema y que se refiere a la 
embargabilidad o inembargabilidad de las pensiones, prevista en 
la ley 9511. 

Ijjs fundamentos aludidos de derecho enmún son suficien- 
tes por sí solos j>ara sustentar la resolución aludida, con prescin- 
dencia de la cuestión federal articulada, a que se hace referencia. 

Asimismo lo lia entendido el señor juez de comercio en la 
precitada sentencia de fs. lü al no pronunciarse sobre dicha cues- 
tión. 

El caso de autos no está, pues, comprendido entre los que 
enumera el artículo 14 de la ley 48, que acuerda recurso ex- 
traordinario de apelación para ante V. E. 

Por ello soy de opinión que ha sido bien denegado el que 
el actor ha deducido en esta causa. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA COATE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo 10 de 1929. 

Autos y Vistos: 

El recurso de queja por denegación del extraordinario que 
autoriza el art. 14 de la ley N"' 4H y 6* de la 4055, interpuesto 
jK>r el señor Isaías Uand en los autos que sigue por cobro ejecu- 
tivo de pesos a Julio Lederer (hoy su sucesión), contra sentencia 
de un juez de Comercio de esta Capital. 
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Y Considerando: 

l v Que a los efectos del recurso extraordinario de apela- 
ción esta Corte Suprema ha declarado que se reputan tribunales 
superiores los llamados a pronunciarse en última instancia y sin 
recurso para ante otro tribunal local j y en consecuencia, ta de- 
cisión de un juez de Comercio dictada en segunda y última ins- 
tancia en apelación interpuesta contra la resolución de un juez 
de paz, y que por ello hace cosa juzgada, es recurrible para ante 
esta corte por vía de apelación extraordinaria. (Fallos; tomo 66, 
págs. 257 y 346 ; tomo 103, pág. 153; tomo IOS, pág. 221 y otros ). 

2 V Que la circunstancia de tratarse de un juicio ejecutivo 
no puede motivar por sí sola ta improcedencia del recurso, pues 
la resolución que lo determina es definitiva en cuanto a la im- 
procedencia del embargo de la pensión de que goza la ejecutada. 
(Fallos: tomo 27. pág. 16; tomo 114, pág. 33); 

3» Que el recurrente ha sostenido en lo substancial : a) que 
el art. 10, titulo 4» de la ley 4707 ha sido derogado |mr la ley 
9511 ; b) que en todo caso debe entenderse que el articulo citado 
consagra la inembargabittdad por deudas contraídas por el mili- 
tar que produce la pensión, y no por deudas de los que la dis- 
frutan; c) que si así no fuera, dicha disposición legal seria in- 
conciliable con los artículos 1, 16, 28, 31 y 67, inciso 16 y 28 de 
la Constitución. 

Que la decisión apelada resuelve con carácter definitivo so- 
bre la aplicación de la ley 4707 en oposición a la ley 951 1 dene- 
gando implícitamente la inconstituc tonalidad opuesta a la pri- 
mera, circunstancia que determina la procedencia del recurso, y 
oído el señor Procurador General, así se declara. 

4° Que entrando al fondo del asunto por ser innecesaria 
mayor substanciación atento lo alegado ampliamente en los autos 
remitidos por vía de informe, corresponde establecer que cual- 
quiera que sea el alcance y la constiluctonalidad del art. 10, tí- 
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tuto 4« de la ley 4707 determinado por esta corte en sus fallos 
del tomo 114, pág. 33 y tomo 124. pág. 122, esa disposición ha 
sido sustituida por el Honorable Congreso pafc las cjue se consig- 
nan en ios artículos 1 y 2 de la ley 9511. que rige tocios los ra- 
sos en que se procure liacer efectivo el cumplimiento de las obli- 
gaciones sof»re bienes del deudor (pie consistan en sueldos, sala- 
rios, (tensiones o jubilaciones. 

5 V Que en ta discusión de esta ley se hizo constar que día 
rescindía "a consagrar el principio de la «nhargahiliclad de los 
sueldos, salarios, pensiones y jubilaciones, haciéndolo efectivo 
mediante la observación de reglas precisas, que caracterizan ti 
derecho del acreedor velando a la vez por tos intereses de los deu- 
dores y. tasándose en preceptos de orden público, de moralidad 
individual y hasta de conveniencia social." Diarlo de Sesiones, 
Senado 1914. pág. 585. 

6* Que la disposición del art. 10, título 4* de la ley 4707 
no comprende las pensiones de retiro de tos militares sino úni- 
camente aquellas de que jjozan los deudos de éstos, como se hizo 
constar en el fallo del tumo 1 14. pág. 33. en tanto que la ley "51 1 
no liare execciones y si es tic doctrina (pie respecto a la abroga- 
ción tácita de una lev general no deroga a otra especia!, des- 
entenderse cuando la exección puede subsistir al lado de la re- 
gla porque el legislador ha querido mantenerla |iero no cuando 
ha manifestado el propósito de comprenderla en la ley general 
como se infiere de la discusión de la que lleva d número 9511. 

7" tjue. en efecto, el miembro informante en el Honorable 
Senado hizo constar refiriéndose al art. del proyectil que enun- 
eialia ''los salarios, sueldos, jubilaciones y ilusiones civiles": "Es 
aqui donde la comisión introduce una primera modificación, con- 
sistente en suprimir de la primera parte del art. la |ralabra civiles 
para que quede entonces una enunciación genérica, sin exclusión 
de las que no sean civiles y de lis que se refieran a pensiones, 
sueldos y salarios de empleados que no pertenezcan a la adminis- 
tración nacional ; y se progne la supresión de esta (tatabra para 
que esta dis|H>sición. además, conenerde con la del 1» en el que 
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no se hace ninguna excepción de esa índole" (Diario de Sesio- 
nes, Senado 1914, pág. 586). 

8> Que con ta ley 9511 el Honorable Congreso se i>ropuso 
sin duda «OTiplenientar las dis|»siciones del Código Civil relati- 
va a la extensión de la resijonsalnlidad que ¡wsa sohre los bie- 
nes del deudor para el cumplimiento de sus obligaciones, o sea. 
reglamentar los efectos que atribuye a estos de dar entre otros, 
al acreedor el fierecho de emplear los medios legales jiara que 
el deudor le procure aquello a que se ha obligado (art. 505 >, es- 
pecializando su reglamentación res]>ecto a aquellos bienes que 
consisten en sueldos, salarios, pensiones y j til >i laciones. 

9> Que ha precisado así la limitación que impone el art. 1449 
del Código Civil a la prohibición que el mismo establece de la 
cesión de los "derechos de montepíos, las |iensiones militares o 
civiles o las que resulten de reformas civiles o militares, con la 
sitia excepción de aquella parte que por disposición de la ley, 
pueda ser embargada para satisfacer obligaciones, parte que se 
determina en el art. 2* de la ley 9511. 

10" Que el fundamento que se adujo en el Honorable Con- 
greso para no extender la exención absoluta de embargo a los 
sueldos, salarios, pensiones y jubilaciones mayores de cien pe- 
sos, sometiéndolos a la escala establecida en el art. de la ley 
9511 es igualmente aplicable a todos, ya sean civiles o militares y 
esto es, que esa exmción causaría más daño que beneficio, pues 
que debía reconocerse un margen de solvencia que permitiera 
al deudor intervenir con ventaja en el desenvolvimiento de su 
individualidad económica. 

Por estos fundamentos oído el señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 18. Notifiquen y repuesto 
que sea el papel archívese, devuélvanse los autos remitidos jmr 
vía de informe con testimonio de esta resolución. 

A. Bermejo. — J. Fkjueroa Al- 
corta. — KOBKRTO KepF.TTO. — 

A nto.v io Sagarxa, 
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Don Bartolomé Ramognino Un sucesión), contra h Caja Xa* 
citmai de Julñtaáorics y Pensiones de Empleados Fcrrocia- 
rias, sobre pensión. 

Sumario: 1" Procede el recurso extraordinariu del art. 14. ley 
+S. contra una decisión contraria al derecho del recurrente 
fundado en las leyes 10.650 y 11.074. 

? ¡ozan de) beneficio acordado por el ar!. +fi de la ley 
10.650 los deudos de un empleado ferroviario declarado ce- 
sante por razones de economía, el 31 de .Marzo de 1914. y 
fallecido el !• de Octubre del mismo año. 

Cato: Iji explican las piezas siguientes: 



DICTA 51 KN DEL SKXOB PROCURADOR GENERAL 

Bpenoi A iri s Mar*. 14 de 1929. 

Suprema Curie: 

1-1 n la causa >í>)ire pensión ?ulicitada a la Caja Nacional de 
* ululaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios por Angela 
S. de Kaniogninu, lia sido materia de discusión la interpretación 
de disposiciones contenidas en las leyes respectivas números 
10.650 y 11.074. habiendo sido ta decisión final contraria al de- 
recho invocado f*>r la i*ticionante, fundado en dichas leyes. 

Existe, asi, el caso federal y. de acuerdo a lo resuelto |w>r 
\ . L, en casos análogos, el ret tirso extraordinario de aj «elación 
procede atento lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48. 

fía sido, pues, en mi opinión, nial denegado y así pido a V". 
H. -e -irva declararlo. 

Ku cuanto al fondo del asunto creo, como la Caja Ferro vía- 
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ría, fuya resolución fie fojas 37 ha confirmado la Cámara Fe- 
deral fie Apelación de la Capital que al tallecer el causante Mar- 
tolomé Ramognino, que era empleado ferroviario at tiempo de 
su muerte, no tenia derecho a jubilación, no pudiendo. por ello, 
concederse a la recurrente el beneficio que acuerda el art. 46 de 
la ley 10.650 (art. 38 de la misma ). 

Soy por dio de o|nnión que corresptmde confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R, Larrrta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayn 13 (fc 1929. 

Vistos y Considerando: 

Que el caso federal que esta Oírte dehe resolver dentro dd 
sufr judicc, y que surge de los antecedentes acumulados y de los 
fallos concordantes de la Caja Ferroviaria y de la Cámara Fede- 
ral de la Capital, se refiere a la interpretación del art. 46 de la 
ley 10.650, interpretación que, en andas instancias, ha sido con- 
traria al derecho de las recurrentes fundado en dicha disposición 
legal, circunstancia ésta que hace procedente el recurso denega- 
do, de acuerdo con el dictamen riel señor Procurador General. 

Que el inciso 3' del art. 2* de la ley X* 10,650. dice así : 
"Quedan comprendidos en las disposiciones de esta !e>\ las per- 
sonas a que se refiere el art. 38 con relación a los empleados u 
obreros que hubiesen fallecido con posterioridad al tf de Enero 
de 1913 (y por consiguiente, antes de la sanción de las leyes 
acordándoles el beneficio), siempre que dichos empleados y obre- 
ros hubieren tenido derecho a jubilarse de acuerdo con las pres- 
cripciones de esta ley a la fecha de su fallecimiento." 

Que el inciso 2 del mismo articulo dispone "quedan com- 
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prendido* ni las disposiciones de esta ley. los empleados ti obre- 
ros permanentes de los ferrocarriles y puertos a que se refiere 
el ¡ne. í* que con posterioridad al primero fie Knero <le 1913 (es 
decir antes de la sanción de las leyes acordándoles el beneficio l 
httlñesen sido destituidos por causas que no sean las enumeradas 
en el art. 33." 

Oue amitos preceptos representan ta ampliación del benefi- 
cio acordado jior las leyes de jubilación ferroviaria a empleados 
ii obreros que fueron des|wdidos o murieron antes de la sanción 
de aquéllas y que carecen, por consiguiente, de la condición de 
ser obreros o empleados actuales y |>ennanentes requerida por 
el inciso l v . 

Que ti causante de los recurrentes ha sido empleado ferro- 
viario y fue declarado cesante el 31 de Marzo de 1914. falle- 
ciendo el 1* de tJctubre del mismo año. Bajo el asi*ecto de la 
cesantía, el obrero quedó comprendido en el inc. transcripto, 
desde que fué destituido después del 1 v de Huero de 1913. y 
aquélla fué motivada en la necesidad de reducir el personal, causa 
no enumerada en el art. 33. ltajo el aspecto del fallecimiento 
sus herederos quedarían comprendidos en el inc. 3". pues aquél 
se habría producido después del l v de Enero de 1913. 

■ Hte en presencia de estos" antecedentes toda la cuestión 
radica en Saber si los deudos del empleado fallecido tienen dere- 
cho al beneficio acordado por el art. 46 en los términos siguien- 
tes: "las personas enumeradas en el art. 46 tendrán derecho a 
una indemnización igual al 5 % de las sumas jR-rcibidas en con- 
cepto de sueldos |ior el empleado u obrero fallecido que no deje 

derecho a pensión." 

Que tanto la ( aja como el tribunal a qtifl para denegar el 
derecho se han fundado en que el causante "carecia del derecho 
a jubilación de acuerdo con las prescripciones de esta ley a la fe- 
cha de su fallecimiento", transformando en una condición del 
beneficio la circunstancia de tener o no derecho para jubilarse. 

íjue, entretanto, no sólo el art. 2> de la ley 10.050 en el en- 
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cabezamientO declara lisa y llanamente comprendidos en las dis- 
posiciones de la ley los empleados y obreros que enumera, sean 
ellas actuales, destituidos o fallecidos, sino que además, respecto 
de los segundos, no se establece condición de ningún género j>or 
cuya causa y a raíz de la cesantía, el obrero quedó incorporado 
al régimen de la ley con todos sus Iwnef icios. Y no se ve cual 
seria la razón lógica |>ara decidir que tratándose de un obrero 
cesante tuviera derecho al beneficio del art. 24 y su familia en 
cambio careciera de él en el caso de fallecimiento de aquél. Asi. 
pues, la duda de interpretación determinada por la redacción del 
inc. > desaparece cuando se le aproxima y compara con el inc & 
La frase "siempre que dichos empleados y obreros hubieren te- 
nido derecho a jubilarse" comprende tanto la |iensiün derivada 
de la jubilación en caso de muerte como el beneficio emergente 
del art. 46 para el caso de que aquélla no corresponda. 

En su mérito se revoca la sentencia altada en la parte 
que ha podido ser materia del recurso y declárase que los peti- 
cionantes tienen derecho al lienef icio que les otorga el art. 46 de 
la ley 10,650. Notifiques*? y devuélvanse los autos. Ke|*nigase 
el pai»el ante el inferior. 

A. Bermejo. -- J. Ftr.irnkOA Al- 
COHTA. — R. Gl'IDO La valle. — 

Antonio Sacar na. 



Don Julieta Lantén Rcnsfnm\ solicita se ordene su enrolantit'n- 
to en su carácter de argentina imtnralteada. 

Sumaria; l> Enrolarse importa alistarse para formar pirte de 
una de tas clases de que se componen el ejército y la arma- 
da (leyes números 4707, 4856, 11.386, etc.), y someterse 
a las ordenanzas y reglamentos de organización de las mili- 
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cías, en la |taz como en la guerra, instituyéndose asi, por el 
ciudadano, en determinadas condiciones, el estado militar, 
of ficta virilia, manifiestamente incompatibles con los desti- 
nos de la mujer en el hogar, en la sociedad, en las activida- 
des múltiples de su vida. 

2* Él deber de enrolarse nd le ha sido impuesto ai ciu- 
dadano, nativo o naturalizado, a titulo de "prerrogativa" jx>r 
!ial»er nacido varón. 

3* La igualdad ante la ley 110 puede- decirse afectada 
por la mayor o menor amplitud de derechos y delieres que 
deriven del vínculo de la nacionalidad para los ciudadanos 
comprendidos en dicha relación jurídica con el país; y tal 
principio, como los demás derechos y garantías que de él 
emanen, no tienen carácter absoluto: y si por diversidad de 
situaciones y circunstancias la igualdad legal es sólo relati- 
va entre un hombre y otro, debe serlo al menos, con igual 
razón, en casos como el de autos, entre un hombre y una 
mujer. 

4 V 1.a ciudadanía no implica, siempre, el mismo conjun- 
to de atrilmtos, derechos y deberes, pues todo ello varía a 
virtud de múltiples circunstancias relativas a edad, aptitu- 
des morales o físicas, incapacidades del mismo orden, etc., 
y con mayor fundamento si la desigualdad de situación se 
establece r*>r razón del sexo. . 

5- A diferencia del ciudadano naturalizado que pierde 
la ciudadanía y no puede readquirirla si omite enrolarse en 
tiempo f lev- 11.386, art. 22), la mujer extranjera al natu- 
ralizarse y adquirir los mismos derechos derivados de la 
nacionalidad que concicrncn a la mujer nativa argentina, no 
pierde j>or su exclusión del registro de enrolamiento la ciu- 
dadanía que té ha sido conferida. 



; Lo explican las piezas siguientes : 
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VISTA FISCAL 

Seiínr Juez; 

La recurrente, que según manifiesta es argentina por natu- 
ralización. — circunstancia <|ue no se encuentra acreditada, — 
solicita. í iniciada en los preceptos constitucionales y disposicio- 
nes legales que invoca, se ordene por el juzgado que las autori- 
dades militares procedan a enrolarla y a entregarle la respectiva 
libreta. 

Tal petición es improcedente y asi se servirá U. S. declarar- 
lo desestimándola, con costas. 

Dentro de nuestro régimen institucional, las mujeres están 
excluidas de la obligación de jirestar servicio militar y del ejer- 
cicio de los derechos ixilíticos, y |»r lo tanto no cate pretender 
que le sean impuestos lus primeros y acordados (os segundos, 
en orden de una resolución judicial, que sólo tendría como fun- 
damentos principios teóricos, no incur|xirados al cuen>o de la 
legislación que nos rige. 

La recurrente invoca en pro de la tesis que sostiene los ar- 
tículos 16, 19. 30, 28, 31. 33 y 37 de la Constitución Xaeional 
y a liase de la extensa glosa de que de eltns hace, sostiene que pro- 
cede el enrolamiento «le las mujeres que tengan el carácter de 
ciudadanas y que a éstas compete el ejercicio de los derechos 
políticos. 

Xo me detendré, |»r considerarlo inoficioso, a refutar en 
detalle las inferencias, deducciones, etc., que con perfiles de in- 
terpretación doctrinaria se extraen de los preceptos constitucio- 
nales citados, i»r cuanto liasta una sola consideración para dejar 
Infectamente establecido que nuestra carta fundamental no es- 
tatuye expresa ni implícitamente nada que tenga relación con las 
conclusiones que sienta la [K-ticionante. 

I-a Onstitución Xaeional fué promulgada en Octubre del 
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año IWiO, es decir, en una éf»r»ca en la cual no se había aún «les- 
pertádu el movimiento feminista en general y el sufragista (par- 
ticularmente, los cuales recién se insinúan hace veinte o veihticttt- 
en años, circunstancia ésta, (me refiero a la fecha de la apari- 
ción t|e la tendencia feminista \ que se reconoce expresamente en 
H escrito en traslado. 

Ahora bien, dado este antecedente, ¿cómo es ]>osihlc decir 
que <lel texto o det espíritu de los diversos preceptos constitu- 
cionales que se citan, resulta que ellos confieren derechos polí- 
ticos a la mujer y le imponen la obligación de prestar esrvicio 
militar? 

Sostener semejante tesis y sentar |x>r vía interpretativa la 
conclusión que se establece es poderse en pugna con elementales 
principios de lógica y exegesis jurídica. 

Kn el caso, nos consta cual ha sido la mente y la intención 
de los constituyentes (acordar esos derechos e imponer dichas 
obligaciones únicamente al elemento masculino) y en consecuen- 
cia la interpretación dtbe hacerse «le acuerdo con esos conceptos. 

Es regla de derecho, que cuando ia ley está concebida con 
palabras tan claras, «pie en ella aparece bien expresa y terminan- 
te la voluntad del legislador, no se debe eludir su tenor literal, 
so pretexto de iH-netrar su espíritu "Ubis verija non sunt am- 
bigua non est lncus interpretatione." 

Como vemos, en orden a estos principios. n«i es admisible 
interpretar los preceptos constitucionales de la referencia en la 
forma que lo hace la recurrente. 

£1 delHT que pesa sobre los ciudadanos de prestar el servicio 
militar, se funda en primer término en el art. 21 de la Constitu- 
ción Nacional que estatuye: "TíxIo ciudadano argentino está ohli-. 
gado a armarse en defensa de la i*atria y de esta Constitución V" 
conforme a las Uves (pie dicte el Congreso y a los decretos del 
l'itder lijeciitivo Nacional, etc." 

La Constitución expresa, "t i tufábanos", es decir, "hombres" 
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y na cabe sostener que ese concepto tan nítido, necesite ser inter- 
pretado en el sentido de que comprende también a las mujeres. 

la actual ley de enrolamiento número 11.3.%, lo mismo que 
las anteriores, se refiere pura y exclusivamente a los "ciudada- 
nos argentinos" y de ninguna de sus disiíosicioncs surge ni si- 
quiera se infiere, que en ese concepto se incluya también a la 
mujer ciudadana. 

En síntesis, ni la Constitución Xacbiial ni ta ley de enro- 
lamiento contiene precepto alguno que imponga a las mujeres 
argentinas dé origen o por naturalización el delwr de inscribirse 
en los registros militares de enrolamiento, y en consecuencia, 
la petición de que instruye el escrito en traslado es improcedente 
y así del* declararse, con costas. 

Julio Mello. 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

La Plata. A^slo 24 <k 1927. 

Autos y Vistos: 

Por las razones expuestas en el dictamen precedente, que el 
juzgado encuentra ajustadas a los hedías y al derecha, no ha lu- 
gar al enrolamiento de doña Julieta Lantén de Renshaw, que es- 
ta gestiona en el escrito de fs. !. ctm costas. 

R. A. Lryuictwión, 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

La Plata. Mayo JO de 192&. 

Y Vistos: A mérito de que la naturalización de una mujer 
extranjera solo acuerda los derechos que concierten a la mujer 
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de nacionalidad argentina, entre los cuales no figura el goce y 
ejercicio de los derechos politicos. ni su inclusión en los regis- 
tros de enrolamiento, ciwno lo tiene declarado la Corte Suprema 
tomo 147. página 252, se confirma la resolución apelada de fo- 
jas 19. Hágase saW y devuélvanse, — /. fí. Ecltcgaray. — An- 
tonio L, Marcenara. — L\ Hcna. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

fe Butilos Aires, Diciwnbrt- 26 de 1928. 

Suprema Corte: 

Doña Julieta linter i Rensliam solicita en estas actuaciones 
un pronunciamiento sobre si le asiste o no el derecho, como ciu- 
dadano argentino, por naturalización, de figurar en los registros 
de enrolamiento, derecho que le han denegado las autoridades 
militares a cargo de quienes está dicho registro. 

Tamo el jue* federal de La Plata como la Cámara de Ab- 
lación de dicha ciudad, lian encontrado ajustada a derecho di- 
cha denegación y han desestimado, por ello, ta demanda. 

Traído a conocimiento de V. E. et caso por ablación ex- 
traordinaria interpuesta en los términos del art. 14 de la ley 48. 
toca a esta Corte Suprema, atenta la (>rocedeiicia manifiesta del 
recurso, aludir la cuestión delwtida aplicando la doctrina conte- 
nida en la causa que se registra en el tomo 147, página 252 de 
los fallos del tribunal. • 

En esa oportunidad V. E. estableció que entre los derechos 
que acuerda a la mujer la ciudadanía argentina, no figura el de 
su inclusión en el padrón de enrolamiento ni en los registros de 
inscri]>ción electoral. 

I-as consideraciones que al respecto formula la petíonante, 
no pueden en mi opinión modificar los sólidos fundamentos en 
que se basa la resolución de V. E. 
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N>y por ello, de opinión que corrcsimiuíe confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horada M Luneta. 



FALLO DE LA CORTE SI PKEMA 

Buenqa Aires. Mayo 15 dfe 15g&!, 
V Vistos: El recurso extraordinario interpuesto y concedi- 
do contra sentencia de la Cámara Federal de Apelación de La 
Plata, (pie no hace lugar al pedido de doña Julieta Lanteri Ken- 
shaw de que se ordene su inscripción en e! registro de enrola- 
miento correspondiente, a titulo de ciudadano argentino natura- 
lizado. 

Y Considerando: 
Que la recurrente ha fundado la gestión del caso en deter- 
minadas disposiciones de la Constitución y de las leyes números 
346 y 11,386, derivando los derechos y deliercs epíe invoca de 
la carta de ciudadanía argentina que en su co-ceptn la habilita >■ 
la obliga a inscribirse en rf registro genera] de enrolamiento, de 
acuerdo con las dis|>osieiones legales pertinentes. 

Que al referirse a la denegatoria de inscripción dictada \*tr 
las autoridades militares y confirmada i»or las decisiones judi- 
ciales de que apela, la recurrente arguye que, como en el caso 
de la exclusión de la mujer del ejercicio de los derechos políti- 
cos, en el sub ji, t U ie se afectan garantías primarias de la Consti- 
tución, tales como la que establece que nadie puede ser privado 
de lo que la ley no prohibe y la que no admite prerrogativas de 
nacimiento y declara a Unios los habitantes de la nación iguales 
ante la ley, pues sostiene que ningún precepto legal inhibe a la 
mujer de la inscripción en los registro aludidos, ni ello es con- 
forme con el principio de igualdad citado, (.«la vez rpie el mis- 
mo título, el de la nacionalidad, no surte Ins mismos efectos pa- 
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ra toilns los ciudadanos (fe uno y otro sexo, nativos o naturali- 
zados. 

Que si Ijícii es exacto, corno se afirma, que ninguna (ey pro- 
hibe en términos expresos la inscripción de la mujer ciudadana 
en los registros de enrolamiento, no es menos cierto que por 
obvios fundamentos de todo orden, está evidentemente exenta 
y aún excluida de esc deber. 

I-a ley de enrolamiento constituye la reglamentación preli- 
minar del servicio militar instituido (jara hacer efectiva la decla- 
ración constitucional de que todo ciudadano argentino está obli- 
gado a armarse en defensa ríe la patria y de la Constitución (ar- 
ticulo 21 ) y en los términos del preámbulo "con el objeto de con- 
solidar la i»az interior y proveer a la defensa común." Enrojarse 
importa, pues, alistarse para formar parte de una de las clases 
de fine se componen el ejército y la armada < leyes números 4707, 
4836. 11J86, etc.) y someterse a las ordenanzas y reglamentos 
de organización de las milicias, en la ;klz como en la guerra, ins- 
tituyéndose así para el ciudadano, en determinadas condiciones, 
el estado militar, offiáa virilia manifiestamente incompatibles con 
los destinos de la mujer en el hogar, en la sociedad, en las acti- 
vidades múltiples de su vida. 

Puede, sin duda, ser materia de controversia la legitimidad 
y conveniencia de que la mujer actúe en la vida pública por el 
ejercicio legal de los derechos electorales, y desde luego que el 
voto calificado de la mujer instruida influiría mas eficazmente 
en el progreso de las instituciones políticas que el sufragio in- 
consciente o venal del electoral analfabeto; ¡íero lo que no parece 
discutible» Id que la ley no ha necesitado prohibir expresamente 
para que no sea razonablemente iwrmitido. es el supuesto de la 
"mujer-soldado", desplazada de su sitio natural y de su noble 
misión social y humana, por las exigencias de una carga pública 
que no |>odria sobrellevar con eficacia si le sería impuesta por 
determinación justificada. El derecho, pues, de no ser privado 
de lo que la ley no prohibe* se mantiene en el caso asignando al 
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nnccpto invocado la interpretación que dicta d recto sentido de 
las cosas y de los hechos, constitutivos de la realidad misma v 
Use de la verdad legal y jurídica. 

Que atento lo precedentemente estahleckb, no es necesario 
detenerse en Ta demostración de <¡ue el deber de enrolarse no le 
ha sido impuesto al ciudadano, nativo o naturalizado, a título de 
"prerrogativa" por haber nacido varón. Si las prerrogativas de 
nacimiento que no admite la Constitución han podido referirse 
a la condición orgánica del sujeto, ni el servicio militar obligato- 
rio jHiede considerarse un privilegio, sino una carga, que el país 
no adjudica al ciudadano como una gracia, sino que impone co- 
mo un deber en resguardo de fundamentales intereses. 

La igualdad ante la ley, principio constitucional en el que 
se amjjara asimismo la solicitud de enrolamiento de que se trata, 
no puede decirse afectado como se |>retende, por la mayor o me- 
nor amplitud de derechos y delires que deriven del vinculo de la 
nacionalidad tiara los ciudadanos comprendidos en dicha rela- 
ción jurídica con tí país. En tesis general, y según lo ha definido 
esta Corte en reiterados casos, el principio de igualdad que con- 
sagra el art. 16 de la Constitución no es otra, cosa que el dere- 
cho a que no se estalriezcan excepciones o privilegios que exclu- 
yan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstan- 
cias, de donde se sigue forzosamente que la verdadera igualdad 
consiste en aplicar la ley en los casos ocurrentes según las dife- 
rencias constitutivas de los mismos. (Fallos: tomo 16. pag. 118; 
tomo 123, pag. 106 tomo 124, pág. 122, entre otros). El prin- 
Cfii«o aludido, como los derechos y garantías que de él emanan, 
no tienen, pues, carácter al»soluto, y si |x»r diversidad de situa- 
ciones y circunstancias la igualdad legal es sólo relativa entre un 
hombre y otro, debe serlo al menos con igual razón, en casos 
como el de autos, entre un homltre y una mujer, de fundamental 
disparidad en el orden de la naturaleza. . 

La ciudadanía, por lo demás, no implica siempre el mismo 
conjunto de atributos, derechos y deberes, pues todo ello varia 
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a virtud de múltiples circunstancias relativas a edad, aptitudes 
murales <> í ¡sicas, incapacidades del mismo orden, etc., y con ma- 
yor fundamento si ta desigualdad de situación se establece por 
r;iüún del sexo, consideraciones de las que es permitido concluir t 
de acuerdo con lo resuelto por esta Corte etl caso semejante al 
'¿¡til judicc, que a diferencia del ciudadano naturalizado une pier- 
de la ciuda<lauia y no puede read<|uirirla si omite enrolarse en 
[ietupo (ley 11.380, art. 22). la mujer extranjera al naturalizar- 
se y adquirir los mismos derechos derivados de la nacionalidad 
que concierten a la mujer nativa argentina, no pierde l>or su 
exclusión del registro de enrolamiento la ciudadanía que le ha 
sido conferida. (Fallos: tomo 147, pág. 252). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor Procurador (¡enera!, se confirma la sentencia ape- 
lada tu cnanto lia podido ser materia del recurso. Xotifiquese y 
devuélvase. 

A. Iíkkmkjo. — J. Fici fkoa Al- 
corta. -— KottKKTo Kkfktto. — 
H. fn iiK» J.avallk. — Antonio 
Sacan na. 



Pón Jtían fl Cohella contra don Juan Maulero y otros, sobre 
usurpación de patente de Uytemión e hidemuhiición de do- 
ños y per juicios. 

SúlUfíría: 1" No procede el recurso extraordinario del art, 14, ley 
4S. contra una resolución que declara nula una patente de 
invención, fundada en «pie el aparato patentado no reunía 
las condiciones de novedad ¡udispensalile para constituir un 
invento. (Cuestión de hecho y de prueba,). 
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2" 1.a invalidez o Maliciad de una patente expedida jxtr 
la autoridad nacional declarada ]*>r ta justicia federal no 
constituye una causa que t >or si sola autorice la apelación 
extmrdúiaria anic la Oírte Suprema. No es el mero antece- 
dente de discutirse la validez de un Htuío expedido |xir auto- 
ridad nacional I»> que determina la admisión de] recurso, si- 
no la naturaleza y carácter fiel punto decidido; es jior eso 
qne él se lia concedido cuando éste es de derecho o de in- 
terpretación de leyes y se ha negado cuando es de hecho. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes : 
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l!ucm>s Aires, Diciembre ¿0 de 1528. 

Suprema Corte : 

U presente querella seguida por don Juan U. Coltella con- 
tra Juan Mantera y otros, sobre usnr|íación de patente de inven- 
ción e indemnización de daños y |xr juicios que tramitó ante el 
juzgado federal de U Plata, ha sido decidida a fs. 478 por la 
Cámara Federal de A] «elación de dicha ciudad, por razones ex- 
clusivas, de hecho y pruelia referentes a la existencia o falta 
de novedad de un invento patentado cuyo uso se imputalia a los 
querellados. 

Xo ha sido materia de discusión ta inteligencia de disposi- 
ciones de ta ley número 111 sobre patentes de invención. 

Los fundamentos de hecho y prueba aludidos que contiene 
ta sentencia, no pueden ser revisados por esta Corte Suprema en 
el recurso extraordinario sobre puro derecho federal creado por 
el articulo 14 de ta ley 48. 

La apelación interpuesta ha sido, pues, mal concedida para 
ante esta Corte Suprema y asi pido a Y. H. se sirva declararlo. 



Horacio R. Larnht. 
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FALLO DE LA CORTE StPREMA 

Ruenm Aire*. Mam 17 de I9¿0. 

Autos v Vistos: 

* ~ 

Considerando : 

Que el art. 3" de la ley III ha enumerado los descubrimien- 
tos o invenciones susceptibles de ji&tentarse en los términos si- 
guientes: 1". los nuevos productos industriales; 2>, Inj nuevos 
medios para la obtención de un resultado o de un producto in- 
dustrial y .V\ Ta nueva aplicación de medios conocidos |*tra ta 
obtención de un resultado o de un producto industrial. 

One la validez de la pítente concedida a don Juan K Colte- 
lla por la oficina respectiva, ha sido desconocida |ior los que- 
rellados tasados en que el invento jxir sus características no se 
hallata comprendido en el tercero de los supuestos legislados 
por el art. ¿*, esto es, se ha controver'ido en la causa si el pre- 
tendido dcscul >r ¡miento encierra o no la nueva aplicación de me- 
dios conocidos j»ara la obtención de un resultado o de un pro- 
ducto industrial. 

Que tanto el señor juez de sección como la Cámara Federal 
de i .a nata han llegado en sus pronunciamientos a la conclusión 
tle que la patente otorgada al querellante es nula por reputar que 
el pretendido invento no reúne las condiciones de tal. 

Es forzoso concluir, dice ta última, que la patente que ha 
servido para iniciar la querella de autos es inhábil para fundar 
una condena contra los querellados ; porque careciendo ese titulo 
de las condiciones que la ley requiere para su validez, a satar la 
novedad del invento patentado, tos querellados han podido usar- 
lo en todo tiempo, como claramente lo previene el art. 49 de la 
ley respectiva." V precisando las razones que la han conducido 
a sentar tal conclusión expresa; "el tasador destinado a servir 
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y sujetar verrtcalmente los vastagos lo ha encontrado el quere- 
llante en el dominio público aplicado a sumergir éstos en la subs- 
tancia inflamable que forma el mixto del fósforo; y estalla tam- 
bién en el dominio público el baño parcial de la sustancia grasa. 
El invento del querellante vendría a consistir en definitiva en 
utilizar jara el segundo baño el bastidor universal mente usado 
[iara el primero. ¿ Puede reputarse que ha habido una invención 
Rentable en este caso en que ni siquiera ha habido el transjiorte 
del utensilio conocido a otra industria, como en el caso imagi- 
nado por Pouillet, sino a otra operación de la misma industria?" 

Que de lo dicho se desprende que la cuestión resuelta en 
el litigio ha sido simplemente de hecho y de prueba consistente 
en determinar si el aparato patentado iwr el examen de sus ele- 
inentos reúne las condiciones de novedad indispensable para cons- 
tituir un invento. La sentencia no ha desconocido que un nuevo 
medio o una nueva aplicación de medios conocidos pueda generar 
tm invento, lo que ha negado es que el que es materia del juicio 
presente los caracteres de tal, es decir, ha examinado la misma 
cuestión que se plantea a la oficina de patentes cada ve? que es 
llamada a pronunciarse sobre un pretendido descubrimiento, cues- 
tión esencialmente técnica y de hecho y ajena, por consiguiente, 
al recurso extraordinario de puro derecho federal de acuerdo con 
lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48. Y hasta tal punto es esto 
así, que si el recurso se admitiese en el pronunciamiento sobre el 
fondo de la cuestión, no sería posible hacer declaración alguna 
sobre el derecho disputado como lo requiere el art. 16 de la ley 
48 y aquél quedaría limitado a decidir si el aparato patentado 
por el demandante presenta o no caracteres de novedad. 

Que la invalidez o nulidad de una patente expedida por la 
autoridad nacional declarada por ta justicia federal no constituye 
una causa que por si sola autorice la apelación extraordinaria 
ante esta corte. En efecto, el juicio de nulidad de patentes de 
invención autorizado por los arts. 48 y 51 de la ley 111, como 
tal, se encuentra gobernado en cuanto al recurso extraordinario 
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jkit las reglas del art. 14 de Ta ley 48 y las de la jurisprudencia 
interpretándolas, y ni afjttéllas ni ésta han consagrado excepción 
alguna al respecto. Y es así que el pronunciamiento dad» en 
aquel juicio será susceptible de apelación extraordinaria m et 
caso de que la nulidad de la patente haya sido fundada en la in- 
terpretación de las disiwisictones legales invocadas (en la inteli- 
gencia de la ley según tas palabra» empleadas piir el inciso 3 V del 
art. 14 , y no podrá serlo en la hi|>ótesis de que la invalide/ se 
obtenga a mérito de antecedentes de hecho. 

tjue tal es el sentido que cletie atribuirse a la jurisprudencia 
dé esta curte cuando ha declarado tfue el desconocimiento de de- 
rechos fundados en un titulo expelido |*>r el gobierno de la Xa- 
eión hace procedente el recurso extraordinario. Kste trilumal ha 
iiegado cu efecto el recurso no obstante halierse declarado ta nu- 
lidad de una patente sobre marcas de fábrica, fundándose: a> 
en que no fué discutida en el pleito la inteligencia o validez de 
los arts. 30. 32 y 33 de la ley 3975. (Fallos: tomo 132, pági- 
na 2ó2): bi porqué >i la marca de comercio | atentada carece 
o no de loa requisitos antes expresados, tal pronunciamiento no 
se refiere a la inteligencia que del»e atribuirse a la disposición 
de h ley citada en los términos del art. 14 de la ley 48. sino a una 
cuestión de hecho como es !a de salwr si dicha marca está pre- 
sentada con dibujó especial o formando combinación de letras, 
circunstancias que la sentencia apelada no las estima cumplidas 
y para apreciarlas en esta instancia extrordinaria habría que 
someterlas a comprobaciones de igual carácter. Tomo 121. jkí- 
giua 439. 

Que estas transcripciones y otras que podrían hacerse ( Fa- 
llos : tomo 124. pág. 54 y 325; tomo 100. pág. 17; tomo 105. 
pág. 3uH; tomo 122, pág. 436; tomo 123, t»ág. 1 01, 182 y 204). 
demuestran que no es el mero antecedente de discutirse la vali- 
de/ de un titulo expedido i>or autoridad nacional lo que deter- 
mina la admisión del recurso, sinó la naturaleza y carácter del 
puntn decidido ; es i>nr eso que él se ha concedido Cuando éste 
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W de derecho (i de interpretación de leyes v se ha negado cuan- 
tío es de hecho. 

Que. por último, este tribuna] en el fallo que se registra 
9 el tomü 120 rIe s » «fe* * fallos ha declarad», resolvien- 
üo una contienda de igual naturaleza y carácter que la actual, 
que no procede el recurso extraordinario de! art. 14, ley 4H. 
contra una sentencia que declara nula una patente de invección 
pasándose en la circunstancia de hecho de no presentar diferen- 
cias características de sistemas distintos los aparan objetos de 
las gentes en cuestión. Tomo 120. pág. 232 y lo mismo del* 
decirse del contenido en el tomo 125. jiág. lltf; toteo U*. pági- 
na 1 lo. 

Kn su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario. Notifiques* y devuélvanse. reponiéndose el papel 
en eí juzgado de origen. 

A. llKRMEJO. — J. FlOlEROA Al- 
CORTA. KOBKKTO RePKTTO. — 

fí. Gi jdo Lavalu:, en disidencia, 
— Antonio Sa<;arn*a, en disi- 
dencia. 



DtSrDENClA 



Rurnri* Aires, Mayo 17 de 19», 
Y \"istos : para resolver la causa seguida i«.r don Juan B. 
Coltolla contra Juan Mamen, y otros por iWUtpadón d« patente 
de invención, etc., y 



Considerando : 



¿ * 3 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Kn cuantr> .1 la procedencia del recurso extraordinario : que 
el actor Juan li. L'nltella. titular de la latente de invención nú- 
mero 18.495, |>ara la f alineación de fósforos, Iwneficiario exclu- 
sivo, jxir lo tanto, de los procedimientos i mi u -¿tríales a que dicha 
patente se refiere, querella a Juan Maulero y otros por usur(a- 
eión de la misma en virtud del derecho que le acuerda la ley na- 
cí, mal H* flt, art. I". 

Que en el proceso, la parte querellada opuso la defensa fun- 
(lamenta! de nulidad e invalidez de la |iatente de invención nú- 
mero 18.495 en que el querellante funda su acción porque ella 
consagra "un procedimiento y nn un nuevo producto industrial 
ni una nueva aplicación de medios conocidos (ara la intención 
de un nuevo producto o un nuevo resultado." 

Oue la sentencia recurrida, confirmando la de primera ins- 
tancia en ¡o principal, rechaza la querella por usur] ación y de- 
clara nula )a (atente número 18,495, privando. |>or lo tanto a 
Coltella del titulo y derechos que dicha (atente y la ley X* 111 
le confieren. 

<¿uc. en tales condiciones, es indudable (pie ha sitio contro- 
vertida la inteligencia, el sentido, ei alcance y límites de la ley 
nacional de (aientes de invención, interpretándola el actor con el 
acuerdo de la oficina nacional res(íectiva. como que aunara, en 
su art. 3 V , sus procedimientos de aumentar la combustibilidad de 
los fósforos que fabrica, |xir un laño de refuerzo de la capa de 
eMearína. parafina, etc., mediante un bastidor o dispositivo aná- 
logu al qne antes se enqileala jara proveer de mixto; y a su vez 
los querellados y los jueces de amias instancias, conceptúan que 
el citado articulo ,í" ampara "la nueva aplicación de medios cono- 
cidos", pero no el empleo nuevo de esos medios y el resultado 
del juicio es contrario a la validez del título, derecho y privilegio 
invocados |ntr el actor fundado en la cláusula del articulo men- 
c ¡miado, materia del litigio, tal como lo (>recepiúa el inciso 3 V 
del art. 14 de la ley $¡» 48 y la jurisprudencia invariable de esta 
Corte, Fallos: tomo 3?, pág. §6; tomo 7í>. pág. 399; tomo 91, pá- 
gina 138;. ionio <tf>. pág. 420 ; tomo 1 1*>. pág. 423. 
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Que esta Corte Suprema en los fallos registrados en los to- 
mos 11C>, pág. 30; tomo m. pág. 175 y otros ha declarado "que 
desconocidos por sennneia la eficacia de los títulos otorgados 
a Iim querellados por el Comisario General de Patentes <le Inven- 
ción y Marcas de Kahrica. Agricultura v de Comercio, que dios 
invocan cu su defensa, procede el recurso extraordinario a que se 
refieren los arts. 22 del Código de Procedimientos en lo criminal 
y 6» de la ley 4055. 

Que la circunstancia de que la jétente de invención proteja 
tos derechos de los querellantes no puede ser causa para variar 
la doctrina de los fallos citados, desde que en aml>os casos se 
trata de desconocimiento de un titulo otorgado por „„a autoridad 
nacional. 

Que a mayor abundamiento puede agregarse que aún cuan- 
do en la querella no haya sido expresamente invada la protec- 
ción del art. 3» de la ley de patentes, respecto del invento que se 
atribuye al querellante, o s„ antecesor, ello no e s óbice IJa ra con- 
siderar que está virmalmente controvertida su interpretación en 
el debate de autos, ya que de ella de,»ende la justicia o injusticia 
de la sentencia en recurso bajo el punto de vista del recurso 
extraordinario. 

Por otra jiarte, liasta la invocación de los derechos que acuer- 
da la [.atente exhibida por el querellante rxira considerar que di- 
cita invocación t x>ne en tela de juicio el art. 3° citado, que en el 
sub htc ha sido interpretado contra los derechos que este proteje 
según el querellante. 1 ' ' 

Por ello, oído el señor Procurador General se declara »ro- 
cedente el recurso. 

R. Gt iuo Layalle. — Antonio Sa- 

CAKNA, 
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Provincia de San Luis contra doña Dolores Cluupuza de Grosi 
Ltu huta Qitiroya de Citares c hijos menores, sobre rch n 
dicaeián. 

Sumario : Iavü litigantes pueden pedir la' declaratoria de caduci- 
dad ixir vía de acción o de excepción, antes de consentir 
en ningún trámite del procedimiento, \p que indica que pro- 
Céáe si*r opuesta aún antes de iridiado el pleito ixir demanda 
y contestación, * 

Caso: Lo explica el siguiente; 
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Dueña* Aires, Mayo 20 de 192*>. 

Y Vistos: 

Él incidente sobre caducidad de la instancia, promovido ]x>r 
la señora Lucinda Quiroga de Oía ves, en el juicio que sobre 
reivindicación le ha iniciado la Provincia de San Luis. 

Y Considerando: 

Que a los términos del art. de la ley X v 4550 de 9 de 
Junio de 1905. los litigantes pueden jicdir la declaratoria de ca- 
ducidad, i*>r via de acción o de excepción, antes de consentir en 
ningún trámite del procedimiento, lo que indica que procede ser 
opuesta aún antes de tratado el pleito por demanda y contesta- 
ción. 

(Jue esta interpretación se infiere igualmente de la discu- 
sión de la ley. Diario de Sesiones, Diputados, 1904, I, pág. 219. 

Qjje desde la notificación de fojas 7 vuelta motivada por la 
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|ietieión de íojas 6 destinado a activar el procedimiento, ha trans- 
currido un tiempo mayor del que establece la ley citada en su 
artículo 1*. 

Por estos fundamentos se declara obrada ta caducidad de 
la instancia, siendo las costas a cargo de la actora. Xotifíquese y 
rcj>óngase el |>a|)el, 

A. Ukrmejo, — J. Kigieroa Al- 
corta, — KOBKKTO RePKTTO. — 
Ji. Grioo Lavallk. — Antonio 
Saga k xa. 



Unía expedida por Su Santidad Pió XI, instituyendo obispo ti- 
tular de fíurea y auxiliar del olñspado de Corrientes, al 
presbítero don Dionisio Tibitetti. 

Sumario : Con las reservas que emanan de la Constitución y de 
las leyes dictadas con arreglo a ella sobre el Patronato Na- 
cional, debe concederse el pase a la bula jwnttficia que, sí 
bien faculta a un obispo titular de una iglesia extranjera 
(obispus in partibus) para que pueda auxiliar al obispo de 
Corrientes, celebrando los nonti f ícales y ejerciendo los oficios 
pastorales en esta diócesis como auxiliar de dicho diocesa- 
no, previene que no podrá ejercer estos actos sin el consenti- 
miento del mismo, cuyas atribuciones son ejercidas con suje- 
ción al Patronato y en virtud del juramento prestado res- 
jiecto a su observancia. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADO! GENERAL 

Bucnus Aires, Mayo 21 de 1929. 

Suprema Corte: 

El Poder Ejecutivo de la República remite a esta Corte Su- 
prima ta luda expedida j>or Su Santidad Pío IX, en la c|tie este 
instituye obispo titular de Burea, sufragánea del arzobispo 
de Nicópolis y auxiliar del obispo de Corrientes, al sacerdote de 
la diócesis del Paraná. Dionisio Tioiletti, solicitándose de V. E. 
preste el acuerdo exigido jwir e! inciso 9* del art. STi de la Cons- 
titución Nacional, al Poder Ejecutivo para que conceda eí pase 
a la luda referida. 

Teniendo en cuenta que en dicha designación el Sumo Pon- 
ti fice no atribuye al nombrado jurisdicción alguna en nuestro 
(«lis. sino que lo faculta para recibirla del obispo de Corrien- 
tes, quien ejerce sus funciones con sujeción a las prerrogativas 
deJ "patronato y en virtud del juramento constitucimial prestado 
(S. C. 136: 218}, soy de opinión que la Corte Suprema puede 
prestar el acuerdo que se solicita, con las reservas que emanan 
de la Constitución y de las leyes dictadas con arreglo a ella, sobre 
patronato nacional. 

Horacio R. Lam ia, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo 22 de 1929, 

De confiirmidad con lo dictaminado j>or el señor Procurador 
General y lo resuelto en casos análogos, Fallos : tomo 150, pági- 
na 301 y los allí citados, la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción presta su acuerdo |>ara que el presidente de Ja Nación Ar- 
gentina. conceda el |>ase a la bula expedida por Su Santidad Pió 
>íl, instituyendo obispo titular ele Ettrea y auxiliar del obispo de 
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la <Ws,s de Corrientes, aJ patero I)io llis ¡ Tibik-tti. con las 
reservas emanadas de la Constitución y la, leyes dictada con 
arreglo a ella sobre el patrocinio nacional. Devuélvase, en con- 

ZnT e r taS aatiaCl °" eS * Poder E ^ llti ™ ™« d —es- 
fundiente oficio. 

A. Bermejo. — J. Ficueroa Al- 
corta. — R. Girino La valle. — 
Antonio Sacar na. 



Don Emilw B. Camussi contra doi, Antonio Gav, sobre redi- 
ción de pago. 

Snnuirio : t« Procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 48, 
contra una resolución denegatoria del derecho fundado por 
el fiscal de cámara en b dispuesto en el art 14 de la lev 
numero 11.290. 

2> Ka es aplicable lo dispuesto por el art. 14 de la Icy 
11.290 a un contrato de locación que por la situación de la 
propiedad objeto de él debe cumplirse y tener efecto den- 
tro de la provincia en que se tramita el respectivo juicio y no 
en ajena jurisdicción. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



Señor Juez : 



VISTA fISCAL 

Rfjsarin, Marzu 27 de Í92S. 



• De acuerdo con lo resuelto por la Exma. Cámara de esta c 
dad, en la causa "Arambiini Hnos. v. López y Recaldc D. S." y 
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a la aplicación de esa jurisprudencia a otros casos análogos. (Ma- 
rull v. Yiernello Bedoya), U. S, del* di»i»oiier que el contrato 
presentado, sea repuesto ante la jurisdicción provincial, dentro 
del plazo que se fije. 

Sanios J. Satcone. 



AfTO DEL JUEZ FEDERAL 

Rosario, Marzo ¿8 de 1928. 

De conformidad al precedente dictamen remítase el contrato 
de fs. 22 a la receptoría de rentas provinciales, para cpie sea 
repuesto por quien corresponda en el término de cuarenta y ocho 
horas. Repóngase. 

Alvares. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Rosario, Junio ¿0 de \ ( >¿H 

Vistos en el acuerdo los autos Camussi Emilio B. contra 
Antonio Gay sobre repetición de pago (exp. N* \27\2&y. 

Atento lo resuelto en el cas*» de Aramburo Hnos. contra 
Cristóltíi] López y otro (Fallo W 6068), se confirma con costas 
el auto apelado de fs. 3». Xotifiquese y devuélvase al inferior, 
donde se retendrán los sellos. — Carlos M. Avila. — Luis V. 
Gótisálcs, — Benigno T. Martínez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Dueños Aires, Mayo 27 de 1929. 

Autos y Vistos ; 
Considerando : 

Que siendo la resolución de fs. (i) contraria al derecho fun- 
dado por el señor Kiscal de Cámara en lo dispuesto |>or el art. 14 
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Je ta ley 1 1 .290. el recurso extraordinario deducido es proceden- 
te de conformidad con lo establecido pof el art. 14, inc. 3* de la 
ley 48, la jurisprudencia de esta curte interpretándolo y lo acon- 
sejado por el señor Procurador General. 

Por ello así se declara. 

Y considerando en cnanto a la cuestión federal por ser in- 
necesaria mayor substanciación: 

Que tanto el señor Juez de Secciótí como la Cámara Federal 
del Rosario lian resuelto nue el contrato de locación extendido en 
jwpel simple y corriente a f s. 22 de estos autos, debe ser repuesto 
con valores provinciales, pues le es aplicable el art. 51, inc. 1* de 
la ley X v 11. 290, que ordena "que los documentos o actuaciones 
judiciales presentados ante los tribunales federales, sean acepta- 
dos y tramitados sin exigirse reposición de sellos si estuvieen 
extendido en los sellos provinciales corresixmdientes/ En conse- 
cuencia, el pronunciamiento ordena la reposición previa de acuer- 
do, con las disposiciones de ta ley provincial y con sellos de este 
origen a cuyo efecto libra el correspondiente oficio a la Recepto- 
ría de! Estado. 

tjue el señor Fiscal de Cámara en su vista de fs. 48 ha sos- 
tenido, en cambio que debe ordenarse la reposición correspondien- 
te al contrato y la multa consiguiente con arreglo al art. 14 de 
la ley 1 1 .290. es decir, en pajiel sellado nacional. 

Que esta última disposición se halla concebida en los térmi- 
nos siguientes: "serán sellados de conformidad con las di*|K>sie¡o- 
nes de esta ley los actos, contratos, documentos y obligaciones 
otorgado en la provincia que deban cumplirse, negociarse, ins- 
cribirse, ejecutarse o tener efecto en jurisdicción federal." 

Que entretanto, el examen del documento de fs. 22 certifi- 
ca que este se refiere a un contrato de locación que |x>r la situa- 
ción de la propiedad objeto de él, debe cumplirse y tener efecto 
dentro de ta provincia de Santa Fe y no en ajena jurisdicción co- 
mo seria necesario para que el art. 14 de la ley N 290 fuera de 
aplicación al caso. 
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En su mérito oído el señor Procurador General se confirma 
la resolución altada en la toarte que ha sido materia del recurso. 
Notifique* y devuélvase, reuniéndose el pa|>el en el juzgado 
de origen. 

J. Fk;l t eroa Alcorta. — Roberto 
repetto. — r. gl'ido i. avalle. 
— Antonio Sacarxa. 



Doh Pablo M asure (su sucesión ) ; diHtjcnciamietito de exhorto. 

Sumario: If No |Hiede argüirse falta de autenticidad en un ofi- 
cio telegráfico en el que se halla la transcripción en despa- 
cho oficial, de tos autos correspondientes, firma del juez ex- 
hortante, sello del juzgado y atestación del secretario, for- 
malidad esta última que ini)iorta la legalización de escrilia- 
110, que prescrilie jiara los exhortos telegráficos el artículo 
46 de la ley nacional de telégrafos \' v 750 ||¿ 

2>. I -as causas que se encuentran en instancia de ape- 
lación no son avocantes por el juicio universal de sucesión. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rúenos Aires. Mayo 8 de 

Suprema Corte : 

Entre el juez de 1* instancia en lo Civil de la Capital de la 
Nación v la Cámara de Ablación en lo Civil y Comercial de San- 
tiago del listero, se hu traliado cuestión respecto ai diligencia- 
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miento de uti exhorto telgráfico dirigido por el primero a la 
segunda, en la sucesión de don Pablo Maniré. 

La Cámara Provincial (fs. 32) se niega a dar trámite a di- 
cho exhorto fundándose en la inexistencia de la legalización de 
escribano que establece el art. 46 de la ley N v 750 1 [2 sobre te- 
légrafos nacionales. 

Correspinde a V, E. decidir el conflicto t rallado, atento lo 
dispuesto en el art. 9 de la ley N* 4055. 

En cuanto al fondo del asunto, entiendo que el exhorto te- 
legráfico de f s. 26 a 28 contiene la legalización exigida en i ' 
referido articulo 46, toda vez que d original lleva la firma del 
secretario actuario, que legaliza la del juez (arts. 73 y 163, inciso 
2> de la ley de organización de los tribunales de 1% Capital de 
la Nación y 29 del Código de Procedimientos) y queda archiva- 
do en la oficina telegráfica, que expide el despacho. 

Soy, pues, de opinión que V. E. debe declarar que en el 
exhorto de referencia se han llenado tas formalidades legales 
para su diligenciamiento. 

Horacio R, Larrcta, 

¿ ..... 



FALLO DB LA COSTE S1TFUMA 

Buenos Aires. Mayo 27 de 1929. 

Autos y Vistos : 
Considerando: 

Que se trata en el caso de un conflicto entre jueces de dis- 
tinta jurisdicción respecto a las formalidades de un exhorto li- 
brado por uno de ellos, y en consecuencia procede la intervención 
de esta corte, de acuerdo con los móviles y el alcance atribuidos 
en reiterados casos análogos al art. 9 de la ley 4055. 

Que expedido el exhorto en trámite por vía telegráfica en 
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r;v.ón de circunstanciar* considerada» de urgencia, el tribunal ex- 
hortadw ha resuelto no dar curso a la requisitoria por estimar 
míe no se lian llenado la» formalidades de autenticidad que pre- 
ceptúa ía ley nacional de telégrafos K" 750 I j >. . 

Que tales reparos son de todo punto injustificados porque 
se apartan de K>s hechos y de la .apreciación legitima de los mis- 
mos. Xo puede, en efecto, argüirse falta de autenticación a un 
oficio como el de fs, 16, reiterado a fs. 28 en el que aparecen 
cumplidas todas las exigencias legales y reglamentarias estable- 
cidas pira la procedencia fie las requisitorias de la especie snh lih\ 
estn és¡, transcripción en desecho oficial de los autos corres|x lu- 
dientes, firma del juez exhortante, sello del J u/gado y atesta- 
ción del actuario, formalidad esta última que httpúrta la "legali- 
zación de escriliann" que prescril>c (tara los exhortos telegráfi- 
cos el an. 46 de la citada ley nacional de telégrafos. ( Fallos, 
tomo 14»J. pág. 207 y los allí citados). 

< Jue iiu obstante las conclusiones precedentes y de acuerdo 
con las cuales no habría debido negarse el diligetteiamiento del 
oficio preeatorio aludido, la improcedencia de éste se determina 
en el caso por otros fundamentos ipie no se relacionan con la 
forma instrumental, sino om el estado de la causa que se trata 
de acumular al juicio sucesorio. De autos resulla, en efecto, que 
el juicio seguido contra el causante de la sucesión está en grado 
tle a|>elación ante el tribunal respectivo, y en tales condiciones, 
atento la interpretación y alcance atribuido |Kir esta Curte al 
art. 703 del Código de Procedimientos de la Capital .aplicable al 
raso, el juicio universal de sucesión no avoca otras demandas 
contra ésta o su causante que las (tendientes en primera instan- 
cia, o en otros término* las causas que se cnatentran en instancia 
aé apelación, no son avoeables por el juicio universal de suce- 
sión. Fallos, tomo 37, pág. 31S; tomo 14 4 J. pág. .138 y los allí 
citados) - 

En su mérito, y oído el señor Procurador General, se decla- 
ra que el id icio telegráfico de que instruyen estas actuaciones. 
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aunque librado cu df hiela forma, es improcedente, y en conse- 
cuencia el trihuua) exhortado no está obligado a fiarle cumpli- 
miento, A sus efectos devuélvanse tos autos al juez de la ta] ri- 
ta! y avísese al triluinal de Santiago del listero en la forma de 
estilo con traiiscri|x:ión de la tíreseme resolución. Repóngase el 
ya\K x \. 

J. FlOl KKOA ALCOKTA. — KOBtkTO 

Kkpktto. — R. Gunx> Lavalle, 
— Antonio SaiíARNA. 



Don Eugenio Xeirotti contra (ton Juan Eekerdt, sobre ejecución 
de prenda agraria. Contienda de competencia. 

Sumario: Siendo las parles en un jukio sobre ejecución de pren- 
da agraria mi ciudadano argentino y un extranjero, surte 
el fuero federal por expresas disposiciones constitucionales 
y legales (Constitución, artículos 100 y 101: ley 48. art. 2*. 
inciso 2?¡ y esa jurisdicción excluye al fuero común, ejer- 
citándose con la amplitud de facultades que le son inhe- 
rentes. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTA ME SI nEI. SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

líuvims Aires, Majo 3 <lc V)2L 

Suprema Corte : 

lia quedado acreditado en esta causa seguida por Eugenio 
Xeirotti contra Juan Eckerdt, sobre ejecución de prenda agraria, 
la distinta nacionalidad de las partes : argentino el actor, extran- 
jero el demandado. 
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Ij jurisdicción federal en la que este último se lia ampara- 
tln para el conocimiento de la causa es, pues. Ja que corresponde, 
atento lo dispuesto en el arL 2?. inciso 2» de la ley 4H. 

No puede «listar a esta conclusión la circunstancia de lía- 
terse convenido en el contrato, como lugar del pago, uno donde 
el juzgado federal no tiene su asiento, toda vez que dicho lugar 
está comprendido dentro de la jurisdicción territorial de! mismo 
juzgado. 

Soy, por ello, de opinión que !a presente contienda trabada 
uitre t4 juez federal de Concepción del Uruguay y el de primera 
instancia en ¡o civil y comercial de Gualeguaychú, delie ser diri- 
mida en favor de la com¡jetencia del juez federal 

Horüih A\ Lam'ta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Mayo 27 de 1929. 

Autos y Vistas : Los de contienda de competencia por inhi- 
bitoria trabada entre un Juez ai lo Civil y Comercia] de Guale- 
guaychú, Provincia de Kntre Ríos, el Juez Federal de Concep- 
ción del Uruguay de la misma provincia, para entender en el 
juicio por ejecución de prenda agraria seguido por don Kugcnio 
Ncurotti contra don Juan Eckerdt, 

Y Considerando: ■ 

Que el conflicto jurisdiccional planteado en el caso proviene 
de que el juez provincial deriva su competencia del hecho de 
ser él el juez del lugar en que se ha convenido por las parles el 
cumplimiento del contrato, y además, le conqjete el conocimien- 
to de la causa porque la ley de prenda agraria X* 9644 establece 
que la acción ejecutiva de que se trata se promoverá ante el juez 
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de Comercio de la jurisdicción correspondiente at lugar conve- 
nido ]«ra el jago; y a su vez el juez federal declara su compe- 
tencia ]>or tratarse de un juicio en que son partes un ciudadano 
argentino y un extranjero y éste último reclama como demanda- 
do el privilegio de su fuero. 

Que contemplada conjunta o aisladamente la situación legal 
de cada uno de los jueces en contienda, se observa que los fun- 
damentos de ta competencia por razón de la materia les son 
igualmente aplicables en el cas*) a uno y otro, toda vez que tanto 
el juez, provincial como el nacional tienen jurisdicción sobre el 
lugar del cumplimiento del contrato y a ambos les confíete el 
fuero comercial que establece la ley de prenda agraria invocada ; 
pero no concurren las mismas circunstancias coíncidentes si, co- 
mo en el sub judfce, a los factores expresados se agrega el que 
determina la competencia por razón de las personas, pues en tal 
caso es evidente que siendo partes en el juicio un ciudadano ar- 
gentino y un extranjero, surte el fuero federal por expresas dis- 
posiciones constitucionales y legales (Constitución, arts. 100 y 
101 ; ley N v 4*. art. 2, inc. 2>) y esa jurisdicción excluye al fue- 
ro común, ejercitándose con la amplitud de facultades que le son 
inherentes. 

Que no son óbice a la conclusión precedente las dis|»osicio- 
ues fie la ley de prenda agraria relativas a la rápida sulwtanciacióu 
del juicio y a la improcedencia de toda otra excepción que no 
sea la de pago, pues es de elemental consideración que los juicios 
han de intentarse ante juez competente, y que argüida su juris- 
dicción, es forzoso deslindarla y definirla por los procedimien- 
tos legalmente establecidos para evitar las nulidades que ema- 
nan de una decisión dictada sin potestad jurisdiccional Hu el 
caso de autos Ira ixxlido, pues, intentarse la cxceix-jón opuesta, 
sin que el ejercicio del derecho del demandado a acogerse a su 
fuero reste prestigio y efectividad a la institución creada por la 
ley de referencia. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo dictaminado 
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por e¡ señor Procurador (ieneral. se declara que el conocimiento 
de esta causa compete al Juez Federal de Coneeijctón del Cru- 
guay, a quien en consecuencia se remitirán los autos, avisándose 
al juez de Gualeguaychú en la forma de estilo. Repóngase el 

papel. 

J. Ficukroa Alcorta. — Roberto 
RfcPETTO. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 



Señores Marconciti, Hiujlioue y Cía. contra la St umapalidad de 
Santa Fe. Jmcin conUnctoso admitUsIratiro. 

Sumario: I* Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 
48. contra una resolución de carácter definitivo pronuncia- 
da en un juicio contencioso administrativo en contra de un 
derecho sustentado en cláusulas de la Constitución Xacio- 
nal y de una ley riel Congreso, 

2* Dentro de nuestras instituciones no es indispensable 
la intervención de las legislaturas provinciales para que el 
Congreso ejerza el derecho de legislación exclusiva sobre lu- 
gares adquiridos |xir compra o cesión, en cualquiera de las 
provincias, para el establecimiento de fortalezas, arsenales, 
almacenes u otros establecimientos de utilidad general. 

3. Dominio y jurisdicción no son conceptos equivalen- 
tes ni correlativos y que pueden existir uno sin la otra; así 
la jurisdicción sobre las playas y rílteras que no importa el 
dominio nacional -obre ellas, así la que se ejerce sobre es- 
ta blecimientos nacionales ubicados en inmuebles no adqui- 
rido* y así el dominio privado del estado general en bienes 
situados en las provincias y sobre los cuales no ha fundado 
obras o establecimientos de utilidad nacional : en estos hay 
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dominio y no jurisdicción. !.n jurisdicción nace del destino 
de orden nacional que se da a los terrenos obtenidos por 
compra o cesión. 

4<> l)e la ley de concesión del puerto de Santa Fé, nú- 
mero 4269, se desprende que el puerto de Santa. Fé no es 
un puerto nacional, en el sentido de su completa dependen- 
cia del gobierno federal ; de modo que la jurisdicción eme 
iwra éste lia ¡>odido reservarse y se reserva en aquella ley 
{art. 10), no es la jurisdicción exclusiva para legislar so- 
bre todo el territorio de la zona del puerto, sino la corres- 
pondiente a la nación en cualquier puerto habilitado, relati- 
va a los servicios del comercio y la navegación (art. 67, in- 
ciso 9* y 12 de la Constitución) y la que determinan las le- 
yes de jurisdicción y comi>etcneia de los tribunales federales. 

5" £1 impuesto municipal de la ciudad de Santa Fé que 
grava con cincuenta centavos cada mil kilos a la introduc- 
ción de leña de cualquier procedencia y de tasas, en general, 
no son repugnantes a la Constitución Nacional confrontán- 
dolos con los arts, 10, U y 67, inciso 27 de la misma. 

Cttso : Lo explica el siguiente : 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo 29 de 1929. 
Y Vistos : Esta causa de la que resulta : 

Que en el mes de Septiembre de 1921 don Natalio Bossi se 
presentó a la Municipalidad de Santa Fé denunciando que los 
señores Marcnm-tti lioglintie y Cía., propietario*- de un molino 
situado en la zona del puerto de Santa Fé, habían introducido le- 
ña |Kira su consumo sin alionar el impuesto municipal, de cin- 
cuenta centavos por tonelada que prescribe et art. 23 de la orde- 
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nanza N v 1928 y que, por tanto, solicitaba se les aplique ta multa 
correspondiente según el art. 27 de la misma. Que el intendente, 
requeridos los informes del caso, resolvió que los denunciados 
debían satisfacer los impuestos respectivos por concepto de leña 
introducida, como también por tasa general, con multa. Inter- 
puesta revocan tria de ese pronunciamiento fué denegada ésta con 
fecha 28 fie Agosto de 1923, intentándose, en consecuencia, el 
recurso contencioso administrativo, que ha originado este litigio. 

Que jKira fundar aquel recurso los señores Marconetti, Bo- 
glione y Cia., alegaron, ante todo, que el Molino Puerto de Santa 
Fe de su propiedad, está en ta zona portuaria donde la municipa- 
lidad carece de jurisdicción, pues es salado, dicen, que los terre- 
nos en que se encuentra instalado el molino pertenece al gobier- 
no de la Nación y que éste autorizó su ocupación gratuita, sin 
perjuicio de su jurisdicción, lo que importa reservarse el dere- 
cho tte legislación exclusiva a que se refieren los arts. 67, inciso 
-■" y 27 de la Constitución, no pudiendo, por tal motivo, el mu- 
nicipio, crear coniritxuciones dentro de aquella zona portuaria. 1 

Que, por otra parte, e! impuesto que grava la introducción 
de leña viola el art. 11 de la G institución Nacional, por cnanto 
afecta a una mercadería que pasa por el municipio, en tránsito 
para el puerto, que está fuera de aquél. 

Une, en cuanto a la tasa o impuesto genera!, los recurrentes 
no gozan de los beneficios, a que ella resjjonde (higiene, barrido, 
alumbrado, etc.), y por consiguiente la ordenanza impugnada co- 
loca en identidad de situación a quien recibe el servicio y a quien 
no lo recibe, con violación del art. 16 de la ley fundamental. 

Que la municipalidad, alegó que los terrenos del puerto es- 
tán dentro del municipio de acuerdo con la ley provincial de 2 
de Octubre de 1874. sin que exista otra disposición legal que los 
excluya. Que la jurisdicción nacional no impide la municipal, 
pues ambas se ejercen en el orden correspondiente, no siendo 
aplicable la disposición constitucional invocada, por el actor. Que 
el impuesto a la leña no es un impuesto al tránsito sino al con- 
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sumo y por tanto no hay violación alguna del art. 1 1. también 
citado, siendo la tasa o impuesto general el gravamen que delien 
{os propietarios de inmuebles, comerciantes e industriales, por 
tos servicios que recilwn de la conmna. 

Que agotado el procedimiento vigente en la provincia, el 
tribunal respectivo dictó sentencia definitiva, de fs, 96 a 131. de- 
sestimando |K>r no proceder en derecho el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por los actores contra la resolución 
del intendente municipal de Santa Fe, que los declara obligados 
al pago de I<ís derechos, impuestos y tasas de que se trata en 
autos. ~~ 1 

Que a fs. 134, la parte vencida interpuso recurso extraordi- 
nario, con fundamento en el art. 14 de la ley 48, el que fué con- 
cedido a fs. 140, 

Y Considerando: 

Que es indudable la procedencia del recurso extraordinario 
atento al carácter definitivo del fallo a|>e1ado, a la materia de su 
consideración que ha sido sintéticamente expresada, y al fondo 
del pronunciamiento, contrario al derecho sustentado en cláusu- 
las de la Constitución Nacional y de una ley del Congreso, No 
es óbice a esta conclusión el hecho de tratarse, en el sttb ¡tic, de 
resolución recaída en juicio contencioso administrativo, pues esta 
circunstancia no despoja al pronunciamiento ajwlado de aquel ca- 
rácter, ni impide que en él pueda haberse desconixrido alguna 
de las garantías fundamentales de orden federal, que el recurso 
extraordinario se propune salvaguardar con las disposiciones 
de los tres incisos del artículo 14 de la ley 48 citada. Fallos, to- 
mo 114. página 350. 

Que entrando al fondo del asunto, es necesario en primer 
lugar determinar, a la luz que arrojan los antecedentes de autos, 
cual es la situación legal del puerto de Santa Fe, teniendo en 
cuenta para ello la ley nacional de concesión y el contrato res¡jec- 
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tivn, examinados ha jn el punto de vista de la Constitución Nacio- 
nal, el derecho provincial y la jurisprudencia («rímente. Si tle es- 
te estudio -se arribara a la conclusión de que el puerto de Santa 
l-e es nacional y con zona fHirtnaria enclavada en terrenos s<jhre 
los cuales ejercita actualmente su dominio la nación, la aplicación 
del art. 67. inciso 27, invocado por el apelante, serán de estricta 
justicia, en virtud de su propio texto, del cual se desprende sin 
duda (|iie, a diferencia de lo que ocurre en Estados Unidns, dentro 
de nuestras instituciones no es indisjtensalile ta intervención de 
las legislaturas provinciales i»ara que el Congreso ejerza el dere- 
cha de legislación exclusiva sobre los lugares adquiridos |>or com- 
pra o cesión, en cualquiera de tas provincias, para et estableci- 
miento de fortalezas, arsenales, almacenes u otros establecimien- 
tos de utilidad nacional, pues cuando la Constitución ha querido 
que las legislaturas den su consentimiento |Kira la cesión de terri- 
torios, lo lia dicho expresamente, como se consigna en los ar- 
tículos .1 y 1.1 (Constitución K, L\, art. 1\ sección K>. Articulo 
67, inciso 27, Constitución Nacional. 

V bueno es inculcar, en esta ocasión sobre principios ya es- 
tablecidos |Hir esta Suprema Corte, en el sentido expuesto, i«ara 
afirmar su jurisprudencia, ya que en el caso lia sido debatida la 
materia. 

I-i disposición del art. 67, inciso 27, aludido, es lógica, con 
el sistema de la carta fundamenta! que ha proveído al gobierno 
de la Nación de las facultades indispensables para hacer efectiva 
su autoridad, en todo el territorio ríe la República donde débe 
ejercerla, en virtud de la Constitución. De ahí la implantación de 
la justicia federal, las atribuciones generales del Congreso, art. 
O", inc. lo y otros, las prerrogativas del Presidente de la Repú- 
blica como comandante en jefe de las fuerzas de mar y tierra 
para distribuir las tropas en cualquier punto de] pais, etc.. etc. 
Si el Congreso o el P* E. hubiese de esperar el consentimiento de 
las. legislaturas provinciales juira el ejercicio de tales facultades 
y las ipie de ellas se derivan, lmhiér:isc creado una intervención ex- 
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mma y destructora de aquéllos, y Lt Nación acrecería sulmrdi- 
nada a las provincias |«ira desenvolver sus planes generales <le 
oliras públicas, canales, ferrocarriles, arsenales, campos ríe ma- 
niobras, tuda vez que para ello es necesario la adquisición del 
dominio de inmuebles» Se ha dicho que la facultad del Congreso 
fiara legislar exclusivamente sobre bienes raices adquiridos en el 
territorio de las provincias para el establecimiento de obras o ins- 
tituciones de carácter nacional, importa up serio fieligro jiara la 
autonomía de los listados, amenazados jn>r un jxjsible acapara- 
miento sin fiscalización, de su propiedad pública o privada. En 
primer lugar puede observarse a tal objeción que los temblado- 
res del Congreso preceden de todas las provincias y es absurdo 
siqxmer en ellos un propósito tan desleal, encubierto por un afán 
de progreso general. tW lo demás, fácilmente se jiercihe que 
la facultad a que se refiere el inciso 27 de que se trata, se relacio- 
na con la compra o cestón de terrenos indispensables fiara cons- 
trucción de obras y por tanto de extensión limitada a las mis- 
mas. Eu segundo lugar, puede aducirse, que mayor peligro en- 
trañaría, por ese concedo, la facultad de expropiar, según ley del 
Congreso, para lo cual no se precisa conformidad de las legisla- 
turas locales* derecho amplio «pie no se ha discutido. I'or lo demás, 
ta facultad de legislar exclusivamente que se estudia, no signi- 
fica la de hacerlo resalo de todos los inmuebles adquiridos ]>or 
el Gobierno nacional, sino solo de aquello destinados a objetos 
de bien general, de manera que dominio y jurisdicción no son 
conceptos equivalentes ni correlativos, pues bien pueden existir 
uno sin ta otra o vice- versa. Así la jurisdicción sobre las playas 
y riberas, que no importa el dominio nacional sobre ellas, así la 
epte se ejerce sobre establecimientos nacionales ubicados en in- 
nuteliles no adquiridos y así el dominio privado tlel estado gene- 
ral en bienes situados en tas provincias y «obre tos cuales no lia 
fundado obras o establecimientos de utilidad nacional : en estos 
hay dominio y no jurisdicción. I-a jurisdicción nace del destino 
de orden nacional que se da a los terrenos obtenidos jxir compra 
o cesión. (Fallos; tumo 103. pág. 403; tomo 111. ]>ág. 179>. 



FALLOS DE LA COtTE SUPREMA 



(Jue con arreglo a estos principios resulta claro y no contra- 
dictorio el propéwto de nuestra Constitución : se necesita el con- 
sentimiento de las provincias, jara dis|xmer de territorios situa- 
dos en ellas con destino a desmembraciones políticas (arts. 3 y 
t-j); no se necesita, pira la conipra o cesión de aquéllos cuando 
son destinados a objetos de carácter nacional y de bien público 
general. 

(J ue en este orden de ideas, si el puerto aludido es el resulta- 
do de una concesión a la Provincia de Santa Fe. para su cofls- 
trucción y explotación durante cierto tiempo, ya no se trataría 
de un puerto nacional, es decir, de propiedad de la Xación y ]*>r 
tanto el Congreso no tendría, por ahora, la facultad de legislar 
exclusivamente dentro de la zona portuaria, reservada solamen- 
te para ejercerse sobre los lugares adquiridos por aquélla para 
fines exclusivamente nacionales. 

Oue ta ley 42b*}. autoriza al Poder Ejecutivo de la Nación 
jsira contratar con el gobierno de la Provincia de Santa Fe, por 
cuenta y tejo la dirección de éste, la construcción y explotación 
de las obras de un puerto de ultramar en la ciudad del mismo 
nombre, fojo ciertas lases y a cuyo efecto la concesionaria podra 
ocupar gratuitamente los terrenos situados sobre la ritiera del rio 
bts que. ubicados fuera tíe ella, fuesen de propiedad de la Na- 
ción, con la excejición de los que se necesitasen para instalacio- 
nes y depósitos de los f embarriles del Estado, los (pie tendrán 
libre acceso para empalmar con las vías neutrales del Puerto. 
Si no bastaran los términos de la autorización, jtara convencerse 
que ella fué otorgada para una obra provincial, las reservas for- 
muladas en la ley y a que se ha hecho referencia, serían demos- 
trativas de aquel carácter, pues de otro modo la misma nación 
no las hubiera formulado, sobre cosas de su dominio y jurisdic- 
ción |Htr ser absolutamente innecesarias, 

Qtié cotno se lia visto, fie la ley de concesión se desprende 
que el puerto de Santa Ke no es Un puerto nacional, en el senti- 
do de su completa dependencia del gobierno general, de modo 



DE JUSTICIA PE LA NACIÓN 



que la jurisdicción que para éste ha podido reservarse y se re- 
serva en aquella ley (art. 10). no es ta jurisdicción exclusiva pa- 
ra legislar sobre lodo el territorio de la zona del puerto, sino la 
correspondiente a la Nación en cualquier puerto habilitado, re- 
lativa a l«* servicios del comercio y la navegación (art. 67, in- 
cisos 9 y 12 de ta Constitución) y la que determinan las leyes 
de jurisdicción y com|>etencia de los tribunales federales. La 
facultad del Congreso para habilitar puertos solo importa el per- 
miso de cargar y descargar mercaderías y embarcar y desembar- 
car pasajeros. (Fallos: tomo 11!, pág. 179). No obsta a estas 
conclusiones el hecho de que ta ley contrato de concesión pro- 
venga del Congreso, desde que de ella misma se infiere que se 
trata de la construcción de un puerto que será administrado i»r 
el gobierno provincial durante cuarenta años. Tampoco obsta la 
circunstancia de que ta obra portuaria haya sido construida so- 
bre terrenos de propiedad de la Nación, toda vez que éstos fue- 
ron cedidos a ese fin y por aquel término a ta provincia, y no 
se alcanza como podría ser que la Nación retenga el derecho de 
legislación exclusiva sobre terrenos de que se ha desprendido, 
por un lapso de tiempo considerable para una obra provincial, 
y que solo recupera una vez cumplidos los cuarenta años de la 
ConcesjÓR, Por otra parte, como se ve |»r la resolución del go- 
bierno de Sama Fe (fs. 55). et Poder Ejecutivo provincial sos- 
tiene que la jurisdicción dentro de la zona portuaria es exclusiva 
del gobierno de la provincia, y el conflicto entre éste y ta pre- 
tensión del municipio al reiqiecto, no constituye ni jiodido consti- 
tuir la cuestión federal que esta corte debe resolver, limitada a 
la fie saUT si liajo el imperio >de la Constitución nacional y dé la 
ley de concesión citada, la municipalidad de Santa Fe ha tenido 
facultades para imponer contribuciones que afecten las propieda- 
des particulares ubicadas dentro de la zona del puerto, como el 
molino de los recurrentes. Es conveniente i»ner de relieve que la 
referida ley de concesión, no ha liberado a las propiedades par- 
ticulares de la zuna portuaria de impuestos provinciales o mu- 
nicipales. 



320 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que asimismo confirma el carácter provincial del puerto de 
Santa Fe, con las limitaciones establecidas en la ley napectrva, 
el art. 2"' de ésta al disponer que 4, la concesión no podri trans- 
ferirse ni en Unto ni en parte, sin el consentimiento del Congre- 
so*** Si el puerto fuese netamente del dominio nacional, dicha 
disjiosieión limitativa estaría fuera de lugar, desde que los bie- 
nes de la Nación no pueden ser enajenados, en caso alguno sin 
la automación legislativa. Por otra jiarte. corrobora el hecho 
de la jurisdicción provincial en la zona portuaria, a los efectos 
de la legislación impositiva, de seguridad, policía, higiene, etc.. las 
palabra* del miembro infórmame, senador Alacia, en la sesión 
correspondientes del Senado, fecha 5 de Noviembre de 100.1 que 
se transcriben : "Vo estoy conforme con que este puerto sea fis- 
cal durante -MI años, que ]»enenezca a la provincia de Santa Fé" 
( Diario de Sesiones del Senado 1903, pág. 652. Véase también 
la ley nacional sobre fijación de tarifas). 

(Jue se ha impugnado como inconstitucional el impuesta mu- 
nicipal que grava con cincuenta centavos cada mil kilos a la in- 
troducción de leña de cualquier procedencia, por ser violatorin 
del art. 11 de la Constitución Nacional, en cuanto éste prohibe 
los llamados derechos de trásito, pues en el caso de los actores, 
aquel producto sólo ha jasado jmr el municipio, para Negar al 
lugar del consumo, ya que éste se halla situado en lugar sujeto 
exclusivamente a la legislación nacional. llajo tal concepto, ya 
se ha visto, que esta apreciación es errónea y no se ajusta a los 
antecedentes fiel puerto fie Santa Fe que quedan definidos. Por 
otra parte el impuesto a la leña, de la referencia, que percibe la 
Municipalidad, no ha sido creado con miras al tránsito de la mer- 
cadería, ni afecta indirectamente a este ya que sólo puede refe- 
rirse al consumo loca! de aquel artículo, (Fallos: tomo 115, pá- 
gina 271}. 

El recurrente, dice aPfs. 154, los señores M aromen i. lioglio- 
ne y Cía., introducen ta leña de la.s provincias limítrofes, que es 
descargada en el puertn y llevada :i su molino, donde se le tm* 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



ptei directamente para las calderas del mismo", lo que implica la 
demostración «le lo anteriormente expuesto. 

Que en lo referente a la desigualdad del impuesto general 
velatorio del art. 16 de la Constitución Nacional, por cuanto los 
actores no reciben los beneficios de los servicios municipales a 
que se refiere aquel gravamen, puede observarse que tal ctrcufts- 
tancia sólo importaría, a ser cierta, una irregularidad de orden 
administrativo, jkto no juna condición de desigualdad que afecte 
principios constitucionales, ya que se trataría de diferencias de 
hecho y no de derecho. 

Que. por último, Jos antecedentes y consideraciones que se 
han expresado y los que invoca el fallo traído en apelación, de- 
muestran que los impuestos munici|eles impugnados por los re- 
currentes, no son repugnantes a la Constitución Nacional, con- 
frontándolos con los artículos 10, 11 y 67, inciso 27 de la Cons- 
titución Nacional y que la cuestión relativa a la jurisdicción 
municipal en el puerto de Santa Fe, en oposición a la provincial, 
no está sujeto a la revisión de esta corte. 

Vor estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de f s. 96, oiclo el señor Procurador General, se confirma 
aquella en cnanto ha podido ser materia del recurso extraordina- 
rio, sin costas. Notífíquese y devuélvanse al tribunal de origen, 
jirevia reposición del papel 

A. Bermejo. — J. Figleroa Al- 
corta. — KUHKMTO KePF.TTO. — 

R. Gi-ido Lavalle. — Antonio 
Sacarna. 
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X O T A S 

Con fecha tres de Maye» de mil novecientos veintinueve, la 
Corte Suprema declaró improcedente ta queja deducida por don 
Raúl T. Cabrera en los autos "Covian M. y Cía. su quielira '. 
píir no aparecer de la cx|»skri6n del recurrente, que se tratara 
de cuestión alguna de carácter federal, sino de la intert>retación 
y aplicación de preceptos de derecho común contenidos en la lev- 
de quiebras de que forma jarte integrante el Código de Comercio. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Pedro Ferreyra en autos con doña Encamación Bazán. sobre 
reivindicación de un inmueble, dado que, no habiéndose expre- 
sado al interponer la apelación para ante la Curte Suprema que 
se trataba del recurso extraordinario autorizado por el art. 14 de 
la ley 48. debía entenderse que se interjniso el ordinario, siendo 
éste improcedente por no encontrarse el caso comprendido en 
ninguna de las situaciones previstas por el art. i v de la ley nú- 
mero 4055. 



En la causa seguida p>r el Fisco Xacional contra don Fé- 
lix Ortíz de San I 'clavo, sobre expropiación de ta finca sita en la 
calle José Evaristo t'rihuru X" 828 at 850. por hallarse afecta- 
da a la construcción del Policlínica "José de San Martín", auto- 
rizado por la ley N' 6026, el juez federal fie la Capital falló el 
juicio declarando transferida dicha propiedad a favor de la Xa- 
cíón, previo pago de cincuenta y ocho mil j*esos moneda nacional 
en concepto del total indemnización, de conformidad a lo dis- 
puesto por el art. 16 de la ley 189, con las costas a cargo de la 
actora, sentencia que fué confirmada por la Cámara Federal de 
Apelación de la Capital. Elevados los autos en apelación a ía 
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Corte Suprema, el tribunal, con fecha 8 de Mayo de 1929, con- 
siderando equitativa la suma fijada en concedo de total indem- 
nización, confirmó, a su vez, la sentencia recurrida. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida [K)r don José Gatto en los autos seguidos por el Banco de 
!a Nación contra doña Juana Córdoba de Untarán, sobre cobro 
de pesos, por deducirse de la propia exposición del recurrente 
y del informe de la Cámara Federal de Ablación de la Capital, 
que se trataba de una cuestión de hecho y prueba que había sido 
decidida en la cnus't. \n>r razones de derecho común relativas a la 
situación del recurrente en el que éste invócala el derecho de 
retención y la posesión de una finca, atenta su calidad de cons- 
tructor de ta misma, decisión írrevtsibte por la Corte Suprema en 
el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48; agregándose, 
además, que al interponerse la apelación, no se habían cumplido 
los requisitos exigidos por el art. 15 de la citada ley. 



En la misma fecha se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por don Silveiro S. Páez en autos con la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre ju- 
bilación, por no aparecer de la propia exposición del recurrente, 
que se hubiera interpuesto jiara ante la Corte Sti|>renia, recurso 
alguno que le hubiese sido denegado. 



En diez del mismo se declaró improcedente la queja intc-r- 
IHiesta por los señores Salaberry y Bercetche, en liquidación, en 
autos con el Fisco Nacional, sobre cobro de pesos, por no apa- 
recer de ta exposición del propio recurrente, que se hubiera in- 
terpuesto para ante la Corte Suprema, recurso alguno que le hu- 
biese sido 
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En la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con 
lo dictaminado iior el señor Procurador General, declaró impro- 
cedente el recurso concedido por la Cámara de Apelaciones de 
la Provincia de Mendoza, en el juicio seguido por don Jesús 
Rodríguez contra el Banco Anglo Sud Americano, sobre ejecu- 
ción de prenda agraria, en razón de que la resolución recurrida 
se hahia limitado simplemente a "revocar la resolución del in- 
ferior en cuanto no bacía lugar a la ejecución del juicio ejecuti- 
vo seguido por el Banco Angio Sud Americano contra José de. 
la Luz Guerrero y Victoria Paino de la Luz Guerrero* ordenan- 
do la suspensión pedida |H>r el actor en el primer otro si de su 
escrito", lo que demuestra que no se trataba en el caso, de la sen- 
tencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, para la 
procedencia del recurso extraordinario, puesto que la medida 
dictada de carácter puramente procesal, no definía el pleito ni 
impedia su continuación. 



En la misma fecha se declaró mal concedido por la Cáma- 
ra Federad de Apelación de La Plata, el recurso deducido por el 
Ministerio Fiscal contra don Nicolás Vera, sobre nulidad de 
titulo, eu razón de que entre las condiciones impuestas por ta 
ley y reconocidas |>or la jurisprudencia para la procedencia del 
recurso extraordinario j«ra ante la Corle Suprema, se cuenta 
como indis]iensahlc la de que alguna de tas cuestiones federales 
enumeradas en el art. 14 de la ley 48, haya sido planteada en el 
pleito o sea en circunstancias tales que el tribunal local de últi- 
ma instancia. hut itera [«odido pronunciarse sobre etla. y según 
lo reconocía el propio apelante, no le había sido |>osihle ampa- 
rárselo las garantías constitucionales que a su juicio la sentencia 
vulnérala, por cuanto ésta se había dictarlo al margen de todo 
lo alegado en el litigio. 



Culi fecha trece no se hizo lugar a la qtuja deducida por 
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don José Coniglin en autos con don Xicolás Carcagno y otra so- 
hre daños y perjuicio, por no aparecer de la exposición del re- 
currente que hubiera planteado cuestión federal alguna, ni inter- 
puesto para ante la Corte Suprema ningún recurso que le hubie- 
se sido 



En la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con lo 
dictaminado por el Señor Procurador Genera!, no hizo lugar a 
la queja deucida por doña Manuela Martínez de Vaamonde y 
otros, en los autos sucesorios de don José Vaamonde, por resul- 
tar de la propia exposición de los recurrentes, que éstos no habían 
demostrado, al apelar, como lo exige el art. 15 de la ley 48, 
la relación directa e inmediata que existia entre el caso resuelto 
y la garantía federal que se decía vulnerada. 



En veinte del mismo se declaró improcedente la queja de- 
ducida |H«r don Antonio Moris Islas en autos con don Eduardo 
Mendilaharzú, sobre cobro de honorarios, por no aparecer de la 
propia exposición del recurrente, que se hubiera interpuesto pa- 
ra ante la Corle Suprema, recurso alguno que le hubiese sido 



En la causa seguida contra Juan J. Zoani. por infracción 
al art. 16 de la ley N» 4707, el señor juez federal de la Capital, 
en razón de la presentación espontánea del procesado y el corto 
lapso de tiempo transcurrido, que alcjalm la presunción de que 
éste hubiese querido eludir sus obligaciones, militares, falló la 
causa absolviéndole de culpa y cargo en la infracción imputada ; 
sentencia que fué confirmada por la Cámara Federal de Ape- 
lación de la Capital. Elevados los autos en apelación a la Corte 
Suprema, el tribunal, con fecha 29 de Mayo de 1929. declaró 
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Mi.iI concedido eí recurso, dado que la sentencia recurrida se ha- 
bía limitado a resolver la cuestión debatida, analizando puntos 
ile hecho y prueba, ajenos al recurso extraordinario, atento lo 
que dispone el art. 14 de la ley 48. 



Con fecha veintinueve no se hizo lugar a la queja deducida 
por Salvador Gutiérrez en la querella que le sigue Antonio Ta- 
berner. por calumnias. jn»r resultar de los antecedentes expues- 
tos, que la resolución motivo de la queja no revestía el carácter 
de sentencia definitiva, exigencia del art. 14, ley 48, y que sólo 
se trataba de cuestiones relativas a la procedencia o improceden- 
cia de medidas de prueba, es decir, puntos de derecho común 
extraños al recurso extraordinario de puro derecho federal. 



En la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por Nicolás Repello, en la querella que le sigue Gui- 
llermo Castellar tu por injurias, \mr resultar de los antecedentes 
expuesto, que la sentencia tnotivo de la queja no revestía el ca- 
rácter de definitiva, exigencia del art 14 de la ley N v 48, y que 
sólo se t ratafia de cuestiones relativas a la procedencia e impro- 
cedencia de medidas de prueba, es decir, puntos de derecho co- 
mún extraños al recurso extraordinario de puro derecho federal. 



Con fecha treinta y uno no se hizo lugar a la queja deuci- 
da ]x»r don Máximo Carrera en autos con doña .María Barrera 
de Gener y otros, sobre reivindicación, por no aparecer de la ex- 
posición del recurrente, que éste hubiera planteado cuestión fede- 
ral alguna, ni interpuesto para ante Ja Corte Suprema, ningún 
recurso que le hubiese sido denegado. 



Kti la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Ottorínci Lm atinó en autos con la Cía. I«i Holanda Surt 
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Americana, sobre cobro de un seguro, en razón de aparecer de 
la propia exposición del recurrente, que la sentencia arlada dic- 
tada por la justicia local de la Capital, se había limitado a decla- 
rar perímtda la instancia, interpretándose y aplicándose para clin 
preceptos contenidos en una ley de orden |>rocesal y cláusulas 
de un contrato, todo lo cual es ajeno al recurso extraordinario 
de |mro derecho federal atento lo que disponen el art. 14 de la 
ley 48 y la jurisprudencia del tribunal. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Martin Calvo en autos con don Arnaldo Massone y otro, 
j>or ajiarccer de la propia exposición del recurrente, que a la cau- 
sa se le había dado tos trámites correspondientes al de un inter- 
dicto de recobrar, no obstante tratarse de un desahucio, es de- 
cir, cuestión gobernada por la ley procesal de orden local y 
ajena por consiguiente al recurso extraordinario de puro dere- 
coh federal de acuerdo con lo que establece el art. 14 de la ley 
48, y además, porque en ctta ito a la garantía invocada que con- 
sagra el art. 18 de la Constitución Nacional, eia de observarse 
que no se había demostrado, cuál era la relación directa e in- 
mediata que guardaba dicha cláusula constitucional con las 
cuestiones debatidas en el litigio, como lo dis|*>ne el art. 15 de la 
ley 48. 



Don Hernán Almemt y otros contra Manud Triiuick y Motsés 
Avónbmg, sobre nulidad de venta y siiutiiaaótt. 

Sumario : l v El precepto legal del fuero del demandado cuando 
se deducen acciones personales, no es un principio rígido e 
inflexible. 

2> En las acciones personales procedentes de la misma 
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causa contra varios coohiigados que residen en distintos lu- 
gares, el juez competente es el del domicilio de uno de los 
demandados, que -ha prevenido en el conocimiento de la cau- 
sa. (Fallos, tomo 53, pág. 266; tomo 100. pág. 419). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes ; 



RKSOLUCIÓX m LA CÁMARA PRIMERA SALA 

Rosario, Septiembre 27 de 1928. 

Y Vistos : Los recursos de apelación y nulidad interpuestos 
por el doctor Francisco fielfer contra la resolución del inferior 
de fojas 22 y 23, 

Y Considerando: 

Que según resulta de los antecedentes expuestor por las par- 
tes, la demanda entablada por los señores Almeira y otras contra 
los señores Trilnick y Avenburg, tiende a la anulación de la 
venta de inmuebles situados en esta provincia. Que uno de los 
demandados vive y se domicilia en la Capital Federal y otro en 
esta ciudad. Que nuestra ley procesal dispone, que cuando exis- 
te más de un demandado, el juez competente para entender en 
los actos de jurisdicción contenciosa, es el del domicilio de cual- 
quiera de ellos, cuando como ocurre en el sub judice, la obliga- 
ción es indivisible o solidaria, art. 5* del CÓd. de Proced. Civil, 
ya que la nulidad que se demanda y por consiguiente la obliga- 
ción de reintegrar la propiedad a la masa de acreedores de Tril- 
iiielí, no es susceptible de cumplimiento parcial. 

Que ]ior otra parte la reparación del daño producido por 
la enajenación atacada de nula, no puede ser solicitada sino en 
el lugar en que el acto se llevó a cabo, como lo establece el art. 
U del Código citado. Por ello y fundamentos pertinentes del 
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auto apelado, se confirma éste en todas sus panes. Hágase saber 
y liajcn. — González. — Casas, — Casal. — Ante mí : A. Ma- 
ñanará. 



DICTAMEN DEL SENO* PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo I! de 1929. 

Suprema Corte: 

Ante el Juzgado en lo Civil y Comercia] de ta ciudad del 
Rosario han sido demandados Manuel Trilnick y Moisés Aven- 
hurg por Hernán AJmeira y otros, sobre nulidad de venta y 
simulación. * 

Trilnick tiene su domicilio en el Rosario y Avenbiirg en la 
Capital de la Nación. 

£1 acto jurídico que se impugna consiste en ta trasmisión 
que el primero ha hecho al segundo de los demandados, la que 
se ha otorgado en la ciudad del Rosario y se refiere a bienes ubi- 
cados dentro de la jurisdicción del juez que entiende en la causa. 

Los antecedentes preindicados son suficientes, en mi opi- 
nión, para dirimir la presente contienda de competencia que, a 
requirimiento de Avenburg, ha trabado el juez de primera ins- 
tancia en lo Civil de la Capital de la Nación con el de igual cla- 
se del Rosario, para conocer en la causa. 

Se trata, como se ve, del ejercicio de una acción personal 
entablada cernirá quienes tienen diferentes domicilios, pero que 
los une el origen de ta demanda emanada de un acto que les es 
común, sucedido en la ciudad del Rosario. 

Adoptando la doctrina de V. E., registrada en los tomos 
53, pagina 366 ; 100. pág. 419, es juez competente para conocer 
en la causa el del Rosario, porque ha prevenido en la misma y 
donde tiene su domicilio uno de los demandados, máxime en es- 
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te caso en que, dentro ele su jurisdicción, se encuentran ubica- 
dos lus inmuebles i|iie se reclaman y han tenido bufar los actos 
cuya validez de impugna, tixla vez que nn es jptoáible dividir ta 
o Jüt iiH inia de la causa. 

Soy pnr'ello de opinión que la presente contienda del*: di- 
rimirse en favor de la competencia del juez del Rosario, 

Hora? io H. Lttrrcta, 
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Jim-nos Aires, Junio 3 ele I*>29. 

Autos y Vistos: Los de contienda de competencia |»r in- 
hibitoria trabada entre un juez de 1* instancia en lo Civil de esta 
Capital y otro de lo Civil y Comercial de Rosario de Santa Fé. 
|»ara conocer en el juicio instaurado por los señores Almeira 
linos, y otros contra don Manuel Trilnick y don Moisés Aven- 
burg, sobre simulación y nulidad de venta de inmuebles, 

Y Considerando; 

Que tle las actuaciones que han dado origen el conflicto ju- 
risdiccional de «|ue se trata, resulta: que entablado ante el juez 
de Rosario el juicio jior simulación y nulidad referido, uno de 
los demandados promovió inhibitoria ante el juez de esta Ca- 
pital. |Hir tener aquí su domicilio y tratarse de una acción per- 
simal, y resuelta en tal sentido la cuestión \k>t sentencia de la 
Cámara 2* de \ [¡elaciones en lo Civil, revocatoria de la decisión 
de !• instancia, la contienda se ha trabado porque a su vez. el 
juez exhortado y la Cámara respectiva mantienen su com|>eteii- 
é¿ correspondiendo, |*>r consiguiente, decidir cuál es el juez 
compentete ]>ara entender en este juicio contra los co-demanda- 
dos <|Ue tienen distintos domicilios y contra quienes se intenta 
cun juntamente la misma acción personal. 
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Qik en las condiciones del sttb jndicc, no es admisible, des- 
de luego, t|ue deba ejercitarse la acción separadamente, contra 
los eo-deudorcs en la jurisdicción de sus respectivos domicilios. 
El precepto legal del fuero del demandado cuando se deducen 
acciones personales, no es un principio rígido e inflexible; y sí 
alguna excepción procede a su resjiecto, es la que se impone en 
situaciones como ta del caso de autos, toda vez que la aplicación 
estricta tlv la disprisición procesal aludida inq loriaría dividir la 
continencia de la causa, sin consideración a la unidad del juicio 
y al riesgo de las sentencias contradictorias que ¡jodrían recaer 
en el mismo taso. La solución ha sido, pues, determinada, como 
lo expresa el dictamen precedente, en la doctrina que consagra la 
jurisprudencia en autos análogos al presente, en los que establece 
que en las acciones persi males procedentes de la misma causa con- 
tra varios co-obligados que residen en distintos tugares, el juez 
competente es el del domicilio de uno de los demandados, que ha 
prevenido en el conocimiento de la causa. (Fallos: tomo 53, pá- 
gina 266; tomo 100, |»ág. 419), 

(Jue en el mb Uic ha prevenido el juez de Rosario, es decir, 
del domicilio del vendedor demandado, donde éste ha sido decla- 
rarlo en quiebra, que es asimismo la jurisdicción territorial de 
los bienes en litigio y el lugar de celebración del contrato de com- 
pra-venta impugando de fraudulento, esto es, donde se habría 
cometido el acto ilícito que dá base a la demanda. 

En mérito de estos antecedentes y consideraciones, y de 
acuerdo con lo dictaminado |>or pl señor Procurador General, se 
declara: que el juez competente fiara. conocer en esta causa es el 
de Rosario de Santa Fé, a quien en consecuencia se remitirán los 
autos, avísándos al juez de esta Capital en la forma de estilo. 
Repóngase el papel. 

A. Bf.kmkjo. — J. Ficikroa Al- 
corta. RoBKKTO Rf.PKTTO. 

Antonio Saiiarna. 
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Amadto Dajhiría, su extradición, a solicitud de ta embajada del 
Reino de Italia. 

Sumario: l v La pena a considerarse para establecer si el delito 
respectivo está prescripta o no. debe ser la determinada en 
su máximum por la ley que corresponde aplicar : y este prin- 
cipio es tanto más aplicable a los casos de extradición, cuan- 
to en ellos no se abre un juicio criminal, propiamente di- 
cho, sino sólo un procedimiento para justificar la identidad 
de la persona cuya remisión se solicita y el cumplimiento 
de los requisitos que, al efecto» contienen los" tratados con 
las naciones requerientes o leyes nacionales. 

i"-' La alegación de hallarse prescripta la acción penal 
o la pena debe ser formulada por la defensa y asimismo 
probada por ella oportunamente; debiendo aplicarse igual 
regla respecto a la ley de amnistía cuya existencia se alega. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Air**. Septiembre 26 de 1928. 

Y Vistos : estas actuaciones iniciadas a raíz del pedido de 
extradición del ciudadano italiano Amadeo Degloria o Arman- 
do Duranti, formulado ]>or b cmlajada de Italia, de la que 

Resulta : 

í* I -a Embalada de Italia pidió la detención provisoria de 
Amadeo Dcglurta, que residía en esta Capital usando el nombre 
de Armando Duranti, por existir en su contra orden de captura, 
excedida por el juez instructor de Genova (fs. l f 2 y 3). 



■ 
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Formalizado luego el pedido de ext /adición se acompañan 
los recaudos .que con sus traducciones respectivas corren de fs. 6 
a 13 y de fs. 19 a 35. 

Del .examen de esos recaudos se desprende que se ordena 
la captura del nombrado Amadeo Degloria, hijo de Vicente y de 
Angiola Sabino, nacido en Genova el 1» de Mayo de 1 «90 y ca- 
sado con Carmen Serví, por estar imputado de complicidad en 
hurto calificado cometido en Genova entre el 24 y 27 de Diciem- 
bre de 1924 en perjuicio del Banco Comercial de esta ciudad. El 
delito imputado está |>enado con reclusión hasta tres años, pena 
que puede aumentar hasta la mitad el juez, en los casos en que 
fuera muy importante el valor de las cosas objeto del detito o 
el perjuicio causado. 

3* l>etenido el requerido, dijo llamarse Armando Duranti. 
ser hijo de Vicente Duranti y Angela Savia, nacido en Genova 
el I* de Mayo de 1890 y estar casado con Samien Ser vi. Afir- 
ma haber llegado a esta Capital en Julio de 1924 y niega ser la 
persona cuya extradición se requiere (fs. 17 y 41 ). 

4 V K1 señor Procurador Fiscal estimando proltada la iden- 
tidad del detenido, pide se haga lugar a] pedido de extradición y 
el señor defensor considera que no debe acceder se a ese pedido 
|x>r estar prescripla la acción penal con arreglo a nuestras leyes 
penales, fojas 50, 

Considerando : 

P Que las señas particulares, filiación y fotografía que co- 
rren a fs. 22, 25, 30 y 32 pruelwn acallad amenté que el deteni- 
do es la iiersona cuya exradkríón se requiere, no habiendo éste 
justificado con ningún documento que su verdadero nombre sea 
Armando Duranti, 

2* Que la copia de la orden de captura expedida contra el 
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litos exigidos |tor el art. 12 del tratado sobre extradición cele- 
brado con Italia en 16 de Junto de 18K6. 

Que no surge del mandato de captura cuya traducción 
obra a fs. 6. que en el hedí» imputado al prevenido concurran 
tas circunstancias agravantes que autorice a elevar hasta la mi- 
tad la )íe|ia de tres años de reclusión, jxir lo que del* conside- 
rrse que el máximum de la pena a aplicar serían tres años de 
recl lición y habiéndose cometido el hecho incriminado entre el 24 
y el 27 de Diciembre de 1924. se ha operado la prescripción de 
la acción penal, imr haber transcurrido desde entonces e! plazo 
señalado para ello en el art. 62, inciso 2"' del Código Penal. 

Por estos fundamento* no se hace lugar al |>edido de extra- ■ 
ilición de Amadeo Degloria o Armando Duranti formulado por 
la ICml tajada de Italia. Xotifíqucse y consentida o ejecutoriada 
que sea. póngase en libertad al nombrado Degloria o Duranti y 
bagase salter al Ministerio de Relaciones Kxteriores y Culto |xirn 
911 comunicación a la Kmliajada de Italia. 

Mítl»»! L. Juntas. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEMORAL DE APELACIÓN 

Bueno* Aires, Marzo 6 de 1929, 
Vistos y Considerando: 

Oue la identidad del detenido con ta persona cuya extradi- 
ción se solicita, se halla comprolxida en autos con la documen- 
tación agregada, sin que aquél haya justificado con ningún docu- 
mento llamarse verdaderamente, como lo afirma, Armando 
Duranti. 

Que con los recaudos acompañados, se han llenado los requi- 
sitos exigidos por el art. 12 del tratado sobre extradición cele- 
brado con el reino de Italia el 16 de Junio de 1886. 
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Que al recurrente se le imiwta la comisión del delito de hur- 
to calificad», expresamente previsto en el art. 6, inciso 6 del 
mencionado tratado, el que da lugar a la extradición. 

Que el art. 411 del Código Penal Italiano fija el máximum 
de la pena jiara los delitos de la naturaleza del presente, en cua- 
tro años y medio, y habiéndose cometido el hecho delictuoso entre 
el 24 y el 27 de Diciembre de 1924, no ha concurrido desde esta 
última fecha liasta el presente el plazo señalado por el art. 62, 
inciso 2? de nuestro Código IVnal, para que se ¡opere la pres- 
cripción de la acción. 

Por ello y atento lo dictaminado por el señor Procurador 
Fiscal de Cámara, se revoca la resolución apelada de fs. 63. y 
en consecuencia se hace lugar al pedido de extradición de Ama- 
deo IX'giuria o Armando. Duranti, formulado por la Eml tajada 
de Italia. Devuélvanse. — Rodolfo S. Ferrrr, — Xfarcctino lís- 
atttuhi. — ¡i. A, Xasar Attrhoreiia, — José Marcó, 
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Buciws Aires, Juiihi 7 de 1929. 

Vistos estos autos sobre extradición del procesado Ama- 
deo Degloria requerida por las autoridades del reino de Italia. 

Y Considerando: 

Que la pena a considerarse para establecer si el cielito res- 
pectivo está prescripto o no, debe ser la determinada, en su má- 
ximum, por la ley que corresponde aplicar, ya que las circuns- 
tancias particulares de ta causa, en relación al presunto delin- 
cuente o a las atenuantes y agravantes del hecho motivo del pro- 
ceso, sólo pueden apreciarse por el juez sentenciador al dictar 
su pronunciamiento. Este principio es tanto más aplicable a los 
casos de extradición, cuanto en ellos no «se abre un juicio crimf- 
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nal, propiamente dicho, sino solo un procedimiento para justifi- 
car la identidad de la persuna cuya remisión se solicita y el cum- 
plimiento de los requisitos (me, al efecto, contienen los tratados 
con las naciones requirientes u las leyes nacionales. Ln conse- 
cuencia ha |>odido decir, como fo lia dicho esta Corte en faltos 
recientes. que dentro de aquel proced ¡miento no es de aplicación 
la doctrina legal míe manda estar a lo más favorahle al proce- 
sado, doctrina que def>e olwervarse solamente jwra regir el cri- 
terio de los magistrados «pie han de inqtoner las penas que co~ 
rres|nmdan: par* juzgar de la procedencia.de un pedido tic ex- 
tradición, procede el estudio de los tratados y las leyes con espí- 
ritu ampliamente auspicioso al pro|>Ósito de aquélla, tendiente 
a ¡^seguir el juzgamiento ile los criminales jx>r los tribunales 
del país en que han delinquido, projxisito de Iteneficio universal 
que \Htr tal concepto no admite otros redros que los derivados 
de la solicrania de la nación requerida y de las condiciones fun- 
damentales escritas en las leyes o en lus tratados. 

íjue *t hien es cierto que el art. S del tratado sobre la ma- 
teria celebrado cOtj Italia en 16 de Junio de lSHf» aprolmdo imr. 
ley 3035 y canjeado en Roma en 14 de Noviembre de 190% dis- 
pone que no será acordada la extradición cuando, según las le- 
yes del Estado requiriente o según las del |taís en que el reo se 
refugiare se hubiera cumplido la prescrqK-ión de la acción penal 
o de la pena, no lo es menos que tal alegación delte ser formulada 
por la defensa y asimismo probaba por ella oportunamente, toda 
ve/ que aquel Kstado o su representante cumple con el requisito 
del arr. 12, inciso 3*i remitiendo copia de las correspondientes 
di*pi liciones legales aplicables al hecho imputado que se refieren 
a la clasificación del hecho y a su penalidad. (Art. 13 del Códi- 
go Civil, su doctrina). 

Que, a igual conclusión se llega respecto a la ley de amnistía 
cuya existencia alega la defensa y cuya agregación no fué solici- 
tada en el periodo de pruelia abierto \*tr el juzgado a fs. 36 vta. 

<Jue estando acreditado en autos que el delito se cometió 
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del 24 al 27 de Diciembre de 1924, es evidente que hasta la fe- 
cha, no se ha obrado la prescripción según la ley argentina (ar- 
tículo 62, inciso 2? del Código Penal y arts. 402 y 431 de la ley 
italiana). 

P«ir estos fundamentos y los pro] nos de la sentencia apela- 
da de fs, 72 se la confirma. Xotifíquese y devuélvase al Minis- 
terio de Relaciones Ivxteriores. art. 659 Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal. 

A. Bermejo. — J. Figlejiga Al- 
corta. — Kouektu Rkpi;tto. — 
R. CiL IlJO L avalle. — Antonio 
Saiíamna. 



Doña Marta Laplaeettc tic Gassiclmylc y otros contra la Provin- 
cia tic Hítenos .-tires, sobre iuconstitucianalidad del impues- 
to a la herencia, 

Stttmirío: l v A los efectos de la prórroga de jurisdicción previs- 
ta jtor el art. 4", inciso 12 de la ley 4X. es necesario que exis- 
ta un juicio en que el extranjero o vecino de otra provincia 
o sus mandatario» debidamente facultados ]>ara ello dei! uz- 
ean demanda susceptible de operar la prórroga. (En el ca- 
so, se tratalia de ta inscri|>c¡ón de un testamento, durante 
cuya tramitación el encargado de ella pretendió (pie la jus- 
ticia de la Provincia de Huertos Aires se pronunciara acerca 
de observaciones presentadas a la liquidación del imiwesto), 

2* lü inciso 7" del art. 37 de la ley de |iapel sellado de 
la- Provincia de lí uenos Aires corres] lond ten te ai año 1926, 
vulnera las garantías del art. 16 de la Constitución Nacional. 

3'' Los intereses deben alionarse desde el rlia de la noti- 

i 
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(¡catión de la demanda y al tipo de tos que cobra el Banco 
de la Nación. { Se pretendió la devolución del impuesto, con 
los intenses del uno ]»*r ciento mensual, que es el <jtte la 
provincia aplica en calidad del retardo). 

4? El art. 146 de la referida ley de papel sellado no es 
repugnante a los art*. 8 y 16 de ta Constitución Nacional. 

5" De acuerdo con fot arts. 104 y IOS de la Constitu- 
ción Nacional, las provincias se hallan facultadas para ase- 
gurar la percepción de sus impuestos, así en cuanto al pago 
misino como a la fecha y momento de realizarlo, por medio 
tic penas pecuniarias. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

ÜICTÁMKN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Scptk-mbre 13 de 1928. 

Suprema Corte: 

De lo expuesto por las partes en estas actuaciones, se dedu- 
ce que, con motivo de la protocolización del testamento de doña 
Margarita Safontás d" Laplacette ordenada en el juicio suceso- 
rio de la misma, tramitado en la Capital de la Nación y cuya 
diligencia debía cumplirse ?n La Plata, se libró exhorto a tal fin, 
al juez en lo Civil de esta última ciudad. 

AI tramitarse dicho exhorto y en ocasión del pago del im- 
puesto sucesorio que debia abonarse previamente a ta inscri|>- 
ción del testamento, se suscitó una incidencia relativa al monto 
del mismo, la que terminó abonando la sucesión, bajo protesta, 
la suma reclamada, declarando los tribunales locales, por rabo- 
nes de fondo y de forma que la discusión sobre la liquidación 
del impuesto en el exhorto librado, habia quedado terminada 
con el pago hecho hajo protesta. 
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En ello entiende ver ta Provincia de Buenos Aires una re- 
nuncia de la sucesión a demandar ante esta Corte Suprema, co- 
mo lo ha hecho, a dicha provincia por repetición de lo pagado 
indebidamente, alegando la inconstítucionalidad del referido im- 
puesto sucesorio. 

No participo de esta opinión. £1 fuero local no ha podido 
prorrogarse en actuaciones que no causan instancia a ese fin, 
como son bs de tramitación de un exhorto donde necesariamen- 
te debe abonarse el impuesto sucesorio, previa liquidación del 
mismo con intervención del representante de ta sucesión que ha 
objetado el pago, impugnándolo con reservas para repetirlo. 

Corrobora esta afirmación la misma actitud de los tribuna- 
les tócales desconociendo su propia jurisdicción para intervenir 
en la incidencia. 

Lo expuesto me induce a afirmar que no existiendo prórro- 
ga de la jurisdicción provincial por parte de la sucesión actora, 
V. E. es competente para conocer en la presente causa que ésta 
ha deducido contra la Provincia de Buenos Aires, 

Horacio R. Lar reta. 



DICTAMEN* DEL PROCLRADOll GEKEKAL 

Buenos Aire», Diciembre 27 de 1928. 

Suprema Corte: 

El procurador don David T. Wilson, en representación <1<> 
la señora Marta Laplacette de Gassiebayle y otros, vecinos de la 
Capital Federal, demanda a la Provincia de Buenos Aires por in- 
constitucionalidad del impuesto a tas herencias y devolución de 
la suma de trescientos setenta y dos mil quinientos cincuenta pe- 
sos con cuarenta y un centavos moneda nacional, pagada indebi- 
damente bajo protesta y con la reserva consiguiente por los con- 
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cejrtos expresados en el escrito de fs. 17, en el que expone los 
íune lamentos legales, constitucionales y de jurisprudencia en que 
apoya la acción. 

Al contestar la demanda, fs. 46, el representante de ta pro- 
vincia opone como defensa ta incompetencia de jurisdicción, \*>r 
entender que al tramitarse ante los tribunales provinciales el 
exhorto dirigido \wr el señor juez de la Capital que conocía en 
el juicio testan ientwr io de doña Margarita Safontás de Lapla- 
cette. referente a la protocolización del testamento, se había for- 
mulado una reclamación análoga a la presente en este juicio, 
renunciando asi los actores al fuero federal, agregando que la 
devolución de la expresada suma se ha salía en fundamentos equi- 
vocados, y termina para seguir conociendo en este juicio ; liini- 
tandOi en caso de no prosqierar su. defensa, la <levolución de fon- 
dos pedida por el contrario a los términos que deja consignados. 

En lo que respecta a la jurisdicción originaria de V. E. 
mantengo mi dictamen de Septiembre 13 de 1928 (fs. 55). en 
lo que se refiere a ta mcoustHucionali<Lad del Inc. 7 V . art. 37 de 
la ley de p'qjel sellado de la provincia vigente en 1920, época en 
que se solicitó la iiiscri]>cióu del referido testamento, caite obser- 
var que de aceptarse su aplicación en la forma efectuada en el 
caso ocurrente importarla una violación del precepto que encie- 
rra el art. 16 de la Constitución Nacional, toda vez que no habría 
igualdad en el cobro del impuesto en casos determinados como 
se desprende de tas oWrvac iones formuladas [xir la |>arte ado- 
ra, en el capitulo 1 1 1 de la demanda. 

En casos que encierran marcada analogía con el de autos 
V. & ha declarado ya ta inconstitucional idad de actos de esta 
naturaleza; y si bien esa declaración ha recaído bajo ta vigencia 
de ta ley de 1923 de la misma provincia, donde figuralia la dis- 
¡Kjsición impugnada como art. 39, inciso 7 V , hay que tener en 
cuenta que en nada han sido alterados ni mollificados los térmi- 
nos de aquella ley, cambiando únicamente la numeración del ar- 
ticulado en la ley de 1926 
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De acuerdo, pues, con la doctrina que surge del fallo de 
V. E. inserto en el tomo 149, pág. 417 y en los mencionados en 
la nota puesta al pié del mismo, es indudable que la cláusula 
impugnada vulnera el precepto constitucional citado (art. 16), 
puesto que la liquidación del impuesto se ha efectuado tomando 
el porcentaje que corresixmdía "al valor total de los bienes tras- 
mitidos o activo neto de la sucesión", prescindiendo del monto 
de cada hijuela que era lo que correspondía en justicia y equidad. 

Refiriéndome a esta jurisprudencia pido a V. E. se sirva 
resolver la nueva cuestión planteada aplicando el mismo prin- 
cipio sustentado en los fallos mencionados. En consecuencia, co- 
rresponde desestimar la incompetencia de jurisdicción opuesta 
como defensa por la demandada y declarar inconstitucional, a 
tos efectos de este juicio el inc. 7 ,} del art- 37 de la ley de la pro- 
vincia de liuenos Aires de 1926, sobre la trasmisión gratuita 
de bienes. 

Homcio R. Larrrta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rumios Aires, Junio 7 de 1929. 

Y Vistos: el presente juicio seguido por dona Alaria Lapla- 
cette de Gassiebayle y otros contra la Provincia de liuenos Aires 
sobre inconstitucionatidad del impuesto a las herencias, del cual 
resulta : 

Que a fs. 17 comparece don David T. VVilson en represen- 
tación de doña María Laplacette tle Gassielrayle, doña Catalina 
Laplacette de Gassiebayle, doña Lucia Laplacette de Ladoux, 
don Juan José Laplacette, demandando a la Provincia de Bue- 
nos Aires por devolución: a, de la cantidad de doscientos trein- 
ta y tres mil treinta y ctiatro pesos con setenta y ocho centavos 
moneda nacional («¡ 233.03478 m|n.) ; b) de la suma de ciento 
treinta y nueve mil quinientos quince pesos con sesenta y tres 
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centavos moneda nacional ($ 139.515.63 m|n. ) ; o) los intereses 
de omitas sumas a contar desde el día 24 de Agosto de 1927 al 
tipo del uno por ciento mensual, de acuerdo con los motivos que 
explicará y las costas del juicio. 

Qtie al deducir la demanda expresa que sus mandantes son 
hijos legítimos de doña Margarita Safontás de Laplacette, falle- 
cida en el jiartido de Uaradero, Provincia de Buenos Aires, el 22 
de Diciembre de 1918. El juicio sucesorio fué iniciado en esta 
Capital y como ta causante había dejado bienes también en la 
Provincia de Buenos Aires, fué alxinado allí el impuesto suce- 
sorio conforme a las liquidaciones formuladas por la Dirección 
de Escuelas de la provincia demandada de acuerdo con lo dis- 
puesto por los arts. 23. 37, inc. I : y 7** y 146 de la ley de papel 
sellado vigente en 1926, ano en que se solicitó la inscripción del 
testamento. 

Que los herederos abonaron la suma de $ 524.142.91 mjn. 
que arroja!» aquella liquidación, bajo protesta y con reserva por 
considerar que la sucesión no debía tal cantidad, sinó otra mu- 
cho menor. 

Que, el exceso reclamado en el presente juicio resulta, sobre 
todo, de ha1>erse aplicado en la liquidación del impuesto el inciso 
7 V del art. 37, cuya inconstituctonalidad es manifiesta como ha 
sido resuelto por la Suprema Corte en casos anteriores y a los 
cuales se remite. Agregando que si bien la declaración del tri- 
bunal se referia a) inc. 7 V del art. 39 de la ley de 1923, y esta 
demanda alude al inc. 7 V del art. 37 de la ley de 1926, siendo su 
relación, alcance y aplicación idéntica, sé impone igual solución. 

Que. aplicando la escala que corresponde según los actores, 
el impuesto a cargo de los mismos ascendia a ta suma de ciento 
cincuenta y un mil quinientos noventa y dos pesos con cincuenta 
centavos moneda nacional y si a esta cantidad se agrega la de cien- 
to treinta y hueve mil quinientos quince pesos con sesenta y tres 
cu concepto de intereses durante noventa y dos meses y un día 
a razón del uno por ciento mensual, se tiene como importe total 
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del impuesto e intereses la cantidad de pesos doscientos noventa 
v u " mil ciento ocho con trece centavos en lugar de los quinten- 
tos veinticuatro mil ciento cuarenta y dos pesos con noventa y 
un centavos, que ha cobrado la provincia demandada, esto es un 
exceso de pesos doscientos treinta y tres mil treinta y cuatro 
con setenta y ocho centavos, cuya devolución reclama con los 
intereses desde la fecha en que se pagó bajo protesta al mismo 
tipo que cobra la provincia demandada, es decir, a razón de 1 
por ciento mensual. 

Que la segunda parte de la demanda referente a la devolu- 
ción de la suma de ciento treinta y nueve mil quinientos quince, 
pesos con sesenta y tres centavos, la fundan los actores en la ¡n- 
constitucíonalidad e ilegalidad del art 146 de la ley de sellos de 
la Provincia de Buenos Aires por el año 1936, en cuanto se re- 
laciona con la situación jurídica planteada en esta litis. Fundan 
la primera en que la Provincia de Buenos Aires en presencia 
del art. 8 de la Constitución Nacional no ha patudo someter a 
tratamiento desigual a los herederos en las sucesiones de distinto 
tipo sobre que ella legisla y la segunda porque del análisis de la 
ley de sellos en su conjunto resultaría que el art* 146 solo puede 
aplicarse a los juicios sucesorios radicados en la provincia y en 
cambio respecto de los que se encuentran fuera de ella los in- 
tereses punitorios solo deben empezar a correr desde la exterio- 
rización del acto ante sus propios jueces. Y piden que la devolu- 
ción solicitada en este concepto lo sea también con el mismo in- 
terés que la provincia ha cobrado o sea al I % mensual a contar 
desde el 24 de Agosto de 1927. 

Que acreditada prima facie la jurisdicción originaría de es- 
la Corte, corrióse a fs. 37 vta. traslado de la demanda, ej que 
fué evacuando a fs. 46 por clon Rolwrto Parry en representa- 
ción de Ta Provincia de Buenos Aires, sosteniendo: a) que la 
Corte es incompetente para entender en e! litigio |»romovido y 
suhsídiariamente ; b) que la provincia solo debe devolver la su- 
ma de pesos doscientos doce mil setecientos noventa y cuatro 
pesos con veintiocho centavos con intereses desde la notifica- 
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ción de la demanda al tipo que cobra el Banco de la Nación, re- 
chazando las demás pretensiones de los actores, con costas, en 
razón de halier iniciado el juicio ante un tribunal incompetente y 
en su defecto a causa de haber incurrido en f>hts petilio. 

Qftie justificando aquellas peticiones sostiene acerca de la 
incompetencia que los actores plantearon la misma cuestión, an- 
te los tribunales de la provincia y la circunstancia de que éstos 
se declararan incompetentes para resolver en la oportunidad y 
forma reclamada por aquéllas, no quita eficacia a la renuncia del 
fuero va formalizada. El juicio ordinario presupone por la re- 
clamación actual del te ser ]>romovidu ante los tribunales ordina- 
rios de la provincia, en razón de haberse renunciado al fuero 
federal. 

Que en cuanto al fondo del asunto expresa que los actores 
invocan lina jurisprudencia que no pretende desconocer, pero 
son equivocados los fundamentos en cuya virtud se demanda la 
devolución de la suma de doscientos treinta y tres mil treinta y 
cinco pesos con setenta y ocho centavos, porque : a ) no se ha in- 
cluido en las hijuelas los bienes ubicados fuera de la jurisdic- 
ción provincial olvidando que la hijuela es la ¡jarte alícuota que 
cutresponde a cada heredero en el acervo acto fiel patrimonio del 
causante y que no existe disposición legal que limite esas jp&r* 
cioties a los bienes situados en la provincia; h> es injusta la 
pretensión sobre lilwración de los intereses punitorios que han 
sido liquidados conforme a la fecha del fallecimiento de la cau- 
sante y a la íecha del pago. Ese interés delie ser pagado también 
|Mir las sucesiones pasadas fuera de la jurisdicción provincial y 
la ley que así lo establece es infectamente constitucional ; c) 
no es justa la pretensión de los actores eje que se les abone inte- 
rés desde la fecha de la protesta y mucho menos lo es la de que 
el ti|K> de aquel sea el l % mensual: d) que, ]x>r último, no es 
la escala uniforme del 4.50 % la que debe aplicarse, porque los 
herederos Maria L. de Bassielwyle. José F. A. y Félix A. 14. 
I .aplacette que tienen una hijuela de pesos novecientos cincuenta 
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y cinco mil novecientos sesenta y cinco, están obligados a pagar 
el 5 ]>or ciento. 

Que practicando la liquidación del impuesto de acuerdo con 
lo expresado, la provincia demandada reconoce su obligación 
de restituir la cantidad de 212.794.28 en la hqtótesis de que fat 
O ira* tenga com- letencia para entender en esta causa. 

Que corrido traslado a fs. 48 de la excepción de incompe- 
tencia, fué evacuado ¡Kir los actores pidiendo su rechazo. A fs. 
56 se abrió la causa a pntelia produciéndose la que expresa el 
certificado de fs. 61.. llamándose autos para definitiva a fs. 80. 

Y Considerando en cuanto a la excepción de incomptencia : 

Que, como queda expresado, esta defensa ha sido fundada 
en la prórroga de jurisdicción derivada de haberse entablado 
esta misma causa ante los tribunales de la Provincia de Buenos 
Aires, originándose con eso la situación legal contemplada por 
el art. 12, i«c. 4" de la ley 48. 

Que del examen de la f trucha referente a esta excepción se 
infiere: a) que ante los trilmnales de la provincia demandada se 
tramitó el exhorto librado por el juez de la sucesión pidiendo la 
inscripción del testamento de la causante, doña Margarita Safon- 
tás de Laplacettc; b) que durante la tramitación de esc exhorto 
se produjeron entre el l)r. I larri*, encargado de la tramitación 
de aquél y el representante del Consejo Escolar, diferencias fun- 
damentales en cuanto a la manera de liquidar el impuesto a la 
herencia, el cual fué satisfecho lia jo protesta y reserva de dere- 
chos; c) que verificado el |*ago en esta última forma, «| doctor 
Marros pretendió que la justicia de la provincia se pronunciara 
acerca de las observaciones presentadas a la liquidación del re- 
presentante escolar, (tero tanto el juez de 1* instancia como la 
Cámara Civil se a! wtu vieron de hacerlo ; d } que el auto de la Cá- 
mara se fundó, principalmente, en que *'el pago con protesta im- 
porta reservarse el derech» de ejercitar ta acción de repetición 
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de lo que se crea pagado indebidamente, para lo cual es necesaria 
la tramitación de un juicio y para ello no sólo el letrado apelante 
no tiene facultad, desde que ha terminado su gestión con la ins- 
cri|)ción fiel testamento, sino que corresponde iniciar la acción 
cornil" señalada |>or el art. 78 del Código de Procedimientos.'' 

Qav los antecedentes relacionados muestran que no concu- 
rren rn el casu los requisitos señalados por el inc. 4» del art. 12 
de la ley 48, |»ara decidir que la jurisdicción ha sido prorrogada. 
En efecto, se requiere desde luego una demanda, un juicio y éste 
no lia Aido deducido como lo afirma la sentencia de la Cámara 
de La Plata, se necesita que sea el extranjero o el vecino de otra 
Provincia quien deduzca la demanda susceptible de operar ta pró- 
rroga y también acerca del punto el mismo tribunal formula la 
categórica declaración de que el Dr, Barros carecía de faculta- 
des para iniciarla ante las autoridades de la Provincia. La con- 
clusión es evidente, la reclamación presentada por el Dr. Barros 
sin mandato de los herederos de la causante, no puede producir 
efecto jurídico alguno respecto de éstos y por consiguiente, ellos 
ni personalmente nt por medio de mandatorio han realizado 
hecho alguno del cual se pueda inferior la prórroga. 

CJue las decís tunes de esta Corte contenidas en los tomos 1 30, 
pág. 349; 124, pág. 235; 130, pág. 74, invocados por el repre- 
sentante de la provincia, y según las cuales entablada una causa 
ante la justicia provincia!, la jurisdicción concurrente de la misma 
en general, se entiende prorrogada aunque se haya declarado in- 
competente por considerarla de carácter administrativo o del fue- 
ro de otros tribunales de igual carácter local o se declarase nulo 
lu actuado", no son de aplicación al caso de autos desde que ellas 
presuponen y deciden supuestos en que las demandas o los jui- 
cios en que ha recaído la declaración de incompetencia fueron de- 
ducidos ix ir los interesados o mandatarios debidamente faculta- 
dos para ello. 

iin mérito de estas consideraciones y de conformidad con 
lo dictaminado por el señor Procurador General, se rechaza la 
excepción ríe incompetencia. 
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Y Considerando en cuanto al fondo de la cuestión : 

Que de acuerdo con la doctrina que surge de las senten- 
cias dictadas i»or esta Corte en casos que guardan marcada analo- 
gía con el del ta t ido en los presentes autos (Fallos: tomo 149, jk'»- 
ginas 417 y 427), corresponde declarar que la cláusula impug- 
nada, esto es, el inc. 7*. art. 37 de la ley tle papel sellado de la 
Provincia de Buenos Aires correspondiente ai año 1936, vulnera 
las garantías del art. 16 de la Constitución Nacional, desde que 
la liquidación del impuesto se ha practicado deduciendo el por- 
centaje del valor total de los bienes trasmitidos o activo neto de 
la sucesión y no del monto de cada hijuela que era lo que cu- 
rrcspondia. 

Que la circunstancia de que las sentencias de esta Corte invo- 
cadas como antecedente hayan tenido en vista el inc. 7* del art. 39 
de la ley del año 1923, no es óbice para que su contenido y doc- 



trina se aplique a la disfwsición impugnada de la ley del año 
192fi. pues al incorporarse a ésta no se han modificado ni al- 
terado los términos en que aquélla se eneontralia redactada. 

Que el punto de saber si el derecho de los reclamantes se 
encuentra satisfecho con la devolución ofrecida por la provincia 
de la suma de doscientos doce mil setecientos noventa y cuatro pe- 
sos con veintiocho centavo*, o si ella es insuficiente, presupone 
decidir si la liquidación del impuesto debe practicarse incluyen- 
do en la hijuela de cada heredero el valor de los bienes situados 
en extraña jurisdicción o si ha de tomarse sólo el valor de los 
bienes situados dentro de la provincia, con exclusión de los pri- 
meros. 

Que la cuestión así planteada se encuentra decidida en el 
caso i*>r una simple consideración de hecho. En efecto, a fs. 141 
y 206 de los autos sucesorios agregados para mejor proveer, co- 
rren las liquidaciones practicadas por el representante del Con- 
sejo Escolar, con arreglo a las cuales fué abonado el impuesto 
cuya devolución parcial se reclama y donde la demandada |xjr in- 
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tennedio de sus funcionarios habilitados al efecto expresó su 
pensamiento fiscal acerca de la cuestión, haciendo funcionar la 
tasa, no sobre el valor de una hijuela formada por la totalidad de 
los Incites recibidos en la provincia y fuera de ella, sino úni- 
camente sobre !os primeros. Y ese concepto aplicado en la liqui- 
dación por el representante escolar, no puede ser discutido den- 
tro de este juicio, pues aquélla fué judicialmente aprobada a fs. 
207 y era por consiguiente, definitiva en todo lo que no se ha- 
llase comprendido en la protesta y reserva de derechos formula- 
da a su rcsfiecto. 

(Jtte, siendo esto asi y si se observa además que de acuer- 
do con la misma liquidación los intereses sólo del>cn computarse 
durante 92 meses y una dia y no durante 93 meses como lo hace 
la provincia serrándose de aquélla, no parece dudoso que la de- 
mandada dclic restituir la suma de doscientos treinta y tres mil 
treinta y cuatro pesos con setenta y ocho centavos, en concepto 
de capital e intereses satisfechos con exceso. 

Oue tal jago del>e hacerse con intereses desde el fin de la 
notificación de la demanda y al ttpr» de los que cobra el Banco 
de la Nación, pues no es admisible que se pretenda cobrar a la 
provincia a aquel título el 1 % mensual que es el interés que ella 
aplica pero en calidad de retardo por la demora y en virtud de 
sus facultades como estado* autónomo para establecer multas que 
hagan efectivo el derecho de recaudar sus impuestos. 

(Jue la tesis sostenida |xjf los actores de que no están obliga- 
dos al |Kigo de la suma de ciento treinta y nueve mil quinientos 
quince pesos con sesenta y tres centavos, satisfecha en concepto' 
«le intereses punir unos, se í ínula en la iiiconstitucionalidad e 
¡legalidad del art. 146 de la ley cuyo texto es el siguiente: "Cuan- 
do se demore más de un año desde la muerte del causante sin 
abonarse el impuesto, éste se abonará con un r escargo del medio 
por ciento mensual, a contar desde un año después del falleci- 
miento, siempre que éste se hubiera producido después de ta 
promulgación de la primera ley creando este impuesto (9 fie Ene- 



ro de 1914). Cuando la demora fuera de dos años contados en 
igual formo, el recargo será de uno por ciento mensual. Estas 
dis]>osictones regirán igualmente para los actos [tasados fuera de 
la provincia," 

Que el artículo transcripto en cuanto al monto de la multa 
o recargo, ni en cuanto a la época a partir de la cual comenzará 
a correr el interés punitorio, estahleee diferencia alguna entre 
habitantes domiciliados dentro del territorio de ta provincia y 
habitantes domiciliados fuera de ella, Las mismas disposicio- 
nes que rigen para los actos pasados en la provincia rigen para 
los lasados fuera de ella. En el caso de un impuesto sucesorio 
los plazos de uno y dos años se cuentan desde la muerte del 
causante. El fallecimiento es un hecho que aunque no haya ocu- 
rrido en la provincia es tan fehaciente en ella como en toda otra 
parte del territorio de la Nación y esto sin contar con los efectos 
que ha producido sobre los bienes situados dentro de ella, Y 
siendo esto así, no se vé cómo quedaría comprometido con el ar- 
tículo transcripto en su aplicación al caso los arts. 8 y 16 de la 
Constitución Nacional. 

Que aún en la hipótesis de que pudieran producirse situa- 
ciones desiguales entre dos sucesiones, una de las cuales se ha 
tramitado en la provincia y otra no en cuanto a la ley aplicable, 
el principio de la igualdad no se hallaría comprometido desde 
que en todos aquellos casos en los cuales la protocolización se 
solicitó en la misma fecha de la declaratoria <le herederos, am- 
bas trasmisiones quedarían regidas por una sola ley. Cierta- 
mente si la protocolización se impetrara cuando ya no está en 
vigor esa ley, sino otra que ha aumentado el impuesto se le apli- 
cará .esta última, pero el hecho revela que la desigualdad nace en 
el caso de la diversidad de circunstancias y de tiempo y de la 
existencia de leyes sucesivas» ya que la de aquí se trata es de ca- 
rácter anual. 

Que los demandantes sostienen en suma interpretando el 
art. tlíi que sólo estarían obligados a pagar intereses si hubie- 
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rati dejado transcurrir un año a partir de la prottjcolización, pe- 
ro como el pago del impuesto lia sido simultáneo con aquélla su 
obligación no existe. Entretanto, aquel artículo claramente re- 
suelve que el término del año y de lew dos años comenzará a 
computarse tanto en las sucesiones tramitadas en la provincia co- 
me» en las que no lo sean, a partir de la fecha de la muerte del 
causante y en e! caso se admite que es esc el criterio aplicado. La 
circunstancia ele que el inc. 9 del art. 37 distinga entre sucesio- 
nes tramitadas en la provincia y fuera de ella a los efectos de la 
liquidación del impuesto y de la ley aplicable, no introduce nin- 
gún principio perutrlxidor de la igualdad impositiva en relación 
al jwgo de los intereses. Los puntos de referencia son cu erecto 
declaratoria de herederos" o "aprobación de testamento" tra- 
tándose de sucesiones provinciales; "protocolización" para las 
sucesiones tramitadas fuera de ella. Los tres actos defienden de 
la actividad que pongan lus interesados en obtener aquéllas, exis- 
tiendo el evento de cpie de dos sucesiones cuyos causantes bayan 
fallecido en la misma feclia e iniciadas al misino tiempo, una tra- 
mitada en la provincia de Buenos Aires y otra en la Capital, sea 
la ultima la que primero exteriorice mediante la protocolización 
ante la provincia y la que primen» satisfaga el impuesto. V esa 
coyuntura podría dar lugar a que se aplicara una ley más liené- 
vola a loS berederos que vinieron de afuera que a loa que per- 
teneciendo a una sucesión iniciada coetáneamente dentro de la 
provincia, no obtuvieron, sin embargo, por cualquier causa la de- 
claratoria de herederos o la aprof>ación del testamento. La des- 
igualdad en el impuesto o en los intereses seria derivada de la 
aplicación a ambas sucesiones de distintas leyes, ¡>cro no se pro- 
duciría respecto de dos sucesiones que se han exteriorizado den- 
tro del tiempo de vigencia de una misma ley. Y no es necesario 
insistir mucho para demostrar que la igualdad en los impuestos 
declarada |H>r el art. ir» de la Constitución se refiere a la que 
resulta de considerar a los habitantes de una provincia o de la 
Nación en un momento dado y en relación a una sola ley. 

Que esta corte coni runamente a lo sostenido por los deman- 
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tlantes en el par. 24 de) escrito de ís 17, ha declarado que la cla- 
sificación contenida en los "actos de exteriorización" distin- 
guiendo entre dectatoria de herederos y auto aprobatorio del tes- 
tamento por una parte y fecha de la protocolización por otra» no 
es arbitraria, pues adoptado aquel punto de partida y no intervi- 
niendo los tribunales de provincia en las sucesiones de personas 
domiciliadas fuera de ella, no hay otro momento o fecha equi- 
valente que el de la protocolización. Y admitida la clasificación 
el principio se aplica automáticamente a todos los que se encuen- 
tren en la misma condición sin negar a tinos lo que se concede 
a los otros en circunstancias análogas. Tomo CL1I, pág. 268. Y 
esta transcripción es suficiente para concluir que ta distinción 
contenida es el art. 37, inc. 9 de la ley de sellos de la Provincia 
de Buenos Aires no afecta tampoco la garantía de los arts. 8 y 
16 de la Constitución de la Nación. 

Que en cuanto a la legalidad u oposición entre el monto del 
recargo y la fecha inicial ríe su liquidación con disposiciones del 
Código Civil, debe decirse que en verdad no existe. No puede, 
desde luego, desconocerse que de acuerdo con los arts. 104 y 105 
de la Constitución Nacional, las provincias se hallan facultadas 
pitra asegurar la percepción de sus impuestos, así en cuanto al 
pago mismo como a la fecha o momento de analizarlo, por medio 
de penas pecuniarias, admitiéndose sin discrepancia en la doctri- 
na que éstas pueden revestir la forma arbitrada por el art. 146 
de un tanto por ciento fijo o variable sobre la suma que repre- 
sente el gravamen. Gray, Limitations of Taxing Power N* 1215 
Cooley, On Taxations, tomo II, pág. 899. 

Que esa facultad de los estados aun cuando pueda tener un 
fundamento semejante al que justifica la imposición de intereses 
cuando el pago de las obligaciones civiles se hace con retardo le- 
gal, no se encuentra en principio sujeta a las disposiciones invo- 
cadas de ta ley civil ya que éstas están llamadas a gobernar rela- 
ciones de derecho común o privadas y no I» de derecho público 
como son las referentes a impuestos. 
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En su mérito y fie conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se admite ía demanda en cuanto re- 
clama la devolución de la suma de doscientos treinta y tres mil 
treinta y cuatro ¡jesus con setenta y ocho centavos moneda nacio- 
nal, a cuyo |«go. dentro de! término de veinte días, se declara obli- 
gada a la Provincia de Buenos Aires, con más sus intereses des- 
líe la notificación de la demuda al tipo de los «pie cobra el lía neo 
de la Nación y se La rechaza en todo lo demás que solicita. Las 
costas en el orden causado, atento el resultado di-1 juicio. Xoti- 
fíijne^e y archívese previa reposición del papel, 

A. lÍKkMKjO. — J. FtGUEROA Al- 
COkT.V — KOHKHTO KkHETTü. — 

R. Gil no Lavallk. — Antonio 
Sacíarna. 



Ihiu Rharih MúTw£ fátitra ¡m KitHtrñti éél piafa .«>hn- rvs- 
cistón de t oiilmU». 

Stinuiriii: Cuándo el impuesto de sello tlebe alionarse al ser pre- 
sentadla los actos, contratos, ducnmcntns u obligaciones an- 
te los jueces o autoridades para su cobro, como en el caso, 
y no en el momento de la redacción y otorgamiento de los 
mismos, la obligación para con el fisco toma nacimiento en 
el acto de la presentación de las cuentas ante las autorida- 
des judiciales, sin la mulla establecida j«ir el art. 57 de la 
lev respectiva, número 11.200. 

CdS'»: Lo explica las piezas siguientes: 
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AI TO DEL ^*EZ FEDERA F, 

Buenos Aires, Junio 8 tk 1928. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

I* Cotilo lo rccoiKJce el representante del actor, lia debido 
rc|>onerse el sollo cor respondiente al documento de fs. I en el 
acto de la presentación en juicio, de conformidad con lo esta- 
blecido en el art. 23 de la ley N» II. 290. 

2> I„a falta de re|josición en ese acto, determina ta infrac- 
ción |n>nada por el art- 57 de la ley. 

3" líl señor Procurador Fiscal incurre en error al solicitar 
a fs. J 1 que se imponga una mttita de $ 020, desde que con arre- 
zo al art. 57, párrafo segundó, la mulla dclte calcularse sobre 
la diferencia del valor entre el sello legal y el usado. 

Kn el presente caso, aunque correspondía reponer un sello 
de $ í)2, se lia repuesto uno de tres pesos. 

I'or ello, declaro que debe acbm] «i fiarse un sello de $ 59 y 
pagarse jmr cada una de las partes una multa de quinientos no- 
venta pesos. Kep. la foja. 

Bórfolfá S. FrrrtT. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DB APELACIÓN 

ñimiins Airts, I )if ¡LTiibrt- .11 ifc 1'>¿K, 

Vistos y Considerando: 

Que de acuerdo con el art. 23 de la ley 11.290, "la corres- 
pondencia privada u otros documento» análogos que suenen 
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obligaciones, están sujetas a igual impuesto en el acto de ta pre- 
sentación en juicio, ya sea éste de jurisdicción voluntaria o con- 
tenciosa." 

<Juc el recurrente, si bien no ha cumplido con tal requisito 
en la extensión prevista por la ley 11.290, desde que sólo acom- 
paño un sello de tres pesos, debe hacerse notar que ha reconocido 
ta obligación consignada en el citado articulo, de ]>agar en con- 
cepto de impuesto por la carta de fs. I, la suma de $ 62, deduci- 
da la de tres que acompañó, pero sosteniendo que no se ha he- 
cho pasible de la multa del décuplo que se le aplica. 

Que en presencia de lo dispuesto en loa arts. 1, 2 y 23 de 
la ley 11. 290, ha dicho la Corte Suprema en caso análogo al pre- 
sente, "puede afirmarse que son distintos los criterios adoptarlos 
por el legislador para el funcionamiento de la ley en cuestión; 
o el impuesto del* alionarle en el momento de la redacción y 
otorgamiento de los actos, contratos, documentos y obligaciones 
(arts. 1 y 2), o en la oportunidad de la presentación ante los 
jueces o autoridades, para su cobro (art. 23). En el primer caso 
ta obligación coii el Fisco existe en el momento mismo de la re- 
dacción det instrumento destinado a comprolsir la formación del 
acto jurídico; en el segundo, aquella sitio toma nacimiento en el 
acto de la presentación de las cuentas ante las autoridades ju- 
diciales," 

Que siendo asi, resulta evidente que las sanciones estableci- 
das en el art. 57 delien imponerse teniendo en vista la doble si- 
tuación enunciada |K»r la Corte Suprema, y así, cuando se lia Omi- 
tido el impuesto en actos que no podían celebrarse sino en el 
sellarlo legal, y luego ser presentarla ante las autoridades, la 
aplicación de la multa es indiscutible, ríesele que sin ella se elu- 
diría el pago en perjuicio del Fisco. Pero lo contrario debe su- 
ceder en el caso de autos, toda vez que la redacción de las cartas 
se halla exenta hasta tanto sean presentadas en juicio; y, \n>r lo 
tanto, no se concille, respecto de documetos en relación a los 
cuales la ol (ligación de reponer sólo nace en el momento de su 
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presentador! en juicio, por vez primera, ante las autoridades ju- 
diciales encargadas de vigilar el cumplimiento de la ley, et pro- 
pósito de defraudar o eludir los derechos fiscales. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada de fs. 13 vta. en 
cnanto declara que del»* acoin|>añarsc mi sello de cincuenta y 
nueve pesos moneda nacional ; y se la revoca en cuanto manda 
jwgar a caita una de las partes una multa de quinientos noventa 
pesos. Repónganse las fojas en primera instancia. — Marcelino 
Escotada, — /í. A. btasor Anchorcna. — J. P. Unta. 



FALLO DE LA COftTE SL'PtEMA 

Bucnm Aires, Jimio 7 «le V)2>. 

Vistos y Considerando : 

Por Jos fundamentos del auto de fs. 18 y los de doctrina 
contenidos en el fallo, tomo 149. jxtg. 22, se confirma la resolu- 
ción apelada en la |>arle que ha podido ser materia del recurso. 
N'otifíuuese y devuélvanse al tribunal de sti procedencia, donde 
se repondrá el papel. 

A, HrrMEJO. — J. FtCUKKOA Al- 

corta. — Roberto Repetto. — 
R. (inixi Lavaj.t.k. 



Don Vicente Risso contra la Cuja Nacional t (c Jubilaciones y 
Pensiones tic Empicados y Obreros Ecrroviarias. sobre ju- 
bilación. 

Sumario: No existe en la ley 11.308 precepto alguno expreso del 
cual sea posible inferir la consecuencia de que el beneficio 
acordado comprenda también a los que ya no trabajan en 
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las empresas ¡ncortwradas a la fecha de su sanción. La re- 
troactividad que admite la cláusula 3* del inciso a) de la 
misma ley, se refiere a los servicios anteriores, pero siempre 
que sean invocados por obreros o empleados actuales, con 
exclusión de los que ya no f intratan en los, cuadros de la 
empresa en el momento de sancionarse la ley. La situación 
de excepción establéenla en favor de los obreros y emplea- 
dos que no se ericontralian en servicio actual, no se re feria 
a los de actividades afines con las ferroviarias que fueron 
posteriormente incorporados por la ley 1L308. (Se tratalia 
■ de un empleado de la empresa Las Catalinas, cuyo preten- 
dido derecho habría nacido cuatro años después del 30 de 
Abril de 1919). 

Caso: I.» explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Septiembre 2B de l'*Í8, 

Visto rjue don Vicente Rizzo solicita acogerse a la jubila- 
ción |K>r relint voluntario de acuerdo con el art. 22 de la ley 
10,650» invocando como fundamento la prestación de diez años 
de servicios y contar una edad mayor de cincuenta años; atento 
las certificaciones producidas de las que resulta comprobado que 
el presentante cesó en su empleo el 30 de Junio fie 1916 (ís. 4) 
y se presentó ante la Caja en demanda del beneficio el 23 de Ke- 
brern de 1928 (fs. 5). y 

Considerando : 

«Jtic el proente caso ofrece dos cuestiones a resolver: lv Si 
el recurrente ha estado amparado por la legislación de jubilacio- 
nes y pensiones ferroviarias y 2\ y se ha operado la prescripción 
de sus derechos. 
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Que con resj>ccto a la primera cuestión, es de observar que 
el postulante cesó en el servicio tajo el imperio de la ley 9053, 
siendo a la sazón empleado de una empresa de depósito, extraña 
al régimen de esa legislación, de acuerdo a la enumeración taxa- 
tiva del art. 2 de la misma: motivo por el cual no sufrió en sus , 
sueldos los descuentos fiara el fondo de la Caja. 

Que la reserva de derechos consagrada ]x>r el art. 3 V de la 

citada ley 9653 fué limtiada a "los empleados y obreros actuales 

de los ferrocarriles comprendidos en esta ley limitación que 

mantuvo el art. 2, inc. 2 de la ley orgánica N* 10.650, al declarar 

amparados por sus disposiciones a los empleados y obreros de 

las entidades enumeradas en el inc. 1* de ese artículo, y en cuya 

enumeración no se consignó a las empresas de dejíósito. 

i 

Que la reí n actividad es una sanción excepcional y como tal 
debe ser aplicada estricta y restrictivamente, no pudiendo tener 
efecto sino para los casos esi>ecial y taxativamente enumerados. 

Que los derechos acordados por las disposiciones comenta- 
das quedaron extinguidos al cumplirse los cinco años en vigen- 
cia de la ley 10,630, esto es. el 1" ríe Mayo de 1924, |>or prescri- 
birlo así el art. 34 de la misma ley. 

Que la circunstancia de que las empresas de depósito fue- 
ran incoq>oradas al régimen de la Caja por la reforma de Kuero 
15 de 1924 (ley 11.308), no puede modificar la situación del 
prntulantc, porque tratándote de una ley modificatoria, sancio- 
nada sin efecto retroactivo, sólo puede regir |Kira el futuro y 
comprende única y exclusivamente al personal de las entidades 
que a la fecha de vigencia de la reforma se encontraba en ser- 
vicio activo. 

Tal criterio está fundado no sólo en el principio de inter- 
pretación de las leyes, sino también en una cuestión «le carácter 
económico, del que no |mede prescindirse en una legislación de 
esta naturaleza, y que se refiere a las obligaciones que corres|>on- 
den a la empresa y al personal, las que sólo tienen principio a 
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partir de la fecha de fa vigencia de la reforma por no haberse 
estipulado su aplicación retroactiva. 

Todos estos antecedentes demuestran en forma inequívoca 
que el recurrente no ha estado amparado por la legislación de 
jubilaciones y pensiones: !• porque no fué comprendido en las 
disposiciones retroactivas de las leyes 9653 y 10.650 y, 2<\ por- 
que al dictarse la ley 11.306 no era ya empleado de la empresa 
incorijorada al régimen de la Caja por dicha ley. 

Admitiendo hipotéticamente que Rizzo hubiera estado com- 
prendido en el régimen julñlatorio de la ley 10.650, la circuns- 
tancia de haber reclamado sus derechos 8 años, 9 meses ti 23 días 
después de haber entrado en vigor esa ley, haría aplicable la dis- 
fxisición del art. 34 de ta misma, según la cual "el derecho para 
pedir jubilación se extingue a los cinco años a cantar desde el 
«lia que dejó el servicio." 

Sin embargo, la Exma, Cámara Federal al pronunciarse* por 
vía de apelación en casos análogos al presente ha sostenido la 
doctrina de que tratándose de empresas incorporal las al régimen 
de la Caja en Enero de 1924, la prescripción del art. 34 debía 
contarse a partir de dicha fecha; y si bien las decisiones del tri- 
bunal de apelar ion merecen el mayor respeto, calíe observar que 
van interpretación, al comprender entre los beneficiarios de la 
ley :i servidores ríe empresas de dej»ósitu que dejaron el servicio 
finí amerifiridnd a la reforma de la ley HJíW. inqtorta aplicar a 
las nuevas entidades incorporadas las disjwsicioBcs retroactivas 
(Je la ley i tribuaria, que. como queda expresado en consideran- 
(1A> anteriores, fueron de carácter circunstancial: terminaron su 
efecto :d cumplirse los cinco años de vigor de la ley que las 
consagró y no puede ser revividas sino \*>r sanción expresa del 
H. Congreso de la Nación. 

Por los demás, esa interpretación permitiría la subsistencia 
di- di-pnsieiunc". transitorias y excepcionales para ser aplicadas 
en el futuro a toda reforma que pueda introducirse a la ley que 
se traduzca en la incorporación de nuevas entidades: principio 
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ésto c*n imgna con kt que rigen la interpretación de las leyes y 
que entraña un evidente peligro para la economía de la insti. 
tución. 

Por estos fundamento» y de conformidad con lo acordado 
por el directorio» constituido en comistión en su sesión del 19 de 
Junio ppdo., se resuelve: 

1* Desestimar por improcedente el pedido de jubilación for- 
mulado por don Vicente Rizzo, ex empleado de la empresa de 
Las Catalinas. 

2* Previa notificación al interesado, tomen conocimiento 
asesoría lega) y contaduría y fecho, archívese. 



SENTENCIA DE LA CÁMAEA FEDERAL DE APELACIÓN 

Bucmw Aires, Mario 20 de 1929. 

Vistos y Considerando : 

Que el art. I* inc. a) de la ley 11.308, ha modificado el 
art 2 1 de la ley 10.050, estableciendo que quedan comprendidos 
en sus disposiciones los empleados y obreros de las empresas de 
puertos y depósitos de la República que tengan líneas férreas 
dentro de su recinto, cualquiera que fuese la función que deaejn- 

Que no puede ser óbice a la jubilación reclamada ta circuns- 
tancia de que Rizzo dejara de pertenecer a la empresa Las Ca- 
talinas el 30 de Junio de 1926, porque por disposición expresa 
de la ley (art. 2), "el directorio de la Caja deberá computar to- 
dos los servicios anteriores a la vigencia de la misma" ; Fallos de 
es tribunal: Luis Iribarren, Agosto 7 de -925; Juan M. Ribas, 
Septiembre 2 de 1925; Esteban A. Borro, Octubre 30 de 1925. 
etcétera. 
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Que, jx>r consiguiente, hallándose los servicios invocados 
incluidos en el régimen de la Caja en virtud de las modificacio- 
nes de la ley orgánica, sancionada por la ley 11.308, el término 
del art. 34 de la ley lO.íoO, debe contarse desde (jue el recu- 
rrente pudo demandar o sea, desde la promulgación de la citada 
ley 11.308 y así se declara. Caso: Juan Canessa, fallado en Ju- 
nio 15 de 1928. 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo resuelto jwr 
eüta Cámara en el caso de Atilio Susini, fallado el 6 de Febrero 
de 1929. se revoca la resolución apelada de fs. 14. y en su conse- 
cuencia, vuelvan estos autos, sin más trámite, a la Caja |Bira que 
substancie y decida la solicitud de jubilación formulada por Vi- 
cente Rizzo. — /i. A. X'ncar Atn horctia. — J. P. Lana. — José 
Marcó. 



FALLO DR LA COSTE Sl'PllRMA (1 > 

Bmivj.s Aires, JtHttü 7 <k- W*>. 

Y Vistos: 

Considerando : 

One la ley \' v \l.Mi# promulgada el 7 iic Diciembre del año 
P'J.Í extendió los benef icios conferidas por el art. 2* de la ley 
10.^50 a los empleados y obreros : a¿ de las empresas de puerros 
y delitos míe tengan lincas férreas dentro de su recinto, cual- 
i| mera que fuere la función que desempeñen; h) del mercado 
central de frutos; c» «le las empresas de cablecarriles; d) de la 
caja creada por esta ley y demás personal de las sociedades <k» 
socorros mutuos que de|>endan o a cuyo sostenimiento contribu- 
yan o hayan contribuido las empresas b presten o hayan prestado 
servicios a la misma. 
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Que el recurrente don Vicente Rizzo fué empleado en la 
empresa de Las Catalinas comprendida en la ampliación <lel 
beneficio, cesando en sus funciones el 30 de Junio de 1916, esto 
es, siete años antes de la fecha en que se promulgó la ley 11 .308. 

Que la cuestión materia de dilucidación es la de satter si no 
olstante las circunstancias de hecho relacionadas en el anterior 
considerando, el recurrente tiene el. derecho a la jubilación por 
retiro voluntario. La Cámara Federal de la Capital ha revocado 
la resolución de la caja ipie denegaba el beneficio, fundada: a) 
en que no puede ser óbice a la jubilación la circunstancia de que 
Rizzo dejara de pertenecer a la empresa Las Catalinas el 30 ele 
Junio de 19Iíí, porque, por disposición expresa de la ley {art. 2*) 
"el directorio de la Caja deberá computar todos los servicios an- 
teriores a la vigencia de la misma" y h) en que hallándose los 
servicios invocados incluidos en el régimen de la Caja en virtud 
de las modificaciones de la ley orgánica sancionadas por la ley 
11.308, el término del art. 34 de la ley 10.650 dbe contarse des- 
de que el recurrente inicio demandar o sea, desde la promulga- 
ción de la citada ley N w 11.308. 

Que la primera cuestión a resolver consiste en determinar 
si la incor|>oración al régimen de la ley 10.650 de los obreros y 
empleados de nuevas empresas producido por la ley 11.308, 
comprendía sólo a los que se encontralian actualmente en fu li- 
nóes o si se extendía también a los que habían dejado de ser 
empleados con anterioridad a la fecha de su sanción. 

Que, desde luego, no existe en la ley 11.308 precepto alguno 
expreso del cual sea posible inferior la consecuencia de que el 
benef icio acordado comprenda también a los que ya no trabajan 
en las empresas incorparadas a la fecha de su sanción, siendo, 
por consiguiente, de aplicación al caso el prfccipio del art. 3* del 
Código Civil según el cual las leyes disponen para lo futuro, 
no tienen efecto retroactivo ni ¡Hieden alterar los derechos ad- 
quiridos. 

Que la cláusula tercera del ¡nc. a) de la ley 11.308 y según 
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la cual "el directorio de la Caja deberá computar en todos los 
casos los servicios anteriores a la vigencia de la presente ley", 
no decide la cuestión, por cuanto la retroactividad que admite 
se refiere a tos servicios anteriores, pero siempre que sean in- 
vocados jwr obreros o empleados actuales con exclusión de los 
que ya no figuraban en los cuadros de la empresa en el momento 
de sancionarse la ley. 

Que tanto la ley 9655 como la 10.650, suministran un ar- 
gumento decisivo en el sentido de aquella solución, pues en los 
arts. 3* y 2?, res] lectivamente, de tales estatutos, se dejó expresa- 
mente establecido que tos benef icios de la jubibetóti se exten- 
dían no sólo a los empleados y obreros actuales en la fecha de 
b sanción de los mismos, sino también a los anteriores que hu- 
biesen cesado en sus funciones. En cambio, ningún precepto de 
la ley 11.308 autoriza a considerar como "empleados u obreros" 
a personas que no revestían esa calidad en el momento de re- 
solverse su incorporación al régimen de la Caja de Jubilaciones 
Ferroviarias. 

Que tani|)oco puede sostenerse la vigencia en favor del ac- 
tor de los incisos 2* y 3^ de la tey 10.650, desde que por una par- 
tí-, la situación de excepción establecida en favor de los obreros 
y empleados que no se encontraban en servicio actual se referia 
a los del tipo o es|iecie enumerado en el inc, l v y no a los de 
actividades afines con las ferroviarias que fueron posteriormente 
mcorporados por la lev 11.308; y rrtra parte, porque et beneficio 
fue acordado i*ir b ley 10.650 a tos ex empleados o ex obreros 
que hubiesen sido despedidos o hubiesen fallecido entre el l v de 
Knero de 1913 y el 30 de Abril de 1919, y esa limitación en el 
tiempo que resulta de los arts. 3 de la ley N* 9653 e irte. 2», art. 
2» 49 y 24, inc. 3" de la ley 10.650, impide colocar dentro o> 
armella al actor cuyo pretendido derecho habría nacido cuatro 
anos después fie b última fecha señalada. 

En mérito de estas consideraciones y bs concordantes de b 
resolución de b Caja, oído el señor Procurador General, se re- 
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voca la sentencia de la Cámara, declarándose la improcedencia 
de la jubilación solicitada por don Vicente Rizzo. Notifiquen y 
devuélvase. . 

A, üer atejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Rbpetto. — 
R. Guido L avalle. — Antonio 
Sacarna. 

(I) En la nmr fecha la Corte Suprema se pronunció en igual sen- 
tido en las causas saguidas contra la Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pénames de Empicados Ferroviarios por don Nicolás lialaapina y Ati- 
I» Snaini, por idéntica cansa; Rodolfo de Kemmetcr, José Cimino y don 
Miguel V. Bardíer, sobre pensión. 



Don Nicolás ForfÜfo, hijo, contra América Ghioldi, director del 
diario "La Vanguardia", por cahttmúas c injurias. 

Sumario ; Procede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. 
contra una resolución contraría a la validez del derecho fun- 
dado en los arts. 14 y 32 de la Constitución. 

CW.ro ; Lo explican las piezas siguientes : 

DICTAMEN DEL' PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Mayo 8 de 1929. 

Suprema Corte: 

Ni las garantías que acuerda el art. 14 de la Constitución 
Nacional relativas a la publicación de ideas por la prensa, sin cen- 
sura previa, ni las que contempla d art. 32 relacionadas con la 
prohibición impuesta al Congreso Federal de dictar leyes que 
restrinjan la libertad de imprenta, parecen vulneradas en la pre- 
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senté querella criminal en la que Américo Ghioldi ha sido conde- 
narlo por el delito de calumnia a un año y tres meses de prisión, 
en forma condicional, como autor responsable de una publica- 
ción hecha en 4 diario "La Vanguardia." 

Respecto a lo primero, por cuanto la censura previa no resulta 
ejercitada en los términos de la disposición constitucional prein- 
dicada. toda vez que la condena se refiere, como se ve, a detitos 
cometidos en artículos que habían sido dados a la publicidad. 

l>e la propia exposición del recurrente, se infiere, que no 
hd existido procedimiento previo alguno que haya suprimido, 
limitado o restringido el derecho que acuerda el are. 14 invocado, 
de la Constitución Nacional. 

En cuanto a la impugnación que se hace a la facultad del 
Congreso Xacioual de legislar sobre delitos de imprenta para la 
Capital Federa!, ello es cuestión resuelta definitiva y reiterada- 
mente por esta Corte Suprema en sentido contrario a tal impug- 
nación fart. 114 del Código Penal. S. C. X., tomo 150, pagina 
310 y jurisprudencia allí citada). 

Resulta asi ajustada a derecho la sentencia apelada contra 
la cual se interpuso r>j>ortunamcnte recurso extraordinrio de ape- 
lación para ante Y. lí, fart. 14 de la ley 48 y 22 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal). 

Dicho recurso ha sido, en mi opinión, mal denegado por 
cuanto tle lo precedentemente expuesto se deduce que en la causa 
ha quedad" planteado el caso federal que autoriza su ¡ntcr|xtsi- 
ción. 

Soy por lio, de opinión, que corresponde así declararlo y 
confirmar la sentencia apelada en la parte que ha podido ser 
materia del recurso. 

Horario R. Larrcta. 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Bucims Airt-s, Juniki 10 tic 1929. 

Autos y Vistos: 

El recurso de queja por denegación del extraordinario in- 
terpuesto contra sentencia de la Cámara de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional de la Capital en el juicio seguido por 
don Nicolás Porfilio, hijo, contra don Américo Ghiotdi. por ca- 
lumnias e injurias. 

Y Considerando: 

Que el recurrente ha invocado en el pleito los arts. 14 y 32 
de la Constitución, en cuanto el primero consagra el derecho 
de publicar las ideas por la prensa sin censura previa, y el se- 
gundo, prohibe al Congreso dictar leyes que restrinjan la libertad 
ríe imprenta o establezca sobre ella la jurisdicción federal, pos- 
tulados de los que el apelante deduce que es inconstitucional el 
proceso instaurado, el fallo recurrido y las disposiciones legales 
en que dicha decisión se funda, y siendo ésta contraria a la va- 
lí de? del derecho que se invoca fundado en las cláusulas cons- 
titucionales referidas, el recurso extraordinario'cs procedente, ha 
sítlo en consecuencia mal denegado y asi se declara (arts. 14 de 
la ley 48, 6* de la 4055 y 22 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal), y encontrándose el expediente en secretaria autos 
y a la oficina a los efectos del art. 8 de la ley 4055. Señálanse 
los días martes, jueves y sábado o el siguiente día hábil sí algu- 
no de aquéllos no lo fuere para notificaciones de Ujeria. Re- 
póngase el papel. 

A, Bermejo, — J. Fwueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido La valle. — Antonio 
Sacar xa. 
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Doña Pctrona B. de Regules en los autos seguidos por los se fio- 
ñores Braeht y Cia. t contra do» Carlos A. BrUjnardello, so- 
bre reivindicación. Recurso de hecho. 

Stottario: Las resoluciones dictadas por los tribunales locales en 
el procedimiento relativo a la ejecución de sentencia, no cons- 
tituyen ia sentencia definitiva a que alude el art. 14 de ta 
ley 48, 

Caso : Lo explica el siguiente : 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Junio 14 de 1929. 

Autos y Vistos : 

Que íle acuerdo con el art. 14 dé la ley 48, "sólo podrá ar- 
larse do las sentencias definitivas pronunciadas por los Tribu- 
nales Superiores de Provincia" en las cosas i»r él enumerados, 
y esta Corte Suprema en reiteradas decisiones ha establecido in- 
terpretando la disposición transcripta, que las resoluciones dic- 
tadas por los tribunales locales en el procedimiento relativo a la 
ejecución tic sentencia, no constituyen la sentencia definitiva a 
que alude el art. 14 de la ley N» 48, (Fallos: tomo 149, página 
26, entre otros) . 

Que en el presente recurso de queja el propio apelante ha 
expresado que ta sentencia dictada en el juicio "admitió la acción 
y declaró solemnemente que la tierra reivindicada pertenecía a su 
esiHtsa" y asimismo "que al tratar de ejecutarse la sentencia so- 
licitó se la diera la posesión de ta tierra", manifestaciones que 
colocan el caso dentro del art. 14 de la tey 48 y de la jurispru- 
dencia citada en el anterior considerando. 
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Que además la resolución en cuestión no es tampoco defini- 
tiva en otro sentido, En efecto, la transcripción de un párrafo 
de la sentencia hecha por el recurrente muestra que la solución 
de la cuestión propuesta en el incidente ha sido remitida al Juez 
donde radica el juicio principal. Y no puede decirse que esta 
remisión importe una denegación del fuero federal que genere 
una cuestión de competencia, pues éstas no se conciben en juicios 
terminados por sentencia firme y que se encuentran ya en estado 
de ejecución. 

En su mérito se declara improcedente la queja. Notif iquesc 
y repuesto el papel archívese. 

A. Bermejo. — J. Fíguehoa Al- 
corta. — Roberto Refetto. — 
R. Guido Lavalle. — Antonio 
Sagarna. 



Doña Carmen González de Potado contra la Provincia He Men- 
doza, sobre cobro de pesos. 

Sumario: Tratándose de demandas por cobro de alquileres, lo 
regular es admitir en lo que a la mora se refiere, que cuan- 
do el acreedor deduce una acción para obtener el pago de su 
crédito, ha realizado tas gestiones privadas necesarias ante 
su deudor, debiendo por consiguiente, ser materia de prue- 
ba los hechos referentes a la posibilidad de qtte la acreedo- 
ra hubiera incurrido en mora, rehusando aceptar la presta- 
ción en el lugar y tiempo oportunos o no encontrándose en 
el lugar convenido para el pago o no requiriéndolo a su 
vencimiento. 



Caso : Ix> explica el siguiente : 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

4 

Buenos Aires, jimio 14 de 1929. 

Y Vistos: este juicio seguido por doña Carmen González 
de Palacio, del cual resulta: 

Que a í ii jas 5 comiwircce ta actora \hít apoderado deman- 
do a la Provincia de Mendoza, por cobro de iwsos provenientes 
de a r rendan lientos correspondientes a la finca de su propiedad ca- 
lle San Martin X v 1390. en la cual tiene establecida sus oficinas 
la Corte Suprema de la Provincia. Que el precio convenido por 
la locación es el de seiscientos pesos moneda nacional mensuales, 
adeudándosele en la fecha de la demanda el alquiler de trece me- 
ses ( I Cuero de 193o a Febrero de 1927). Que estos trece meses 
adeudados imfiortan la suma de siete mil ochocientos |iesos mo- 
neda nacional, por la cual más los intereses y costas demanda a 
!a provincia. 

Que acreditada la jurisdicción originaría de esta Corte, co- 
rrióse a fs. 8 traslado de la demanda, e) cual íué evacuado a fs. 
10 por el representante de la Provincia de Mendoza, expresan- 
do : que no ha recibido instrucciones de su mandante y que, en 
consecuencia, no puede reconocer ni desconocer la veracidad de 
los hechos articulados en la demanda, remitiéndose a lo que re- 
sulte de la pruclia que se allegue en la secuela o|mrtuiia de esta 
litis. Solicita se tenga |*ir evacuado el traslado de la demanda. 

Que ahierta la causa a pruelia se produce la que informa 
el certificado de secretaria de fojas 44. llamándose autos para 
definitiva a fojas 149 vuelta. 

Y Considerando : 

Que con la prueba producida ha quedado demostrado, 
el carácter de locadora y propietaria que invoca la actora ; la exis- 
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tencia de un coutrat» de locación entre ésta y la demanda, según 
el cual el alquiler mensual |)or el inmueble locado es de seis- 
cientos pesos moneda nacional de curso legal, y la falta de pago 
de los arrendamientos corre spon dientes a los meses enumerados 
en la demanda. 

Que. i»r otra parte, estas circunstancias establecen la abso- 
luta analogía de esta causa, con la seguida por las mismas partes 
y resuelta fxjr este tribunal por sentencia de 5 de Febrero de 1926. 

{¿w, en consecuencia, son aplicables a este juicio los prin- 
cipios legales que al» man la referida sentencia y que se dan en 
la presente j)or reproducidos. 

Por tanto, en mérito de estas consideraciones, se bace lu- 
gar a la demanda, declarándose que la provincia de Mendoza 
está obligada a pagar a la actora la suma de siete mil ochocien- 
tos pesos moneda nacional de curso legal, sus intereses desde el 
día de la notificación de la demanda y las costas del juicio. No- 
tifíquese y repuesto que sea el pa|>el archívese. 

A. ÜKKMKJU. — J. FlC.UEROA Al.- 

corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lwalle. — Antonio 
Sacar xa. 



Don José Antonio Mcnéndes contra el Poder Ejecutivo de Ut 
Provincia de Buenas Aires, juicio conlendoso-administra- 
tiz>o+ Recurso de hecho. 

Sttuwrio : El régimen de montepío, pensiones, jubilaciones o re- 
tiros para los funcionarios, empleados y obreros provin- 
ciales, tanto en lo referente a la existencia tle tales institu- 
ciones como en lo que atañe a los requisitos para gozar de 
los mismos y a las causas de pérdida de sus beneficios, son 
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extraños a la Constitución Nacional y al Código Civil, y no 
dan lugar al recurso extraordinario del art. 14. ley 48. 

Cuso : Lo explican las piezas siguientes : 



DICTAMEN DEL SEÑO» PROCURADO* GENERAL 

Buenos Aires, Abril 20 de 1929. 

Suprema Corte: 

Lo que la sentencia de ís. 27 dictada por la Suprema Corte 
de Justicia de la Provincia de Buenos Aires ha resuelto en la 
presente demanda contencioso-administrativa, sobre jubilación 
seguida por don José Antonio Menéndez contra el Poder Eje- 
cutivo, es una cuestión de derecho regida exclusivamente por las 
leyes provinciales sobre montepío y solire registro civil ; y lo ha 
hecho también con fundamentos de derecho local, suficientes pa- 
ra resolver el caso, con presciitdettcia de las cuestiones de ca- 
rácter federa! que puedan haberse articulado en la causa. 

Todo ello hace que la referida sentencia sea irrecurrible pa- 
ra ante esta Corte Suprema por la vía extraordinaria que acuer- 
da el art. 14 de la ley 48. 

Par lo demás, la clasificación o calificación de los servicios 
prestados por el demandante en las reparticiones provinciales, 
es «na cuestión de hecho que asimismo ha rpiedado decidida por 
aplicación de las mismas leyes, y sin que ello pueda constituir 
la materia de un caso federal. 

Soy [w tanto de opinión que corresponde declarar bien de- 
negado para ante V. E. el recurso de apelación a que se refiere 
el de hecho que motiva estas actuaciones. 

Horado /?, Lamia. 
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FALLO Dt LA COSTE SUPKEHA 

Buenos Aires, Junio 14 de 1929. 

Vistos y Considerando: 

Que la organización del personal administrativo de las pro- 
vincias, en todos sus aspectos de derechos y obligaciones, es atri- 
buto constitucional de las mismas. Arts. 104, IOS y 106 de la 
Constitución Nacional. 

Que, en virtud de tal principio elemental el régimen de mon- 
tepío, ¡wnsiones. jubilaciones o retiros para los funcionarios, 
empleados y obreros provinciales, tanto en lo referente a la exis- 
tencia de tales instituciones como en lo que atañe a los requisi- 
tos para gozar de los mismos y a las causas de pérdida de sus 
beneficios, son extraños a la Constitución Nacional y al Código 
Civil, que el recurrente invoca sin demostrar la vinculación de 
dependencia necesaria a los fines del recurso extraordinario ( Ar- 
tículos 14 y 15 de la ley 48). 

Por lo expuesto, lo dictaminado por el Señor Procurador 
General y la jurisprudencia invariable de esta Corte. Fallos : to- 
mo 121, páginas 144 y 306; tomo 112, pág. 107; tomo 104, pá- 
gina 291; tomo 113, pág. 381, se declara bien denegado el re- 
ÜH!?L5° tÍfíqUeSe * rcpón ^ se eI f^Pel y devuélvanse los autos 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido Lavalle. — Antonio 
Sagarna. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Pon Pedro Bettoli contra ta Provincia tic Hítenos . tires, por in- 
demnización tic daños y perjuicios. 

Sumario: 1'' No corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte Suprema pronunciarse sobre cuestiones que sólo afec- 
tan al orden local en reí ación al conflicto tle sus leyes y hajn 
el concepto de su ley fundamental y tle su derecho adminis- , 
trativo, sin referencia a la Constitución Nacional, a ley al- 
guna de la Nación ni al Código Civil. 

2y L'na provincia no puede ser responsable |*>r acción 
judicial directa, del incumplimiento de una concesión otor- 
gada ¡Hir una municipalidad de la misma, sin haber sido ven- 
cida aquélla en causa alguna anterior con motivo de los he- 
ehos alegados. 

> 

3P Una demanda por daños y |jerjuicios no puede pros- 
perar cuando éstos no se lian acreditado en autos en forma 
legal. 

Cuso : ]jo explica el siguiente : 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Juniit 17 de 1929. 

Vistos : 

lista causa seguida por don Pedro Bettoli contra la Provin- 
cia de Buenos Aires, por daños y perjuicios, de la cual resulta: 

Que a ís. 6 se presenta D. Arturo Vera con" poder suficien- 
te del actor, exponiendo que su representado había obtenido de 
la Municipalidad de General Pueyrrcdón una concesión para es- 
tablecer un balneario en determinada sección de la playa sobre 
el mar y que al pretender iniciar los tralmjos necesarios, fué 
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impedido t Kir un representante del gobierno tic la í Whicia, (pie 
procedió con violencia a evitarlos, no obstante las órdenes del 
intendente municipal. 

Ouc no niega el derecho que pueda atribuirse la Provincia so- 
bre jurisdicción de playas y riberas con las limitaciones impues- 
tas por Jos decretos de! Poder Ejecutivo Nacional rpie se citan, jie- 
ro sí niega tpie esa jurisdicción corresponda a) Poder Ejecutivo 
del estarlo particular, sosteniendo que con arreglo a la Constitu- 
ción de la Provincia y a su ley orgánica tnunicitvil. las facultades 
derivadas de aquella jurisdicción solo delien ser ejercitadas por 
los corresi*nndientes municipios. 

Ouc. en consecuencia ele lo expuesto, se desprende que el 
Poder Ejecutivo de la Provincia, ha procedida sin derecho, en 
iwrjuicio de sus intereses, cuyos daños y perjuicios estima en 
veinte mil pesos moneda nacional, intereses y costas. 

Cita en su apoyo el art. 205 de la Constitución provincial, 
la ley local de 15 de Octubre de 1875 y disposiciones varias de 
la orgánica municipal. Termina, el rusentante del actor, soli- 
citando se falle este juicio, declarando "que el P. E. de la Pro- 
vincia carece de facultades sobre jurisdicción de las playas y ri- 
beras del Océano, que corresjxjnden exclusivamente a la Muni- 
cipalidad de General Pueyrrcdón y que, por lo tanto, la conce- 
sión otorgada a. mi representado debe respetarse" y condenando 
a la Provincia al pago de los daños y perjuicios estimados. 

Que acreditado el fuero por ser italiano el actor, se corrió 
traslado de la demanda a fs. 14 vta., siendo contestado por el re- 
presentante de la demandada a fs. 21. 

Expresa éste, qtte la jurisdicción provincial sobre las playas 
del mar, emergente del dominio reconocido |x»r el art. 2340, in- 
ciso 4v del Código Civil, no ha Sido delegado a las mu nieipal ida- 
des ni aquélla surge del art. 305 de la Constitución local, ni aún 
de la ley orgánica municipal. En consecuencia la Municipalidad 
actora carece de derecho t>ara arrendar las playas. Niega los he- 
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dios no reconocidos y alega, en cuanto a los daños y perjuicios, 
que estos no han sido determinados. 

Que abiena la'causa a prueba a fs. 25 vta., producida la cer- 
tificada a fs. 81. se agregaron los alegatos de las partes, llamán- 
dose los autos i>ara definitiva a fs. 93 vta,. y 

Considerando : 

Que tajo la apariencia de una demanda común [ior fíanos 
y perjuicios, preténdese por el actor, en el caso presente, que es- 
ta Corte se avoque y resuelva una cuestión de capital importan- 
cia jiara las institución* locales, cual es la concerniente a la ju- 
risdicción ríWreiia que se atribuyen la Provincia y las Munici- 
palidades, cuestión que habría de considerar ta Corte, sin oír al 
Municipio directamente interesado. Hasta señalar esta circuns- 
tancia y la de que el actor no se refiera en su demanda a la Cons- 
titución Nacional, a ley alguna de la Nación ni aún al Código 
Civil, para convencerse, que los fundamentos principies del 
pleito planteado, no pueden ser tomados en cuenta, en el suh 
lite, desde que |>ara ello tendría que pronunciarse el tribunal so- 
bre cuestiones ajenas a su jurisdicción originaria, que sólo afec- 
tan al orden local en relación al conflicto de sus leyes y bajo el 
concepto de su ley fundamental y de su derecho administrativo 
propio (art. 100 Constitución Nacional, art. l v , inc. 1« de la ley 
48. Fallos: tomo 152. pág. 224). 

Que bajo otros puntos de vista concernientes al derecho co- 
mún, que el actor señala, la demanda no procede por cuanto es 
obvio que la provincia no puede ser responsable por acción ju- 
dicial directa, del incumplimiento de una concesión otorgada pur 
la Municipalidad, sin haber sido aquélla vencida en causa algu- 
na anterior, con motivo de los hechos alegados. 

Las relaciones de derecho que establece la concesión del ac- 
tor sólo conciernen al concesionario y a la Municipalidad, siendo 
ésta, por tanto, lo que debiera ser requerida previamente, salvo 
su ulterior acción. 
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Que, por último, aún cuando el derecho de, actor fuera ad- 
misible, la demanda no |xxJria pros|xrrar prácticamente, toda vez 
que los daños y perjuicios cuya indemnización se solícita, no se 
han acreditado en autos, en forma legal, pues de la pruelia exa- 
minada (fs. 27 a fs. 79), no resultan ellos determinados y me- 
nos avaluados. 

Por estos fundamentos se rechaza la demanda, con costas. 
Notifíquese y archívese previa reposición del papel 

A, Bermejo. — Roberto Repetto 
— R. Crino Lavalle. — Anto- 
nio Sa<;arna. 



Do» Migud Vrtcaga contra la Provincia tle Buenos Aires, so- 
bre cobro de dafws y perjuicios. 

Sumario: I* Se conceptúa ausente a los efectos de la prescrip- 
ción autorizada por los arts. 1345 y 4023 del Código Civil 
al que se encuentra radicado fuera de los límites jurisdic- 
cionales de las grandes circunscripciones políticas de nues- 
tra organización institucional, en que la fwrsotia o cosa de- 
mandada se encuentra, siendo indiferente la mayor o menor 
distancia intermediaria. (En el caso, la Capital). 

2" Cumplida la única obligación de hacer emergente 
de un contrato de compra-venta de un bien raíz, o sea el 
otorgamiento de la respectiva escritura pública, no tienen 
aplicación los arts. 574 y 1409 y concordantes del Código 
Gvil subsistiendo, únicamente, la de dar, conforme a lo 
dispuesto en el art. 1345 del mismo Código. Véase e! fallo 
que se registra en el tomo 108, pág. 448. 



Caso : Lo explica el siguiente : 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bota» Aires, Junio 17 de I*í2*>. 

. V Vistos: El juicio promovido directamente ante esta Cor- 
te Suprema (wr don .Miguel L'rtcaga contra la Provincia de Bue- 
nos Aires imr tlañns y perjuicios, de cuyas constancias 

Resulta: 

Que don Odilón Núñez se presenta en 31 dé Agostó de 
con podes I tastana- del referida señor Urteaga, manifestan- 
do: que el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires ven- 
dió a su representado, en remate público de acuerdo con la ley 
provincial de 26 de Julio de 1886, una extensión de terreno si- 
tuado en el partido de Guammi, sección IX, lote 26, con su|>er- 
ficte ele 746 hectáreas. 8 áreas y 83 centiáreas por el precio de 
13,192.75 pesos; que comisionado el agrimensor Justo V. Esco- 
ltar para el deslinde, se encontró con la anomalía de que al señor 
Eduardo T. Puleston, comprador de los lotes 33 y 34 contiguos 
al suyo, te adjudicaron un sohrantc.de 200 hectáreas, mientras 
en el lote de su compra se encontraron solamente 591 hectáreas. 
7 áreas y H cent ¡áreas, de los que se le dieron posesión. 

En vista de ese resultado hizo gestiones administrativas y 
judiciales para integrar la superficie comprada. ]>ero sin éxito; 
demandó a la Provincia ante esta Suprema Corte, pero fué re- 
chazada su acción ]*>r estar mal planteada, pero se reconocieron 
los hechos "y tamhién el derecho que tenia su mandante a que 
se le devolviera la jarte proporcional del precio llagado." 1.a 
Provincia no cumplió con las obligaciones que tenía con el se- 
ñor t'rteaga, a pesar de gestiones hechas, y por ello está incursa 
en las responsabilidades que mencionan los arts. 628 y 1069 del 
Código Civil, cuyo inqiortc, en apreciación de daños y perjuicios 
es de 132.679.05, por cuyo jago, más los intereses y costas, de- 
manda. 
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Acreditada la jurisdicción originaria de la Corte, se dió 
traslado a la Provincia de Unenos Aires. la que contestó a fs. 15. 
¡x>r intermedio del Dr. Iíol>erto Parry. manifestando que debía 
rechazarse ta demanda, con costas. Como resulta del expediente 
L" \* v 2, 1905. del juicio seguido ante esta Corte |)or Un caga con- 
tra su representada, el remate del inmueble cuestionado lleva fe- 
cha 20 de Febrero de 1903 y la escritura se otorgó el 21 de Julio 
del mismo año. Kn esa demanda la provincia invocó el art. 1345 
del Código Civil y dijo estar pronta a la devolución de la parte 
proporcional del precio y así se falló |xir el tribunal; peto e! ac- 
tor ilespués de dejar transcurrir los años sin reclamar eso que 
se le reconocía, inicia este juicio, igualmente erróneo, pues sólo 
tendría derecho a 2.800 pesos, que es lo que corres]>onderia a 158 
hectáreas a razón de $ 17.60 la hectárea. Además, la acción está 
prescripta de acuerdo con el art. 4023 del Código Civil. 

Concedido traslado de la excepción premencionada. el actor 
manifiesta ser impertinente la prescripción alegada, por haber 
hecho incesantes gest iones, cuino to ha dicho, porque, de acuer- 
do con el art. 3962 del Código Civil, ella no puede oponerse an- 
te los tribunales supriores sino resulta probado pér instrumen- 
tos presentados; porque el art. 4023 se refiere al reclamo por 
deuda exigihle y aquí se trata de que, "el vendedor perfeccio- 
nado el contrato de compra-venta celebrado, entregue toda la frac- 
ción de terreno, cuyo precio le fué llagado'" ; y, no haciéndose 
efectiva esa entrega, es de aplicación el art. 62K invocado. Pide 
se desestime la excej>ción. 

Abierta la causa a proel ia se produjo la que corre de ís. 23 
a 75, sobre cuyo mérito alegó solamente el actor (fs. 7S|, limi- 
tándose autos para definitiva eu 31 de Mayo del año en curso 
(fs ( 82 vía.): y 

Considerando : 

1* Que esle juicio se promueve entre las mismas partes, por 
la misma cosa y por el mismo origen que informó el pleito so- 
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lirr cumplimiento <le contrato de compra- venta fallado j*ir esta 
Corte en Ahril 8 de l'JOS. cuyo fallo corre inserto en el tomo 
IOK. p% 44K y siguientes, Aeu>r y demandada asi lo reconocen: 
% eH realidad. <se trata del ilerecho que corresponde cuando el 
vendedor no fíltrela toda la cosa a cjiie se obligó en d contrato 
re>|n-ctivo. l-as partes están contestes cu que de ese incumpli- 
miento p>r la provincia vendedora, Mirgieron obligaciones para 
la minina y correlativos derechos para ti comprador* pero mien- 
tra* éste sostiene que se trata de una obligación de hacer con ta 
subsidiaria de daños e intereses (art. o28 y lOííy del Código Ci- 
vil), la demandada sostiene que sólo delw la devolución propor- 
cional del precio fart. 1.U5 Coi ligo citado i, 

<>ue cem forme a los preceptos leales invocados por la 
provincia demandada. como fundamento de la excei>cióu pres- 
triptoria farts. I,í45 y 402.Í del Código Civil), ésta resulta im- 
procedente desde que, siendo el actor vecino de la Capital hede- 
rá I debe considerársele como "ausente" a loa efectos del término 
que prescriba ej segundo de lo? articulo* mencionados, pues co- 
mo tal se conceptúa jurídicamente al que se encuentra radicado 
í uera de los limites jurisdiccionales de las grandes circimscrip- 
¿iones ] mi! i ticas di- nuestra organización institucional en que ta 
persona o la cosa demandada se encuentran, siendo indiferente 
la mayor o menor distancia intermediaria. L'-n tal concepto, des- 
de el fallo de esta Corte de 8 de Al ir i 1 de VOS en el pleito so- 
bre cttniplimiento d*j contrato hasta la iniciación de la presente 
d nnanda (31 de Agosto de V27), no transen i* rieron los veinte 
años que pnce] lúa el recordado art, 4023. 

.i"-' One en el recordad»» fallo del pleito anterior entre la> inis- 
iü.'i> parte*, la Curte se expresó categóricamente sobre el punto, 
diciendo en el tercer considerando: "<}uc. dados estos antecedien- 
tes dr IOS que residía qtie la venta del inmueble referido se ha 
hecho COh indicación de la superficie que contiene, fijando un 
precio pir cada medida, el comprador solo tiene derecho a que 
se le devuelva la parte proporcional al previo pagado, hien, pa- 
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ra dejar sin efecto el contrato si la diferencia fuese de uu vigé- 
simo del área total designada ]>or el vendedor, conforme a lo 
dispuesto expresamente por la ley y lo establecido en casos aná- 
logos (art. 1,145 Código Civil), pag. 452; y en la pirte diaposi- 
tiva (pág. 453% dice: "Por estas consideraciones, no se hace 
lugar a la demanda deducida en esta causa, contra la Provincia 
de Buenos Aires, sin perjuicio de los derechos rpie pudieran co- 
rresponder al actor, con arreglo a lo dispuesto en el art. 1345 
tlel Código Civil" y si ese pronunciamiento no puede oimnerse 
al actor, como exección de cosa juzgada, tiene, desde luego, la 
fuerza de tina precisa aplicación del derecho al hecho mismo 
que en estos autos es lase de ta causa. 

Desde luego, aparece mal calificada por el actor la acción 
principal que surgió del contrato de compra- venta fie tierras de 
Guaminí, porque el gobierno de la provincia estaba obligado "a 
dar" y no "a hacer": debía 'entregar la tierra en su totalidad, 
arts. 574. 1409 y concordantes del Código Civil, ixirquc ya haliía 
cumplido la única, obligación de hacer que se refería al otorga- 
miento de la escritura pública, lo que se realizó en 21 de Julio 
de 1923, Es. asimismo, improcedente la invocación del art. 1069, 
porque él se refiere a la sanción por "actos ilícitos". Titulo VIII, 
sección 2», libro II. lo que. en el suh Htc no ha sido alegado ni 

probado. 

4" Que se trata, evidentemente, como queda expresado, de 
una obligación de dar, en lo princq>a| y en lo subsidiario; es 
decir, entregar la cosa y, en la imposibilidad, sin culpa de) ven- 
dedor, de someterse a la resolución del contrato o devolver la 
fiarte de precio proporcional a la superficie disminuida según el 
caso. art. 1345 del Código Civil, concordante con el 5X0 del mis- 
mo; y, como el representante de la provincia reconoce que esta 
adeuda y estuvo siempre dispuestas a pagar lo que, conforme al 
fallo de 1908 y art. 1345 del Código Civil, le córreseme! ía a Ur- 
loaga, en ese sentido debe resolverse el pleito ; más. naturalmen- 
te, la parte proporcional de contribución territorial y anexos que; 
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según la planilla de fs. M. ha pagado sobre las 15S hectáreas 
ile su título y que no le fueron entce^das según reconoce el re- 
presentante ¿té Buenos Aires, fs. 15. 

Por lo expuesto se resuelve; desestimar la prescripción ale- 
gada |wr la Provincia de Buenos Aires y que ésta está obleada 
a devolver al actor, dentro de veinte días la suma corresi»on- 
diente a la [larte pn>]H>rcional del precio |>agado |>or la superfi- 
cie cpie no se le entregó y la ¡jarte proywrcional de contribución 
territorial y anexos pagada de más |«>r esa suiierficíc. conforme 
a la ¡.latii lia de fs. 64. y tos intereses de la suma total desde el 
día de la notificación de la demanda. Sin costas pnr la despro- 
I arción t ntre lo pedido y lo concedido. Xorifiquese y repuesto 
el papel archívese. 

A. Bkkmejo. — RoitKttTo Repetto 
— R, Giino La valle. — Anto- 
nio Sacarka, 



Ihni Juan /hit orno Grlpfio, soikiht excepción del servicio militar 

Sumario: 1» Procede el recurso extraordinario del art. 14. ley 48¿ 
contra Una sentencia ipie si bien decide en favor de la exen- 
ción del servicio militar sostenida por el conscripto, recha- 
za también la inteligencia atribuida al inciso b) del art. 63 
de la ley 4707 [*ir el -Ministerio Fiscal, 

M *M& í») del art. 63 de la ley 4707 debe interpre- 
tarse en sentido restrictivo y sólo comprende, por consi- 
guiente, al hijo legitimo o natural de madre viuda y no al 
de madre divorciada del esposo. 

Caso: ta explican las piezas siguientes: 
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SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Diu-nc» A¡rc¿ ( Agosto 14 de 1928. 
Autos y Vistos; Considerando : 

l v l¿i ley N v 4707 en su art. 63, inc, h) exceptúa del ser- 
vicio militar únicamente al hijo natural o legitimo de madre viu- 
da a cuya subsistencia atienda y al hijo de padre septuagenario 
o ¡medido en iguales circunstancias : jiero no al hijo de madre 
divorciada, que con arreglo a la ley común tiene derecho a exigir 
alimentos de su cónyuge. 

2* I-a Corte Suprema ha declarado reiteradamente que delw 
aplicarse en forma restrictiva las disposiciones de la citada ley 
que establecen causales de excepción. 

I'or ello decían» une Juan Antonio Grippo de la clase de 
1908, distrito militar N v 4», matricula individual N 9 476,286, no 
ha acreditado hallarse comprendido en los términos del art. 63. 
inciso b) de la ley N* 4707 que invoca. Repóngase las fojas y 
archívense las actuaciones. 

Rodolfo S. /vrnr, 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL EN APELACION 

BtmiHis Aires, Septiembre 17 de l*>¿8. 

Y Vistos: 

Por las consideraciones aducidas por este tribunal en los 
casos de Dan id Pericoli y José P. Uthitrrat, faltados en Junio 
8 y Octubre 7 de 1921, se revoca la sentencia apelada de fs. 16 
y. en consecuencia, se hace lugar al ijcdido de excepción del ser- 
vicio militar formulado por el ciudadano Juan Antonio Gnppq. 
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Devuélvase. — B. A. Kazar Anchorcm. — /. ° Lniia. — José 
Marcó. 



BICT.YM EN DEL rROCIRADOR CíENERAL 

Buenos Aires, Octubre líí ( | c I92S. 

Suprema Corte: 

Se ha discutido en la presente cansa sohre excepción del ser- 
vicio militar iniciada por Juan Antonio Grippo ante el Juzgado 
federal de Ja Capital de la Nación si puede considerarse com- 
prendido dentro de los términos del art. 63, título I de la ley 
4707 , el caso de sostén de madre divorciada 

I -i sentencia definitiva dictada por la Cámara Feclc-al lia 
sidn contraria a lo sosten idn por el Procurador Fiscal, en el sen- 
tido fie (pie tal causal no puede motivar la excepción que se so- 
licita. 

Interpuesto el recurso extraordinario para ante V- E. contra 
dicha resolución, ha sido concedido. 

Ks procedente dicho recurso por cuanto el caso federal apa- 
rece debidamente planteado, según se deduce de lo precedente- 
nunte expuesto y de lo reiteradamente declarado al respete, 
por esta Corte Suprema en casos análogos. 

En cuanto al fondo del asunto: es doctrina uniforme de V. 
K. que los casos de excepción del servicio militar delwn limitarse 
a los expresamente señalados en la ley y entre éstos no está el 
que motiva las presentes actuaciones. 

Opino, por tanto, eme corresponde revocar la sentencia ape- 
lada en Í pftg < (U e ha podido ser materia del recurso, 

Horacio R, Larrcta. 
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Huena* Aires, Junio 19 de Ift». 

Vistos : 

Que el ciudadano don Juan Antonio Grippo ha sostenido 
la exención del servicio militar fundado en la i nten >retaeión que 
atribuye a] art. 63. inciso 1>) de la ley X tf 4707, en razón de ser 
hijo de madre divorciada, K¡ señor Fiscal de 1' Instancia ha man- 
tenido, a sti turno, ta tesis de que la letra del artículo no compren- 
de ese caso entre los que taxativamente enumera. 

(Jue si liien la sentencia de la Cámara Federal ha decidido 
el punto cti favor «le la exención sostenida por el conscripto, ha 
rechazado también la inteligencia atribuida al itic. b) del artículo 
63 por el Ministerio Fiscal, desde que intervino en la cama, 
sosteniendo el derecho de hacer efectiva la obligación, del servicio 
militar impuesta P«r la Constitución en defensa de ésta y de la 
patria, cuya representación ejercita, a t«»dos los ciudadanos que 
no se encuentren expresamente exceptuados. (Inc. 3\ art. 14, 
ley 48). 

(Jue esta Corte ha resuelto i itcradaiuentc que el inciso hj 
del ¡irt. 63 de la ley 4707 dct>e ser interpretado cu forma restric- 
tiva, y que sólo comprende por consiguiente al hijo legitimo o 
natural de madre viuda sin que la exención pueda extenderse por 
analogía a otras situaciones como es la de la madre divorciada 
del esposo. 

Que en su mérito se revoca la sentencia en la p:irte que ha 
¡Midido ser materia del recurso. Notifiqucsc y devuélvanse. 

A, LÍKRMKJO. — J. FlGL'EKOA A[.- 

i'okta. — Roberto Rkpetto. — 
En disidencia: R. Guido Lava- 
lliv. — Antonio Saca» xa. 
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.disidencia : 

Bísenos Aires, Junio V) de 1929. 

VtátQS v Considerando: 

Qm para la procedencia del recurso extraordinario del a*Í 
14 de la ley 48 y 6 ele la lev 4055, no liasta que se haya discutido 
durante el juicio Li inteligencia de alguna cláusula de fa Cons- 
titución, de un tratado o ley del Congreso, o una comisión ejer- 
cida en nombre de la autoridad nacional, requiriendose necesa- 
riamente, que la decisión definitiva sea contraria a la validez del 
mulo, derecho, privilegio o exención invocado en su consecuen- 
cia. Así lo ha declarado esta Corte en abundante jurisprudencia. 
(Fallos: torno 116, página 409 y los alli citados; tomo 110, nág. 
HS, etc.) 

Que en el caso de autos, excepción del servicio militar, art. 
OX título t, ley 4707, inc. h), el pronunciamiento ha sido favo- 
rable al derecho invocado por el actor, aún cuando es cierto que 
contrario a la oposición fiscal. 

Que esta última circunstancia no cambia la naturaleza de 
la causa, ni puede convenir en beneficio del ministerio fiscal un 
recurso otorgado sólo a quien es privado de un derecho fundad" 
en disposiciones federales, en cuyo caso no se halla el recurrente 
ni su representada, toda vez, que en la sentencia alfada no se 
violan principios básicos de la ley orgánica del ejército, sino rpic, 
sólo se resuelve una situación persona!, que no afecta el interés 
de la Nación. 

Que a mayor abundamiento procede observar que el recurso 
extraordinario autorizado por el art. 14. inciso J p de la ley 48. 
responde al pro|)ósiio de impedir que los tribunales de Justicia 
den a los leyes nacionales una inteligencia tan limitada que des- 
virtúe el projjósito que se tuvo en vista al dictarlas, por lo que 
diebo recurso no tendría función alguna que llenar, cuando, co- 
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mo en el caso, se ha dado a ta ley militar invocada la interpreta- 
ción amplia que le dio el autor, en oposición a la inteligencia 
más sustentada por el recurrente, (Fallos: ionio 1-JN. pág. 2í>9; 
tomo 110. pag. 198; tomo 116, pág. 51 y otros. 

Por esto se declara mat concedido el recurso. 

R, firmo* Lavable, 



Don Attgci M. B. Mustíllo, solicita excepción del servicio militar 

Sumario : l' Procede el recurso extraordinario cuando si bien la 
sentencia recurrida hace lugar a la excepción del servicio 
militar sostenida j>or el conscripto, aquélla rechaza tamhién, 
la inteligencia atribuida al inciso h) de] art. 63 de la ley 
4707 por el Ministerio Fiscal. 

2° El inciso c) del art. 63 de la ley 4707 debe ser in- 
terpretado en forma restrictiva y sólo comprende al her- 
mano que atienda con su trabajo personal a la subsistencia 
de hermanas menores, huérfanos de -padre y madre o de 
hermanos impedidos, sin que la exención pueda extenderse 
por analogía a otras situaciones como la que se contempla 
en la es'iecte sulr lite, en que el recurrente es el que con sti 
trabajo mantiene las necesidades de su esposa, hija y her- 
manos abandonados. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, ArusIo 20 de 19>8, 
Autos y Vistos; considerando : 

I.as circunstancias comproliadas en autos de atender el *>e- 
t ¡donante a la subsistencia de ta esposa, una hija y de hermanos 
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menores que no son huérfanos, no están expresamente previstas 
en el art. 61 (le la ley N* 4707. 

Por ello declaro que el ciudadano de la clase 1907 Angel 
Miguel Ernesto Mustíllo. matricula individual X* 51.475, Dis- 
trito Militar N» I, no ha acreditado hallarse comprendido éfl la 
disposición legal que invoca. 

Rodolfo S. l'trrer. 



SENTENCIA OE LA CÁMARA FEUERAL RE APELACION 

Huero »s A iri s, Nnviáüíis 5 de 1928. 

Vistos y Considerando: 

<J«e está iimiprulwdo en autos por la información produ- 
cida s k. 21 y 21 vía. y el informe de ta Policía de fs. 30. que el 
recurrente Angel M. £ Mustillo. actualmente incorporado al 
ejército, atendía con su indujo personal a la subsistencia <le su 
espnsa, de una hija (le ocho meses de edad y dé cuatro herma- 
nos menores, de 7 a 15 años de edad, que han si<lo abandonados 
por su padre. Consta, animismo, que la tóatfre del recurrente 
y de sus cuatrn hermanos menores hállase recluida en el Hospi- 
fin de Alienólas de Tenipcriey, 

fjue si bien el Cjso del recurrente tío se halla expresamente 
previsto eu ninguno de los incisos del ari. ¿3 de la ley 4707. que 
sólo se refieren al hijo natural o legítimo (le una madre viuda, 
que atiende a la suhi-,teiicía de é>ta: al hermano que 'atienda a 
sus hermanos huérfanos <|e padre, o de hermanos impedidos: 
al nieto que atiende a la subsistencia de ta abuela ¿¡fofa y del 
abuelo septuagenario o impedido; y al mayor de los hermanos 
pertenecientes a una misma clase. <i al hermano menor de la cla- 
>e -igtiienie >i atuviese ya-liajo banderas otro hermano, cuni- 
plíeudo el servicio de un año o el de marina; es indudable que 
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d espíritu de la ley es la de exceptuar del servicio militar at 
ciudadano que, como el recurrente, constituye el único sostén 
de su esposa e hija y de cuatro hermanos huérfanos de hecho 
por el aliandono del padre y la enfermedad de la madre. El des- 
amparo en que quedarían estas seis |iersonas de la familia del 
recurrente, unidas a él por vínculos de perentezco tan íntimos y 
sagrados, cuales son el de padre, esposo y hermano, que con su, 
t ral «jo i»rsonal atiende a la subsistencia de todas ellas, justifi- 
ca ampliamente la excepción que solicita, 

Por ello se revoca la sentencia de fs. 23 y concédese la ex- 
cepción solicitada ¡>or Angel Miguel Ernesto Mustillo, fundada 
en el art. 63, inciso c) de la ley 4707. Devuélvase. — ti. A. Xa- 
zar Anchorem. — J. P. Luna. — José Marcó. 



DICTAMEN IIEL l'ROCLRADOR r.KXKRAL 

Buenos Aires, Abril 10 de 192*). 

Suprema Corte: 

La procedencia del recurso extraordinario de apelación in- 
terpuesto por el Señor Procurador Fiscal de Cámara, así como 
también el fondo del asunto ha sido resuelto ya por V. E. en 
el caso Análogo de Héctor Mam, de fecha 26 de Septiembre de 
1928 (lomo 152. pág. J42), declarando que los casos de excep- 
ción del servicio militar del>cn limitarse a los expresamente seña- 
lados en la ley. y entre éstos no está el que motiva estas actúa- 

C I Olí C Si - 

En consecuencia, opino que corresponde deejarar nial dene- 
gada la apelación y revocar la sentencia apelada en la parte que 
ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Larrcta. 
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FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buerns Aires. Jmiiu 19 de 1929. 

Y Vistos: MI recurso extraordinario interpuesto y denegado 
contra sentencia de la Cámara Federal de Ablación de la Ca- 
pital en los amos 'Mostillo, Angel M. E., solicitando exección 
militar" y. 

Considerando : 

<Juc el ciudadano don Angel M. E. Mustillo lia sostenido 
la excepción del servicio militar í lindado en la interpretación 
tpie atribuye al art. 6.?, inciso c) <le la ley 4707, en razón de 
atender a la subsistencia de la esposa, una hija y de hermanos 
menores que no son huérfanos, lí\ señor Fiscal de 1* Instancia ha 
mantenido a su turno la tesis de que la letra del artículo no 
comprende ese caso entre los míe taxativamente enumera. 

Que si bien la sentencia de la Cámara Federal ha decidido 
el punto en favor de la exención sostenida ]*>r v \ conscripto, ha 
rechazado también la inteligencia atribuida al inciso t> del art, 
6.1 |M>r el Ministerio Fiscal, de le que intervino en la causa sos- 
teniendo el derecho de hacer efectiva la obligación del servicio 
militar impuesta por la Constitución en defensa de ésta y de la 
patria cuya representación ejercita, a todos ios ciudadanos que 
no se encuentren expresamente exceptuados. (Inciso S 1 . art, 14, 
ley 48 1. 

Kn su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
.Señor Procurador General se declara procedente el recurso. 

Y Considerando: en cuanto a ta cuestión federal por ser in- 
necesaria mayor sustanciado» : 

Que esta Cune ha resuelto reiteradamente que el inciso c) 
del art. §3 de la ley 4707 debe ser interpretado en forma restrie- 
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ti va, y que sólo comprende al hermano que atienda con bu tra- 
bajo personal a la subsistencia de hermanos menores, huérfa- 
nos de padre y madre o de hermanos impedidos, sin míe la exen- 
ción pueda extenderse j»r analogía a otras situaciones como la 
que se contempla en la especie sub lile en que el recurrente es 
el que con su trabajo mantiene las necesidades de su «posa, hijn 
y hermanos abandonados. 

Por estos fundamentos se revoca la sentencia en la parte 
que ha |M»dido ser materia del recurso. Molifiqúese y archívese, 
devol viéndose los autos venidos |»or vía de informe con trans- 
cri |icióu de la presente y del dictamen del Señor I 
General. 

A. Bermejo. — J. Fitii'EROA Al- 
corta. — Rorerto Repetto. — 
Kn disidencia: K. Gcino Lava- 
lle. — Antonio Sacar xa. 



v DISIDENCIA 

Rúenos Aires. Junin 19 de 1 ( >29. 

Autos y Vistos: Por los fundamentos aducidos en los autos 
Grippo, Juan Antonio, solicitando su excejx-ión militar, resuelto 
en la fecha, se declara improcedente la queja interjHiesta. Noti- 
fiquesc y archívese. 

K. (ir ido 1 .AVALLE. 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución en la* causa*: Jurge 
Asen jo, I>>mitíKo Rudolfo Vizzo, Pedro Daniel MunttRny, Oscar CWias, 
Antonio Francisco Pasos, Aurelio Luis Montivcro, Martín Montero, José 
Líiis Confalonier), Pedro Federico Verdier, Manuel González, Luis Scar- 
pattt y Alfonso Cruzado, solicitantli» excepción del servicio militar. 
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Ministerio f ; isaii contra Gustavo Adolfo Rivera, por infracción 
al art> 2» dé la ley 11.386 (sobre enrolamiento). 

Sumario: 1» Cuestionada la verdadera inteligencia de una ley na- 
cional, procede el recurso extraordinario del art. 14 de la 
ley 48, contra sentencia que desconoce el derecho que 
tiene la Nación representada por el Fiscal de exigir de todos 
los ciudadanos el cumplimiento de la obligación de "armar- 
se en defensa de la patria y de la Constitución, conforme a 
las leyes que al efecto dicte el Congreso y a los decretos del 
Poder Ejecutivo." ArL 21 de la Constitución, art. 2" de 
la ley 11.386. 

2"' El art. 3* de la ley 1 1 .386 no prevé otra causante exi- 
mente que la de enfermedad (art. $»} y los tribunales de jus- 
ticia no pueden ampliar aquella sustituyéndose al legislador 
aunque sinceramente la conceptúen deficiente, injusta ó ine- 
quitativa. 

Casó : ko explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

San Luis, Diciembre 15 de 1028. 
Vistos: En la causa |>or infracción del art. 2* de la ley nú- 
mero 11.38», ("iiistavri Adolfo Rivcro. clase militar de 1908, ma- 
tricula X*' 3,208.031, domiciliado en Beazley. departamento de 
la capital de esta provincia de San Luis. 

Considerando: 

Que está comprobada con la documentación de fs, 1, la in- 
fracción que motiva esta causa, cuya prueba no ha sido desvir- 
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tuada, pues, la producida por la defensa tiende a acreditar que 
la demora no le es imputable. 

Que la defensa de que el juicio es nulo por lial térsele exigi- 
do al prevenido declaración tajo juramento, no puede prosperar, 
primero porque no se ha alegado oportunamente, pues se invocó 
después de conocer el resultado de la prueba en vez de hacerlo en 
la audiencia para la acusación y defensa y, segundo, ]>orque la 
nulidad de la declaración, caso que lo fuera, no afectaría la vali- 
des ile las otras actuaciones ni produciría la indefensión del pre- 
venido, como lo demuestran las alegaciones consignadas en el ac- 
ta de acusación y defensa y la pruelia de autos. 

Considerando, en cuanto a la culpabilidad del prevenido: 

Que el defensor alega que su defendido se presentó oportu- 
namente a enrolarse y que el encargado de la oficina le manifestó 
que no podía liacerlo basta Agosto del año de su comparencia. 
La prueba producida jiara acreditar la verdad de dicha manifes- 
tación, que consiste en las declaraciones de dos testigos y en el 
informe de fs. 11. del encargado de la oficina enroladora. es ine- 
ficaz, ixmjue el informe precitado le es desfavorable, pues dice 
el informante (pie Rivero fué enrolado el día en que se presentó, 
y porque sólo uno de los testigos, Julio C. García, confirma lo 
aseverado por el prevenido, testimonio insuficiente para justifi- 
car el hecho aludido, por ser único, y existir en contra la afir- 
mación del oficial publico que lo enroló. 

Por lo expuesto, teniendo en cuenta la edad que tenia el 
procesado cuando cometió la infracción y lo dispuesto en eJ art. 
¿1 última parte de la ley N" v 1 1.586, fallo: condenando a Gus- 
tavo Adolfo Rivero a sufrir la pena de un mes de prisión, con 
cosas. Hágase saber a la iKilicía para su cumplimiento y archívese. 

Mariano S, Carreras. 



■ 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEtlCKAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Febrera 28 (fe iy>9, 

Y Vistos: 

Resultando <lel documento de fs. 1 y del informe de fs. 11 
vía. que él procesado se presentó estomática mente y fué enrola- 
do e! 1 1 de Agosto de 1937, es d«fcir, al mes y veintiún días de 
vencido el plazo que determina d an, 2* de la ley 11.386; y de 
acuerdo con lo resucito por este tribuna! en casos análogos (en- 
tre otros, Francisco Lucero y Cipriano Gómez, fallados en 29 
tic Abril de 1925 y Diciembre 17 de 1928), se revoca la senten- 
cia apelada de fs. 17 y, en consecuencia, se absuelve a Gustavo 
Adolfo Rivero de la infracción que se le imputa. Devuélvanse, — 
Rodolfo S\ Fcrrcr. — Marcelino llscalaiia. — tí. M Xazar An- 
chorena. — /. P. Luna. — José Marco. 



DICTAMEN' DEL SEÍÍOK PkOCLUADOK GENEBÁL 

Hucnos Aires, Mayo 3 tic Htí9. 

Suprema Corte: 

Mantengo la ablación interpuesta por el señor Procurador 
Fiscal ci uura la sentencia de fs. 19 vuelta, dictada i>or la Cámara 
Federal tic Apelación en la presente causa seguida contra Gus- 
tavo Adolfo Rivero, \*>x infracción al art. W> de la lev 11.386. 

I-a única causa que exime de la obligación de enrolarse es 
la tle enfermedad comprobada (art. 3 V de la misma ley), 

Lti presentación espontánea del interesado después de ven- 
cid» el plazo en que legalmente debió hacerlo no mejora su situa- 
ción, cualquiera que sea la causal que invoque, ya que ninguna 
disposición de la ley autoriza otra solución. 
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Por lo expuesto pide a Y. E. se sirva revocar la sentencia 
apelada y condenar a Rivero a sufrir un año de prisión. 

}i 'orado R. f.arrcht. 

FAIXO 1>F. LA CORTE Sl'PRF.MA < 11 

BiH-nos Aires, Junio 19 tic 1929. 

Vistos y Considerando: 

• 

Que en esta causa contra Gustavo Adolfo Rivero por infrac- 
ción a la ley de enrolamiento militar, se ha discutido si, además 
de la enfermedad comproha<la, que prevé el art. 3 V <le la ley 
11.386 como única 'causa eximente de ta obligación que el art. 2 
de la misma preceptúa, pueden aigüirse y aceptarse otras j>or 
interpretación extensiva, como es la de que Rivero se presentó 
espontáneamente, lo que excluye intención infractora. 

Que, en tal concepto, se ha cuestionado la verdadera inteli- 
gencia de una ley nacional y el fallo recurrido es contrario al 
derecho que tiene la Nación representada |»r el Fiscal de exigir 
de todos los ciudadanos el cumplimiento de la obligación "de ar- 
marse en defensa de la patria y de la Constitución, conforme a 
las leyes que al efecto dicte el Congreso y a los decretos del Po- 
der Ejecutivo" art. 21 de la Constitución. Art. 2* de la ley 
11.386. En tal concepto y de acuerdo con lo resuelto en las cau- 
sas Grippo Juan Antonio excepción de servicio militar. Procu- 
rador Fiscal de la Cámara Federal de Apelación de la Capital en 
los autos Mustillo Angel M. E. solicitando su excepción militar, 
y otros, resueltos en ta fecha, se declara procedente el recurso 
extraordinario. 

Y en cuanto al fondo del asunto: 

Que la ley no prevé otra causa eximente que la enfermedad 
(art, 3') y los tribunales de justicia no pueden ampliar aquella 
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sustituyéndose al legislador aunque sinceramente la conceptúen 
deficiente, injusta o inequitativa. Tanto menos cuanto que, 
el fallo de 1* Instancia, aún la causal invocada no se pro 
Por lo expuesto se revoca el fallo recurrido y se co 
el de 1* instancia que condena al procesado a un mes de ,i 
y costas. Xotiftqucsc y devuélvanse los autcis al juzgado t 
origen. 

A. Bermejo. — J, Ficueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 

■ 

Antonio Sacar na. 

m * 

(1) Kn ¡a mium fecha >* por las consideraciones de la sentencia <|ttu 
precede, la Corte Suprema se pronunció en igual sentido en el juicio se- 
guido contra Leónidas Chirini, por idéntica tauna. 



Ihm Andrés Gañ ía contra h Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones de Empleados Ferrwiarios, sobre pensión. 

Sumario; l v Discutida la interpretación de la ley 10.650 y ha- 
biendo sido la sentencia contraria al derecho invocado por el 
recurrente fundado en dicha ley» procede el recurso extraor- 
dinario del art. 14, ley 48. 

2* Atento lo dispuesto por el art. 44 de la ley 10.650, 
al beneficiario de una jubilación le está vedado obtener otro 
beneficio. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCION UE LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Septiembre 14 de 192a. 

Visto tpte elon Andrés García y Doña Concepción Barroso 
de García, padres del ex empleado del Ferrocarril Oeste de Bue- 
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mus Aires, don Francisco García, solicitan pensión en conformi- 
dad con las dis[)osicioncs de la ley 10.(150, y sus complementa- 
rias y, 

Considerando : 

. Que los postulantes fundan su pedido en la circunstancia 
de haber fallecido el causante en un accidente de tralujo, lo que 
haría aplicable el precepto del art. 20, inciso 2* de la ley 10.650 ; 
y en que la subsistencia de ellos estuvo exclusivamente a cargo 
de dicho causante. 

Que el primero de los hechos invocados ha sido probado en 
autos (fs. 7), no sucediendo lo mismo con el extremo alimenta- 
rio alegado, por cuanto la sumaria información producida a ese 
efecto y que obra agregada de fs. 16 a 25, queda desvirtuada en 
absoluto por tas probanza^ del expediente de jubilación N« 208, 
letra C, año 1921, archivado en esta caja. 

Que, a efecto: el causante don Francisco García, falleció el 
24 de Marzo de 1917 y la sumaria información para justificar 
el extremo requerido por el art. 39, inciso 4* de la citada ley 
10.650 fué promovida por el recurrente el 29 de Diciembre de 
1927, es decir, después de haber transcurrido más de diez años 
de la fecha en que ocurrió el deceso del hijo; y |»r esa infor- 
mación pretende acreditarse que éste atendía exclusivamnte a la 
subsistencia de sus padres. 

La inacción en que se mantuvieron los recurrentes durante 
el tiempo mencionado se explica suficientemente con los antece- 
dentes que obran en el expediente N* 208, letra G. ,año 1921 , y 
por los que se comprueba que el recurrente Andrés García, en 
la época en que ocurrió el fallecimiento del causante era ya em- 
pleado de ta empresa del Ferrocarril Oeste, en la que prestó ser- 
vicios desde el año 1906 hasta Mayo de 1921, fecha en que obtuvo 
la jubilación por invalidez de que es titular. 

Este antecedente, que no fué denunciado por el postulante. 
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desvirtúa fundamentalmente la sumaria información aludida, pro- 
ducida mediante la invocación de carecer de medias de fortuna y 
"estar iticaj cuitado para procurarse los medios de subsistencia", 
y demuestran en forma inequívoca que en el caso no media la 
condición del art. 39. incisos 3" y 4 V de la ley 10.650, de que los 
I «adres "estuvieron exclusivamente" a cargo del causante. 

Que en presencia de los hechos expuestos y probado como 
está que los postulantes no se han encontrado en la situación 
prevista jior la disposición legal ya mencionada, corresponde re- 
chazar el pedido que han formulado. 

J'nr esta consideraciones, oída la Asesoría Legal, y atento 
la aconsejado jxir la comisión de pensiones y lo acordado por el 
Directorio en su sesión del 4 del mes en curso. 

Se resuelve: 

l v Desestimar el pedido de jjensión formulario |*>r Andrés 
i ¡arria y ]xtr doña Concepción Barroso de García, padres del ex 
empleado del Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, don Francisco 
( «arcia, 

2" Previa notificación a los interesados, tomen conocimiento 
Asesoría Legal y Contaduría y fecha, archívese. 

J. Hrivfo. 



SENTENCIA HE LA CÁMARA FEDERAL EN APELACION 

Buenos Aires, Marzo 20 <!e 1929. 

Vistos y Considerando: 

¿V 

íjue de sus propias manifestaciones resulta que Andrés 
García es beneficiario de una jubilación por invalidez y por con- 
siguiente, atento lo dispuesto en el art. 44 de la ley 10.650, le 
está vedado obtener otro licneficio. 
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Que por lo demás, la circunstancia de ser jubilado García, 
demuestra que su subsistencia ni la de su esposa ha estad» ex- 
clusivamente a cargo de su hijo Francisco, requisito exigido \xíy 
el art. 39 de la ley citada, para que haya derecho a gozar de 
pensión. 

L'or ello, y sus fundamentos, se confirma la resolución ar- 
lada de fs, 3.1, que desestima el pedido de pensión formulado por 
los padres de Francisco García. Devuélvanse sin mas trámite. — 
Rodolfo S. Ftrrcr. — /í. A. Masar /Inclunrmi. — J. I\ /,hiio.— 
José Marcó, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Kiicnos Arres. Junio 5 de 1929. 

Suprema Corte: 

Se discute en las presentes actuaciones sobre jiensión soli- 
citada de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Em- 
pleados Ferroviarios por Andrés García, sí éste, que es ltenefi- 
ciario de una jubilación por invalidez, tiene derecho a gestionar 
pensión en su carácter de |>adre de Francisco García. 

Ha sido así materia de discusión la interpretación de la ley 
de la materia » 10.650, habiendo sido la decisión final contra- 
ria al derecho invocado i)or el peticionante, fundado en dicha ley. 

Existe; pues, el caso federal y, de acuerdo a lo resuelle» por 
V*. E. en casos análogos, el recurso extraordinario de apelación 
deducido es procedente y ha sido bien concedido, atento lo dis- 
puesto por el art. 14 de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto, considero arreglada a dere- 
cho Ta sentencia de la Cámara Federal, atento lo que disponen 
los arts. 39 y 44 de la ley 10.650. 

Soy, por ello, de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia afielada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horado R, |¡ arreta. 
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FALLO DE LA CORTE SUFRE Ü A 

Buenos Aires, Junio 21 de 1929, 
Vistos y Considerando: 

JW los fundamentos del fallo recurrido y lo dictaminado 
e] Señor Procurador General se confirma, no haciéndose lu- 
gar a la pensión que solicita Andrés García. Xotif uniese y de- 
vuélvanse los autos. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta, — R. Guido Lavalle. — 
Antonio Sagarna. 



Don José Marta González (su suresión), contra ta Caja Xac to- 
nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre pettsión. 

Sumario-. El que traía ja en obras de construcción a las órdenes 
de un contratista, sin vinculación alguna con empresas fe- 
rroviarias en cuanto a locación y retribución de servicios, 
no está amparado por las disposiciones de la ley 10.650. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

KESOLLCIOX DE LA CAJA FERROVIARIA ' 

Buenos Aires, Diciembre 14 ele 1928, 

Visto que doña María Nieves López de González, por si y 
en representación de sus hijos menores, solicita pensión en con- 
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fnrmidad con las disposiciones de la ley 10.650 y sus complemen- 
tarias invocando }^rn dio la calidad de viuda e hijos legítimos 
de don José Alaria González, y 

Considerando : 

Que el causante trabajaba en «ibras de construcción a las ór- 
denes <le tm contratista sin vinculación alguna con al empresa del 
Ferrocarril Centra! Argentino, en ciianto a la locación y retribu- 
ción de servicio; 

Que las disposiciones de la ley 10.650. sólo amparan a los 
empleados y obreros taxativamente enumerados en el art. 2* de 
dicha ley y entre los cuales no calie comprender a los contratis- 
tas que ejecutan obras para las empresas; 

Que de consiguiente, y no habiendo estado el causante am- 
parado por la legislación de jubilaciones y pensiones de ferro- 
viarios al ocurrir su fallecimiento, sus deudas no pueden tam- 
]>oco, lograr los beneficios dej>arados por dicha ley. 

Por estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Aseso- 
ría Legal, lo aconsejado por la comisión de pensiones y de con- 
formidad con lo acordado por el Directorio en su sesión del 4 del 
corriente, 

Se resuelve: 

1» Desestimar el pedido de pensión formulado por doña 
María Nieves López de González, por st y por sus hijos doña 
María Estrella, don Milagro, don José, don Ricardo y don Fran- 
cisco González, en su carácter de viuda e hijos legítimos de don 
José María González: 

2* Previa notificación a los interesados, archívese. 

Brhña. 
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SENTF.VCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Abril 26 de 1929. 

V Vistos: 

Tur sus furulamefitos se confirma la resolución apelada de 
fs. 21. que deniega la ¡tensión pedida por María Nieves López de 
González, por sí y sus hijos en su carácter de viuda de don José 
María González, Devuélvanse sin más trámite. — Rodolfo S. 
ferrer. — Marcelino Escalada, — íí. A. Nácar Anehorena. — 
/. P. Lumt. — losé Marcó. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL . 

Buenus Aires, Junio 8 de 1929. 

Suprema Corte: 

1.a ablación deducida a fs. X7. no reúne tus requisitos exi- 
gidos por el art. 15 de la ley 48, toda vez que no se funda la 
queja demostrándose la relación directa e inmediata entre la 
cuestión resuelta y la ¿garantía federal que se supone violada. 

Tal exigencia no puede cumplirse, como se intenta, recién 
ante esta Curte Suprema al recurrir de hecho, porque no es esta 
la oportunidad legal de demostrar la procedencia del recurso 
acordado por el art. 14 de la ley citada. 

Opino, |xir tanto, que dicho recurso ha sido mal concedido 
para ante V. E. 

Horacio R. barreta. 



DE JUSTICIA DE LA .NACIÓN 



401 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Jiuiin 24 tic 1029. 

Vistos y Considerando: 

pUB José María González no figuró nunca entre el personal 
permanente del Ferrocarril Central Argentino, ni en ninguna otra 
empresa ferroviaria. 

Que sti vinculación de trabajo y de| tendencia fué siempre 
durante el tiempo que se invoca en estos autos, con don Juan 
González Día*, contratista jarticular y empresario de trabajo, 
míe tampoco está comprendido un la categoría de empleados y 
obreros que menciona d art. 2 de la ley 10,650. 

One la circunstancia de no halier sufrido los descuentos del 
art. % incisos 2. .í y 4 de la citada ley, sin realizar ningún acto 
<jta- exteriorizara su aspiración de ser considerado como obrero 
ferroviario, demuestra rjue José María González no se creyó 
acreedor a sus lieiief icios ni sujeto a sus ohl ilaciones. 

Por lo expuesto y concordantes del fallo recurrido y del 
dictamen del Señor Procurador General, se confirma. Notifi- 
quen y devuélvanse los autos. 

J. FinrKROA Al corta. — R. Guido. 

I .AVALLE. ANTQXtO SaGARXA. 
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Don Rafael Alberto Palomeqtttt contra la Proi-tmia de San Juan, 
bre cobra de pesos, incidente sobre impugnación de Hifiii- 
daciioi. 

Sumario; Los intereses delteu compu tar.se desde las res|)eclivas 
inttT|íelaeioiies judiciales. 

C aso: Lo explica el siguiente: 
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Huí-ruis Airis. Jimio & de 1929. 

Y Vistos: la incidencia producida acerca de la liquidación 
presentada a fojas 135. 

Y Considerando : 

Que la presente «jbmciiin fué iniciada |H»r la suma de pesos 
m u. (fojas 47 y 50) y ampliarla en las sumas de 
? 41.701.70 ... n. í fojas 57i y s 3S -KX1.4! m n. í fojas 90), lo 
que hace un total de $ ¿75.oKL65 m n, de curs.. legal, cantidad 
esta que no Concuerda con la que ni concepto de capital contiene 
la liquidación de fojas 136* * 

<Jue los intereses de olas partidas deben o imputarse débete 
la> rcsjK-ciivas interpelaciones indicíales, de conformidad cotí Ib 
resuelto por esta Corte en reiterados casos, . 

„Qut: si |>ien es cierto <|tie en el jtttclo sr» u id*i entre las mis- 
mas parles (expediente letra I». X" ® i. ,.,te tril» nal rcr-olvió 
el ]« lK i> de los intereses d£stle las ñ-clias de (OS \-et -imientus de' 
los eu[M)Ues posteriores a la demanda, debe observarse tfue en di- 
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cho juicio el actor se reservó desde la demanda el derecho de re- 
damar el infurte de los cupones a vencer durante la secuela del 
mismo, lo que no ha sucedido en el presente caso. 

Por ello no se haee lunar por ahora a la aprobación solici- 
tada de Ja liquidación de fojas 13íi. Hágase saber y remilgase 
el papel. 

A. liEÜMKjO, — J. FlííUEROA Al- 
CORTA. — R, Gt lDO l.A VALLE. — 

Antonio Sagas na. 



NOTAS 

Con fecha 5 de Junio ríe 1929. la Corte Suprema por los fun- 
damentos y razones aducidos en el dictamen del Procurador Ge- 
neral, no hizo lugar a fa queja deducida )K>r don Juan Honaven- 
ttira en autos con la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación, en razón de que 
la resolución de carácter procesal pronunciada por la Cámara Fe- 
deral de la Capital, no era susceptible del recurso creado por eJ 
art. 14 de la ley 48, exclusivamente i»ra cuestiones de puro de- 
recho federal; agregándose, además, que la denegación se fun- 
daba en que el recurso a| «recia deducido fuera de término, 



Kn la misma fecha no se hizn lugar, igualmente, a la queja 
deducida por doña Ramona Gómez V. de Budrix en autos con la 
Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones fie Empleados Ferro- 
viarios, sobre |>ensión, en razón de que el recurso interpuesto no 
llenaba los requisitos exigidos por ct art. 15 de la ley 48, ni con- 
tenía, el mismo, el fundamento de la queja. 



■r&v'- ■ I 
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En la misma fecha la Corte Suprema de conformidad con Id 
dictaminad» por el IWnrador General no hizo lugar al recurso 
deducido por don Juan Desairo, en autos o«i la Municipalidad 
á« la Capital, sobre reivindicación, \x*t cuanto la resolución a|>e- 
Lula dictada por la Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil 
de ¡.i Capital, halaa resuelto la causa por razones de hecho v prue- 
ba y por aplicación de disposiciones de derecho común, irrevi>i- 
hlcs por la Corte Suprema, en razón de no encontrarse el caso 
emprendido enlre los que enumera el arL U fie la ley X" 48. 



En la minina fecha. jMir los fundamentos y consideraciones 
contenidos cu el dictamen del Procurador General, la Corte Su- 
prema no hizo lugar a la queja deducida pur Héctor X. l'irova- 
no, en la causa seguida cu su contra, por infracción a la ley 
1 1 .317. reglamentaria del trabajo de menores, en razón de tío exis- 
tir el caso federal, dado que la cuestión constitucional invocada, 
no fué introducida en primera instancia, ni resuelta en esa opor- 
tunidad, sino que se formuló después de la sentencia del Juez 
Correccional y no se la reprodujo en segunda instancia. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida pur 
don Alfredo Acuña en autos con et Fisco Nacional, sobre cobro 
de una mulla. |»ur aparecer de la propia exposición del recurren- 
te, que la cuestión ilehatida y resuelta era la de sainar si procedía 
el juicio de apremio o el ejecutivo, es decir, punto regidos por la 
ley procesal y ajeno al recurso extraordinario de puro derecho 
federal. { Art. 14, ley 48). 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida jk»t 
doña Candelaria Maglione de Aubry, en autos con don Eduardo 
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Romero sobre reivindicación, jxjr inferirse de la propia exposi- 
ción del recurrente fpie la cuestión debatida hahia sido resuelta 
por la Suprema Corte de justicia de la Provincia ele Dueños Ai- 
res aplicando e interpretando para el caso, preceptos de derecho 
común y de orden procesal ajenos a) recurso extraordinario de 
puru derecho federal que autoriza el art. 14 de la ley 48. 



En la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida i>or 
don t lumlierto C. Itonfauti en autos con doña María ¡guacia JIo- 
uasterin. sobre divorcio, jior desprenderse de ta propia exposi- 
ción del recurrente que no se trataba de sentencia definitiva, 
conforme lo requiere el art. 14 de la ley 48, para la procedencia 
del recurso extraordinario interpuesto. 

Con techa siete de Junio de mil novecientos veintinueve, 
fué confirmada por la Corte Suprema la sentencia pronunciada 
por la Cámara Federal de Apelación del Paraná, la que confir- 
mó, a su vez, la dictada |*>r el Juez l-etrado del Territorio Na- 
cional de Formosíi, que condenó a Pedro José Zarate a sufrir la 
pena de diez y siete años de reclusión, accesorias legales y cos- 
tas, como autor del delito de homicidio ¡leqietrado en la persona 
de Felipa Avala y robo en perjuicio de Claudio Santander, el día 
veintiuno de Marzo de mil novecientos veintitrés, en el campa- 
mento del kilómetro diez y ocho de la via decauville de Fonnosa 
a Guacolé. jurisdicción del expresado territorio. 



En ta misma f celia fué confirmada, igualmente, la sentencia 
pronunciada |xir ta Cámara Federal de La Plata, que condenó 
a Afilio Vega, a sufrir la pena de quince años de prisión, acceso- 
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rias y costas, en ve/ ti* !a <le veinte años de reclusión que 
Je fuera impuesta por el Juta Letrado del Territorio Nacional 
del Chirbttt, contó autor de los delitos de ftímácMfo perpetraclos 
en las personas (te Matilde Manrique fie (iutii-rrr* y Kleodorn 
Kstuardo. el tlía iris de Mario de mil novecjaitos veinticinco, en 
el parajr denómina<lí> " Yrr«.yn Verde', juri*dieeió n cid expre- 
sado territorio. 



En la misma ícclia de conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador General, no se h\m luf<ar a la queja <U-< Incida por 
doíi Isaac Merr. aptitud» de una resolución de ta Administración 
de Impuestos Internos, tu razón di- no. cumplirse con ninguno de 
h * rvii»\s¡U,s exigido* por el art. 15 de la ley 4K. para hacer pro- 
cedente el recurso de apelación a «pie se refiere el ari. 14 de la 
misma ley: no se demostraba la relación directa e inmediata que 
existiera entre el caso resuelto y la cuestión federal que sr supo- 
nía vulnrada, ni m indicaha. tampoco, la disposición jegal en que 
ej mismo se ¡siupar^Jiá. Ágrej^ntlbseí a mayor abundamiento, que 
el caso versal ta sobre la misma materia, comprendía ígttafe ante- 
cedentes y jrnardal» completa identidad COI! el n-Miello por el tri- 
buna! en 5 de Noikmbrede W28, en la catira M unida jior Héc- 
tor Tomasi contra una resolücióti de la Administración de Im- 
|>ucstos Internos. (Tonto 15,1. pagj. 111). 



Kn catorce del mismo n» se hizo Ulgar a la queja deducida 
pir «tí»» Litis Fava en el juicio si.hre información para justificar 
la posesión trcinienaria respecto a dos imnuehles ubicados en la 
ciudad.de Oirrünies. en razón de míe las resoluciones tomadas 
por la Cántara de Apelacíum-s de 2* turno de dicha ciudad, para 
conseguir su funcionamiento, referentes a saber si procedía o 
ño la iusacidacH.n de conjueces y sí uno de los magistrados dehia 
un í^ri nar parle del mismo, son cuestiones regidas por las le-* 
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ves procesales y constitución bical, y |»or cori^jgttienife, ajenas al 
recurso extraordinario de ^Jiirti derecho federal, atento lo que 
iIís|hiiu- el art. 14 de ta lev X v 48. 



En diez y siete del mismo un se hizo lugar a la que ja dedu- 
cida pi>r dori Antonio Morís Islas en autos con don Eduardo 
Mcudilahar/u sobre cobro de honorarios, por no aparecer de la 
propia exposición del recurrente, que se hubiera planteado en el 
pleito, n sea, etm anterioridad a la sentencia de última instancia 
dentro de la jurisdicción local, alguna de las cuestiones federales 
■pie | medan autorizar el recurso extraordinario con arreglo al 
articulo 14 de la ley 48. 



Kn la misma fecha, no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deucida por doña Rosa Iturzio en autos con don Antonio Moris 
Islas, sobre cobro de pesos, en razón de no haberse llenado los 
requisitos exigidos jjpr el art. 15 de la ley 48, y la sentencia aje- 
lada se había limitado a resolver los punios controvertidos apli- 
cando e interpretando en et caso, preceptos de derecho común y 
disposiciones de la ley procesal, ajenos por consiguiente al re- 
curso interpuesto (art. 14. ley 48 j. 



Con fecha diez y nueve, de confort) rielad con lo dictaminado 
por el Procurador lleneral. no hizo lugar a la queja deducida 
por don Domingo 11. Fiqjo en autos con et lu-rrocarrif Central 
Argentino, sobre devolución de fletes, en razón de (¡ue la reso- 
lución recurrida había quedado consentida toda vez que el inte- 
resado dejó vencer et término de tres dias que le acuerda el art. 
2M de la lev X'' 50. sobre procci ritmemos íederaíes, para inter- 
poner la i j tu ja ante ta Corte Suprema. 



W FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

En la misma fecha, por los fundamentos contenidos en el 
dictamen dd Procurador Ceneral, no se hizo lugar, igualmente, 
a la queja deducida i*ir el Ferrocarril del Sud en autos con don 
José Ballestríni, sobre cobro de pesi.s, dado que la causa fué re- 
suella por fundamentos de hecho, prueba y de derecho común, 
y la resolución de la Cámara de Ablaciones en lo Comercial de la 
Capital, se había limitado a interpretar y aplicar disposiciones 
del C('nH¡p«) de Comercio. 



En !a misma fecha la Corte Suprema no hizo lugar al re- 
curso extraordinario deducido por el Ministerio Fiscal en la cau- 
sa seguida contra Samuel Deheza. |«ir infracción al art. de 
la ley 1 1.386, en razón de que éste, había sido absuelto porque 
se probó que habiéndose presentado en termino hábil para cum- 
iarse, no lo pudo realizar |>or imposibilidad de la oficina enrola- 
dora, y, en tal concepto, no se cuestionó una distinta inteligen- 
cia o interpretación de la ley nacional aludida, sitio una simple 
cuestión de lucho, extraña al recurso extraordinario «leí art. 14 
de la ley 48. 



Kn veintiuno del mismo se declaró impróbente los recur- 
sos extraordinarios interpuestos en las causas seguidas contra 
Luis E, Alhrech, Martin Eldu Mercado y José Foríiri, jwr in- 
fracción al art. lo. título I de la ley 4707. en razón de que no 
se había cuestionado la inteligencia de dicho precepto, sino que 
se alego una circunstancia de hecho — la enfermedad del cons- 
cripto cu el momento ríe ser llamado a las filas y la imposibili- 
dad de presentar el justificativo de esa causal, — por lo que re- 
sidí alta inaplicable el art. 14 de ta ley 48. \x>r tratarse de cues- 
tiones de hecho cuya apreciación excluye el recurso extraordina- 
rio cpie dicho articulo prevé. 
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En la misma fecha, r!c conformidad cotí lo dictaminado ]»or 
el Procurador General, se declaró improcedente el recurso de- 
ducido [K)r don Amonin Fulvi. en autos cim la Caja Xaeíonal de 
J ululaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre f ten- 
sión, en razón de <me la resolución recurrida pronunciada por la 
Cámara Federal de Apelación de la Capital, había resneltu la can- 
sa \mr fundamentos de hecho y prucfja, COmo era la de «pie el 
recurrente rio acreditó la antigüedad requerida jxtr el art. 18 de 
la ley 10.650. fpie acuerda dicho henc tirio. 



Kn veinticuatro del mismo no se hizo lugar al recurso ex- 
traordinario deducido en la causa seguida por el Ministerio Fiscal 
contra Cipriano Gómez, por infracción al art. 2*. ley 1 1.386 — 
falta de enrolamiento oportuno — en razón de que se juzgó pro- 
liada la imposibilidad material de hacerlo, a jicsar de haberse pre- 
sentado reiteradamente, el recurrente, en la época reglamentaria, 
a cumplir con su obligación militar: cuestión de hecho extraña al 
recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48. 



Kn la misma fecha no se hizo lugar a la queja deducida por 
don Héctor % Piro vano en el juicio "Rolierto S. I^tmy. su quic- 
bra". en razón de míe la resolución recurrida de la Cámara de 
Ablaciones cu lo Criminal y Correccional de la Capital, al de- 
clarar mal concedido un recurso de nulidad, interpreta y aplica 
dis|x>siciones del Código de Procedimientos, planeando así cues- 
tiones judiciales de carácter local, extrañas a las de derecho fe- 
deral a que se refiere el art. 14 de la ley 48. 



K:i la misma fecha, jior los fundamentos del dictamen del 
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Procurador t ¡enera I. la C urio Suprema tu» Iiizu Iti^ar a la queja 
deducida |x»r dotí Justo E. Mañay en la causa seguida cu su 
contra, por btgíuriia, por resultar de la propia exposición del re- 
currente, une ésite- tío invocó el fuero federal, ni antes tu des- 
pués de la sentencia pronunciada t>nr el Juez de Instrucción en lo 
Criminal de la Capital, 



Con fecha veintiuclttj mi se hÍJto Ittjjar a la queja deducida 
por Luis Man/oni. en la causa seguida en su contra, pnr rxlra- 
cifciÓn a si ilicitud de las autoridades del Keinu de Italia. |Hjr apa- 
recer de la propia exposición del recurrente, que no se trátala 
de una sentencia definitiva cuino lo reí pi rere el art. 14 de la ley 
4N y, ademán. ix>rr|iie el procedimiento para la extradición tío 
constituye un proceso en que se juzgue de la culpabilidad o ino- 
cencia del procesado. 



En la misma fecha no si- hizo lugar a la queja deducida por 
don tais Scavo en autos con la Sociedad Anónima Corporación 
Financiera líeo aquista, sulirc desalojamiento, por resultar fie la 
propia exposición del recurrente, que la decisión apelada se ha- 
bía limitado a declarar bien denegada una apelación interpuesta 
para ante el tril tunal, fundándose en el art. Mi del Código de 
iViitediniieniii^ de la provincia i|e Hílenos Aires, lo rpie es ajeno 
■jl recur-o extraordinario de puro derecho federal. (An. 14 y 15, 
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Uoñti Ramona //. de r-rmm aoüra ta Cafa Xadomd de Jubila- 
0M*S y PeitmiW de Iim¡>h-atlos ¡'ernrriarios, sobre ¡ndnu- 
uhmum: 

Sumario* ® artículo 44 de la lev IG.ÍÓO no , H Tiiii t o la acumula- 

emn de lit'iH'fícins. 

f • - 

CW: l.u «Épieátí las pU zas sientes: 



RKSOUCIO.V DE ÍJV CAJA FKRKOVlAH M 

lltiitw.s Aires AgOítO 3 de 1928. 

Vistas raías actuaciones, atento lu dictaminad., por fe Ase- 
Mina Legal a f s . 9, por tos íundameniiis expuestos en el ¡trece- 
dfrite desparho (le la mayoría de la Comisión (fe Hacienda v de 
conformidad con b acordado ihjp d Directorio cu stl sesión' del 
31 do lidio ppdjo. 

Se resuelve: 

í» \o hacer lugar id pedido de indemnización dd art. 4T» de 
Ja ley Iü.h5í>, m .licitado por doña Ramona B. de Kerrnri en su 
cnmeier de madre del ex emplead., ferroviario, (fon José Kerrari. 

2^ frevía notificación a la interesada, archívese. 

J. fírki'a. 
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SENTENCIA HE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

liiwimt. Aires, Marzo 14 tic 1*)*). 

Vistos y Considerando: 

í jue la recurrente, beneficiaria de ja pensión otor^da en el 
expediente agregado letra F; X v 2W, en su carácter Je viuda de 
I 'ascua! Ferrari, gestiona la indemnización a <]Ue se refiere el 
art. 46 de !a ley 10.650, como madre de José Ferrari, 

(Jue el art. 44 de la ley citada establece que "no se acumu- 
larán dos ti más pensiones o jubilaciones en la misma persona", 
lo que demuestra que el espíritu de ta ley es contrario a la acumu- 
lación de lienet icios. 

Pér ello, se ce infirma la resolución apelada de ís. 15. que 
deniega el pedido formulado \xtr Ramona lí. de Ferrari. Devuél- 
vanse sin más trámite. — Rodolfo S, Fcrrer, — R, A. Xazur A»- 
choreita, — /. P. Luna. — José Marcó. 



DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bucjxjs Aires, Mayo 3 tic VJ29. 

Suprema Corte ; 

Fu la presente causa sobre reclamación de indemnización 
solicitada por doña Ramona B. de Ferrari a la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, lia sido 
materia de discusión la interpretación del art. 44 de la ley nú- 
mero 10.650, habiendo sido la decisión final contraria al dere- 
cho invocado |>or la peticionante, fundado en dicha le}-. 

Existe así el caso federal.* y de acuerdo a to resuelto pur 
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V, E, en casos arábigos, el recurso extraordinario de ai «elación 
deducido es procedente, atento lo dispuesto en el art. 14 de la 
ley numero 48. 

Ha sido, pues, en nú opinión, bien concedido y asi pido a 
Y. K. se sirva declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto, adhiero a la tesis sostenida 
|xir la Cámara Federal de Apelación de la Capital, toda vez que 
el art.' 44 citado no permite la acumulación del lieneíicin que se 
gestiona a la pensión que ya i>ercil)e la interesada, según se lia 
acreditado, en su carácter di- viuda de Pascual Ferrari. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la i«iric que ha |mh|íi1o ser materia del recurso. 

■ 

Huraño K. Lam ía. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bucnoi Aires, Juli» .1 du Í9*J. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del dictamen del señor Procurador 
General, lo que resulta del art. 44 de la ley X* 10.650 y las con- 
sideraciones aducidas en la sentencia de ís. 28, se la confirma 
en la pane que ha ¡krIúIo ser materia del recurso. Xoliííquese y 
devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Fícl^eroa Al- 

COMTA, — KultKKTO ReI'ETTO, 

K. Guiño La valle. — Antonio 
Sacakxa. 
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Don Enoch Morgam Son C v contra dan Augusto O. l'cdrazzini, 
por imitación f r undula tt a de murta. 

Sumario: La deducción de la acción |ieii¡il eslá expresamente 

contemplada en el artículo 55 de la ley 3S#f, como cansa ia- 

tcrrupliva de la prese r ilición, siendo, por consúmeme, ina- 
plicable la primera parte del art, 4" del Código Penal. 

Caso : Ui explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA HE LA CÁMARA FEDERAL I»E APtI.AClÓ.M 

Bv&w Aires, Febrero 2» de IW. 

Vistos y Considerando: 

DeMit »jue fueron iniciadas las presentes actuaciones, .1 de 
Noviembre de 1932, hasta la Fecha, ha transcurrido con exceso 
él tiempo necesario para qite la prescri()ción del derecho de acu- 
sar se opere. 

Por ello, las consideraciones ai lucidas |H>r la mavoria del 
Tribunal en el caso de Hicnveutdn Yoldi. U> de Mayo de P)J4. 
y 1n resuelto por la Curie Suprema en el caso de Es|>oui.'yas, 
Mayo -10 de 19JS. se declara «pie esta causa seguida p>r Euoch 
Morgan* Sotes y Cía. contra Augusto Q; l'olrazzini, sobre imi- 
tación fraudulenta de nmrca, la acción se halla prescripia, — 
Mt!*\i-!iun lisi tihitia. -- ü. .1. .Ynair .lucliorcmi, — /rw Marcó, 
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Buenos Aires. Julio i de 

V istos y Considerando : 

r 

Oue tic acuerdo con lo resuelto por este Tribunal en los 
autos "La Argentina" ( S. A.), Juan Sawnarti, Korlann Hitos, 
y t ía.. Ko^iauo y Grassia y Hatitis e Iglesias contra José Acu- 
tain". Marzo N de V)2J, y dé los fundamentos de dicho falte» re- 
sulta, que la deducción ik* la acción |>ciial ha sida expresamente 
contemplada t-tt el articulo 55 de la ley 3<>75 como causa inte- 
rruptiva dé la prescripción, siéndole, por consiguiente, inaplica- 
ble ta primera jrartc del art. ^ Código IVnat y la jurispru- 
dencia invocada. 

(¿ue esta solución es ciertamente la que mejor consulta la 
protección organizada por la ley ,W75 jara aserrar a los indus- 
triales, comerciantes y agricultores la propiedad de sus mar- 
cas, testando recordar jwra justificar el aserto que los procesos 
en que se delaten cuestiones de ese orden son por su naturale- 
za largos y complicados* y, por consiguiente, de duración mayor 
que el año de tiérftpo señalado jtara la presen) ictón anual. 

En su mérito, indo el señor l'rocurador (¡encral. se revira 
la sentencia apelada en la parle que lia podido ser materia del 
recurso. Xotitiquesc y devuélvanse los autos al tribunal de ori- 
gen, denudé se repondrá el papel. 

A. Uek.MF.JO. _ J, K, ( ;rFKOA Al- 

CORTA. — liOHKHTO "RePIÍTTO. 

li. (jI.JIIO I, A VALLE. — A N TOMO 

Sacar xa. 

(lí En la misma fecha se dlciri ¡¿¡nal resíilucinn en la causa: "tiimdi 
Murgaiis Suns y Cía. coliga i.. ¡iritis AHvmi. por tmiiai ii ni fraudulenta 
de marca. 
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Don Félix Saiíori contra Cttjtt Xin inmif tic Jubilaciones y 'Vii- 
siones de Empleados ferroviarios, sobre jiibHoeión por íii- 

Sitniiiriii; Su Mtn servicios ferroviarios conmutables a los efev- 
tfi> de la juhilación acordada (K>r la ley 10.650 los prestados 
a contratistas |ianicn lares para la renovación tic vías terreas. 

( cf.w: tia explicn.it las piezas siguientes: 



RE.snl.rciON UK LA CAJA FERROVIARIA 

Uiiciins Aire*. ! Jicienibrr dv V>27. 

\)c 1 1 >u fi iriuic|:td con lo acordado l llj r l 'l I 'irectorio en SU se- 
sión ik'l do Noviembre ppdo. y jior tus fundamentos expues- 
tos en el precedente despacho tic la Comisión de Jubilaciones, 

Se resuelyé: 

1« Desestimar por improcedente el urdido de jubilación por 
invalide/ formulado |Hir don Kélix Salun'í. 

2" Jíotifíqúesí al interesado y archívese. 

/'crfro Cítmtle. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

Buenos Aires, Septiembre 1J ile l'JJK. 

V Vistos: 

Por Uis consideraciones del escrito tic la Caja corriente a 
f«.. ,*S, se con firma la resolución a] telada de fs. 20. i|tie desestima 
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el pcdkl» de jubilación i-or invalide! formulado por Félix Salto- 
ri. Devuélvase sin mas trámite. — Marcelino Escalada, — fi. & 
Xasar .htfharcmi, — J. P. Luna. — /«Sí Marcó, 



DICTAMEN UEL PRÜCL KAOOR CE N ERAL 

lintnus Aires, Mar» II »k 1929, 

Suprema Oírte: 

En la presente causa sobre jubilación de Pedro Saltori so- 
licitada de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Km- 
plcados Ferroviarios, ha sido materia de discusión ta interpreta- 
ción de disposiciones comen i fias en las leyes respectivas núme- 
ro lO.ííSO y 11.308, habiendo sido la decisión final contraría al 
derecho invocado |Hir et jiettcionante, fundado en dichas leyes, 

Kxiste asi el caso federal y de acuerdo con lo resuelto |*tr t 
V". E. en causas análogas, el recurso extraordinario de apelación 
deducido procede atento lo dispuesto (tor el art. 14 de la ky 48. 

Ha sido. pues, en mi opinión, bien concedido y asi pido a 
V. E. se sirva declararlo. 

Ku cuanto al fondo del asunto creo, como la Caja Ferro- 
viaria, cuya resolución de fs. 20 ha confirmado la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital, que el recurrente Saltori no 
puede computar a su favor otros servicios que no sean ferro- 
viarios, como tir> lo m>ii los ipie ha prestado a contratistas fiarti- 
culares ¡«ra la renovación de las vías férreas (doctrina del fallo 
de V. E.„ tomo 152, 87). 

El peticionante no ha estado así al servicio de empresas fe- 
rroviarias comprendidas en el régimen de las leyes precitadas. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar ta sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R, Larreta, 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hílenos Aires, Julíu 3 tlv 1929. 

Autos y Vistos: 
Considerando: 

<Jue los serv icios prestados por el recurrente contó capataz 
de los contratistas Felice y Paulitcci, encardados de la renova- 
ción de la vía del F. C. Sud. de Priiigles a KmpaJmc Grimbcin, 
desde el 1* de Agosto de 1925 hasta el 31 de Diciembre de 1926, 
no se encuentran comprendidos entre los que taxativamente enu- 
mera el art. 2* de la ley X" I0,ío0, tal comu ha quedado redacta- 
do después de la refurma introducida a sn textu por la 11.308. 

Kn su mérito y de acuerdo am la domina que contiene el 
fallo "González, José María contra Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación, 
|xir invalidez" de f celia 24 de Junio de 1929, la del tomo 152, 
pájf. 87, el dictamen del señor Procurador Genera! y los funda- 
mentos de la sentencia recurrida, se la confirma en la i>arte que 
ha podido ser materia del recurso. N'otifiquese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — J. Figueroa Al- 
corta. — Roberto Repetto. — 
R. Guido La valle. — Antonio 
Sakarka. 
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Doña Mario Laptacete de Cassieboyic y otros, contra h Provin- 
cia rfr Humos A&m, sobre inconstitmionaUdod del impues- 
to a la herencia. 

Sumario: La cuestión de si es lega] o no la interpretación atri- 
fniida a la ley de («peí sellado vigente en 1926 en la Provin- 
cia de Buenos Aires por la Dirección de Escuelas de la mis- 
ma, en una causa que en lo fundamental corres|)onde a la 
jurisdicción originaria de la Corte Suprema, queda [>or en- 
tero lí hrada a los funcionarios judiciales del orden local. 

Caso: Lo explica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUIMMA 

Buenos Aires, Julii. J de 1929. 

Considerando : 

Que en ninguna de las cinco observaciones presentadas a la 
liquidación de ta Dirección de Escuelas por el escrito de fs. 143 
se sostiene la tesis de que la tasa debía determinarse en función 
exclusiva de los valores situados dentro de ta provincia y no de 
la totalidad de tos comprendidos en cada hijueía y tam]x>co exis- 
te formulad» ese reparo cu el escrito de fs. 126 ni en otro mo- 
mento anterior a la fecha de producirse el pago con protesta. 

Que ta cuestión de saljer si el criterio adoptado |K>r la Di- 
rección ile Escuela es compatible con disposiciones de la Cons- 
titución Nacional o no es el que legalmente corresponda dentro 
de las propias previsiones de la ley de sellos» no puede ser re- 
suelta |x»r esta Corte en la presente causa. Y ello por la doble 
consideración c'c que los actores omitieron, como se ha dicho, olí- 
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servar la liquidación a este respeto en el acto de la protesta y 
además no hicieron <le ese \ imito capitulo es|>ccial de la deman- 
da, de suerte que ella no quedó comprendida en la litis. 

ytie* |ior otra parte, tratándose de una causa en que pro- 
cedí- sobre lo fundamental, la jurisdicción originaria de esta Cor- 
te por ra/.ón de la materia no podría ésta decidir sobre la legali- 
dad o ilegalidad de la ínter] relación atribuida a la ley |>or la Di- 
rección de Escuelas, por ser ésta una cuestión librada i*tr entero 
a los funcionarios judiciales del orden local. Patios: lomo 1 53. 
página 214; tomo 152, pág. 

Oue en estas condiciones y resuítandu explicado en el pre- 
cedente escrito el motivo de la diferencia entre la liquidación 
de los actores y la del representante de la provincia, corresponde 
aceptar la última que aplica a los tres herederos liciicf ¡ciar ios 
del remanente del quinto la lasa del 5 ]ior ciento y no la del 4.50 
¡>or ciento establecida por los primeros, 

Kn su mérito y de conformidad con lo i»edido en el prece- 
dente escrito iKir el representante de la Provincia de Huenos Ai- 
res, se declara que ésta deberá devolver a los actores la cantidad 
de doscientos catorce mil trescientos noventa y seis pesos con 
ochenta y un centavos en lugar de la de doscientos treinta y tres 
mil treinta y cuatro pesos con sesenta y ocho centavos moneda 
nacional señalada en ía sentencia de fs. 82, rectificándose asi el 
error material en que se ha incurrido. Xotifíquese y repóngase 
el papel 

A. lina me jo. — J. Fiol-eroa Al- 
corta. — ROUF.RTO RePETTO. — 

R, Gi too Lavalle. — Antonio 
Saiíakxa. 
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Bm Manuel Salguera, (su sucesión }. contra la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados l'crroz'iarios, sobre 
indemnización. 

Sumario: 1* Las leyes especiales tic jubilaciones y pensiones de 
obreros y empleados ferroviarios números 9653, 10.650, 
11.074 y 11.308, no lian rectificado el principio general del 
derecho civil según el cual los parientes en grado heredita- 
rio, suceden al causante en sus derechos trasmisibtes y sim- 
plemente han introducido algunas modificaciones circuns- 
tanciales, como surge de los arts. 33 y 38 a 42 de la segunda 
de las leyes mencionadas, 

2? La modificación introducida por la ley 11.074, en su 
artículo inciso b) al art. 38 de la ley 10.650, al exigir 
fiara el goce de p, sión que el causante muriera en ejerci- 
cio del cargo ferroviario, no alcanza a los casos de indemni- 
zación por devolución de aportes. 

3* El art. 46 de la ley 10.650 no contiene la exigencia de 
que el causante, al fallecer, estuviera en el ejercicio del car- 
go, para que los causa-habientes tic aquél tengan derecho a 
reclamar la indemnización que acuerda dicha disposición 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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SFVTENCTA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Biittif* Airrs, M;i>ii ,1 ile 1929. 

Vistos y Considerando: 

De f|ue la circunstancia de que el causante no falleciese en 
el ejercicio de sn cargo, no puede perjudicar el derecho do sus 
cattsa-habientcs a reclamar la indemnización acordada por el an. 
40 de la ley 10.650, ya que dicha disixjsición legal no establece 
tal requisito. 

l'or ello y de acuerdo con 1« resuelto por este tribunal entre 
litros casos, en los de Manilla Pedro, Dominga C. de Vallejos 
y Fonccano Zuleta. fallado en Abril 29 de 1925, Mayo II de 1925 
y Febrero 6 de 1929, respectivamente, se revoca la resolución 
íi pelada de ís. 25 y, en consecuencia, se acuerda a Argelia U. de 
Salguero el beneficio del art. 46 de la ley 10.650. Devuélvanse 
sin más trámite. — Marcelino Escalada. — H. A. Na=ar Ancho- 
retía. — /. P, Ltttta. — José Marcó. 



DICTA M KN DEL SEXOK PkOCCKADOR OENERAL 

Buenos Aires, Jimiu 5 de 1929. 

En la presente causa sobre indemnización solicitada por Ar- 
gelia R .de Salguero a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones de Empleados Ferroviarios, ha sido materia de discusión 
la interpretación del art. 46 de la ley respectiva W 10.650, ha- 
biendo sido la decisión final contraria a! derecho invocado por 
la Caja, fundado en dicha ley. 

Existe asi, el fucm federal, y de acuerdo con lu reMicIto pnr 
V. E. en casos análogos, et recurso extraordinariu de apelación 
deducido procede atento lo que dispone el art. 14 de la ley 48. 
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Ha sido, pues, en mi opinión, bien concedido y así pido a 
% E. se siria declararlo. 

En cuanto al fondo del asunto, adhiero a la tesis sostenida 
l>or la Cámara Federal de Apelación de la Capital, toda ve* 
que el art. -Wí citado no contiene la exigencia que determina la 
resolución denegatoria de la Caja de fs. 25. de que el causante, 
al fallecer, estuviera en el ejercicio de su cargo. 

Soy por ello de opinión que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Horacio R. Larreta. ' 



FALLO Dfc LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aírei, Julio 5 de 1929. 

Y Vistos : El juicio de doña Argelia Rm'z de Salguero con- 
tra la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Ohreros y 
Empleados Ferroviarios j)or indemnización, y 

Considerando; 

Que don Manuel Salguero, esposo y padre de los actores, 
prestó servicios- en los Ferrocarriles del Estado desde Mayo de 
1912 hasta Abril 4 de 1922 como consta de las planillas de fs. 14 
y 15 ; y si bien resulta probado por la carta de fs, 13 que fué des-' 
pedido del servicio, no surje lo mismo que lo fuere por ninguna 
de las causas de desconcepto que menciona el art. 33 de la ley 
número 10.650, 

Que el art. 24 de dicha ley consagra el derecho de todo em- 
pleado u obrero comprendido en los beneficios de la misma, que 
hubiere sido despedido por economías o no requerirse sus servi- 
cios a la devolución de los aportes hechos a la Caja con más los 
intereses del 5 por ciento anual capitalizados por ano y aún tos 
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desjtedidos por movimientos huelguistas conservan esc derecho 
(art. 12 de la lev 11.30K|, tal facultad puede ejercerse durante 
jjeriodos de 3 o de 2 años, según que se trate ríe despedidos des- 
pués o antes de la vigencia de la ley 10.650 (art. 25 de la mis- 
mu i. (Juierc decir, entonces, que Salguero despedido el mes de 
Abítil de 1922, tenia derecho a pedir indemnización cuando falle- 
ció en 10 de Septiembre de 1424. 

Que las leyes especiales de jubilaciones y |>ensiones de óbre- 
me y empleados ferroviarios N" %53. 10.650, 11.074 y 11.308. 
ñú han rectificado el principio general del derecho civil según el 
cual, lo* {orientes en grado hereditario, suceden al causante en 
sus derechos trasmisihlcs y simplemente han introducido algu- 
nas modificaciones circunstanciales, como surge de los arts. 33 
y 38 a 42 de la segunda de las leyes mencionadas. 

Qiaé la modificación introducida jior la ley 11.074. en su 
art. Í?i incisa h) al art. 38 de la ley 10.650. al exigir para el 
goce de jx-nsión que el causante muriera en ejercicio de! cargo 
ferroviario, no alcanza a los casos de indemnización por devo- 
lución de ajarte, no sólo porque nada dicen las leyes 10.650 y 
1 1 .308 de esa exigencia (art. 4f> de la primera I, sino porque, por 
su espíritu, es inaplicable esa restricción a este caso, desde que 
la exoneración o destitución es una medida que interdice el de- 
recho a la jubilación (arts. 24 y 33 de la ley 10.650), l>ero que, 
al mismo tiempo, como compensación y con un alto espíritu de 
equidad y garantía de orden y buen servicio, hace nacer el dere- 
cho a la indemnización \xtr devolución de aportes, primera parte 
de los artículos citados, y tratándose de |>ensióu es más favora- 
ble aún el espíritu de la ley. pues aún en los casos del art. 33 en 
que con tiemjKi bastante para ta jubilación ordinaria le es negada 
ésta al empleado, sustituyéndosela por simple indemnización, a 
los deudos se les ilusiona (segundo parágrafo). Habría mani- 
fiesta inconsecuencia en la ley si, después de tan liberal precep- 
to, consagrara la inequidad de negar a la familia del cansante 
el derecho de que éste gozalia o tenia derecho a gozar, y como 
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es norma fundamenta! de interpretación buscar en las leyes la 
armonía y concordancia y no la contradicción y la antítesis, de- 
be rechasarse el supuesto de esa inequidad en et sub jttdkc. tal 
o uno ló rechaza el fallo recuiridu. 

Que ese es el espíritu cpie informa el pronunciamiento de . 
esta Corte Suprema en el juicio fallado en Mayo 15 del ano en 
curso ' Angela Kamognino de Scasso y María ígthel Ramognmo 
contra la Caja de Jubilaciones y Pensiones Ferroviarias por in- 
demnización", cuyo último considerando dice así: "Y no se ve 
cuál sería la razón lógica para decidir que tratándose de un obre- 
ro cesante tuviera derecho al beneficio del art. 24 y su familia, 
en cambio, careciera de él en el caso de su fallecimiento. Así, 
pues, la duda de interpretación determinada por la redacción del 
inciso 3' desaparece cuando se le aproxima y compara con el 
incwo 2*. La frase "siempre que dichos empleados u obreros 
hubieran tenido derecho a jubilarse" comprende tanto a la pen- 
sión derivada de la jubilación en caso de muerte, como el lwne- 
ficio emergente del articulo 46, |Kira el caso de que aquella no 
cor rescinda." 

Por lo expuesto y de acuerdo con lo dictaminado por el sé- 
ñor Procurador General se confirma. Xotifíquesc y devuélvanse 
los autos. 

A. UERMEJO. — J. FlGUEROA Al- 

cokta. — Roberto Repetto. — 
R. Gcioo La valle. — Antonio 
Saoarna. 
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Dan Agustín Bahloni contra la Caja Xacional tic Jubilaciones y 
Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación. 

Sumario: l' f El artículo 10 del decreto de 21 de Agosto de 191M 
es reglamentario del art. 9° de la ley 1 0.050, y se refiere a 
los descuentos del 5 ft> y del Sfc establecidos por los incisos 
* y 5' del artículo citado, y no el caso contemplado en el 
articulo 17. 

2* De acuerdo con lo dispuesto por el art. ¿0 de la ley 
10.650, por cada doscientos cincuenta días de trabajo efec- 
tivo se computa un año de servicio cuando aquél lía sido a 
jornal. 

Cuso; Lo explican las pie/as siguientes: 

RESOLUCION DE LA CAJA FERROVIARIA 

IHiiikís Aires, Octubre ¿5 de 1927, 

Vistas estas actuaciones, atento el conmuto formulado por 
la Contaduría a fs, 24, lo dictaminado por la Asesoría l^gal, lo 
aconsejado por la Comisión de jubilaciones y de conformidad con 
I" acordado p0r el Directorio en su sesión del 16 de Agosto ppdo. 

Se resuelve: 

1*' Acordar al empicado riel l-errocarrij del Sud, don Agus- 
tín LSaldoni, la jubilación ordinaria de ciento veintiséis pesos con 
setenta y cinco centavos ($ 126.75 in/n.) mensuales, de cuyo 
importe deberá deducirse el 10 % moneda nacional hasta la total 
concurrencia del cargo formulado en virtud del art. 48 de la 
ley 10.650. 
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Pa^r esta jubilación desde ta fecha en que el interesado 
deje de prestar servicios. 

•i" Previa notificación al interesado v justificarla que sea la 
fecha de cesación en el servicio, pase a Contaduría, a sus efec- 
tos y archívese. 

A', de Iriottdo. 

*- 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Humos Aires, Diciembre Sí tic 192B. 

Vistos y Considerando : 

Concedida jubilación ordinaria a italdoni, reclama respecto 
del haber jubilatorio sosteniendo que el promedio de los sueldos 
que ha percibido durante los últimos cinco años de servicios a 
que se refiere el art. 17 de la ley 10.650, ha sido calculado erró- 
neamente considerando años de 250 días o 2.000 horas de acuer- 
do con el art. 26, en vez de halwjr efectuado tomando como base 
años de 300 días o 2.400 horas, de rnufnrinidad con el art, 10 
del decreto reglamentario de la ley. 

La Corte Suprema en los casos de Escolástica Sánchez de 
\ azque* y Cecilia López de Gunacho, fallados «i 21 de Marzo 
de 1928. interpretando el art. 26 de la ley '10.650, determinó la 
forma de practicar el cómputo para establecer la antigüedad de 
los servicios. En tales casus. hallábase en discusión eí factor 
tiempo y no el factor sueldo y este tribunal había denegado las 
pensione;* que se gestionaban por considerar que los servicios 
acreditados no alcanzalian al total que la ley requería. 

El directorio de la Caja ha entendido que esa interpreta- 
ción debe aphcar.se también para determinar el tiempo a fin de 
eMabíeccr el promedio de suvldns a que se refiere el art. 17 y 
en consecuencia, ha considerado en e! sub judicc a ese efecto 
años de 250 días o de 2.000 boras. 
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Que si bien ningún precepto ete la ley establece qué se consi- 
derará sueldo, no sólo a los efectos de los beiu* f icios que concede, 
sitió de los aportes a t|iie se refiere e! art. 9; el decreto rcglamen- 
tario de la ley en su art. 10 lo define expresamente y determina 
une jiara los descuentos del 5 y 8 % r se considerará sueldo 
mensual a 25 dias de trabajo efectivo en caso de que la retribu- 
ción haya sido por jornal y si fuese por hora o a destajo se 
calcularán 200 horas rjue se dividirán \tor ocho \x\n\ determinar 
el número de días. 

Que es lógico entonces que si los aportes se exigen, entilo 
acontece en el caso, calculando meses de 25 días ■• de 200 horas 
como lo preceptúa el art. 10 citado, se calculen los sueldos en la 
misma forma y se establezca el promedio de é>tos durante los 
últimos cinco años contándolos de igual manera .es decir, años 
de 300 días o de 2.400 horas. 

y ue a esta. solución no se opone la circunstancia de haberse 
calculado para conceder la jubilación la antigüedad en el servicio 
de acuerdo con el art. 20. porque son operaciones distintas. 

Por estas consideraciones, se revoca la resolución de ís. 25 
en la luirle <[tie ha sido materia del recurso y se dispone que el 
promedio de sueldos a que se refiere el art. 17 tic la ley 10.ÍÍ50 
se obtenga tomando como base anos de 300 días o 2.400 huras, 
de conformidad con el art. 10 del decreto reglamentario de la 
niUiiia. Devuélvase sin más trámite. — Manritnn Escalada. — 
R A. A'iJ~iií- A nc harem. — J. n . Lmni. — Radúffo .V. AYnvr, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Pbenós Aires. Abril de I929t 

Suprema Corte: 

Mu ta presente causa sobre jubilación de Agustín Baldoni 
solicitada de la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones, ha 
sido materia de discusión la interpretación de disposiciones con- 
tenidas en la ley 10.650. habiendo sido la decisión final contraria 
al derecho invocado por el peticionante, fundado en dicha ley. 
i 
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Existe asi el caso federal y, de acuerdo con lo resuelto por 
V. E. en causas análoga* el recurso extraordinario de apelación 
deducido pnwede átenlo lo dispuesto por el art. 14 de la ley 48. 

Ha sido. pues, en mi opinión liien concedido y así pido a 
V*. E. se sirva declararlo. 

En cnanto al fondo del asunto, adhiero a la tesis sustentada 
por la Caja Ferroviaria, toda vez que cita se ajusta a la doctrina 
de esta Corte Suprema, consignada en la causa- que se registra 
en el tomo 150. \Kigin .Í88. 

Soy por ello de opinión í|uc cor responde revocar la senten- 
cia apelada en la parte que ha podido ser materia del recurso. 

4 

Horado R. Larreta. 



FALLO HE LA CORTE SCPREMA (1 > 

Bueno* Aires, Julio 10 tic 1929, 
V Vistos: • 

Considerando : 

Qne el art. 17 de la ley 10,650 dispone míe el monto de la 
jubilación ordinaria se calculará con relación al promedio de los 
sueldos percibidos durante "los chico últimos años de servicios" 
y, si bien, la ley no lia definido en ninguno de sus preccjHos lo 
que constituye el sueldo, ha expresado en cambio lo que debe en- 
tenderse por año de .servicio cuando la retribución del trabajo 
haya sido total d iiarciahncnte por jornal, diciendo que se com- 
putará "un año de servicio por cada doscientos cincuenta días 
de trata jo efectivo y si hubiese sido j>or hora se dividirá por 
ocho el numero de horas para establecer el número de días de tra- 
bajo electivo. 

(Jue ta determinación dd año de servicio hecha por la ley 
acerca de esta clase de obreros impone la solución a que ha Ite- 
rado la Caja, pues ésta rio habría podido sin se) ¡ararse de su 
texto, computar el año a razón de trescientos días o das mil cua- 
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trocicntas horas cuando aquélla to circunscrtlie a doscientos cin- 
cuenta días o dos mil harte, 

<¿ue serta manifiesta la inconsecuencia en que se incurriría 
>¡ después de aceptado |nir el propio obrero el criterio de los 
250 días o de las 2000 lloras, con el fin de computar el tiempo 
en cuanto le es favorable, se pretendiera rechazarlo fespédtó de 
la determinación del haber jubilan trio en cuanto conipprta una 
disminución en su jubilación. 

Que el art. 10 del decreto de 21 de Agosto de 1919 es re- 
glamentario del art. 9 y se refiere como aparece claramente de 
su letra, a los descuentos del 5 % y del 8 c /c establecidos por los 
incisos 2*> y 5" del articulo citado y no el caso contcmpladu en el 
art. 17 (pie tiene dentro de la misma ley {art. 26). la definición 
de uno de Itis conceptos usados en él. 

fine. |J«ir to demás, no existe óbice lce;al alguno j>ara que 
se emplee un criterio es|tccial cuando Se trata de la (uní i ación 
«del fondo de la Caja y "tro distinto para la deiermi nación del 
haber jubilaturio. 

l\u su mérito y de conformidad con lo resuelto por este 
Tribunal (Fallos, mmo 150. pág, ¿S2) y lo dictaminado ]>or 
el señor Procurador (ieiural, sv reinen la sentencia apelada en 
la parte que ha i>odido *er materia del recurso, declarándose 
firme la resolución de la Caja. Xtitifiqiiese y devuélvase. 

A, Bermejo. — J. Fici-hroa Al- 
corta. — Roberto Rkpetto. — 
R. Grino Lavalle. — Antonío 

Sauakna. 

(H iin la m&ma fecha la Corte Suprema i*>r las a m*.i<k>rac cufies 
¡ittni'ktas fti l.i \,"tii>u prccwíc. üt- prtuiuitciü tu ij-iial pulirlo m ln> 
¡un i<.- M<utiiil>i<. r"«r sefií. ri> Víame L'alabrü. Luis (iatli. V .Vente Ce- 
r.iMt y Ji»í" Aiiiiiriíu Cucclieito curra la Caja Kacioiial ih.- Jubilaciones 
> IVikíhik-s <it- |-'.m]*lr.-iclips rerr"v¡aríu¡., jx-r idi-iiticn motivo. 
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Don Francisca fínmr contra la Provincia de Buenos Aires, so- 
bre cobro tic pesos. 

Suuum'o: ta jurisdicción competente (jara conocer de una de- 
manda sobFr cumplimiento de una sentencia ejecutoriada, 
es aquella en la que se ventiló el pleito principal 

Caso: t& expTica el siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hucnos Aire*. Julio 10 de 1"*). 

Vistos y Considerando: 

Que la demanda de que se trata, versa sobre el cumpli- 
miento de una sentencia ejecutoriada, dictada |ior los tribuna- 
les de la Provincia ríe líuenos Aires, en un jniciu de expropia- 
ción y que condenó al demandado a jKi^ar el monto de la indem- 
nización, cuyo inqiortc se reclama. 

Oue en tal virtud la jurisdicción competente es aquella cu 
la que se ventiló el pleito principal. (Fallos: tomo 70. pág. 363; 
tomo 108, pág. 207: tomo 120. pág. 254, entre otros). 

i'or ello se declara que esta Corte no es competente |*ara 
entender en la presente acción. Xotifiquese y repuesto que sea el 
papel archívese. 

A. Bermejo. — J. Fkjleroa Al- 
corta. — Roberto Repetto, — 
R. Guido La valle. — Antonio 

Samar na, 
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Don Juan Mario Tomá? Pase ¡tal Cossim contra la Cuja Xacioiiat 
iir JuNlacioms y Pensiones de Empleados Ferroviarios. 

Sumario : MI cargo establecido por el articulo de ta ley 10.650 
delie ser formulado, no sólo \»<r el importe de los sueldos 
pt-rcihidos durante los treinta anos de laln>r, del* compren- 
der también el tiempo <pie excede del máximum legal. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



KKSOUViñX DE LA CAJA FERROV JARIA 

ItiR'jvis Aires, Alfosio 1(1 tle V)2ty 

\'islas estas actuaciones, estando acreditados todos los ex- 
tremos indis] lensalilcs para olrtcnér jubilación ordinaria y de con- 
formidad con |u acordado por el Din-clorio en su sesión del V f 
de Junio ppdo. 

É 

Se resuelve ; 

l'-" Acordar jubilación ordinaria al ex empleado de los Fe- 
rruca r riles dt-1 K*tado, don Juan M;iri;i l'asenal Cossiui, con un 
halicr mensual de doscientos cincuenta y dus pesos ($ 252.00 
ni n.) moneda nacional, de cuyo ini|>orte deberá deducirse men- 
Mialmente el 10 r /r hasta la bita) integración del cargo formulada 
en virtud ild art. 4S dé la ley 10.650, 

2" l'agar la presente Jubilación desde el dia en que el Ik> 

nríiciariii deje de prestar servicios, lo «pie debeará justificar en 
forma, debiendo-e di «contar desdé el primero haberes a perci* 
hirse del cargo formulado a ís. 51 vta. 

3* Xoiííímiese al interesado, pase a Contái loria a sus efec- 
to-:, y vuelva, 

X estar dt' In'outlo. 
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL. EN APELACION 

Biwnoi Aires. Juli<> tt de 1928. 

■ Y Vistos: 

m 

Por las consideraciones aducidas por este tribunal en el ca- 
so di* José Rerttolotti, fallado et 22 de Julio de 1925, se revoca 
la resolución de ís. 53 cu la jarte que ha sido materia del recur- 
so, dis] uniéndose que se practique la liquidación de la jubila- 
ción acordada 8 Juan María Tomás Pascual Cossini, computan- 
do únicamente sus últimos treitita años de servicios a los efectos 
del articule» 48. Devuélvanse sin más trámite» — /i. A. Xazar 
Anchor cm. — \I andino Escalada. — /, P, Lttmt. -- fose Marcó. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Duchos Aire*. Marzo 11 de IV2°> 

Suprema Corte: 

l.a Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Emplea- 
dos Ferroviarios lia recurrido para ante esta Corte Suprema la 
sentencia de la Cámara Federal de A | -elación de la Capital de 
fs. 7?, míe revoca la resolución de ís. 53 dictada *>or dicha Ca- 
ja, en vinud de la Cuál se aeordatja a Juan María Tomás Pascual 
Cossini ju dilación. formulándosele cargo a los efectos de lo dis- 
puesto por el art. 48 de la ley 10.650, sobre la totalidad de suel- 
dos percibidos durante todo el tiempo que traknjó en las em- 
I iresas íern iviarias. 

En la causa se ha discutido la interpretación y aplicación 
de la referida lev y l;i división ha sido contraria ai derecho in- 
vocado |>or la Caja, ya que se ha establecido míe el cargo debe 
limitarse a los últimos treinta años de servicios prestados. 
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En tal virtud y r|c acuerdo con lo resuelto por V. K. en ca- 
sos análogos, el recurso deducido procede, atento lo dispuesto 
l*»r el art, 14 de la ley 48. 

Ha sido, pues, en mí opinión, bien concedido y asi pido n 
V. K. si- sirva declararlo. 

En cuanto al íondi> del asunto, creo ajustada a derecho la 
iuterpri-iadiVu dada jior la Caja a] citado art. 4« ( toda vez. c|uu 
la pniiidieada disposición es de carácter especial y no ajsirece 
lutKli f icaria |nistenrinneutc. 

JW los fundamento* de la referida resolución soy de «pi- 
ntón que procede revocar la sentencia ajelada en ta pane (pie 
ha podido st-r materia de] recurso. 

¡Imucht A*. Larteta, 



FALLO VE LA CORTE SL'IMlfc.MA 

ButfXM Aires, Juli.> 10 & 1929. 

V Vistos: 

\hw el punto detnattdo en el presente juicio consiste en 
saber m ; L un empleado u obrero a quien no se le hizo el descuen- 
to forüoso y ipé ha comprobado tener un número mayor de años 
de servicio i|uc el indispensable para obtener la jubilación ordi- 
naria, se le debe formular el corres]mndiente ear¡p> (art. 4,S). 
solo |Hir el imjNirte de los sueldos percibidos durante los treinta 
años de laíiur o sí aquél debe comprender también el tiempo que 
excede del mínimuin leyal. Y, así, el obrero Tuinas Pascual Cns- 
sitit. que ha Coniprobado tener treinta y seis años de servicios 
ha objetado la resolución de la C aja porque entiende que el des- 
cuento del 5 % sobre los sueldos percibidos durante treinta v 
seis años debe ser limitado a los treinta años necesarios para 
alcanzar la jubilación. 

Qite el art. 48 de la ley lO.fóO no admite en su letra ni en su 
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espíritu la solución pretendida por el obrero, nisjwric, aquél en 
efecto, que "lós empleados y obreros con derecho a jubilación 
f|iie por cualquier motivo no hayan concurrido a la formación 
del fundo de ta Caja con el 5 % de todos los sueldos percibidos 
durante el número tic años acreditado para acogerse a sus liene- 
f icios, sufrirán un descuento del 10 % en sus jubilaciones hasta 
integrar al fundo de la Caja una suma igual al S % de los suej- 
dos percibidos." 

Q»e el precepto ordena que el 5 % se aplique a "todos tos 
Mieldos percibidos" y no serían todos si sólo se tomaran los co- 
r rescindientes al perillo legal de la jubilación. Además, la ley 
se refiere a] numero fie años aeredihulo y nó a los treinta indis- 
pensables jcira obtener el beneficio. La última frase del texto 
ratifica y da más fuerza si cabe a aquella interpretación, al decir 
que el desruentu del diez por ciento sobre la jubilación se man- 
tendrá, "hasla reintegrar al fondo de ta Caja una suma igual 
al 5 % «fe sueldos percibidos", esto es. de todos los que le 
hayan correspondido al obrero en el momento de acogerse a la 
jubilación sin excepción alguna. 

J\n su mérito y de o mí* trinidad con lo dictaminado i*ir el 
señnr Procurador General, se revoca la resolución apelada de- 
clarándose que es ajustada a la ley la interpretación atribuida 
por la Caja al art. 4*S de la ley 10.650. NVilifíquese y devuélvase. 

A. Uekmejo, — J. FlGUEftOA Al.- 
CORTA, — ROÜKRTO Rlil'ETTO. — 

H, Cl too L avalle. — Antosio 
Saíjarna. 



